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Me voy a permitir prescindir en esta introducción, y sólo en ella, del 
"plural de modestia" que prescriben los buenos usos académicos. Desde que 
hace once años me licencié en Historia Moderna y Contemporánea, 
precisamente cuando se conmemoraba el cincuentenario del comienzo de la 
Guerra de España, hasta ahora, cuando me encuentro defendiendo una tesis 
doctoral que entronca con esa encrucijada crucial, algo ha cambiado en mi 
concepción del oficio de historiador. Con más osadía que fundamento, salí de 
las aulas defendiendo vehementemente no sólo mi condición de historiador, 
sino de científico social. No sé si con mucho más fundamento, pero sí con 
bastante más prudencia, sigo concibiendo la historia como una ciencia social 
privilegiada para conocer las sociedades humanas. Pero, en paralelo, he ido 
adquiriendo conciencia de sus limitaciones, y en ello no ha sido ajena la 
investigación cuyo resultado presento ahora. 
Con "el final de las ideologías" y el paradigma del pensamiento único 
se arrinconó el debate teórico, y con él se pretendió arrumbar el compromiso 
del historiador con su disciplina y la sociedad entre los artefactos ideológicos 
obsoletos.* La historia se constituye con demasiada frecuencia en pretexto para 
la consecución de fines más o menos confesables, y los historiadores poco 
podemos hacer desde nuestras reservas académicas ante vehículos de educación 
' El libro del profesor J. FONTANA, La historia después del fin de la historia, Barcelona 
Crítica, 1992, constituye, además de un Idcido análisis de la historiografía de los ültimos años, 
un alegato en &vor de su renovación y de la utilidad social del conocimiento histórico. Aunque 
desde presupuestos muy distintos, el profesor J. ARÓSTEGUI también nos propone una 
"reflexión sobre la historia desde la propia historia" en La investigación histórica: teoría y 
método, Barcelona, Crítica, 1996. 
V 
histórica tan poderosos como la televisión o el cine. En la sociedad mediática 
los avances de la investigación histórica circulan casi siempre por caminos 
marginales, cuando no restringidos al círculo de iniciados, cada vez más 
reducido como resultado de la hiperespecialización. La ausencia de reflexión 
teórica sobre la naturaleza y la función social del conocimiento histórico puede 
ser dramática en el contexto escolar, donde corre el riesgo de refugiarse en lo 
que se ha dado en llamar educación en valores, algo fundamental en la 
formación de las personas, pero a lo que no se debe circunscribir la capacidad 
educativa de la Historia si no queremos encontramos ante una versión 
actualizada de su función tradicional más negativa: el adoctrinamiento. Una 
Historia sin teoría, ni método, pierde su capacidad como instrumento de 
conocimiento y legitima el uso ideológico del pasado. La teoría y el método 
han de regir las controversias entre los historiadores, y entre ellas las 
planteadas en tomo a algunas cuestiones que se tratan en esta Tesis. 
Si hay un problema histórico donde el compromiso del historiador es 
imprescindible ese es el de la violencia política, en general, y la represión, en 
particular. Es muy difícil enfrentarse asépticamente al fenómeno histórico de 
la represión, porque hay que hablar de víctimas y verdugos y porque, si se 
busca una explicación, necesariamente hay que identificar a unos y otros. Es 
más, detrás de la represión a gran escala siempre hay una lógica, la del poder, 
y el historiador no sólo no debe limitarse a levantar acta de ella, sino que 
necesariamente ha de tomar partido, dado que no es un simple notario de la 
realidad, sino que dispone de un método de análisis que le permite elaborar 
explicaciones acerca de los hechos y los procesos históricos. Por supuesto que 
no me refiero a tomar partido ideológico o personal, sino como científico 
social. El historiador se posiciona en contra de la lógica represiva desde el 
momento en que la desarma de su entramado legitimador y explica a qué 
responde dicha lógica. Por el contrario, si en aras de una supuesta objetividad, 
se encierra en la seguridad del número y aborda el fenómeno sociopolítico de 
la represión desde presupuestos positivistas terminará, en el mejor de los casos, 
por reducirlo a un problema moral o de inventario y no explicará nada. 
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Con esto no queremos decir que no sea necesario los esfuerzos por 
establecer las cifras de la represión, todo lo contrario, sino que hay que 
inscribir los esfuerzos por contabilizar e identificar las víctimas en un marco 
teórico explicativo general del fenómeno de la violencia política en España. La 
historiografía está en deuda con J. M. Solé y Sabaté y Francisco Moreno, 
quienes sentaron las bases metodológicas seguidas en buena parte de las 
investigaciones sobre la represión durante la guerra y la posguerra realizadas 
en los últimos diez años.^ No hay más que comparar las bibliografías en sus 
libros sobre Cataluña y Córdoba, respectivamente, con la que se recoge en las 
últimas monografías publicadas sobre el tema para darse cuenta de lo que ha 
avanzado la investigación histórica en este campo. 
Disponemos ya de un buen número de estudios provinciales y regionales 
que permiten establecer tesis explicativas de carácter general, sin tener que 
esperar a que se publiquen equivalentes para todas y cada una de las provincias 
de España' Sin embargo los intentos por integrar la represión en un marco 
explicativo teórico más amplio son escasos. En este sentido, hay que valorar 
la importancia del estudio realizado para Aragón por el equipo encabezado por 
el profesor Julián Casanova."* 
Una aportación original la constituyen los trabajos de Miguel Ors, para 
Alicante, y Manuel Ortiz, para Albacete, pues suponen un meritorio intento de 
^ J. M* SOLÉ I SABATÉ, La repressió franquista a Catalunya, 1938-1953., Barcelona, 
Edicions 62, 1985; FRANCISCO MORENO GÓMEZ, Córdoba en la posguerra (La represión y 
la guerrilla, 1939-1950), Córdoba, Francisco Baena Editor, 1987. 
^ Aimque todavía no sea posible establecer con cierta exactitud el numero total de víctimas 
para toda España, los estudios provinciales han demostrado que las cifras finales se sitüan muy 
por encima de las establecidas por el general R. SALAS LARRAZABAL en su conocido estudio 
realizado a partir de los registros civiles, recogido en su libro las Pérdidas de la Guerra, 
Madrid, Planeta, 1972. También son muy conocidas las críticas metodológicas hechas por el 
profesor Reig Tapia al estudio del general, que se pueden encontrar en Ideología e historia: 
sobre la represión franquista en la guerra civil, Madrid, Akal, 1986, págs. 91-96. Un resumen 
de las cifras de víctimas establecidas por provincias en A. REIG TAPIA, Franco 'Caudillo": 
mito y realidad, Madrid, Tecnos, 1996, págs. 204-209; J. M. SABÍN, Prisión y muerte en la 
españa de la postguerra, Madrid, Anaya & Mario Muchnik, 1996, pág. 241. 
" J. CASANOVA, A. CENARRO, J . CIFUENTES, P . MALUENDA Y M ^ P . SALOMÓN, El 
pasado oculto. Fascismo y violencia en Aragón (1936-1939), Madrid, Siglo XXI, 1992. 
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abordar de manera global el fenómeno de la represión, en su distintas 
vertientes, para un período cronológico amplio que incluye la guerra y la 
postguerra, por tanto, de manera consecutiva el período republicano y el 
franquista.' Los riesgos que se asumen con este planteamiento son muchos. 
La prueba de ello está en que los dos autores llegan a conclusiones distintas 
sobre la naturaleza de la represión. Manuel Ortiz reafirma la tesis compartida 
por muchos autores, entre los que me encuentro, de que el régimen 
republicano y el franquista aplicaron la represión de manera bien distinta, 
intentando las autoridades republicanas imponer su autoridad para acabar por 
todos los medios con las manifestaciones de violencia espontánea, mientras que 
las franquistas hicieron un uso premeditado de ella para imponer su modelo de 
Estado.* En cambio, Miguel Ors califica esta postura como "romántica" y 
considera la teoría del "espontaneismo" de la represión en zona republicana 
como un tópico "cuya pervivencia en nuestros días no tiene otra explicación 
que la comodidad interpretativa"' Como vemos, todavía queda mucho margen 
para la interpretación y la discusión. 
Llegados a este punto, una vez dejado constancia de los avances, hay 
que hacer referencia, aunque sea breve, a las carencias. El profesor Aróstegui 
ha dado un aldabonazo a la comunidad de historiadores al constatar "una 
alarmante carencia de ideas y de conceptualizaciones orientativas de la 
investigación" en este campo. Dos recientes publicaciones demuestran que es 
posible aproximarse al estudio de la represión por caminos poco o nada 
explorados: el estudio de Mónica Lanero sobre la Justicia franquista y el de un 
equipo dirigido por la profesora Conxita Mir sobre la actuación del Tribuníd 
* M. ORS. La represión de guerra y posguerra en Alicante (1936-1945), Alicante, Institut 
de Cultura "Juan Gil Albert", 1995; M. ORTIZ HERAS, Violencia política en la 11 República 
y él primer franquismo. Albacete, 1936-1950, Madrid, Siglo XXI, 1996. 
*M. ORTIZ, ob. cit., págs., XIV-XV. 
' M. ORS, ob. cit., pág. 27. y 31-33. 
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7 bisTirARÓSTEGUl (ED), Violencia y Política en España, Ayer, N<'12, 1994, pág. 15. 
de Responsabilidades Políticas en Lleida.* Mónica Lanero contextualiza las 
jurisdicciones especiales en el marco de la política judicial del franquismo y 
aborda el papel jugado por la Justicia ordinaria en la represión política. La 
investigación de la profesora Mir y su equipo constituye la primera monografía 
extensa publicada sobre el tema y un claro ejemplo de la vigencia de la historia 
local, cuando se realiza a partir de fundamentos teóricos y metodológicos 
sólidos, para, tal y como ellos mismos explican, "conéixer millor els 
mecanismes de control social que tenia l'Estat, la veritable presencia de la 
política repressiva en la vida deis ciutadans".' Por tanto, es posible la 
renovación historiográfica, aunque, desgraciadamente, el tratamiento que 
todavía se da a la represión franquista en obras tan emblemáticas como la 
Historia de España de Menéndez Pidal, por citar un ejemplo, no contribuya a 
ello.'" 
* M. LANERO TÁBOAS, Una milicia de la justicia. La política judicial del franquismo 
(1936-1945), Madrid, Centro de Estudios Cosntitucionales, 1996; C. Mm, F. CORRETGE, J . 
FARRET y J. SAGÚES, Repressió económica i franquisme: L'actuació del Tribunal de 
Responsabilitats Politiques a la provincia de Lleida, Barcelona, Publicacions de l'Abadia de 
Montserrat, 1997. 
' C. M K ET ALT. ob cit, pág 46. El primer estudio sobre la depuración de las 
responsabilidades políticas, aunque limitado a una demarcación territorial {pequeña, es G. 
SÁNCHEZ RECIO, Las responsabilidades políticas en la posguerra española. El partido judicial 
de Monovar, Alicante, Universidad de Alicante, 1984. Para Soria, A. R. FRÍAS RUBIO, "El 
Tribunal de Responsabilidades Políticas de Soria, 1939-1959", Revista de Investigación en 
Geografía e Historia del Colegio Universitario de Soria, vol. XI, n° 3, 1991-1992. Podemos 
encontrar epígrafes dedicados a las responsabilidades políticas en el marco de las 
investigaciones más amplias sobre represión realizadas para Albacete, el más extenso y 
detallado, por M. ORTIZ, ob. cit., págs. 393-409; para Cáceres por J. CHAVES PALACIOS, IM 
represión en la provincia de Cáceres durante la guerra civil (1936-1939), Cáceres, Universidad 
de Extremadura, 1995, págs. 87 y 91; y para Alicante por M. ORS, ob. cit., págs. 84 y sigs 
y 306-308; para Granada por R. GiL BRACERO, "La Justicia Nacional y el Tribunal de 
Responsabilidades Políticas de Granada. Las Fuentes y primeras conclusiones", en Justicia en 
Guerra, Madrid, Ministerio de Cultura, 1990, págs. 607-610; para Las Palmas por J. 
ALCAHAZ ABELLAN, La resistencia antifranquista en las Canarias Occidentales. 1939-1960, 
Las Palmas, CÍES, 1990; y para Córdoba por F. MORENO GÓMEZ, ob. cit., págs. 272-275. 
'° En dicha obra, Stanley G. Payne, no sólo recoge las cifras de victimas de Ramón Salas 
Larrazabal, ignorando la crítica y revisión a la que las ha sometido la investigación desde hace 
una década, sino que la relativiza, de nuevo sin tener en cuenta los estudios especializados que 
se han venido publicando. Reproduce párrafos ya aparecidos en su anterior y conocido libro 
sobre el régimen de Franco, que hubieran merecido ser revisados con el trascurso de los años. 
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Este trabajo comenzó a concebirse como una investigación sobre el 
miedo como instrumento político en la España de la posguerra, aunque las 
posibilidades que ofrecían los fondos documentales con los que hemos trabajo 
- volvemos a la primera persona del plural, plural de "justicia", dado que 
abarca a la profesora Marta Bizcarrondo, activa directora de esta tesis doctoral-
nos nevaron a centrarla en la Jurisdicción Especial de Responsabilidades 
PoKticas. La investigación que ahora presentamos constituye un intento de 
aproximación a la lógica represiva del franquismo a través del estudio global 
de uno de sus instrumentos de mayor alcance. En este sentido, los dos 
capítulos dedicados a los represaliados en Madrid no responden a los criterios 
de un estudio de historia local, sino que se aplican al esclarecimiento de la 
actuación general de la Jurisdicción. Nos ha movido el objetivo central de 
contribuir a la explicación del papel jugado por la represión en la construcción 
del Estado franquista, rastreando sus orígenes históricos e ideológicos. Aunque 
nos ocupemos de la depuración de las responsabilidades políticas como 
mecanismo de represión económica, hemos prestado una especial atención al 
papel jugado por esta Jurisdicción como fuente de legitimación de la 
Así podemos leer: "Lx) dnico bueno que podemos decir de la represión de Franco es que no 
es del tipo estalinista-hitleriano de liquidación sitemática, y que no se aplicó según los criterios 
de raza o clase". O que "No hubo penas de muerte por delitos políticos como tales, pero se 
fínnaron numerosas sentencias de muerte para aquellos que eran culpables de delitos políticos 
que inq>licaban violencia o rebelión inilitar(categorías, ambas, muy elásticas en la primera 
posguerra)". Ni siquiere se corrige un error tan evidente como el atribuir a penas de cárcel io 
que en la ley eran penas de inhabilitación o restrictivas de la libertada de residencia. S. G. 
PAYNE: "Gobierno y oposición (1939-1969)", en R. Carr (Coordinador),Ia Época de Franco 
(1939-1975), Historia de España de Menéndez Pidal, T. XLI, vol. I, Madrid, Espasa Calpe, 
1996, págs 18-22; El régimen de Franco. 1936-1975, Madrid, Alianza Editorial, 1987, págs. 
221-241. Al menos no repite im argumento ideológico que a partir de un futurible, constituye 
una subliminar justificación de la represión: "A la vista de los muchos miles de personas 
asesinadas en la zona izquierdista, no hay razón para pensar que la situación hubiera sido 
mucho mejor si la República hubiera triunfado; ciertamente, si hubiera ganado durante la 
hegemonía comimista de 1937-38, habría sido mucho peor". Después de señalar que la Griega 
fue la única guerra civil revolucionaria del siglo XX que se resolvió con más clemencia, añade 
que el gobierno que salió de ella "se incorporó al marco de la Europa democrática, mientras 
que el régimen de Franco de principios de los cuarenta luchaba por sobrevivir en medio de la 
guerra mundial y de múltiples peligros internos y exteriores, que eran muchos más serios que 
los que tuvieron que afrontar Grecia y la Unión Soviética durante el periodo relativamente 
pacífico de los años veinte" {"El régimen de Franco, ob. cit., pág 240). 
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sublevación militar y del Estado nacido de ella, sin olvidar en ningún momento 
que nos encontramos ante un eficaz instrumento de control social. 
Nos hemos centrado, principalmente, en el período comprendido entre 
la promulgación de la Ley de Responsabilidades Políticas de febrero de 1939, 
momento en le que se crea la Jurisdicción especial, y abril de 1945, cuando se 
cancela por decreto. No obstante, nos hemos visto obligados a ocupamos con 
cierto atención de la represión económica durante la guerra, dado que los 
Juzgados y Tribunales de Responsabilidades Políticas asumieron las 
competencias que tenían atribuidas los organismos de incautación de bienes. 
Por otro lado, aunque la Jurisdicción especial se cancelara en 1945, sus 
consecuencias procesales se prolongaron durante los años posteriores. 
Hemos explorado, fundamentalmente, dos fondos documentales de 
singular importancia, conservados ambos en el Archivo general de la 
Administración de Alcalá de Henares: el de Tribunales Nacionales de 
Responsabilidades Políticas y el de Responsabilidades Políticas de la Audiencia 
de Madrid. El primero está formado por mas de mil cuatrocientas cajas que 
guardan documentación procedente de los organismos incautadores que 
funcionaron durante la guerra y de los posteriores de responsabilidades 
políticas, tanto provinciales como centrales. Se trata de un volumen ingente de 
documentos que merecerá la atención futura de los historiadores. Por nuestra 
parte hemos revisado aquellas cajas que según los inventarios contenían 
documentación de los organismos centrales o correspondiente a la provincia de 
Madrid. 
El segundo reúne más de ocho mil expedientes personales de 
represaliados por resfKjnsabilidades políticas en la provincia de Madrid, aunque 
no todos llegaran a substanciarse como tales. Hemos revisado casi siete mil, 
centrándonos en el estudio de más de cinco mil, siguiendo una metodología que 
explicaremos en su momento. Como los expedientes se instruían en la 
provincia donde residía el inculpado y Madrid era la capital de la República, 
este fondo presenta el interés añadido de conservar los expedientes de buena 
parte de lo que hemos denominado núcleo duro de los considerados por el 
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Régimen franquista como responsables políticos, entre ellos los dos Presidentes 
de la República, seis de los nueve Presidentes de los Gobiernos republicanos 
y una treintena de los ministros de los Gobiernos que se sucedieron desde 
febrero de 1936, incluidos los del non-nato de Martínez Barrios. La 
combinación de estos dos fondos, más los procedentes de la Presidencia del 
Gobierno, de mucho menor volumen, pero de gran interés, nos ha permitido 
abordar el estudio general de la Jurisdicción. 
Todos los fondos consultados se encuentran sujetos a las disposiciones 
de la Ley del Patrimonio Histórico, que restringe el acceso a la documentación 
que contenga datos que puedan afectar a la seguridad, honor, intimidad e 
imagen de las personas y fija los plazos de prescripción de la reserva." La 
mayor parte de la documentación es en la actualidad de libre acceso, salvo los 
expedientes personales conservados en el fondo de la Audiencia de Madrid, En 
nuestro caso, comenzamos la consulta de dichos expedientes por autorización 
del Presidente de la Audiencia Territorial de Madrid, concedida en octubre de 
1988. Con posterioridad a esa fecha, y cuando llevábamos avanzado nuestro 
trabajo, la dirección del Archivo General de la Administración procedió a 
revisar el fondo, limitando la consulta pública de aquellos expedientes en los 
que no concurrieran las condiciones previstas en la Ley del Patrimonio. No 
obstante, dada la situación en la que nos encontrábamos, se nos permitió 
completar la investigación. Con la información recogida se han creado tres 
bases de datos con fines estadísticos, sin que se asocien datos concretos a 
nombres determinados, salvo en unos pocos casos de personalidades de notoria 
" Ley de 25 junio de 1985, núm 13/85 (Jefatura del Estado), B.O.E., del 28 y 29. Art. 
57, c: "Los documentos que contengan datos personales de carácter policial, procesal, dioico 
o de cualquiera otra índole que puedan afectar a la seguridad de las personas, a su honor, a 
la intimidad de su vida privada y familiar y a su propia imagen, no podrán ser públicamente 
consultados sin que medie consentimiento expreso de los afectados o hasta que haya trascurrido 
un plazo de veinticinco años desde su muerte, si su fecha es conocida o, en otro caso, de 
cincuenta años, a partir de la fecha de los documentos" 
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relevancia histórica.'^ 
Una última observación, volviendo de nuevo a la primera persona. He 
de reconocer que en mi imaginario afectivo y personal, quienes derribaron la 
República de 1936 nunca podrán ocupar el mismo lugar que los hombres y 
mujeres que la hicieron posible y cayeron con ella. No se trata de una postura 
"romántica", sino de un convencimiento ideológico. A este Tribunal 
Académico le corresponde juzgar si mi pericia como historiador está en 
consonancia con mi confianza en la teoría y el método para salvar los sesgos 
de partida. Paul Ricoeur ha escrito que el "oficio de historiador educa la 
subjetividad", para añadir inmediatamente: "mejor dicho, el oficio de 
historiador hace la historia y al historiador"." 
'^  El equipo que ha trabajo en Lleida bajo la dirección de la profesora Conxita Mir 
establecieron, tal y como se desprende de los agradecimientos, canales de colaboración entre 
la Audiencia Provincial y la Universidad que les permitieron acceder sin problemas a los 
expedientes. Para fondos como los que nos ocupan se hace imprescindible que por fin se dicte 
el reglamento correspondiente a la Ley y se conceda a la Junta Superior de Archivos 
competencia para dictaminar sobre su régimen de acceso. Muchos de los expedientes de 
responsabilidades políticas de Madrid no son de acceso libre porque hay una diligencia de 
archivo de los años cincuenta, aunque la documentación signiñcativa esta fechada muchos años 
antes. Hacemos esta observación en el convencimiento de que, en primer lugar, la Ley protege 
derechos individuales ñmdamentales, y que los resjjonsables de los archivos aplican la Ley con 
los criterios técnicos y profesionales que les corresponden. 




LA CRUZ Y LA ESPADA. ORÍGENES HISTÓRICOS E 
IDEOLÓGICOS DE LA REPRESIÓN POLÍTICA 
"Hay gentes que creen que hay sediciones legítimas -
dijo don Leandro Acha, el amo de Olazar-. Hablando como 
leguleyos dicen que hay derecho a la sedición, a la rebelión. 
Otros suponen que la sedición es lícita en unos casos y en 
otros no. 
- Estos casuistas tendrían que explicar cuándo es 
lícita, y por qué, y cuándo no -indicó el anúgo de Don 
Leandro, el doctor Arizmendi-; pero ¿convencerían a los de-
más. " 
Pío Barqja: Diálogo sobre la sedición' 
1.- ANTECEDENTES mEOLÓGICOS DE LA REPRESIÓN POLÍTICA: 
REACCIONARISMO, NACIONALISMO CATÓLICO Y MILITARISMO 
La represión, como expresión de la violencia política, no es un 
fenómeno que apareciera en nuestra historia contemporánea con la guerra civil. 
En palabras del profesor Aróstegui la "represión es una de las formas más 
' P. BAROIA, La familia de Errotacho, Madrid, Caro Raggio, 1974, pág 83. El original 
está fechado en diciembre de 1931. 
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conspicuas y repetidas que ha adoptado en España la violencia política".^ La 
represión ejercida durante la guerra civil por los sublevados y, tras su victoria 
militar, por el régimen franquista, responde, en tanto forma de violencia 
política, no sólo a factores coyunturales explicables por la situación bélica o 
por las dificultades para consolidar el régimen surgido de la guerra, sino que 
hunde sus raíces en el conflicto que enfrentó al bloque de poder tradicional con 
la burguesía modemizadora y las organizaciones obreras a lo largo de la crisis 
social y política que se venía arrastrando desde finales del siglo XIX. 
Tuñón de Lara ha explicado que la II República "no era sino una etapa 
más de la larga crisis de la sociedad y el Estado españoles, presentida tras 
1898 y precisada desde 1917."^ La Dictadura de Primo de Rivera no fue capaz 
de dar a la crisis una salida satisfactoria para el bloque dominante, que veía 
con temor como una fracción reformista de la burguesía urbana e intelectual 
se disponía a desplazarlo del poder político. Para las clases dominantes, cuya 
hegemonía se encontraba tradicionalmente vinculada a la monarquía, la 
proclamación de la República implicaba mucho más que un cambio de régimen 
político. No obstante, a pesar de los temores de quienes veían peligrar su 
situación económica y política, el cambio de régimen no significó, ni mucho 
menos, que perdieran todos los resortes del poder. Tuñón de L<ira ha llamado 
la atención sobre el hecho de que la estructura socioeconómica del país 
condicionaba la viabilidad del proyecto reformista republicano hasta el punto 
de que "en abril de 1931 se llegó a crear un estado de esperanzas con escasa 
base real, algo así como una ensoñación colectiva. "^  
El profesor Tuñón de Lara ha demostrado que las antiguas clases 
' Una introducción teórica al problema de la violencia política en J. ARÓSTEGUI, 
"Violencia, sociedad y política: la definición de la violencia", en J. Ardstegui (ed.), Violencia 
y política en España, Ayer, n° 13, 1994, págs 17-55; I. SOTELO, "Violencia y modernidad. 
Prolegómenos de una reflexión sobre la violencia política", Claves, n° 1, abril de 1990, págs. 
47-53. 
^ M. TUÑÓN DE LARA, Tres claves para la Segunda República, Madrid, Alianza Editorial, 
1985, pág. 9. 
^ Ibidem, pág 11. 
dominantes continuaron controlando el poder económico y mantuvieron su 
influencia ideológica y orgánica dentro de los aparatos del Estado, aunque el 
régimen político nacido en abril de 1931 las apartara coyunturalmente del 
centro supremo decisorio gubernativo. Centros decisorios y operativos claves, 
como los aparatos coactivos o el ejército, permanecieron bajo su control más 
o menos directo.'* Carlos M. Rama sostiene esta misma tesis, cuando escribe 
que la forma en la que se produjo el tránsito de un régimen al otro, no sólo 
permitió subsistir íntegras las clases sociales, los grupos privilegiados y hasta 
la legislación, sino que, además, la dinámica del período propició que las 
antiguas fuerzas tuvieran "tiempo suficiente para rehacerse de la pérdida del 
viejo Estado y reorganizarse en vistas a la nueva situación política" .^  
El fracaso de las distintas operaciones encaminadas a recomponer el 
sistema político de la Restauración a la caída de la Dictadura precipitó la crisis 
política que culminó con la proclamación de la República. Sucesivamente, se 
mostraron inviables el intento de Berenger por formar un gobierno liberal-
conservador apoyado en los restos del maurismo y la Lliga, el de una 
alternativa de centro izquierda con el liberal Santiago Alba al frente de un 
bloque que aglutinaría los restos de los antiguos partidos dinásticos, mauristas 
incluidos, y una tercera vía de centro-derecha propiciada por mauristas y 
regionalistas/ Marginadas de las operaciones protagonizadas por los antiguos 
partidos dinásticos, se comienzan a perfilar las dos corrientes de la derecha 
católica antidemocrática, en el pasado integradas en el maurismo, las cuales, 
junto con el Tradicionalismo Carlista, se constituirán en las principales fuerzas 
de oposición al reformismo republicano y a la propia República. 
Por un lado, la antigua aspiración de la Asociación Católica Nacional 
'' Ibidem. Véase, en particular, la segunda parte, titulada "Poder político y aparatos del 
Estado, 1931-1936", del citado libro, págs 217-265. 
' C. M. RAMA, La crisis española del siglo XX, Madrid, F.C.E., 1976, 3* ed., pág 169. 
* J. GIL PECHARROMAN, Conservadores subversivos. La derecha autoritaria alfonsina 
(1913-1936), Madrid, Eudema, 1994, pág. 65. 
de Propagandistas de crear un partido de masas católico y social, hegemónico 
entre las derechas, se concretará, a los pocos días de proclamarse la República, 
en la formación del Acción Nacional, que más tarde se vería obligada a 
cambiar su nombre por el de Acción Popular. Por otro, el tradicionalismo 
alfonsino se aglutinará en tomo a antiguas personalidades de la Dictadura en 
la Unión Monárquica Nacional y, a partir de 1933, en Renovación Española. 
Ambas corrientes compartían su tradicionalismo católico y su antiliberalismo, 
más acusado en los alfonsinos, pero las separaba el pragmatismo del populismo 
católico, que anteponía la conquista del poder para neutralizar la revolución 
social e imponer el orden a la restauración -o instauración- de la monarquía. 
Su estrategia política pasaba por el acatamiento formal de la legalidad 
republicana y la utilización de los mecanismos electorales y parlamentarios 
para recuperar la perdida hegemonía política. 
El cuadro de la derecha antidemocrática se completaba con los pequeños 
partidos de corte fascista, utilizados en ocasiones para sus propios fines por las 
citadas organizaciones conservadoras: el Partido Nacional Español, fundado en 
1930, y la Falange Española, mucho más próxima a los fascismos europeos, 
nacida en 1933 por la unión de pequeños grupos preexistentes y a la que en 
1934 se sumarían las Juntas de Ofensiva Nacional Sindicalista.' 
La evolución de una parte importante de la derecha española hacia 
posiciones autoritarias no fue diferente a la observada en otros países. Julio Gil 
Pecharromán coincide con diversos autores al explicar que en las últimas 
décadas del siglo XIX las derechas, como consecuencia de la crisis social de 
^ Sobre la derecha autoritaria puede consultarse J. GiL PECHARROMAN, ob. cit.; J. R. 
MONTERO, La CEDA, el Catolicismo social y político en la II República, Madrid, Ediciones 
de la Revista de Trabajo, 1977, 2 vols., y "Los católicos y el nuevo Estado. Los perffles 
ideológicos de la A.C.N.P. durante la primera etapa del Franquismo, en J. Fontana (ed.), 
España bajo el franquismo, Barcelona, Crítica, 1986, págs. 100-102; R. MORODO, Acción 
Española, orígenes ideológicos del franquismo, Madrid, Tucar, 1980; P . P R E S T O N , Las 
derechas españolas en el siglo XX: autoritarismo, fascismo, golpismo, Madrid, Ediciones 
Sitema, 1986. Sobre el fascismo en España, J. JIMÉNEZ CAMPO, El fascismo en la crisis de 
la IIRepública, Madrid, Centro de Investigaciones Sociológicas, 1979; S. G. PAYNE, Falange. 
Historia del fascismo español, Madrid, Sarpe, 1985; S. ELLWOOD, Prietas las filas. Historia 
de Falange Española, 1933-1983, Barcelona, Crítica, 1984. 
hegemonía, se ven afectadas en toda Europa por una serie de transformaciones 
de carácter antiliberal, expresadas en el rechazo, cada vez más violento, de la 
democracia parlamentaria y de los procesos de modernización económica y 
social.* 
Siguiendo al profesor Gil Pecharroman, neoconservadurismo, 
catolicismo social y derecha radical constituirían las tres principales corrientes 
de lo que se ha dado en llamar nueva derecha, si bien resulta difícil encontrar 
un correlato directo entre dichas corrientes y organizaciones o partidos 
concretos. Se aprecia una tendencia hacia formaciones de composición 
heterogénea, incluso hacia coaliciones derechistas de más amplio espectro, las 
cuales, incluso, llegarán a participar en el juego parlamentario. El 
deslizamiento hacia posiciones cada vez más autoritarias culminará en el 
periodo de entreguerras, ofreciendo su cara más siniestra con los movimientos 
fascistas, a los que aportarán elementos propios del conservadurismo 
tradicional, como el corporativismo, el militarismo o el catolicismo militante.^ 
Sin profundizar en la cuestión, algunas de las premisas establecidas por 
Charles S. Maier en su estudio sobre de la derecha radical -expuestas en su 
valioso análisis comparativo sobre Francia, Alemania e Italia en los años 
veinte- tendrían validez para el caso español. En primer lugar, la sorprendente 
capacidad de las fuerzas conservadoras para preservar, a pesar de los intensos 
conflictos internos e internacionales que caracterizan al siglo XX, buena parte 
de las estructuras institucionales y clasistas de Europa.'° En la historia 
contemporánea de España encontramos buenos ejemplos. Hemos señalada ya 
cómo en abril de 1931 las clases dominantes fueron desplazadas 
momentáneamente del gobierno, pero mantuvieron el poder económico y su 
* J. G. PECHARROMAN, ob. cit., págs 1-7. 
' Ibidem 
'" C H . S. MAIER, LM refundación de la Europa burguesa. Estabilización en Francia, 
Alemania e Italia en la década posterior alai Guerra Mundial, Madrid, Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social, 1988, pág 17. 
capacidad de maniobra gracias al control de importantes aparatos y centros 
decisorios del Estado. En cuanto al más grave conflicto del siglo, la guerra 
civil, cerró en favor del antiguo bloque de poder, manu militari, la crisis de 
hegemonía. 
Otra de las premisas de Maier es que, paradójicamente, la nueva 
derecha radical, a pesar de su retórica antiliberal y antiburguesa, contribuyó 
de manera decisiva a la defensa de las instituciones burguesas, precisamente 
por constituir las organizaciones opuestas a dichas instituciones el objetivo 
principal de su violencia. Según Maier, "aún cuando la derecha radical clamó 
contra los parásitos de las finanzas o los políticos corrompidos, su violencia se 
dirigió en realidad contra la principal oposición organizada a las instituciones 
burguesas".^' Para las derechas españolas, los partidos y sindicatos obreros 
constituían la principal amenaza contra el orden social tradicional. La 
presencia de ministros socialistas en los primeros gobiernos republicanos venía 
a reafirmarles en su vieja teoría de que la democracia parlamentaria era la 
antesala de la revolución obrera y la alternativa autoritaria la garantía de la 
propiedad privada y el orden tradicional. 
Durante las elecciones generales de 1936, el miedo al triunfo de la 
revolución, encamada en el Frente Popular, fue el principal aglutinante 
electoral, casi el único, de las fuerzas agrupadas en lo que se dio en llamar 
Frente Antirrevolucionario, incapaces de dotarse de un programa conjunto, ni 
siquiera de redactar un manifiesto común.^ ^ EL grupo hegemónico entre las 
fuerzas de la derecha autoritaria, la CEDA, desplegó una campaña maniquea, 
repitiendo machaconamente mensajes en los que se identificaba, en claro 
ejemplo de la retórica hipostática tan propia de la derecha más reaccionaria, 
su alternativa con España y a los adversarios con la destrucción de la patria: 
"Contra la revolución y sus cómplices", "Votad a España", "Contrarrevolución 
" Ibidem, pág 23. 
'^  J.R. MONTERO, ob. cit., t.II, págs 320 y sigs. 
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o Revolución. Anti-España o España. Los de Octubre o nosotros"." El propio 
Gil Robles hacía declaraciones públicas que no dejab<in lugar a dudas. Para la 
derecha católica las elecciones significaban mucho más que la lucha por 
conformar una mayoría parlamentaria: 
"es la batalla definitiva a la revolución. [...] Este es el gran significado: 
de una vez se va a ventilar si España va a vivir en un período 
revolucionario permanente, o si vencida totalmente y para siempre la 
subversión, podrá comenzar una época de auténtica reconstrucción 
nacional" '^* 
Tras el fracaso electoral se agudizó el deslizamiento del populismo 
católico hacia posiciones cada vez más antidemocráticas. Entre sus militantes 
calaba hondo la idea de que no quedaba otra vía para parar la revolución que 
una intervención del Ejército que impusiera una solución autoritaria a la 
austríaca.'^ 
Por su parte, Renovación Española venía exigiendo desde octubre de 
1934 un castigo ejemplar que neutralizará definitivamente a las organizaciones 
de la izquierda implicadas en el movimiento revolucionario, en lo que el 
profesor Gil Pecharroman ha calificado, citando a Maeztu, como "auténtico 
programa de acción contrarrevolucionaria". En palabras de Maeztu: 
'^  J. R. MONTERO, ob. cit., t.II, págs 322 y 323. 
'^  Cfr. J. R. MONTERO, ob. cit., t.II, pág 323. Declaraciones recogidas en El Debate, 6 
de febrero de 1936. 
" J. R. MONTERO, ob. cit., t.II, págs 225-268; M. TUÑÓN DE LARA, "Orígenes lejanos 
y próximos", en M. Tuñón de lara, J. Aróstegui, A.Viñas, G. Cardona y J. M. BRICALL, La 
guerra civil española cincuenta años después, Barcelona, Labor, 1985, págs 34 y 35. 
"[Es necesario que,] primero, se haga la debida publicidad de todos los 
horrores realizados por los revolucionarios y de todos los que se 
prometían realizar en caso de triunfo, publicando las listas negras de las 
personas que iban a ser ejecutadas, así como las demás medidas por 
ellos proyectadas. Segundo, que se aproveche la indignación originada 
por la revolución y la que despierte el mejor conocimiento de sus 
designios, en proceder a la organización de la sociedad en un sistema 
permanente de defensa contra la revolución social. Tercero, que se 
deshaga de una vez para siempre las organizaciones de la lucha de 
clases en todas sus formas. Y cuarto, que se proceda a la purificación 
de todos los organismos del Estado, especialmente de las Fuerzas 
Armadas y de los departamentos de enseñanza, de todos los elementos 
revolucionarios, ya activos, ya teóricos."^* 
La ofensiva contrarrevolucionaria se desarrolló en distintos frentes, 
destacando en el parlamentario, por su virulencia dialéctica, el dirigente de 
Renovación Española y cabeza del Bloque Nacional, José Calvo Sotelo, para 
quién la represión de los revolucionarios de octubre debía tomar ejemplo de 
la de los insurrectos de París en 1871, porque "los 40.000 fusilamientos de la 
Comuna aseguraron sesenta años de paz social" en Francia.'^ 
En la España republicana se observa claramente un rasgo ideológico 
característico del conservadurismo descrito por Maier: presentar la lucha de 
clases como una construcción artificial del marxismo, al servicio de la 
agitación social. Pero, escribe el historiador norteamericano, "a pesar de ello, 
dedicaron todos sus esfuerzos a apuntalar aquellas mismas instituciones que 
fundamentaban la dominación de clase a ojos de la izquierda: ensalzaban al 
'* Cfr J. GIL PECHARROMAN, ob cit, pág 191. El texto de Ramiro de Maeztu apareció 
publicado en Renovación Española el 10 de noviembre de 1934. 
" Cfr. J. GIL PECHARROMAN, ob. cit., pág 191. 
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Estado-nación, se angustiaban ante la nacionalización de las minas de carbón 
o los ferrocarriles, elogiando la propiedad y el espíritu de empresa".'* El 
catolicismo social, en sus versiones populista y tradicionalista, se presenta 
como una alternativa de colaboración interclasista frente a la lucha de clases 
pregonada por los marxistas, sin cejar por ello en la defensa de la propiedad 
privada y la jerarquía social tradicional. Las clases dominantes españolas 
vivieron la presencia de ministros socialistas en los primeros gobiernos 
republicanos, los Decretos del Gobierno Provisional -como el de Términos 
Municipales, el de Jurados Mixtos o el de implantación general de la jomada 
de ocho horas- o la reforma agraria como si se tratara de eslabones de una 
cadena que, comenzando por su expulsión de los aparatos del gobierno de la 
nación, terminaría por arrebatarles el poder económico. 
Como es bien conocido, fue el miedo ante un hipotético cambio en la 
estructura de la propiedad y de las relaciones de producción, y no el alcance 
real del programa reformista republicano en el ámbito económico y laboral, lo 
que provocó la respuesta violenta del viejo bloque de poder. Fijémonos, si no, 
en la reacción contra la reforma agraria, a pesar de la moderación y el carácter 
netamente burgués de su Ley de Bases, la lentitud y burocratismo con que se 
aplicó -salvo durante el breve período de gobierno del Frente Popular tras las 
elecciones de febrero de 1936- y su ineficacia como instrumento de 
modernización de las estructuras agrarias.'^ 
Para el profesor Tuñón de Lara, la revolución en el campo español "era 
más potencial que presente; era un 'futurible', con muchas posibilidades de 
convertirse en realidad si no se descabalgaba del Poder a los partidos de 
izquierda y si no se ponía fin al protagonismo y fuerza creciente de las 
C H . S . M A I E R , ob. cit. pág. 22. 
" Sobre la reforma agraria son clásicos los libros de E. MALEFAKIS , Reforma agraria y 
revolución campesina en la España del siglo XX, Madrid, Ariel, 1982 (5* ed); y de J. 
MAURICE, La reforma agraria en la España del siglo XX (1900-1936), Madrid, Siglo XXI, 
1975. Para un análisis de conjunto del problema agrario durante la II República, en sus 
dimensiones económicas, sociales y políticas, puede consultarse el capítulo dedicado a "La 
cuestión agraria", del libro de M. TuÑÓN DE LARA, Tres claves, ob cit., págs 21-215. 
organizaciones obreras en el campo. "^ " La posibilidad de que se llevara a 
cabo la anunciada reforma agraria preocupaba no sólo a la oligarquía agraria. 
Dado el "agrarismo de la burguesía española", para el conjunto de las clases 
dominantes la defensa de su posición hegemónica pasaba por el mantenimiento 
de las relaciones de producción tradicionales en el campo, aspiración a la que 
se sumaban, bajo el influjo ideológico de la gran burguesía agraria, amplios 
sectores de los pequeños y medianos propietarios y de los arrendatarios.^' 
En la España republicana se da una situación un tanto paradójica. Por 
un lado, la derecha antidemocrática veía en la legislación social de la 
República la plasmación de una estrategia revolucionaria de subversión del 
orden social tradicional. Por otro, la República se veía convulsionada 
periódicamente por movimientos huelguísticos e insurrecionales de distinto 
signo, campesinos y urbanos, protagonizados por trabajadores que 
consideraban insuficientes las reformas republicanas y reclamaban la revolución 
social. Las acciones de las organizaciones obreras reclamamdo la revolución o, 
simplemente, buscando mejoras sociales, eran consideradas por las fuerzas 
conservadoras como manifestaciones de una revolución ya en marcha. Las 
expresiones de protesta de quienes consideraban insuficiente el reformismo 
republicano y reclamaban una verdadera reforma social, eran utilizadas como 
argumento legitimador de su discurso reaccionario por los que, en el extremo 
contrario, consideraban ese mismo programa reformista como un ataque 
revolucionario en toda regla contra sus intereses de clase. Discurso legitimador 
que jugará un papel muy importante cuando toque justificar la liquidación 
violenta de la legalidad republicana. 
En la España de 1936 la inminente revolución social no era más que 
una ficción ideológica, aunque, al convertirse en eje legitimador de la 
sublevación militar, la propaganda del Régimen tratara de conferirle por todos 
los medios visos de realidad. Julio Aróstegui se refiere a la paradoja que 
^ M. TUÑÓN DE LARA, Tres claves, ob cit, pág 195. 
'^ M. TuÑÓN DE LARA, Tres claves '^, ob cit, pág 38. 
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encierra el origen de la guerra civil: el movimiento contrarrevolucionario es 
el que provoca la revolución.^^ En primer lugar nos recuerda que nadie con 
un mínimo de crédito académico sostiene todavía que la sublevación de julio 
de 1936 tuviera como finalidad inmediata evitar un supuesto movimiento 
insurreccional organizado por los partidos y sindicatos obreros, con los 
comunistas a la cabeza. En palabras del profesor Aróstegui, "fue la 
sublevación militar, y el fracaso de los objetivos inmediatos que se proponía, 
la que creó las condiciones históricas necesarias y suficientes para la 
materialización efectiva de un proceso revolucionario, en lo político, en lo 
social y lo ideológico, de características desconocidas en la España 
contemporánea".^ 
Aunque no sea el momento de ocuparse del debate sobre la naturaleza 
del franquismo que arrastran sociólogos, politólogos e historiadores desde que 
lo abriera el profesor Juan José Linz hace más de tres décadas, si quisiéramos 
dejar constancia de que nuestra investigación sobre la depuración de las 
responsabilidades políticas reforzaría la tesis de aquellos que sitúan en los 
cimientos del nuevo régimen una ideología nítidamente totalitaria y arcaizante. 
Porque si hay un rasgo ideológico común a todos los elementos que apoyaron 
la sublevación, por encima de otras diferencias, ése es su carácter 
contrarrevolucionario.^ En este sentido, nos parece muy sugerente la clave 
^ J. ARÓSTEGUI, "LOS componentes sociales y políticos", en M. Tuñón de Lara, J. 
Aróstegui, A. Viñas, G. Cardona y J.M. BRICALL, oh. cií., págs. 47 y sigs. 
^ Ibidem, pág. 48. 
^ Lxjs principales hitos bibliográficos del debate son bien conocidos jjor los esi>ecialistas. 
El profesor Linz presentó la primera versión de su teoría del régimen autoritario en una 
reunión científica celebrada en Finlandia en 1963, publicada al año siguiente, aunque en 
castellano no aparecería hasta diez años más tarde. J.J, LlNZ, "Una teoría del régimen 
autoritario. El caso de España", en M. Fraga, J. Velarde y S. del Campo (Dirs.), La España 
de los años 70, Vol. III: El Estado y la política, t. I, Madrid, Editorial Moneda y Crédito, 
1973, págs 1467-1531. Unos años después Papers. Revista de sociología (n°8, 1978) publicaría 
SU número monográfico dedicado al régimen franquista, preparado por Benjamín Oltra, en el 
que jimto a otro trabajo del profesor Linz, en el que profundiza y matiza su teoría, se recogen 
algunas de las aportaciones críticas al debate más conocidas: J. J. LINZ, "Una interpretación 
de los regímenes autoritarios", págs 11-26; J. MARTÍNEZ ALDER, "Notas sobre el franquismo", 
págs 27-51; B. OLTRA y A. DE MIGUEL, "Bonapartismo y catolicismo. Una Hipótesis sobre 
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interpretativa propuesta por el profesor Elorza, para quién el franquismo 
"aparece como solución traumática, arcaizante, al conjunto de conflictos que 
acompañan a la precaria formación de una sociedad moderna en la España de 
nuestro siglo. "^ 
los orígenes ideológicos del franquismo", págs. 53-102; E. SEVILLA GUZMÁN, S. GINER y 
M. VÉREZ IRUELA, "Despotismo moderno y dominacióo de clase: para una sociología del 
régimen franquista", págs 103-141. También desde la sociología S. ViLAR, La naturaleza del 
franquismo, Barcelona, Península, 1977; J. F. TEZANOS, "Notas para una interpretación 
sociológica del franquismo". Sistema, N° 23, marzo de 1978, págs 47-99, Entre las 
aportaciones procedentes de la ciencia política y la historia, son de referencia obligada las 
contribuciones, desde presupuestos ideológicos distintos, de M. TUÑÓN DE LARA, G . HEMET, 
S. ViLAR, J.C. MAINER y OTROS. Ideología y Sociedad en la España Contemporánea, Madrid, 
Edicusa, 1977; M. RAMÍREZ, España 1939-1975: Régimen Político e ideología, Barcelona, 
Guadarrama, 1978. J. P. Fusí, Franco, autoritarismo y poder personal, Madrid, El País, 
1985; J. FONTANA, "Refelexiones sobre la naturaleza y las consencuencias del franquismo", 
en J. Fontana (ed), España bajo el franquismo, Barcelona, Crítica, 1986, págs 9-38; J. 
TUSELL, La dictadura de Franco, Madrid, Alianza Editorial, 1988; A. ELORZA, el capítulo 
"Las raíces ideológicas del franquismo", en su libro La modernización política en España, 
Madrid, Endymion, 1990, págs 433-455, y "Mitos y simbología de una dictadura", en Bulletin 
d'Histoire Coníemporained'Espagne, n° 24, décembre 1996, págs. 47-68; J. CASANOVA, "La 
sombra del franquismo: ignorar la historia y huir del pasado, en J. Casno et al., El pasado 
oculto. Fascismo y violencia en Aragón (1936-1939), Madrid, siglo XXI, 1992, págs. 1-28; 
R.MORODO el capítulo "Naturaleza del franquismo: el franquismo como estado fascista-
totalitario", ea La transición política, Madrid, Tecnos, 1993, 2* ed., págs. 47-86; M. PÉREZ 
LEDESMA, "Una dictadura 'por la gracia de Dios'", Historia Social, n° 20, otoño 1994, págs. 
173-193. J. ARÓSTEGUI, "Opresión y pseudo-juricidad. De nuevo sobre la naturaleza del 
franquismo", en Bulletin d'Histoire Contemporaine d'Espagne, n° 24, décembre 1996, págs. 
31-46. 
Al margen de la discusión académica, podemos encontrar dos buenos ejemplos de lo 
que desde dentro del régimen se pensaba sobre su naturaleza y legitimidad histórica en el 
momento en que se recibía en España la teoría del profesor Linz: D. SEVILLA ANDRÉS, "La 
guerra civil y la desorganización política, 1931-1939", en M. Fraga, J. Velarde y S. del 
Campo, ob. cit., págs 93-157; R. DE LA CIERVA, "Franco y el franquismo", en M. Fraga, 
J. Velarde y S. del Campo, ob. cit., págs 159-219. Se trata de dos de las tres contribuciones 
introductorias -las precedía la del profesor Sánchez Agesta- del III volumen sobre la España 
de los años setenta, dedicado al Estado y la Política, dirigido por Manuel Fraga, imo de los 
tres co-Directores del conjunto de la obra. Que el artículo del profesor Linz cerrara un 
volumen abierto por semejantes ejercicios de autojustificación ideológica, es im indicativo de 
las posibilidades que, sea a pesar del propio autor, brindaba su teoría del régimen autoritario 
al franquismo, deseoso de ser homologado intemacíonalmente como im sistema que sin ser una 
democracia, tampoco era una dictadura. Este sesgo legitimador es uno de los aspectos de la 
teoría de Linz que más críticas adversas ha suscitado. 
Una reivindicación del franquismo publicada hace pocos años en VV.AA., El legado 
de Franco, Madrid, Fundación Nacional Francisco Franco, 1992. En este volumen colectivo 
se recogen colaboraciones de, entre otros, Jesús Fuejo, José Guerra Campos, Femando Suárez 
y Gonzalo Fernández de la Mora, quién se pregunta en su artículo: "Franco ¿Dictador?" (págs 
165-168. 
" A. ELORZA, Las raices, ob. cit., pág 433. 
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Como ha señalado Gregorio Cámara Villar, la teoría de la ausencia de 
una ideología estructurada en el franquismo se basa en una distinción 
apriorística entre ideología y mentalidad, cuya aplicación al caso español 
vendría cuestionada, de entrada, por el hecho de que cuando el profesor Linz 
formuló su teoría no se contaba aún con estudios solventes sobre la estructura 
ideológica del franquismo.^* Aportaciones tan relevantes como las de Raúl 
Morodo, sobre la ideología de la derecha monárquica antidemocrática, o la del 
propio Gregorio Cámara, sobre el nacionalismo católico, han contribuido a 
reformular el debate en términos menos funcionalistas y abstractos y mucho 
más pegados a la dinámica histórica española. 
Cuando dentro de unas páginas tracemos el perfil ideológico de los dos 
Presidentes que se sucedieron al frente del Tribunal Nacional de 
Responsabilidades Políticas o cuando repasemos los motivos de responsabilidad 
contemplados por la Ley, comprobaremos hasta qué punto el profesor Antonio 
Elorza tiene razón al afirmar que la República no cae víctima de una 
"revolución conservadora, sino de una contrarrevolución, la cual, siguiendo la 
estela del integrismo, pretendía eliminar con las instituciones democráticas o 
las organizaciones de clase, toda huella de la España liberal".^* El estudio del 
profesor Raúl Morodo sobre los orígenes ideológicos del franquismo resulta 
enormemente esclarecedor, máxime cuando, como él mismo se encarga de 
recalcar, en las páginas de Acción Española se elaboró la ideología dominante 
en el Nuevo Estado.^' A Acción Española se debe la "modernización 
autoritaria de los viejos temas tradicionalistas", propios de las tres principales 
corrientes doctrinales del conservadurismo español: tradicionalismo, 
^ G. CÁMARA VILLAR, Nacional-Catolicismo y Escuela. La socialización política del 
franquismo (1935-1951), Jaén, Editorial Hesperia, 1984, pág. 24. A lo largo del primer 
capítulo de su libro, el profesor Cámara ViUar realiza una detaUada crítica de las tesis de J.J. 
Linz, sobre todo en las páginas 21 y sigs. 
" R. M O R O D O , Acción Española, ob. cit.; G. CÁMARA VILLAR, ob. cit. 
^ A. E L O R Z A , Las raices, ob. cit., pág. 433. 
^ R. M O R O D O , Acción Española, ob. cit. 
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catolicismo social y maurismo.^° 
La revista tiene el interés añadido de que el equipo de redacción supiera 
convertir sus páginas en foro de encuentro de las distintas corrientes de la 
derecha antidemocrática, las cuales, en cambio, fueron incapaces de poner en 
pie una plataforma política unitaria. Así, se avanzó en el terreno ideológico lo 
que el franquismo convertiría en convivencia política forzosa, sobre todo desde 
el Decreto de Unificación del año 1937.^ ^ En Acción Española hay artículos 
firmados por alfonsinos, tradicionalisías, fascistas y corporativistas; por 
intelectuales católicos, eclesiásticos y laicos; por miembros o personalidades 
próximas a Renovación Española y, también, por algunos militantes de Acción 
Popular; pero todos con un denominador común: estar "dentro de la órbita 
contrarrevolucionaria en sus distintos matices"^^ En la nómina de 
colaboradores elaborada por el profesor Morodo podemos encontrar dirigentes 
emblemáticos de la derecha, como Víctor Pradera, Calvo Sotelo, Eduardo 
Aunós, Maeztu, José Antonio Primo de Rivera, Vegas Latapié, Yanguas 
Messia o el cardenal Goma, algunos de los cuales caerían victimas de la 
violencia política. No faltan quiénes ocuparán responsabilidades relevcintes en 
el franquismo: José María de Areilza, Esteban Bilbao, Alfonso García 
Valdecasas, Ernesto Giménez Caballero, José Ibáñez Martín, José María 
Pemán, José Pemartín, Pedro Saínz Rodríguez o Rafael Sánchez Mazas. Entre 
los colaboradores se encuentran, no por casualidad, los dos presidentes del 
* Ibidem, pág. 9. 
'^ El monárquico tradicionalista Eugenio Vegas Latapie, quién fundador y redactor Jefe de 
la revista, escribió en un memorándum entregado en noviembre de 1938 a Serrano Suñer y a 
Dionisio Ridruejo que "el pensamiento central y constante de Acción Española fue unir frente 
a la revolución comunista y separatista, en apretado haz, a todos los elementos auténticamente 
nacionales en el terreno de las ideas que es el único en que las uniones son duraderas y 
fecundas. La imión en la Verdad (sic.) fue la norma del proselitismo del nuevo movimiento 
y todos los que defendían la Verdad, p>ertenecieren al partido al que pertenecieren, encontraron 
calurosa acogida en sus filas. Y añade, "Acción Española había logrado la más perfecta unidad 
en el terreno de las ideas anticipándose en varios años a la Fundación de Falange Española 
Tradicionalista y de las Jons". {LM frustración en la Victoria, Madrid, Editorial Actas, 1995, 
págs 118 y 119.) 
^^  -., pág 70 y sigs. 
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Tribunal de Responsabilidades Políticas: Enrique Suñer y Wenceslao González 
Oliveros. Aunque alguno de ellos terminaría por tener problemas con el nuevo 
Régimen, "la inmensa mayoría se instalará en el establishment de la posguerra 
franquista".^ ^ 
Tiene razón el profesor Linz cuando afirma que la ideología católico-
social no basta para proporcionar las bases de un sistema totalitario.^ Pero 
sería erróneo considerar al catolicismo social como el único referente 
ideológico del franquismo. Lo que estudios como los de los profesores Morodo 
y Cámara han puesto en evidencia es que el régimen que surge de la guerra 
civil responde a una concepción nacionalista, ultracatólica y tradicionalista de 
la sociedad y el Estado, que conforma un corpus doctrinal articulado y 
totalitario. Y es en relación a esta ideología como se puede llegar a 
comprender en toda su dimensión la actividad represiva del Estado franquista. 
Es evidente que la represión ejercida por los sublevados durante la 
guerra civil y, tras su victoria militar, por los aparatos especializados del 
nuevo Régimen responde a una necesidad inmediata: la eliminación física del 
enemigo como mecanismo disuasorio de cualquier intento de oposición. Ahora 
bien, la represión se ve legitimada por dos rasgos definitorios de la ideología 
franquista, los cuales, como ya hemos dicho, hunden sus raíces en los 
conflictos sociales y políticos del siglo pasado: el nacional-catolicismo y el 
militarismo político. Las doctrinas de la anti-España y del enemigo interior, 
complementarias entre sí, proporcionan la cobertura ideológica necesaria para 
justificar una represión tan dura como extensa. 
La concepción apocalíptica y maniquea de la confrontación social y 
política constituye una de las características definitorias del nacionalcatolicismo 
sintetizadas por Femando Urbina, construcción ideológica que para los 
sublevados adquirirá pleno sentido histórico con la guerra civil, momento en 
33 Ibidem, págs. 69-73. 
^ J.J. L I N Z , "Una teoría del régimen autoritario. El caso de España", ob. cit. pág. 1482. 
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el que la confrontación secular entre la España tradicional, la "verdadera" 
España, y la anti-España llega al paroxismo. En palabras del profesor Urbina, 
"el acto en el que se plasma históricamente la dialéctica entre el modelo y el 
antimodelo, el valor y el contravalor, es la guerra española del 18 de julio de 
1936, que adquiere así su pleno sentido de acto histórico decisivo, de Cruzada 
Salvadora, de choque de civilizaciones, de lucha apocalíptica entre el Bien y 
el Mal. "3^ 
Para el nacionalismo tradicionalista la esencia de la Nación española es 
consustancial a la fe católica: quién ataca la unidad religiosa ataca la unidad 
de la Patria.^ * A partir de una concepción ahistórica y mítica del pasado, se 
relaciona la decadencia de la Nación con la penetración de doctrinas 
extranjeras ajenas a la tradición católica española: ilustración, liberalismo, 
masonería, marxismo. De este modo, la línea divisoria entre los "verdaderos" 
españoles y la anti-España queda nítidamente marcada, sin necesidad de un 
elaboración doctrinal compleja. Se es español si se es católico y, dado que con 
la fe no se discute, sólo queda una salida para la anti-España: su exterminio. 
La recatolización de España y la recomposición del orden económico, social 
y político tradicional conforman las dos caras de una misma moneda. Para 
Benjamín Oltra y Amando de Miguel, la principal aportación de los católicos 
^ F. URBINA, "Formas de vida de la Iglesia en España: 1939-1975", en Iglesia y sociedad 
en España (1939-1975), Madrid, Editorial Popular, 1977, págs 87-106. Cfr. G. CÁMARA, ob. 
cit., pág. 45. 
^ Sobre el nacionalcatolicismo puede consultarse, además del ya citado F. URBINA, el 
excelente libro de G. CÁMARA, ob. cit. Más reciente es el libro de A. BOTTI, Cielo y dinero, 
el nacionalcatolicismo en España (1881-1975), Madrid, Alianza, 1992. Frente a la mayoría 
de los especialistas, como él mismo reconoce, Botti sostiene la tesis, que nosotros tampoco 
compartimos, de que el nacionalcatolicismo no es una ideología arcaizante, sino "preocupada 
por fíltrar los aspectos evaluados como compatibles con la modernidad y en diálogo constante 
con ella", (pág. 20). Así, explicará el rechazo de la derecha tradicional a la República no como 
una reacción en contra del proceso de modernización del país, sino contra la forma en la que 
se abordaba dicho proceso. En consecuencia, el franquismo no significaría un intento de frenar 
la modernización de España, sino de retomar el modelo anterior a la proclamación de la 
República: "Se ha escrito que Franco mira atrás, a lo antiguo; que quiere restaurar la situación 
anterior a la República. Es cierto, pero mejor podna decirse que lo que él quiere es volver a 
modernización que ha quedado interrumpida con la ruptura de 1931: aquella que propone el 
NC y que se ha precisado durante los años de la oposición en las páginas de Acción Española 
y no sólo en estas, "(pág 147.) 
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monárquicos y tradicionalistas a la legitimación ideológica del franquismo será, 
precisamente, la tesis de la anti-España, su españolismo fervoroso y la mística 
imperial.^'' 
El mito de la Hispanidad es uno de los más evocadores de entre el 
repertorio del nacionalismo católico. Los ideólogos de la derecha tradicional 
harán un uso excluyante de los supuestos valores hispánicos, que se convertirán 
en rasero de españolidad. Raúl Morodo explica como en la editorial del primer 
número de Acción Española Ramiro de Maeztu utiliza la expresión "ideal 
hispano" para confrontar "tradición versas modernidad, lanzando al mercado 
político-intelectual la teoría de la anti-Patria y, en definitiva, iniciando una 
reinterpretación mágica de la historia de España, que durará, como es sabido, 
toda la etapa franquista, al menos en su formulación oficial".^ * 
La Institución Libre de Enseñanza encamaba la quinta esencia de la 
anti-España intelectual, y a desmontar su obra y su influencia se dirigirán no 
pocos de los esfuerzos represivos del franquismo. Desde su fundación en 1876, 
su influencia intelectual y política se fue incrementando a la par que el peso 
social de las clases medias urbanas. El profesor Tuñón de Lara ha explicado 
muy bien esta vinculación. Por un lado, el institucionismo, sin ser una 
corriente directamente política, respondía a la necesidad histórica de formar 
una élite entre la burguesía urbana e ilustrada capaz de dirigir el proceso de 
modernización social, económico y político de España. Por otro, su proyecto 
educativo se correspondía con un proyecto político liberal y democrático.^^ 
La influencia del pensamiento institucionista se dejará sentir, poco a poco y 
paulatinamente con mayor fuerza, en determinados ámbitos del Estado, sobre 
todo en los relacionados con la política educativa y cientíñca, incluyendo la 
Universidad, de donde procedían los fundadores de la Institución y a la que se 
^^  B. OLTRA y A. DE MIGUEL, ob. cit. pág 68. 
^ R. MORODO, Acción Española, ob cit. pág. 265. 
" M. TuÑÓN DE LARA, Medio siglo de cultura española, Madrid, Bruguera, 1982, págs 
60 y sígs. 
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encontraban estrechamente vinculados sus discípulos. No es extraño, pues, que 
la derecha reaccionaria, que había demostrado su incapacidad para la 
confrontación intelectual, estableciera una relación causa-efecto entre el 
pensamiento institucionista y la pérdida de la hegemonía política. La Institución 
Libre de Enseñanza se convirtió para sus enemigos en buque insignia de la 
anti-España, hasta el punto de que al discutirse el proyecto de Ley de 
Responsabilidades Políticas, el Ministerio de Defensa Nacional propuso que 
entre los motivos de responsabilidad se hiciera constar textualmente el haber 
sido directivo o profesor de la Institución: 
"Cree [el Ministerio de Defensa Nacional] debe ampliarse a los 
elementos directivos y al profesorado de la Institución Libre de 
Enseñanza, fermento pedante y pseudo intelectual de cuanto antiespañol 
se ha hecho en materia de cultura y enseñanza. Y al profesorado que 
en las Cátedras de la Universidad o Instituto se hubiere significado por 
su campaña izquierdista entre los alumnos'"*^ 
La ponencia rechazó la propuesta, no porque considerará que esas 
personas no hubieran incurrido en responsabilidad, sino por entender que tales 
hechos quedaban comprendidas en otros supuestos más amplios. No obstante, 
la Institución Libre de Enseñanza fue incluida en 1940 entre las entidades 
disueltas, cuyos bienes fueron confiscados en virtud del tristemente famosos 
Decreto 108 de la Junta de Defensa Nacional. El general Franco y su Ministro 
de Educación Nacional, Ibáñez Martín, consideraban que la Institución debía 
ser objeto de "especial prevención [...] por sus notorias actuaciones contrarias 
* Observaciones formuladas por distintos Ministerios en relación con el artículo 4° del 
Proyecto de Ley de Responsabilidades Políticas. A.G.A., P.G., C: 4022. 
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a los ideales del Nuevo Estado"*^ 
La fijación cx)n la que se persiguió a la Institución Libre de Enseñanza 
y su ámbito de influencia, constituye una manifestación más del recelo hacía 
los intelectuales característico del régimen franquista, al menos en sus etapas 
de mayor exaltación reaccionaria, especialmente extendido entre los 
militares.'*^ No obstante, no hay que olvidar que al menos un grupo de 
intelectuales de la derecha antidemocrática defendieron la necesidad de no 
dejar desguarnecido el frente ideológico. Desde las páginas de Acción Española 
se plantearon seriamente la necesidad de entablar también en el terreno 
intelectual la lucha por una solución definitiva, monárquica, autoritaria y 
tradicionalista a la crisis de hegemonía, conscientes de que en el fracaso de la 
dictadura primomverista jugó un papel no pequeño la ausencia de una 
verdadera reflexión doctrinal.*' En definitiva, la conjunción de la razón y la 
espada, pero razón católica, de la que hablara Ramiro de Maeztu.'** 
La lucha de los sublevados deviene en cruzada, en tanto en cuanto tenía 
como objetivo declarado erradicar del solar patrio todo vestigio de las doctrinas 
extranjerizantes que le llevaron a la ruina, reinstaurando de este modo el orden 
tradicional católico. La Iglesia se apresuró a legitimar ideológicamente la 
rebelión y la guerra, destacando por su autoridad entre los católicos los 
conocidos escritos pastorales del obispo de Salamanca, Enrique Pía y Daimiel, 
y del cardenal primado y arzobispo de Toledo, Isidro Goma, y por su 
repercusión nacional e internacional, dado su carácter de pronunciamiento 
"' Decreto de 17 de mayo de 1940, B.O.E. de 28 de mayo, pág 3.623. El Decreto 108 de 
la Junta de Defensa Nacional es del 13 de septiembre de 1936, B.O.E. de 16 de septiembre, 
págs 1 y 2. 
*'^ J. C. LOSADA MALVÁREZ, Ideología del Ejército Franquista. 1939-1959, Madrid, Istmo, 
1990, págs. 229 y sigs. 
+ 
"' R. MORODO, Acción Española oh. cit. 
*^ Véase el discurso de Ramiro de Maeztu publicado en Acción Española, n°46,1934, pág 
1021. Cfr. R. MORODO, Ibidem, pág 64. 
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oficial, la carta colectiva del episcopado español.'*^ 
Este discurso legitimador se mantendrá hasta el final del Régimen, 
aunque la modernización de la sociedad española y la evolución de la propia 
Iglesia terminarán por relegarlo a posiciones casi residuales, pero, en 
ocasiones, significativas. En la homilía que pronunciara Marcelo González, 
Cardenal Arzobispo de Toledo y Primado de España, ante el féretro del que 
fíie Jefe del Estado, todavía se pudo escuchar la invocación, tan querida por 
el Régimen que mona con el dictador, a la espada y la Cruz como los 
símbolos en los que se encerraba el último medio siglo de la Historia de 
España: 
"Ese hombre llevó una espada que le fue ofrecida en 1926 y un 
día entregó al Cardenal Goma, en el templo de Santa Bárbara de 
Madrid, pcu^ a que la depositara en la Catedral de Toledo, donde ahora 
se guarda. Desde hoy sólo tendrá sobre su tumba la compañía de la 
Cruz. En esos dos símbolos se encierra medio siglo de la Historia de 
nuestra Patria, que ni es tan extraña como algunos quieren decimos, ni 
tan simple como quieren señalar otros. ¿Ojalá esa espada -él mismo lo 
dijo- no hubiera sido necesaria; ojalá esa cruz hubiera sido siempre 
dulce cobijo y estímulo apremiante para la justicia y el amor entre los 
españoles" ^ 
La conjunción entre nacionalcatolicismo y militarismo, en oposición a 
^ Sobre la Iglesia Católica y la legitimación de la guerra civil puede verse A. R E I G TAPIA, 
Violenciay terror, Madrid, Akal, 1990, págs. 36-45. Desde una perspectiva distinta, la extensa 
obra de R. R E D O N D O . Historia de la Iglesia en España, 1931-1939, t. II: LA Guerra Civil, 
Madrid, Rialp, 1993. 
"* M. GONZÁLEZ MARTÍN, Franco, hombre y creyente, Toledo, 1976, pág. 16. Se trata 
de un folleto que recoge cuatro intervenciones del Cardenal Primado con ocasión de la muerte 
del general Franco. 
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anti-España y enemigo interior, legitimaba ideológicamente la intervención 
militar como mecanismo para cerrar violentamente la crisis de hegemonía. El 
profesor Elorza ha señalado como la "estremecedora simplicidad de la 
mentalidad militar" facilitó la identificación de los propios militares con una 
misión que consideran providencial.'*^ 
El papel jugado por los militares se explica en relación a dos procesos 
históricos que arrancan del siglo XIX. Por un lado, la creciente presencia del 
Ejército en el conflicto social y político, pareja a la consolidación de un 
militarismo conservador que le confiere la condición de garante de los valores 
esenciales de la patria, identificados con el orden tradicional.''^  Por otro, en 
palabras del profesor Elorza, "la disyunción radical entre pueblo y ejército que 
en España pone de relieve la crisis de 1898, ruptura que se liga a la crisis del 
Estado-nación sacando a la luz el complejo de estrangulamientos que afectan 
a nuestra revolución liberal", distanciamiento que se consolidó con la guerra 
de Marruecos y que culminará "simbólicamente con el hecho -excepcional en 
nuestro siglo, salvo el intento frustrado de la revuelta de los generales 
franceses de 1961- de unas instituciones democráticas de un país europeo 
abolidas por un Ejército colonial cuya función histórica acaba consistiendo en 
la conquista de la propia metrópoli." *^ 
El militarismo político intentará dar cobertura jurídica a la doctrina del 
enemigo interior desde comienzos del siglo XIX. La Constitución de 1812 ya 
preveía una "fuerza militar nacional permanente de tierra y de mar para la 
defensa exterior del Estado y la conservación del orden interior" (art. 356). 
José Antonio Olmeda ha insistido en la importancia de no olvidar que esta 
doble percepción de la amenaza arranca desde fechas tan tempranas. 
"' A ELORZA, "Las raices", ob cit, pág 448. 
^ Al respecto puede consultarse M. BALLBÉ, Orden público y militarismo en la España 
constitucional (1818-1983), Madrid, Alianza, 1985, 2" ed; sobre la ideología del ejército 
franquista J. C. LOSADA MALVÁREZ, ob. cit. 
•" A. ELORZA, "Las raices", ob. cit. págs. 444 y 445. 
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constituyendo un rasgo estructural de las fuerzas armadas.^" 
La doctrina del enemigo interior se consagrará jurídicamente con la Ley 
Constitutiva del Ejército de 1878, invocada continuamente por los sublevados 
en 1936 para legitimar su rebelón, cuyo artículo 2" reza que "la primera y más 
importante misión del Ejército es sostener la independencia de la patria y 
defenderla de enemigos exteriores e interiores". Consecuencias inmediatas de 
este principio serán la militarización de los mecanismos de mantenimiento del 
orden público y los intentos de extender la competencia de la jurisdicción 
castrense a determinados comportamientos políticos de la sociedad civil.^' 
Como se ha señalado en numerosas ocasiones, el despliegue territorial de las 
tropas respondía hasta fechas muy recientes a una estrategia más de control 
interior del territorio nacional que defensiva frente a una hipotética agresión 
exterior. 
La dictadura del general Primo de Rivera y la insurrección asturiana de 
octubre de 1934 mostraron hasta qué punto estaba dispuesta la derecha 
antidemocrática a recurrir a los militares para afianzar sus posiciones. La 
revolución asturiana significó un verdadero salto cualitativo, ya que por 
primera vez desde la aprobación de su Ley Constitutiva, el ejército se 
enfi-entaba al "enemigo interior" en un verdadero campo de batalla. Las 
concepciones militaristas se vieron reforzadas y la intervención se convertirá 
* J. A. OLMEDA GÓMEZ, Las Fuerzas Armadas en el Estado franquista, Madrid, El 
Arquero, 1988, pág 25. 
*' Sobre la militarización de los aparatos de orden público es imprescindible consultar M. 
BALLBÉ, ob cit. Desde una óptica diferente D. LÓPEZ GARRIDO, El aparato policial en 
España, Madrid, Ariel, 1987. Sobre la doctrina del enemigo interior y el papel del ejército en 
la sociedad española véase también G. CARDONA, El poder militar en la España 
contemporánea hasta la guerra civil, Madrid, Siglo XXI, 1983; R. BAÑÓN MARTÍNEZ y J. A. 
OLMEDA GÓMEZ, "Las Fuerzas Armadas en España", en R. Bañón y J.A. Olmeda Gómez 
(Comp.), La institución militar en el Estado contemporáneo, Madrid, Alianza, 1985; J.C. 
LX)SADA MALVÁREZ, ob. cit. págs. 143 y sigs. La Ley de Jurisdicciones de 1906 marca un hito 
importante en los intentos del militarismo por extender la competencia de la jurisdicción 
castrense. Al respecto puede consultarse M. ALVARO DUEÑAS, "Poder militar y práctica política 
en el reinado de Alfonso XIII: de la suspensión de garantías constitucionales en Barcelona a 
la Ley de Jurisdicciones", Revista de Estudios Políticos, n° 65, julio-septiembre de 1989, págs 
265-283.; y C. P. BOYD, La políticapretoriana en el reinado de Alfonso XIII, Madrid, Alianza 
Editorial, 1990, págs. 27 y sigs. 
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en referente de las fuerzas antirrepublicanas, sobre todo desde el triunfo 
electoral del Frente Popular en febrero de 1936. 
La guerra civil permitirá satisfacer plenamente una vieja aspiración del 
militarismo político: que la jurisdicción castrense fuera la competente en los 
delitos contra la Patria. A la vez que se exterminaba al enemigo interior en los 
campos de batalla, los Consejos de Guerra se ocupaban de la anti-España en 
la retaguardia. La guerra despejaría el camino para que los militares juzgaran, 
integrados en los Tribunales mixtos de las jurisdicciones especiales de 
Responsabilidades Políticas y de Represión de la Masonería y el Comunismo, 
comportamientos estrictamente políticos y legales antes de la sublevación. 
Una vez ganada esta posición, el Ejército mantendrá a lo largo de todo 
el franquismo su carácter de garante del orden público, en virtud de una 
legislación que equiparaba su transgresión con el delito de rebelión militar, 
castigado con arreglo al código castrense. Los españoles vivirán sometidos a 
un permanente estado de excepción. Como ha demostrado el profesor Balbé, 
los españoles no estarían sometidos a la ley marcial sólo entre 1963 y 1968, 
y aun así habría excepciones para 1967.^ -^  La militarización de la 
Administración de orden público se cierra poniendo los cuerpos policiales 
civiles -la Policía Armada y el antiguo cuerpo de Carabineros, integrando este 
en la Guardia Civil- bajo disciplina y mandos militares.^ ^ Significativamente, 
el Ministerio de Gobernación estuvo ocupado durante todo el franquismo, salvo 
tres años y medio, por militares en activo.^ '* Pero ante todo, no debemos 
olvidar algo en lo que el profesor Ballbé pone especial énfasis: la militarización 
de las instituciones de orden público franquistas, medulares del régimen 
surgido de la guerra civil, elevó "a definitiva la construcción de una obra 
'^  M. BALLBÉ, ob. dt., pág 426. A lo largo de estas páginas nos hemos venido refiriendo 
al fiíndamental libro del profesor Ballbé, probablemente uno de los más citados por la 
historiografi'a reciente sobre la España contemporánea. El capítulo que dedica al franquismo 
(págs. 397- 457) es de imprescindible lectura para los estudiosos del período. 
^' Ibidem, pág 400. 
*• Ibidem, pág 443. 
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perfectamente configurada en sus pilares fundamentales por los sistemas 
liberales"^* 
El substrato ideológico totalitario, contrarrevolucionario y arcaizante 
confiere a la represión franquista unas connotaciones diferentes a la practicada 
por otros totalitarismos de corte fascista. Una de las diferencias que con más 
frecuencia se señalan es que tanto el nazismo alemán, como el fascismo 
italiano, mantuvieron al Ejército al margen de la actividad represiva y de los 
aparatos de orden público. Incapaces de dotarse de un instrumento político 
moderno y eficaz, en gran medida por su conservadurismo, las clases 
dominantes españolas apelaron de nuevo a los militares, como lo hicieran en 
el pasado, para que, tras restituirlas en su posición hegemónica, garantizaran 
el mantenimiento del orden social. 
En cualquier caso, si hay un rasgo característico del régimen franquista 
es su naturaleza represiva, como han señalado, entre otros, los profesores 
Aróstegui, Elorza, Heine o Reig Tapia*^ 
2.- ACERCA DE LA LEGITIMACIÓN IDEOLÓGICA Y JURÍDICA DE 
LA REPRESIÓN POLÍTICA 
La legitimación ideológica de la represión política, que como venimos 
repitiendo se sustenta sobre las doctrinas de la anti-España y del enemigo 
interior, da cobertura a los intentos del incipiente estado franquista por dotarse 
de instrumentos legales que la legitimen también jurídicamente. El profesor 
*' Ibidem, pág. 400. 
^ J. ARÓSTEGUI, "La oposición al franquismo. Represión y violencia política", J. Tusell, 
A. Alted y A. Mateos (Coord.), La oposición al régimen de Franco, Tom. I, vol. 2, Madrid, 
UNED, 1990, y " (presión", ob. cit.; A. ELORZA, "Las raices", ob. cit; HEINE, H., 
"Tipología y características de la represión y violencia políticas durante el período 1939-1961", 
en J. Tusell, A. ALted y A. Mateos (Coord.), ob. cit., págs. 309-334; A. REIG TAPIA, Franco 
"Caudillo": mito y realidad , Madrid, Tecnos, 1995. 
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Aróstegui ha señalado que el franquismo es un aparato de poder opresivo, no 
de poder legítimo, que buscó legitimación por medio de la juricidad, aunque 
se tratara de "legitimación por una especie de derecho de conquista"" 
Para el exterminio, no sólo ideológico, sino también físico, de la "antí-
España", de la "España irredenta", el Estado franquista se valió de 
jurisdicciones especiales. Creó ex profeso para la consecución de este fin las 
de Responsabilidades Políticas y de Masonería y Comunismo y, en palabras del 
profesor Ignacio Berdugo, "hiperutilizó" la jurisdicción militar.^ ^ Es más, 
durante los primeros años del franquismo se crearon órganos jurisdicciones 
especiales en ámbitos que, como señala Mónica Lanero, aún no teniendo 
relación directa con la represión política, si presentan un interés social y 
político indudable, como el laboral o el de los delitos económicos.^' 
La Jurisdicción castrense comenzó a actuar desde el mismo momento 
de la rebelión, en virtud del estado de guerra declarado por los sublevados, 
primero por medio de los numerosos bandos dictados por cada jefe militar para 
las localidades bajo su mando y desde el 28 de julio por el que dictara la Junta 
de Defensa Nacional para todo el territorio nacional.*^ La jurisdicción militar 
^^  J. ARÓSTEGUI, "Opresión", ob. cit., pág. 41. 
^ I. BERDUGO GÓMEZ DE LA TORRE, "Derecho represivo en España durante los jjeríodos 
de guerra y posguerra (1936-1945)", Revista de la Facultad de Derecho de la Universidad 
Complutense, n° 3, 1980, pág. 98. El profesor Ignacio Berdugo añrma que "la indef)endencia 
del poder judicial así como !a reducción a su mínima expresión de las jurisdicciones especiales 
había sido uno de los más importantes logros de la Constitución republicana. El Régimen de 
franco combatió a lo largo de casi sus cuarenta años de vigencia estos dos pilares, garantías 
básicas del Estado de Derecho. Desde un primer momento se potenció la pluralidad de 
jurisdicciones especiales, y se buscó la falta de independencia de sus integrantes" (pág 113 y 
114). 
' ' M. LANERO TÁBOAS, ob. cit., págs. 339 y sigs. La autora dedica un capítulo a "El 
recorte con^petencial de la jurisdicción ordinaria" (págs 315-358). Sobre este tema puede 
consultarse también el capítulo titulado "La política judicial especial del régimen de Franco 
(1936-1945)" en J. CANO BUESO, La política judicial del régimen de franco (1936-1945), 
Madrid, Ministerio de Justicia, 1985, págs. 81-109. 
« Véase, también, M. BALBÉ, ob. cit., pág. 402 y sigs.; E. PEDRAZ PENALVA, "La 
Administración de Justicia durante la guerra civil en la España Nacional", en Justicia en 
guerra. Jomadas sobre la administración de justicia durante la guerra civil española: 
instituciones y fuentes documentales, Madrid, Ministerio de Cultura, 1990, págs. 346 y sigs. 
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casi absorbió a la ordinaria, tal y como señala el profesor Pedraz Penalva, 
quién ha escrito que "es de reiterar el carácter residual de la Jurisdicción 
ordinaria por cuanto sólo conoce de aquellas causas que por la Autoridad no 
se estime corresponde a la Justicia Castrense"*' 
Muchas veces se ha citado el ya famoso comentario de Ramón Serrano 
Suñer acerca de la paradoja de que los Consejos de Guerra condenaran por 
rebelión militar a quienes habían permanecido leales al gobierno legítimo de 
la República. Ahora bien, lo que Serrano Suñer considera retrospectivamente 
como "justicia al revés", constituía un ejercicio legítimo del poder ajuicio de 
quienes la aplicaban, entre los que hay que contar a los Gobiernos de los que 
el Sr. Serrano Suñer formó parte destacada.*^ 
En primer lugar, consideraban que el Ejército se había levantado en 
defensa de la Patria, cumpliendo con el mandato de su Ley Constitutiva, contra 
un gobierno inexistente. Así lo expresó el Fiscal Jurídico Militar del Ejército 
de Ocupación en su Memoria del año 1939: 
"Cuando el 18 de julio de 1936 el Ejército Español, obedeciendo su 
Ley Constitutiva, que es traslado de su esencia eterna, se levantó contra 
sus enemigos interiores en defensa de la Patria, no existía Gobierno en 
España. Desde el Banco Azul, el que se había proclamado como 
contendiente, pero sin el voto de la mayoría, escamoteado en las urnas, 
En este trabajo de Ernesto Pedraz se puede encontrar una exhaustiva descripción de los ámbitos 
de actuación de la jurisdicción castrense y un análisis de sus competencias en relación a la 
ordinaria. 
*' E. PEDRAZ PENALVA, ob. cit., pág. 351. 
*^  R. SERRANO SUÑER, Entre el silencio y la propaganda, la historia como fue, Barcelona, 
Planeta, 1977, pág 245. i. Algunos años más tarde insistirá en este argumento, 
y, además, intenta desmarcarse ae la Ley de Responsabilidades Políticas de la que dice que 
"ftie una ley lamentable porque innecesariamente hizo daño a mucha gente que no tem'a 
responsabilidad alguna o muy poca, duró mucho tiempo y estuvo aplicada en manos malas". 
H. SAÑA, El franquismo sin mitos. Conversaciones con Serrano Suñer, Barcelona, Grijalbo, 
1982, pág. 102. 
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había violado la misma Constitución Republicana con el Decreto de 
Amnistía , el nombramiento de nuevo Presidente, la readmisión de 
represaliados, y, en todo momento, había hecho dejación de sus 
principales deberes, consintiendo y practicando. "*^  
En lógica con el anterior aserto, los incursos en el delito de rebelión no 
eran los militares alzados en armas contra el gobierno republicano, sino 
quienes se opusieron a ellos desde que se constituyeron en "poder legítimo". 
Ante poderes públicos que eran "cosa nullius" en manos de la anti-España, los 
"verdaderos españoles" ejercieron el sagrado "derecho de Resistencia" 
consagrado por la tradición jurídica católica: 
"Ello, no obstante, quede bien sentado que la propia Iglesia 
católica, tras de la magistral distinción que hace entre los poderes 
legítimos y los ilegítimos y el ponderado análisis que de los tan 
manoseados términos, su misión [sic], obediencia, acatamiento, 
aceptación, adhesión y colaboración formula, proclama el derecho y 
aun el deber de resistencia, incluso armada, en determinados casos, 
contra los Poderes ilegítimos y la licitud, dentro de ciertos límites, del 
tiranicidio. 
Doctrina tal no puede por menos de informar, de constituir el 
meollo, la esencia, la raíz de un Alzamiento que, cual el Nacional 
Español, supone una pura reivindicación de los más altos valores 
morales y espirituales de Religión y de Patria, puestos en trance de 
muerte por la atroz contumacia de unos pseudo-Poderes Públicos, 
vendidos a la triple mentira judeo-fracmasónica: Liberalismo, 
^ Cfr. por F. STAMPA IRUSTE, El delito de rebelión, Madrid, Ediciones Estudiantes 
Españoles, 1945, pág 10. Otro comentario de la época sobre esta figura delictiva en E. 
F E R N Á N D E Z ASIAÍN, El delito de rebelión militar, Madrid, Instituto Editorial Reus, 1943. 
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Marxismo y separatismo. Por ello no puede hablarse de Rebelión 
Militar, sino referida al campo rojo; en nosotros de Santa Rebeldía"^ 
Eugenio Vegas Latapie, desde su tradicionalismo monárquico, 
consideraba que uno de los rasgos definitorios de la línea editorial de la revista 
Acción Española, frente al posicionamiento ambiguo del catolicismo posibilista, 
fue, precisamente, su defensa del derecho de resistencia: 
"Además de esta labor de unificación hay otra que también se 
acusa constantemente en toda la actuación de la revista y Sociedad 
[Acción Española] y es la defensa de la licitud de la violencia en 
servicio de la Verdad [...] A honor tiene Acción Española [...] haber 
editado contra viento y marea el 'Derecho a la Rebeldía' por el 
Magistral de Salamanca y muchos trabajos más sobre el mismo tema 
dando seguridad a los católicos que llegado el momento no sólo les era 
lícito, sino obligatorio alzarse en armas contra los enemigos de la 
Religión y la Patria, pese al silencio sepulcral observado a este respecto 
por las Autoridades y revistas eclesiásticas que con su silencio parecían 
aprobar la doctrina falsa y antipatriótica sostenida por el Debate y 
Acción Popular de que siempre es ilícito levantarse contra el Poder 
constituido, doctrina que de haber prevalecido hubiera hecho imposible 
el Movimiento Salvador."*^ 
La contundencia de la respuesta de los sublevados se correspondía con 
** F. STAMPA IRUSTE, ob. cit., págs 9 y 10. 
** En cursiva en el original. El texto procede del mismo memorándum que entregado en 
noviembre de 1938 a Serrano Suñer y a Ridruejo, ya citado en la not. 31. E. VEGAS LATAPIE, 
ob. cit., pág. 119. 
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la dimensión de la conspiración que amenazaba al nuevo Estado. La anti-
España aliada con las fuerzas secretas internacionales, acechaba para destruir, 
no sólo España, sino toda la civilización cristiana. Stampa Iruste escribía en 
1945, en las consideraciones finales del libro que dedicara al delito de 
rebelión.** 
Es indudable que en la medida que los poderes republicanos fueran 
ilegítimos, serían legítimas la sublevación militar y el ejercicio de la represión 
política. En diciembre de 1938 se creó, por orden del Ministerio del Interior, 
una Comisión para "instruir las actuaciones encaminadas a demostrar 
plenamente la ilegitimidad de los poderes actuantes en la República española 
en 18 de julio de 1936".*^ La Comisión estaba formada por veintidós 
"hombres buenos", abundando los juristas y exministros monárquicos y de la 
dictadura, como Eduardo Aunós, y representantes del mundo académico, entre 
ellos Antonio Goicoechea, en esta ocasión en calidad de Presidente de la Real 
Academia de Ciencias Morales y Políticas y exministro, y los Presidentes de 
las Reales Academias de Jurisprudencia, de Bellas Artes y de las Buenas Letras 
de Sevilla. No por casualidad, como veremos enseguida, junto a ellos se 
encontraba Wenceslao González Oliveros, quién tres años después ocuparía la 
Presidencia del Tribunal Nacionalde Responsabilidades Políticas. 
No se oculta el objetivo político de la Comisión: refutar "la imputación 
de facciosa, rebelde y antijurídica, con que sin tregua ni reposo moteja [la 
España marxista] a la España Nacional". Había que demostrar que el Frente 
Popular usurpó el poder al falsear el resultado de las elecciones de febrero de 
** "La nueva política penal se basa en el principio de seguridad del Estado. Y ello porque 
el organismo estatal se muestra amenazado por diversos frentes. No son ya las casi anacrónicas 
formulas de un individualismo arcaico, con su secuela de las ideas anarquistas, las que se alzan 
ante los Poderes Públicos, sino los postulados y normas de las Fuerzas Secretas de la 
Judeofí°ancmasonería y de su instrumento más vivo y efícaz: el Comunismo marxista, que han 
levantado bandera de cuanto se denomina 'conspiración contra el mundo' y 'revolución 
permanente internacional', medios todos ellos para el supremo fin a que tan siniestros 
asaltantes aspiran, de la destrucción del Estado basado en los principios de la moral cristiana." 
F. SATAMPA IRUSTE, ob. cit, pág. 
*' Orden del Ministerio dei Interior de 21 de diciembre de 1938 sobre revisión de las 
poderes de la República, B.O.E. del 22. 
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1936, ejerciéndolo desde entonces, por tanto, de manera ilegítima. De ser así, 
no se podría acusar al Ejército de haber cometido un acto de rebelión: 
"Para que ésta [la verdad] se abra paso en forma indubitable, 
acompañada de las pruebas más rigurosas, capaces de satisfacer a los 
más exigentes, la España Nacional abre un gran proceso encaminado 
a demostrar al mundo, en forma incontrovertible y documentada, 
nuestra tesis acusatoria contra los sedicentes poderes legítimos, a saber 
que los órganos y las personas que en 18 de julio de 1936 detentaba el 
Poder, adolecerán de tales vicios de ilegitimidad en sus títulos y en el 
ejercicio del mismo que, al alzarse contra ellos el ejército y el pueblo, 
no realizaron ningún acto de rebelión contra la Autoridad ni contra la 
Ley'"*» 
La creación de esta Comisión supone un intento de legitimar 
jurídicamente, de algún modo, un discurso que se venía repitiendo desde antes 
de la propia sublevación de julio de 1936. De hecho, la Comisión sólo disponía 
de algo más de un mes para elevar sus conclusiones al Ministerio del Interior, 
tiempo a todas luces insuficiente para realizar una investigación de la magnitud 
de la requerida para demostrar, nada más y nada menos, el fraude en unas 
elecciones generales y casi medio año de actividad de Gobierno.*^ 
Por tanto, no es de extrañar que el jurídico militar Benítez de Lugo 
recoja, en un largo capítulo de la monografía que dedicara a la Ley de 
Responsabilidades Políticas, veintiuna actuaciones del gobierno republicano que 
** Preámbulo a la Orden cit. 
** Las conclusiones se publicaron en Dictamen de la Comisión sobre ilegitimidad de 
poderes actuantes en 18 de julio de 1936, Barcelona, Editora Nacional, 2 vols. 
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considera ilegales, las cuales, a su juicio, probarían la coexistencia de una 
"tiranía despótica" y de "un estado de anarquía" °^ Como remate, publica 
íntegramente el supuesto plan detallado de la revolución bolchevique que 
frustrara en el último momento la intervención del Ejército.'' Se trata de una 
cuestión básica. Según Benítez de Lugo, el nuevo Estado sólo estaría en 
condiciones jurídicas y morales para depurar las responsabilidades políticas si 
fuera plenamente soberano: 
"Examinados los someros antecedentes doctrinales contenidos en 
el capítulo precedente, hemos de abordar la obligada cuestión de si el 
Estado Nacional Español, representada auténticamente por nuestro 
invicto Caudillo, reúne las condiciones de hecho y de derecho para 
ostentar el carácter de Estado soberano, puesto que de su contestación 
afirmativa depende el que se le otorgue la personalidad juridicopolítica 
bastante para exigir las responsabilidades civiles consiguientes por los 
daños causados a la Nación y a los particulares, por quienes llevaron 
a efecto las doctrinas frentepopulistas y anarcomarxistas y fueron 
causantes directos o indirectos de tantos males, contrayendo así 
automáticamente tal responsabilidad; lo que al propio tiempo 
demostrará que los gobiernos que reflejaron políticamente tales 
™ L. BENÍTEZ DE LUGO, Responsabilidades civiles y políticas. Indemnizaciones de los 
daños y perjuicios ocasionados por el Frente Popular y sus afines en España y su exigibilidad 
jurídica por el Estado Nacional, Barcelona, Bosch, 1940. Aunque el libro de Benítez de Lugo 
se publicara en 1940, según indicación de su autor el capítulo sobre la legitimidad del nuevo 
Estado se terminó de escribir antes de la promulgación de la Orden sobre revisión de los 
poderes republicanos. Dado que la Ley de Responsabilidades Políticas se promulgo en febrero 
de 1939 y la Comisión se creó en diciembre de 1938, resulta que Bem'tez de Lugo comenzó 
su trabajo antes de que se publicara la Ley, probablemente, y de ahí su título, como un 
comentario sobre la incautación de bienes y la legislación que la regulaba con anterioridad a 
dicha Ley. Otros comentarios contemjxjráneos a la Ley en M. CAJAL, La Ley de 
Responsabilidades Políticas, Madrid, 1939; R. DÍAZ-LLANOS, Responsabilidades Políticas. 
Ley de febrero de 1939,, comentarios, notas, disposiciones complementarias y formularios. 
La Coruña, Litografía e Imprenta Roel, 1939. 
•" BENÍFEZ DE LUGO, ob. cit., págs 75-86. 
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situaciones de corrupción del Poder, no ostentaban legal ni moralmente, 
el carácter de representantes auténticos y legítimos del pueblo 
español."'^ 
En resumidas cuentas, los mitos justificativos que se difundieron 
profusamente durante todo el franquismo y que la historiografía de los últimos 
años se ha ido encargando de desmontar.''^  
Aunque Glicerio Sánchez Recio considere que la legitimación del 
régimen no se encontraba entre las prioridades del Gobierno cuando decretó 
la apertura de la Causa General en la primavera de 1940, entre otras razones 
porque dicha causa se refería fundamentalmente a hechos ocurridos en guerra 
y no anteriores, lo cierto es que, como él mismo profesor Sánchez Recio 
reconoce, se hizo un intenso uso propagandístico de la información recopilada, 
tanto en el interior del país como en el extranjero.^ "* En la nota explicativa de 
la edición del año 1943 de La dominación roja en España; avance de la 
información instruida por el Ministerio Público, nos encontramos las mismas 
referencias a la ilegitimidad de los poderes republicanos: 
'El Frente Popular, desde que asumió el Poder, a raíz de las 
^ Ibidem, pág 47. 
™ A. REIG TAPIA, Ideología, ob. cit, y "La justificación ideológica del 'alzamiento' de 
1936", en Violencia, ob. cit., págs. 21-45. Sobre el papel de la Guerra Civil en la legitimación 
del Régimen franquista tiene interés, aunque no compartamos sus presupuestos teóricos ni 
alguna de las tesis defendidas, el libro, en muchos sentidos innovador, de P. AGUILAR 
FERNÁNDEZ, Memoria y olvido de la Guerra Civil Española, Madrid, Alianza Editorial, 1996. 
''' G. SÁNCHEZ RECIO, "La Causa General como fuente para la investigación histórica", 
en L Sánchez, M. Ortiz y D. Ruiz (Coord.), España franquista, causa general y actitudes 
sociales ante la dictadura, Albacete, Ediciones de la Universidad de Castilla-La Mancha, 1993, 
pág. 24. Decreto de 26 de abril de 1940, Instrucción de la "Causa General" sobre los hechos 
delictivos cometidos en todo el territorio nacional durante la dominación roja, B.O.E. de 4 de 
mayo. 
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elecciones de febrero de 1936 -falseadas en su segunda vuelta por el 
propio Gobierno de Azaña, asaltante del mando político-, practicó una 
verdadera tiranía, tras la máscara de la legalidad, e hizo totalmente 
imposible, con su campaña de disolución nacional y con los desmanes 
que cometía o toleraba, la convivencia pacífica de los españoles. El 
Alzamiento Nacional resultaba inevitable, y surgió como razón suprema 
de un pueblo en riesgo de aniquilamiento, anticipándose a la dictadura 
comunista que amenazaba de manera inminente. Al producirse, el 18 
de julio de 1936, este legítimo movimiento de defensa, acaudillado por 
el General Franco, el Gobierno rojo llevó su crueldad a extremos 
difícilmente imaginables [...]"^^ 
Si repasamos la principal legislación represiva promulgada durante la 
guerra y la postguerra, veremos hasta qué punto su justificación, expuesta en 
los respectivos preámbulos, es deudora de la doctrina de la anti-España. El 
conocido Decreto 108 de la Junta de Defensa Nacional, por el que se declaraba 
fuera de la Ley a las organizaciones integrantes del Frente Popular, se 
ordenaba la incautación de sus bienes y se permitía la adopción de medidas 
sancionadoras contra los empleados públicos y de empresas subvencionadas-
situaba el origen de los males de la Patria en fechas remotas, indeterminadas 
pero anteriores al Frente Popular: 
"Durante largo tiempo ha sido España víctima de actuaciones políticas 
desarrolladas por algunos partidos, que, lejos de cooperar a la 
prosperidad de la Patria, satisfacían ambiciones personales con 
'^ Causa General. La dominación roja en España; avance de la información instruida por 
el Ministerio Público, prólogo del Ministro de Justicia Eduardo Aunós, Ministerio de Justicia, 
s.f., pág. XI. Aunque no aparece la fecha de la edición el prólogo del Ministro Aunós esta 
fechado en diciembre de 1943. 
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detrimento del bien común, pero nunca, como en los momentos 
anteriores al presente, ha culminado el antipatriotismo en la formación 
de entidades que, bajo apariencia política, envenenaron al pueblo con 
el ofrecimiento de supuestas reivindicaciones sociales, espejuelo para 
que las masas obreras siguieran a sus dirigentes, quienes las 
aprovecharon para medrar a su costa, lanzarlas a la perpetración de 
toda clase de desmanes y cristalizar al fin, en la formación del funesto 
llamado Frente Popular[...]"^'' 
La Junta Técnica del Estado dispuso por Decreto-Ley, en diciembre de 
1936, la separación definitiva del servicio de los funcionarios que "hubieran 
contribuido con su actuación política y social significada a que España llegara 
al estado de anarquía y barbarie" que aún "padecían algunas provincias"^ Por 
su parte, la Ley de Responsabilidades Políticas recogía uno de los elementos 
recurrentes del discurso de la derecha antidemocrática, al conferir a la 
Jurisdicción Especial que creaba competencias para castigar hechos ocurridos 
desde octubre de 1934. Dado que se podían juzgar comportamientos 
absolutamente legales cuando se produjeron, la ley introducía un principio de 
retroactividad calificado de aberrante por los juristas. Es frecuente encontrar 
sentencias dictadas por esta Jurisdicción contra dirigentes políticos republicanos 
en las que la exposición de los hechos probados se remontaba hasta más atrás, 
hasta la proclamación de la República e, incluso, a fechas anteriores. Así, por 
ejemplo, se dice que Alcalá Zamora "fue enemigo implacable de la dictadura 
del Generalísimo Primo de Rivera", que Azaña "tomó parte en el Pacto de San 
Sebastián", que Negrín "de siempre profesó ideas marcadamente izquierdistas" 
o que Largo Caballero "desde su juventud dedicó toda su actividad a la política 
*^ Decreto 108 de la Presidencia de la Junta de Defensa Nacional, de 13 de septiembre de 
1936, B.O.E. del 16. 
^ Decreto-Ley, de 5 de diciembre de 1936, dictando reglas para la separación detinitiva 
del servicio de toda clase de empleados, B. O.E. del 9. 
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socialista" ^ * 
El Estado franquista consideraba que los delitos cometidos por quienes 
"agraviaron a España" fueron de tal magnitud que resultaba imposible fijar una 
pena proporcionada al mal causado, pues de ser así "repugnarían al hondo 
sentido de [su] Revolución Nacional" que "no quería" castigar con crueldad. 
Sólo podrían incorpxjrarse a la nueva España quienes, una vez purgados sus 
errores, no volvieran a extraviarse. No obstante, según vayamos exponiendo 
a lo largo de los siguientes capítulos el resultado de nuestra investigación, 
comprenderemos que no parece ser la parábola del hijo pródigo el referente de 
quienes redactaron la Ley de Responsabilidades Políticas, ni el de los que la 
aplicaron: 
"Próxima la total liberación de España, el Gobierno, consciente 
de los deberes que le incumben respecto a la reconstrucción espiritual 
y material de nuestra Patria, considera llegado el momento de dictar 
una Ley de Responsabilidades Políticas, que sirva para liquidar las 
culpas de este orden contraídas por quienes contribuyeron con actos u 
omisiones graves a formar la subversión roja, a mantenerla viva 
durante más de dos años y a entorpecer el triunfo, providencial e 
históricamente ineludible, del Movimiento Nacional, que traduzca en 
efectividades prácticas las responsabilidades civiles de las personas 
culpables y que, por último, permita que los españoles que en haz 
apretado han salvado nuestro país y nuestra civilización y aquellos otros 
que borren sus yerros pasados mediante el cumplimiento de Scmciones 
justas y la firme voluntad de no volver a extraviarse, puedan convivir 
dentro de una España grande y rindan a su servicio todos sus esfuerzos 
™ Ex. per. Alcalá Zamora, A.G.A, J., R.P.(A.M.), C: 17.080-17.085; ex. per Manuel 
Azaña, A.G.A, J., R.P.(A.M.), C: 30.329), ex. per. José Negrin, A.G.A., J., R.P.(A.P.) C: 
30.479; ex. per. Largo Caballero, A.G.A, J., R.P.(A.M.), C: 30.432. 
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y todos sus sacrificios"'^  
La Ley de 1 de marzo de 1940 para la represión de la Masonería y el 
Comunismo se justifica por la actuación de las sociedades secretas y las fuerzas 
internacionales que desde el siglo XIX venían actuando conjuntamente para 
socavar los cimientos de la Patria. Como tantas veces cuando se estudia el 
fenómeno de la represión política durante el franquismo, si las consecuencias 
de la aplicación de la Ley no hubieran sido tan duras para quienes las 
padecieron, resultaría cómico el esperpento de que párrafos como los siguientes 
pudieran llegar a plasmarse en el Boletín Oficial del Estado. El Estado español 
declaraba oficialmente su condición de victima histórica de la masonería y de 
las fuerzas anarquizantes internacionales: 
"En la pérdida del imperio colonial español, en la cruenta guerra 
de la Independencia, en las guerras civiles que asolaron a España 
durante el pasado siglo, y en las perturbaciones que aceleraron la caída 
de la Monarquía constitucional y minaron la etapa de la Dictadura, así 
como en los numerosos crímenes de Estado, se descubre siempre la 
acción conjunta de la masonería y de las fuerzas anarquizantes movidas 
a su vez por ocultos resortes internacionales. 
Estos graves daños inferidos a la grandeza y bienestar de la 
Patria se agudizan durante el postrer decenio y culminan en la terrible 
campaña atea, materialista, antimilitarista y antiespañola que se propuso 
hacer de nuestra España satélite y esclava de la criminal tiranía 
soviética. Al levantarse en armas el pueblo español contra aquella 
tiranía, no cejan la masonería y el comunismo en su esfuerzo. 
Proporcionan armas, simpatías y medios económicos a los opresores de 
^ Ley de Responsabilidades Políticas de 9 de febrero de 1939, B.O.E. del 13. 
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la Patria, difunden, so capa de falso humanitarismo, las más atroces 
calumnias contra la verdadera España, callan y escuchan los crímenes 
perpetrados por los rojos, cuando no son cómplices de su ejecución y 
valiéndose de toda suerte de ardides y propagandas, demoraron nuestra 
victoria final y prolongaron el cautiverio de nuestros compatriotas"^" 
El clima de exaltación ideológica determina que en los textos legales 
encontremos expresiones impropias de la precisión del lenguaje jurídico. 
Carmen González Martínez ha llamado la atención sobre la importancia del 
lenguaje como portador de ideología, a la hora de legitimar la sublevación y 
la represión. El análisis del discurso utilizado en la Causa General -campos 
semánticos, estereotipos, formas dicotómicas y estructuras gramaticales- le 
lleva a "distinguir los elementos nucleares del campo ideológico que configuran 
el pensamiento político-católico del régimen franquista",^' 
Conocemos una justificación muy interesante de la Jurisdicción de 
Responsabilidades Políticas, de la que es autor, casi con toda certeza, 
Wenceslao González Oliveros, el segundo de los Presidentes de su Tribunal 
Nacional, de quién nos ocuparemos detenidamente en el siguiente epígrafe,*^ 
El texto debió escribirse coincidiendo con el final de la guerra en Europa, en 
un momento político muy delicado para el Régimen franquista, cuando la 
vigencia de la actividad represiva no era un factor que jugara a su favor frente 
* Ley de 1 de marzo de 1940 sobre represión de la masonería y el comunismo, B.O.E. 
del 2. 
*' C. GONZÁLEZ MARTÍNEZ, "La Causa General de Murcia: técnicas de estudio", en I. 
Sánchez, M. Ortiz y D. Ruiz, ob. cit., págs 69-71. 
*^  Se trata de un original mecanografiado, con una extensión de veintisiete cuartillas, que 
podría ser el texto de un discurso o de una alocución pública. Aunque no está firmado, se 
conserva en una caja que contiene documentación personal del que fuera Presidente del 
Tribimal Nacional de Responsabilidades Políticas. El texto presenta correcciones a mano de 
factura similar a las que podemos encontrar en documentos conservados junto a este y cuya 
autoría está confirmada. A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 713. 
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a las potencias aliadas.^ ^ 
Se niega tanto la retroactividad de la Ley, como que persiga la simple 
profesión de ideologías políticas. La legislación de responsabilidades políticas 
tampoco se promulgaría como réplica a las disposiciones represivas dictadas 
por el Gobierno Republicano a lo largo de 1936, dado que la Ley de 
Responsabilidades Políticas, firmada por Franco el 9 de febrero de 1939 y 
publicada diez días después, se promulgó "liberada" Barcelona y decidida la 
marcha de la guerra civil. La depuración de las responsabilidades políticas 
emprendida por el "Gobierno del Generalísimo", guiado por "el imperativo de 
lealtad a la tradición jurídica de una nación como España civilizada hace más 
de 2000 años", no tendría parangón alguno por su "serenidad imperturbada", 
"desapasionamiento y ecuanimidad": 
"De esta suerte, sin otro precedente análogo que el inaplicable 
de la exacción de responsabilidades después de la Guerra de Secesión 
norteamericana (en la que se adoptó el método de promulgar amnistías, 
pero con tantas y tales excepciones y tan perdurables consecuencias que 
no lograron eludir la connotación propiamente represiva del fondo y la 
forma) tuvo que decidir de modo original y sin precedente, (pues jamás 
padeció España, ni nación alguna de Europa una guerra civil de 
dimensiones tales como para oponer la mitad geográfica y demográfica 
de la Nación a la otra media) el procedimiento indispensable para 
restablecer el orden jurídico violado por tan monstruosa multitud de 
crímenes de derecho común. Para la absolutamente ineludible 
^ En cualquier caso, el texto no es anterior a mediados de 1944, dadas las referencias que 
se hacen a las "naciones liberadas de Europa", en concreto a Francia, Italia, Grecia y Bulgaria. 
Roma file liberada el 4 de Junio, París el 24 de agosto y las tropas soviéticas entraron en Sofía 
el 18 de septiembre. 
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satisfacción de la Justicia, el Gobierno del Generalísimo, con la 
serenidad imperturbada y el desapasionamiento y ecuanimidad del que 
se sabe asistido y justificado por la razón y la civilización, y dueño de 
sus actos decidió[...]" 
A continuación se justifican once criterios depuradores supuestamente 
recogidos por la Ley. Pero antes de referimos a ellos quisiéramos hacer 
algunas observaciones. Se pretende dar la impresión de que la legislación 
franquista sobre responsabilidades políticas no está condicionada por las 
urgencias y pasiones de la guerra, mediante una comparación capciosa con el 
procedimiento establecido por el Gobierno republicano. Para el redactor del 
documento, dado que la Jurisdicción de Responsabilidades Políticas data de 
febrero de 1939, no se podía decir que ésta fuera la respuesta -en cualquiera 
de los casos una "legítima réplica"- a los Tribunales Populares y Jurados de 
Urgencia creados por el Gobierno republicano en virtud de una serie de 
Decretos promulgados entre agosto y septiembre de 1936.** 
Ahora bien, en primer lugar, los asuntos de los que se ocupaban estos 
Tribunales especiales en el territorio republicano, eran competencia de la 
Jurisdicción Militar en la zona franquista, jurisdicción preexistente y cuyo 
procedimiento, por tanto, se encontraba regulado con anterioridad a la guerra, 
por lo que los sublevados no necesitaron dictar nuevas disposiciones al 
respecto.** Además, el castigo de las responsabilidades políticas mediante una 
^ Sobre la naturaleza y conciencias de estos tribunales especiales puede consultarse G. 
SÁNCHEZ R E C I O , "La Justicia Popular durante la guerra civil", Árbor, n " 491-492, t. CXXV, 
nov-dic de 1986, págs 153-173, y "Justicia ordinaria y Justicia popular durante la guerra civil", 
en Justicia en Guerra, ob. cit., págs 87-108. 
^ La única modiñcación de la jurisdicción castrense efectuada por los sublevados fue la 
creación del Alto Tribunal de Justicia Militar en octubre de 1936, suprimiendo la Sala Sexta 
del Tribunal Supremo como instancia superior. Véase N. GONZÁLEZ-DELErro Y DOMINGO, 
"La Jurisdicción Mili taren el período 1918-1936", en Justicia en Guerra, ob. cit., págs 389-
394; I. DÍAZ DE ÁGUILAR Y ELÍZAGA, "Justicia militar en la España 'Nacional'. Instituciones", 
en Justicia en Guerra, ob. cit., págs 395-404. 
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sanción económica no tiene su origen en la Ley de febrero de 1939, sino en 
el ya citado Decreto 108 de la Junta de Defensa, dictado aptenas dos meses 
después de la sublevación militar, el 13 de Septiembre de 1936. Desarrollando 
las disposiciones de este Decreto, en diciembre se regulaba la depuración de 
los empleados públicos y en enero de 1937 se creaban los órganos encargados 
de la incautación de los bienes de los presuntos responsables y se establecía el 
procedimiento para llevarla a cabo.^ ^ Siguieron todo un rosario de 
disposiciones complementarias. 
Por su parte, como sabemos con certeza, el proyecto de Ley de 
Responsabilidades Políticas se envió a los miembros del Gobierno en junio de 
1938." Respondía a los mismos fines, adaptados a la nueva situación que 
abna la victoria militar, que habían guiado la actuación de las Comisiones de 
Incautación de Bienes, cuyas competencias, y también carencias, asumió la 
nueva Jurisdicción. 
Resulta fácil, por tanto, desmontar el argumento de que la legislación 
franquista sobre responsabilidades políticas venía a facilitar, una vez concluida 
la guerra, el cumplimiento del principio jurídico contemplado en la legislación 
española, común en los ordenamiento de todo el "mundo civilizado", de que 
los culpables asumieran la reparación de los daños ocasionados por sus 
acciones u omisiones. Desde la lógica de que los vencidos habían sido los 
causantes objetivos de la guerra, en el documento se insiste en que ni se 
perseguía a nadie por razones ideológicas, ni se creaban supuestos delictivos 
con carácter retroactivo, a pesar de lo que pudiera pensarse a la vista de la 
Ley: 
"Aunque la denominación de 'responsabilidades políticas' 
** Decreto-Ley de 5 de diciembre de 1936, B.O.E. del 9, Decreto-Ley y Orden de 10 de 
enero de 1937, B.O.E. del 11. 
^ Véase el cap. sig. 
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pudiera llevar a la confusión de creer que en las Leyes sobre la materia 
se trataba de imponer sanciones por motivos puramente ideológicos en 
cuestiones de Gobierno y Régimen de la Nación, nada más lejos que tal 
supuesto, del fin perseguido con dichas Leyes, Ni éstas, como se ha 
dicho, persiguen a nadie por sus ideas, ni vinieron a establecer una 
responsabilidad por hechos anteriores a la Ley que los castigaba, ni en 
nada, por lo tanto, se ha ido en contra del principio penal 'pullum 
crimen, nuUa pena sine lege'" 
Tal actitud del gobierno español contrastaría, siempre según el autor del 
documento, con el tratamiento dado al delito político no sólo por la República 
española, sino también en Francia o Bulgaria tras la liberación, en los mismo 
términos, aunque invocando el liberalismo y la democracia, "que las 
concepciones jurídicas del totalitarismo; sean comunistas, fascistas o nazis, 
que, en este orden, todo es exactamente uno y lo mismo". Tal argumento hay 
que ponerlo en relación con la defensa de la tradición jurídica hispánica -tan 
querida, como veremos, por el que fuera presidente del Tribunal-, tradición 
que preservaría al ordenamiento español de los excesos del totalitarismo. La 
persecución ideológica y la retroactividad eran pecados jurídicos atribuibles a 
otras legislaciones: 
"[...] hubiera sido necesario incidir como ellos ["el gobierno rojo"], en 
la doble monstruosidad jurídica de declarar punible la sola profesión 
libre de opiniones políticas aun, a pesar, de una conducta honesta, y de 
declararlas retroactivamente delictivas y punibles con las más atroces 
e irreparables sanciones. En la misma posición antijurídica que ha 
llevado a la represión francesa a crear a posteriori el delito político de 
'colaboración', no definido previamente en las leyes y castigarlo con 
centenares de ejecuciones 'legales' de pena capital y decenas de 
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millares de extralegales. Es también la matanza organizada en Bulgaria 
pretextando las 'responsabilidades políticas' de las opiniones disidentes 
como merecedoras en si mismas de la pena de muerte aplicada con 
espantosa profusión."** 
Es más, el gobierno republicano, al crear la figura del delito político, 
no habría hecho más que regular en guerra una práctica represiva habitual 
desde la proclamación de la República. Nos encontramos, de nuevo, con el 
argumento ideológico y justificativo de la ilegalidad de los poderes 
republicanos, en este caso para contraponer el terror y las arbitrariedades de 
la República, con la serenidad y la justicia del gobierno de Franco.*^ 
Según el documento que venimos comentando, la "justicia" política 
ordenada por el Gobierno de Franco se regía por unos criterios que 
garantizaban la equidad y la moderación en la valoración de los hechos 
juzgados y en la imposición de sanciones: 
® La depuración de los colaboraccionistas constituye uno de los aspectos más 
controvertidos de la reciente historia de Fraacia. Al margen de la valoración jurídica que 
pudieran merecer los mecanismos habilitados, desde las ejecuciones sumarias a la Corte de 
Justicia, la colaboración con el enemigo en tiempo de guerra es un delito contemplado por 
todos los ordenamientos jurídicos, independientemente como se denomine. H. LOTTMAN, 
L'épuration. 1943-1953, París, Fayard, 1986. 
*' "Por lo que respecta a la fallida hipocresía roja española, aun limitada cínicamente al 
intento de legalizar de algún modo (para la propaganda) cierto porcentaje, al menos, del medio 
millón de asesinatos que libremente cometieron sin la excusa militar de seguridad de su 
retaguardia en la casi totalidad de los casos (como lo demuestra la atroz matanza de ancianos, 
mujeres y niños, así como de personas religiosas sin excepción de sexos)[,] existe una fácil 
explicación de que elevasen a 'delito' la libertad de todo pensamiento disidente o disconforme 
tanto en el orden religiosa como en el político y es sencillamente el hecho de que ya lo vem'an 
practicando así desde inmediatamente después de la implantación de la República, y 
especialmente a partir de la sedición de Octubre de 1934, y, sobre todo desde la tiranía del 
'Frente Popular' a partir de febrero de 1936. Los incendios, saqueos, violaciones y 
destrucciones de hogares y domicilios sociales, robos y asesinatos se produjeron a ritmo 
acelerado y en arrolladora progresión creciente, sin que los Gobiernos republicanos 
'derechistas' tuviesaa poder bastante para garantizar a los españoles un tm'nimo de segundad 
jurídica, y sin que los Gobiernos republicanos de 'izquierda', que siempre tuvieron el efectivo 
'control' de las masas, quisieran reducirlas al respeto a un mínimo de civilizada convivencia; 
antes bien las amparasen y estimulasen en sus desmanes [...]" 
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a.- Respetar la calificación clásica que atribuye mayor gravedad a los 
delitos castigados en el Código Penal Común y en el Código de Justicia 
Militar que a los delitos políticos. 
b.- Aplicar dichos códigos tal como regían antes de la guerra. 
c - No modificar la legislación penal republicana. 
d.- Valerse del sistema de penas accesorias vigente en la legislación 
republicana 
e.- No crear nuevos tribunales para juzgar los delitos de derecho 
común, sino valerse de los Consejos de Guerra sin alterar su 
composición. Así, cuando, en virtud de la Ley Marcial, la Justicia 
Militar tuvo que ocuparse de gran número de asuntos propios de la 
Jurisdicción ordinaria, los nuevos Consejos de Guerra se formaron con 
magistrados y jueces profesionales, "evitando en absoluto la entrada en 
dichos Consejos de Guerra de personas legas o imperitas en derecho". 
f.- No exigir responsabilidades políticas por profesar creencias 
religiosas distintas de la Católica, ni por la mera "profesión de 
opiniones o ideas políticas disidentes, aun las más extremistas, siempre 
que quien las profese no haya observado conducta delictiva[...] De esta 
suerte en la legislación española, la responsabilidad política se define 
exclusivamente como reato de previa y declarada delincuencia común, 
y no, en modo alguno, por la honrada profesión de ideas políticas, sean 
estas las que fueren".^ 
g.- "La legislación española de responsabilidades políticas no se ha 
* Subrayado en el original. A continuación se añade la siguiente sorprendente añrmación 
sobre la "libertad de opinión" en la España de la postguerra: 
"Por esto cualquier extranjero que haya venido a España después de la guerra se sorprenderá 
de la facilidad con que puede escuchar a los españoles que, sin guardar secreto alguno ni 
necesitar precauciones, en lugares públicos y privados, se entregan libremente a la crítica 
política negativa y aun corrosiva, todo el mundo los conoce y sería extremadamente fácil 
organizar p)olíticamente su persecución, pero a nadie se inquieta ni molesta mientras no pase 
a vías de acción de carácter sedicioso, o sea mientras no atente contra el orden público. En égte^ 
orden se tolera ahora en España lo que no sería concebible a un inglés o a un norteamericano,, 
contra sus respectivos Gobiernos y naciones." / ''-'Í-Q^^''-^'/Q_ 
I 'i, ' '" 'J i , ' •'••' 
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dirigido contra la república ni contra forma alguna de gobierno. Basta 
una simple lectura de los textos legales, para advertir que el comienzo 
de exacción de responsabilidades políticas se fija en octubre de 1934. 
Taxativamente". ^ ^ 
h.- "Por responsabilidades políticas, y a diferencia de lo que 
actualmente acontece en otros países, no se ha impuesto ni se ha 
autorizado ninguna de las especies de penas aflictivas. Más aún: con 
arreglo a la legislación española de responsabilidades políticas no se 
podía castigar a nadie a privación de libertad, ni siquiera 
preventivamente, y así se ha cumplido en absoluto. De suerte que esta 
legislación no autorizó detenciones (ni siquiera gubernativa) de ninguna 
especie, ni mucho menos prisiones o reclusiones."^^ Sólo en los casos 
"excepcionalmente graves" se autoriza la limitación en la libertad de 
residencia y la interdicción, por un tiempo máximo de quince años, 
i.- Las sanciones económicas, consistentes en multas para el Tesoro 
Público, sólo se podrán imponer a quienes, además de su sueldo, 
posean un capital superior a veinticinco mil pesetas. Las sanciones se 
encuentran individualizadas, no afectando a los bienes del cónyuge, 
hijos o parientes. Tampoco se ejecutará la sanción sobre los herederos 
del responsable que profesen la ideología del "Alzamiento Nacional (o 
sea, Patria, familia, Trabajo, Orden, Paz)". Los embargos preventivos 
se efectúan sólo sobre los bienes necesarios para garantizar el pago de 
la multa que se imponga en su momento, estando obligados los Jueces 
a fijar la adecuada pensión alimenticia. La administración judicial de 
los bienes embargados recae sobre los familiares de los expedientados, 
" En mayúsculas en el original. Se dice que "quedan exentas de responsabilidad política 
las actividades que consiguieron en 1931, el derrumbanniento de la Monarquía y aun las que 
defendieroa la República incluso las de Agosto de 1932, contra la sublevación del general 
Sanjurjo, no obstante haberla reprimido el Gobierno republicano de manera sangrienta, 
vejatoria, e inhumana". 
""• Mayúsculas en el original. 
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"corrigiéndose de este modo algunas corruptelas al efecto que el 
Tribunal Nacional pudo observar", sobre todo, al comienzo de su 
actuación. "En suma, en materia de sanciones económicas, como en 
todas las demás de esta Jurisdicción, ha sido criterio jurisprudencial 
mantener la tradición hispánica -que las leyes morales, racionales y 
físicas abonan- de que el rayo vaya a las cumbres y no a la turbamulta 
inferior de los "soportes engañados y explotados".^ ^ 
j . - Se facilita la efectividad de la obligación de que los partidos y 
organizaciones sindicales prohibidos, así como muchos particulares, 
indemnicen por los daños que ocasionaron por su actuación a "los 
intereses y bienes morales y materiales de España, Patria común de los 
españoles y a los bienes e intereses de muchos de estos que ningún 
daño habían hecho a aquellos". El ingente volumen de 
responsabilidades civiles exigibles, "obligó a arbitrar medios procesales 
especiales para su exacción, que de otra manera, hubiese distraído a los 
tribunales de Orden Penal de su abrumadora labor en la apreciación y 
sanción de las responsabilidades criminales". 
Pero la realidad descrita por juristas especialistas en el período es bien 
^ La dureza de las penas que recayeron sobre los principales dirigentes republicanos, se 
justifica en base a la gravedad de sus responsabilidades y a las riquezas que supuestamente se 
llevaron al extranjero "ilegal y delictivamente". Sobre este argumento volveremos cuando 
analicemos las sentencias del Tribunal de Responsabilidades Políticas: 
"En efecto, tan solo a los que fiíeron Ministros del Frente Popular durante la Guerra Civil, así 
como a algxmo de los ministros que dejaron asaltar el poder al Frente Popular sin legal 
traspaso, y depararon su triunfo, que trajo como consecuencia la violenta y anarquizante 
remoción del Presidente Alcalá zamora, y la subsiguiente exaltación de Azaña, bajo el que 
culminó la anarquía, y la nación, sólo in extremis pudo ser salvada del total desastre, se les 
han in^uesto sanciones que implican la pérdida de total de los Bienes que tem'an en España, 
y a algunos, la pérdida de la nacionalidad española. Pero ninguno de ellos se halla en la 
miseria, sino en pleno 'confort', como es público, habiéndose llevado consigo ilegal y 
delictivamente, al extranjero, todo el nada despreciable remanente de las reservas de oro que 
quedaron en el Banco de España después de las dilapidaciones y las entregas a Francia y 
Rusia." 
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distinta.^ Aunque no se modificara la composición de los Consejos de 
Guerra, ni los procedimientos contemplados en el Código castrense, ya hemos 
visto que, en virtud del Estado de Guerra, se extendió la justicia militar hasta 
dejar reducida la Ordinaria a jugar un papel residual, del que no saldría, y aun 
así privada de alguna de sus anteriores competencias, hasta después de la 
guerra. Desde el punto de vista jurídico se ha venido señalando en su 
retroactividad una de las características más significativas de la Ley de 
Responsabilidades Políticas de 1939, cuya aplicación, como venia ocurriendo 
con la incautación de bienes durante la guerra, se encomendó a una 
jurisdicción especial creada al efecto. Como analizaremos en su momento, la 
composición de los Tribunales y juzgados especiales no solo no garantizaba la 
debida imparcialidad e independencia de estos órganos, sino que, por el 
contrario, les confería un nítido carácter políticos. Por otro lado, al ensalzar 
la benignidad de las sanciones impuestas por la Jurisdicción de 
Responsabilidades Políticas, se olvida su carácter complementario a las penas 
dictadas por la Jurisdicción Militar o por la Jurisdicción Especial de Represión 
de la Masonería y el Comunismo.^ ^ 
Afirmar, como lo hace el autor de la justificación, que las 
responsabilidades políticas exigidas por la legislación franquista de derivan 
"exclusivamente como reato de previa y declarada delincuencia común, y no, 
en modo alguno, por la honrada profesión de ideas políticas, sean estas las que 
fueren", constituye una gran falacia. En primer lugar, difícilmente se pueden 
considerar como reos de delito común a quienes no fueran condenados 
** Vid, I. BERDUGO DE LA TORRE, ob. cit, y E. PEDRAZ PENALVA, ob. cit. 
'^ Ernesto Pedraz Penalva se llega a cuestionar la aplicación del concepto de Ley a la 
normativa promulgada durante este penodo por el Gobierno franquista. En palabras del 
profesor Pedraz Penalva, "hablar de ley en el sentido liberal o en el que actualmente se 
entiende parece carecer de sentido, prueba de ello es la pérdida de algunas de sus notas 
esenciales tipificadoras: generalidad (téngase en cuenta la frecuente previsión de normas 
abiertas e incluso cláusulas en blanco), irretroactividad (como por ejemplo en alguno de los 
supuestos delictivos acogidos en la Ley de Responsabilidades Políticas e incluso en los bandos 
militares), sin olvidar, asimismo, la ausencia de legitimidad (la Ley ya no es la expresión de 
la voluntad general, con el significado roussoniano, sino del poder constituido)." Ob. cit., pág 
369. 
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previamente por ningún Tribunal.^ Los expedientes de responsabilidades 
políticas se incoaban cuando quienes tenían atribuida la iniciativa consideraban 
que los inculpados se encontraban incursos en algunos de los supuestos de 
responsabilidad contemplados por la Ley, aunque no hubieran sido condenados 
por un tribunal militar. Para depurar las responsabilidades políticas se 
establecía una relación causal en la que los antecedentes, comportamientos 
políticos legítimos -no sólo en el extinto Régimen republicano, sino en 
cualquier sistema democrático-, y las consecuencias, los males padecidos por 
la Nación española, se vinculan entre si mediante un nexo puramente 
ideológico. En última instancia, responde a una concepción totalitaria del 
proceso histórico: quienes sostuvieron de palabra u obra las doctrinas ajenas 
a la Nación española son los causantes de su destrucción y están obligados a 
reparar el daño causado. Por tanto, a juicio de los vencedores, resultaba 
legítimo castigar la militancia política legal antes de la guerra, el desempeño 
de un cargo público o, sin más, el haber realizado "cualesquiera otros actos 
encaminados a fomentar con eficacia la situación anárquica en que se 
encontraba España y que ha hecho indispensable el Movimiento 
Nacional".^ 
3.- UN PERFIL roEOLÓGICO DEFINIDO: LOS PRESIDENTES DEL 
TRIBUNAL NACIONAL DE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS 
Los dos presidentes que se sucedieron al frente del Tribunal Nacional 
de Responsabilidades Políticas parecen ajustarse a un perfil previo, política e 
'* Según María Moliner, en su Diccionario de uso del Español, el significado etimológico 
de reato es el siguiente: "resto de pena que queda por cumplir aún, después de perdonado el 
pecado." 
^ Supuesto K de la Ley de Responsabilidades Políticas de 9 de febrero de 1939. 
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ideológicamente bien definido. Entre Enrique Suñer y Wenceslao González 
Oliveros se dan una serie de coincidencias que no creemos casuales: su 
condición de Catedráticos de Universidad, su tradicionalismo católico y 
nacionalista, su implicación en cuestiones educativas durante la Dictadura 
primorriverista y su odio a la Institución Libre de Enseñanza, su condición de 
"perseguidos" al proclamarse la República, su escasa significación en la vida 
política del período republicano y su adhesión pública y sin fisuras al nuevo 
Régimen y a Franco. Además, ninguno de los dos es militar, jerarca del 
partido único o magistrado. Es decir, su nombramiento no rompía el equilibrio 
dentro del Tribunal, donde, como veremos en su momento, se sentaban junto 
al Presidente un general del Ejército o asimilado, un Consejero Nacional de 
F.E.T. de las J.O.N.S. y un Magistrado. 
3.1.- ENRIQUE SUÑER ORDÓÑEZ: EL ANTÜNTELECTÜALISMO CATÓLICO 
MILITANTE 
Enrique Suñer nació en la provincia de Burgos, el 13 de diciembre de 
1878. A los veinticuatro años ganó la Cátedra de Patología General de la 
Universidad de Sevilla, ampliando estudios en Alemania gracias a una pensión 
oficial. Catedrático de Enfermedades de la Infancia en Valladolid y a partir de 
1921 de Pediatría en la de Madrid, se considera fundamental su contribución 
a la consolidación académica de esta especialidad en España. ^ ^ Fundó la 
Escuela Nacional de Puericultura en 1925, cuya creación "fue el comienzo de 
la lucha en España contra la mortalidad infantil. "^^Ingresó en la Academia de 
Medicina en 1928, de la que fue director, por nombramiento del general 
Franco, hasta su muerte, acaecida en Madrid el 26 de mayo de 1941. 
* La información sobre la actividad académica y profesional de Enrique Suñer la hemos 
recogido de S. CARRO GARCÍA, Discurso necrológico de excelentísimo Doctor D. Enrique 
Suñer Ordóñez, leído en la Solemne Sesión celebrada en el Instituto de España el 2 de julio 
de 1941, Madrid, Magisterio Español, 1941. 
* Ibidem. 
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Como se glosa en su elogio fúnebre, "uno de los rasgos más 
sobresalientes de nuestro biografiado era su exaltación españolista", que iría 
"aun más allá que su ímpetu científico", llevando su catolicismo militante hasta 
las aulas de la Universidad, donde se toparía con uno de sus demonios 
personales: la Institución Libre de Enseñanza/"' Antonio Fontán lo incluye 
entre el reducido ciruelo de profesores que miliatron activamente en el frente 
de resistencia a la, según él, hegemonía de la izquierda en la Universidad.*"^ 
En el pensamiento de Enrique Suñer encontramos muchos elementos 
ideológicos propios del catolicismo tradicionalista: monarquismo, integrismo 
religioso, exaltación de la tradición nacional frente a las modernizaciones 
extranjerizantes, antiliberalismo y antiintelectualismo. Admirador del General 
Primo de Rivera, cuya figura consideraba como "una de las más nobles y 
excelsas de la historia nacional", le reprochaba, sin embargo, su excesivo 
respeto hacia los hombres de ciencia y los profesores y su candidez frente a 
"sectas" como la masonería o la Institución Libre de Enseñanza.'"^ Esgrime 
como prueba de la falta de prudencia de la Dictadura, la presencia en el 
Consejo de Instrucción Publica, del que él mismo formaba parte, de "hombres 
tan peligrosos por su ideología, representativa de una vieja y contumaz labor, 
como Cossío e Ignacio Bolívar, ambos personajes cumbre de la Institución 
Libre de Enseñanza".'*'' 
Tras una alocución pronunciada ante estudiantes católicos en el Teatro 
Alcázar, en 1930, Enrique Suñer recibió una invitación de Ángel Herrera para 
escribir en el Debate. A pesar de que Suñer afirmara que su colaboración en 
el órgano de la Asociación Católica Nacional de Propagandistas no fue muy 
larga, fundamentalmente sobre temas de su especialidad profesional, uno de sus 
"» Ibidem. 
"" A. FONTÁN, LOS católicos en la Universidad, Madrid, Rialp, 1961, pág. 30. 
'"2 E. SUÑER, LOS intelectuales y la tragedia española. Burgos, Editorial Española, 1937, 
pág 118 y 119. 
'03 Ibidem, págs 119 y 120. 
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artículos, a propósito de unos incidentes protagonizados por estudiantes de 
Medicina en el Hospital Clínico de San Carlos en vísperas de la proclamación 
de la República, levantó un enorme revuelo. Se le criticó duramente desde la 
prensa, el Colegio de Médicos convocó una asamblea extraordinaria en el 
Teatro de la Princesa y se discutió el asunto en una reunión de la Junta de la 
Facultad de Medicina.^^ El Debate replicó convocando a "entusiastas 
patriotas de todas las clases sociales" a rendir un homenaje a Enrique Suñer y 
otro compañero de la facultad, el Dr. Salamanca, quien por apoyar las palabras 
del primero se había convertido también en blanco de las críticas de los 
sectores progresistas.'"^ De la importancia política del acto da cuenta la 
presencia de personalidades de la derecha católica, alfonsina y tradicionalista, 
de la talla de Víctor Pradera, Antonio Goicoechea, Ramiro de Maeztu, Gimeno 
o Luca de Tena. 
Ante tan relevante auditorio, Suñer hizo desfilar, uno tras otro, a los 
"destructores de la Patria", la Institución Libre de Enseñanza a la cabeza.*** 
Intelectuales, masones, institucionistas y políticos liberales caducos. No 
"" Ibidem, pág 182 y 183. 
"« Ibidem, pág. 183. 
"* "En el discurso final, a mi cargo, hablé ex abundantia coráis, expuse la génesis del 
movimiento intelectual revolucionario, sin olvidar la intervención de la masonería. Dediqué a 
la Institución Libre de Enseñanza párrafos aclaratorios y denunciadores de su maléfica 
influencia; puse extensamente de relieve cuánto daño habían hecho sus hombres a la causa 
nacional; dije que la República pretendida debía necesariamente fracasar, porque en España 
no había republicanos propiamente dichos, o, por lo menos, en calidad y número para pensar 
en im probable éxito satisfactorio de la misma, sino caducos y desechos políticos de la 
Monarquía, llenos de cólera contra el Jefe del Estado, por su no intervención durante los 
últimos años en el gobierno del país, del cual no podían separarse. Aludí a la retórica 
merengue de D. Niceto Alcalá Zamora, e hice notar la desconfianza que debíamos tener todos 
hacía los superficiales y floridos. Concluí formando ima clasificación, después utilizada con 
gran frecuencia -aunque sin citar generalmente al autor que lo hizo-, de las personas 'en 
decentes y no decentes'. Que esta separación era lo más interesante para el país. Lo esencial, -
decía yo- era que las personas obrasen con moralidad y con decoro positivos. Muchas cosas 
más dije entonces, que pudieron leerse en los diarios del siguiente día al de nuestro homenaje. 
¡Desgraciadamente aquella impresionante manifestación del Hotel Nacional, terminada con los 
acordes de la Marcha Real, resultó impotente para detener la caída del Régimen que se hundía, 
y sólo fué (sic) heroico y honrosos epitafio a la muerte de un sistema que tantos títulos de 
gloria había adquirido en el esplendoroso, y a veces triste, pasado de nuestra Historia!". 
Ibidem, págs 184 y 185. 
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imaginaba que ocho años y medio después se le brindaría la oportunidad, desde 
la presidencia del Tribunal Nacional de Responsabilidades Políticas, de poner 
en práctica lo que en 1931 no era más que una figura retórica: separar las 
"personas no decentes" de las "decentes". 
Un mes más tarde de "aquella noche de cordial patriotismo y adhesión 
entusiasta a la monarquía", Enrique Suñer fue elegido para formar parte de la 
restringida -sólo treinta y dos miembros- Asamblea Deliberante de la 
recientemente creada Acción Nacional de Madrid, honor que compartiría con 
la élite del catolicismo político: Gil Robles, Goicoechea, Ibáñez Martín, el 
Marqués de Lozoya, Martínez de Velasco y el Conde de Vallellano, entre 
otros.^ "^ Pero no parece encajar bien en las filas del catolicismo posibilista 
de Ángel Herrera y Gil Robles. Suñer se queja de que se prescindió de su 
colaboración en El Debate y de que "para quedar bien" se le ofreció un puesto 
en la lista por Albacete en las elecciones a las Cortes constituyentes, pero sin 
apoyo financiero ni político. 
Su admiración declarada por Calvo Sotelo y algunos rasgos de su 
pensamiento político lo sitúan más cerca de la derecha antidemocrática 
alfonsina que del catolicismo accidentalista de Acción Popular. °^* En su 
prevención ante la importación de elementos doctrinales modemizadores 
procedentes del fascismo y su apelación a un regeneracionismo elitista que 
hundiera sus raíces en las esencias de lo español, se reconocen dos rasgos 
propios del ideario reaccionario de Acción Española'^: 
"Soy un firme convencido de que la regeneración de España sólo se 
«" J.R. MONTERO,!^ CEDA, ob. cit, T. II, págs 158 y 159. 
"* S. CARRO, ob cit. 
''* Enrique Suñer publicó dos artículos en Acción Española: "Acerca de la investigación 
en medicina", t. II, n" 10 y 11, mayo de 1932, págs 356-361 y 462-471; "Estudio clínico 
social sobre la mentira", t. XII, n° 70, febrero de 1935, págs 276-285. 
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logrará el día que una selección de los mejores -que no quiere decir los 
más 'intelectuales'- se cumpla de un modo decisivo. Un puñado de 
hombres bien elegidos y unidos sin reservas, podrá hacer, sin duda, la 
felicidad del país. 
España tiene absoluta necesidad de estos hombres y de su 
esfuerzo. Su labor ha de realizarse impregnada de un ideal: el lograr 
una vida justa, moral y encaminada a la fortaleza de la raza. Para ello 
hay que huir de toda clase de intolerancias y de sectarismos, 
inspirándose solamente en la equidad y en el beneficio de todos los 
ciudadanos. Las cualidades raciales más profundas deben ser estimadas, 
dirigidas sin pretender disolverlas. Muchos modernismos como el 
corporativismo, sindicalismo, etc., etc., deben ser cuidadosamente 
estudiados antes de hacer una implantación a la ligera impregnada de 
doctrinas extranjeras, que pueden ir bien en Alemania o en Italia, y mal 
en nuestra bendita tierra. Los hombres designados por Dios para regir 
nuestros destinos deben ser, ante todo "españoles", no xenófilos 
pedantes ni tampoco execradores de la cultura de fuera: prudentes y 
dotados de una gran dosis de buen sentido" "" 
Con la proclamación de la República le llegó a Enrique Suñer, por su 
actuación política en las postrimerías de la monarquía, la separación de la 
Cátedra y la destitución de la dirección de la Escuela Nacional de Puericultura. 
Sus más negros presagios se hicieron realidad. No es de extrañar, pues, que 
sintiéndose victima de una persecución, se refiera a la República con una 
extraordinaria violencia verbal, reflejo de su frustración ideológica y 
personal.'" Para Suñer, la República española dio rienda suelta a los más 
bajos instintos vesánicos de los enemigos de la civilización occidental. En 
" " E. SUÑER, LOS intelecutales, ob. cit., pág 199 y 200. 
' " Ibidem, pág 194. 
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definitiva, la misma retórica apocalíptica que se despliega en los numerosos 
textos apologéticos aparecidos durante los primeros años del franquismo: 
"Dentro de este cuadro vergonzoso hemos contemplado en el agreste 
paisaje "jabalíes" y "ungulados" corriendo por el que fue congreso de 
los diputados, en busca de víctimas propiciatorias de sus colmilladas y 
de sus golpes de solípedos, y al final de los cinco años de caos y de 
aníirquía se ha producido el crimen de Estado más abyecto que la 
Historia Universal registra. Monstruos neronianos, directores de sectas, 
y ejecutores de las mismas, han asesinado a la máxima esperanza de la 
Patria: Calvo Sotelo, el español mártir, el hombre representativo en 
quien confiábamos los buenos ciudadanos para salvar esta tierra 
querida. Galarza, Casares Quiroga:¡he aquí sus más simbólicos 
verdugos! Detrás de ellos quedan los masones, los socialistas, los 
comunistas, los azañistas, los anarquistas: todos los judíos dirigentes 
del negro marxismo que tiene por madre a Rusia y por lema la 
destrucción de la civilización europea. España ha sido y es teatro de un 
combate épico, ciclópeo, acción de titanes contra monstruos 
apocalípticos."*'^  
La conclusión de semejante delirio retórico es considerar la guerra civil 
como una Cruzada. España asumía, una vez más, su destino histórico como 
"nación mártir, y al mismo tiempo promotora de una nueva cruzada contra los 
enemigos del mundo cristiano.""' 
La sublevación militar, tan anhelada por sus correligionarios, 
sorprendió a Enrique Suñer en Madrid. Se mantuvo oculto para evitar una más 
que probable detención, hasta que, provisto de un pasaporte falso, escapó en 
"^  Ibidem, págs 194 y 196. 
'" Ibidem, pág 196. 
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avioneta a Francia, desde donde se incorporaría inmediatamente a la zona 
franquista, presentándose nada más cruzar la frontera "al Caudillo para hacer, 
con honda devoción, oferta sencilla de su esfuerzo y su inteligencia en el 
puesto que se le designase." ""* Y se le designó para la vicepresidencia de 
la Comisión de Cultura y Enseñanza de la recién creada Junta Técnica del 
Estado. 
La Comisión de Cultura y Enseñanza, constituida el 6 de octubre de 
1936, quedó bajo control de significados elementos católicos."* La presidía 
José Mana Pemán, cuyos antecedentes monárquicos y su condición de 
intelectual católico, miembro del equipo de Acción Española, son bien 
conocidos. La Comisión tenía encomendada la tarea de normalizar la actividad 
escolar y cultural de la zona bajo dominio de los sublevados, lo que implicaba 
el desmantelamiento institucional e ideológico del sistema educativo 
republicano, razón por la que se apresuró a desactivar el principal instrumento 
de implantación de la política educativa republicana: los profesores en general 
y los maestros en particular. Enrique Suñer, si creemos lo que el propio Pemán 
dejó escrito, se encargó de la dirección efectiva, lo que le convertiría en 
pricipal artífice de la depuración de la Enseñanza. "*No ha de estrañar, pues. 
" ' ' S. CARRO, Ob. cit. 
"^ Mientras que Gregorio Cámara, indica que ningún falangista formaba parte de la 
Comisión, Javier Tusell señala la presencia de dos, aunque de significación monárquica, 
Eugenio Montes y Alfonso García Valdecasas. G. CÁMARA VELLAR, ob. cit., pág 70 y J. 
TUSELL, Franco en la guerra civil. Una biografía política, Barcelona, Tusquets, 1992, pág. 
60. 
"* En un texto que quizá tenga mucho de autoexculpación, Pemán cuenta que aceptó la 
Presidencia de la Comisión de Cultura y Enseñanza bajo presiones y a condición de que se 
nombrara a un vicepresidente: "Se accedió a ello, y recyó el nombramiento en el doctro 
Enrique Suñer, hombre probo e inteligente, que parecía nacido por SUS virtudes, de puntualidad 
y exactitud severa, para llenar todos mis huecos y relajaciones. Creo que apenas un par de días 
ocupé yo la mesa de despacho" (J.M* PEMÁN, Confesión General, Obras Completas, íom. V., 
Madrid, Escelicer S. L., 1953, pág. 1.732). Se nos antoja que debieron ser algunas más. 
Javier Tusell escribe que "en realidad, en esta comisión es muy posible que el papel 
esencial le correspondiera al vicepresidente, Enrique Suñer, personalidad de extrema derecha 
sin afiüación precisa y verdadero obseso de la persecución contra la Institución Libre de 
Enseñanza". Y añade que "la peculiaridad del bando acaudillado ya j>or Franco era que la labor 
represiva se concentró en gran medida en el elemento docente, muy probablemente por 
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que con semejante curriculum fuera nombrado Presidente del Tribunal 
Nacional de Responsabilidaes Políticas. 
Enrique Suñer hizo pública su adhesión al general Franco con palabras 
que pudiera haber firmado cualquiera de los apologetas que en el incipiente 
Estado nuevo se afanaban por difundir y consolidar la figura del Caudillo 
providencial. En febrero de 1937, seis meses después de su nombramiento 
como vicepresidente de la Comisión de Cultura y Enseñanza y dos años antes 
de que se le encomendara la presidencia del Tribunal de Responsabilidades 
Políticas, escribía: 
"[...] creo, a pesar de lo que acabo de exponer, en la posibilidad de 
una contención de las defectuosas condiciones de nuestro modo de 
actuar en la vida pública; pero esto sólo podrá lograrse cuando se tenga 
al frente del país un hombre dotado de cualidades extraordinarias, poco 
menos que maravillosas. Nuestra esperanza se cifra en estos momentos 
en el generalísimo Franco. Nunca se dio en la Historia la existencia de 
un Jefe próximo a ser consagrado por la más grande de nuestras 
epopeyas. De su vida depende sencillamente el p>orvenir de España. 
¡Dios se la conserve! Él, como caudillo de la Providencia, ayudado de 
buenos y fieles patriotas colaboradores, podrá hacer por esta España de 
nuestros amores el milagro de encauzarla y remediarla en sus 
defectos."'" 
influencia de Enrique Suñer, el vicepresidente de la comisión de Educación de la Junta 
Técnica" ( Franco, ob. cit. págs 60 y 63). Su papel activo en la depuración se desprende de 
un documento reproducido por Jesús Crespo, que recoge unas instrucciones enviadas por el 
propio Suñer al presidente de la Comisión Depuradora de Burgos (J. CRESPO, J . L . SÁINZ 
CASADO, J. CRESPO Y C. PÉREZ MANRIQUE, Purga de Maestros en la Guerra Civil. La 
depuración del magisterio nacional de la provincia de Burgos, Valladolid, Ámbito, 1987, pág. 
24.). 
"^ E. SUÑER, LOS intelectuales, ob cit., págs. 104 y 105. 
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Enrique Suñer ocupó otros cargos. Al ser cesado en la Presidencia del 
Tribunal de Responsabilidades Políticas, en diciembre de 1940, accedió a la 
de la Asamblea Suprema de la Cruz Roja. El Ministro de Educación Nacional, 
Ibañez Martfn, le nombró director del Instituto Cajal. Dos meses antes de su 
muerte, volvió a pertenecer al órgano consultivo en materia de educación y 
cultura, ahora denominado Consejo de Educación Nacional, en cuya sección 
correspondiente a Universidad y Alta Cultura ocuparía una vocalía, junto con 
el que sería su sucesor en la Presidencia del Tribunal de Responsabilidades 
Políticas, Wenceslao González Oliveros.''^ 
En el perfil ideológico de Enrique Suñer destacan su antiintelectualismo 
reaccionario, dentro de la más pura ortodoxia del nacionalismo católico, y, 
muy vinculado a éste, como una prolongación del mismo, su obsesión por 
eliminar cualquier influencia de las doctrinas y las personas "productoras de 
la catástrofe"; eliminación planteada en términos tan violentos que, inclusive, 
pudiera llegar a ser física y no sólo ideológica, como vamos a tener ocasión 
de comprobar enseguida. 
José R. Montero, al referirse a la incapacidad de todos los movimientos 
conservadores para teorizar, incluido el catolicismo social español, recoge una 
conocida cita de Simone de Beauvoir: "en la derecha la palabra intelectual 
cobra fácilmente un sentido peyorativo"."^ El libro de Enrique Suñer Los 
intelectuales y la tragedia de España (febrero de 1937), cuyo contenido dista 
mucho de lo que habitualmente se entiende como pensamiento, corrobora 
dramáticamente lo que pudiera entenderse como una licencia literaria de la 
ensayista. Porque dramático fue que se nombrara presidente del Tribunal de 
Responsabilidades Políticas a quién venía arremetiendo con tanta visceralidad 
y ramplonería contra una buena parte de lo más significado de la inteligencia 
española de las tres primeras décadas del nuestro siglo. 
"* B. CEPRIAN, Del Consejo de Instrucción Pública al Consejo Escolar del Estado. 
Origen y evolución (1836-1986), Madrid, UNED, 1989, p.330. 
' " Cfr. por J. MONTERO, La CEDA, Ob. cit., t. I, pág. 31. 
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Suñer no duda un instante a la hora de señalar quiénes son los 
"máximos responsables" de la tragedia española. Intelectuales interiores, que 
no españoles, y extranjeros que corrompieron los valores tradicionales 
nacionales: 
"¿Quiénes son los máximos responsables de tantos dolores y de tantas 
desdichas? Para nosotros no cabe la duda: los principales responsables 
de esta inacabada serie de espeluznantes dramas son los que, desde 
hace años, se llaman a si mismos, pedantescamente 'intelectuales'. 
Estos, los intelectuales y pseudointelectuales interiores y extranjeros, 
son los que, tenaz y contumazmente, año tras año, han preparado una 
campaña de corrupción de los más puros valores éticos, para concluir 
con el apocalíptico desenlace a que asistimos, como negro epilogo de 
una infernal labor antipatriótica que, por serlo, pretendía desarraigar 
del alma española la fe de Cristo y el amor a nuestras legítimas glorias 
nacionales. Deseo, con estas páginas, descorrer una parte del velo 
encubridor de los autores trágicos que nos han llevado al caos en que 
vive una gran parte de España: busco el señalarlos con el dedo, 
delatando con todo valor, duramente, sin eufemismos ni atenuaciones, 
sus turbias actividades y los planes de que se valieron"'^° 
Suñer vincula a estos intelectuales con intereses espurios inconfesables. 
La anti-España actuaba en beneficio de las fuerzas del mal y de intereses 
ajenos a los de la nación. Avala su aseveración en "informaciones respetables", 
"investigaciones perspicaces", "pruebas seguras" y "datos indiscutibles" que 
no se muestran en ningún momento. Da igual, porque en última instancia se 
trata de un convencimiento moral y a quienes no lo comparten con él les 
' ^ E. SUNER, Los intelectuales, ob. cit., págs 6 y 7. 
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recuerda un refrán muy castellano: "Dime con quién andas y te diré quién 
eres". Con nosotros o contra nosotros; con España o contra ella/^' Sólo se 
explicaba el comportamiento de los intelectuales "señalados con el dedo" por 
la profesión de firmes convicciones ideológicas o por la existencia de un pacto 
secreto con las fuerzas internacionales del mal, dado que, por su condición de 
intelectuales, resultaba difícil admitir que ignoraran que el triunfo de la 
revolución significaría para ellos la pérdida de los "personales intereses 
materiales que con tanto ahínco han procurado "'^ ^ 
En la lógica del pensamiento nacional católico, Suñer sitúa al frente de 
la revolución a la Institución Libre de Enseñanza, la "Orden laica", "la secta", 
caracterizada con trazos tan negros que en ocasiones rayaba lo grotesco. 
Curiosamente, reconocía en Don Francisco Giner virtudes que no atribuía a sus 
discípulos, entre ellas su "espíritu sincero de inclinación apostólica" y su 
personalidad "edificante en lo moral". Pero se lamentaba de que, a la muerte 
del maestro, su "proselitismo de altura" degenerara "en las más lamentables 
aberraciones". Suñer cargaba en la cuenta de Giner el haber propiciado la 
degeneración moral de España y creado un poderoso y oscuro instrumento de 
poder. ^ ^ 
En sus ataques frontales contra la Institución no hace gala, ciertamente, 
de muchos recursos intelectuales. La acusa, no sólo de desplegar una labor 
intelectual y educativa corruptora "de las conciencias aún ingenuas de la 
juventud y de la adolescencia española", sino también de haber tomado parte 
activa en les preparativos de la revolución mediante la creación de lo que él 
llama "órganos del trabajo revolucionario ".'^ ''Incluso nos "desvela" una 
supuesta estrategia secreta revolucionaria de la Institución, articulada en tres 
'^' Ibidem, págs 71 y 73. 
' ^ Ibidem, pág 73. 
' " Ibidem, págs 14 y 15. 
'^ Ibidem, págs 196 y 197. 
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fases: apostolado, reclutamiento y acción.'^^ 
Para la consecución de sus fines la Institución se sirvió, según Suñer, 
de la Junta para Ampliación de Estudios, de la que dependían algunos de los 
más cualificados "órganos de trabajo revolucionario" institucionistas. No es 
este el lugar para ocupamos de la JAE, cuya importancia para la historia de 
la Ciencia y la Educación en España no siempre ha recibido la atención que 
merece.'^* Sólo quisiéramos hacer unas breves consideraciones sobre esta 
Institución, fundamental para la cultura y la ciencia Españolas del primer tercio 
del Siglo, como elemento de contraste frente a los desatinos del Dr. Suñer. 
La Junta para Ampliación de Estudios e Investigaciones Científicas se 
creó en 1907 como un organismo autónomo dependiente del Ministerio de 
Instrucción Pública. Se trataba, pues, de un proyecto oficiíd, aunque inspirado 
y auspiciado por la Institución y el propio Francisco Giner. El profesor Cacho 
Viu considera que fue un "logro tardío de la Institución", no siendo "los 
institucionistas en sentido estricto sino un grupo más amplio, nucleado en tomo 
a Ortega y Gasset, quien tome las riendas de la JAE y la lleve adelante, junto 
los novísimos de la generación literaria y científica del 27, hasta la guerra 
civil". 127 
La Junta nació con vocación de continuidad, por lo que, para 
preservarla de los cambios de aire político, se procuró garantizar la pluralidad 
ideológica de sus miembros. Su primer Presidente fue Ramón y Cajal, a quién 
a su muerte sustituiría Ignacio Bolívar. José Castillejo, discípulo de Giner, fue 
su secretario, y verdadero artífice según diferentes fuentes, hasta el año 1932, 
sucediéndole en el cargo Ramón Prieto Bancer, primero, y Tomás Navarro 
' " Ibidem, pág 37. 
'^ Para una visión general sobre la J.A.E. pueden consultarse las obras colectivas J. M. 
SÁNCHEZ RON (COORD.), La Junta para Ampliación de Estudios e Investigaciones Científicas 
80 años después, Madrid, CSIC, 1988; LAPORTA ET AL., "La junta para ampliación de 
Estudios", Arbor, n° 493 (monográfico), t. CXXVI, febrero de 1987, y rf 499 y 500 
(monográfico), t CXXVII, julio-agosto de 1987. 
'^ V. CACHO VIU, "La J.A.E., entre la Institución Libre de Enseñanza y la Generación 
de 1914", en J.M. Sánchez Ron (Coord.), ob cit, pág 4. 
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Tomás, después. Entre las personalidades que formaron parte de la Junta en 
distintos períodos podemos encontrar nombres tan importantes para la ciencia 
y la cultura españolas, y de ascendiente ideológico tan dispar entre si, como 
Menéndez y Pelayo, Joaquín Costa, José Ortega y Gasset, Ramón Menéndez 
Pidal, Leonardo Torres Quevedo, José Echegaray, Joaquín SoroUa, 
Gumersindo de Azcárate o el Duque de Alba.'^ * 
A través de sus centros especializados -Instituto Nacional de Física y 
Química, Centro de Estudios Históricos, Residencia de Estudiantes, Residencia 
de Señoritas e Instituto Escuela- y los programas de becas en extranjero, se 
conforma un ambicioso proyecto de modernización de las estructuras científicas 
y educativas españolas que truncaría la guerra civil, cuando se empezaban a 
consolidar muchos de los frutos obtenidos en los años precedentes. 
Éste es el organismo que Suñer consideraba al servicio de las 
maquinaciones institucionistas. Para el Catedrático de Pediatría la presencia en 
la Junta de destacados intelectuales conservadores también respondería a la 
estrategia concebida por la Institución, i>erfectamente calculada, de rodearse 
de algunos elementos derechistas para dar apariencia de pluralidad: "en estos 
casos aislados, la vigilancia perfecta y el dominio de los resortes de la 
organización y del mando hacía de ellos personas inofensivas"'^^ 
Al profesor José Castillejo, Secretario de la JAE, "símbolo de la astucia 
que perdió a los hombres", lo considera como el agente sin el cual los ideales 
de Giner no podrían haberse llevado a la práctica. Su antiinstitucionismo 
paranoico le llevó a afirmar, incluso, que el "poliglotismo impecable" de 
Castillejo formaba parte de un "plan táctico" cuyo primer paso consistió en una 
"perfecta preparación en idiomas", en consonancia con la idea de que la anti-
España actuaba siguiendo los dictados de un contubernio internacional. El 
'^ J. M. SÁNCHEZ RON, "La Junta para Ampliación de Estudios e Investigaciones 
Científicas ochenta años después", En J. M. Sánchez Ron (Coord.), Ob. cit., págs 1-61. 
'^ E. SUÑER, LOS intelectuales. Ob. cit., pág 15. 
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objetivo principal: la descatolización de España."° 
Suñer no deja títere con cabeza. Consideraba que el sistema de 
pensiones en el extranjero era un vivero de institucionistas "ganados por la 
puerta de las pensiones y de las becas", financiado con dinero público puesto, 
de este modo, al servicio de los enemigos de la Patria.'^' La Residencia de 
Estudiantes, al cuidado de "un buen y experto cancerbero" -aunque no cita su 
nombre, Alberto Jiménez Fraud, otro discípulo de Giner-, tenía la función de 
reclutar "el material humano que llegaba con el deseo de adquirir un puesto", 
para formar con él la fuerza de choque del institucionismo.'^ ^ 
En su punto de mira no sólo se encuentran institucionistas. Así, sostiene 
que en la "perturbación de los espíritus" influyeron "hombres muy inteligentes, 
aunque gravemente desequilibrados como Unamuno y Valle Inclán".'" En 
su catálogo de intelectuales reprobables no podía faltar Ortega y Gasset. A 
Flores de Lemus lo incluye, para nuestro asombro, entre "los líderes de la 
secta" en la Universidad, junto a Sánchez Román, Américo Castro y Jiménez 
de Asua. 
Se refiere con desprecio a políticos de procedencia conservadora, como 
José Sánchez Guerra y Melquíades Álvarez. La conducta política del primero 
'* "Así como las doctrinas de Carlos Marx tuvieron necesidad de esperar muchos años 
para encontrar en Lenía el hombre adecuado para ponerlas en práctica, del mismo modo los 
ideales pedagógicos de Giner hallaron, aunque infinitamente más pronto -eran de acción más 
limitada- en Castillejo el agente que les diese realidad. ¡Y que realidad más funesta para 
nosotros!". Ibidem, pág 17. 
'^' "Lo más sensible de todo este sistema ha sido que la consecución de los propósitos 
fundacionales, de naturaleza esencialmente partidista, se ha logrado con el dinero del Estado, 
que los enemigos de la Patria, de la religión, de la independencia ciudadana, han visto 
realizado su triunfo, vigorizada su empresa malenca, a expensas de dinero de los 
contribuyentes, perjudicados en sus ideologías. Esto era lo mismo que alimentar, alojar, 
defender al enemigo que nos privará de la vida y la hacienda". Ibidem, págs 28 y 29. 
'32 "La Residencia era un cuartel albergador de milicias devotas a la opinión directa y 
'dispuestas a todo' para defender las empresas institucionistas y servirlas con obediencia 
ciega". Ibidem, pág 35 
'^ ^ Ibidem, págs 47 y 48. 
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le resulta tan incomprensible que la achaca a un proceso de demencia 
senil.'** 
A Melquíades Alvarez, asesinado en la matanza de la cárcel modelo de 
Madrid, lo pone como ejemplo de político ignorante que no supo advertir el 
peligro que corría España. Su muerte le merece un comentario poco piadoso: 
"¡Su triste fin a manos de los bolcheviques españoles, como le haría rectificar 
en los últimos momentos! "^ ^^  
También se ocupa Enrique Suñer de sus colegas de disciplina, como 
Pittaluga, del que resalta su origen extranjero, Sánchez Covisa o Marafíón. Las 
líneas que le dedica a Marañón resultan especialmente crueles. Se niega a 
aceptar la sinceridad de las declaraciones de Marañón, cuando el ilustre médico 
confesó públicamente sentirse desengañado de la causa republicana. Suñer sólo 
le ofrecía dos posibles caminos de expiación: el lazareto o el suicidio^^* 
En ningún momento de la Historia, las instituciones académicas han 
sido balsas de aceite, ni se han situado por encima del bien y del mal. En su 
seno se han venido reproduciendo los mismo conflictos ideológicos que se 
daban en el conjunto de la sociedad. Sería absurdo negar, por tanto, la pugna 
entre sectores progresistas y conservadores por controlar los resortes del poder 
universitario. Toda nuestra historia contemporánea está sembrada de 
' ^ "[•••] A mi juicio, deberá pasar a la Historia como uno de los hombres más funestos 
que ha tenido España, y para el cual está haciendo mucha falta la publicación de un dictamen 
médico autorizado, que permita ante la posteridad mejorar, si no suprimir, el juicio adverso 
de los que escriban las crónicas de los últimos siete años". Ibidem, pág 43. 
"^ Ibidem, pág 41. 
i3« «JIJQ^ ciertamente no hay sincera enmienda en las mencionadas declaraciones. Sólo existe 
una hábil táctica para que la inocente mediocridad hispana, asistida e influenciada por los rojos 
disimulados e infiltrados, desgraciadamente, en nuestro territorio nacional, reaccione 
candidamente en favor del arrepentido. ¡AI lazareto, al lazareto, doctor Marañón!; eso, por lo 
menos, a no ser que, imitando a los samurais víctimas de los grandes errores, se decida el 
perseguido -segiín él- por los rojos a practicarse el haraldri, tributo que los nobles y heroicos 
nipones pagan a las equivocaciones inundantes del suelo nativo con un mar rojo de sangre de 
buenos patriotas, de mujeres indefensas, de niños y jóvenes inocentes. Por esto hacemos 
nuestras las justas palabras con que termina el relato de la entrevista mencionada en la Voz de 
España (25 de febrero de 1937): 'La Patria es muy sagrada para que se juegue con su porvenir 
por un trágico desdén". En cursiva en el original. Las declaraciones referidas se recogieron 
en le Petit Parisién, del 25 de febrero de 1937. Ibidem, págs 168-169. 
62 
"cuestiones universitarias". Ahora bien, no se puede explicar el libro de 
Enrique Suñer sólo por el contexto de las confrontaciones intrauniversitarias. 
Su tono belicista, su violencia retórica, sus desmesuradas acusaciones, 
grotescas a veces, le emparentan con toda la literatura de guerra empeñada en 
justificar a posteriori la sublevación militar. El libro consiste en un rosario de 
agravios y acusaciones que permiten vislumbrar el viaje interior de su autor de 
la frustración al revanchismo. 
Desde la introducción hasta el párrafo final se repite el mismo rotundo 
mensaje: "eliminar de nuestro suelo patrio a los culpables". En la presentación 
"al lector" se pregunta Suñer si ha de quedar sin castigo la sangre derramada: 
"Nuestro espíritu se revela contra una posible impunidad de los 
despiadados causantes de nuestra tragedia. No es posible que la 
Providencia y los hombres dejen sin castigar tantos asesinatos, 
violaciones, crueldades, saqueos y destrucciones de la riqueza artística 
y los medios de trabajo. Es menester con las más santas de las 
violencias, jurar ante nuestros muertos amados la ejecución de las 
sanciones merecidas[...] 
[...] Ojalá sirvan estas páginas de lección para el futuro; que 
ellas p>ermitan afirmar la absoluta necesidad en que estamos, si 
queremos vivir con honor, de eliminar de nuestro suelo patrio a los 
culpables. No son, las del presente, horas de benevolencia, sino de 
radicales y enérgicas medidas defensivas. "'^ ^ 
Para el futuro Presidente del Tribunal de Responsabilidades Políticas 
parte del mal radicaba, precisamente, en la benevolencia mostrada en el 
pasado. Reprochaba al clero que frente a los manejos instítucionistas olvidara 
"'' Ibidem, págs 6 y 7. 
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"aquella castiza máxima del 'a Dios rogando y con el mazo dando'""*, y al 
general Primo de Rivera su debilidad para derramar sangre. Suñer no duda que 
el problema se hubiera podido atajar si durante la Dictadura se hubieran 
impuesto unas docenas de penas de muerte con carácter profiláctico, es decir 
"a los de arriba": 
" No obstante el sistema de multas, destituciones y otras medidas 
parecidas, el noble corazón de Primo de Rivera mostróse débil para 
derramar sangra. Hubiera entonces bastado con la pérdida de vidas de 
uno de los días actuales, para que el imperio de la ley y el respeto 
sagrado a las autoridades hubiesen sido hechos tangibles. Con unas 
cuantas docenas de penas capitales impuestas a los de arriba, y las 
necesarias deportaciones y expulsiones del territorio nacional, muchos 
de los energúmenos, agitadores y cobardes revolucionarios causantes 
de nuestras presentes desdichas hubiesen callado con silencio absoluto. 
No fué [sic] así; el sino de España tenía trazados otros derroteros, bien 
desgraciadamente experimentados. "'^ ^ 
No es de extrañar que nuestro autor sienta una profunda admiración por 
el General Martínez Anido, cuyos expeditivos métodos para mantener el orden 
público, que incluían la aplicación generosa de "ley de fugas", le parecían las 
"justas medidas" a adoptar frente a "intelectuales agitadores".''*" 
El razonamiento de Suñer sólo podía concluir de una manera. Para 
construir la España nueva había primero que "extirpar a fondo" el origen del 
mal. Empezando por los intelectuciles, quienes, por su propia condición, eran 
'3« Ibidem, pág 23 . 
' ^ njidem, pág 94. 
"" njidem, pág 96. 
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irrecuperables para la causa. Nunca lograrían lavar su culpa, ya que el 
arrepentimiento no les eximiría de la responsabilidad de los crímenes que 
desencadenaron con "sus propagandas nocivas". Con este párrafo termina el 
libro: 
"Para que este programa ideal pueda cumplirse, hace falta 
practicar una extirpación a fondo de nuestros enemigos, de esos 
intelectuales, en primera línea, productores de la catástrofe. Por ser 
más inteligentes y más cultos, son los más responsables. También son 
los más peligrosos, porque ellos mantienen, y mantendrán 
probablemente hasta el fin de su días, sus concomitancias con las 
sectas, de las cuales no pueden desligarse porque en ello les va la vida. 
Procurarán hipócritamente fingir el arrepentimiento; más en esencia 
permanecerán dentro de sus antiguas posiciones, porque el sistema 
judaico-marxista no suele soltar a los cerebros destacados que apresó 
en sus redes. Cuando se manifiesten los 'intelectuales' tantas veces 
mencionados en estas páginas, sorprendidos y arrepentidos de los 
espantosos y repugnantes crímenes que ellos mismo con sus 
propagandas nocivas desencadenaron, deberá contestárseles con estas 
palabras traducidas de // Poplo d'Italia: 
'Lx)s que roban, incendian y asesinan son vuestros discípulos, 
aquellos que predicaban vuestras ideas y aplicaban vuestro evangelio. 
Mas ¿qué hicisteis para detener el carro que se despeñaba por el 
desfiladero rojo?'""*' 
Enrique Suñer terminó de escribir su libro el 28 de febrero de 1937, 
en Burgos. Dos años después, el 24 de febrero de 1939, tomaba posesión 
Ibidem, págs 200 y 201. 
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"como cristiano y caballero", de la presidencia del Tribunal Nacional de 
Responsabilidades Políticas."^ No cabe extrañarse de que el Gobierno 
optara por un Catedrático de Medicina. Su perfil ideológico y su trayectoria 
personal se ajustaban perfectamente al objetivo purificador de la nueva 
Jurisdicción Especial. Quién le iba a decir al profesor Suñer que se vería al 
frente de un Tribunal creado expresamente para castigar a quienes tanto 
odiaba. 
En un estudio sobre la mentira, publicado en Acción Española en el 
año 1935, Suñer decía que la calumnia era la más despreciable entre todas las 
formas de mentira, porque "en la calumnia hay siempre una invención infernal, 
una trama, que rodea a la víctima para hundirla en la desgracia o en el 
descrédito". También escribía que "la venganza individual o colectiva ha 
procurado frecuentemente, con el falseamiento de la verdad, la ruina del 
adversario".'*^ Se me ocurren pocas maneras mejores de expresar la 
'"^  "Expediente personal del Excmo. Sr. Presidente del Tribunal Nacional de 
Responsabilidades Políticas D. Enrique Suñer. A.G.A, J., T.R.P.(T.N.), C:871. La sesión 
constitutiva del Tribunal se demoró hasta el 18 de abril. Una vez terminada la ceremonia del 
juramento el Presidente dirigió unas palabras a los miembros asistentes al acto: 
"Acabamos de prestar un juramento, al tomar posesión de nuestros puestos, que nos 
obliga, como cristianos y como caballeros, a cumplir con nuestro deber en la misión que bajo 
el signo del Caudillo se nos confía en este alto Tribunal. No se nos ocultan las dificultades con 
que hemos de tropezar ni tamf)oco la espinosa senda por la que tenemos que dirigirnos hacia 
nuestra meta. Mas la estimación del sacrificio por la Patria a la que deseamos servir con 
desinterés absoluto y abnegación sin límites, es el firme sostén que nos coloca con voluntad 
decidida y corazón esforzado en el estado de ánimo apropiado para realizar los patrióticos fines 
de nuestro Ministerio. Para el éxito de nuestra labor contamos con el apoyo del Gobierno y 
especialmente con el de nuestro glorioso Jefe de Estado Generalísimo Franco, forjador de la 
Victoria [sic] en la guerra y futuro triunfador en la paz. Queremos contar también con la ayuda 
de los buenos españoles , sin cuya asistencia efectiva no es posible que nuestro trabajo obtenga 
el éxito lisonjero que la Patria reclama. No tenemos derecho a dudar de esta asistencia, y, por 
lo tanto, estamos en situación de manifestar nuestro optimismo. Expreso en nombre del 
Tribunal mi reconocimiento a todas las Excelentísimas Autoridades que has prestado con su 
asistencia brillantez al acto de nuestra jura y toma de posesión, y quiero terminar estas breves 
palabras con xm recuerdo de nuestro amor a España y al ilustre Caudillo, que tan gloriosamente 
la representa." (Acta de la sesión de constitución del Tribunal Nacional de Responsabilidades 
Políticas. A.G.A, J., T.R.P.-T.N.-, C:1.296.) 
'"•^  E. SUÑER, "Estudio clmico social sobre la mentira". Acción Española, t XII, n" 70, 
febrero de 1935, págs 277 y 283. También dedica un sabroso párrafo a la agitación de las 
masas: 
"La mentira consciente, bien manipulada por líderes de la política subversiva o del 
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situación que afrontaron quienes tuvieron la desgracia de ser juzgados por el 
Tribunal que presidió durante casi dos años el catedrático de Pediatría. 
3.2.- WENCESLAO GONZÁLEZ OLIVEROS: UN JURISTA CATÓLICO Y 
REACAONAKIO AL SERVIOO DE LA REPRESIÓN POLÍTICA. 
A Enrique Suñer le sucedió, en diciembre de 1940, Wenceslao 
González Oliveros.^'" Este catedrático de Filosofía del Derecho presidió el 
Tribunal Nacional de Responsabilidades Políticas hasta que en abril de 1945 
se suprimió la Jurisdicción especial, asumiendo en ese momento la presidencia 
de su Comisión Liquidadora. Curiosa y significativamente, simultaneó su cargo 
al frente del Tribunal de Responsabilidades Políticas, primero, y de su 
Comisión Liquidadora, después, con la vicepresidencia del Tribunal para la 
Represión de la Masonería y el Comunismo y con la presidencia del Consejo 
de Educación Nacional. 
Su nombramiento para el Tribunal de Represión de la Masonería y el 
Comunismo se había producido muy poco después de su designación para el 
de Responsabilidades Políticas. El Gobierno quizá buscara el facilitar así la 
coordinación entre ambos Tribunales, máxime cuando las dos jurisdicciones 
especiales compartían objetivos y encartados. El doblete convierte a González 
Oliveros en uno de los máximos ejecutores de la política represiva del 
fanatismo, ha dado ha través de la historia y hasta los tiempos actuales, demostraciones de su 
jxxier de captación para las masas, que teniendo como predisposición para creer sus propios 
sufrimientos y la falta de un criterio digno de espíritus superiores, convierten las mentiras de 
los predicadores en propia pasión. El ejemplo de Jesús crucificado por el pueblo de Jerusalén; 
el de aquel célebre panadero de Haarien -Matthisson- que bajo la dominación de Carlos V hizo 
estallar sangrientas revoluciones comunistas o anarquistas con el estandarte de los anabaptistas, 
tan sangrientas y repugnantes como las del bolchevismo ruso o el marxismo asturiano, son 
ejemplo que, entre miles de ellos, pueden entresacarse de la Historia Universal. Por eso la 
palabra es un arma más poderosa que los gases asfixiantes cuando, bien manejada, se emplea 
para el mal, valiéndose de la sugestión de las masas." (págs 283 y 284) 
"" Orden del 21 de diciembre de 1940, B.O.E del 25. 
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régimen. En cuanto a su presidencia del Consejo Nacional de Educación, que 
ocuparía por largos años, desde 1948 hasta 1962, no debe sorprender 
demasiado a quién conozca la función asignada por el Régimen franquista a la 
educación. Dentro de un Estado que consideraba finalidad primordial del 
sistema educativo la reproducción de las élites dominantes y su ideología, al 
menos hasta la Ley General de Educación de 1970, no parece desentonar un 
presidente del Consejo Nacional de Educación especialista en la depuración 
ideológica de los opositores al Régimen. '^'^  
Wenceslao González Oliveros, salmantino, nacido el 28 de septiembre 
de 1890, fue profesor auxiliar en la Universidad de Valladolid, al tiempo que 
ejercía el periodismo, aprovechando las vacaciones para hacer proselitismo por 
los campos castellanos del sindicalismo católico agrario.*'** Declarado 
admirador de Menéndez y Pelayo, fue Catedrático de Filosofía del Derecho en 
las Universidades de La Laguna, Santiago de Compostela y Salamanca. Una 
semana antes de ser nombrado presidente del Tribunal de Responsabilidades 
políticas, el Consejo Superior de Investigaciones Científicas informó 
favorablemente su traslado como Catedrático de la misma disciplina a la 
Universidad de Madrid, en consideración a que "a sus servicios prestados a la 
enseñanza y sus prestigioso merecimientos literarios y jurídicos, demostrados 
en publicaciones y conferencias, [unía] grandes méritos prestados a la Causa 
Nacional, no sólo en tiempos de la Dictadura, sino dentro [del] glorioso 
Movimiento Nacional".'*' Amplió estudios de sus especialidad en 
universidades europeas y, desde 1931, perteneció al Institut International de 
^^ Sobre la educación en las primeras décadas del franquismo G. CÁMARA VILLAR, ob. 
cit.; R. NAVARRO SANDALINAS, La Enseñanza Primaria durante el franquismo (1936-1975), 
Barcelona, Promoción y Publicaciones Universitarias, 1990; B. CEPRIAN, ob. cit. 
'"'* E. AUNÓS, Contestación al discurso de W García Oliveros, en W. GONZÁLEZ 
OLIVEROS, El pensamiento irénico, y el jurídico, en Leibniz, discurso leído el 20 de junio de 
1947, en su recepción pública como miembro de la Real Academia de Jurisprudencia y 
Legislación, Madrid, Imprenta de la Viuda de Galo Sáez, 1947, pág. 80. 
'"' Dictamen del CSIC, firmado el 13 de noviembre de 1940 por su vicesecretario, Alfredo 
Sánchez Bella, y con el conforme, del 18 del mismo mes, de José Ibañez Martín. Cfr. B. 
CEPRL^N, ob. cit., pág 320. 
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Scxjiologíe et Philosophie Juridiques. 
Durante la Dictadura del general Primo de Rivera ocupó, 
sucesivamente, el Gobierno Civil de Jaén, la Dirección General de Enseñanza 
Superior y Secundaria, siendo Ministro Eduardo Callejo, y, a propuesta de 
Calvo Sotelo, el cargo de Gobernador del Banco Exterior de España, el 
primero que tuviera la recién creada entidad financiera. A su gestión dentro del 
Ministerio de Instrucción Pública se deben una reforma de la Enseñanza 
Secundaria, creándose el Bachillerato Elemental, y la reinstauración de los 
Colegios Mayores universitarios.'''^ Si debía de arrastrar de antiguo sus 
diferencias con la Institución Libre de Enseñanza, su encono hacia la que 
denomina "la vulpeja" se debió incrementar notablemente en los años que 
estuvo al frente de la política educativa de la Dictadura.*"' 
"La vulpeja burladora", la zorra astuta y agazapada en la madriguera, 
cuyo rastro sólo pueden seguir avezados cazadores. La Institución realizaba su 
obra taimadamente, amparándose en supuestos logros científicos y en "algunos 
nombres de resonancia nacional e internacional ".'^ "González Oliveros 
presenta la Institución como un entramado clientelar, "que acampó en la tierra 
de promisión del presupuesto" a costa de la Universidad, infiltrándose dentro 
del Estado para maniobrar en beneficio propio, jugando un papel paradigmático 
en esta estrategia la Junta para Ampliación de Estudios.'^' Al igual que 
Enrique Suñer y otros detractores de la JAE, se empeña en hacerla aparecer 
'^ E. AUNós, ob. cit., pág. 81. 
"" "La vulpeja era astuta. Por eso, aunque mi ojeo se frustrara se comprende que la 
vulpeja no me lo pudiera perdonar jamás. A partir del mismo año de 1930 la Institución se 
obstinó -pese a mis leales advertencias- en enriquecer mi insignificante biografía personal, 
haciéndome ganar, entre todos los Catedráticos universitarios de España, un record 
persecutorio en el que pueden anotarse desde la villanía a la bellacada, pasando por la tretería 
de comicidad irresistible; que de todo usaron esos marranetes ('marranos', era el apodo que 
en Castilla se daba a los judíos y el nombre todavía usual y antisemita de los cerdos) para 
molestarme." W. GONZÁLEZ OLP/EROS, Falange y Requeté, orgánicamente solidarios, 
Valladolid, Imprenta Católica de Francisco G. Vicente, 1937, págs 47 y 48. 
'» Ibidem, pág 47. 
•*' Ibidem, pág 49. 
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como una extensión de la Institución, no como un organismo autónomo 
dependiente del Ministro de Instrucción Publica. Un estatuto éste, bien es 
cierto, que limitaba las posibilidades del Director General de Enseñanza 
Superior para intervenir en sus asuntos. No obstante, según González Oliveros, 
la Dictadura se plantó frente al control ejercido por la Institución sobre el 
presupuesto.'^^ 
Si su antecesor en el Tribunal salvaba en Giner de los Ríos su 
capacidad intelectual y su honestidad personal, aunque no le eximiera de la 
culpa contraída por el uso que hicieran sus discípulos de sus doctrinas, 
González Oliveros arremete contra el fundador de la Institución, queriendo ver 
en su pasión por la naturaleza un fatal naturalismo revolucionario, "interesante 
y mal conocido aspecto de la utopía revolucionaria", del cual sí se ocupaba 
nuestro profesor de filosofía del derecho en sus clases.'^^ Tampoco podían 
faltar las acusaciones de connivencia sectaria, formuladas en la más pura 
retórica belicista. La "vulpeja" y "la gran viuda", la masonería, y otros 
"^ Ibidem, págs 65 y 66. 
'^ ^ [...] aquella medianía sinuosa que se llamó Francisco Giner de los Ríos, el del amor 
a la Sierra y la montaña, afíción al parecer inocente pero que no ignoraba, el asceta, proceder 
de toda una literatura añejamente revolucionaria que acude a la naturaleza montuosa no para 
admirarla como obra del Creador, sino para encontrar en ella estímulos morbosos a las más 
monstruosas subversiones". Ibidem, pág 64. 
No resulta menos grotesco el encono que siente por Ramón Menéndez Pidal. Pone en 
boca de una autoridad en cuestiones filológicas, un supuesto "cierto escritor, en justicia bien 
reputado, que fue enemigo acérrimo de la Dictadura", lindezas del siguiente calibre: "¿Ha 
conocido usted alguna persona de cerebro más obtuso que Menéndez Pidal?", "¿Ha conocido 
usted hombre, moral e intelectualmente, más zafio?", "¡Basta de farsa! ¿Ha conocido usted, -
repito- un español que peor hable el castellano?", "Ya sabe usted que le llaman 'Briareo, el 
de las cien manos'. Pero todos sabemos que sólo un par son suyas". De su propia cosecha 
añade: "Fue entonces citando alguien me descubrió que a D. Ramón había tenido que 
suspenderlo, en literatura española, su pariente D. Marcelino Menéndez y Pelayo; peripecia 
que todo el mundo guardaba en secreto masónico, pero que yo no tengo pK)rqué mantener, 
mientras que el 'suspenso' de D. Ramón, así como su tremendo fracaso cuando se fue a 'hacer 
América' como conferenciante, son de especie distinta que cualquier otro de los 'suspensos' 
y fracasos que en mundo han sido. Por lo demás, la psicología de este hombre queda de relieve 
en el hecho de no haber explotado el 'suspenso, sino para actuar de roedor cerca del inatacable 
prestigio de Menéndez y Pelayo". 
Puede imaginarse el lector la opinión que le merece el que Menéndez Pidal firmara 
el manifiesto de los intelectuales en apoyo de la República, manifiesto detrás del cual vislumbra 
el "poder de la propaganda judeo-masónico-marxista-'institucionista'". Ibidem, págs 53-55. 
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poderes internacionales unían sus fuerzas para esquilmar España.'^ 
El final de la Dictadura provocó en González Oliveros sentimientos 
encontrados, en la línea de "apología y revisión crítica", tal y como la ha 
denominado el profesor Morodo, propia de muchos de los antiguos 
colaboradores y sostenedores del Régimen del general Primo de Rivera.'^' 
Explica el fracaso de la Dictadura, sin negar sus evidentes logros y mejores 
intenciones, por la conjunción de dos factores. Al margen de las propias 
limitaciones del Régimen, ni se restauró la unidad espiritual de España, ni se 
dieron las condiciones históricas que, por el contrario, hacían presagiar en 
1937 el "rescate absoluto" del espíritu español.'^^ 
El segundo factor fue la infravaloración de la capacidad subversiva de 
grupos aparentemente poco peligrosos. Nos volvemos a encontrar con la 
contraposición entre el escepticismo de Primo de Rivera y la suspicacia, con 
las consecuencias conocidas, de su ministro de Gobernación, el general 
Martínez Anido :* '^ 
"La revolución no sería posible, en ningún país, con 
gobernantes apercibidos de que no hay idea política subversiva, por 
absurda que pueda parecer, que sea enemigo pequeño. Tengo para mi, 
por ejemplo, que aquel Gran Español [sic] que fue don Miguel Primo 
'*^  En cursiva en el original. Ibidem, pág 66. 
' ' ' R. MORODO, Acción Española, ob cit, págs. 28-52 
"* W. GONZÁLEZ OLIVEROS, Falange y Requeté, ob. cit., pág 31. 
'*' Pío Baroja, a quién González Oliveros considera "'izquierdista' de espinazo inflexible" 
(ibidem, pág 148), nos ofrece el siguiente párrafo dedicado al Dictador y su ministro: 
"Poco después los ministros se levantaron y se colocaron alrededor del dictador. Este 
hablaba y se golpeaba la bota con un junquillo. Parecía un señorito andaluz en medio de sus 
capataces y de sus criados. El general don Severiano, bajo, achaparrado, rojizo, con su aire 
sombrío, verdaderamente de verdugo, presentaba un exterior poco tranquilizador: tenía la 
cabeza gruesa, el pelo al rajje, los brazos cortos, las manos cuadradas. Torpe al hablar, con 
los ojos turbios detrás de los lentes, no prometía nada bueno. Era el bull-dog de la 
Monarquía." (En cursiva en el original. El cabo de las tormentas, Madrid, Caro Raggio, 1974, 
pág 75. El original está fechado en febrero de 1932). 
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de Rivera, se marchó al otro mundo sin haber podido creer 
absolutamente en la fundamental perversidad, ni acaso en la existencia, 
de la Masonería. En cambio, la principal razón del odio que los 
revolucionarios sienten por el General Martínez Anido, se funda no en 
su calumniada actuación como Gobernador de Barcelona, sino en la 
férrea perseverancia con que persiguiera desde Gobernación al 
comunismo y la Masonería (aun en los aspectos al parecer más 
inocentes de la propaganda, no obstante vivir entonces España en plena 
paz y completo sosiego. "^ *^ 
Tras la caída de la Dictadura, formó parte del grupo dirigente de la 
Unión Monárquica Nacional, junto a destacadas personalidades 
primorriveristas, como el Conde de Guadalhorce, quién presidía el nuevo 
partido, Fuentes Pila, Ibáñez Martín o José Antonio Primo de Rivera.^ '^ 
AI proclamarse la República, González Oliveros marchó a París como 
corresponsal de El Debate. Pero su integrismo religioso y nacionalista le 
alejaban de Acción Popular, peira situarle próximo al ideario de Acción 
Española y a las posiciones de Renovación Española y el Bloque Nacional.'*" 
De hecho no tiene reparos en incluir al populismo cristiano entre las doctrinas 
' * W. GONZÁLEZ OLIVEROS, Falange y Requeté, ob. cit., pág 154. 
' " J. GIL PECHARROMÁN, José Antonio Primo de Rivera. Retrato de un visionario, 
Madrid, Temas de Hoy, 1996, pág. 106. 
' * Ramón Serrano Suñer no tenía en mucha estima a González Oliveros al que consideraba 
"muy beato", "más que creyente". Después de indicar que la Ley de responsabilidades Políticas 
"estuvo aplicada en manos malas", escribe: "Durante un tiempo estuvo en las de González 
Oliveros, que era muy fanático, y más que fanático, muy arbitrario. González Oliveros era 
catedrático de Filosofía en la Facultad de Filosofía y Letras. Entre la gente de derechas tem'a 
bastante prestigio; sin duda era im hombre culto. Fue director general de Enseñanza durante 
la Dictadura de Primo de Rivera. Yo tuve que librar una verdadera batalla para sacar de la Ley 
de Responsabilidades Políticas a García Morente, ilustre profesor mío, curita luego, a quién 
el implacable González Oliveros metió en esa ley. [...] A Oliveros, que se las daba de muy 
beato -creo que lo era más que creyente-, no le impresionaba nada la conversación de Morente, 
y tuve que sostener una verdadera batalla con él y recurrí hasta Franco para sacar a mi viejo 
y querido profesor de las garras de esta ley". H. SAÑA, ob. cit., págs 102-103. 
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importadas, como el liberalismo o el marxismo, ajenas a la tradición española. 
Frente a ellas, situaba al Tradicionalismo y la Falange, únicas fuerzas que 
arrostraban el "destino impetial" de "españolizar" de nuevo a España y, a 
continuación, a Europa y al mundo: 
"Y así, frente al papanatismo isidril de los que, desde la 
'derecha' y la 'izquierda', pretendían 'europeizamos' - esto es, copiar 
simiescamente la gesticulación política del liberalismo forastero, del 
populismo cristiano, o de la democracia marxista-, surgen Tradición y 
Falange con el designio férreo de 'españolizar' a España, en primer 
término, y con la aspiración ulterior, magnífica en su audacia, de 
'españolizar' a Europa y al mundo, porque ese es el destino auténtico, 
y ahora nada utópico, de España. Destino ciertamente imperial, en el 
orden del Espíritu"^" 
Como es sabido, dos fueron los principales escollos que impidieron la 
unidad de los distintos sectores del catolicismo político. En primer lugar, las 
discrepancias sobre la naturaleza, accidental o sustancial, del régimen político. 
En segundo, la posibilidad de propiciar un cambio del régimen republicano 
desde dentro, utilizando los mecanismos electorales y parlamentarios. AI 
incluir al populismo católico entre las doctrinas ajenas a la tradición española 
más odiadas por los sublevados, González Oliveros hacía implícitamente 
corresponsable de los males de España a la política accidentalista y posibilista 
mantenida por la influyente Acción Popular. En el libro al que nos venimos 
refiriendo, Falange y Requeté, orgánicamente solidarios, se pueden encontrar 
numerosas referencias al Tradicionalismo y a Falange como las únicas fuerzas 
que supieron percibir a tiempo el desastre que se avecinaba. El paulatino 
'*' W. GONZÁLEZ OLIVEROS, Falange y Requeté, ob. cit., pág 30. 
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deslizamiento de la CEDA a posiciones cada vez más autoritarias y, desde 
luego, menos posibilistas, no parece haber calado en González Oliveros. 
Por el contrario, resalta sarcásticamente las vacilaciones ideológicas de 
los populistas en vísperas de la guerra. La minoría parlamentaria de Acción 
Popular se había reunido en unos momentos de máxima tensión política, el 19 
de marzo de 1936, a instancias del moderado Manuel Giménez Fernández, 
para aclarar cuál era su posición con respecto a la naturaleza del régimen y al 
fascismo.'*^ Aunque no saliera de la reunión una declaración explícita de 
apoyo al Régimen Republicano, tampoco se decidió modificar la estrategia de 
acatamiento formal de la legalidad republicana. Puestos en la tesitura de elegir 
entre democracia y fascismo se inclinaron por la primera, pero advirtiendo 
que, en el caso de que no fuera viable, el partido se disolvería. Pues bien, en 
el post scriptum de su libro, dado a imprenta cuando ya se había publicado el 
Decreto de Unificación, González Oliveros recupera la crónica periodística de 
esa reunión para recordar el "acuerdo" que en ella se adoptó. La disolución de 
Acción Popular al decretarse la unificación de las fuerzas políticas que 
operaban en la zona sublevada, no se podía entender como una imposición 
"desde fuera", sino como la consecuencia lógica de la decisión tomada, un año 
antes, por los diputados de su grupo parlamentario. En España nacía un partido 
fascista, luego el partido populista católico se disolvía. Todo un ejercicio de 
cinismo: 
"'Monarquía o República? ¿Democracia o fascismo?' Según el 
periódico informante, los reunidos optaron por la 'definición' siguiente: 
'República. Democracia, siempre que sea posible la convivencia 
parlamentaria; y si no lo fuera, disolución del partido antes que hacerlo 
fascista'. Si el partido de 'Acción Popular' se ha dejado ir hasta el 
'*^  La referencia de la reunión y de lo que allí aconteció la hemos tomado de P. PRESTON, 
La destrucción de la democracia en España, Madrid, Tumer, 1978, págs 293 y sigs. 
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trance de verse disuelto desde fuera, no lo achaque a coacción alguna 
sino a la lógica de su propia y citada resolución. Porque ni hay ni, 
gracias a Dios, volverá a existir el parlamentarismo en España, ni la 
Nueva Política Española puede vibrar en otra tónica que la fascista, 
aunque no sea propiamente un 'fascismo' copiado del extranjero, que 
aquí no es de temer" ^ *^  
"Aunque no sea propiamente un fascismo copiado del extranjero", 
escribe González Oliveros, entrecomillando fascismo. Fascismo trufado de 
tradicionalismo, adecuado al "decoro de nuestro aire de familia", 
convenientemente purgado de elementos modemizadores presentes en los 
modelos, extranjeros a fin de cuentas, italiano o alemán. Por eso Falange y 
Requeté resultarán fuerzas complementarias. Compartiendo la misma savia, la 
primera aporta el impulso de la juventud, el aire renovador, el segundo la 
serenidad y la fuerza de la tradición.*^ 
En un artículo publicado en Acción Española, analizando el "momento 
científico" de la doctrina racista alemana, sostiene que los teóricos del 
nacionalsocialismo y el fascismo no habían logrado explicar satisfactoriamente 
cuáles eran los mecanismos que operaban en el Estado nuevo para evitar su 
degeneración en un Estado absolutista. El problema, sin embargo, encontraría 
solución en la monarquía tradicional española, anterior a la importación del 
absolutismo borbónico. El poder del monarca se veía limitado por otro ajeno 
a la propia monarquía, proveniente del "orden jurídico natural", nunca por un 
"mecanismo artificioso" como el propugnado por Montesquieu''*^ 
'*' W. GONZÁLEZ OLIVEROS, Falange y Requeté, ob. cit., págs 246 y 247. 
'«^  Ibidem, pág 33. 
^^ "Nosotros nos resistimos a creer que el Estado sea el único medio para lograr que un 
pueblo asuma rango y conciencia de Nación. Y con nosotros la historia y la experiencia de las 
poderosas fuerzas extraestatales y superestatales que coadyuvan decisivamente en la tarea. El 
Estado filé [sic] también, correctamente, un medio para los Reyes Católicos. Más en la 
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Acusa al doctrinarismo liberal de haber confundido la doctrina del 
"origen divino del poder, genuinamente española", con la del "derecho divino 
de los reyes, doctrina exótica que inventaron los protestantes ingleses para sus 
reyes absolutos y copiaron los absolutistas -y por eso malos católicos-
franceses, aduladores del Rey Sol. "'^ El Estado autoritario no puede devenir 
en despótico. El Estado degenera en absoluto cuando se convierte en un fin en 
si mismo. En los Regímenes nuevos fascistas, el Estado no ha de ser más que 
un instrumento al servicio de la consecución de un fin extemo y más alto. Ha 
de estar al servicio de la Nación:'*' 
"La finalidad suprema de toda vida política ya no es arribar al 
Estado, sino a la Nación. El Estado desciende a la condición de medio 
para la consecución del magno objetivo: la Nación. Quien forma la 
nación es el pueblo, el cual se sirve para ello del instrumento 
estatal.'"'** 
plenitud de sus autoridad y su poder, confirmaron el célebre decreto del 'se obedece pero no 
se cumple' que los Tribunales podían oponer -y de hecho opusieron no raras veces- a las 
disposiciones que resultaren manifiestamente injustas o antinómicas con la totalidad del sistema 
jurídico imperante: he aquí im modo de limitación mejor acomodado a la heteronomía que 
reclama todo sincero antiabsolutismo; pero no una heteronomía de mecanismo artificioso -como 
la que Montesquieu creyó erróneamente que Locke propugnaba-, sino una heteronomía 
orgánica, la que proviene del orden natural [...]". W. GONZÁLEZ OLIVEROS, "Algunas notas 
sobre el momento científico de la doctrina racista" (11), Acción Española, T. IX, N° 53, mayo 
de 1934, págs 425-426. En 1954 mantenía la misma tesis, tratada de manera mucho más 
extensa, en su largo prólogo al libro de J. XiFRA HERAS, Introducción al Estudio de las 
modernas tendencias políticas. Ensayo sobre la intensidad y subjetivación del poder, 
Barcelona, Bosch, 1954. 
'** W. GONZÁLEZ OLIVEROS, Falange y Requté, ob. cit., pág 40. 
'*^  Pemartm también criticó la primacía del Estado sobre la Nación en la doctrina del 
Fascismo italiano: "Nuestro pensamiento difiere de esta doctrina. Nosotros no podemos 
confundir la Nación y el Estado. La Nación es -hemos dicho- una totalidad cultural concretada 
alrededor de im hecho histórico subsistente. El Estado es solamente una parte de esa totalidad: 
SU organización jurídica. Lo estatal es a lo nacional lo que lo racional a lo espirihial, una parte 
integrante, peTOparte solamente." En cursiva en el original. J. PEMARTÍN, Qué es "lo nuevo". 
Consideraciones sobre el momento español presente, Madrid, Cultura Española, 1938, pág. 
18. 
'** Subrayado en el original. Ibidem, pág 419. 
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En el Estado fascista el individuo no se sitúa por encima de la 
comunidad, como en el liberal, ni se le somete haciéndole esperar "un 
problemático y milenario imperio de la libertad", como en el marxista.'*^ 
Está al servicio de la Nación, que es una realidad que transciende al individuo. 
Tal concepción del Estado plantea una distinción entre "libertad orgánica" y 
"libertad individual". González Oliveros se sorprende de que una distinción tan 
sustancial no hubiera sido ampliamente tratada por los teóricos fascistas 
alemanes e italianos, mientras que se encontraban amplios antecedentes 
doctrinales en la tradición jurídica hispana. En la tradición jurídica española 
prevalece el bien común sobre el particular, a la vez que se niega que, salvo 
en situaciones excepcionales, el Estado o el individuo puedan tener derechos 
absolutos. La antítesis entre "Libertad" y "libertades", es decir entre la libertad 
política orgánica y la del individuo, se supera mediante la sustitución del 
concepto de libertad individual por el de "libertad civil", perfectamente 
conciliable con la libertad política del grupo."° 
Siguiendo su lógica, la recuperación de la tradición política hispánica 
y la erradicación del liberalismo parlamentario propiciará la instauración en 
España de lo que considera como una auténtica democracia, en la que la 
voluntad del individuo no se imponga al bien común, ni se determinen los 
intereses comunitarios mediante la acumulación de votos.'^' 
González Oliveros aplica su concepción del Estado al diagnóstico de la 
decadencia Española, dentro del más puro reaccionarismo nacionalcatólico. Se 
duele de la disociación histórica entre la Nación, irreductiblemente española, 
y un Estado exótico y extranjerizante, amargo fruto de la penetración desde el 
siglo XVIII de doctrinas extrañas, antiespafíolas, impuestas por la fuerza, pero 
'** W. GONZÁLEZ OLIVEROS, "Algunas notas", ob. cit. pág 331. 
'™ Ibidem, pág. 426-428. 
'•" W. GONZÁLEZ OLIVEROS, Falange y Requeté, ob. cit., págs 157 y 158. 
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que no consiguieron corromper las esencias de la Nación."^ 
Cuando sostiene que "no hay un solo pensador español" de quién 
pudiera decirse que era liberal, es evidente que no está negando que en España 
hubiera quienes se manifestaran como tales -dedicó muchas páginas a 
denostarlos-, sino la condición de verdaderos españoles de quienes así lo 
hicieran. La anti-España queda excluida de la Nación española, 
consustancialmente católica. 
Siguiendo a Ramiro de Maeztu, fija el punto de partida de la 
"desespañolización" hacía 1750, cuando la intelectualidad y la aristocracia 
españolas comienzan a afrancesarse; afrancesamiento que daría un salto 
cualitativo con "la gran estafa de la constitución de 1812". La sublevación 
militar no se justifica por los sucesos acaecidos desde febrero de 1936, ni 
durante todo el período republicano, sino por la necesidad de zanjar 
definitivamente un proceso secular de corrupción de las esencias nacionales, 
que asociaría a los ilustrados del siglo XVIII con el Frente Popular en una 
misma empresa antiespañola. Escribe González Oliveros: 
"Importa señalar estas fechas para advertencia de los que, ligeramente, 
encuentran que dura demasiado la fase bélica del actual Alzamiento 
Nacional. No se trata de liquidar solamente los cinco meses 
transcurridos desde el 16 de Febrero hasta el 17 de Julio, como creen 
'" "El Estado español se había puesto resueltamente en contra de la Nación Española, 
mucho antes de 1812. Así se explica la conducta antagónica observada por nuestra Nación y 
nuestro Estado en la guerra del Independencia contra Napoleón, y por qué la Constitución 
doceañista, opuesta por el vértice a nuestro ser nacional, era, en cambio, la continuación más 
lógica del Estado masónico, enciclopedista, absolutista y antiespañol que le había precedido. 
Pero el Estado, superpuesto coactivamente a la Nación y no entrañado en ella, ha 
conseguido tan sólo muy difícilmente hacerse soportar. Porque en España -a diferencia de otros 
países europeos- la Nación es prepotente e irreductible. Todo lo que el Estado, exótico y 
extranjerizante, ha podido ingerir en la Nación, durante ciento veinticinco años de dominio por 
la fuerza, ha sido una 'técnica' exterior y nunca una 'ideología'. No hay un sólo pensador 
español, antiguo ni moderno, de quién pueda decirse seriamente que es, o ha sido, 'liberal; del 
mismo modo que las Repúblicas han muerto siempre en España por falta de republicanos." 
Ibidem, págs 37 y 38. 
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algunos. Ni siquiera los cinco eiños desde la fraudulenta imp>osición del 
Régimen llamado republicano, como esperan otros. Lo que se debate 
ahora es la resolución de un proceso morboso de desnaturalización de 
nuestro ser nacional, que empieza en 1812. Se trata, pues, de 
desarraigar una cizaña, vieja de siglo y cuarto. Y es lógico que ello no 
pueda lograrse con instantaneidad ni rapidez taumatúrgicas. Los que 
sepan ver el fondo ideológico de nuestro anecdotario político desde 
aquella remota fecha; los que puedan advertir la concatenación causal 
que enlaza lógicamente el 'Frente Popular' con todos los antecedentes, 
a partir de las lejanas premisas sentadas por los 'doceañistas', saben 
que no me falta razón. Ni me faltan razones."^''^ 
Ahora bien, su desprecio hacia los Borbones -"egregia y galoide 
mediocridad de Carlos III"- por haber importado unos usos políticos y morales 
ajenos a la tradición española, le planteará un problema años después, cuando 
la Ley de Sucesión de 1947 y el acuerdo alcanzado en 1948 entre el general 
Franco y D, Juan de Borbón para que D. Juan Carlos se educara en España, 
sentaran las bases de una futura restauración, o, mejor, instauración, de la 
monarquía, previsiblemente en el nieto de Alfonso XIII. Cómo conciliar en 
este caso la adhesión incondicional al Caudillo sin rectificar su concepción de 
la guerra civil y del nuevo Régimen como instrumentos al servicio de la 
recuperación de las esencias nacionales, las cuales se habían comenzado a 
perder, precisamente, cuando las potencias internacionales impusieron a un rey 
Borbón en el trono de España durante la Guerra de Sucesión. En 1954, 
mantendrá su juicio negativo sobre los Borbones, pero redimirá a su "presente 
descendencia".'''' Se trataría, en cualquier caso, de una monarquía nueva, no 
'^ n>idem, págs 35-36. 
"" W. GONZÁLEZ OLIVEROS, "Prólogo", ob. cit., págs. 54-55. En el mismo prólogo 
escribía: "Pero para mi, Castellano radical, con remoto origen en las altiplanicies fronterizas 
entre Santander y Burgos, nunca ha sido dudoso que el genuino 'sentido español' se refugió 
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restaurada, sino instaurada sobre cimientos doctrinales distintos. 
Continuando con la visión épica y trascendental de la Historia de 
España, concordante, repetimos, con uno de los rasgos definitorios del 
nacionalismo católico, González Oliveros sostiene que la Nación española es 
la única que, histórica y desinteresadamente, asumió la defensa de los valores 
eternos de la civilización cristiana; esto pese a luchar contra la incomprensión 
internacional de quienes no entendían que si "España no se salvase, toda 
Europa, todo el mundo civilizado, perecería con ella". "Nada de lo grande ni 
pequeño que hizo España en su Historia lo hizo para si"'^* 
Su reaccionarismo le llevó a proponer en 1930 la creación una Cátedra 
cargada de simbolismo nacionalista e integrista: en Granada, "en tomo a la 
figura genial de Suárez" y para estudiar la Contrarreforma desde el punto de 
vista español. La propuesta fue rechazada por el ministro Tormo. 
González Oliveros publicó en plena guerra una traducción, acompañada 
de una larga introducción, del De la comunidad los bienes: a los habitantes de 
la Baja Alemania de Luis Vives, con el un largo título y subtítulo: Humanismo 
frente a Comunismo. El primer libro anticomunista publicado en el mundo, 
obra de un pensador español. (El umversalmente celebre humanista Juan Luis 
Vives, nacido bajo el signo imperial del Yugo y las Flechas el mismo año en 
que España descubrió el Nuevo Mundo)"^ 
El texto de Vives sobre el movimiento igualitarismo anabaptista de 
Tomás Müntzer y sus seguidores, que se extendió por Alemania en el siglo 
XVI, le sirve para hacer una defensa doctrinaria de un catolicismo social 
en Cataluña y Levante durante aquella Guerra mal llamada de Sucesión, comienzo del 'desastre 
sistemático' en que se cifra la Historia que España 'padeció' y no hizo por si misma desde 
1714 a 1936; Guerra cuyos duraderos reatos estamos purgando todavía por liquidar; Guerra 
de la 'Supresión' de España de Europa, de su 'Expulsión' de la escena europea". 
González Oliveros ofrece una peculiar visión de la Guerra de sucesión, en clave de 
depredación: Inglaterra y Francia pugnando por despojar a España de sus {xasesiones 
territoriales y recursos económicos: "Pero todos los acumulados recursos [...] púsolos pronto 
la egregia y galoide mediocridad de Carlos III al servicio de Francia". Ibidem, págs 8 y 13. 
"^ W. GONZÁLEZ OLIVEROS, Falange Requté, ob. cit., pág. 159. 
'"'* Valladolid, Imprenta de Luis Celdrán, 1937. 
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contrarrevolucionario sustentado sobre criterios morales y basado en el respeto 
a la propiedad privada y su función social. ^ ^ De paso, convierte a Luis 
Vives en antecedente del Fuero del Trabajo, que se había promulgado 
recientemente, legitimando, de este modo, la política social del franquismo 
como continuadora del original pensamiento tradicional español. Escribe en las 
notas epilogares del libro: 
"No sabría pasar yo en silencio esta Norma trascendental de la 
Nueva España: magnífica demostración de que no necesitamos copiar 
ni plagiar a ningún otro pueblo del mundo. Porque yo, modestamente 
podría demostrar que todos y cada uno de los principios fundamentales 
pertenecen a la tradición clásica española. Más aún: puedo empeñar, 
sin riesgo, mi palabra profesional para sostener que el pensamiento de 
Vives inspira lo mejor del pensamiento del Fwero[...]""* 
Hay un aspecto interesante en la biografía intelectual del que fuera 
Presidente del Tribunal de Responsabilidades Políticas: su contribución a la 
introducción en España de las teorías racistas alemanas, resaltada por Raúl 
Morodo. Se trata de un artículo publicado en Acción Española en mayo de 
1934, en dos partes, titulado "Algunas notas sobre el momento científico de la 
doctrina racista", del que ya hemos entresacado algunas referencias acerca de 
la naturaleza del Estado. González Oliveros expone los fundamentos teóricos 
del racismo alemán, sin ocultar su admiración por alguno de los autores y sus 
puntos de vista y, de paso, por el Nazismo y Hitler, aunque no exenta de 
' ^ Ricardo GARCÍA M A N R I Q U E escribe, refiriéndose entre otros a Wenceslao González 
Oliveros y a este libro, que "el tema del humanismo es uno de los favoritos de nuestros 
filósofos conservadores, pero sus trabajos pierden valor al comprobarse que no tienen apjenas 
fecundidad". La filosofía de los derechos humanos durante el franquismo, Madrid, Centro de 
Estudios Constitucionales, 1996, pág. 65, 
"* En cursiva en el original. W. G O N Z Á L E Z OLIVEROS, Humanismo, ob. cit., págs. 180 
y 181. 
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ciertas reservas sobre la viabilidad de su importación a España. No obstante, 
el profesor Morodo matiza que "el racismo y, más concretamente, el 
antisemitismo de Acción Española, es más un subproducto del catolicismo 
militante que resultado de una concepción étnica pseudocientífica".'^'. 
Pasando de la teoría a la acción, el que fuera Presidente del Tribunal 
de Responsabilidades Políticas recoge la tesis de que la vinculación del 
judaismo con otras fuerzas malignas, como el marxismo, y su potencialidad 
subversiva justificarían su "depuración". Citando a Hitler, escribe: 
"Porque el judío es también quien ha hecho el marxismo: esa 
doctrina que se ofrece 'como una mezcla inseparable de razón y locura, 
pero dispuesta de tal modo que sólo puede realizarse su parte de locura 
y nunca su parte de razón' (Hitler). El judío hizo el marxismo porque 
su ambiente vital está densificado de embuste y falacia. El judío se 
apoya en la masa informe que le suministra dos poderosos medios de 
mando: la sociedad de explotación y la agitación política. El judío 
adora la masa y, por ende, rechaza la personalidad y la nación. 
Negando a estas dos, destruye al mismo tiempo las bases elementales 
de la común cultura humana que directamente depende de aquellos dos 
factores: personalidad y nación. 
Reconoce Hitler que ese virus hebraico ha prendido en el mundo 
burgués, demócrata y materialista. Es uno de los incentivos para 
™ R. MORODO, Acción Española, ob. cit., pág 198. Aun aceptando este punto de vista, 
no obstante, quisiéramos señalar que sí existe en España una tradición racista, antisemita, la 
cual -Otras razones de índole social al margen- no se puede explicar solamente por los 
escrúpulos religiosos hacia el que se consideraba "pueblo deicida". Como ha estudiado Antonio 
Domínguez Ortiz, la segregación social de los judeoconversos, aunque de base religiosa, se 
justificará cada vez más en función de un argumento tan racial como es la sangre, como 
demuestra el que se aplicara a miembros de la comunidad cuya ortodoxia religiosa quedaba 
ftiera de duda, pero con antepasados hebreos. (A. DOMÍNGUEZ ORTIZ, Los judeoconversos en 
España y América, Madrid, Istmo, 1988, cap V) 
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apresurar la depuración"'*" 
Tras formar parte de la Comisión que se creara a finales de 1938 para 
dictaminar la ilegitimidad de los poderes republicanos, Wenceslao González 
Oliveros fue nombrado Gobernador Civil de Barcelona en julio de 1939, el 
primero del franquismo en la provincia. Ocupó el cargo hasta diciembre de 
1940, cuando fue nombrado presidente del Tribunal de Responsabilidades 
Políticas. Su mandato coincidirá con el período más álgido de la represión de 
postguerra. Según los cálculos de Solé i Sabaté, casi el 85 % de las 
ejecuciones efectuadas en la provincia de Barcelona se concentran en los años 
1939 y 1940, entre ellas la del Presidente de la Generalitat republicana Lluís 
Companys.'*' Como recordaba Eduardo Aunós en el acto de recepción de 
González Oliveros como académico de Jurisprudencia, el primer Gobernador 
Civil franquista llegó a Barcelona para hacer entender a los catalanes, 
definitivamente, quién había ganado la guerra: 
"Todavía zilentaba allí de modo clandestino pero en constante 
actividad, el crónico y plural fomento sedicioso. Tales circunstancias 
imponían una acción enérgica que hiciese entender que la Guerra de 
Liberación no había sido simplemente una huelga general más 
sangrienta, ganada contra los obreros, ni un simple paréntesis tras el 
'*" En cursiva en el original. W. GONZÁLEZ OLIVEROS, "Algunas notas" (I), ob. cit., pág 
336. Tenemos un ejemplo más "campechano", del antisemitismo de González Oliveros: 
"Durante la Dictadura, una tarde, en el Real Sitio de la Granja, vi a tres Rothschild 
juntos. 
Quien me llamó la atención sobre ellos, completó su información diciéndome nada más 
lo siguiente: 
- Aquel afeitado y corpulento, figura oficialmente como católico. El otro de la barba 
bermeja, es protestante. En cambio el más joven, que tiene cierto aire soñador, es rabino. Este 
último no necesita camuflarse. Los demás adoptan la religión del país donde operan..." (En 
cursiva en el original, W.GoNZÁLEZ OLIVEROS, Humanismo, ob. cit., pág. 192.) 
'«' J. SOLÉ I SABATÉ, ob. cit., pág 97. 
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cual la Cataluña ficticia de otro tiempo pudiese volver a sojuzgar y 
desnaturalizar a la Cataluña genuina, siempre amable y admirable, 
ejemplo y gloria de España"'*^ 
En línea con la doctrina del Régimen, el nuevo gobernador consideraba 
la cuestión catalana como una de las causas fundamentales de la tragedia 
española.'^ ^ En consonancia, prestó especial atención a la eliminación de los 
rasgos diferenciales de la cultura catalana, como demuestra su preocupación 
por suprimir el uso público del Catalán, relegándolo, como mal menor, al 
ámbito estrictamente privado. Josep Benet ha recopilado testimonios 
documentales significativos del ahínco con el que se aplicó en la represión de 
la lengua catalana.*^ En septiembre de 1939 ordenó la desaparición de todo 
tipo de inscripciones en edificios y membretes en documentos redactados en 
Catalán, pudiendo ser castigados los infractores con multas que oscilaban entre 
los cien y las mil pesetas.'*^ Curiosamente se incentivaba la delación 
ofreciendo una recompensa, del 25 % del importe de la multa, a los 
denunciantes. 
Para erradicar definitivamente el uso público del Catalán, el cual, por 
lo que se ve, seguía escuchándose dentro de las administraciones públicas. 
182 E. AUNÓS, ob cit, pág 86. 
'^ J. BENET, Cataluña bajo el régimen franquista, Informe sobre la persecución de la 
lengua y la cultura catalanas por el régimen del general Franco (1^ parte), Barcelona, Blume, 
1979, págs 94 y sigs, 
'^ J. BENET, ob cit, págs 273 y sigs. 
'^ La orden incluía el siguiente párrafo: 
"Pero como dicha orden ha de ser cumplimentada, y Barcelona y su provincia han de 
ofrecer a sus residentes y visitantes nacionales y extranjeros el aspecto de una tierra tan 
íntegramente española como lo fiíé [sic] en los tiempos de su más gloriosa tradición, en que 
los Monarcas, Inmortales Fundadores del Imperio Español, se complacían en residir en esta 
urbe como en su propia sede [...]". 
Orden de 4 de septiembre de 1939, B.O.P. de Barcelona del día 5. El texto integro 
lo han recogido J. BENET, ob cit, págs 283 y 284 y J.M. SOLÉ, ob. cit., págs 588 y 589. 
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González Oliveros firmó en julio de 1940 una orden amenazando con la 
destitución inmediata de todo empleado, interino o funcionario, que hiciera uso 
de él. Si no se hubiera terminado de instruir el preceptivo expediente de 
depuración de la persona sorprendida hablando catalán, la falta acarrean'a la 
inmediata conclusión del expediente, en el estado en que se hallara, y la 
destitución del infractor, sin posibilidad de recurrir la decisión. Si hubiera 
superado favorablemente la depuración, se reabriría el expediente considerando 
el nuevo cargo como falta grave, aplicándose la correspondiente sanción. Se 
prestaba especial atención a los maestros y profesores, tanto de la enseñanza 
pública, como de la privada, quienes quedarían inhabilitados para el ejercicio 
de la docencia, y a los Inspectores Municipales de Sanidad, éstos, quizá, 
porque desempeñaban sus funciones fuera del ámbito más controlable de una 
oficina. Se prohibe, incluso, el sobreseimiento de expedientes sancionadores 
por falta de pruebas, pudiéndose tomar las decisiones a partir de indicios o de 
lo que le dictara su "espontánea conciencia" al instructor.'** 
En la motivación de la orden, González Oliveros vincula la utilización 
del catalán con el desencadenamiento de la guerra civil. La victoria militar 
permitiría a los catalanes reincorporarse a la Patria única de los españoles, eso 
sí, siempre y cuando no hablasen catalán en público. Por lo menos no degrada 
el Catalán de lengua a dialecto, como se atrevieron a hacer algunos "filólogos 
franquistas". Lo condena a no salir de casa.'*' 
'** Original con correcciones a mano efectuadas, casi con seguridad, por el propio 
González Oliveros. Incluye una anotación que dice "para Boletín y prensa". La orden está 
fechada el 28 de julio de 1940. A.G.A, J, T.R.P.(T.N.), C: 712.. El texto íntegro, tomado 
de la prensa, en J. BENET, ob cit., págs 295-297. 
'^ "No se trata, en absoluto, del uso, natural y lícito, de la lengua regional (tan respetable 
en la vida privada como otras lenguas regionales de España) sino del desuso, del olvido, 
cuando no la preterición o postergación del idioma ofícial en los actos de la vida pública. No 
debe olvidarse que a la sistemática y sañuda reincidencia en el designio de eliminación del 
idioma oñcial en esta tierra, por parte de elementos de execrable recordación, trajo consigo 
inevitablemente la ofensa para todo el resto de España y desembocó trágicamente, como no 
podía menos de ocurrir, en la guerra civil y en la victoria rotunda de las armas españolas, que 
los acontecimientos internacionales han hecho aún más definitiva. Victoria, que, al acabar, con 
insidiosos equívocos y purificar el ambiente, ha predispuesto a la totalidad de los buenos hijos 
de la Cataluña que es la heredera fundada y legada por los cristianos viejos y por tanto sana, 
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Unos meses antes cerraba lo que parece un discurso como Gobernador 
Civil, permitiendo cínicamente a los catalanes que hablaran catalán, si ese era 
su capricho, siempre y cuando reanudaran antes su "antigua y egregia 
colaboración con el Idioma Nacional". 
"Os anuncio yo castellano cien por cien, ribereño del Duero, 
que a esa amable y admirable Cataluña infalsificada, si se la pone en 
condiciones de consumar fisiológicamente el proceso de su liberación 
y rectificación internas, y de acelerar el pequeño ocaso de sus pequeños 
dioses fi-acasados, pronto reanudará su antigua y egregia colaboración 
al Idioma Nacional, en tal medida que podrá decírsele sin reticencia, 
zozobra ni disgusto, antes bien con el mismo amplio gesto acogedor y 
fraternal que a Galicia y Asturias: "Germans espanyols de Catalunya: 
parleu també cátala, si us plaut." '^ * 
Nos hubiera gustado saber a qué se refería con lo de "consumar 
fisiológicamente su liberación". Quizá, la frase responda a la activación de 
algún tipo de influencia, oculta en su memoria, de los teóricos del racismo 
alemán que con tanto detenimiento estudió. En cualquiera de los casos, le 
preocupaba la cultura catalana, o mejor, como erradicar su rasgos 
diferenciales. Entre sus actuaciones más significativas se encuentra la de la 
"transformación" del Institut d'Estudis Catalans en el Instituto de Estudios 
Mediterráneos, "grandiosa iniciativa de impulso imperial", como se la cita en 
amable, admirable, a \ma generosa reincorporación espiritual sin distingos ni reservas a los 
destinos totales de la Patria connín." Ibidem. 
' ^ Subrayado en el original. "Esbozo de un tema trascendental. Hay una Cataluña amable 
y admirable...", original mecanografiado de siete páginas, con correcciones a mano, firmado 
el 19 de enero de 1940, haciéndose constar su condición de Gobernado Civil de Barcelona. 
A.G.A., J., T.R.P. (T.N.), C: 712. 
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la prensa.'*' 
La máxima autoridad civil de Barcelona tenía claro que al igual que 
había dos Españas, también había dos Cataluñas: una falsa, "mendaz, 
cínicamente posibilista, imbuida de materialismo, y por tanto escéptica en los 
órdenes religioso y ético, y fundamentalmente apatrida"; otra Cataluña "amable 
y admirable", "sana, vital, segura de sí misma, exquisitamente sensible, 
potenciada de inteligencia, rica de procedencias hidalgas, fecunda de 
iniciativas, selecta de inclinación caballeresca, y participante por emoción, 
acción e intuición en los destinos totales de Espaiña desde cuya espiritualidad, 
dinamismo, preparación y espíritu de empresa, tanto tiene que aprender el 
resto de España, desde la misma proa -dijérase- del gran bajel donde se 
avizoran los horizontes nuevos".'^ 
González Oliveros cae en un tópico casticista de brocha gorda: la 
avaricia del catalán. La anti-España catalana no era igual que la del resto de 
la península, presentaba una particularidad diferencial. Según él, en Cataluña 
nunca triunfó el liberalismo político. Como prueba: Companys ni siquiera 
intento proclamar los Derechos del Hombre, sustituyéndolos por los Derechos 
del Rabassaire. Cataluña víctima es del liberalismo económico. ¿Por motivos 
indiosincráticos?, se pregunta: 
"El liberalismo ideológico fué [sic] siempre aquí artículo de 
exportación, y no de consumo. Pero, en cambio, el liberalismo 
económico, el fisiocratismo (que en esta tierra llego a rebajar al Estado 
de su ya desmedrada condición liberalesca de 'Estado gendarme', a la 
vejatoria de 'Estado-can' con caseta, cadena y mendrugo), arraigo más 
que en parte alguna de la península, por motivos indiosincráticos, tal 
vez. Hasta el punto de que todo el problema político actual ha quedado 
'^ J. BENET, ob cit, págs 342 y sigs. 
'* "Esbozo de un tema trascendental", doc. cit. 
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aquí resumido en esto: eliminación de las toxinas del liberalismo 
económico. "'^ ^ 
Quisiéramos terminar este perfil ideológico del que fuera presidente del 
Tribunal de Responsabilidades Políticas con el párrafo final de otro escrito 
suyo, por su paranoica retórica nacionalista y por el cinismo ideológico que 
supone apoyarse en Maragall y Unamuno, haciéndoles copartícipes de su 
delirio franquista. González Oliveros compartió Claustro con Unamuno en la 
Universidad de Salamanca. El Unamuno que tras saludar la sublevación de 
julio porque pensaba que restauraría el orden en España, pronunciara como 
Rector su famoso discurso, durante la conmemoración del "día de la Raza" de 
1936, en un acto en el que ostentaba formalmente la representación del general 
Franco y delante de un nutrido grupo de jerarquías del nueva España, en el que 
defendiendo la inteligencia y la razón frente a la barbarie, la virtud del 
convencer frente a la victoria militar. Discurso que le costana no sólo el 
Rectorado de la Universidad de Salamanca, paradójicamente semanas después 
de que el general Franco le confirmara en el cargo como de Rector Vitalicio, 
sino que, además, le obligaría a recluirse en su casa para aislarse de las iras 
de quienes gritaban vivas a la muerte y mueras a la inteligencia.'^ El dolor 
de Maragall y de Unamuno no se enjugaba con sangre. Escribe Gonzalález 
Oliveros: 
191 Ibide 
"^ L. GONZÁLEZ EGIDO, Agonizar en Salamanca. Unamuno (julio-diciembre 1936), 
Madrid, Alianza Editorial, 1986, págs 127 y sigs. Luciano González Egido incluye a González 
Oliveros entre quienes pretendían aprovecharse de Unamuno como aval intelectual: "Erase un 
viejo liberal y un joven falangista, tratando de encontrar un terreno común para la 
conversación. Tem'a el convencimiento de haber vivido aquella situación anteriormente, con 
Victor de la Sema, con González Oliveros, con Giménez Caballero, que se empeñaban en 
Utilizar sus propios libros como demostración de las tesis falangistas" (pág. 253). 
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"[...] Maragall a buen seguro tampoco. Porque lo mismo que a 
Unamuno le dolía España. Y la hubiera cantando con sollozos de 
orgullo, en vez de estrofas, si la hubiera visto liberada de opresiones 
exóticas, y oídas criminales, e ideologías prestadas, y mimetismos 
grotescos, y zainas mezquindades y resuelta a ser ella misma, 
inimitable, hecha a luz o vendaval, en su puro ser ibérico. Y su astro 
hubiera alcanzado sonoridades homéricas para cantar al Caudillo de 
todos, y con su mano profética tendida en éxtasis hacia el Oriente 
hubiera mostrado la renovada incitación a Atenas y neopatria y los siete 
mares y la coyuntura retomada de los inmortales periplos por que [sic] 
su amada Barcelona esta vez ya no huiría del mar" ^^ 
Como ya hemos dicho, González Oliveros dejó el gobierno Civil de 
Barcelona en diciembre de 1940, para asumir la presidencia del Tribunal 
Nacional de Responsabilidades Políticas y la vicepresidencia del Tribunal 
Especial de Represión de la Masonería y el Comunismo.'** 
Cuati"o años después, comenzó a dar muesti*as de fatiga. Por una carta 
que remitiera a Ibañez Martín, por entonces Ministro de Educación, sabemos 
que presentó a Franco su dimisión de los dos Tribunales, tanto por cansancio 
"^  Escrito mecanografiado, de tres páginas, sin fecha, firmado por González, con una 
anotación a mano al pie del nombre que dice "gobernador civil". A.G.A., J., T.R.P.(T.N.), 
C: 712. 
1*» Eduardo Aunós, en 1947, en un contexto nacional e internacional bien distinto, dijo al 
respecto: "fue nombrado Presidente del Tribimal Nacional De Responsabilidades políticas 
donde estableció desde el primer momento el criterio invariable de mesura y cristiana 
comprensión, que ha permitido liquidar este problema sin perturbaciones. Su colaboración en 
ese puesto, cuando tuve el honor de formar parte del Gobierno del Caudillo como Ministro de 
Justicia, fue de muy preciada utilidad, pues no sólo secundó con acrisolada lealtad la política 
del generosamente desarrollada por el Jefe del Estado, sino que sus opiniones, consejos y 
estudios constituían xm caudal de inestimable valor para mi. Fue nombrado también 
Vicepresidente del Tribunal para la Represión de la Masonería y el Comunismo, donde, de 
acuerdo con el Caudillo, pronto pudo poner en práctica el clásico y cristiano aforismo de 'Odia 
al delito y compadece al delincuente'". E. AUNÓS, ob. cit., pág 87. 
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físico, como por razones económicas y profesionales, aunque se apresurara a 
retirarla, porque los acontecimientos que se venían sucediendo podían hacer 
pensar que lo que pretendía era cubrirse las espaldas antes de que se 
produjeran cambios de orientación del Régimen.*^^  
Le molestaban especialmente las maniobras de aproximación a los 
potencias aliadas, ante la inevitable derrota de los Estados fascistas. 
Interpretaba los nuevos rumbos políticos en clave catastrofista, como el inicio 
de un proceso que llevaría al Régimen desde la claudicación a la disolución, 
nueva versión acelerada del que se iniciara con la caída de Primo de Rivera y 
terminara desembocando en la guerra, ante el cual sólo cabían dos 
posibilidades: o las derechas cerraban filas formando un bloque defensivo, "esa 
unificación de la que habla constantemente el Caudillo", o, finalmente, estarían 
"todos en la misma línea ante el Paredón" (apéndice 1).'^ 
Fuera como fuese, González Oliveros continuó desempeñando sus 
responsabilidades. En 1947 se premiaron oficialmente sus méritos intelectuales, 
tomando posesión como miembro de número de la Real Academia de 
Jurisprudencia y Legislación, curiosamente con un discurso sobre el carácter 
integrador del pensamiento de Leibniz, contestado por Eduardo Aunós. Entre 
1948 y 1962 presidió el Consejo Nacional de Educación, cargo que 
simultaneando, como ya dijimos, con la presidencia de la Comisión 
Liquidadora de Responsabilidades Políticas. 
No cabe duda que dedicó su vida al servicio de una causa, la del 
nacionalimo católico y tradicionalista, que defendió desde el Gobierno Civil de 
"^ Cfr por B. CEPRIÁN, ob cit, pág 328-329. 
"* González Oliveros recoge estas reflexiones en una larga carta a un amigo, fechada en 
julio de 1944, es decir poco después o antes de presentar la mencionada dimisión, que retirará 
en octubre, según se desprende de la misiva que enviara a Ibañez Martín. La carta, escrita en 
cuartillas, con membrete oficial del Tribunal, se interrumpe bruscamente, a menos de la mitad 
de una cuartilla. Puede que se quedara incompleta y finalmente no se enviara, o que se trata 
de un copia de original que, {)or razones que se nos escapan, no se llegara a completar. Por 
su interés ilustrativo la reproducimos integra en el apéndice al capítulo. 
A.G.A., J., T.R.P. (T.N.), C: 712 
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Barcelona, el Tribunal Nacional de Responsabilidades Políticas o el Consejo 
Nacional de Educación.'" 
' " Falleció el 30 de abril de 1965.A lo largo de su carrera recibió las siguientes 
condecoraciones: Comendador con placa de la Legión de Honor, Medalla de Oro de Ultramar, 
Gran Cruz de Alfonso X el Sabio,Gran Cruz del Mérito Civil y Cruz Meritísima de San 




LA DEPURACIÓN DE LAS RESPONSABILIDADES 
POLÍTICAS: REPRESIÓN ECONÓMICA Y 
JUSTIFICACIÓN IDEOLÓGICA 
L- LA INCAUTACIÓN DE BIENES EN LA ESPAÑA FRANQUISTA 
DURANTE LA GUERRA CIVIL 
La incautación de bienes es un mecanismo represivo en el que 
convergen tanto el interés económico inmediato, como la voluntad política de 
no dejar a ningún supuesto responsable sin castigo. Intereses que no sólo 
resultan en ocasiones difíciles de armonizar, sino que pueden, y de hecho lo 
hicieron, entrar en contradicción. 
El conocido Decreto 108 de la Junta de Defensa Nacional, firmado p>or 
el general Cabanellas el 13 de septiembre de 1936, es el punto de partida de 
dos de los principales instrumentos de represión económica del Estado 
franquista: la depuración de funcionarios y empleados públicos y el castigo 
mediante una sanción económica de las responsabilidades políticas contraídas, 
ajuicio de los sublevados, por sus enemigos.' Como es sabido, se declararon 
fuera de la Ley todos los partidos integrantes del Frente Popular y otras 
' Decreto 108 de la Junta de defensa Nacional, de 13 de septiembre de 1936, B.O.E del 
16. 
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organizaciones opuestas al "movimiento nacional" (sic.)^ se decretó la 
incautación de sus bienes y se estableció la depuración de funcionarios y 
empleados de empresas subvencionadas por el Estado. Se otorgaba a los 
generales jefes de los Ejércitos y unidades potestad para adoptar medidas 
precautorias -lo que provocará problemas cuando se regulen jurídicamente las 
incautaciones- que evitaran ocultaciones o desapariciones de los bienes de 
quienes "por su actuación fueran lógicamente responsables directos o 
subsidiarios, por acción o por inducción, de daños y peijuicios de todas clases 
ocasionados directamente o como consecuencia de la oposición al triunfo del 
Movimiento Nacional". Además, se encargaba a los Juzgados de Primera 
Instancia el embargo cautelar de las propiedades de las personas afectadas por 
lo dispuesto en el Decreto, hasta la depuración definitiva de sus supuestas 
responsabilidades criminales o civiles. 
Se puso en marcha un complejo mecanismo represivo con el objetivo 
de garantizar la efectividad de las reparaciones a las que deberían hacer frente 
quienes por su "actuación anterior o coetánea, directa o indirecta, han sido 
autores materiales o por inducción de los daños y perjuicios sufridos por el 
Estado y por los particulares". No olvidemos que, además, la incautación de 
bienes era una fuente de recursos económicos. 
Cuatro meses después, el 10 de enero de 1937, el general Franco 
firmaba un Decreto-Ley que desarrollaba el Decreto 108 en materia de 
^ Nótese que todavía "movimiento nacional" se escribe con minúscula. En la norma 
primera de la Orden de 10 de enero de 1937 que desarrollaba el Decreto se es{>ecifícan con 
mucho mayor detalle las organizaciones políticas y sindicales afectadas: 
"Se entenderán comprendidas en el artículo primero del precitado Decreto número 
ciento ocho de la Junta de Defensa Nacional, las siguientes agrupaciones, organizaciones o 
partidos: Izquierda Republicana, Unión Republicana, Confederación Nacional del Trabajo, 
Unión General de Trabajadores, Partido Socialista Obrero [sic]. Partido Comunista [sic]. 
Partido Sindicalista, Sindicalistas de Pestaña, Federación Anarquista Ibérica, Partido 
Nacionalista Vasco, Acción Nacionalista Vasca, Solidaridad de Obreros Vascos, Esquerra 
catalana [sic]. Partido galleguista [sic]. Partido Obrero de Unificación Marxista, Ateneo 
Libertario, Socorro rojo [sic] Internacional y cualesquiera otras entidades, agrupaciones o 
partidos filiales o de análoga significación a los expresados, a juicio de la Junta Técnica del 
Estado." A.C.P.G., J.T.E., Leg. 2, n°9. 
Como puede verse tanto socialistas como comunistas perdieron el "español" del 
nombre de sus respectivos partidos. 
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incautaciones, a fin de alcanzar "la finalidad atinada y justa perseguida".^. Se 
creaba una estructura específica y se establecía un procedimiento para hacer 
efectivas las incautaciones de los bienes de los considerados desafectos, bajo 
la dirección de una Comisión Central Administradora de Bienes Incautados por 
el Estado, nombrada por la Junta Técnica del Estado.* 
La Comisión Central estaba encargada de investigar, inventariar, ocupar 
y administrar los bienes de los desafectos a los sublevados y de las 
organizaciones proscritas y, previa autorización expresa de la Junta Técnica del 
Estado, enajenarlos y gravarlos. En cada capital de provincia actuaba una 
Comisión Provincial de Incautación de Bienes, presidida ix)r el gobernador 
civil, de la que formaban parte un magistrado de Audiencia y un abogado del 
Estado como secretario, nombrados ambos por la Junta Técnica del Estado. Un 
Juez de carrera o militar, nombrado por la Comisión Provincial, se encargaba 
de instruir el expediente para declarar administrativamente la responsabilidad 
civil, pudiendo decretar el embargo cautelar de los bienes del inculpado. Las 
autoridades militares podían tomar "toda clase de medidas precautorias" para 
evitar ocultaciones o desapariciones de bienes susceptibles de ser incautados, 
inventariando los bienes que se encontraran en tales circunstancias y 
nombrando administradores provisionales hasta que resolviera al respecto la 
Comisión Provincial competente. 
El procedimiento sancionador quedó regulado por una Orden de la Junta 
Técnica del Estado promulgada simultáneamente al Decreto-Ley.^ El Juez 
instructor remitía los expedientes concluidos a la Comisión Provincial de su 
jurisdicción. La Comisión emitía un informe sobre la pertinencia de la 
declaración de responsabilidad, indicando, en su caso, la cuantía de la 
' Decreto-Ley de 10 de enero de 1937, B.O.E. del 11. 
"* La Coisión estaba presidida por el Abogado del Estado Germán Prior Untoria, y formada 
por el Registrado de la Propiedad Julián Sevilla y Martínez de Pinillo, el Intendente Ramón 
Ortega Hegueta y el Notario, que actuaba como secretario, Cruz Usatorre y Gracia. Orden de 
la Presidencia de la Junta Técnica del Estado de 20 de enero de 1937, B.O.E del 22. 
' A.C.P.G., J.T.E., Leg. 2, n°9. 
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responsabilidad contraída, el cual se elevaba a la autoridad militar competente, 
general de División o comandante general de la Plaza, quién, oído sus 
auditores, imponía la sanción, ante la que no cabía recurso. La resolución se 
remitía a la Audiencia territorial correspondiente para su ejecución según la 
Ley de Enjuiciamiento Civil. Como se puede ver, el procedimiento privaba a 
los inculpados de garantías jurídicas tan elementales como el derecho a recurrir 
la resolución del expediente.almente, el producto de las incautaciones debería 
destinarse a "los fines estatales de resarcimiento que [procedieran] o los que 
[acordase] el presidente de la Junta Técnica del Estado"* 
Tanto la Comisión Central, como las Comisiones Provinciales, se 
verían pronto desbordadas por la gran cantidad de asuntos derivados de la 
investigación, inventariado, administración y enajenación de los bienes muebles 
e inmuebles incautados. En diciembre de 1938, dos años después de su 
nombramiento, la Comisión Central tiene que reorganizarse y ampliar el 
número de sus vocales con un nuevo contable y otro Abogado del Estado.' El 
trabajo se repartía entre la presidencia, la secretaría, la contaduría y cuatro 
secciones especializadas (cuadro 1). Además, para agilizar el procedimiento, 
la Comisión sólo se ocupará en sesión plenaria de aquellos asuntos de 
"extraordinaria importancia o complejidad", delegando en cada sección la 
adopción de las propuestas de resolución que elevaría el Presidente al 
Ministerio de Justicia.* 
* Art. 12 del Decreto-Ley de 10 de enero de 1937, B.O.E. del 11. 
^ Oficio de la Comisión Central de Bienes Incautados por el Estado, firmado el 9 de 
diciembre de 1938, comunicando al Ministro de Justicia la adopción de determinados acuerdos 
en su sesión del día 2. A.G.A, J., R.P.(T.N.), C: 774. 
* Ibidem. 
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1.1.- LAS COMISIONES PROVINCIALES. UN EJEMPLO: CONTROL POLÍTICO Y 
REPRESIÓN E C O N Ó M I C A EN VIZCAYA 
No se podrá hacer balance de la incautación de bienes durante la guerra 
hasta que se realicen investigaciones detalladas sobre la actividad de las 
Comisiones Provinciales y su impacto económico, social y político. La tarea 
no resultará nada fácil a los historiadores que se atrevan con el problema, tanto 
por el estado de la documentación, como por la pluralidad de aspectos a 
estudiar -incautación de bienes de las organizaciones proscritas, cuantía de las 
sanciones impuestas a particulares y su ejecución, embargo cautelar y 
administración de todo tipo de bienes muebles e inmuebles pertenecientes a los 
presuntos responsables-, máxime cuando ni las mismas Comisiones podían 
calcular el volumen, estado y valor de los bienes que habían intervenido. En 
vísperas de su disolución, en la primavera de 1939, las Comisiones de 
Navarra, Santa Cruz de Tenerife, Zaragoza, Sevilla o Cádiz confirman este 
dato a la Jefatura Superior Administrativa de Responsabilidades Políticas.* Las 
razones esgrimidas son diversas y abarcan desde la falta de la infraestructura 
necesaria para llevar el debido control estadístico, hasta el propio 
procedimiento o perturbaciones ocasionadas por requisas efectuadas por 
organismos anteriores o ajenos a las Comisiones. °^ 
' Dado que las Incautación de Bienes durante la Guerra Civil no constituye el objeto directo 
de nuestra investigación y sólo nos referimos a ella en cuanto antecedente de la Jurisdicción 
Especial de Responsabilidades Políticas, no podemos afirmar con absoluta certeza que entre 
la documentación proveniente de las Comisiones Provinciales no se encuentren resúmenes o 
estadísticos o balances con la información a la que nos hemos referido. No los hemos 
encontrado entre la documentación general llegada a la Jefatura Superior Administrativa de 
Responsabilidades Políticas, es más, como ya hemos indicado, de la documentación consultada 
parece desprenderse que las Comisiones, al menos en los casos citados, nunca elaboraron tal 
información. 
'" La Comisión de Navarra, por ejemplo, no contaba con datos suficientes para fijar la 
cuantía de los bienes que administraba: "Motiva esta carencia de datos para fijar, siquiera sea 
aproximadamente, el volumen que alcanzan los bienes incautados o embargados por esta 
Comisión Provincial, la situación en que se encuentran los expedientes de incautación o de 
embargo respectivos, ya que todos los expedientes de incautación de bienes seguidos contra 
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La diversidad provincial dificulta, también, los análisis generales. Los 
problemas con los que se encontraron las Comisiones Provinciales y los 
procedimientos establecidos para resolverlos estaban en relación directa con el 
contexto socioeconómico de su jurisdicción. No era lo mismo organizar la 
incautación de bienes en una provincia como Lugo, rural, con una población 
pequeña, escasa diversificación económica y poco peso político de los partidos 
y sindicatos de izquierdas, que en Vizcaya, donde se concenti^ba buena parte 
del capital financiero e industrial del país, el nacionalismo vasco tenía una 
fiíerte presencia política y las organizaciones obreras estaban fuertemente 
implantadas entre los trabajadores. 
Sirva como ejemplo el que una cuestión de importancia capital como 
Agrupaciones de las que fueron integrantes del Frente Popular, que han sido terminados, se 
elevaron a su debido tiempo a la Comisión central de Incautaciones, como ya se ha dicho, sin 
ulterior devolución por parte de ésta, y entre su documentación deben encontrarse actualmente, 
no habiendo quedado de los mismos en esta Comisión Provincial, ya que, de conformidad con 
lo dispuesto en el Decreto-Ley de enero de 1937, es la Comisión Central la competente en la 
materia; y de los ex{>edientes de respwnsabilidad civil seguidos contra particulares, que han 
dado lugar al embargo de los bienes de los mismos, una gran parte se encuentran asimismo en 
poder de la citada comisión Central de incautaciones, a la que fueron remitidos para la 
tramitación y resolución de tercerías que en los mismos habían sido entabladas, con todos los 
antecedentes de administración de bienes unidos a ellos; y otros se encuentran en poder de la 
autoridad militar a quienes se remitieron oportunamente, para que por la misma se declarase 
la responsabilidad o irresponsabilidad de los expedientes, sin que hayan sido devueltos hasta 
la fecha." (Memoria enviada por la Comisión Provincial de Incautación de Bienes de Navarra 
a la Jefatura Superior Administrativa de Responsabilidades Políticas, 26 de mayo de 1939, 
A.G.A., J., R.P.-T.N.-,C:385). 
Según la Comisión de Zaragoza: "No es posible determinar, ni aun aproximadamente, 
el volumen total de bienes embargados, puesto que ello requeriría un acopio de datos y 
antecedentes que exigiría muchos días de labor intensa; téngase en cuenta que al publicarse la 
Ley de 9 de febrero último se habían tramitado en esta Comisión 5.913 expedientes". ( A.G.A, 
J., R.P.-T.N.-, C:385). 
La de Sevilla afirmaba: "No es posible determinar el volumen de los bienes incautados 
ya que en los respectivos expedientes no consta el valor de los mismos, una gran mayoría 
consiste en pequeñas parcelas de terrenos de todas clases y muchas fincas urbanas. Existen 
también un buen número de expedientados a los que se les ha incautado un capital considerable 
representado en fincas rústicas y urbanas y algunos negocios sin que tampoco se pueda 
determinar su cuantía" (Ibidem). 
La de Santa Cruz de Tenerife: "No se puede fijar por esta Comisión a priori el 
volumen de los bienes inmuebles que hoy administra, por cuanto, no se llega a la tasación de 
los mismos hasta tanto que ejecutándose el acuerdo de sanción impuesto por la Autoridad 
Militar, se entra en vía de apremio; y en cuanto al estado de los mismos, es de suponer sea 
el normal a su naturaleza, pues hasta la fecha no se ha hecho constar por ninguno de los 
Administradores Judiciales que se encuentren en mal estado de conservación" (Ibidem). 
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era la administración de los bienes incautados se resolvió de diferente manera 
según las provincias: en Vizcaya y Guipúzcoa se optó por un administrador 
general secundado por auxiliares, en Granada se procuró nombrar un sólo 
administrador para todos los bienes intervenidos en una misma localidad y en 
Tenerife se designaban particulares de confianza a los que se exigía una fianza 
como garantía de su gestión. En Navarra, como criterio general, se otorgaba 
en concepto de manutención la administración de sus bienes embargados al 
propio expedientado o a su familia, recayendo en los Jueces Municipales 
cuando las rentas eran muy elevadas o hubiera riesgo de ocultación o 
desaparición de bienes.^ ^ 
El caso de una provincia económicamente tan importante como la de 
Vizcaya ilustra perfectamente como la voluntad política de depurar las 
responsabilidades de los considerados desafectos mediante la incautación de sus 
bienes planteaba numerosos problemas de índole económico y administrativo. 
La Comisión Provincial de Incautación de Bienes de Vizcaya celebró una 
sesión el 4 de septiembre de 1937, poco después de la conquista de Bilbao, en 
la que se fijaron unos ambiciosos objetivos y diseñó la infraestructura 
administrativa y la red territorial necesarias para su consecución. 
La Comisión comenzó su actividad haciendo una estimación, en 
colaboración con diversos expertos, de la riqueza de la provincia, a fin de 
disponer de una primera previsión de lo que la incautación de bienes reportan'a 
a las arcas del Estado, con el siguiente resultado: 
"1*'.- Las inversiones que Vizcaya ha efectuado en Deuda 
Pública sobrepasan de los 2.000.000.000,00 de pesetas nominales, cifra 
que representa nada menos que el 10 % de la deuda total del Estado. 
2".- El capital de las Sociedades Anónimas domiciliadas en 
Vizcaya en 1934 era de 2.196.280.834,00 ptas nominales (suma de 
" A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 385. 
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acciones y obligaciones) que es el 12 % del total capital escriturado en 
toda la Nación. 
3°.- La Propiedad Urbana de Vizcaya está valorada en 
1.127.240.000 pts. 
4**.- Los capitales vizcaínos colocados por tierras de España, 
fuera de Vizcaya sobrepasan los 1.000.000.000,00 de ptas. 
5**.- La caja de ahorros alcanza una riqueza de 735.000.000,00 
de ptas. 
6°.- Las cuentas corrientes acreedoras de la Banca operante en 
Vizcaya son de 1.612.580.000,00 o sea el 28 %de las cuentas 
acreedoras de toda la banca de España. Pudiéndose calcular que el 80% 
de las mismas cuando menos, corresponde a capitales netamente 
vizcaínos. [...] 
7^.- Los dejKSsitos en custodia depositados en los Bancos de 
Vizcaya, sobrepasan los 6.000.000.000,00 de ptas nominales (es lógico: 
en esta cifra están incluidas varias partidas de los números anteriores). 
8**.- La riqueza rústica de Vizcaya [....] no se puede por ahora 
cifrar"»^ 
En total, se estimaba que la riqueza de Vizcaya oscilaba entre diez mil 
y doce mil millones de pesetas. No cabía duda alguna sobre la necesidad de 
"crear un órgano potentísimo eficiente para la gigantesca labor"". En primer 
lugar habría que determinar qué parte de esa riqueza era incantable y después 
proceder con suma cautela para no causar perjuicios a personas afectas o a la 
'•^  Acta de la reunión de la Comisión Provincial de Incautación de Bienes de Vizcaya del 
4 de septiembre de 1937. A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 192. El balance de la situación económica 
de la provincia procede de un escrito que el Secretario de la Comisión Provincial había elevado 
unos días antes al Presidente de la Comisión Central, recogido textualmente en el acta. 
Mientras no se indique lo contrario, la información relativa a la Comisión Provincial 
de Incautación de bienes de Vizcaya procede de dicha acta. 
'^  Ibidem. 
100 
marcha general de la economía. Todo ello sin olvidar el declarado objetivo 
represivo. Según la Comisión vizcaina: 
"El problema es grave, difícil y delicado, pues hay que 
desmontar la prepotencia económica del nacionalismo sin que se hunda 
la riqueza de Vizcaya pero hay que dar la batalla al capitalismo 
nacionalista, favoreciendo al capital blanco afecto a España o de lo 
contrario no se debe hablar ni de incautación de bienes'"* 
Se proponía costear toda la infraestructura administrativa mediante el 
10 % de premio que la Ley de Enjuiciamiento Civil señalaba para los 
administradores judiciales. De entrada, la Comisión Provinciíil solicitó un 
crédito de cien mil pesetas para poder empezar a funcionar, a cargo de los 
primeros ingresos fruto de las incautaciones. 
La Comisión se organizó en tomo a tres tareas estrechamente 
vinculadas entre si: formación de un fichero de presuntos responsables, 
inventariado de bienes embargables y administración general de dichos bienes. 
El fichero de responsables se comenzó a elaborar a partir de la 
información suministrada por una red de auxiliares, colaboradores e 
informadores extendida por toda la provincia, en la que participaban la 
Diputación, F.E.T. de la J.O.N.S, ayuntamientos y asociaciones públicas y 
privadas, "las cuales desde el primer momento ofrecieron de un modo 
patriótico y entusiasta su incondicional adhesión". La organización provincial 
del Partido único ofreció a la Comisión un duplicado de sus ñchas de 
información, se reunieron fichas de prensa y se utilizó un "censo electoral 
iluminado con arreglo a las elecciones últimas de febrero de 1936". 
Se archivaban las fichas relativas a personas consideradas afectas al 
'* Subrayado en el original. Esta afirmación se recoge en otro escrito elevado al Presidente 
de la Comisión Nacional, también recogido en el acta citada, a propósito de un conflicto de 
competencias con el Auditor Militar. 
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Movimiento y se remitían las demás al Delegado de Orden Público para que 
se completaran los antecedentes políticos del supuesto responsables con 
informes suministrados por la Policía, el Alcalde y el Comandante de la 
Guardia Civil. El Secretario de la Comisión coordinaba las labores de 
información, reuniéndose "en su despacho todos los día uno y quince de cada 
mes con los Jefes de los cuatro grupos de Policía que funcionan en la Plaza: 
la Policía del Estado, la de los Comandantes Militares de los sectores, la de 
F.E.T. y la de Orden Público, todas ellas unificadas a través de ésta última". 
La Comisión enviaba las fichas con los informes a uno de los cuatro 
Juzgados encargados de instruir los expedientes. El Juzgado N^4 se ocupaba 
de los asuntos de mayor trascendencia política: partidos políticos, Gobierno de 
Euzkadi, máximos responsables y el expediente seguido contra el naviero 
Ramón de la Sota, cuya importancia económica le depararía una atención muy 
especial por parte de la Comisión.^^ 
Al igual que había hecho la Comisión guipuzcoana, la de Vizcaya 
elaboró unos criterios para establecer la responsabilidad política. Es lógico que 
coincidan con los supuestos de responsabilidad que contemplaría la Ley de 
Responsabilidades Políticas de febrero de 1939, ya que se perseguían los 
mismo objetivos. No sólo se castigaba a quienes se oponían al triunfo de los 
militares sublevados, sino también actuaciones y actitudes políticas legales y 
legítimas anteriores a la guerra, a depurar desde la fecha-emblema de octubre 
de 1934, retroactividad encaminada a neutralizar a todos aquellos que no 
compartían sus principios ideológicos. En coherencia con los presupuestos 
represivos, se consideraba - como en la Ley de 1939- agravada la 
responsabilidad contraída por quienes gozaban de prestigio social y profesional 
o de una elevada posición económica. 
El inventario de bienes embargables se elaboró con la información 
suministrada por Diputación, Ayuntamientos, registro de la propiedad y la 
'^  Entre las cuestiones relativas al grupo Sota recogidas en el acta destaca un conflicto de 
competencias entre Juez Instructor designado por la Comisión Provincial de Incautación de 
Bienes y un delegado del Auditor de Guerra. 
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activa e importante, casi imprescindible, colaboración de las corporaciones 
económicas locales. El Cuerpo de Notarios se encargó de preparar un fichero 
relativo a la adquisición y transmisión de bienes, diferenciando entre 
adquirientes y transmitientes, haciéndose constar en cada ficha el número y año 
del protocolo correspondiente y el sello de la notaría. El fichero de títulos 
nominativos se pretendía formar requiriendo a las sociedades la relación 
completa de sus titulares desde julio de 1936. 
Mayores problemas planteaba el fichero de títulos al portador. En este 
caso, la Comisión tenía la intención de recurrir a los datos en poder de los 
Bancos, a las escrituras de constitución y las actas de las Juntas de accionistas 
de las Sociedades Anónimas, a las certificaciones expedidas por agentes de 
Bolsa sobre los libros de las Sociedades y a las declaraciones juradas de Bienes 
de los presuntos responsables. No obstante, la Comisión era consciente de las 
limitaciones de este procedimiento, sobre todo por haber desaparecido la 
documentación bancada. La única manera eficaz de hacer aflorar los títulos al 
portador no declarados por sus tenedores sería la del estampillado de los 
títulos, como la Comisión había ya propuesto a instancias superiores. 
La Comisión vizcaina estaba especialmente preocupada por la 
administración de los bienes que se fueran embargando, dado su previsible 
volumen. Tanto era así, que el Presidente de la Comisión Central, que lo era 
también, recordemos, de la Comisión de Justicia de la Junta Técnica, y 
miembros de las Comisiones Provinciales de Vizcaya y Guipúzcoa elaboraron 
unas bases para unificar criterios al respecto, que se elevaron a la Junta 
Técnica del Estado. 
La Comisión de Vizcaya se inclinaba por un administración única, en 
vez de nombrar administradores distintos en cada uno de los miles de 
expedientes que preveía incoar, opción esta que a su juicio dificultaría 
enormemente las labores de fiscalización y contabilidad, y así se lo hizo saber 
a la Junta Técnica. Estas consideraciones estaban fundadas. Sirva como 
ejemplo que sólo en el expediente Sota ya se incluían fincas urbanas por un 
valor aproximado de treinta y cinco millones de pesetas, o que en el momento 
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de redactarse el acta a la que nos venimos refiriendo, se encontraban 
embargados millones de pinos "con riesgo de peijudicarse las explotaciones 
forestales", ya que si no se realizaban las labores necesarias con las debidas 
garantías técnicas y financieras podría variar sensiblemente el precio de la 
madera. 
La administración y representación de paquetes de acciones se 
presentaba especialmente delicada. En primer lugar, la posibilidad de que en 
"cientos de expedientes diferentes" se embargaran acciones de una misma 
sociedad reforzaba, a juicio de la Comisión, la necesidad de establecer una 
administración única. En segundo, la incautación de paquetes de acciones 
afectaba a la administración de las sociedades, lo que podría pegudicar 
gravemente la normalización de la actividad económica si no se actuaba con 
prudencia. Mientras que en el resto del territorio nacional lo habitual era que 
la mayoría de los propietarios de acciones estuviera constituida por "pjersonas 
de ideología españolista, de posición social conservadora y adheridas 
inequívocamente a la Autoridad y al nuevo Estado", en Vizcaya se daba el caso 
de empresas participadas mayoritaria o totalmente por nacionalistas vascos.^ * 
Como criterio general se estableció que la administración de la empresa 
se dejara en manos de la parte del capital afecta a los sublevados, limitándose 
la Comisión a administrar la participación económica en dicha sociedad de los 
presuntos responsables. En el caso de tener que intervenirse la empresa por 
resultar todos sus socios presuntos responsables, si se tratara de una industria 
se pondría a disposición de la Comisión Militar de Movilización de Industrias, 
participando la Comisión de Incautaciones solo en la parte contable, y en el 
caso de los comercios se administrarían con el asesoramiento de la Cámara 
Oficial de Comercio. 
El trabajo no era fácil, la Comisión Provincial creó la Oficina de 
Información Económica de Vizcaya, que cursó oficios recabando información 
'* Escrito de Luis Zurriaran, Jefe de Información Económica de Vizcaya, firmado el 19 
de febrero de 1938, dirigido al Ministro de Justicia. A.G.A., J., R.P.(T.N.) C:774. 
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a ochocientas ochenta y cinco Sociedades Anónimas, a un millar de Sociedades 
Colectivas, en Comandita y Limitadas y a los Agentes de Cambio y Bolsa.'' 
Como resultado, a principios de septiembre de 1938 se habían embargado 
preventivamente valores por un importe de ciento cincuenta millones de 
pesetas, detectado la participación de presuntos responsables en Sociedades en 
Comandita y Limitadas por valor de varios millones de pesetas, completado un 
fichero con la distribución del capital de la mayoría de las Sociedades 
participadas con títulos nominativos y cumplimentado unas trescientas mil 
fichas sobre adquisiciones y transmisiones de bienes escriturados durante los 
veinticinco años anteriores, que incluían casi la totalidad de las transacciones 
acreditadas por los notarios de la ciudad de Bilbao.'^ La obsesión por recabar 
todos los datos posibles llevó al Jefe de la Oficina de Información Económica 
a solicitar de la Comisión Central un nombramiento, compatible con el de la 
Comisión Provincial, que ampliara sus facultades investigadoras.'' 
Un problema al que la Comisión Vizcaína tendría que hacer frente sin 
demora era el de la administración de casi cuatro mil pisos abandonados, de 
los muebles incautados, de todos los objetos requisados de procedencia 
desconocida o propiedad de los inculpados y de aquellos bienes inmuebles y 
muebles que se fueran embargando en el futuro. 
El asunto de los muebles, algunos de gran valor, planteaba, además, un 
problema logístico de compleja resolución: ni se podían vender, por no existir 
compradores en Bilbao, ni existían locales con capacidad suficiente donde 
guardarlos. Como solución se barajó que todos aquellos muebles que sobraran 
una vez equipadas las oficinas públicas se intentaran vender en otras 
localidades o se distribuyeran entre los damnificados por saqueos. En cuanto 
a los inmuebles embargados, se recomendó utilizar los palacios amueblados 
" Escrito de Luis Zuriarrain, firmado el 4 de septiembre de 1938, dirigido a la Comisión 




como sedes de los distintos organismos oficiales, evitando destinar a estos 
menesteres las viviendas particulares, cuyas rentas podían suponer una 
considerable fuente de ingresos para las arcas del Estado. Las prevenciones 
sobre la utilización de los edificios requisados alcanzaron, también, a los 
servicios públicos y de milicias, indicándose la conveniencia de que la requisa 
de inmuebles se hiciera previa solicitud oficial, estudiándose cuales de aquellos 
podrían disfiíitarlos gratuitamente. 
La requisa de viviendas vacías sirvió para paliar la escasez de 
alojamientos en las zonas de acogida de refugiados. El siguiente ejemplo, 
referido a la provincia de Toledo, sorprende por el elevado porcentaje de la 
población que supuestamente abandonó su hogar ante el avance de las tropas 
franquistas. Sobre todo, llama la atención por tratarse de un reconocimiento 
oficial: 
"Existe también otro servicio especial en esta Comisión, que es el de 
incautación de muebles de las casas de rojos huidos, que se puede 
calcular en más de un sesenta por ciento de la población o habitantes 
de la zona liberada, lo que supone un trabajo ímprobo no sólo por la 
riqueza que representa sino también por el problema de facilitar 
vivienda y mobiliario a una población venida de África y otras regiones 
que se han ido instalando en esta zona y que se va resolviendo 
concediendo muebles en depósito a los mismos, lo que además de 
resolver el problema beneficia al Estado porque en vez de estar 
abandonados o almacenados los muebles están en poder de depositarios 
con una responsabilidad de conservación. Este servicio produce un 
trabajo que puede calcularse en que ha facilitado habitación alquilada 
a base de rentas con lo que se beneficia al Estado, y muebles a unas 
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mil familias en la capital solamente"^" 
Volviendo al caso de Vizcaya, la administración de un volumen tal de 
bienes requería un importante aparato administrativo y contable. La propia 
Comisión era consciente de que el rigor contable no sólo constituía un requisito 
básico de una buena administración, sino que, además, existía la posibilidad 
de que tuviera que rendir cuentas ante los propietarios legítimos si resultaran 
declarados inocentes o se les impusiera una sanción menor al montante de los 
bienes embargados. 
Como hemos dicho, la Comisión tuvo que crear toda una red de 
colaboradores para poder desarrollar su trabajo, sobre todo en labores de 
información, intentando implicar a un número importante de personas en la 
investigación de la actuación política de sus convecinoa. Apeló de manera 
directa a "todos los buenos vizcaínos"," a la vez buenos españoles", para que 
colaboraran "sin condiciones ni veladuras" con lo que denomina "Justicia 
Tradicional Española".: 
"Y lo que se ha pedir ahora a los vizcainos en especial a los 
bilbainos no es más que la exteriorización de sus sentimientos 
españolistas. A ellos más que a nadie interesa delimitar los campos para 
que reluzca resplandeciente su patriotismo, lo cual conseguirán sin más 
que no ocultar la verdad a la acción fiscalizadora de los organismos de 
la Nueva España. Orgullo grande y definitivo podrán sentir los 
vizcainos con ésta obra de recuperación de sí mismos; no necesitarán 
la ayuda de nadie para lograr su afán de hermanarse con los demás 
españoles y podrán contestar con orgullo que la tierra de Vizcaya la 
* Escrito, firmado el 23 de octubre de 1937, del Gobernador Civil y Presidente de la 
Comisión Provincial de incautación de Bienes de Toledo dirigido al Presidente de la Comisión 
de Justicia de la Junta Técnica del Estado. A.G.A, J., R.P.(T.N.), C: 171. 
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conquistó el ejército español, pero su espíritu lo conquistaron para 
España los propios vizcaínos que al conservarse buenos españoles en 
ambiente tan hostil, merecen encontrarse entre los mejores." 
Para poder acometer tal volumen de trabajo, se hacía necesario contar 
con una red de colaboradores locales. La Comisión decidió constituir unas 
Juntas Locales, auxiliares y dependientes de ella, formadas, al menos "por el 
Alcalde, el Jefe Ixx;al de F.E.T. de las J.O.N.S y un funcionario público de 
confianza de los mismos que será también Juez Instructor a falta de Juez de 
Primera Instancia, Jefe u Oficial del Ejército o Comandante del puesto de la 
G. [sic] Civil". Las Juntas se encargarían de formar los ficheros de 
Responsables, organizar la administración de los bienes abandonados y adoptar 
las medidas precautorias necesarias para evitar la desaparición de bienes. Para 
organizar la red, el Secretario de la Comisión Provincial citó en su despacho, 
"pueblo por pueblo", a los representantes locales y recorría la provincia, en 
ocasiones acompañado del otro vocal, para evaluar sobre el terreno los 
problemas que iban surgiendo. 
Uno de los acuerdos adoptados por la Comisión revela hasta qué punto 
se pretendía llevar el examen de los antecedentes políticos de la población. A 
las Juntas Locales se les exigía que abrieran un fichero no sólo con los datos 
relativos a los presuntos responsables de la localidad, sino que dicho fichero 
se formaría a partir de las fichas que se deberían abrir a cada uno de los 
vecinos del término municipal. Es decir, la Comisión pretendía examinar los 
antecedentes políticos de todos lo vecinos, sin excepción, de una provincia de 
medio millón de habitantes^': 
'^ Según el censo de 1930 la población de hecho de la provincia de Vizcaya era de 485.205 
habitantes. Según el de 1940 de 511.135. 
108 
"El fichero de presuntos responsables lo formarán haciendo por 
cada habitante o propietario del término municipal o jurisdicción que 
se les señale una ficha por triplicado en pliego de papel blanco, que 
conste de tres partes: P . - Apellidos, nombre y domicilio.- 2*.-Causas 
de responsabilidad política.- 3^.- Bienes e ingresos de presuntos 
responsables, indicando si se hubieran vendido bienes con posterioridad 
al 18 de julio de 1936 el parentesco o amistad con el comprador." 
Los vecinos se clasificanan en tres grupos según sus antecedentes 
personales: desafectos, si hubieran incurrido en cualquiera de las causas de 
responsabilidad civil, independientemente que se pudieran apreciar atenuantes 
o eximentes; afectos, "los que por su actuación y patriotismo deban ser 
considerados como oro de Ley"; dudosos, cuando no se les pudiera clasificar 
en ninguno de los otros dos grupos, incluyendo aquí a los desconocidos. Como 
se puede ver, el listón para los considerados como afectos se encontraba muy 
alto, nada más y nada menos que ser "oro de Ley". Por el contrario, se 
presumía la culpabilidad, y no la inocencia, de los desconocidos, quienes 
pasaban a engrosar las filas de los "dudosos". 
Las fichas de los desafectos deberían ordenarse según la gravedad de 
la responsabilidad contraída, remitiéndose inmediatamente a la Comisión 
Provincial las correspondientes a los que pudieran considerarse como los 
principales responsables. Se exigía a los colaboradores que reunieran la 
información a peutir de sus propias fuentes, sin recurrir a la Policía. La 
Comisión podía solicitar directamente a la Policía que le informara de los 
antecedentes que obraran en su poder sobre los inculpados. En cambio, 
determinada información sobre la conducta política de una persona, máxime 
cuando dicha conducta se mantuvo dentro de los límites de la legalidad, sólo 
podían suministrarla quienes convivieron con ella, es decir los vecinos, los 
compañeros de trabajo o los amigos. Un procedimiento que dejaba vía abierta 
para todo tipo de arbitrariedades, agravado porque para incluir a una persona 
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en la lista de los desafectos sólo se necesitaba que uno de los colaboradores lo 
pidiera, limitándose los demás a dejar constancia de las razones por las que no 
apoyaban la propuesta. ^ ^ 
A pesar del cuidado con el que la Comisión Provincial elegía a sus 
colaboradores, les advirtió seriamente de las consecuencias que acarrearía para 
ellos el no cumplir adecuadamente con su cometido. Los engranajes del 
mecanismo depurador se dispusieron de tal modo que en caso de duda se 
curaran en salud, si no querían sufrir la misma suerte que los denunciados.^ 
La Comisión también envió por escrito instrucciones precisas a distintas 
organizaciones públicas y privadas para que colaboraran en la formación del 
fichero de responsables. El procedimiento a seguir era el mismo que el 
adoptado para las Juntas Locales, y las consecuencias para quienes no 
cumplieran lo ordenado con el debido rigor las mismas. 
Toda esta infraestructura requería considerables recursos para 
funcionar. El Secretario de la Comisión preparó, junto con los cuatro Jueces 
Instructores adscritos a ella, el presupuesto del personal y material 
indispensables para realizar el trabajo previsto en el acta programática a la que 
nos hemos venido refiriendo. '^' Sin contar al Presidente y los dos vocales de 
la Comisión Provincial y los cuatro Jueces especiales, se requerían no menos 
^ "Se ha estudiado detenidamente la conveniencia de que los colaboradores que han de 
informar utilicen los servicios de la policía, llegando a la conclusión de que deben abstenerse 
de tal procedimiento en primer término porque las brigadas de policías no deben atender más 
que órdenes de las más altas autoridades, en lo relativo a informes; en segundo término porque 
ello daría lugar a que tal vez los informantes se limitaran a remitir a la Comisión los 
antecedentes policíacos sin tener en cuenta que se estiman precisos y muy valiosos los datos 
y noticias que puedan suministrar los colaboradores por conocimiento propio y por último que 
la Comisión puede pedir los informes a dicha policía cuando lo estime necesario. Por tanto los 
colaboradores se deberán limitar a utilizar como base de sus informaciones los datos que 
posean de ciencia propia o por sus relaciones particulares" 
^ "Aimque la Comisión Provincial sabe que no se dará ni un solo caso de sanción por 
elegir sus colaboradores entre los buenos vizcainos que son magm'fícos españoles, se cree en 
el deber de advertir que la instrucción de expedientes de responsabilidad civil incoados 
directamente p>or la Comisión cuando ésta considere que debieron comenzar por informe de 
alguno de sus colaboradores, será causa de incoación de expedientes contra estos" 
^ A.G.A, J., R.P.(T.N.), C: 191. El documento está fechado el 11 de septiembre de 
1937. 
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de ciento seis personas de diferente cualificación profesional y una dotación 
presupuestaria anual no inferior a las 311.000 pts, la mayor parte dedicada al 
pago de salarios (cuadros 2 y 3). La administración de los bienes incautados 
requeriría por sí sola un tercio del presupuesto y una plantilla no inferior a 
treinta personas: tres administradores -para las fincas urbanas, para las ñncas 
rústicas, mobiliario y enseres y para créditos, acciones, valores e industrias-, 
un cajero, cuatro jefes de sección y veinticuatro auxiliares y mecanógrafos, 
además de la supervisión del Jefe de Contabilidad de la Comisión. De entrada, 
para la instrucción del expediente seguido contra el naviero e industrial 
vizcaíno Ramón de la Sota, hubo que reforz^ar el Juzgado encargado de la 
investigación con un Juez adjunto, dos peritos mercantiles, un contable y dos 
auxiliares. 
El presupuesto se nutriría del producto de las Incautaciones. La 
Comisión vizcaina aspiraba a incautar al menos el cinco por ciento de la 
riqueza de Vizcaya, lo que suponía en tomo a quinientos millones de pesetas. 
Si el servicio se prolongara durante tres años, período de tiempo que debía 
parecer a la Comisión ya excesivo, su costo total no alcanzaría el millón de 
pesetas, apenas el dos por mil de lo que se preveía ingresar. De tal modo, que 
sólo se necesitaba un crédito para poner en marcha la maquinaria, ya que el 
5% de las rentas que la Ley de Enjuiciamiento Criminal permitía dedicar a 
estos gastos no cubría, de momento, las necesidades presupuestarias 
previstas.^' 
La realidad demostraría enseguida que estas previsiones eran no sólo 
demasiado optimistas, sino, incluso, ilusorias. No sabemos si la Comisión 
Central aprobó o no el presupuesto, ni si el aparato administrativo de la 
^ La situación podía diferir mucho de una Comisión Provincial a otra. Así, por las mismas 
fechas, el presupuesto de la vecina provincia de Guipúzcoa, para una estimación de bienes 
incautables de unos cuatrocientos miUones de pts, no pasaba de las 4.800 pts. mensuales, 
sumando las dos mil del presupuesto inicial y las 2.800 de una ampliación solicitada tres meses 
después (A.G.A., J., R.P.-T.N.-, C: 171). Por tanto, el presupuesto anual de la Comisión 
guipuzcoana se situaba en tomo a las 57.600 pts, equivalente al 18'5 % del de la provincia de 
Vizcaya. 
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Comisión Vizcaina se aproximó al previsto inicialmente, aunque hay indicios 
que nos hacen suponer que no fue así en absoluto.^* Tenemos la certeza de 
que no avanzó demasiado en su trabajo. Quedaba mucha tarea pendiente 
cuando en la primavera de 1939 asumió sus competencias el Tribunal Regional 
de Responsabilidades Políticas de Bilbao. La liquidación de las 
responsabilidades políticas iba a llevar mucho más de tres años. La Comisión 
Provincial de Incautación de Bienes entregó al Tribunal Regional de 
Responsabilidades Políticas cinco mil quinientos setenta y un expedientes 
inacabados, sin contar los que se encontraban en la comandancia de la Región 
Militar pendientes de la resolución del general-jefe, ni las revisiones que se 
pudieran promover.^ Como veremos, en el verano de 1941 todavía quedaban 
por terminar en Vizcaya más de cinco mil expedientes de responsabilidades 
políticas y cerca de siete mil ochocientos esperaban ser instruidos. 
^ Junto con la documentación de la ponencia que redactó la Ley de Responsabilidades 
políticas se conserva un informe, que evidencia el fracaso de la incautación, al menos tal y 
como se había previsto. El documento no tiene fecha ni firma, piero por su contenido parece 
provenir de la propia Comisión de Incautación de Bienes de Vizcaya, e incluye, entre otra 
reflexiones críticas, un acuerdo de dicha Comisión, recogido en acta, adoptado ea una sesión 
celebrada el 22 de septiembre, -de 1937, dado que se dirige al Presidente de la Comisión de 
Justicia de Junta- en el que, tras informar que dos empleados de la Comisión se vieron 
obligados a pedir a su Secretario que intercediera para que el Ayuntamiento les concediera 
bonos de caridad para poder comer, se dice textualmente: 
"La Comisión Provincial acuerda dirigirse con todo respeto una vez más al Excmo. 
Sr. Presidente de la Junta Técnica del Estado, a través del Excmo. Sr. Presidente de la 
Comisión de Justicia, solicitando se aprueben las memorias, o una organización en la forma 
que se crea más conveniente que permita cumplir la difícil e importantísima función de 
exigencia de responsabilidad civil en la provincia de Vizcaya, pues no disponiéndose de im 
cáitimo ni para material ni para personal, no hay posibilidad de investigar, embargar y menos 
administrar, teniéndose que producir inevitablemente o colapso en el servicio que comienza o 
ima catástrofe administrativa y financiera del mismo, por ser la Incautación de Bienes un 
servicio de tal envergadura en la Provincia de Vizcaya, que aun atendiéndose con adecuados 
y potentes medios, no se puede afirmar su éxito definitivo". A.G.A, P.G., C: 4022. 
^ Memoria de la Comisión Provincial de Incautación de Bienes de Vizcaya, 22 de mayo 
de 1939, A.G.A., J., R.P.(T.N.), C:385. 
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CUADRO N»! 
COMISIÓN CENTRAL ADMINISTRADORA DE 




Ordenación de pagos 
Inspección de Comisiones y expedientes 
SECRETARÍA 
Redacción de actas 
Expedición de certificaciones 
Formalización de contratos sobre bienes incautados 
Registro de entrada y salida 
Registro de Tercerías 
Registro de créditos intervenidos y librados 
























Subasta de Bienes 
Incautados 
Ordenes de ingresos 
en Caja de 
Depósitos 
Inscripiones en el 









ELABORACIÓN PROPIA. Fuente: A.G.A., C. J.,R.P.(T.N.), C: 774 
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CUADRO 2 
PROYECTO DE PRESUPUESTO DE LA COMISIÓN PROVINCIAL 
DE INCAUTACIÓN DE BIENES DE VIZCAYA. (RESUMEN) 
CONCEPTO 
Personal para la Comisión, dependiente directo de ella 
Personal para el servicio de ficheros 
Personal para la práctica de embargos 
Personal para la administración de Bienes 
Personal para los cuatro Juzgados 
Personal eventual para el Juzgado n" 4 (para la tramitación 
del expediente "Sota") 
TOTAL PERSONAL 
Material para la Comisión 
Material para los Juzgados 
TOTAL MATERIAL 













Elaboración propia a partir del resumen presupuestario de la Comisión. 
A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 191 
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CUADRO 3 (I) 
PROPUESTA DE ADSCRIPCIÓN PERSONAL A LA COMISIÓN PROVINCIAL 
DE INCAUTACIÓN DE BIENES DE VIZCAYA 
CATEGORÍA PROFESIONAL 
PERSONAL DE GESTIÓN Y ADMINISTRACIÓN 
Jefe de contabilidad 
Administrador de Bienes 
Cajero 
Jefe de Sección de Contabilidad 
Ofícial de Secretaría 
Auxiliar de Caja 
Oficial Administrativo 








































































CUADRO 3 ( y continuación) 
PROPUESTA DE ADSCRIPCIÓN DE PERSONAL PARA 
LA COMISIÓN PROVINCIAL DE INCAUTACIÓN DE BIENES DE VIZCAYA 
CATEGORÍA PROFESIONAL 





PERSONAL EVENTUAL DEL JUZGADO N ° 4 (PARA 
TRAMITAR EL EXPEDIENTE "SOTA" 
Juez Adjunto 
Perito o profesor mercantil 
Contable 
Auxiliar 
Auxiliar de contabilidad 
TOTALC 




































Elaboración propia a partir del presupuesto de la Comisión. A.G.A., J., R.P. (T.N.) C: 
191. 
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1.2 . - L A INTERVENaÓN DE OUÉDITOS COMO MECANISMO DE REPRESIÓN 
ECONÓMICA^* 
La intervención de créditos constituye un claro ejemplo de cómo el 
proceso de depuración de las responsabilidades políticas podía acarrear 
importantes consecuencias para la actividad económica. Al quedar 
interrumpidas por la guerra las relaciones económicas entre las dos zonas en 
las que se dividió el país, las empresas, comerciantes o particulares residentes 
en la zona franquista no podían efectuar los pagos, al llegar la fecha de su 
vencimiento, de los créditos que habían suscrito con anterioridad a la guerra 
a favor de acreedores que residían en la zona republicana o se encontraban en 
paradero desconocido. Se puso en marcha un mecanismo interventor con la 
doble intención de, por un lado, proteger los intereses legítimos de aquellos 
acreedores afectos a los sublevados, quienes podían verse perjudicados si los 
deudores decidieran aprovechar la coyuntura para eludir sus obligaciones, y, 
por otro, si los acreedores resultaran desafectos, proceder a la inmediata 
incautación de las cantidades adeudadas según fueran venciendo. En el 
preámbulo de la Orden que regulaba la intervención de créditos se indicaba que 
su objetivo era "hacer efectiva con más facilidad en ciertos créditos la 
responsabilidad civil a que se refiere en su artículo 6" el Decreto-Ley de 
Enero".29 
Se declararon intervenidos por el Estado todos los créditos civiles o 
mercantiles a favor de acreedores que al estallar la guerra estuvieran 
domiciliados en localidades que en el momento de promulgarse la orden no 
^ En cuanto a la intervención de créditos, dada su importancia para el asunto que nos 
ocupa, ofrecemos una reelaboración de un anterior estudio nuestro: "'La palanca de paptel'. La 
intervención de créditos: un mecanismo de represión económica durante la guerra civil 
española", Revista de Estudios Políticos, n° 86, octubre-diciembre de 1994, págs 345-385. No 
obstante, se mantienen las referencias a las fuentes de archivo originales. 
» Orden de 3 de mayo de 1937, BOE del 5. 
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hubieran sido ocupadas. A efectos interventores, se consideraban también 
créditos "los depósitos en metálico, saldos de cuentas corrientes de metálico 
o valores y los saldos de las sucursales a favor de sus centrales o de otras 
sucursales que estén en las mismas circunstancias que las centrales" (art.l"), 
exceptuándose las primas de seguros pendientes de pago. 
Las Comisiones Provinciales de Incautación de Bienes tuvieron que 
afrontar la puesta en marcha de un complejo procedimiento interventor, que 
requería un considerable aparato burocrático. Los deudores residentes en la 
zona franquista estaban obligados a presentar una declaración jurada de sus 
deudas con acreedores domiciliados en la republicana, en el plazo de un mes 
desde la promulgación de la Orden o desde la ocupación del territorio.^ Una 
vez presentadas las declaraciones, las Comisiones Provinciales tenían que 
calificar políticamente a los acreedores y adoptar una de las siguientes 
medidas: acordar el embargo de los créditos si consideraban que los acreedores 
estaban incursos en responsabilidad, levantar la intervención si entendiesen que 
estaban manifiestamente exentos de responsabilidad o, si no se pudieran 
establecer convenientemente los antecedentes políticos del acreedor, ordenar 
el ingreso de su importe a su vencimiento en una cuenta especial abierta en la 
sucursal correspondiente del Banco de España. En este supuesto, las 
Comisiones Provinciales tenían que remitir las diligencias abiertas a la 
Comisión Central Administradora de Bienes Incautados, la cual, si estimaba 
que el acreedor era responsable, devolvía el expediente a la comisión 
Provincial de Origen para que procediera al embargo de los créditos, o, en los 
demás casos, elevaba un informe a la Junta Técnica del Estado para su 
definitiva resolución, sin que cupiera ulterior recurso. 
Si el procedimiento ya era de por sí complejo, una Orden posterior vino 
a complicarlo aun más, ya que se ordenaba a las Comisiones Provinciales que 
salvo "casos plenamente justificados", se abstuvieran de levantar la 
La extensión de la obligación de declarar a los territorios que se fueran ocupando se 
estableció por Orden de 15 de noviembre de 1937, BOE del 18. 
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intervención de créditos a favor de acreedores residentes en las localidades "no 
liberadas".^' En otras palabras, en muchos casos, por no decir en la mayoría, 
las Comisiones Provinciales sólo tenían dos opciones: declarar responsable al 
acreedor y ordenar el embargo de los créditos a su favor o calificarlo como 
"dudoso" y disponer el ingreso cautelar de los créditos vencidos o que fueran 
venciendo en la cuenta de la Comisión. Como veremos enseguida, al limitar 
el levantamiento de la intervención a cuando el acreedor resultara 
"manifiestamente exento de responsabilidad" y, "salvo casos plenamente 
justificados", hasta que no se ocupara la localidad en la que residía, se fueron 
acumulando en cuentas bloqueadas unos capitales de los cuales no se 
beneficiaban ni el Estado, ni las empresas, ni los particulares, con las 
consiguientes repercusiones negativas, tanto políticas, como económicas. 
Los acreedores afectados que se encontraban en territorio franquista, 
por encontrarse desplazados de su domicilio habitual o por haberse ocupado la 
localidad en la que residían, podían solicitar a la Comisión Provincial 
competente que resolviera sobre sus créditos intervenidos. La Comisión Central 
era la única que podía ordenar la liberación de los créditos a favor de 
acreedores que hubieran sido considerados "dudosos". 
La intervención provocó la inmediata reacción de distintos sectores, 
alarmados por las previsibles consecuencias negativas que la medida acarrearía 
para el normal desenvolvimiento de su actividad económica.^^ La Banca 
advirtió a la Comisión de Justicia de la Junta Técnica del Estado que la 
intervención, tal y como se había concebido, amenazaba con romper el 
equilibrio interno de las entidades de crédito y favorecía el atesoramiento, en 
clara contradicción con las directrices generales de la política económica, que 
3' Orden de 20 de agosto de 1937, BOE del 24. 
^^  M. ALVARO DUEÑAS, "La palanca de papel", ob cit, págs. 350-359. 
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pretendían lo contrario, es decir, hacer aflorar capitales.^' Como ha explicado 
José Ángel Sánchez Asiaín, en la España franquista se fue recomponiendo un 
sistema bancario fuertemente intervenido, pero respetando la propiedad privada 
y dejando un cierto margen de maniobra a los banqueros, a partir de las 
entidades financieras regionales y de las sucursales de los Bancos de ámbito 
estatal.^ No parecía lógico que desde el Estado se pusieran trabas adicionales 
al ya de por sí difícil, y vital para la economía de guerra, proceso de 
reconstrucción financiera. Por tanto, no es de extrañar que los Bancos 
advirtieran seriamente que si se llegara a aplicar la intervención a las entidades 
de crédito el resultado sería "verdaderamente catastrófico". 
La Comisión de Justicia cedió a las presiones y exceptuó de la 
intervención a la Banca, "en atención a las circunstancias especiales que 
concurren en los establecimientos de crédito en general".^ ^ No obstante, 
paralelamente ordenaba al Comité Nacional de la Banca Privada que le 
remitiera, tal y como el propio Comité se había comprometido, unas relaciones 
certificadas de los titulares de cuentas corrientes, depósitos en metálico y 
valores públicos o industriales domiciliados en territorio republicano, aunque 
no serían sometidos de manera general al procedimiento interventor.*^ 
Sin embargo, otros sectores económicos no pudieron eludir un 
procedimiento interventor que amenazaba con dejar sin recursos financieros a 
numerosos comerciantes y empresarios, empeñados en mantener a flote o 
reiniciar su actividad en condiciones económicas precarias. Al quedar 
" El documento suscrito por los grandes Bancos, con la firma de Mariano Cagigal, 
Director del Banco Hispano Americano y secretario del Comité Nacional de la Banca Privada, 
lo hemos reproducido y analizado en M. ALVARO DUEÑAS, "La palanca de papel...", ob. cit., 
págs 351-355. 
" J. A. SÁNCHEZ ASIAÍN, La Banca española en la Guerra Civil, 1936-1939, discurso leído 
en el acto de su recepción pública como académico de número de la real Academia de la 
Historia, Madrid, 1992, págs 53 y sigs. 
^ Orden de 5 de junio de 1937, BOE del 9. 
^ La orden se firmó el mismo día que apareció publicada en el BOE la exclusión de la 
intervención a las entidades de crédito, el 9 de junio. A.G.A, J., R.P.(T.N.), C: 191. 
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bruscamente partido en dos zonas incomunicadas entre sí el territorio que 
constituía con anterioridad un único espacio económico, no se podían ejecutar 
a su vencimiento los plazos acordados en numerosas transacciones a crédito. 
Se daba el caso de empresas o comercios, los cuales, a tenor de las 
disposiciones interventoras, estaban obligados a desembolsar el importe de lo 
que debían por mercancías compradas a crédito, sin poder cobrar p>or su parte 
los artículos ya suministrados a clientes que habían quedado en zona 
republicana, con el consiguiente deterioro de sus recursos. Se veían 
especialmente afectados aquellos sectores cuya producción se destinaba a cubrir 
la demanda en todo el territorio nacional. Así, entidades como la Liga 
Guipuzcoana de Productores, la Cámara de Comercio, Industria y Navegación 
de Oviedo, la Federación Patronal Asturiana o los Sindicatos Oficiales de 
Criadores Exportadores de Vinos y de Fabricantes Exportadores de 
Aguardientes Compuestos y Licores de Jerez de la Frontera, intentaron, sin 
éxito, que se modificara la normativa atendiendo a las peculiares condiciones 
económicas en las que se producía la intervención.^ ^ 
Los negros presagios que en mayo de 1937 podrían haberse considerado 
la reacción defensiva lógica de los sectores afectados por las medidas 
interventoras, se vieron ampliamente confirmados pocos meses después. En 
marzo de 1938, la Comisión Central Administradora de Bienes Incautados por 
el Estado elaboró una memoria cuyas conclusiones no dejaban lugar a dudas 
sobre el fracaso de la intervención, hasta el punto de que propuso su 
derogación.^* 
El máximo organismo incautador, de quien dependía la intervención, 
consideraba que sus resultados prácticos habían sido "escasos y 
contraproducentes" a causa de su carácter antijurídico, ya que presumía la 
culpabilidad de los acreedores que quedaron en zona republicana, y por haber 
'^ M. ALVARO DUEÑAS, "La palanca de papel", ob. cit., págs 355-359. 
^ La memoria, firmada el 15 de marzo de 1938, consta de veintiocho cuartillas 
mecanografíadas y con anotaciones a mano. A.G.A. , J., R.P.(T.N.) , C: 774. 
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provocado una conmoción social y económica de tal dimensión que amenazaba 
el prestigio del Régimen.^' 
La obsesión por no dej<ff a ningún responsable sin castigo, provocó 
enti-e los refugiados procedentes de la zona republicana situaciones que no 
beneficiaban, precisamente, la imagen de un Estado que se presentaba como 
redentor. La propia Comisión reconoce que la mayoría de los evadidos para 
"refugiarse en zona redimida" no disponían de otros bienes, y eso en el caso 
de tenerlos, que el dinero que se les adeudaba. Esas cantidades se encontraban 
bloqueadas a la espera de que demostraran que su conducta política no les 
hacía acreedores de sanción, mediante un procedimiento que rayaba en el 
absurdo, ya que pasaba por solicitar informes sobre sus antecedentes a la 
misma policía que había autorizado su entrada en la España franquista o les 
había entregado la documentación de refugiados, hay que suponer que 
efectuando las averiguaciones previas pertinentes: 
"Hombres perseguidos o descontentos en la zona roja, que, en 
un noble arranque de patriotismo, se apresuran, gozosos, a penetrar en 
nuestro territorio, esperando brazos abiertos que les acojan con 
generosidad fraternal, encuentran desvanecidas sus ilusiones al ver 
' ' "1°.- La legislación sobre intervención de créditos arranca de un principio antijurídico. 
Presume que todos los acreedores de zona roja son rojos, mientras no se demuestre lo 
contrario, mediante la tramitación de im expediente individual en que se los declare blancos. 
Este criterio jjesimista, de recelo y desconfianza respecto de todos nuestros compatriotas 
acreedores de zona irredenta está en pugna con las normas básicas de nuestros códigos, que 
presumen la buena fé (sic), mientras no se pruebe lo contrario. Está también en contradicción 
con el principio fundamental del Decreto-Ley de 10 de enero de 1937 sobre incautaciones, 
puesto que el artículo 6° de tal disposición legal ordena a las Comisiones provinciales la 
incoacción de expediente administrativo de responsabilidad civil, tan sólo contra las personas 
que, por su actuación anterior o coetánea a la revolución roja, fueran lógicamente culpables, 
por acción u omisión, de daños y perjuicios sufridos por el Estado o por particulares, como 
consecuencia de su oposición al triunfo del Movimiento Nacional. Que es tanto como decir que 
el Estado presupone, de buena fé (sic), que todos los ciudadanos son adictos al Alzamiento 
Nacional, mientras no se pruebe lo contrario en el oportuno expediente. 
2°.- La intervención de créditos ha producido un verdadero trastorno social y económico, con 
estrago y desprestigio del Nuevo Régimen a los ojos de los numerosos acreedores procedentes 
de la zona soviética." Doc. cit. 
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cerradas las cajas de sus legítimos deudores, por orden del Estado, que 
les recibe receloso y hostil'"*" 
Las deficiencias técnicas de las disposiciones que regulaban la 
intervención fueron una fuente continua de conflictos. Los acreedores que se 
habían ido incorporando a la zona franquista se encontraban en la práctica 
indefensos ante las maniobras de quienes intentaran, amparándose en la 
normativa, eludir el pago de sus deudas. Por otro lado, la complejidad del 
procedimiento establecido para liberar los créditos bloqueados dio lugar a 
situaciones paradójicas. Distintas comisiones provinciales emitieron fallos 
contradictorios sobre un mismo acreedor: en una se les declaraba limpios de 
responsabilidad política, mientras que en otra se les clasificaba como 
"dudosos", al no disponer de información suficiente sobre su actuación 
política. En la práctica las Comisiones manejaban información diferente, 
interpretaban la norma de manera distinta o, lo más grave, emitían su fallo sin 
investigar adecuadamente la conducta política de los acreedores.'*' 
Lejos de reportar beneficios para el Estado, la intervención estaba 
causando considerables perjuicios a una economía necesitada de capitales. La 
Comisión Central confirma que sólo una parte muy pequeña de los créditos 
intervenidos resultaban finalmente embargados, ya que se podían contar "con 
los dedos de la mano" los acreedores calificados como desafectos por las 
Comisiones Provinciales. El importe de la mayon'a de los créditos intervenidos 
se iba ingresando a su vencimiento en las cuentas bloqueadas de las 
Comisiones Provinciales a la espera de que se adoptara una resolución 
definitiva sobre la conducta política de sus beneficiarios, sin beneficiar ni al 
* Ibidem. 
*' M. ALVARO D U E Ñ A S , "La palanca de papel", ob. cit., págs 368 y sigs. En el estudio 
citado se recogen algunos ej emplos elocuentes de cómo el procedimiento interventor obstaculizó 
el fiíncionamiento de empresas de distintos sectores, entre ellas alguna de tanta importancia 
estratégica como Siemens. 
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Estado, ni a nadie. 
Ni siquiera se había conseguido que presentaran las declaraciones 
juradas de deudas todos aquellos que estaban obligados a hacerlo. La Comisión 
Central reconoce que, al no haberse fijado sanción alguna para quienes 
eludieran esta obligación, se habían producido "omisiones dolosas de 
extraordinaria cuantía". La Comisión da por bueno que no se habían declarado 
más allá de un 5 % de las deudas.*'^  Aunque nos parece exagerado que el 
incumplimiento de las disposiciones interventoras alcanzara al 95 % de los 
deudores, ya que de ser así se hubiera producido una protesta masiva de los 
acreedores afectados, desde la Junta Técnica se reconoció la gravedad de la 
situación y su Comisión de Justicia dictó una orden estableciendo un 
procedimiento de apremio para actuar contra quienes eludieran la declaración 
o no ingresaran el importe de los créditos a su vencimiento/^No sólo no se 
estaban protegiendo los intereses de los acreedores afectos a los sublevados, 
sino que los deudores se aprovechaban de las deficiencias técnicas del 
procedimiento. 
Como hemos visto, correspondía a la Comisión Central Administradora 
de Bienes Incautados por el Estado decretar la liberación o el embargo de los 
créditos de los acreedores cuyos antecedentes políticos habían sido calificados 
como "dudosos" por las Comisiones Provinciales. Aunque la Comisión Central 
no dispcmía de datos sobre el número total de expedientes de intervención de 
créditos abiertos por las Provinciales, pronto se vio literalmente desbordada 
por los que llegaban hasta ella sin resolver. Por un lado, resultaba difícil 
conocer los antecedentes políticos de personas que se encontraban en la otra 
zona. Por otro, las Comisiones Provinciales calificaron como "dudosos" a 
muchos acreedores sin investigar debidamente sus antecedentes políticos. 
"^  La Comisión Central parece aceptar la cifra obtenida por Hispano Olivetti, aunque sin 
citar la fiíente y reconociendo que no se podía comprobar su veracidad. Esta empresa había 
cotejando la documentación contable que obraba en su poder con las relaciones presentadas en 
las Comisiones Provinciales. Ibidem págs 375-377. 
^^  Orden de 21 de enero de 1938, BOE del 24. 
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presionadas por los plazos, por exceso de trabajo o, simplemente, por 
negligencia. Los magistrados asesores de la Comisión Central advirtieron de 
la corrupción del procedimiento que implicaba el que las Provinciales emitieran 
calificaciones de "dudoso" sin haber practicado investigación alguna, 
indagaciones que, en el mejor de los casos, se limitaban a un oficio de la 
Jefatura Superior de la Policía en el que se certificaba la ausencia de 
antecedentes sobre los presuntos responsables. Según los magistrados, la Orden 
de mayo era categórica al respecto: las Comisiones Provinciales sólo deberían 
calificar como "dudoso" a un acreedor y remitir las diligencias a la Central 
cuando, tras una investigación adecuada, no se hubiera reunido información 
suficiente para esclarecer su actuación política. De no ser así, se limitaría el 
carácter de "segunda instancia" de la Comisión Central"" 
La presunción de culpabilidad agravaba el problema, ya que las 
Comisiones Provinciales, las cuales estaban obligadas a pronunciarse dentro de 
un plazo cuya finalidad era, paradójicamente, no alargar el proceso, no podían 
levantar la intervención de los créditos sin que su decisión estuviera 
plenamente justificada, para lo que necesitaban reunir una información que 
difícilmente podnan obtener hasta que no se ocuparan las localidades donde 
residieran los acreedores o estuvieran domiciliadas la empresas afectadas. Ni 
podían investigar adecuadamente los antecedentes políticos de los acreedores, 
ni podían esperar hasta que la marcha de la guerra lo permitiera, por tanto no 
tenían más remedio que calificarlos como "dudosos" y remitir los expedientes 
a la Comisión Central. 
La Comisión Central veía impotente cómo llegaba hasta ella una 
avalancha de expedientes, que se acumulaban por decenas de miles en una 
"montaña de papel". Según su propio cálculo aproximativo, había ingresado 
hasta marzo de 1938 por este concepto no menos de setenta y cinco mil 
expedientes, procedentes de las quince Comisiones Provinciales que habían 
cumplido con lo ordenado, ignorándose si habían remitido todos o si todavía 
A.G.A., J., R.P.(T.N.), C:191. 
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llegarían más. A estos expedientes habría que sumar los que deberían enviar 
las veinte Comisiones restantes, estimados en no menos de cien mil.*** La 
Comisión Central se pregunta con ironía qué ocurriría si fuera cierto que sólo 
se habían declarado el 5 % de los créditos: 
"¿Quiere decírsenos cuántos millones de expedientes entrarían 
en las Comisiones de incautación de ser cierto que falta declarar el 95 
% de los créditos de zona roja, como aseguran los acreedores? Asusta 
pensarlo'"** 
Si se hubieran cumplido los plazos previstos, las Comisiones 
Provinciales sólo tendrían que estar tramitando por esas fechas declaraciones 
procedentes de los territorios ocupados en los dos o tres meses anteriores. Sin 
embargo, en marzo de 1938, no habían concluido su trabajo, a pesar de las 
reiteradas presiones de la Junta Técnica del Estado y de su Comisión de 
Justicia. Las Comisiones Provinciales, por su parte, se sienten impotentes para 
resolver el problema.''^ 
No hemos encontrado ningún balance o estadística general con el 
importe total de los créditos intervenidos o ingresados en las cuentas 
bloqueadas de las Comisiones Provinciales, aunque disponemos de datos 
elocuentes sobre algunas provincias. Precisamente, los organismos incautadores 
se quejaban de no disponer de la información necesaria para evaluar 
'^ Memoria de la Comisión Central, doc. cit. 
^ Ibidem. 
•" "Unas Comisiones mandaron algunas diligencias, casi siempre incompletas por falta 
de investigación de antecedentes personales, para dar fe de que hacían algo en ésta materia. 
Otras contestaron ponderando los millares de declaraciones presentadas y la imposibilidad de 
atender en muchos meses, el requerimiento superior. Otras, ni contestaron ni mandaron papel. 
Alguna alegó la falta de material y la escasez de plantilla y dificultades de encontrarlo 
gratuito." Ibidem. 
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adecuadamente la eficacia e impacto social de su actuación.''* 
La Cámara Oficial de Comercio e Industria de Bilbao estimaba que en 
agosto de 1937 se encontraban bloqueadas, aproximadamente, veinte millones 
de pesetas en créditos a favor de sus socios/' Ante la Comisión de Zaragoza 
se habían presentado seis mil novecientas cincuenta y una declaraciones de 
deudas, ascendiendo el valor total de los créditos declarados a 44.139.467'16 
pesetas, de los cuales, en noviembre de 1937, se habían ingresado en su cuenta 
10.139.686'59 pts., correspondientes a ocho mil doscientos cincuenta y seis 
acreedores.*" La Comisión de Valladolid había recibido declaraciones de 
créditos por valor de 14.815.196'61 de pesetas, de las cuales, hasta julio de 
1938, se habían depositado en la cuenta bloqueada de la Comisión 
5.696,229'69.*' En Baleares se habían declarado créditos por un montante de 
trece millones de pesetas ante la Comisión especial que había creado en su 
momento el comandante militar, de las que más de la mitad, siete millones, se 
habían ingresado ya cuando la Comisión Provincial de Baleares asumió sus 
competencias.*^ En la provincia de Burgos se ingresaron en la cuenta 
correspondiente en tomo a cuatro millones de pesetas*^, aproximadamente el 
mismo saldo que el de la cuenta de la Comisión de Guipúzcoa en mayo de 
1939.** En Cádiz se intervinieron créditos por valor de dos millones y medio 
de pesetas.^^ 
^ El graeso de la documentación sobre intervención de créditos conservada en el Archivo 
general de la Administración lo constituyen expedientes de intervención y liberación de 
créditos. 
"' A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 191. 
* Ibidem. 
*' A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 225. 
'^ A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 192. 
'^ A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 761. 
^ A.G.A., L, R.P.(T.N.), C: 385. 
** A.G.A., J.. R.P.(T.N.), C: 385. 
127 
Como quiera que una vez presentadas las declaraciones juradas por los 
deudores, los acreedores no podía disponer de las cantidades debidas hasta que 
fueran convenientemente depurados sus antecedentes políticos, resulta que, en 
virtud de las disposiciones interventoras en materia de créditos, se investigó 
con mayor o menor rigor, o al menos debena haberse investigado, la conducta 
política de decenas de miles de ciudadanos. De ser correctas las previsiones de 
la Comisión Central, de más de ciento setenta y cinco mil. 
A la espera de un estudio detallado sobre el impacto de la intervención 
de créditos por sectores y regiones, si ponemos en relación el número de 
expedientes tramitados con la suma de los créditos correspondientes, en los 
pocos casos en los que disponemos de estos datos para una misma provincia, 
se comprobará que el importe medio de los créditos intervenidos es 
relativamente bajo. Se trata en muchas ocasiones de lo que debían comerciantes 
o pequeños empresarios a sus proveedores. Pero la suma de lo adeudado por 
distintos clientes a un mismo acreedor sí podían suponer cantidades 
importantes. Por otro lado, es lógico pensar que fueran los ciudadanos y 
empresarios procedentes o domiciliados en las zonas más industrializadas los 
que más sufrieran en su economía los efectos negativos de la intervención, en 
la medida en que realizaban un mayor número de operaciones a larga distancia 
y a plazo. Vizcaya cayó pronto en manos de los sublevados, pero no así 
Barcelona, Madrid y Valencia. Numerosos acreedores tendrían que esperar 
para demostrar su "inocencia" y obtener la liberación de sus créditos 
intervenidos hasta los últimos meses o el final de la guerra. 
La Comisión Central describió gráficamente cuál era la naturaleza del 
problema: "¡se quería mover e intervenir un inmenso y complejo mundo de 
relaciones económicas y contractuales con una débil palanca de papel!". "El 
sombrío panorama burocrático" demostraba "la imposibilidad material de 
cumplir los preceptos legales establecidos". Para la Comisión sólo quedaba una 
salida viable: derogar la intervención o, como mal menor, reconducirla. Pero 
ni se suspendió, ni se atendieron, al menos sustancialmente, las reformas 
propuestas para solucionar el problema de los morosos, escalonar la resolución 
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de los expedientes, reducir al mínimo el número de casos en los que fuera 
necesaria la intervención de la Comisión Central y agilizar el procedimiento 
para la liberación de los créditos intervenidos.^* 
La Comisión Central Administradora de Bienes Incautados por el 
Estado no fue la primera instancia oficial, ni la más alta, que advirtió sobre la 
conveniencia de levantar la intervención, aunque lo hiciera, eso sí, con sobrado 
conocimiento de causa. La Comisión de Justicia de la Junta Técnica del Estado 
se había pronunciado en el mismo sentido varios meses antes, en octubre de 
1937, en sus alegaciones al borrador de un proyecto de Decreto-Ley, que 
nunca se promulgaría, con el que se pretendía regular la intervención de 
créditos mediante una norma de rango superior y de manera definitiva.^ ^ A 
pesar de que en el preámbulo del frustrado proyecto se reconocía que el interés 
económico nacional reclamaba la puesta en circulación de los capitales 
bloqueados, la Comisión de Justicia se pronunció en contra porque el 
articulado, paradógicamente, agravaba la intervención, cuando, a su juicio, 
urgía lo contrario, suavizarla o levantarla. 
La Comisión de Justicia de la junta Técnica del Estado, primero, y la 
Comisión Central Administradora de Bienes Incautados por el Estado, después, 
instancias ambas a quienes correspondía dirigir el entramado jurídico-
administrativo de la incautación de bienes y, en consecuencia, de la 
intervención de créditos, se mostraron disconformes con un procedimiento que 
dificultaba la normalización de la actividad económica, generaba un 
considerable trastorno social y perjudicaba la imagen del Régimen.^* Pero sus 
^ M. ALVARO DUEÑAS, "'La palanca de papel", ob. cit., págs. 379-380. 
*^  Véase todo lo relativo a la gestación del frustrado proyecto de Decreto-Ley en Manuel 
ALVARO DUEÑAS, "'La palanca de papel'...", ob. cit., págs. 365-368. Tanto el borrador del 
proyecto, mecanografiado en hojas con membrete de la Presidencia de la Junta Técnica del 
Estado, y las alegaciones formuladas por la Comisión de Justicia, recogidas en un documento 
fechado el 6 de diciembre de 1937, se encuentran en A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 191. 
^ En el informe, que atribuímos a la Comisión Provincial de Incautación de Bienes de 
Vizcaya, conservado entre la documentación de la Ponencia que redactó la Ley de 
Responsabilidades Políticas (vid. not. 25), se llega a plantear la abolición, no sólo de la 
intervención de créditos, sino de toda la legislación sobre incautaciones, y su sustitución por 
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advertencias cayeron en saco roto. En definitiva, se impone la lógica represiva 
a otras consideraciones de orden económico o político. Hasta ese punto la 
aniquilación de la "anti-España" era un objetivo prioritario, al menos, para 
determinados ámbitos del Régimen lo suficientemente influyentes para, imponer 
su criterio. 
2.- LA ORDENACIÓN GENERAL DE LA DEPURACIÓN DE LAS 
RESPONSABILIDADES POLÍTICAS: LA CREACIÓN DE UNA 
JURISDICCIÓN ESPECUL 
2 . 1 . - L A DEPURAaÓN DE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS BAJO EL ESTADO 
DE GUERRA 
El Decreto 108 de la Junta de Defensa, promulgado el 13 de septiembre 
de 1936, como sabemos, había dejado de hecho en manos de la autoridad 
militar la iniciativa para incautar de manera precautoria los bienes de los 
supuestos desafectos, aunque los embargos cautelares tuvieran que dictarlos los 
Juzgados de Primera Instancia. En realidad la Ley Marcial imperante en el 
territorio ocupado por los sublevados ponía en manos de dicha autoridad el 
un procedimiento administrativo: 
"Entonces al tener en cuenta todas estas razones y esta situación de hecho, es 
necesario pedir, pensando en España, la abolición de toda la legislación sobre incautación de 
bienes, por entender que es gravemente perjudicial para nuestra Patria, a la que le produce un 
gran colapso económico, que siempre será en parte inevitable por el hecho de la guerra y por 
el bloqueo de las cuentas corrientes que existen en la actual legislación. 
Multas gubernativas impuestas por la más Alta Autoridad debidamente informada, 
ejecutadas por los Delegados de Hacienda, siendo los Abogados del Estado postores en el 
procedimiento de apremio cuando así convenga para evitar una desamortización, seria una 
forma viable para exigir sin gran perturbación en la riqueza social de Vizcaya las 
responsabilidades económicas que sean de justicia a exigir". A.G.A., P.G., C: 4.022. 
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control de todos los poderes y por tanto la capacidad de intervenir sobre los 
bienes de los ciudadanos bajo su jurisdicción si así lo aconsejaba la situación 
bélica. En tal sentido, el general Queipo de Llano dictó un Bando el 11 de 
septiembre de 1936 -dos días antes de que el presidente de la Junta de Defensa 
firmara el Decreto referido y anticipándose seis meses a la regulación general 
de la incautación de bienes- creando la Comisión Directora y Administradora 
de Bienes Incautados y la Comisión de Banca y Comercio, la primera para, 
como su nombre indica, ocuparse de dicha incautación y la segunda para hacer 
lo propio con la intervención de créditos. Los generales jefes de las Divisiones 
orgánicas de Aragón y Baleares también decretaron la intervención de créditos 
para sus respectivas demarcaciones territoriales con varios meses de antelación 
a la orden que regulaba dicha intervención en todo el territorio franquista.^^ 
Parece lógico que la recién creada Junta Técnica del Estado, con más 
razón el propio Cuartel General de Franco, se planteara en seguida el control 
de un mecanismo que, al margen de su carácter represivo, no dejaba de 
suponer, cuanto menos, unas expectativas de acopio de recursos económicos 
para los esfuerzos bélicos. Aunque las autoridades militares pudieran seguir 
adoptando medidas precautorias sobre los bienes de los presuntos desafectos 
y se reservara la facultad de declarar la responsabilidad e imponer la sanción 
a los generales jefes de las Divisiones, lo cierto es que mediante el Decreto y 
la Orden de 10 de enero de 1937, la Junta Técnica estableció unas Comisiones 
interventoras y un procedimiento comunes para todo el territorio, creó un 
organismo superior de control, la Comisión Central de Bienes Incautados por 
el Estado, y, al menos sobre el papel, dirigió hacia un fin común los beneficios 
económicos que se obtuvieran. Posteriormente, en mayo, la Junta haría lo 
mismo en relación con el espinoso asunto de la intervención de créditos. 
Pero tal voluntad de la Junta chocó, al menos en dos casos que 
conozcamos, con la resistencia de los jefes militares a perder el control sobre 
" Recordemos que la Orden sobre intervención de créditos es del 3 de mayo de 1937. El 
general Benjumea Rey promulgó el 18 de enero de 1937 un Bando ordenando la intervención 
en las Baleares y el general Ponte y Zúñiga hizo lo propio el 19 de febrero. 
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este mecanismo represivo y proveedor de recursos económicos. Es notoria la 
resistencia que opuso Queipo de Llano a la paulatina concentración de poder, 
tanto militar como civil, en tomo al general Franco, y la debilidad política de 
la Junta Técnica del Estado, lejos de ser un gobierno de facto, sobre todo en 
fechas tan tempranas, la incapacitaba para aplicar en Andalucía medida alguna 
que no contara con el beneplácito del "Virrey". Javier Tusell ha escrito que 
"Queipo de Llano resolvía las cuestiones más urgentes de la vida económica 
y política de la zona en que ejercía su autoridad sin encomendarse para nada 
a la Junta Técnica".*" Por tanto, no es de extrañar que en octubre de 1937 la 
Comisión Provincial de Incautaciones de Bienes de Sevilla informara a la 
Comisión Central que las dos Comisiones creadas por el general Queipo no 
sólo no se habían disuelto como debierein, sino que todavía continuaban 
funcionando, por lo que dicha Comisión provincial ajjenas prestaba servicio.** 
Hasta el mes de agosto de 1938 la Comisión Directora y Administradora de 
Bienes Incautados no comenzó a remitir a la Comisión Provincial de 
Incautación de Bienes de Sevilla los expedientes inconclusos que obraban en 
su poder. *^  
Pero será la intervención de créditos, debido al complejo entramado de 
intereses afectados, la que de manera más palmaria impuso la necesidad de 
coordinar el procedimiento. La propia Comisión de Justicia de la Junta Técnica 
del Estado reconoció que las disposiciones que dictara sobre intervención de 
créditos respondían a la necesidad de unificar criterios y poner orden en un 
procedimiento decretado de manera unilateral por la autoridad militar en 
Andalucía, Aragón y Baleares, a las que pudiera haberse sumado Valladolid. 
Agobiada por las consultas y peticiones de liberación de créditos que "llovían" 
de toda España se vio obligada a establecer un mecanismo que unificara en una 
* J. T U S E L L , Franco en la guerra civil, ob. cit., pág. 168. 
*' El documento está fechado el 11 de octubre de 1937. A.G.A., J., R.P. (T.N.) , C: 191. 
*^  Memoria de la administración de los bienes incautados en la provincia de Sevilla. 10 de 
junio de 1939, A.G.A, J., R.P.(T.N.), C:385. 
132 
sola las distintas prácticas seguidas hasta la fecha, afirmando, incluso, que 
"aunque el proyecto se titulaba de intervención de créditos, más que en la 
intervención se pensaba en la manera de levantarla". No obstante sus 
propósitos, todavía en febrero de 1938 la Comisión Central se refería a la 
actitud de "rebeldía" sostenida por las Comisiones creadas por las autoridades 
militares.*' 
Hubo que esperar cuatro meses hasta que el comandante militar de 
Baleares ordenara la disolución de su Comisión. Pero mucho más se resistieron 
Queipo de Llano en Andalucía, como hemos visto, y Miguel Ponte y Zúñiga 
en Aragón. En el caso de este último pesaron de manera definitiva razones de 
índole político e intereses económicos de la oligarquía mercantil zaragozana, 
principalmente frente a sus vecinos catalanes.*^ En Aragón se decretó la 
intervención a instancias de la Cámara Oficial del Comercio y de la Industria 
de 2^agoza, dos de cuyos representantes formarían parte de la Comisión de 
Pagos Intervenidos, la cual, tendría su sede oficial en el mismo local que la 
Cámara. Las nuevas disposiciones centrales venían a poner fin a esta situación 
de privilegio, ya que en la Comisión Provincial de Bienes no se sentaría ningún 
representante directo de la Cámara. 
Algunas cifras ayudan a establecer los términos del problema. Según 
los datos suministrados por el presidente de la Comisión de Pagos Intervenidos 
de Zaragoza, se habían declarado deudas a favor de residentes en zona 
republicana por un valor de 44.139.467'16 de pts., así como cantidades 
adeudas, a su vez, desde la zona contraria a comerciantes e industriales 
aragoneses por otros 57.608.206'23 pts. Por tanto, si atendemos a estas cifras, 
la Comisión que debía disolverse fiscalizaba créditos, a favor y en contra, por 
un valor superior a los cien millones de pesetas del año 1937, cifra lo 
suficientemente importante, con todas las precauciones sobre su fiabilidad que 
se quieran, como para que los comerciantes e industriales aragoneses se 
« A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 191. 
" M. ALVARO DUEÑAS, "La palanca de papel", ob. cit., págs 361 y sigs. 
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resistieran con todas sus ñxerzas a cualquier modificación que no garantizara 
un conti"ol absoluto por su parte. Para ello contaban con el apoyo incondicional 
del general Ponte y su antícatalanísmo visceral.*^ 
El malestar de los comerciantes e industriales aragoneses y del 
general Ponte fue de tal calibre que elevaron un informe a la Comisión Central 
Administradora de Bienes Incautados y al mismísimo Franco, que dio como 
resultado que, según su presidente, se encargara a la Comisión de Pagos 
Intervenidos de Zaragoza, con "la aprobación tácita del Jefe del Estado" y bajo 
la dirección de un delegado de la Asesoría del Cuartel General del 
Generalísimo, de un proyecto de Decreto que regulara de manera definitiva la 
intervención de créditos.^ El proyecto, que finalmente no se promulgaría, 
agravaba la intervención, a pesar de que los redactores se manifestaran en 
sentido contrario en su exposición de motivos, razón por la que encontraría una 
dura oposición en el seno de la propia Junta Técnica del Estado. La Comisión 
de Justicia de la Junta no sólo se pronunció en contra, sino que, incluso, llegó 
a plantear seriamente el levantamiento de la intervención.*^ 
La Comisión de Pagos Intervenidos de Zaragoza terminaría por 
disolverse y traspasar sus competencias a la Comisión Provincial de 
Incautación de Bienes en diciembre de 1937. El intento de ordenar de manera 
general la intervención de créditos se vio frustrado, no sólo por la oposición 
** El general Ponte justifica, en un documento firmado en Zaragoza el 2 de noviembre de 
1937, su Bando creando la Comisión de pagos Intervenidos por la necesidad de "asegurar la 
efectividad de las responsabilidades que en la destrucción que sufre España, tengan personas 
naturales y jurídicas residentes, antes del Movimiento, en las zonas industriales y comerciales 
de la nación y muy especialmente en Cataluña, cuya labor antiespañola de medio siglo ha 
desbordado en la ciénaga comunista, de la cual, y muy a pesar suyo ahora, quieren salir 
limpios y a rehacer sus fortimas, sea como fuere, sus más o menos inconscientes causantes". 
A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 191. La Memoria de la Comisión de Pagos Intervenidos de 
Zaragoza en A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 367. 
** Nos hemos referido extensamente a este proyecto de Decreto en M. ALVARO DUEÑAS, 
"La palanca de papel", ob. cit. págs 365 y sigs. El proyecto, así como otra documentación 
relacionada con él en A.G.A., J., R.P.(T.N.), C:191. 
*^  La alegaciones al proyecto formuladas por la Comisión de Justicia están fechadas el 6 
de octubre de 1937. A.G.A., J-, R.P.(T.N.), C: 191. 
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que había suscitado dentro de los círculos de gobierno, sino, muy 
probabblemente, porque ya por esas fechas se estuviera pensando en regular 
definitivamente todos los aspectos relacionados con la incautación de bienes, 
o, en otras palabras, con la depuración de las responsabilidades políticas 
mediante la imposición de una sanción económica. 
2.2.- EL CONTEXTO POLÍTICO DE LA LEY DE FEBRERO DE 1939: LA PUGNA 
POR EL CONTROL DE LA NUEVA JURISDICCIÓN ESPECIAL 
Hay datos que permiten afirmar que en fechas muy próximas a la 
constitución del primer gobierno de Franco, en los estamentos encargados de 
la incautación de bienes se conocía que colaboradores muy próximos al general 
se estaban ocupando del asunto. Así, la Comisión Central Administradora de 
Bienes Incautados por el Estado se quejaba, en junio de 1938, de que se le 
concediera sólo "unas horas para formular su enjuiciamiento" sobre el proyecto 
de Ley de Responsabilidades Políticas, "cuya generación data ya de varios 
meses".** Prisas estas ciertamente sorprendentes, si tenemos en cuenta que 
el nuevo texto legal venía a ordenar la materia en la que la Comisión era, no 
sólo competente, sino su máxima responsable. 
Otro indicio de que el asunto se abordó poco después de formarse el 
Gobierno nos la ofrece Luis Pérez del Río, Juez de Primera Instancia de Pola 
de Siero, quien escribió al Ministro de Justicia, Conde de Rodezno, el 15 de 
marzo, suplicándole que estudiara un proyecto de Ley de Responsabilidades 
Civiles que él había elaborado, "ya que la oportunidad es latente como lo 
demuestra el hecho de que los asesores jurídicos del Exmo Sr. Presidente del 
Gobierno, srs. Martínez Fussé [sic] y Pérez (D. Blas) están confeccionando 
** Informe de la Comisión Central Administradora de Bienes Incautados por el Estado 
sobre el Proyecto de Ley de Responsabilidades Políticas, A.G.A. , J., R.P.(T.N.) , C: 774. 
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la redacción de un proyecto idéntico".** El "Proyecto de Bases" del juez 
asturiano está fechado en febrero y el Gobernador Civil y Presidente de la 
Comisión Provincial de Incautación de Bienes de Oviedo lo consideraba "muy 
estimable y digno".™ También conocemos un informe reservado de uno de 
los redactores de la Ley de Responsabilidades Políticas, el Auditor de Brigada 
Miguel Cambra, quién debía conocer bien como se había gestado, en el que 
también se alude a Blas Pérez como autor de un primer proyecto.'' 
De los datos anteriores nos interesa resaltar que los primeros trabajos 
encaminados a elaborar un nuevo y definitivo texto legal se sitúan en el 
entorno directo de Franco . Javier Tusell ha explicado que el Estado franquista 
continuó siendo en gran medida "campamental" a lo largo de 1937, carácter 
que mantendría en ciento modo hasta el final de la guerra, comenzándose a 
forjar el nuevo Estado a partir de 1938.^ ^ El poder decisorio supremo se 
encontraba en el Cuartel General de Franco, no en la Junta Técnica, y a 
comienzos de 1938, ya constituido formalmente un Gobierno, se mantenía la 
misma dinámica/' Por tanto, es perfectamente verosímil que fueran dos 
componentes destacados del Cuartel General quienes comenzaran a buscar una 
salida jurídica a la situación que estaba generando la incautación de bienes, que 
permitiera ordenarla sin que se resintiera su finalidad represiva. El coronel 
jurídico Lorenzo Martínez Fuset, Auditor del Cuartel General del Jefe del 
Estado, que ha pasado a la historia por ser el encargado de despachar con 
Franco la confirmación de las sentencias de muerte dictadas por los Consejos 
de Guerra, era un hombre de absoluta confianza del Generalísimo desde que 
este asumiera la comandancia general de las Canarias. Blas Pérez, muy 
*»A.G.A.,P.G.,C:4022. 
™ Una copia del proyecto en A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 774. 
"" A.C.P.G., J.T.E., leg. 20, n" 3. 
^ J. TUSELL, Franco en la guerra civil, ob. cit., págs 81-82 y sigs. 
^ n>idem, págs. 165 y sigs. 
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vinculado a Martínez Fuset, formó parte de la asesoría jurídica del Cuartel 
General de Franco desde 1937 hasta su nombramiento como Fiscal del 
Tribunal supremo en 1938, culminando su carrera política como Ministro de 
la Gobernación entre 1942 y 19577^ * 
Sea como fuere, en la redacción del proyecto de ley de 
Responsabilidades Políticas que conoció el Consejo de Ministros no participó 
Blas Pérez, ni tampoco parece que lo hiciera Martínez Fuset/^ La elaboración 
del proyecto recayó, finalmente, en el entorno de la vicepresidencia del 
Gobierno, que desempeñaba el general Gómez Jordana. Gómez Jordana ejercía 
en el Gobierno funciones de coordinación, sin interferir en el poder de Franco, 
ni de Serrano Suñer, quienes realmente mandaban.^* Esto quiere decir que los 
preparativos de la nueva ley se mantuvieron bajo control directo del núcleo de 
poder que constituían Franco y su cuñado. 
Conocemos muy poco acerca de la comisión redactora del proyecto. El 
subsecretario de la Presidencia, el Auditor de Brigada Cirilo Genovés, parece 
haber jugado un papel activo. Sabemos con seguridad que formaron parte de 
la Ponencia el ministro de Hacienda, Andrés Amado -algo lógico si pensamos 
las implicaciones de las sanciones económicas- y el jurídico militar Miguel 
Cambra.^ Ramón Serrano Suñer atribuye la elaboración de la Ley a Pedro 
^^  M. JEREZ MlR, Élites políticas y centros de extracción en España, 1938-1957, Madrid, 
Centro de Investigaciones Sociológicas, 1982, pág 157. La referencia a su vinculación con 
Martínez Fuset en P. PRESTON, Franco, 'Caudillo de España ", Barcelona, Grijalbo, 1994, pág 
585. Sobre el papel de Blas Pérez en la poh'tica judicial del franquismo M. LANERO TÁBOAS, 
ob. cit., págs. 93 y sigs. Blas Pérez escribió en septiembre de 1938, en el prólogo al libro ya 
citado que escribiera Luis Benítez de Lugo sobre las responsabilidades políticas, lo siguiente: 
"Nuestra ejecutoria es limpia; fuerza y valor nos acompañan; las vías del Imperio van siendo 
jalonadas por el credo del Ausente, el mandato de los caídos y la fe ciega de los hombres de 
buena voluntad en tomo a Franco, señor de España por derecho de fundación". 
'^  Miguel Gambra se refiere a Blas Pérez como redactor de un proyecto "anterior". Doc. 
cit. 
*^ J. TusELL, Franco en la Guerra Civil, ob. cit. págs 232 y sigs. 
" Andrés Amado era un técnico promovido al gobierno por Serrano Suñer (J. TusELL, 
Franco en la Guerra Civil.., ob. cit., pág. 226). Su condición de redactor de la Ley quedó 
recogida en una carta del subsecretario de Hacienda, Navarro Reverter (A.G.A., P.G., 
C:4.022) En cuanto a Miguel Gambra, escribió en un informe reservado, fechado el 17 de 
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González Bueno, Ministro de Organización y Acción Sindical, junto con un 
pequeño grupo de colaboradores, pero la documentación que venimos citando 
desmiente tal afirmación. De hecho, como veremos, González Bueno se 
opondrá a algunos aspectos importantes del texto elaborado por la Ponencia.'* 
El proyecto se envió a los miembros del gobierno para su estudio a 
mediados de junio de 1938, aunque el procedimiento se dilató hasta comienzos 
de noviembre, cuando el general Gómez Jordana parece decidido a presentarlo 
inmediatamente al Consejo de Ministros.^ ^ 
Serrano Suñer había jugado un papel decisivo en la formación del 
primer gobierno de Franco, el que aprobó la Ley de Responsabilidades 
Políticas, consolidando su preeminencia política en un gabinete en el que, aún 
recayendo casi la mitad de las carteras en militares, el componente falangista 
y sus amigos personales tenían un gran peso.^ ° No obstante, no se trata de un 
agosto de 1939, "... y del conocimiento que de la Ley tengo, porque como V.l. no ignora, 
formé parte de la Comisión redactora" (A.C.P.G., J.T.E., leg. 20, 3.). 
^ A la pregunta de si participó en la elaboración de la Ley, Serrano Suñer responde 
desmarcándose del asunto y cargando las tintas sobre el confuso origen político liberal de Pedro 
González Bueno: "La Ley la elaboró Pedro González Bueno con un pequeño grupo de juristas 
que tenía. González Bueno era entonces ministro de Organización y Acción Sindical, y 
procedía curiosamente del campo liberal. Había sido alumno del Instituto Escuela. No había 
sido nunca falangista. Era un ingeniero de Caminos, pero le entró el gusto de actuar en 
política. Cuando se presentó la ocasión se sumó al régimen y fue más franquista que nadie. 
Montó un tinglado sindical enorme. La mayoría de falangistas lo detestaban. Dionisio Ridruejo 
decía de él: 'Es de los que ha oído campanas y no sabe dónde'. A mí me atacan también por 
haberle apoyado" (H. SAÑA, ob. cit., p. 102.) Stanley G. Payne recoge la versión de Serrano 
Suñer, sin citar la fuente ( El régimen de Franco ob. cit., pág. 234). 
™ Que se enviara a los ministros en esas fechas se desprende de varias cartas enviadas por 
distintos subsecretarios al de la Presidencia (A.G.A., P.G., C: 4.022). En cuanto a la 
presentación del proyecto al Consejo, Cirilo Genovés escribía a Miguel Cambra el 2 de 
noviembre de 1938: "Por encargo del general te acompaño nota sobre el Proyecto de ley de 
Responsabilidades políticas que remitió el ministro de Educación Nacional, con el ruego de que 
redactes una réplica breve, sustanciosa, gambresca, y que me la envíes con la nota que yo te 
adjunto. El general tiene cierta prisa porque quiere llevar el asunto al primer Consejo" 
(A.G.A., P.G., C: 4.022). 
*° J. TusELL, Franco en la guerra civil, ob. cit., págs 225 y sigs. La composición del 
gobierno era la siguiente: Francisco Franco, Presidente del Gobierno; teniente general Gómez 
Jordana, VicepresidMite y Asuntos Exteriores; general Fidel Dávila, Defensa Nacional; 
Severiano Martínez Anido, Orden Público; Juan Antonio Síiances -del Cuerpo de Ingenieros 
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grupo homogéneo, sino de un gobierno de "concentración", en el que la 
adscripción de algunos de los ministros a las correspondientes familias de 
régimen se presenta confusa -como el carlista Rodezno, seriamente enfrentado 
con un amplio sector de sus correligionarios, el "camisa nueva" González 
Bueno o Suances, en quién parece prevalecer su condición de amigo de la 
infancia de Franco-, y en él que si hay una nota común a la mayoría de sus 
miembros esa era, cuando no su fidelidad comprobada, al menos su voluntad 
de colaborar con el "caudillo", aún a costa de granjearse la oposición de parte 
de aquellos a los que supuestamente representaban.*' Franco mantuvo su 
mando personal sobre el Gobierno y se ha escrito que tres de las carteras 
desempeñadas por militares, tan importantes como la de Defensa, Orden 
Público y Asuntos Exteriores, venían a ser una prolongación del Estado Mayor 
del Generalísimo/^ 
La complejidad de los equilibrios que se querían mantener y las 
contradicciones internas del gabinete afloraron muy pronto, hasta tal punto que 
según Javier Tusell había ya razones suficientes que justificaban su relevo en 
el verano de 1938. Por esas fechas conocieron los ministros el proyecto de Ley 
de Responsabilidades Políticas.^^ No obstante, el único que cuestionó 
abiertamente la oportunidad política de la Ley fue el monárquico Saínz 
Rodríguez, aunque otros compañeros de Gabinete sí plantearan algunas 
de la Armada-, Industria y Comercio; Ramón Serrano suñer, Interior; Andrés Amado, 
Hacienda; Raimundo Fernández Cuesta, Agricultura; Pedro González Bueno, Organización y 
Acción Sindical; Pedro Saínz Rodríguez, Educación Nacional; Conde de Rodezno, Justicia. 
*' Sobre la naturaleza poh'tica y los componentes de este primer gobierno de Franco puede 
consultarse: J. ARÓSTEGUI, "LX)S componentes sociales y políticos", ob. cit., págs 100 y sigs; 
P. PRESTON, Franco, ob. cit, págs. 369 y sigs.; M. TuÑóN DE LARA y M^ CARMEN GARCÍA-
NIETO, "La Guerra Civil", en P.Malerbe, M. Tuñón de Lara, M^ Carmen García-Nieto y J.C. 
Mainer, La crisis del Estado: Dictadura, República, Guerra (1923-1939), Historia de España 
dirigida por M. Tuñón de Lara, t. IX, Barcelona, Labor, 1981, págs.417 y sigs; J. TUSELL, 
Franco en la guerra civil, ob. cit., págs. 225 y sigs. 
^ M. TUÑÓN DE LARA y M" CARMEN GARCÍA NIETO, "La Guerra civil", ob. cit. pág. 
419. 
^ J. TUSELL, Franco en la Guerra Civil, ob. cit, págs 307 y sigs. 
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objeciones de fondo, sobre todo el Conde de Rodezno como Ministro de 
Justicia. El principal escollo lo constituyó la pugna entablada entre falangistas 
y militares por el control de la nueva jurisdicción especial, 
Por su parte, Pedro Saínz Rodríguez, ministro de Educación Nacional, 
redactó una escueta nota de folio y medio, tildando el proyecto de inoportuno, 
contraproducente y carente de sentido político.^ En primer lugar se pregunta 
si no sería conveniente esperar al final de la guerra, entre otras razones porque 
al comenzar a correr el plazo de prescripción de las responsabilidades se daba 
la impresión de que se premiaba la resistencia del enemigo. Pero, sobre todo, 
porque al fijarse tan amplios motivos de responsabilidad, los afectados señan 
muchos, y era previsible que todos los incursos en responsabilidad se opusieran 
decididamente al triunfo de "la causa" y muchos se convirtieran "en otros 
tantos agentes de los intentos de pacto". A este peligro añadía el que, 
alcanzando la responsabilidad a una parte tan amplia de la sociedad, se 
generaría un problema de tal magnitud que pudiera llevar a forzar "indultos o 
amnistías, al amparo de los cuales escaparían entonces, juntamente con la 
masa, los grandes responsables y los traidores". Como alternativa propone 
crear la figura delictiva imprescriptible de alta traición y resaltar la 
ejemplaridad de las sanciones. En definitiva, según su criterio la Ley era un 
arma de doble filo que jxxiría terminar por volverse contra el Gobierno : 
"Con ello se evitaría, además, el peligro de que la Ley se convirtiera 
en un arma que desborde la intención y el control del Gobierno. Las 
leyes de responsabilidades políticas se han convertido siempre en 
instrumentos peligrosos del poder político. Esta Ley conduciría 
seguramente a la formación de un nuevo poder en detrimento del 
régimen de plana unidad de mando." 
^ Nota sobre el proyecto de Ley de Responsabilidades Políticas. A.G.A. , P .G. , C: 4.022. 
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Pedro Saínz Rodríguez no rechazaba, evidentemente, la necesidad de 
depurar las responsabilidades políticas, pero sí la oportunidad de hacerlo en ese 
momento y del tal modo. Algunas de las observaciones resultarían, en cierto 
sentido, proféticas. Como veremos en los siguientes capítulos, aunque no se 
produjeran indultos generales, ni mucho menos amnistías, se terminarían por 
limitar los supuestos de responsabilidad para dar una salida rápida, guardando 
en lo posible las apariencias, a los expedientes que se amontonaban sin 
resolver. 
La Ponencia defiende en su réplica la oportunidad de la Ley y rebate 
todas las objeciones planteadas por el ministro de Educación Nacional. ^ ^ En 
su argumentación confirma lo que hemos venido explicando: la Ley de 
Responsabilidades Políticas venía a ordenar procedimientos represivos puestos 
en marcha con anterioridad. Según los autores del texto no se podía esperar 
hasta el final de la guerra "por la sencilla razón de que el estado actual de la 
materia sobre la que versa dicha ley es insostenible y altamente perjudicial 
para la Nación"^ 
La Ponencia rechazó todas aquellas enmiendas formuladas por los 
ministros que hubieran modificado sustancialmente el proyecto, no sin antes 
advertir sobre "el fenómeno, no por previsto menos significativo" de la 
disparidad de juicios que dicho proyecto había suscitado en los distintos 
ministerios.*^ Se intentó escudar en la complejidad de la Ley y la novedad de 
su contenido, sin precedentes en el ordenamiento jurídico español, para 
explicarar las discrepancias, pero algunas enmiendas van más cdlá de 
problemas "tecnicojurídicos", por llamarlos de alguna forma, y ponen en 
evidencia diferencias políticas en el seno del gabinete. Así, la clave del control 
" Según una acotación escrita a mano en el original, su autor fue Cambra. Réplica a la 
nota del Sr. Ministro de Educación Nacional sobre el proyecto de Ley de Responsabilidades 
Políticas, A.G.A., P.G., C: 4.022. 
^ La cursiva es nuestra. 
" Réplica a las observaciones formuladas por los distintos ministerios. También fueron 
redactadas por Miguel Cambra. A.C.A., P.C., C: 4.022. 
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de la jurisdicción se encuentra en la naturaleza de los Tribunales, de ahí el 
encono con el que se abordó su composición. Lo mismo se podría decir de las 
diferencias sobre los plazos para la comparecencia de los inculpados y la 
proposición de pruebas de descargo -que a Justicia le parecían "angustiosos" 
y a Organización y Acción Sindical excesivos- o sobre la extensión del arbitrio 
judicial -a Defensa le parece que los Tribunales deben imponer las sanciones 
a "su libre albedrío" y a Justicia que debía recortarse. 
De hecho, el conde de Rodezno, como Ministro de Justicia, había 
lanzado una verdadera carga de profundidad sobre el proyecto, que le valió, 
a pesar de su condición de carlista, ser tildado de liberal por la ponencia. 
Partiendo de la base de considerar "justísima" la reparación de los daños 
causados mediante una sanción económica, sin embargo consideraba que la 
futura Ley no debería denominarse de Responsabilidades Políticas, sino de 
"reparaciones civiles al Estado Nacional", porque su función habría de ser la 
de garantizar dicha reparación y no la de castigar el criterio político. En sus 
propias palabras: 
"El título 'Ley de responsabilidades políticas' lo creemos poco 
afortunado porque rezuma represalia o paganía; porque parece que se 
castiga el criterio político, siendo así que no es ley de castigo si no de 
reparación, la cual adviene no de los subjetivo que es el ideario del 
individuo o de la agrupación orgánica de individuos constitutiva de la 
persona o entidad jurídica, si no de lo objetivo que es el daño 
producido. 
Por todo ello opinamos que la ley debe denominarse "Ley de 
reparaciones civiles del Estado Nacional"^* 
^ Acotaciones al proyecto de Ley sobre responsabilidades políticas, Vitoria, 16 de julio 
de 1938. A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 774. Tal denominación también causó extrañeza a la 
Comisión Central Administradora de Bienes Incautados por el Estado. Doc. cit. 
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Las enmiendas propuestas por el ministerio de Justicia reflejan, en 
cierto modo, el tipo de desajustes que la convivencia entre "lo nuevo" y "lo 
viejo" provocaban en este primer gobierno de Franco. Javier Tusell ha escrito 
sobre el conde de Rodezno que "curiosamente, tal vez porque su trayectoria 
política era ya relativamente larga, su talante personal tenía un tono liberal, 
aunque sus ideas fueran la antítesis de esa doctrina".*' Algunas de las 
enmiendas propuestas desde su Ministerio, encaminadas, aun tímidamente, a 
mejorar las garantías jurídicas de los inculpados, pudieran entenderse en el 
contexto en el que se produjeron como resabios de un "caduco" liberalismo. 
Mónica Lanero, situándose en el contexto más amplio de la política judicial del 
franquismo, considera, a la vista de la enmiendas, que "parece que se 
enfrentan dos concepciones jun'dicas: la totalitaria de la Ponencia y un 
pensamiento jurídico todavía de raíces liberales del Ministerio de 
Justicia ' '^o obstante, las discrepancias no son de suficiente envergadura 
como para llegar a cuestionar la pertinencia de la Ley, ni siquiera su 
oportunidad política. 
La respuesta de la Ponencia a las enmiendas formuladas por el 
Ministerio de Justicia es contundente: no todo el criterio político subjetivo es 
lícito. Muy al contrario, como venimos explicando, en el supuesto nexo causal 
entre determinadas doctrinas políticas y los daños sufridos por la Patria 
radicaba una buena parte de la legitimación ideológica de la sublevación 
militar. En palabras de la ponencia: 
"Censura también el Ministro de Justicia el título de la ley, 
porque, según él, parece que se castiga 'el criterio político', lo 
'subjetivo del ideario', cuando sólo se debía buscar la manera de 
reparar lo objetivo, el 'daño producido'. Pero si todo criterio político 
^ J. TUSELL, Franco en la guerra civil, ob. cit. pág 230. 
* M. LANERO, ob. cit., pág 331, not. 35 
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subjetivo se considera lícito y respetable, no concibe la ponencia cómo 
de lo lícito puede generarse un daño que obligue a su reparación. Que 
el pensamiento no delinque podrá ser verdad en el aspecto político 
mientras aquél no se exterioriza; pero sostener que cuando se siembran 
entre las masas idearios perniciosos mediante la propaganda o la 
actuación, sólo se ha de reparar el daño, cosecha inevitable de tal 
siembra, sin castigar ésta de ningún modo, equivale a afirmar que se 
debe sancionar el efecto y dejar impune la causa, lo que constituye una 
enorme inconsecuencia del más puro sabor liberal. "'* 
No era el momento para florituras jurídicas. La "salud pública" exigía 
depurar a los enemigos de la patria, quienes "por sus ideas, actuaciones o sus 
antecedentes políticos" podían "constituir un grave peligro para la nueva 
España", peligro que había que "evitar sin pararse en escrúpulos jurídicos". 
Sólo en una cuestión crucial, la naturaleza y composición de los 
juzgados y Tribunales que habrían de investigar y juzgar las responsabilidades 
políticas, se modificaría el proyecto de Ley. Y no porque la Ponencia cambiara 
su criterio a la vista de las enmiendas presentadas, que no lo hizo, sino por una 
decisión política tomada desde lo más alto del poder. Mientras que en el 
Proyecto se otorgaba la competencia en esta materia a juzgados y Tribunales 
militares, y los ministros falangistas presionaban para que fuera el Partido el 
que se encargara de ella, en el texto definitivo de la Ley que saliera del 
Consejo de Ministros se optó por una solución de compromiso: la creación de 
Tribunales mixtos, compuestos por militares, miembros de F.E.T. de las 
J.O.N.S. y magistrados de carrera.^ ^ 
" Subrayado en el original. Réplica a las observaciones formuladas por distintos 
ministerios. A.G.A., P.G., C: 4.022. 
'^ Abordamos ya este asunto en un trabajo anterior. M. ALVARO DUEÑAS, "Los militares 
en la represión política de la postguerra: la jurisdicción especial de responsabilidades políticas 
hasta la reforma de 1942", Revista de Estudios Políticos, n° 69, julio-septiembre de 1990, 
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Las relaciones entre militares y falangistas estuvieron marcadas a lo 
largo del franquismo por el recelo mutuo, fruto de su pugna por la hegemonía 
política.*^ El alto mando de las fuerzas armadas estaba formado en su mayor 
parte por militares monárquicos y conservadores que no aceptaban la retórica 
populista y los modos del falangismo, ni siquiera cuando quedó encuadrado, 
tras la unificación de 1937, en el nuevo partido único. A fin de cuentas, quién 
se había levantado en armas había sido el Ejército, y los falangistas eran para 
muchos militares simples compañeros de viaje, que debían acatar 
disciplinadamente el mando militar. Como escribe Femando Chueca "a pesar 
de las continuas odas a la unión entre Falange y Ejército, es lo cierto que eran 
muchas más las fobias que las filias mutuas, sobre todo según se iba 
ascendiendo en el escalafón".^ 
El proyecto de Ley de Responsabilidades Políticas, tal y como lo 
redactara la ponencia, preveía la creación de una jurisdicción especial militar, 
que se encargara de esta materia "con exclusión de cualquier otra 
jurisdicción".** Los expedientes se instruirían en Juzgados Instructores 
Militares y se fallarían en los Tribunales de Responsabilidades Políticas, 
constituidos con dos Jefes del Ejército y un Jefe u Oficial del Cuerpo Jurídico 
Militar. Tanto los jueces instructores, como los miembros de los Tribunales, 
serían nombrados por la Vicepresidencia del Gobierno a propuesta del 
Ministerio de Defensa. El Alto Tribunal de Justicia Militar, constituido en Sala 
o Sección especial, integrada por dos Generales y un Auditor, actuaría como 
instancia superior. Para la formación de la pieza separada de embargo y la 
ejecución de la sanción económica, así como para ocuparse de los pleitos de 
págs. 141-162. 
" J. C. LOSADA MALVÁREZ, ob. cit., pág 134 y sigs. y 226 y sigs; R. CHUECA, El 
Fascismo en los comienzos del régimen de Franco. Un estudio sobre FET-JONS, Madrid, 
Centro de Investigaciones Sociológicas, 1983, págs. 265 y sigs. 
** F. CHUECA, ob. cit., pág 272. 
^ Proyecto de Ley de Responsabilidades Políticas, art. 18. A.G.A., P.G., C: 4.022. 
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carácter civil que dichas acciones pudieran provocar, se creaban unos Juzgados 
Civiles Especiales adscritos a cada Tribunal, a cargo de un Juez de primera 
instancia o Magistrado de la carrera Judicial, nombrados, también, por la 
Vicq)residencia del Gobierno, pero en este caso a propuesta del Ministerio de 
Justicia. Las Audiencias Territoriales y Provinciales correspondientes, 
constituidas en sección especial, verían las apelaciones que se pudieran 
interponer contra las decisiones de los Juzgados Civiles. Además, se creaba un 
organismo político dependiente de la Vicepresidencia del Gobierno, la 
Delegación de Responsabilidades Políticas, con funciones directoras, 
inspectores y coordinadoras, a cuyo frente se encontraría un Delegado, con la 
categoría de General del Ejército, y un Subdelegado, de la de Auditor General 
o de División del Cuerpo Jurídico Militar, nombrados libremente por el 
Gobierno.^ 
No cabe duda que esta organización, calificada como "sencilla hasta 
más no poder" por la Ponencia y de "complicación enorme" por el Ministerio 
de Justicia, requeriría una plantilla difícil de cubrir dadas las circunstancias, 
en especial en lo referente al Cuerpo Jurídico Militar, cuyos miembros eran 
absorbidos por una Jurisdicción castrense sobredimensionada por la guerra. El 
tiempo terminaría por dar la razón al Ministro. La ponencia sostenía que los 
puestos en los Tribunales se podía recurrir a Jefes y Oficiales destinados en 
tareas burocráticas, retirados o mutilados útiles. En cuanto a las vacantes 
reservadas para el Cuerpo Jurídico Militar, la Ponencia propone que se recurra 
a un procedimiento que ya se venía empleando: la militarización, como 
Oficiales honorarios, de Jueces, Notarios, Abogados del Estado, Catedráticos, 
Registradores y similares. Su incorporación se haría siempre "vestidos de 
uniforme militar y sujetos a la disciplina castrense"^ 
Pero el criterio militarista de la Ponencia no era, ni mucho menos, 
compartido de manera general. Desde la componente falangista del Gobierno, 
** Ibidem, arts. 18 al 33. 
'" Réplica a las observaciones formuladas por distintos ministerios, doc. cit., pág. 16. 
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Raimundo Fernández Cuesta, Secretario General del Movimiento y Ministro 
de Agricultura, y Pedro González Bueno, Ministro de Organización y Acción 
Sindical, reclamaron para el partido el derecho a juzgar las responsabilidades 
políticas, algo que los militares no podían aceptar en modo alguno.'* En 
primer lugar, conviene recordar que hasta ese momento eran las autoridades 
militares quienes imponían las sanciones económicas por responsabilidades 
políticas, con carácter inapelable, aunque la investigación y administración 
cautelar de los bienes incautados, así como la designación de los jueces civiles 
o militares que instruían los expedientes, fueran competencia de las Comisiones 
Provinciales de Incautación de Bienes. Pero, sobre todo, porque la Jurisdicción 
especial que ahora se creaba resultaba complementaria de la actividad represiva 
que venía ejerciendo la Castrense. Por tanto, si las circunstancias no habían 
cambiado, nada justificaba que Tribunales Militares no se siguieran ocupando 
en exclusiva de reprimir a los considerados como desafectos, función para la 
que la Jurisdicción Castrense se consideraba legitimada jurídica y moralmente, 
en la que, además, había demostrado su eficacia. La Ponencia defendía su 
propuesta arrancando, como no podía ser menos, de la Ley Constitutiva del 
Ejército: 
"Con arreglo a la Ley Constitutiva del Ejército, 'constituye la 
primera y más importante misión del mismo, sostener la independencia 
de la Patria y defenderla de sus enemigos interiores y exteriores', y, en 
cumplimiento de tal deber, en julio de 1936 se alzó contra los enemigos 
interiores que, desde las alturas del Poder usurpado, querían entregar 
"* En un documento que recoge las enmiendas, al menos en parte, formuladas por F.E.T. 
de las J.O.N.S., en el texto correspondiente al preámbulo se incluye el siguiente párrafo: 
"Interesa a España comprensión y energía en el arduo problema de las 
responsabilidades políticas y por ello se recomienda toda su depuración con la consiguiente 
tramitación procesal, hasta llegar a ia propuesta de sanciones, a Falange Española 
Tradicionalista y de las J.O.N.S., ya que par dichas tareas son necesarias, la emoción y el 
nervio revolucionario que es nervio del movimiento". A.G.A., P.G., C: 4.022. 
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a España al marxismo y a la Masonería internacional"^ 
El "Glorioso Movimiento Nacional" era obra del Ejército, a la que se 
sumaron los "españoles dignos de tal nombre". El recelo hacia los partidos 
políticos se refleja en el hecho de que no se refiera a los partidos como tales, 
sino a los militantes, y no sólo a los falangistas. En un rasgo característico del 
militarismo político, se considera que la institución castrense transciende las 
luchas partidistas. Por tanto, si el Ejército era el artífice del Movimiento 
salvador, por encima de los partidos políticos, a él le correspondía juzgar las 
responsabilidades contraídas por los enemigos de la Patria: 
"Al Movimiento iniciado y llevado a cabo por el Ejército, se sumaron 
los tradicionalistas, falangistas y afiliados a Renovación Española y a 
otros partidos que, por encima de todo, sentían la Patria. No puede, 
por tanto, decirse que el Glorioso Movimiento sea obra de un partido 
político, sino que lo fué [sic] del Ejército secundado por todos los 
españoles dignos de tal nombre. 
Siendo ello así, es indudable que al Ejército corresponde exigir 
las responsabilidades, tanto en lo criminal, como en lo político, a 
cuantos coadyuvaron de algún modo a la subversión de todo orden de 
que era víctima nuestra Nación. Y si por eso viene entendiendo la 
jurisdicción castrense en los delitos contra el Movimiento, que 
constituyen los hechos más graves, no se adivina la razón para que el 
principio se quiebre y se substraigan a la jurisdicción aquellos otros 
hechos que, siendo menos graves, porque no llegan a constituir delito, 
entrañan, sin embargo, una responsabilidad política, tomada esta 
palabra en su más amplia acepción. Quién puede lo más ¿Por qué no 
" Ibidem, pág 13. 
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ha de poder lo menos?'°° 
La Ponencia, haciendo gala de una buena dosis de cinismo, insiste en 
que los Tribunales militares, al no actuar por móviles políticos, no levantarían 
el recelo que sin duda provocaría la actuación de Tribunales del Partido. Como 
si los presuntos responsables fueran a confiar en la mayor "imparcialidad" de 
los militares que formaran los Tribunales encargados de juzgar su actuación 
política: 
"Aparte de la anterior razón doctrinal, no es posible desconocer 
que la actuación judicial de F.E.T. y de las J.O.N.S se miraría por 
muchos con enorme recelo, pues [sic] no faltarían quienes dijeran, 
aunque fuese injustamente, que sus fallos se inspiraban en la pasión y 
que utilizaban la función pública que se les encomendaba como 
formidable arma política para fines de captación o de represalia 
exclusivamente.'""' 
Como otras razones de peso en favor de los Tribunales militares se 
arguye que la jurisdicción castrense era "más rápida, rígida y expeditiva que 
la ordinaria", y que el Estado no podía renunciar a la potestad exclusiva de 
imponer sanciones y ejecutarlas con fuerza coactiva. 
Además, se incluye un argumento con el que parece que se quisiera 
dejar zanjada la discusión: el carácter militar de la nueva jurisdicción atendía 
"insinuaciones de S.E. el Generalísimo". Dado que en 1938 difícilmente nadie 
tomaría en vano el nombre del Generalísimo, debemos concluir que Franco 
""• Subrayado en el original. Ibidem, pág 14. 
"" Ibidem, pág. 15. 
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conocía el Proyecto, al menos en sus líneas generales, y que había manifestado 
su acuerdo con él. Pero en algún momento durante su tramitación, y después 
de redactada la réplica de la Ponencia a las enmiendas de los ministros, en las 
altas esferas se decidió modificar la parte orgánica del Proyecto para dar 
entrada en los Tribunales a representantes de F.E.T. de las J.O.N.S. y a 
magistrados de carrera. Si tenemos en cuenta, por un lado, que esta fue la 
única modificación sustancial que sufiió el Proyecto y, por otro, que a pesar 
de estar lista a primeros de noviembre para su presentación en el Consejo, la 
Ley no se promulgaría hasta tres meses después, no parece descabellado pensar 
que tal retraso se debiera a las dificultades por encontnu" una fórmula que 
permitiese sortear, mal que bien, el escollo. 
La formación de Tribunales mixtos -de cuya composición nos 
ocuparemos con detalle en el próximo epígrafe-, aparentemente tan salomónica, 
encaja bien en la conocida política de equilibrio entre las "familias" que 
practicara Franco hasta el final de su Régimen. Pero conviene matizarla. Los 
militares mantenían un papel preponderante, ya que se les adjudicaba en 
exclusiva la titularidad de los Juzgados de Instrucción y la Presidencia de los 
Tribunales Regionales, es decir la instrucción de los expedientes y el control 
del órgano jurisdiccional encargado de fallarlos. La inclusión de magistrados 
de carrera como ponentes, además de implicar a la judicatura de manera 
directa en la represión política, podía resultar útil al introducir un elemento de 
aparente normalidad jurídica en los Tribunales especiales.'°^ 
Por último, no podemos pasar por alto un tercer elemento de equilibrio: 
la Presidencia del Tribunal Nacional. Como instancia superior, el Consejo de 
Ministros sustituyó la prevista Sección especial del Consejo Supremo de 
Justicia Militar por un Tribunal Nacional de Responsabilidades Políticas, 
constituido por cuatro miembros. Las tres vocalías se cubrían según el reparto 
establecido, es decir, una correspondería a un general o asimilado de la 
'"^  En posteriores epígrafes nos ocuparemos del papel jugado por la judicatura en los 
Tribunales de ResfK>nsabilidades políticas. 
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Armada, otra a un Consejero de F.E.T. de las J.O.N.S. y la tercera a un 
Magistrado de carrera. Pero la Presidencia, designada libremente por el 
Gobierno al igual que las vocalías, recaería sucesivamente, como vimos, en 
dos personas de fidelidad probada que no eran militares, jerarcas de Falange 
o Magistrados de carrera. 
Como se puede observar, tras el paso del Proyecto por el Consejo de 
Ministros se perfila con mayor nitidez la naturaleza política de los Tribunales 
de Responsabilidades Políticas. En tal sentido, su composición mixta, la misma 
que se dará al Tribunal para la Represión de la Masonería y el 
Comunismo °^^ , presenta similitudes con la del Tribunal del Pueblo nazi, pero 
se diferenciaba del Tribunal alemán y del Tribunal para la Defensa del Estado 
de Italia en que estos quedaron bajo control del Partido único. ^ °* El 
Volksgerischtshof, creado en 1934, estaba formado por jueces y militares nazis 
y miembros del Partido Nacional-Socialista, nombrados personalmente por 
Hitler. Los integrantes del Tribunales per la Difesa dello Stato, que venía 
actuando en Italia desde 1926, procedían sólo de la oficialidad de la milicia del 
partido fascista y de los tres ejércitos, aunque con predominio absoluto de los 
últimos, llegando los lugartenientes de la milicia a desplazar de su presidencia 
a los generales del Ejército regular. Como venimos insistiendo desde el primer 
capítulo, en España el Ejército se ocupó de la represión política desde el 
comienzo mismo de la guerra, en virtud de la desmesurada extensión de las 
competencias de la jurisdicción castrense que supuso la declaración del Estado 
de Guerra, mientras que en Alemania e Italia la preponderancia del Partido 
'"^  El Tribunal para la Represión de la Masonería y el Comunismo estaba presidido "por 
quién libremente designe el Jefe del Estado y constituido, además, por un General del Ejército, 
un jerarca de Falange Tradicionalista y de las J.O.N.S y dos letrados, nombrados todos del 
mismo modo". Art. 12 de la Ley de 1 de marzo de 1940 sobre represión de la masonería y el 
Comunismo, B. O.E. del 2 de marzo. 
'*• Sobre ambos tribunales véase J. CANO BUESO, ob. cit, pág 82 y sigs.; M. LANERO 
TÁBOAS, ob. cit., pág 36. Los dos se ocupaban de prácticamente los mismos "delitos 
políticos", entre ellos de la traición y de los atentados contra las autoridades, aunque muchos 
autores coinciden en señalar el que, a pesar de su dureza, no se puede comparar al Tribunal 
italiano con los de otros totalitarismos contemporáneos. En el Régimen de Vichy los delitos 
políticos eran competencia de Tribunales militares. (M. LANERO TÁBOAS, ibidem). 
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constituye uno de los rasgos característico de sus Tribunales políticos, tal y 
como le hubiera gustado a Falange que ocurriese en la Jurisdicción especial 
española. En palabras de Ménica Lanero, "en Italia y Alemania no asistimos 
al aumento de competencias de la jurisdicción militar, sino que el 
enjuiciamiento de los delitos de carácter político corresponde a tribunales 
especiales compuestos total o parcialmente por miembros del Partido, 
tribunales que incluso llegan a detraer competencias de la jurisdicción militar 
en delitos como sabotaje y derrotismo"''^ ^ 
En cualquiera de los casos, ni en el Proyecto elaborado por la 
Ponencia, ni en el texto definitivo de la Ley, se cuestionaba la dependencia 
directa de la nueva Jurisdicción especial de la Jefatura del Gobierno, por tanto 
del generalísimo Franco, a través de su Vicepresidencia, control que se vio 
reforzado al eliminarse la participación del Consejo Supremo de Justicia 
Militar -que pudiera haber gozado de cierta autonomía jurisdiccional, que no 
política- y la prevista Delegación de Responsabilidades Políticas. 
No obstante, muy pronto se debió pensar en la factura política que 
podía pasar una vinculación tan directa entre la Presidencia del Gobierno y la 
depuración de las resjwnsabilidades políticas, y el Subsecretario encargó a 
Miguel Cambra, como jefe de la Sección de Responsabilidades Políticas de la 
Presidencia, que estudiara la manera de traspasar la Jurisdicción, mediante 
Ley, a otro departamento ministerial.'*'* La postura del antiguo Ponente de 
la Ley fue tan rotundamente contraria a esta posibilidad que hasta incluyó una 
velada amenaza de dimisión, en el caso de que la sección que el dirigía se 
trasladaba a otro Ministerio."" Lo sorprendente es que sus argumentos no 
105 M. LANERO TÁBOAS, ob. dt., pág. 336. 
'*• Informe reservado de Miguel Gambra, Auditor de Brigada Jefe de Sección, al 
Subseaetario de la Presidencia del Gobierno, fechado en Burgos el 17 de agosto de 1939. 
A.C.P.G., J.T.E, leg. 20, n° 3. 
"" "Antes de terminar, me imf>orta hacer constar que las anteriores observaciones que 
respetuosamente formule [sic], nacen exclusivamente del deseo de aportar elementos de juicio 
para que la determinación que se adopte sea la más acertada, y del conocimiento que de la Ley 
tengo, porque como V.I. no ignora, formé parte de la Comisión redactora. Pero en la difícil 
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van más allá de ponderar el papel coordinador interdepartamental y directivo 
adjudicado por la Ley a la Presidencia del Gobierno, concretado en su potestad 
para efectuar nombramientos, instruir a la Jefatura Superior Administrativa 
sobre asuntos económicos o políticos relevantes y dictar disposiciones legales, 
funciones que podían ser asumidas perfectamente por otro departamento 
ministerial. Nos atrevemos a aventurar, ateniéndonos al conflicto que generó 
la composición de los Tribunales -no olvidamos que Miguel Cambra fue el 
encargado de defender el carácter exclusivamente castrense de la Jurisdicción-, 
que los militares no estaban dispuestos a aceptar dependencia orgánica alguna 
que situara la Jurisdicción especial bajo control de un ministerio "civil". Tal 
posibilidad no tomaría cuerpo hasta la reforma de la Jurisdicción del año 1942. 
2.3.- LA LEY DE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS DE 1939 
Francisco Franco firmó la Ley de Responsabilidades Políticas en Burgos 
el 9 de febrero de 1939, en el "tercer año triunfal", aproximadamente un año 
después de que se iniciaran los trabajos para su redacción, lo que nos da una 
idea de las dificultades que debieron sortearse.'°*No se trataba de una Ley 
cualquiera, ni siquiera de una disposición represiva más. Es al mismo tiempo 
un instrumento represivo y legitimador. Como vimos en el primer capítulo, su 
finalidad excede el declarado objetivo represivo de "liquidar las culpas de este 
orden contraídas por quienes contribuyeron con actos u omisiones graves a 
formar la subversión roja, a mantenerla viva durante más de dos años y a 
[sic.J tarea de concebirla y darle forma, versando sobre una materia que carecía de precedente, 
y en el enorme trabajo de constituir después [sic], los Tribunales y poner en marcha la nueva 
Ley (con todas las incidencias a que ha dado lugar y sin contar con personal auxiliar), no me 
he guiado mas [sic] móvil que el de servir a mi Patria y al glorioso Movimiento Nacional, sin 
que tenga interés personal en seguir encargado de esta Sección; aunque estoy siempre a las 
órdenes de V.I. y de S.E. el Jefe del Estado con la mayor subordinación y reverencia." 
i« B.O.E. de 13 de febrero de 1939. 
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entorpecer el triunfo, providencial e históricamente ineludible, del Movimiento 
Nacional", tal y como se recoge en el preámbulo. La Ley es en sí un 
instrumento de legitimación ideológica del Estado franquista, en la medida en 
que los "delitos" que reprime encierran la clave de la "destrucción material y 
espiritual de la patria" y, por tanto, la justificación de la sublevación militar 
y la "Cruzada". Cuantos más fueran los responsables, y mayor la 
responsabilidad de sus dirigentes, más necesaria se presentaría la solución de 
fuerza final. De aquí la amplitud e imprecisión de los causas de 
responsabilidad. 
La necesidad de legitimar el nuevo Estado sobre las culpas contraídas 
por el anterior, contradice la pretendida naturaleza redentora de la depuración 
política. Según sus redactores, la Ley permitiría que "los españoles que en haz 
apretado han salvado nuestro país y nuestra civilización y aquellos otros que 
borren sus yerros pasados mediante el cumplimiento de sanciones justas y la 
firme voluntad de no volver a extraviarse, puedan convivir dentro de una 
España grande y rindan a su servicio todos sus esfuerzos y todos sus 
sacrificios". Pero los principios recogidos en la exposición de motivos no 
concuerdan con la dureza punitiva de la Ley, que dejaba al arbitrio de los 
nuevos Tribunales especiales el castigar, incluso, comportamientos que en 
circunstancias normales se considerarían triviales, como la militancia de base 
en un partido político legal.''® 
El Presidente del Tribunal Nacional de Responsabilidades políticas, 
advirtió a los Tribunales Regionales cuando iban a comenzar su tarea que la 
Ley buscaba "armonizar los sagrados intereses de la Patria con el deseo de no 
"" J. CANO BUESO ha escrito que la "Política Judicial Especial de Franco se inspira en un 
determinado sentimiento cristiano que compatibiliza 'generosidad' con el rigor en los castigos". 
Añade que "los adversarios ideológicos son considerados como 'culpables' a los que hay que 
'otorgar caminos de redención, dividiéndoseles, de una parte, en 'responsables f>or ignorancia 
o flaqueza' y, en algunos casos -si son mayores de setenta años- en irresponsables por 
'debilidad mental', y de otra, en responsables con 'verdadera malicia'. En todo caso, tanto de 
unos como de otros se espera 'la rectificación sincera de sus pasados extravíos' y su 
'encauzamiento por seguros derroteros hacia el bien y el provecho patrio', en la esperanza que 
el Gobierno tiene de conseguir de ellos la 'rectificación anhelada'". ( ob. cit., pág 105) 
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quebrar la vida económica de los particulares", pero "en cuanto fuera 
compatible con la necesaria e imprescindible sanción", instándoles a no 
olvidar, como norma de conducta, las palabras que pronunciara Fr<inco en su 
mensaje del 18 de julio de 1938: 
"Lo pródigo de la caridad cristiana, que no tiene límites para los 
engañados y para los que arrepentidos vengan de buena fe a nuestro 
campo, no rebasará los límites de la prudencia ni permitirá infiltrarse 
a nuestro lado a los recalcitrantes enemigos de la Patria; que la salud 
de esta, como la de los cuerpos necesita de cuarentena para quienes 
proceden del campo apestado "'^ ° 
La Ley de Responsabilidades Políticas es un instrumento represivo 
específicamente concebido para eliminar de raíz cualquier referente político o 
ideológico discordante con los postulados de los vencedores. Gracias a ella se 
pudo extender el brazo punitivo del nuevo Estado, incluso, hacia 
comportamientos políticos que habían sorteado hasta ese momento la actuación 
represiva del Régimen, al no constituir motivo de delito tipificado en los 
Códigos. Por otro lado, la Ley vinculaba estrechamente la Jurisdicción de 
Responsabilidades Políticas a la militar, dado que la primera debería fijar la 
sanción económica complementaria a las condenas dictadas por la segunda. 
Promulgada cuando el final de la guerra se vislumbraba muy próximo -aunque 
su gestación hubiera sido muy lenta- constituye una demostración palmaria de 
que el incipiente Estado franquista no concebía otra estrategia de consolidación 
que no pasara por una absoluta aniquilación del enemigo. Sólo se dejaba una 
salida a los vencidos: cumplir la penitencia que se les impusiera y hacer firme 
'"• Instrucciones sobre la aplicación de la Ley de Responsabilidades Políticas dirigidas a 
los tribunales Regionales. Copia del escrito enviado a los Tribunales, sin fecha. A.G.A., J., 
R.P.(T.N.) , C: 1.297. 
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propósito de la enmienda. La Ley de Responsabilidades Políticas se convirtió 
en símbolo de lo que el profesor Aróstegui considera como una negativa a la 
transacción política con el enemigo sin precedentes en las guerras civiles 
españolas contemporáneos."' 
El carácter antijurídico de la Ley ha sido resaltado por distintos 
especialistas. Juan Cano Bueso la ha llegado a calificar de "monstruosidad 
jurídica" y Ernesto Pedraz Panalva, refiriéndose a algunos aspectos concretos, 
de "desprop>ósito jurídico"."^ Entre los rasgos más característicos de la Ley 
se han citado su carácter retroactivo, que permitía juzgar hechos 
completamente legales -y políticamente legítimos- cuando se produjeron. Se 
conculcaban garanti'as jurídicas más elementales, como la presunción de 
inocencia y el derecho del acusado a utilizar los medios de prueba que estime 
oportunos para su defensa y a recurrir las decisiones judiciales, sin más 
limitación que las vigentes en el ordenamiento jurídico. Establecía unos 
Tribunales nítidamente políticos, perdiendo la sanción su carácter personal, 
pudiéndose inculpar, juzgar y condenar a presuntos responsables fallecidos, y 
se dejando excesivamente al arbitrio judicial la calificación de los hechos y la 
determinación de las penas. 
Nos encontramos ante una Ley de excepción, que extiende el delito 
político hasta límites desconocidos en el ordenamiento jurídico anterior y crea 
para su represión una Jurisdicción especial inédita.'*^ La propia Ponencia no 
tenía empacho en adjudicar a la Ley una finalidad profiláctica cuya importancia 
para la supervivencia de la "nueva España" no permitía "pararse en escrúpulos 
jurídicos". 
111 J. ARÓSTEGUI, "LOS componentes sociales y poh'ticos", ob. cit., pág. 104. 
"^ J. CANO BUESO, ob. cit., págs. 93 y sigs; E. PEDRAZ PENALVA, ob. cit. Véase también 
I. BERDUGO GÓMEZ DE LA TORRE, ob. cit.. 
" ' Sobre los delitos políticos en España con anterioridad a la guerra civil de 1936, puede 
consultarse A. FIESTAS, LOS delitos políticos en España (1808-1936), Salamanca, Librería 
Cervantes, 1994, 2* ed. 
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2.3.1.- Las causas de responsabilidad 
Si hay un elemento de la Ley que se haya destacado, ese es, sin duda, 
su carácter retroactivo. Es difícil encontrar en la historiografía actual referencia 
a la Ley que no lo resalte. Se creó un instrumento legal que permitía 
considerar delictivos hechos que en el momento de producirse estaban 
revestidos de la más absoluta legalidad e, insistimos de nuevo, legitimidad 
moral y política. El nuevo Estado declaró "la responsabilidad política de las 
personas, tanto jurídicas como físicas, que desde primero de octubre de mil 
novecientos treinta y cuatro y antes del dieciocho de julio de 1936, 
contribuyeron a crear o agravar la subversión de todo orden de que se hizo 
víctima España y de aquellas otras que, a partir de las segundas de dichas 
fechas, se hayan opuesto o se opongan al Movimiento nacional con actos 
concretos o con pasividad grave"(art. I'')."" 
En el proyecto de Ley no se fijaba límite temporal a la retroactividad 
de la Ley, por lo que, de no delimitarse esta cuestión habría que haber exigido 
responsabilidades políticas, tal y como la Comisión Central Administradora de 
"'* Cabía una interpretación que permitiría retrotraer aún más los efectos de la Ley en 
determmados supuestos de responsabilidad. El Juez Instructor de Responsabilidades Políticas 
de Salamanca se planteaba tal posibilidad en un informe elevado, el 11 de ocUibre de 1939, al 
Tribunal Regional de Responsabilidades Políticas de Valladolid: "El artículo 1° retrotrae la Ley 
a la fecha de 1° de octubre de 1934. Ahora bien, ¿cabe aplicarla sancionando hechos ocurridos 
con anterioridad a esta fecha? A primera vista y dentro de ios moldes clásicos la contestación 
es negativa, pero el mismo articulado de la Ley al concordarlo con el Código Penal Ordinario 
permite la sanción de hechos cometidos con anterioridad a la fecha tope de 1° de octubre de 
1934. Véanse los casos j) y k) del artículo 4°, sobre todo el primero: en él se castiga a 'los 
que hubieran excitado o inducido a la realización de los hechos comprendidos en los apartados 
anteriores'[..]Hay que entender que la Ley habla de inducción en el mismo sentido que tiene 
esta palabra en el n° 2° del art.l4 del Código Penal[..,]Según esto hay que aplicar 
íntegramente al inductor o al excitador la doctrina del número 2° del art. 14 del Código Penal: 
la inducción o excitación no es simultánea sino anterior al hecho; y en la inducción de que se 
trata en la Ley, encaminada, no a la realización de un hecho concreto sino la desviación de 
todo im sistema ideológico, conducta y actuación político-social, cabe un gran lapso de tiempo 
entre la acción del inductor y la del inducido. Esta es, en definitiva, la doctrina sentada por 
el Alto Tribunal de Justicia Militar a los conceptos de rebelión por inducción o excitación la 
rebelión. Y este es, al modesto juicio del juez que suscribe, el espíritu de la Ley[...l" . 
A.G.A., L, R.P. (T.N.), C: 157. 
157 
Bienes Incautados por el Estado señaló con vehemencia no exenta de cierta 
ironía, al menos desde 1812: 
"Si no se recoge en el proyecto ese punto inicial, resultará, a tenor del 
artículo que comentamos, que habrá que exigir responsabilidades 
políticas a todos los Partidos liberales nacidos después de la 
Constitución de Cádiz de 1812, hito generador de la ruptura de nuestra 
tradición política y del afrancesamiento y liberalización subversiva de 
nuestra Patria, y premisa doctrinal de la que arranca, lógicamente, a 
través de un siglo, el proceso desintegrador que nos ha conducido a las 
tristes consecuencias que hoy estamos padeciendo"^^^ 
Por su parte, el Ministerio de Justicia, sin pronunciarse sobre la fecha 
de referencia, advierte del peligro de que la ausencia de tope pudiera hacer 
surgir "un mundo de responsabilidades insospechadas, con el peligro de que 
la profusión de responsabilidades [hiciera] contemporáneo el episodio de la 
gran comedia de hoy. ¿Quién mató al comendador? Fuenteovejuna". El tono 
irónico no debe minimizar la importancia del asunto. De hecho, al fijarse como 
fecha límite el primero de octubre de 1934, tal y como propuso la propia 
Ponencia siguiendo las indicaciones de varios Ministros, se ampliaba la 
exigibilidad de responsabilidades en relación a lo contemplado en el Decreto 
108, que tomaba como referencia las elecciones de febrero de 1936. El 
"^ Mientras no se indique lo contrario todas las referencias documentales de este epígrafe 
provienen de los siguientes documentos, algunos ya citados: Réplica a las observaciones 
formuladas por distintos Ministerio, Observaciones Formuladas por distintos Ministerios en 
relación con el artículo 4", Réplica a las observaciones formuladas por distintos Ministerios 
al artículo 4" (A.G.A., P.G., C: 4.022), Acotaciones al Proyecto de Ley sobre 
responsabilidades Políticas, elaboradas por el Ministerio de Justicia, Vitoria, 16 de julio de 
1938, y Informe sobre el Proyecto de Ley de Responsabilidades Política de la Comisión Central 
Administradora de Bienes Incautados por el Estado, 25 de junio de 1938 (A.G.A., J., R.P. -
T.N.-, C: 774). 
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carácter simbólico de la revolución asturiana, como referente ideológico de la 
derecha reaccionaria, cobra de este modo pleno sentido. En palabras de la 
Ponencia: 
"Se ha tomado como límite retroactivo la fecha I** de octubre 
de 1934 teniendo en cuenta que en la revolución que a primeros de 
dicho mes tuvo lugar en Asturias, ya se manifestó la barbarie marxista 
con las mismas características que en la de 1936, por lo que, a partir 
de entonces, no cabían equívocos, pues quedaron, desde aquella época, 
perfectamente definidos quienes representaban a España y quienes a la 
anti-España." 
Era necesario, a efectos de depurar las responsabilidades políticas, 
delimitar quienes integraban la anti-España. En primer lugar, se confirma la 
ilegalidad, declarada en septiembre de 1936 por el Decreto 108 de la Junta de 
Defensa, de todos los partidos y organizaciones afines al Frente Popular, de 
las organizaciones "separatistas" y de todas que se hubieran opuesto al 
Movimiento, cuyos bienes "pasarán íntegramente a ser propiedad del Estado", 
confirmándose las incautaciones que se hubieran efectuado en virtud de la 
legislación anterior (arts. 2** y 3°) 
Para las responsabilidades individuales hubo que redactar una larga lista 
de supuestos "delictivos" (art. 4°), la cual, como dijimos en su momento, 
guarda una gran similitud con la que elaborara la Comisión de Incautación de 
Bienes de Vizcaya para uso de su red de informantes y colaboradores. Se 
establecieron diecisiete causas de responsabilidad, algunas de ellas t£m 
generales que, dependiendo de la interpretación judicial, podrían alcanzar a 
cualquiera que no comulgara con la ideología de los sublevados. Así, se 
consideraban causas de responsabilidad "haber realizado cualesquiera otros 
actos encaminados a fomentar con eficacia la situación anárquica en que se 
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encontraba España y que [hizo] indispensable el Movimiento Nacional" 
(supuesto k) o "haberse opuesto de manera activa al Movimiento Nacional" 
{supuesto 1), sin especificar que se entendía por acto "eficaz" u "oposición 
activa". 
La Ponencia, aun coincidiendo con algunos Ministros en la necesidad 
de delimitar claramente qué hechos debieran considerarse como causas de 
responsabilidad política, sin embargo, reconoce textualmente que la redacción 
es intencionalmente imprecisa, con el fin de que el Gobierno pudiera regular 
la intensidad de la represión según criterio políticos. La tipificación ambigua 
de las figuras delictivas garantizaba la adecuada orientación política de las 
resoluciones judiciales. Otro ejemplo de como el fin justifica un medio 
jurídicamente muy poco escrupuloso: 
"Pero tal concrección, no podía ser tan casuística que comprendiera al 
detalle todos los casos que puedan presentarse, por lo que había de 
quedar, y quedó encuadrada en apartados con margen necesario de 
apreciación en algunos de ellos, margen, que si detenidamente se 
examina, se verá es más de carácter restrictivo que ampliatorio de la 
responsabilidad. Por otra parte esta flexibilidad era necesaria para que 
en todo caso el Gobierno, a la vista de las circunstancias del momento, 
pueda regular la mayor o menor rigidez en su aplicación, llevándolo a 
cabo por medio de las instrucciones, que siguiendo las orientaciones 
que establezca, trasmitirá la Delegación General de Responsabilidades 
Políticas." 
La redacción de este artículo no sufrió modificaciones sustanciales en 
el texto definitivo, manteniéndose el criterio político frente a otros de índole 
jurídico que pudieran haberse barajado. 
La primeras de las causas de responsabilidad fijadas por la Ley ha 
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llevado a algunos juristas, incluso al Ministro de Justicia de entonces, a 
plantear la existencia de una duplicidad contraria derecho, al posibilitar que un 
inculpado fuera juzgado y condenado dos veces por el mismo hecho. Se 
consideraba motivo de responsabilidad política el "haber sido o ser condenado 
por la jurisdicción militar por alguno de los delitos de rebelión, adhesión, 
auxilio, provocación, inducción o excitación a la misma, o por los de traición 
en virtud de causa criminal seguida con motivo del Glorioso Movimiento 
Nacional" (supuesto a). La ponencia negará tal duplicidad, argumentando que 
en este supuesto los Tribunales se limitarían a fijar una sanción económica, "de 
reparación", que no imponían los Consejos de Guerra (art 8). De hecho, en el 
caso de expedientes incoados por testimonio de sentencia procedente de un 
Consejo de Guerra, los Juzgados de Responsabilidades Políticas se abstenían 
de investigar los hechos prejuzgados por la Jurisdicción castrense (arts. 8 y 
53). 
Como hemos dicho en varias ocasiones, la Ley de Responsabilidades 
políticas criminalizaba actuaciones políticas legítimas, las cuales, incluso, 
gozaban en el momento en que se produjeron de especial protección jurídica 
por tratarse del ejercicio de derechos fundamentales. La participación en la 
vida pública y la expresión de las ideas políticas estaban amparadas por la 
Constitución de 1931. La vinculación criminal entre el ejercicio de estos 
derechos y la "destrucción material y espiritual de la Patria", no puede 
sustentarse, por tanto, sobre razones jurídicas, sino que se establece mediante 
un nexo puramente ideológico, cuyo objetivo último buscaba la eliminación de 
cualquier rastro de disidencia política en la sociedad española. 
Pasan a ser causas de responsabilidad política el pertenecer o haber 
pertenecido, como dirigente o afiliado, o haber representado a cualquiera de 
los partidos y organizaciones proscritas, aunque se exceptúa la militancia como 
simple afiliado a organizaciones sindicales (supuestos b y c).''* Sorprende 
"* Supuesto b: "Haber desempeñado cargos directivos en los partidos, agrupaciones y 
asociaciones a que alcanza la declaración del artículo 2°, así como haber ostentado la 
representación de los mismos en cualquier clase de Corporaciones y organismos, tanto públicos 
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que la Ley especifique que la militancia que constituía causa de responsabilidad 
era aquella verificada con "anterioridad al "dieciocho de julio de mil 
novecientos treinta y seis, y mantenida hasta esa fecha" (supuesto c). En 
realidad, como reconoció la Ponencia, se quena tener en cuenta aquellos casos 
de mUitancia forzosa que se produjeron en zona republicana durante la guerra, 
pero por "razones políticas" se prefirió no introducir este supuesto como 
eximente. ^ ^^  Los autores de la Ley se resistían a incluir en su redacción nada 
que pudiera interpretarse, si quiera remotamente, como una posible vía de 
escape para los enemigos. La responsabilidad también alcanzaba a quienes 
hubieran desempeñado cargos de confianza por nombramiento del Gobierno del 
Frente Popular o hubieran continuado ocupando puestos de esa índole bajo su 
mandato {supuesto d), a todos aquellos que sin militar en las organizaciones 
prohibidas se hubieran significado a su favor o voluntariamente hubieran 
contribuido económicamente con ellas {supuesto ¿) y a los directivos y 
miembros de los Consejos de Administración de las empresas que hubieran 
favorecido al Frente Popular y a las entidades proscritas, haciendo hincapié en 
las periodísticas {supuesto p)}^^ 
como privados." 
Supuesto c. "Haber figurado, a virtud de inscripción efectuada con anterioridad al 
dieciocho de julio de mil novecientos treinta y seis, y mantenida hasta esa fecha, como afíliado 
de los partidos, agrupaciones y asociaciones a que se refiere el apartado anterior, excepción 
hecha de los simples afíliados a organismos sindicales." 
"^ Doc. cit. 
"* Supuesto d: "Haber desemi>eñado cargos o misiones de carácter político o administrativo 
de índole civil y calificada confianza por nombramiento del Gobierno del Frente Popular, con 
retribución o sin ella, salvo los que deban su nombramiento a la elección y fueran de filiación 
política completamente hostil al mismo. También se considerarán comprendidos en este caso 
los que, sin nombramiento de dicho Gobierno, hubieren continuado desempeñando con él 
cargos de aquella ¿idole en la administración central." 
Supuesto e: "Haberse significado publicamente por la intensidad o por la eficacia de 
su actuación a favor del Frente Popular o de los partidos y agrupaciones comprendidos en el 
artículo 2°, o contribuido con ayuda económica a los mismos, prestada de manera voluntaria 
y libre y con propósito deliberado de favorecerles, aunque no se hubiesen desempeñado cargos 
directivos o de representación, ni cargos o misiones de confianza, ni se tratase de afiliados a 
aquellos." 
Supuesto p: "Haber adoptado en el desempeño del cargo de presidentes, consejeros 
o gerentes de Sociedades y Compañías, de manera voluntaria y libre, acuerdos de ayuda 
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A nadie se le escapa, y a los Ministros que aprobaron el texto tampoco, 
que en virtud de los anteriores supuestos se podía expedientar por 
responsabilidades políticas a centenares de miles de personas, que para el 
Ministro de Industria pudieran llegar a ser "millones". Es más, en su redacción 
primitiva el Proyecto no contemplaba la exención de los simples afiliados a 
organizaciones sindicales ni, en el caso del desemi)eño de cargos por 
nombramiento del Gobierno del Frente Popular, de las personas de "filiación 
política completamente hostil" a la de quienes les nombraron que ocuparan 
puestos de carácter administrativo. Sobre todo, desde algún Ministerio se 
objetó el que se extendiera la depuración de las responsabilidades hasta los 
militantes de base, aunque por razones distintas, para el Ministro de Justicia 
de índole jurídica y para los ministros de Agricultura y de Industria y 
Comercio de carácter político. 
El Ministro de Justicia consideraba que debía suprimirse la simple 
afiliación política como causa de responsabilidad ya que "la mera adhesión aun 
sin fijar fecha, sin actuaciones u omisiones culpables no causa daño ni es 
posible cifrarlo". Sus colegas recurrieron a argumentos de tipo político, como 
las consecuencias negativas que para la imagen del Régimen acarrearía un 
proceso de apertura masiva de expedientes. Es más, Raimundo Fernández 
Cuesta, Secretario General del Movimiento a la vez que Ministro de 
Agricultura, invocó a Franco, aunque sin éxito, para reforzar un planteamiento 
de corte populista -referencia incluida al "estado de necesidad" de las clases 
populares- que deja entrever el proyecto falangistas de incorporar las masas 
trabajadoras redimidas a las organizaciones del Partido."^ 
económica al Frente Popular o a partidos o entidades incluidos en el artículo segundo, o para 
propaganda, o para empresas periodísticas de dicho ideario, o para los gastos de las elecciones 
de mil novecientos treinta y seis, o para los Gobiernos rojos,o rojos-separatista" 
' " La Ponencia resumió así la postura del dirigente falangista: "Estima debe desaparecer 
como causa de responsabilidad, la simple filiación, y exigir ésta en el caso de ostentación 
pública de ideas extremistas siempre que haya producido un daño social apreciable. Basa esta 
opinión en la tesis reiteradamente expuesta en sus discursos por nuestro Caudillo consistente 
en buscar la responsabilidad allí donde realmente existe, es decir, en los dirigentes, en los 
propagandistas, en los sostenedores de la lucha de clases, para perdonar a los engañados, 
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La Ponencia se mostró inflexible, precisamente porque entendía que 
gracias a su gran número de afiliados pudieron las organizaciones prohibidas 
"adquirir la preponderancia a que llegaron en 1936". Si esta fue la postura de 
la Ponencia, cabe preguntarse en qué momento se plantearon las dos 
excepciones, muy importante la que se refiere a los afiliados a sindicatos, que 
introdujeron un elemento de sensatez, si es que se puede hablar de tal en 
semejante contexto, en la redacción definitiva de los dos artículos aludidos. 
Entre las causas de responsabilidad hay un supuesto que gira en tomo 
a las elecciones de febrero de 1936, considerando como comportamientos 
delictivos no sólo haber sido candidato o apoderado de los partidos del Frente 
Popular o de sus aliados, sino también el haber formado parte del Gobierno de 
Pórtela Valladares que las convocó y presidió, haber desempeñado cargos bajo 
su mandato o haber sido candidato de los partidos que lo componían, o haber 
sido compromisario de dichos partidos en la elección de Manuel Azaña como 
Presidente de la República en abril {supuesto j) }^^ 
Los sublevados buscaron su propia legitimación negando legitimidad a 
los gobiernos del Frente Popular. El proyecto de Ley de Responsabilidades 
Políticas fue redactado bastante antes de que se creara, en diciembre de 1938, 
la Comisión que debía dictaminar la ilegitimidad de los poderes republicanos. 
Pero tanto el uno como la otra respondían al mismo intento de dar cobertura 
jurídica a un discurso legitimador que se venía repitiendo desde la victoria 
electoral del Frente Popular, profusamente extendido por la derecha 
reaccionaria. En su discurso justificativo, el Frente Popular habría usurpado 
el poder en febrero de 1936, gracias al fraude electoral, ejerciéndolo desde 
irresponsables en su ignorancia o justificados muchas veces por un estado de necesidad que les 
inq)ulsaba a la asociación condicionadora y distribuidora de jornales" 
' ^ Supuesto f. "Haber convocado las elecciones para Diputados a Cortes del año mil 
novecientos treinta y seis; formado parte del Gobierno que las presidid o desempeñado altos 
cargos con el mismo, o haber sido candidato del Gobierno, o candidato, apoderado o 
interventor de cualquiera de los partidos del Frente Popular y de sus aliados y adheridos en 
ellas; o haber sido compromisario de tales partidos para la elección de Presidente de la 
República en el propio año." 
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entonces de manera ilegítima. Por tanto, siguiendo su lógica, la responsabilidad 
política recaía tanto en los que accedieron y ejercieron el Gobierno de manera 
fraudulenta, como sobre quienes se lo facilitaron disolviendo unas Cortes con 
mayoría derechista y permitiendo el fraude electoral. Es más, el propio Frente 
Popular contribuyó, paradógicamente, a reforzar este argumento, ya que, como 
es sabido, provocaron la sustitución de Alcalá Zamora mediante el artificio 
legal de considerar injustíñcada la disolución de las anteriores Cortes.'^' 
Poco importaban a los sublevados las razones de fondo que llevaron a los 
integrantes del Frente popular a favorecer la sustitución del Presidente, como 
tampoco les importaban las de Alcalá Zamora, a quién incluirían entre los 
"máximos responsables", pero el argumento se lo daban servido: la propia 
Cámara elegida de míuiera "fraudulenta" había declarado formalmente que la 
disolución de la anterior, a p>esar de que había facilitado su acceso al poder, 
no estaba justificada. Para la derecha antirrepublicana, la disolución de las 
Cortes derechistas, el fraude electoral en 1936 y la elección como Presidente 
de la República de su dirigente más significado constituían tres fases de la 
estrategia de asalto al poder diseñada por el Frente Popular. 
En su justificación de la depuración de las responsabilidades políticas, 
el jurídico militar Luis Benítez de Lugo, incluye entre los "hechos 
determinantes de tales situaciones políticas anormales" anteriores al 18 de julio 
de 1936, el "falseamiento de la voluntad popular en las elecciones del 16 de 
febrero de 1936" y el "cese anticonstitucional y golpe de Estado consiguiente 
por el Gobierno y Parlamento, del entonces Presidente de la República". Si la 
destitución de Alcalá Zamora constituía un "golpe de Estado", la elección de 
'^' Como se ha contado en numerosas ocasiones, en virtud del artículo 81 de la 
Constitución, el Presidente de la República podía disolver las Cortes hasta dos veces durante 
SU mandato, pero en el caso de la segunda, el primer acto de las nueva cámara sería examinar 
la necesidad del decreto de disolución de la anterior, siendo destituido si la votación resultara 
desfavorable. Para forzar la sustitución de Alcalá Zamora, se consideró que la disolución de 
la Cámara en 1936 era la segunda de las que ]K>día disponer, aunque la primera lo hubiera sido 
en realidad de unas Cortes Constituyentes. Los diputados del Frente Popular votaron contra 
el Presidente, mientras que las derechas se abstuvieron, contando Alcalá Zamora con sólo 
cinco votos a su favor contra doscientos treinta y ocho. Muchos autores han presentado esta 
decisión como uno de los mayores errores políticos cometidos por el Frente Popular. 
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Azaña y cualquier acción de gobierno posterior carecían de legitimidad 
constitucional: 
"La interpretación del artículo 81 de la Constitución no admitía dudas 
a este respecto. En su consecuencia son anticonstitucionales e ilegítimos 
los acuerdos adoptados posteriormente por el Gobierno y Parlamento 
en las elecciones de compromisarios, así como la elección por estos de 
nuevo Presidente, comprendiéndolo así el cuerpo electoral, puesto que 
apenas votó en estas elecciones compromisarias la tercera parte del 
censo. De ello se colige, asimismo, que cuantos actos han emanado de 
este nuevo régimen antijurídico, adolecen del indicado vicio de 
origen. "'^ ^ 
La responsabilidad contraída en el ejercicio de las tareas parlamentarias 
se extiende hasta aquellos "Diputados que en el Parlamento de mil novecientos 
treinta y seis, traicionando a sus electores, hayan contribuido, por acción o 
abstención, a la implantación de las ideas del Frente Popular y de sus 
programas" (supuesto g). Este supuesto -cuya redacción final se cambiaría con 
respecto a la del proyecto, aunque sin modificar su contenido'^- es de 
aplicación a los Diputados de los partidos no comprendidos en la declaración 
de fuera de la Ley recogida en el propio texto (art. 2^). La ambigüedad de su 
redacción permitiría castigar, si se deseaba, a los diputados de partidos como 
'^ LUIS BENÍTEZ DE LUGO Y REYMUNDO, ob. cit., págs 49-51 y 56. Recordemos que este 
capítulo fue escrito con anterioridad a diciembre de 1938, cuando todavía no se había 
promulgado la Ley de Responsabilidades Políticas, refiriéndose originalmente a la incautación 
de bienes y las disposiciones que la regulaban. 
'^ El texto del proyecto decía " Haber tenido una intervención destacada en el Parlamento 
en el ano 1936 que entrañara una disconformidad con principios fundamentales de orden y 
autoridad, o bien una identificación con el ideario del Frente Popular, o que facilitara la 
consecución del mismo; o, por último, una actuación que haya impedido la oposición 
formulada al expresado ideario por las minorías de orden del citado Parlamento". 
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la Lliga Catalana, el Radical o los pequeños republicanos de derechas o 
centristas, que no se incluían entre las organizaciones proscritas, pero que por 
su carácter tampoco gozaban de las simpatías de los franquistas. Recordemos, 
por ejemplo, que compromisarios de las organizaciones citadas votaron a favor 
de la investidura de Manuel Azaña como Presidente de la República y que 
muchos de su dirigentes y militantes se mantuvieron fieles a la legalidad 
republicana en julio de 1936. 
Entre los responsables políticos no podía excluirse a los masones. En 
el proyecto se consideraba causa de responsabilidad el haber pertenecido a la 
Masonería, aunque en su redacción definitiva se exceptuará, en contra del 
criterio de la Ponencia, aquellos miembros que abandonaron voluntariamente 
su disciplina o fueron expulsados de ella antes del comienzo de la guerra 
(supuesto h).*^ Durante la discusión del proyecto de Ley, Juan Antonio 
Suances, Ministro de Industria y Comercio y amigo personal de Franco, 
mostró un especial encono hacia la Sociedad secreta, considerando que las 
sanciones previstas por la Ley de Responsabilidades Políticas resultaban 
"inadecuadas" para un "tipo de delincuencia tan peligrosa" y mostrando su 
posición favorable a la elaboración de "una disposición especial contra los 
afiliados a la Masonería con sanciones mucho más graves".'^^ 
Algo más de un año después se promulgaría la Ley sobre represión de 
'** Supuesto h: "Pertenecer o haber pertenecido a la Masonería, con excepción solamente 
de los que hayan salido de la secta antes del dieciocho de julio de mil novecientos treinta y seis 
por baja voluntaría por haber roto explícitamente con ella o por expulsión de la misma fundada 
en haber actuado en contra de los principios en que se inspira o de los fines que persigue." 
'^ Según el resumen elaborado por la ponencia, el Ministro Suances consideraba, que, en 
todo caso "debe agregarse que se consideraban comprendidos a los que hayan jjertenecido a 
la masonería en los ültimos diez años; e incluirse a sus hijuelas, es decir, a los que hayan 
pertenecido a la liga de los Derechos del Hombre, a los organizadores del Rotary Club, a los 
que han llevado sugerencias masónicas a la Institución Libre de Enseñanza o se han destacado 
en ésta o en la FUE si no ha habido una reacción anterior al Movimiento, equivalente al daño 
producido". Es curioso que la ponencia olvidara en su réplica que ella misma había asumido 
octubre de 1934 como fecha límite hasta la que retrotraer los efectos de la Ley, y sostuviera 
que "no se vislumbra la razón para reducir la responsabilidad a los masones de los diez últimos 
años, como propone el Ministro de industria y Comercio, toda vez que la labor lenta de la 
masonería que ha producido los resultados que ahora se tocan es obra de muchísimos años". 
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la masonería y el comunismo, que castigaba con penas que podían llegar hasta 
la reclusión mayor -treinta años- a los incursos en "delitos" de Masonería.'^ * 
Todos los procesados por la Jurisdicción especial que se creó para perseguir 
a los considerados como "masones" o "comunistas", se veían sometidos, 
además, a expediente de responsabilidades políticas, correspondiendo a los 
Tribunales de esta jurisdicción imponer la sanción económica. La 
complementaridad en las tareas represivas de las dos Jurisdicciones especiales 
se sancionó políticamente al ser nombrado Wenceslao Gonzáles Oilveros, 
Presidente del Tribunal Nacional de Responsabilidades Políticas, como 
vicepresidente del de Masonería y Comunismo. Con respecto a este supuesto, 
también se puede plantear la duplicidad que se objetaba en el caso de los 
expedientes de responsabilidades políticas incoados a partir de testimonio de 
sentencia militar. 
Si todos los supuestos anteriores se refieren a hechos que ocurrieran con 
anterioridad a la sublevación militar de julio de 1936, los siguientes 
comprenden actuaciones acaecidas con posterioridad o se formulan de manera 
tan genérica que abarcarían los dos periodos. La oposición activa al 
"Movimiento Nacional" (supuesto 1) y el haber participado en la persecución 
de personas afectas a él, por medio de la delación o formando parte de 
cualquier tipo de Tribunal u órgano similar (supuesto i), se incluyen de manera 
explícita entre las causas de responsabilidad, aun teniendo en cuenta que en 
muchos casos se trataría de hechos comprendidos en el delito de rebelión 
militar y como tal juzgados en Consejo de Guerra.'^' La excitación y la 
inducción, de palabra o mediante cualquier medio de difusión, a la comisión 
de actos tipificados como constitutivos de responsabilidad política se 
I2< B.O.E. del 2 de marzo de 1940. 
' ^ El supuesto i dice: "Haber intervenido desde el dieciocho de julio de mil novecientos 
treinta y seis, salvo casos de justificación muy calificada, en Tribunales u organismos de 
cualquier orden, encargados de juzgar a personas por el sólo hecho de ser adictas al 
Movimiento Nacional, o el haber sido los denunciantes de éstas o intervenido en la incautación 
de sus bienes, a no ser que lo hayan verificado obligatoriamente en virtud de las funciones que 
le están asignadas por razón de su cargo y sin iniciativa por su parte". 
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consideran, a su vez, motivo de responsabilidad (supuesto j), así como "haber 
realizado cualesquiera otros actos encaminados a fomentar con eficacia la 
situación anárquica en que se encontraba España y que ha hecho indispensable 
el Movimiento Nacional".'^ * La imprecisión al tipificar las conductas que 
podrían encajar en estos supuestos, unido al amplio arbitiio que la Ley 
concedía a lo Tribunales, convertía en presunto responsable a cualquiera que 
hubiera manifestado en algún momento opiniones o actitudes discordantes con 
los postulados de los vencedores, aunque su relevancia política y social no 
fuera significativa. Ya vimos como se trata, más que de un defecto jurídico, 
de un efecto buscado por los redactores de la Ley, para facilitar que desde el 
Gobierno se graduara la espita de la represión según dictaran las necesidades 
políticas. 
El último grupo de supuestos, todos relacionados con la conducta de 
españoles en el extranjero, planteó serias dudas a varios ministros y a la 
Comisión Central de Bienes Incautados, aunque la ponencia hana valer su 
criterio. Se consideraba causa de responsabilidad política el haber permanecido 
en el extranjero más de dos meses sin justificación debidamente acreditada, a 
contar desde el dieciocho de julio de 1936 (supuesto m) o desde la fecha en 
que se abandonara el territorio republicano (supuesto n)P^ También era 
motivo de responsabilidad el haber cambiado de nacionalidad después del 
'^ El supuesto j dice: "Haber excitado o inducido a la realización de los hechos 
comprendidos en alguno de los apartados anteriores, bien sea de palabra, bien por medio de 
la imprenta, de la radio o de cualquier otro medio de difusión, bien en escritos dirigidos a 
diferentes personas". 
'^ Supuesto m: "Haber permanecido en el extranjero desde el dieciocho de julio de 1936 
sin reintegrarse al territorio nacional en un plazo máximo de dos meses, salvo que tuvieran 
establecido en aquel su residencia habitual y permanente, o desempeñaren algima misión 
encomendada por las Autoridades de la España liberada, o que estuvieran imposibilitados 
físicamente para regresar al territorio nacional, o que concurriere alguna otra causa 
extraordinaria y de carácter destacado que justifícase suficientemente su permanencia en el 
extranjero." 
Supuesto n: "Haber salido de la zona roja después del Movimiento y permanecido en 
el extranjero más de dos meses, retrasando indebidamente su entrada en el territorio nacional, 
salvo que concurriere alguna de las causas de justiñcación expresadas en el apartado anterior." 
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dieciocho de julio de 1936, salvo que se hiciera para evitar persecuciones o 
escapar de la zona republicana y se hubiera ingresado inmediatamente fuera 
posible en la zona "nacional liberada", solicitado su recuperación (supuesto ñ), 
y el haber aceptado misiones en el extranjero en representación del Gobierno 
o los partidos republicanos, a no ser que se hiciera como medio de evasión 
{supuesto o).^^ 
Las reservas planteadas al texto del proyecto hacían referencia a la 
rigidez de los plazos fijados para el regreso desde el extranjero a la zona 
franquista, que no tenían en cuenta la pluralidad de situaciones que se pudieran 
haber dado, desde dificultades de índole administrativa o económica, cierres 
de frontera incluidos, hasta cuestiones de seguridad personal y familiar, sin que 
una demora en el retomo implicara necesariamente una actitud maliciosa. En 
el caso de los evadidos de la zona republicana, los retrasos pudieran deberse 
al temor de que sus familiares que quedaron allá sufrieran represalias. En el 
proyecto se extremaba el rigor con los refugiados procedentes de la zona 
enemiga, concediéndoseles sólo un mes de plazo para regularizar su situación 
e incorporarse al territorio franquista, aunque la Ponencia aceptaría, 
finalmente, ampliarlo a dos, equiparándolo con los otros supuestos. 
Especialmente aguda es la observación de la Comisión Central 
Administradora de Bienes Incautados por el Estado acerca de los efectos 
perversos que la retroactividad de la Ley podía tener sobre estos supuestos 
concretos, por el "gran escándalo y enormes y desagradables sorpresas" que 
originaría en la "vanguardia y retaguardia". El asunto era simple: se verían 
afectadas "decenas de miles de personas y autoridades" que llevaban muchos 
'^ Supuesto ñ: "Haber cambiado la nacionalidad española por la extranjera o haber 
autorizado para ello a los que estén sometidos a su potestad o guarda, siempre que tal hecho 
se haya producido a partir del dieciocho de julio de mil novecientos treinta y seis, y no haya 
sido como medio de evitar persecuciones o para evadirse de la zona roja, habiendo ingresado 
en el momento en que fue pasible en la zona nacional liberada, solicitando la recuperación de 
la nacionalidad española o realizando actos que demuestren tal propósito." 
Supuesto o. "Haber aceptado de alguna de las Autoridades rojas, o rojo-separatistas, 
misiones para el extranjero, salvo en el caso de que, una vez en él, no las hayan desempeñado 
y sólo fuesen aceptadas como medio de evasión de la zona enemiga, y se hayan presentado en 
la nacional seguidamente de haber salido por primera vez de aquella." 
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meses "prestando servicios civiles y militares, después de haber sido depurada 
su conducta política primero por la policía y por los cuerpos a los que 
[pertenecían] después", pero que procedentes del extranjero o de zona 
republicana no se habían incorporado al territorio nacional controlado por los 
franquistas dentro de los plazos fijados para no incurrir en responsabilidad. La 
Comisión recuerda el que, entre otras cuestiones a tener en cuenta, la frontera 
de Irún no se abrió oficialmente hasta finales de septiembre de 1936, es decir 
más de dos meses después de producirse la sublevación militar. 
Como réplica, la Ponencia sólo utiliza un argumento: "la realidad ha 
demostrado que aquellos que decididamente lo intentaron entraron en nuestro 
territorio antes de finalizar tal plazo", dejando al arbitrio de los Tribunales la 
valoración de las circunstancias justificativas no especificadas en la Ley. 
La consideración de las circunstancias eximentes y atenuantes ilustra 
hasta que punto se exigían fidelidades absolutas (arts 5** y 6°)}^^ En el 
proyecto original sólo se contemplaban dos eximentes: haber prestado servicios 
"extraordinarios" al Movimiento Nacional y haberlo defendido en campaña con 
tanto heroísmo que hubiera merecido la concesión de una de las más altas 
' " Art. 5°: "Están exentos de responsabilidad los menores de catorce años. 
Los servicios extraordinarios prestados al Movimiento Nacional; el haber obtenido en 
su defensa la Cruz Laureada de San Femando o la Medalla Militar individuales; el haber 
resultado herido grave, en el caso de que se haya incorporado al Ejército voluntariamente desde 
los primeros momentos del Movimiento, o que, habiéndolo hecho con posterioridad, lo haya 
efectuado por lo menos con seis meses de antelación al llamamiento de su quinta; y el ostentar 
el título de 'Caballero Mutilado Absoluto', serán consideradas como circunstancias eximentes 
de responsabilidad." 
Art. 6": "Se consideran circunstancias atenuantes para los inculpados: 
Primera.- La de ser el responsable menor de dieciocho años. 
Segunda.- Haber prestado servicios eficaces al Movimiento Nacional. 
Tercera.- Haber sido herido en campaña en defensa de España, no concurriendo las 
circunstancias especificadas en el artículo anterior. 
Cuarta.- Haberse alistado voluntariamente en el Ejército o en la Armada o en las 
Milicias combatientes de primera línea en el momento de iniciarse el Movimiento Nacional, 
O con posterioridad, siempre que lo haya hecho por lo menos con seis meses de antelación al 
llamamiento de su quinta y que haya observado buen comportamiento durante su permanencia 
en filas, acreditada por los respectivos Jefes. 
Quinta.- Haber perdido un hijo o el padre por muerte en campaña en defensa del 
Movimiento Nacional, o haber sido asesinado en zona roja uno de los padres o un hijo del 
responsable. 
Sexta.- Y, dltimamente, cualquiera otra circunstancia análoga a las anteriores," 
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condecoraciones, la Laureada de San Femando o la Medalla Militar. Durante 
su tramitación se incorporaron como eximentes el haber pagado un alto tributo 
en sangre -la mutilación absoluta o una herida grave, siempre que el 
combatiente lo fuera voluntario desde el comienzo de la guerra o desde medio 
año antes al llamamiento de su quinta- que redimiera en el campo de batalla 
la responsabilidad contraída, y, sorprendentemente, el ser menor de catorce 
años. Es decir, se podría exigir responsabilidades a partir de esta edad, aunque 
se aplicara como eximente el ser menor de dieciocho años, cuando la 
legislación vigente fijada la mayoría de edad penal en los dieciséis. Curiosa 
"eximente" que enmascara una ampliación en dos años de la edad penal. Se 
situaba muy alto la vara de la exención. Ni siquiera valía el "arrepentimiento 
público" anterior al comienzo de la guerra, "seguido de adhesión y 
colaboración al Movimiento Nacional", cuya consideración como atenuante o 
eximente se dejaba al "prudente arbitrio de los Tribunales". 
Los atenuantes fijados son de la misma naturaleza que los eximentes, 
aunque de grado inferior. Los servicios al Movimiento habrían de ser 
"eficaces" y las heridas no necesariamente graves, incluso valía el haber 
combatido voluntario "observando buen comportamiento en filas". El tributo 
en sangre se hacía valer, también, en los hijos o el padre muertos en combate 
defendiendo al Movimiento o asesinados en la zona enemiga. Además se 
añadían a las eximentes propuestas por la ponencia, ser menos de dieciocho 
años y aquellas circunstancias análogas a las anteriores que pudieran apreciar 
los Tribunales. 
En el otro extremo de la balanza nos encontramos con una única 
circunstancia agravante: la relevancia social o política que confería al inculpado 
el carácter de elemento director o de prestigio; en el caso de los masones, estar 
revestido de alguno de los grados superiores de la orden (art. 7")."^ En su 
'^ ^ Art. 7°: "Se tendrá en cuenta para agravar la responsabilidad del inculpado su 
consideración social, cultural, administrativa o política cuando por ella pueda ser estimado 
como elemento director o prestigioso en la vida nacional, provincial o local, dentro de la 
respectiva actividad. 
En el caso h) del artículo 4° se apreciarán, asimismo, como circunstancias agravantes 
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redacción primitiva el artículo sólo se refería a los dirigentes nacionales, pero 
la Ponencia asumió la propuesta de extender el agravante al ámbito provincial 
o local, incorporándose posteriormente la referencia a la masonería. 
2.3.2.- La califícación de la responsabilidad y las sanciones 
La naturaleza y extensión de las penas con las que se castiga la 
responsabilidad política desvirtúan el supuesto carácter no penal de la Ley de 
Responsabilidades Políticas. El profesor Luis Rodríguez Ramos afirma que "la 
naturaleza y contenido de las sanciones previstas en la referida Ley, aun 
cuando se califique de política la responsabilidad, convierten en fácticamente 
penales las consecuencias de tales hechos y los preceptos tipificadores", 
añadiendo que tanto esta Ley, como la de represión de la Masonería y el 
comunismo, comparten el mismo talante "especial, excepcional y penal".'^^ 
El propio Conde de Rodezno criticó muy duramente, por el anterior motivo y 
por otros, la redacción de este capítulo de la Ley, aunque, de nuevo, las 
enmiendas formuladas desde su Ministerio no fueron tenidas en cuenta ni por 
la Ponencia, ni en la redacción final, que apenas sufrió modificaciones con 
respecto al Proyecto, ninguna de importancia. El Ministro de Justicia llegó a 
calificar este capítulo como "sin discusión el más peligroso de la nueva ley 
porque invade las áreas propias del derecho penal y puede originar tremendas 
anomalías, que sólo con serlo confinan con la injusticia." Para el conde de 
Rodezno no cabía duda alguna sobre el carácter de las sanciones: "se introduce 
una escala de penas propiamente dicha que convierten a la ley de reparaciones 
el haber obtenido en la masonería alguno de los grados dieciocho al treinta y tres, ambos 
inclusive, y el haber tomado parte en las Asambleas de la Asociación Masónica Internacional 
y similares o en las Asambleas Nacionales del Gran Oriente Español, de la Gran Logia 
Española o de otras cualesquiera organizaciones masónicas residentes en España." 
'^ ^ L. RODRÍGUEZ RAMOS, Libertades cívicas y Derecho Penal, Madrid, Tecnos, 1975, 
pág. 29 y 35. J. CANO BUESO, se muestra de acuerdo con él, recogiendo la misma cita. {Ob. 
cit., ¡jág. 96). 
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en un nuevo código penal para delitos políticos, cuyo código habrá de convivir 
con el Penal común, con el de Justicia Militar, con la Ley de Defensa del 
Estado y con los bandos de proclamación del Estado de Guerra". 
Las reservas jurídicas que plantea la naturaleza de las sanciones se ven 
agravadas por la "extensión desaforada", en palabras del Ministro, del arbitrio 
judicial a la hora de calificar la responsabilidad y fijar las penas. Dejar la 
aplicación de penas tan duras al criterio de los jueces vulnera garantías 
jurídicas elementales. No olvidemos en ningún momento que dicho arbitrio no 
opera en un contexto de independencia judicial, sino que, muy al contrario, se 
introdujo conscientemente por los legisladores para facilitar al poder político 
el control sobre la actividad represiva de la Jurisdicción Especial. Resulta un 
tanto paradójico que nuestra mejor referencia crítica sobre este capítulo de la 
Ley la encontremos en las enmiendas formuladas por le Conde de Rodezno, 
Ministro de Justicia del gobierno franquista que la aprobó y partidario él 
mismo de que se exigieran la "reparación justísima para la nación 
damnificada". La cita es clarificadora: 
"Para tales penas de gravedad extraordinaria no se establecen las 
figuras de delitos correspondientes, cuya correspondencia ha de ser 
directa entre la figura prevista delictuosa y la pena taxativa que ha de 
aplicarse. 
Y aunque pudiera aducirse que esta figura son las que determina 
el artículo 4", se ha omitido la relación imprescindible entre el hecho 
de la delincuencia y la sanción, de modo que esta sanción depende 
necesaria y exclusivamente del arbitrio judicial, convirtiéndose por esta 
relajación del arbitrio al juzgador en legislador, sin garantía alguna para 
el presunto delincuente; siendo esta aserción tan verdadera que en el 
artículo 13 se da la |>otestad a los Tribunales para calificar según su 
criterio y voluntad los hechos culposos en graves, menos graves, y 
leves; y todavía más, pues que en el mismo artículo se autoriza a los 
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Tribunales para fijar la duración de las penas correlativamente a la 
apreciación que aquellos hagan de las circunstancias modificativas de 
la responsabilidad"^^ 
Las sanciones previstas por la Ley para castigar a los responsables 
políticos quedaban comprendidas en tres grupos: resmctivas de la actividad 
(grupo I), en las modalidades de inhabilitación absoluta o especial; limitativas 
de la libertad de residencia (grupo II), que se concretaban en extrañamiento, 
relegación a las posesiones africanas, confinamiento o destierro; económicas 
(grupo III), que podían ir desde la imposición del pago de una cantidad fija o 
la pérdida de bienes determinados a la pérdida total de los bienes del 
condenado (art. 8**). Además se preveía, en palabras de la Ponencia, por 
necesario "saneamiento nacional", que en casos de responsabilidad de gravedad 
extraordinaria, los Tribunales pudieran proponer al Gobierno la retirada de la 
nacionalidad española del inculpado (art. 9°) 
La Ponencia aclarará que no se quiso utilizar la palabra multa, "que 
sólo significa castigo", dado que "la sanción económica es la reparación 
material de un daño", pero reconoce que, "en el fondo, el pago de cantidad fija 
no es otra cosa que multa". Por su parte, el Ministro de Agricultura y la 
Comisión Central Administradora de Bienes Incautados por el Estado pusieron 
reparos a que se contemplara como sanción la pérdida total de los bienes del 
inculpado. La Comisión considera que dicha sanción "implica una confiscación 
anacrónica y desterrada de los códigos", proponiendo que en los casos en los 
que la gravedad de la responsabilidad aconsejara la imposición de semejante 
castigo se procediera, "sin tanto escándalo jurídico", a fijar el pago de una 
cantidad lo suficientemente elevada como para que comprendiera todos los 
bienes inventariados del responsable. La Ponencia consideraba que la sanción 
debía mantenerse porque con "monstruos de su catadura" no cabían 
"^ Subrayado en el oñginal. 
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preocupaciones de índole jurídica o moral, aunque dejaba en manos del 
Consejo de Ministros la decisión final, que sería favorable a su mantenimiento: 
"En cuanto a la supresión de la sanción de pérdida total de 
bienes que indica el Ministro de Agricultura, la Ponencia, aunque está 
de acuerdo con su tesis, cree, sin embargo, que en algunos casos -muy 
pocos- verdaderamente 'excepcionales', como el artículo 9° precisa, 
debe mantenerse aquella, pues parece bondad rayana en candidez 
preocuparse de que Negrín, Prieto, Ossorio y Gallardo y otros 
monstruos de su catadura, conserven un patrimonio inembargable para 
que no queden en la miseria, cuando ellos han producido la ruina de 
toda la Nación. Esto, no obstante, si el Consejo opta por la supresión 
de esta sanción, la Ponencia no tiene en este punto criterio cerrado." 
Paradógicamente, como se explicará en los próximos capítulos, a la 
mayoría de los más notorios condenados no se les condenaría sin más a la 
pérdida de todos sus bienes, sino que, según el mismo criterio expresado por 
la Comisión Central, se jugará con el efecto ejemplificante y propagandístico 
de fijar sanciones económicas elevadfsimas, millonarias y en números 
redondos, que rebasaban desmesuradamente el valor se sus pertenencias, salvo 
alguna excepción, escasos o inexistentes bienes conocidos, haciendo creer que 
con ello se cubriría el supuesto fruto de su latrocinio, que presumiblemente 
habían ocultado o sacado al extranjero. 
Toda condena implicaba necesariamente la imposición de una sanción 
económica, quedando al arbitrio de los Tribunales imponer, además, otras 
restrictivas de la actividad o limitativas de la libertad de residencia, pudiendo 
recaer sobre el inculpado, si lo aconsejara la gravedad de la responsabilidad 
contraída, penas de los tres grupos (art. 10). En el caso de responsables 
condenados anteriormente por un Tribunal Militar, sólo se imponía sanción 
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económica (art. 10). 
Los Tribunales calificaban los hechos probados como graves, menos 
graves y leves. Mientras que la calificación de la responsabilidad determinaba 
la extensión de las sanciones restrictivas de la actividad y limitativas de la 
libertad de residencia, que oscilaban entre los seis meses y un día y los quince 
años, las económicas, en cambio, se fijaban "teniendo en cuenta no sólo la 
gravedad de los hechos apreciados, sino, principalmente, la posición económica 
y social del responsable y las cargas familiares que legalmente esté obligado 
a sostener" (art. 13)."^La sanción económica se podía hacer efectiva 
mediante plazos, determinadas previamente las debidas garantías (art. 14), En 
caso de que el inculpado hubiera fallecido, la sanción económica se ejecutaba 
con cargo al caudal hereditario, salvo en la parte correspondiente a aquellos 
de sus herederos que solicitaran ser exceptuados basándose en haber prestado 
"eminentes servicios al Movimiento Nacional" o demostraran "su anterior y 
pública adhesión a los postulados del mismo" (art. 15). 
En cuanto al régimen de prescripción, el Proyecto sólo preveía que 
las responsabilidades políticas prescribieran en el transcurso de diez años, a 
contar desde la fecha de publicación de la Ley. Posteriormente la Ponencia 
aceptan'a, tal y como quedó en la Ley, que prescribieran a los quince años, 
aplicándose el mismo plazo a la prescripción de las sanciones no económicas, 
contado desde el día en que se dictara la sentencia firme que las impuso. El 
artículo suftina un añadido más en su texto definitivo, al explicitarse que las 
'^ ^ Artículo 13: "Los Tribunales en sus fallos calificarán los hechos que estimen probados 
como graves, menos graves, o leves. La extensión en la que han de aplicar los Tribunales las 
sanciones comprendidas en cada uno de los grupos primero y segimdo, cuando ello corresponda 
8 tenor de lo prevenido en el artículo décimo, será de ocho años y un día a quince años, si los 
hechos fuesen calificados de graves, de tres años y día a ocho años, si se calificaren de menos 
graves, y de seis meses y un día -que será la mínima- a tres años, si se estimaran leves. Dentro 
de los Ifmites amplios indicados, fijaran los tribunales la duración de las sanciones, según las 
diversas circimstancias modificativas de responsabilidad que en cada caso concurren y la 
entidad y trascendencia de los hechos imputados al culpable. 
Las sanciones económicas se fijarán teniendo en cuenta no sólo la gravedad de los 
hechos apreciados, sino, principalmente, la posición económica y social del responsable y las 
cargas familiares que legalmente esté obligado a sostener." 
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sanciones económicas serían imprescriptibles (art. 17) 136 
2.3.3.- La estructura de la Jurisdicción Especial. La tramitación y fallo de 
los expedientes. 
Ya nos hemos referido extensamente a la pugna entablada entre 
falangistas y militares por el control de la Jurisdicción especial creada para la 
aplicación de la Ley de Responsabilidades Políticas, que se saldaría con la 
creación de Tribunales mixtos, ni del partido, ni exclusivamente castrenses, 
aunque los representantes del Ejército ocuparían un lugar preeminente, al 
reservárseles dos puestos claves: la presidencia de los Tribunales Regionales 
y la titularidad de los Juzgados de Instrucción. 
Los Juzgados Instructores de Responsabilidades Políticas eran los 
encargados de instruir los expedientes, según el procedimiento establecido en 
la Ley y las disposiciones del Código de Justicia Militar (art. 29). La 
Vicepresidencia del Gobierno nombraba a los Jueces Instructores, a propuesta 
del Ministerio de Defensa, entre Oficiales de Complemento u honoríficos del 
Cuerpo Jurídico Militar o de la Armada o militares profesionales en posesión 
del título de abogado (art. 27). Ix)s Secretarios de los Juzgados se nombraban 
de igual forma, entre suboficiales o soldados licenciados en derecho o con una 
año, al menos, de experiencia como Secretario u Oficial de Secretaria en 
Juzgados civiles o militares (art. 27). La Ley establecía un Juzgado en cada 
capital de provincia -veremos en el siguiente capítulo como en alguna de ellas 
fue necesario enseguida ampliar el número-, en Melilla y en Ceuta (art. 28). 
Los Tribunales Regionales de Responsabilidades Políticas dictaban 
sentencia motivada y disponían la ejecución de los fallos en los expedientes 
' ^ La redacción definitiva del artículo 17 quedaría así: "Las responsabilidades políticas a 
que se refiere esta Ley prescriben por el transcurso de quince años, contados a partir de la 
fecha de su publicación. Asimismo, prescriben las sanciones de los grupos primero y segundo 
del artículo 8° a los quince años también, contados desde el día en que se dictó la sentencia 
firme que las impuso. Las sanciones económicas son imprescriptibles." 
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instruidos bajo su jurisdicción (art. 26). Los Tribunales estaban constituidos 
por un Jefe del Ejército, como Presidente, y por dos vocales, uno funcionario 
de la carrera Judicial de categoría no inferior a la de Juez de ascenso y el otro 
un abogado militante de F.E.T. de las J.O.N.S. Tanto los tres titulares, como 
sus suplentes, los nombraba la Vicepresidencia del Gobierno a propuesta del 
Ministro de Defensa en el caso de los militares, del de Justicia en el de los 
Magistrados, y del Secretario de F.E.T. de las J.O.N.S en el de los miembros 
del Partido (art. 24). El Ministerio de Justicia proponía al Secretario del 
Tribunal y su suplente, entre Oficiales primeros y segundos de Sala. Se 
crearon Tribunales en todas las capitales con Audiencia Territorial y en Bilbao, 
Ceuta y Melilla -sen'an dieciocho en total- (art. 25). 
El Tribunal Nacional de Responsabilidades Políticas actuaba como 
instancia superior, dependiente de la Vicepresidencia del Gobierno, la cual 
actuaba "como Departamento de enlace entre los distintos Ministerios". El 
Tribunal estaba formado por un Presidente, con voto de calidad, y por tres 
vocales titulares y otros tres suplentes. Los tres vocalías titulares, al igual que 
las suplentes, las ocupaban un general o asimilado del Ejército o la Armada, 
un Consejero Nacional de F.E.T. de las J.O.N.S y un Magistrado de 
Audiencia Territorial. Todos eran nombrados por el Gobierno, quién también 
designaba como vicepresidente a uno de los vocales. La Secretaría la 
desempeñaba un Secretario de Gobierno de Audiencia Territorial, sustituido y 
auxiliado cuando fuera pertinente por un Oficial primero de Sala de Audiencia 
Provincial nombrados por la Vicepresidencia del Gobierno a propuesta del 
Ministro de Justicia (art 19). 
La Jefatura Superior Administrativa de Responsabilidades Políticas, de 
la que era Jefe Superior el Presidente del Tribunal Nacional (art. 22), se 
ocupaba de la averiguación, inventariado, ocupación y administración de los 
bienes pertenecientes a las entidades proscritas, los cuales debían pasar a ser 
propiedad del Estado, así como de ordenar la venta de los bienes embargados 
a los particulares, controlar las cuentas especiales y llevar el Registro Central 
de responsables políticos (art. 23). 
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A cada uno de los Tribunales Regionales de Responsabilidades Políticas 
se le asignó un Juzgado Civil Especial, constituido por un Juez de Primera 
Instancia o Magistrado de carrera, para practicar las diligencias relacionadas 
con los bienes de los inculpados, la adopción de medidas precautorias sobre 
ellos y la enajenación de aquellos que le ordenara la Jefatura Superior 
Administrativa (arts. 33 y 34). Contra las resoluciones de los Jueces Civiles 
especiales se podía recurrir ante las Audiencias Territoriales, -en el caso de 
Bilbao, Ceuta y Melilla a las provinciales correspondientes-, constituidas a los 
efectos en Sección especial (arts. 31 y 32). 
El procedimiento seguido durante la instrucción, fallo y ejecución de 
los expedientes no ofrecía las suficientes garantías procesales. Para la 
tramitación de los expedientes regían, en cuanto fueran aplicables y no se 
opusieran a lo dispuesto en la Ley de Responsabilidades Políticas, el Código 
de Justicia Militar y, únicamente en lo relativo a la pieza separada de embargo, 
la Ley de Enjuiciamiento Civil (art. 87).'^^ 
El expediente se iniciaba en virtud de testimonio de sentencia 
procedente de la Jurisdicción Militar o, a partir de su creación, también del 
Tribunal de Represión de la Masonería y el Comunismo, por denuncia escrita 
y firmada de cualquier persona individual o jurídica, por iniciativa del Tribunal 
Regional de Responsabilidades políticas o a propuesta de las autoridades civiles 
o militares, de la Policía o de la Guardia Civil (art. 35). El Tribunal Regional 
del territorio de vecindad del presunto responsable, comunicaba al Tribunal 
Nacional el inicio del expediente y ordenaba al Juzgado Instructor Provincial 
correspondiente el comienzo de la instrucción (arts 38 al 44). 
Si los hechos denunciados no constituían materia de responsabilidad 
política, el Tribunal Regional procedía a archivar la denuncia, elevando 
resolución motivada al Tribunal Nacional, el cual podía revocarla y ordenar la 
apertura de expediente (art. 44). Si se encontraban indicios racionales de 
'^' Son interesantes dos organigramas en los que se recoge el procedimiento ñjado por la 
Ley elaborados por C. MlR ET AL, ob. cit., págs 74-75. 
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responsabilidad, el Juez Instructor ordenaba anunciar en el Boletín Oficial del 
Estado y en el de la Provincia la incoación del expediente, haciendo saber que 
debían prestar declaración cuantos tuvieran conocimiento acerca de la conducta 
política y moral del inculpado, así como sobre sus bienes, y recordando que 
ni su fallecimiento, ni su ausencia, ni su incomparecencia detendrían la 
tramitación y fallo de dicho expediente(Arts. 45 y 46). 
Si el acusado cuyo domicilio fuera conocido no compareciera en el 
plazo de cinco días ante el Juzgado, se continuaba con la tramitación del 
expediente sin citarle más, ni oírle (art. 48). Si comparecía dentro del plazo 
previsto, o en caso de causa mayor debidamente justificado en los diez días 
siguientes a la citación, el Juez le daba lectura de los cargos formulados contra 
él, concediéndole otros cinco días para que presentara o propusiera las pruebas 
de descargo (art. 49). 
El Juez instructor recababa informes acerca de los antecedentes políticos 
y sociales del inculpado, sobre los hechos que motivaron la incoación del 
expediente y sobre la cuantía y naturaleza de sus bienes. Dichos informes 
debían emitirlos, en un plazo inferior a cinco días -ya veremos como estos 
plazos no se cumplirían, ni mucho menos-, el Alcalde, el Jefe local de F.E.T, 
el Cura párroco, el Comandante de Puesto de la Guardia Civil, la Jefatura de 
Policía, el Servicio de Información y Policía Militar y a la Delegación 
Nacional de Información e Investigación de Falange (art. 48). 
La defensa de los inculpados se veía entorpecida por la premura de los 
plazos fijados para que los inculpados se personaran en la causa y presentaran 
o propusieran las pruebas de descargo que estimaran oportunas, plazos 
calificados por el Ministro de Justicia como "más que angustiosos". El 
procedimiento podía concluirse sin citarle ni oírle, y, como ha señalado 
Ernesto Pedraz Penalva, tenían un mayor peso las pruebas incriminatorias que 
las de descargo.'^ ^ Es más, la asistencia legal era potestativa para los 
'^ El profesor Pedraz Penalva ha escrito sobre el contenido de la Ley que "el juego de las 
presunciones contenidas en su texto y, particularmente, las causas de responsabilidad también 
en él previstas (art. 4), supone consagrar el principio de que todo expedientado es culpable 
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inculpados y costeada por ellos y no se introduciría al ministerio fiscal hasta 
la reforma de la Jurisdicción especial en febrero de 1942.^ '^ A juicio de la 
Ponencia, bastaba el informe del Juez Instructor "para que el que haya de 
defenderse tenga conocimiento de los cargos que resulten del expediente, y la 
intervención del Fiscal sólo serviría para aumentar trámites y dilatar el 
procedimiento, cuya sustentación debe ser rapidísima". 
El Juez prevenía al inculpado que no podía ausentarse de su domicilio 
sin permiso y que debía presentar ante el Juzgado, en el plazo de ocho días, 
una relación jurada de sus bienes y de los de su cónyuge, indicando cuantos 
hijos o personas se encontraban a su cargo (art. 49). El inculpado no podía 
disponer de sus bienes sin autorización judicial, determinando el Juez 
Instructor o, en su caso, el Juez Civil especial la cantidad de la que podía 
disponer para atender sus necesidades familiares o hacer frente al pago de 
contribuciones (art. 46). En caso de poseer un negocio comercial o industrial, 
se nombraba un interventor mercantil que controlaba la contabilidad y proponía 
al juzgado la autorización de los pagos necesarios para su funcionamiento 
normal (art. 46). Se podía ordenar el embargo cautelar de los bienes de los 
inculpados cuando se sospechara que pudieran producirse ocultamientos o 
cuando p>or su elevada cuantía se hiciera aconsejable el adoptar medidas 
precautorias (art. 54). 
mientras por él no se demuestre su inocencia, posibilidad esta última difícil de acreditar, ya 
por la generalidad de los supuestos 'tipificados', ya por el diverso valor que se dan a las 
'pruebas' para la incríminación y a las de descargo (son determinantes para la condena los 
'informes' de autoridades religiosas, policiales, militares y sociales, mientras que únicamente 
es eficaz para destruir tales 'pruebas' el acreditar las conductas acogidas en el art. 5.", que, 
recordemos fija las causas de exención. (Ob cit, pág. 359). 
En cuanto a los plazos la Ponencia los defendió de la siguiente manera: "No se acepta 
la modificación de los plazos, pues si al ministros de Justicia le parecen angustiosos, al de 
Organización y Acción Sindical le parecen excesivos, lo que revela que la Ponencia se quedó 
en el justo ténnino medio". El Ministro de Justicia propuso ampliar a diez días el término para 
la comparecencia del inculpado y que los documentos para la defensa se pudieran presentar en 
cualquier momento del proceso. 
'^' Artículo 82. "Los inculpados y los terceros, así como los herederos de irnos y otros, 
podrán comparecer por sí o por medio de mandatario y valerse o no de Abogado para su 
defensa; pero los honorarios de estos serán siempre de cuenta del que los designó" 
182 
El Juez Instructor disponía de un mes para concluir el expediente -plazo 
que tampoco se cumplirá, como veremos- (art. 52). Una vez terminada la 
instrucción elevaba, antes de cinco días, un informe y el expediente, 
incluyendo una valoración de los hechos examinados y de las circunstancias 
modificativas de la responsabilidad que pudieran concurrir, al Tribunal 
Regional (arts. 29, c. y 52). 
Una vez en el Tribunal Regional, el vocal Ponente, siempre el 
representante de la Carrera Judicial, estudiaba el expediente por término de 
cinco días, transcurridos los cuales, y dentro de las veinticuatro horas 
siguientes, si se cumplían los plazos legales, el Tribunal debía adoptar uno de 
los siguientes acuerdos: acordar la anulación de lo actuado, ampliar la prueba, 
suspender la tramitación del expediente si no se hubieran podido encontrar en 
"zona liberada" pruebas suficientes para formar juicio o poner los autos de 
manifiesto en Secretaría durante tres días, para que en un plazo de cuarenta y 
ocho horas el inculpado, sus herederos o su representante presentaran su 
escrito de defensa. Transcurrido el plazo para las alegaciones, el Tribunal 
disponía de cinco días para dictar sentencia motivada (art. 55). 
Si la sentencia no era votada por unanimidad, se remitía al Tribunal 
Nacional si resultara absolutoria y si fuera condenatoria, sólo cuando se 
hubiera dictado sin audiencia o defensa del inculpado o sus herederos (art. 56, 
primero). El Ministro de Justicia criticó la redacción de este apartado porque 
daba la impresión de que se temía "más el error producido al absolver a un 
expedientado, cuya sentencia no queda firme y se eleva al Superior, que al 
error producido al condenarlo, pues si se ha defendido sus sentencia es firme 
a pesar de su disidencia". 
También se elevaba la sentencia al Tribunal Nacional si se hubiera 
formulado recurso de alzada contra ella (art. 56, segundo). El recurso se 
interponía ante el mismo Tribunal que dictó la sentencia, en el plazo de cinco 
días desde su notificación, y sólo se podría fundar en vicio de nulidad del 
procedimiento o denegación de alguna diligencia que hubiera producido 
indefensión manifiesta o injusticia notoria en el fallo. Se remitía al Tribunal 
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Nacional tanto el recurso como el expediente, el cual disponía de veinte días 
para dictar sentencia definitiva. Si se confirmaba el fallo recurrido, el Tribunal 
podía imponer al inculpado, en caso de que considerara temerario el recurso, 
una multa de hasta el diez por ciento del importe de la sanción económica que 
hubiera recaído sobre él (art. 56, segundo). Como se puede ver, no sólo se 
concedía un plazo muy breve y se limitaban al máximo los motivos para 
interponer recursos, sino que además, dado el carácter político de las 
sentencias y el contexto en el que se producirán, las posibilidades de que un 
recurso se resolviera favorablemente eran remotas, por lo que la amenaza de 
un incremento de la sanción económica en caso de que se malograra la 
apelación debió de actuar como un eficaz disuasor, en los pocos casos de 
condenados a quienes, sumidos en semejante procedimiento, les cupiera 
esperanza alguna de ser escuchados. Como tendremos ocasión de ver en 
siguientes capítulos, nos consta que se recurrieron un número insignificante de 
sentencias, la mayoría después de la reforma de 1942. 
Una vez firme la sentencia, se notificaba al inculpado personalmente, 
por cédula o por edictos publicados en los Boletines del Estado y de la 
Provincia. Si resultaba condenado, disponía de veinte días para hacer efectiva 
la sanción o solicitar, aportando las oportunas garantías, su pago fraccionado. 
Si fuera absuelto o una vez que hubiera satisfecho la totalidad de la sanción, 
se hacía saber por medio de los Boletins oficiales que pasaba a disponer 
libremente de todos sus bienes, quedando levantadas cuantas medidas 
precautorias se hubieran adoptado durante la tramitación del expediente (arts. 
57 y 58). En casos de que se le hubiera concedido el pago aplazado de la 
sanción se comunicaba, mediante el mismo procedimiento, cuáles de sus bienes 
quedaban bloqueados (art. 58). Si el condenado no hacía efectiva la sanción, 
el Tribunal Regional ordenaba al Juez Civil Especial que practicara los 
embargos y medidas precautorias oportunas, que no se hubieran efectuado con 
anterioridad, para garantizar de este modo el pago de dicha sanción (art 59). 
Paralelamente, el Tribunal dictaba las órdenes oportunas para que se 
ejecutaran las sanciones restrictivas de la actividad y limitativas de la libertada 
184 
de residencia (art 58) 
Una buena parte de la Ley, diecisiete artículos correspondientes a dos 
capítulos, se dedican a los aspectos jurídicos y administrativos derivados de la 
imposición de las sanciones económicas, que en ocasiones revestían una gran 
complejidad, especialmente cuando los intereses del Estado chocaban con los 
de terceros que tenían derechos adquiridos legítimamente sobre bienes de los 
inculpados con los cuales se pretendía ejecutar las sanción. 
Cuando el Juez civil tenía conocimiento de la sentencia condenatoria, 
publicaba un edicto haciendo saber a todos los que tuvieran derechos sobre los 
bienes del inculpado que disponían de treinta días para formular las alegaciones 
que estimaran convenientes, entendiéndose que aquellos que no lo hicieran 
quedarían decaídos definitivamente de su derecho (art. 61). 
El Juez Civil procedía a averiguar el valor de los bienes del inculpado 
y podía ordenar la adopción de los embargos y medidas precautorias que 
estimara oportuno, si no las había tomado con anterioridad a la sentencia 
atendiendo a alguno de los supuestos que hemos visto. Para instruir la pieza 
de responsabilidad civil se seguía el procedimiento contemplado en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal (arts. 54 y 62). La relación de bienes debidamente 
tasados, así como otra detallada de las tercerías interpuestas sobre ellos, se 
remitía la Jefatura Sup>erior Administrativa de Responsabilidades Políticas, la 
cual, realizando las averiguaciones previas necesarias sobre la situación de los 
mercados, y "según las instrucciones que del Gobierno" hubiera recibido, 
notificaba al Juez qué bienes se aplicarían a la ejecución de la sanción, para 
que procediera a su venta en las condiciones establecidas por la propia Ley 
(arts. 65 y 68). 
Los efectos de las sanciones económicas se retrotraían hasta el 18 de 
julio de 1936 (art. 72), para evitar posibles maniobras ocultatorias de los 
inculpados. De tal modo que se declararon nulas determinadas transacciones 
y operaciones económicas realizadas sobre los bienes de los inculpados con 
posterioridad a dicha fecha, presumiendo su naturaleza fraudulenta "juris et de 
jure", sin admitir pruebas en contra de tal presunción, o "juris tantum", 
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''*° Se trata de una medida que 
hace prevalecer el derecho del Estado a ejecutar sobre los bienes de los 
inculpados las sanciones impuestas, invalidando el de terceros que lo hubieran 
adquirido mediante alguna de las operaciones anuladas. El Ministro de Justicia 
criticó este juego de presunciones, ¡rarque consideraba que si los actos 
económicos a los que se refiere el artículo fueran nulos, habrían de serlo "por 
prueba y por sentencia y no por vía presuntiva". 
Los embargos cautelares sobre los bienes de los inculpados, así como 
la ejecución de las sentencias, podían lesionar derechos legítimos de terceros. 
La Ley establecía que "las tercerías habrán de fundarse o en el dominio de los 
bienes embargados al sentenciado, o en el derecho del tercero a ser reintegrado 
de su crédito con preferencia al del Estado para el cobro de la sanción 
económica" (art. 73). El demandante disponía de treinta días para materializar 
'•*' Artículo 72: "Los efectos del fallo condenatorio se retrotraerán al día dieciocho de julio 
de mil novecientos treinta y seis, y, en su virtud, se considerarán nulos los actos y contratos 
siguientes: 
a) Con presunción de fraudulencia "juris et de jure", o sea sin admitir prueba en 
contrario de tal presunción: Primero.- Las transmisiones de bienes hechas a titulo gratuito. 
Segundo.- Constitución de bienes dotarles hechas a las hijas. Tercero.- Concesiones y traspasos 
de bienes en pago de deudas no vencidas en la indicada fecha. Cuarto.- Hipotecas 
convencionales sobre obligaciones de fecha anterior que no tuvieren esta calidad, o por 
préstamos de dineros o mercaderías cuya entrega no se verificase de presente al tiempo de 
otorgarse la obligación ante el Notario y testigos que intervinieron en ella. Quinto.- Todas las 
donaciones entre vivos, salvo las que hubieran sido hechas en favor del Estado Nacional, de 
su Ejército, de Frentes y Hospitales o de Auxilio Social, o aquellas otras para fines caritativos 
o religiosos que, por su escasa cuantía, no disminuyesen sensiblemente el caudal del inculpado. 
b) Con presunción de fraudulencia "Juris tantum", o sea mientras no se pruebe su 
licitud: Toda confesión de recibo de dinero, o de efectos, a título de préstamo, que no se 
acredite por la fe de entrega del Notario, Agente de Cambio o Corredor de Comercio, o, si, 
habiéndose hecho en documento privado, no se justifícase por medio de pagaré, cheque o letra 
de cambio, descontado en un Banco operante en zona liberada, o por documento privado que 
se halle en alguno de los casos que determina el artículo mil doscientos veintisiete del Código 
Civil, sienq)re que el descuento del efecto mercantil o la entrega del documento en el registro 
público o al ñmcionarío público, o la muerte del otorgante hayan tenido lugar antes de 
publicarse la presente Ley. 
A instancias del Abogado del Estado que intervenga en la pieza separada podrán 
también anularse todos los actos y contratos en que, sin estar comprendidos en los casos 
anteriores, pueda probarse cualquier especie de suposición o simulación. Esta petición la 
formulará en la misma pieza y el Juez le dará curso por los trámites señalados a los incidentes 
en la Ley de Enjuiciamiento Civil, siendo parte en el mismo todos los que lo hayan sido en el 
acto o contrato cuya nulidad se pretenda." 
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su demanda, a cx)ntar desde la publicación del correspondiente edicto del Juez 
Civil especial (arts. 61 y 74). El Juez Civil dictaba sentencia resolviendo la 
tercería, pudiéndose recurrir su decisión ante la Audiencia Territorial o 
Provincial correspondiente (art. 75, tercera). 
La Ley introduce, también en este caso, un mecanismo disuasorio para 
evitar que se interpusieran recursos contra las sentencias dictadas por los 
Jueces Civiles especiales. Si fueran desestimados en todas sus partes, la 
Audiencia podía imponer a los reclamantes, terceristas o inculpados, una multa 
de hasta el diez por ciento del valor de la reclamación, compatible con el pago 
del cinco por ciento que la propia Ley fijaba para estos casos (arts. 75, quinta, 
y 84). 
La práctica desmintió rápidamente la aparente sencillez del 
procedimiento que hemos descrito. Aunque que se estableciera en la propia 
Ley que los plazos fijados para la tramitación del expediente y de la pieza 
separada de responsabilidad civil eran improrrogables (art. 80), veremos en los 
siguientes capítulos como la conclusión de dichos expedientes se demoraría, 
incluso, durante años, con los consiguientes perjuicios para los encartados y 
para el propio Estado, que se vería dañado en su prestigio e intereses 
económicos. 
2.3.4.- Derogación de la legislación anterior sobre incautación de bienes 
La Ley de Responsabilidades Políticas de febrero de 1936 derogó toda 
la legislación anterior sobre incautación de bienes e intervención de créditos 
(disposición final). Desde la publicación de la Ley, las Comisiones de 
Incautación de Bienes no abrieron nuevos expedientes y, aunque los ya 
iniciados continuaron su tramitación por el Juez que los incoó según el 
procedimiento suspendido, una vez concluidos se elevarían para su fallo al 
Tribunal Regional de Responsabilidades Políticas correspondiente (transitorias 
primera y segunda). Los expedientes finalizados y pendientes de resolución, 
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lo serían ya por los Tribunales de la nueva jurisdicción (transitoria tercera). La 
Ley abría un plazo de seis meses -que debió prorrogarse por tres meses 
más"^ - dentro del cual la Comisión Central Administradora de Bienes 
Incautados por el Estado y las Comisiones Provinciales debían disolverse, una 
vez realizado el traspaso de documentación y competencias a los nuevos 
organismos de la Jurisdicción de Responsabilidades Políticas (transitoria 
octava). 
La Ley ordenó a las Comisiones Provinciales que, urgentemente, 
dejaran sin efecto la intervención de los créditos a favor de acreedores exentos 
de responsabilidad y de aquellos cuyos antecedentes se desconocieran o no se 
hubieran podido esclarecer. Sólo se mantendría la intervención sobre los 
créditos de acreedores incurso en responsabilidad o acerca de los cuales 
hubieran datos suficientes para considerar dudosa su conducta. En tales casos 
se remitió toda la información a los Tribunales Regionales de 
Responsabilidades Políticas para que, si no se hubiera hecho todavía, se 
incoara el expediente por responsabilidad de acuerdo con la nueva Ley (art. 
79). 
Por fin se produjo la tan reclamada derogación de la intervención de 
créditos, aunque, como veremos, se traspasaría a la nueva Jurisdicción la muy 
engorrosa tarea de liberar las cantidades ingresadas por créditos vencidos, 
bloquedas en las cuentas especiales. La Jefatura Superior Administrativa de 
Responsabilidades Políticas se vio obligada a dedicar buena parte de sus 
recursos a solucionar este problema. 
"" Ley de ocho de agosto de 1939, B. O.E. del 12. 
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Capítulo tercero 
UNA "DIFÍCIL MISIÓN POR MINISTERIO DE LA LEY Y 
VOLUNTAD DEL CAUDILLO"* 
L- EL COLAPSO DE LA JURISDICCIÓN ESPECIAL DE 
RESPONSABILIDADES POLÍTICAS ' 
No resultó fácil poner en marcha la nueva Jurisdicción Especial de 
Responsabilidades Políticas, ni su eficacia fue la esperada por sus promotores. 
La ideología represiva del Estado Franquista determinó unas causas de 
responsabilidad tan amplias que, como ya se advirtiera desde las filas del 
* De la presentación de las Instrucciones para los Tribunales Regionales, aprobadas fK)r 
el Tribunal Nacional en su sesión del 19 de diciembre de 1939. A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 
1.290. 
' En un artículo anterior avanzábamos la hipótesis del colapso de Jurisdicción, a partir de 
los datos recogidos en una encuesta realizada entre los organismos de responsabilidades 
políticas por la Subsecretaría de la Presidencia, que analizaremos en este capítulo, de cuyos 
resultados ofrecíamos íin pequeño adelanto ("Los militares en la represión política de la 
postguerra: la jurisdicción especial de responsabilidades políticas hasta la reforma de 1942", 
ob, cit.). Queremos atribuir a un olvido involuntario el que el profesor Alberto Reig Tapia, 
al referirse a dicho colapso reproduciendo textualmente casi todo un párrafo de nuestro 
artículo, en concreto el que resume el resultado de dicha encuesta, no entrecomille el texto y 
omita la procedencia (A. REIG TAPIA, Franco "Caudillo", ob. cit. pág 201, 2° párrafo. Se 
trata de un capítulo del libro en el que el autor reproduce un artículo suyo publicado 
anteriormente con el mismo título, "La cultura de la sangre", en Temas para el Debate, n° 12, 
noviembre de 1995, págs 34-40, en el que tampoco se cita la procedencia). 
El asunto no tendría mayor importancia si no afectara gravemente a la fíabilidad de 
los datos ofrecidos, ya que el profesor Reig Tapia en ningún momento indica que proceden de 
la Subsecretaría de la Presidencia, suprimiendo del párrafo en cuestión nuestra referencia a tal 
extremo. Es más, en nuestro artículo, en el párrafo inmediatamente anterior, no sólo 
identiñcábamos la fuente, sino que, además, remitíamos a un cuadro a cuyo pie se indica 
dónde se conserva la documentación (A.G.A, P.G, C: 4.022). Al ignorar la fuente original, 
el profesor Reig Tapia incurre, en esta ocasión, en el mismo pecado que critica justamente en 
otros autores: ofrecer datos cuya procedencia y fiabilidad nos se explican convenientemente o 
en absoluto. 
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propio Régimen cuando se discutió el Proyecto de la Ley, se produjo la 
previsible avalancha de expedientes. Sin embargo, ni se dotó a la Jurisdicción 
de personal y recursos materiales suficientes, ni, a la hora de la verdad, el 
procedimiento resultó tan claro, sencillo y rápido como presumían quienes lo 
establecieron, sino todo lo contrario. La Ley adolecía en su parte procesal de 
numerosos defectos técnicos, puestos en evidencia por la cascada de consultas 
formuladas desde los órganos inferiores de la Jurisdicción. A la postre, la 
incoación masiva de expedientes y la incapacidad de la Jurisdicción para 
resolverlos, ya no en el breve plazo previsto por la Ley, sino en un tiempo 
razonable, lastraron hasta tal punto la depuración de las responsabilidades 
políticas que el Gobierno se vio obligado a reformar la Ley, sólo dos años 
después de su entrada en vigor. 
1.1.- U N A iNSunoENTE D O T A O Ó N PRESUPUESTARIA 
Hay que tener en cuenta que la nueva Jurisdicción de responsabilidades 
Políticas requería una infraestructura mucho más compleja que la de otras 
Jurisdicciones especiales, las cuales, aunque creadas también a efectos 
específicamente represivos, inculparon a un número mucho menor de personas. 
Así, para aplicar la Ley de represión de la Masonería y el Comunismo bastó 
un único Tribunal que podía "comisionar" la instrucción de los sumarios a los 
jueces ordinarios o de la jurisdicción castrense que se le adscribieron a tales 
efectos.^  
^ Ley de 1 de marzo de 1940 sobre represión de la masonería y el comunismo. Cuando se 
trataba de militares profesionales, de graduación igual o superior a la de oficial, eran 
cottqjetentes los Tribunales de Honor (art. 11). En el resto de los casos "el decretar las 
medidas indicadas y apreciar la concurrencia de excusas absolutorias corresponderá a un 
Tribunal especial presidido por quién libremente designe el Jefe del Estado y constituido, 
además, por un General del Ejército, un jerarca de Falange Española Tradicionalista y de las 
J.O.N.S. y dos letrados, nombrados todos del mismo modo. No obstante, la apreciación de la 
concurrencia de las circimstancias prevenidas en los apartados b) y c) del artículo décimo 
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En el caso de la Jurisdicción Especial de Responsabilidades Políticas, 
además del Tribunal Nacional y de la Jefatura Superior Administrativa, su 
despliegue territorial se articuló en dieciocho Tribunales Regionales, cincuenta 
y dos Juzgados Instructores Provinciales, uno en cada provincia y en Ceuta y 
Malilla, a los que pronto habría que añadir nueve más para aliviar la 
acumulación de asuntos en alguna de ellas, y dieciocho Juzgados Civiles 
especiales adscritos a cada Tribunal Regional. En total, había que cubrir una 
plantilla de trescientas setenta y tres personas, con diferentes perfiles, para 
garantizar la completa implantación de la Jurisdicción, sin contar el personal 
auxiliar (cuadro 4). Además, en Abril de 1936 se creó un Tribunal y un 
Juzgado Instructor para las posesiones españolas en el Golfo de Guinea, aunque 
posteriormente no hemos encontrado ninguna referencia documental al 
respecto.^ 
Franco nombró al Dr Enrique Suñer como Presidente del Tribunal 
Nacional de Responsabilidades Políticas el 22 de febrero de 1939, y al resto 
de los miembros del Tribunal el 13 de marzo, aunque la constitución formal, 
efectuada en San Sebastián, se demoró hasta el 18 de abril, días después de la 
corresponderá al Consejo de Ministros, a propuesta del Tribunal. 
El Tribunal podrá comisionar la instmcción de expedientes y sumarios a los jueces de 
la jurisdicción ordinaria y a los de Ejército, Marina y Aire que se le adscriban a dicho efecto 
[...]." (art.l2). Los recursos contra las sentencias del Tribunal se interpom'a ante el Consejo 
de Ministros. 
' Existe una copia de despacho n° 129, del 27 de abril de 1939 de la Vicepresidencia del 
Gobierno (Servicio nacional de Marruecos y Colonias) sobre la aplicación de la Ley de 
Responsabilidades Políticas en el Golfo de Guinea, Los miembros del Tribunal Regional y los 
Jueces Instructores serian nombrados por la Vicepresidencia del Gobierno a propuesta del 
Gobernador General de la Colonia, actuando como Juez Civil Especial el del Juzgado de 
Distrito de Femando Poo. Para resolver las apelaciones interpuestas contra las resoluciones del 
Juez Civil era competente la Audiencia Territorial de Madrid (A.G.A., J., R.P.-T.N.-, C: 
555). No hemos encontrado ninguna referencia posterior a dichos territorios, salvo unos datos 
sobre asimtos tramitados por el Juzgado del Distrito de Santa Isabel de Femando Poo, no 
sabemos a instancias de quién, por lo que no tenemos constancia de que el Tribunal y los 
Juzgados llegaran siquiera a constituirse. En ninguna de las estadísticas que hemos manejado 
sobre la actividad de los Tribunales y Juzgados aparecen referencias al Golfo de Guinea, 
aimque en otoño de 1941 el Presidente del Tribunal Nacional al evaluar los asuntos tramitados 
por la Jurisdicción se refiera a diecinueve Tribunales, por lo que parece incluir al de Guinea. 
De la aplicación de la Ley en la 2k>na de Tánger corresf)ondía al Tribunal y los 
Juzgados de Ceuta. Ley de 31 de mayo de 1941, B.O.E. del 3 de junio. 
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conclusión oficial de la guerra.'* La vicepresidencia recayó en el vocal militar, 
el general Guillermo Kirkpatrik, lo que le situaba en una posición jerárquica 
superior a los vocales que representaban al Partido y a la magistratura. Como 
sabemos, a Enrique Suñer le sustituyó al frente del Tribunal, en diciembre de 
1940, Wenceslao González Oliveros. El resto de los miembros permanecerán 
en su puesto hasta la disolución del Tribunal Nacional en 1945, salvo el vocal 
Consejero Nacional de F.E.T. de las J.O.N.S y su suplente, que serían 
relevados en agosto de 1941, momento en el que accedió a la vocalía el 
destacado primorriverista Eduardo Aunós, amigo y mentor político de 
González Oliveros (cuadro n^5). 
La constitución de los Tribunales Regionales y de los Juzgados 
Instructores se vio entorpecida por la reducida disponibilidad de personal que, 
amén de una probada lealtad política, reuniera las condiciones marcadas por 
la Ley: pertenecer a la escala de complemento u honorífica del Cuerpo Jurídico 
Militar, o profesionales de otras Armas o Cuerpos que fueran además 
abogados^. Sin embargo, la mayoría de los nombramientos recayeron sobre 
oficiales de complemento o provisionales, los cuales, aun siendo abogados, ni 
eran militares profesionales, ni pertenecían al Cuerpo Jurídico Militar.* 
" B.O.E. del 24 de febrero y 14 de marzo, respectivamente. Copia del acta de constitución 
del Tribunal en A.G.A, J., R.P.(T.N.), C: 1.296. El discurso pronunciado j)or Enrique Suñer 
durante la ceremonia en nota- del cap. 1°. 
^ Art. 27 de la Ley de responsabilidades Políticas de 9 de febrero de 1939. Noventa y 
nueve jefes y oficiales de distintas Armas y Cuerpos, entre titulares y suplentes, formaban 
parte de la plantilla de la Jurisdicción especial hasta la reforma de 1942: dos en el Tribunal 
Nacional, treinta y seis en los dieciocho Tribunales Regionales y sesenta y uno en los Juzgados 
de Instrucción. 
* A esta circunstancia se refiere ima nota interna del Tribunal Nacional, un tanto confusa, 
sin fecha ni firma, relativa al borrador o al propio proyecto de la Ley que en agosto de 1939 
se promulgará para corregir el problema. La nota presenta alguna incongruencia, como el que 
se atribuya al Consejo de Ministros la redacción, modificando la propuesta de la Ponencia, del 
artículo de la Ley de 1939 que fijaba el perfil de los Jueces Instructores. En realidad, en el 
proyecto presentaba la misma redacción que en la Ley. En la nota se dice: 
"Profesionales del Cuerpo Jurídico Militar no se ha nombrado ni uno sólo para los Tribunales 
de Responsabilidades Políticas, y, honoríficos o de complemento, sólo catorce. 
Como son cincuenta y dos los Juzgados Instructores provinciales, es visto que, con 
Oficiales de dicho CuerjX), no se han cubierto ni la tercera parte de las plazas. 
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Incluso, es posible encontrar Jueces con el empleo de alférez provisioncil.' 
Esto pone en evidencia que la jurisdicción castrense, sobredimensionada por 
la guerra, no estaba en condiciones de prescindir de los servicios de sus 
jurídicos militares. Los Juzgados instructores se ocuparon mayoritariamente 
con oficiales de complemento de otras Cuerpos, para los cuales, terminada la 
contienda, resultaba mucho más interesante el ejercicio profesional en la vida 
civil que permanecer en el Ejército. El licénciamiento de combatientes al final 
de la guerra afectaba también a los suboficiales y clases de tropa que debían 
ocupar las Secretarías de los Juzgados.* 
El Gobierno se vio obligado a dictar medidas correctoras cuando la 
inoperatividad de los Juzgados de Instrucción paralizó el traspaso de 
competencias de los antiguos órganos de Incautación de Bienes a los nuevos 
de Responsabilidades Políticas, debiendo ampliar en tres meses el plazo de seis 
Y alcanzando la Ofícialidad hononfica y de Complemento del resjjectivo Cuerpo 
absorbida por la Jurisdicción Castrense, el número de mil seiscientos, aproximadamente, el 
porcentaje que le ha sustraído los Tribunales de Responsabilidades Políticas representa una 
cifra tan pequeña que en nada puede entorpecer su funcionamiento, aun sumando a esos catorce 
Instructores provinciales alguno de los diez y ocho Jueces de primera instancia designados para 
los Juzgados Civiles Especiales que pudiera estar militarizado." 
Además se añade otra reflexión de índole crematística, aunque parece referirse a la 
posibilidad de que los Instructores alargaran intencionadamente la tramitación de los 
expedientes para continuar cobrando las gratificaciones, no al problema que planteaba su 
desmobilización e incorporación a la vida civil: "A los Instructores provinciales se les señaló 
9.000 pesetas, teniendo en cuenta lo delicado de su misión, pues de la imparcialidad y rapidez 
con que instruyen los expedientes depende el éxito de la Ley. como una gran parte son 
Capitanes, que cobran 7.000 pesetas, el sobresueldo para ellos es sólo de 160 pesetas 
mensuales, cantidad no muy tentadora para incitarles a alargar los expedientes, cuando, siendo 
todos Abogados, con el ejercicio de la profesión o en cualquiera otro destino particular 
obtendrían más de 9.000 pesetas". A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 4.022. 
' Los componentes de todos los Tribunales, Juzgados Civiles y Juzgados Instructores, salvo 
los de Soria y Santa Cruz de Tenerife, fueron nombrados por orden de la Vicepresidencia del 
Gobierno del 2 de junio de 1939, BOE del 5. 
* Por Orden de 20 de julio de 1939, BOE del 22, se dispuso que "cuantos Oficiales o 
Suboficiales de Complemento y Provisionales y cuantos individuos de Tropa hayan sido 
designados para desenseñar cargos, en propiedad, en Juzgados Instructores Provinciales de 
Responsabilidades Políticas, tengan solicitado su licénciamiento o se le haya ya otorgado este, 
continúen para todos los efectos en activo servicio durante el tiempo que desempeñen los 
expresados cargos [...]" 
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dentro del cual debería haberse culminado la transición.' Para evitar en lo 
posible más demoras por esta razón, se dispuso que si "que por 
desmovilización, licénciamiento, cambio de destino, defunción u otro motivo, 
quedase algún Juzgado Instructor de Responsabilidades Políticas sin Jueces o 
Secretarios", el Presidente del Tribunal Regional solicitará a la Autoridad 
Militar de la Región el nombramiento provisional y urgente de sustitutos entre 
militares de cualquier Arma o Cuerpo que hubieran desempeñado con 
anterioridad funciones judiciales durante al menos seis meses, no incluyéndose 
como requisito el que fueran abogados. Una corta experiencia para un 
procedimiento con implicaciones jurídicas y administrativas realmente 
complejas. 
En cuanto al |>ersonal procedente de la Carrera Judicial, si bien su 
designación no parece haber planteado especiales problemas, supuso una carga 
considerable para la justicia ordinaria, como se desprende de los cálculos 
realizados por Mónica Lanero. La misma autora ha señalado que, al parecer, 
su adscripción a los Tribunales y Juzgados especiales fue voluntaria, aunque 
de su categoría profesional se deduce que se trataba de los de menor 
antigüedad en las Audiencias.'^ 
' hey de 8 de agosto de 1939, modificando el artículo 27 de la de 9 de febrero del 
corriente año. En el preámbulo se dice: "La absorción de gran ntímero de Oficiales del 
Ejército que ostenta el título de Abogado, por la jurisdicción castrense, y el licénciamiento de 
clases y soldados, como consecuencia de la feliz conclusión de la campaña, han dificultado, 
de modo considerable, la designación del personal de los Juzgados Instructores Provinciales 
de Responsabilidades Políticas, que por tales causas, no han podido constituirse y comenzar 
a funcionar hasta fecha reciente, lo que ha dado lugar a que la entrega de asuntos por los 
antiguos órganos de Incautaciones a los nuevos de Responsabilidades Políticas, se haya 
demorado con exceso, haciendo insuficiente el término de seis meses que para ello señaló la 
octava disposición transitoria de la Ley de nueve de febrero último." 
'" M. LANERO, ob, cit., págs 373. Mónica Lanero ha calculado que ochenta y cinco 
miembros de la judicatura desempeñaron funciones en los Tribunales y Juzgados Especiales 
de Responsabilidades Políticas entre 1939 y 1942, lo que supone el 9'5 % de la carrera 
judicial, entre ellos el 20 % de los de categoría de magistrado. No obstante, conviene matizar, 
sin que por ello desmerezca el análisis de la autora, que estas cifras se refieren a jueces y 
magistrados que desempeñaron dichas funciones a lo largo de todo el período 1939-1942. Hasta 
la reforma de 1942, la plantilla de los Tribunales y Juzgados de Responsabilidades Políticas 
absorbía, simultáneamente, a cincuenta y seis funcionarios de la Carrera Judicial: dos en el 
Tribimal Nacional, treinta y seis en los dieciocho Tribunales Regionales y dieciocho en los 
194 
Para depurar las responsabilidades políticas en los plazos previstos por 
el Gobierno hubiera sido necesario realizar un esfuerzo económico mucho 
mayor. Las memorias de los Tribunales Regionales y los Juzgados Instructores 
revelan, sin lugar a dudas, que a los tres meses de constituidos ya se 
encontraban saturados por un número de asuntos pendientes mucho mayor del 
que eran capaces de resolver." El primer párrafo de la memoria del Tribunal 
de Granada planteaba los términos del problema con claridad meridiana: 
"La primera y fundamental, casi insuperable dificultad de índole 
orgánico que se observa, es la resultante de la desproporción enorme 
existente entre el volumen de trabajo, ya intelectual, ya material que 
han de rendir todos y cada uno de los elementos constitutivos del 
Tribunal Regional para lograr el desenvolvimiento normal de éste, sin 
perder de vista el claro y definido propósito de rapidez máxima que 
impera en la Ley, y la capacidad factible de trabajo que, aún llegando 
a un último y agotador esfuerzo, puede prestar el reducido personal a 
quién le está encomendado" 
La solución no se le escapaba a nadie. Pasaba por incrementar el 
número de Juzgados y mejorar la dotación de personal y material de los ya 
existentes. El Tribunal Regional de Sevilla concluía su informe solicitando, 
incluso, la creación de otros Tribunales en su demarcación, aunque fuera a 
Juzgados Civiles Especiales. 
" Las memorias se elaboraron por Orden de la Presidencia del Tribunal Nacional, dictada 
el 20 de septiembre de 1939, con el objeto de conocer las dificultades "de oren práctico" en 
la aplicación de la Ley de Responsabilidades Políticas. Resultan muy desiguales en cuanto a 
su contenido, pero permiten detectar claramente algunos problemas de índole procesal y 
administrativa comunes a todos los Tribunales. A.G.A., J., R.P.(T,N.), C: 157, 314 y 385. 
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costa de las arcas del Estado."'^ 
Desde de los Tribunales Regionales de Barcelona, Bilbao, Burgos, 
Granada, Madrid, Las Palmas y Valencia, se solicitó al Tribunal Nacional la 
creación de nuevos Juzgados Instructores, y en algunos casos de Juzgados 
Civiles, i>eticiones estas que en la mayoría de los casos se elevarían al 
Gobierno.*^ En Enero de 1940, se crearon dos nuevos juzgados en cada una 
de las provincias de Madrid, Barcelona y Bilbao y, posteriormente, otro en las 
de Santander, Granada y Valencia.''* 
A pesar de las acuciantes demandas de personal y material, y de que el 
Gobierno conocía que la Jurisdicción corría el riesgo de colapsarse por falta 
de recursos, el presupuesto creció muy poco desde 1940, cuando por primera 
'^  La colaboración, como veremos no sólo en lo material, de las autoridades locales no 
siempre resultaba como se esperaba, dado el carácter "patriótico" de la misión encomendada 
a la Jurisdicción de Responsabilidades Políticas. En Burgos se buscó el amparo material del 
Aytmtamiento: "La dotación de material a este Tribunal sería la sufíciente si con ella sólo 
hubiere de atender a los gastos ordmarios de oficina. Pero el Ayuntamiento de Burgos alega 
hallarse en mala situación económica, y justamente concede al Tribunal la materialidad de los 
locales en los que se haya instalado, entendiéndose por instalado el cobijarse bajo un techo, ya 
que no puede ser más deficiente y a todas luces indigna de la categoría de este Tribimal, la 
situación de paredes, puertas y ventanas. No ha proporcionado dicho municipio tampoco 
material alguno de mesas, sillas, etc; y, finalmente, se exige al Tribunal si quiere tener luz 
y calefacción, el abono correspondiente." Por su parte el Juez Instructor de Guadalajara se 
queja de la actitud del Alcalde y la organización local de Falange: "Creo que en Guadalajara 
no existen más dificultades para la instalación de este Juzgado que las que las Autoridades 
quieren poner, como lo demuestra el hecho de que a pesar de no conocer Guadalajara, después 
de las muchas dificultades puestas por las Autoridades, he solucionado prescindiendo de ellas, 
la cuestión del local en media hora y por otra parte se pueden montar muy bien las encinas 
de este Juzgado, nada más empleando parte de los muchos muebles y máquinas de escribir, 
que les sobran a F.E.T. de las J.O.N.S y que no son propiedad de esta Organización, sino que 
son bienes abandonados que debieran estar en posesión de la Comisión de Recuperación". 
(Escrito del Juez Instructor de Guadalajara, fechado el 6 de julio de 1936, dirigido al 
Presidente del Tribunal Regional de Madrid, A.G.A., J, R.P.-T.N.-, C: 945). 
'^  El 20 de diciembre, el Presidente del Tribunal Nacional reitera la solicitud de dos nuevos 
Juzgados para Madrid, Barcelona y un segundo para Valencia (A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 
1.296. 
''' El nuevo Juzgado de Valencia se creó por Orden de 15 de diciembre de 1939, B.O.E. 
DEL 24. Los de Barcelona, Madrid y Bilbao se crearon por Orden de 4 de enero de 1940, 
B.O.E. del 9. Los de Granada y Santander por Orden del 7 del XII de 1940, B.O.E. del 23. 
El 19 de septiembre de 1940, EL Presidente del Tribunal se dirigió al del Gobierno solicitando 
la creación de otros dos Juzgados más en las provincias de Barcelona, Bilbao y Granada. Los 
expedientes pendientes ascendían en Barcelona a 14. 988, en Bilbao a 15.504 y en Granada a 
15.149. (A.G.A, J. R.P.(T.N.), C: 694. 
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vez aparece consignado en los Presupuestos Generales del Estado (cuadros n'^ ó 
y 7 y apéndice). El presupuesto de 1941 sólo creció con respecto al año 
anterior en algo más del 9 por ciento, a pesar de que había que atender a nueve 
Juzgados de Instrucción más. En 1942, el aumento presupuestario anual no 
alcanzó el 6 por ciento. 
El aumento del presupuesto, aunque muy moderado, se explica por el 
incremento de la partida destinada al capítulo de personal, que en dos años 
crecería casi un 34 por ciento, a la par que se recortaba ligeramente el gasto 
de material (gráfico 1). En estos tres años, aumentó significativamente el peso 
relativo del gasto de personal, al que se dedicaba algo más del 64 por ciento 
del presupuesto en 1940 y casi las tres cuartas partes en 1942. 
La Vicepresidencia del Gobierno había fijado las retribuciones del 
personal estableciendo un paralelismo con otras Jurisdicciones y en base a tres 
criterio: que el cometido de los nuevos Tribunales era de "índole sumamente 
delicada" y "requería un gran esfuerzo", que en ningún caso se podían igualar 
las retribuciones fijadas para los componentes del Tribunal Supremo y que las 
personas que realizaran las mismas funciones debían percibir el mismo sueldo, 
sea cual fuere su procedencia (cuadro n** 8).^ ^ Los salarios de los 
componentes de los Tribunales y Juzgados se movieron en niveles similares a 
los de las más altas magistraturas del Estado. Los haberes del Presidente del 
Tribunal Nacional de Responsabilidades Políticas se equipararon a los del 
Presidente del Tribunal de Cuentas, los Magistrados del Tribunal Supremo o 
los Consejeros de Estado, gastos de representación aparte.'*Los vocales del 
'^  A.C.P.G., J.T.E., Leg. 12, n° 15. En este documento aparecen unos niveles retributivos 
algo superiores a los que se fijaron finalmente y que son los que se recogen en el cuadro 4. 
'* 25.000 pts anuales, algo inferior a las 30.000pts del sueldo de un Presidente de Sala del 
Tribunal Supremo o el Presidente del Consejo de Estado. El Presidente del Tribunal Supremos 
ganaba 40.000 pts. La Vicepresidencia del Gobierno comunicó por escrito, el 5 de abril de 
1939, al Presidente del Tribunal Nacional los niveles retributivos del personal de Jurisdicción 
(A.G.A., J., R.P.-T.N.-, C:837). Los sueldos de las distintas autoridades y fimcionarios 
judiciales son los que sirvieron de referencia a dicha Vicepresidencia (A.C.P.G., J.T.E., Leg 
12. n°5) 
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Tribunal Nacional superaban a los Magistrados del Tribunal de Cuentas o de 
la Carrera Judicial, y los Presidentes de los Tribunales Regionales ganaban 
algo menos que un Magistrado." 
Pero la elevada consideración política de la Jurisdicción no llevaba 
aparejada una dotación presupuestaria en consonancia con "la índole 
sumamente delicada" de su cometido. Aunque su situación no difería de la 
padecida por otras Jurisdicciones. Así, la Administración de Justicia tenía que 
afrontar su recomposición tras la guerra sumida en una profunda crisis 
provocada por la carencia de personal y el incremento de sus funciones.** 
'^  En el apéndice al capítulo se incluyen los presupuestos desglosados de la Jurisdicción 
para los años 1940 y 1943. 
'* M. LANERO, ob.rít., págs. 359 y sigs. 
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CUADRO N" 4 
PLANTILLA DE LOS TRIBUNALES Y JUZGADOS DE 
RESPONSABILIDADES POLÍTICAS (1939-1942) 
FLANULLAS 
TRIBUNAL N A O O N A L 
Presidente 
Vocal, titular y suplente, militares 
(vicepresidente) 
Vocale, titular y suplente, de F.E.T de las 
J.O.N.S 
Vocale, titular y suplente, Magistrados 
Secretario titular 
Secretario suplente 
JEFATURA SUPERIOR ADMINISTRATIVA 
Segundo Jefe Superior 
Total Tribunal Nacional y Jeiktura 
TRIBUNALES REGIONALES 
Presidente, titular y suplente 
Vocal de la Carrera Judicial, titular y 
suplente 
Vocal militante de F.E.T. de las J.O.N.S., 
titular y suplente 
Secretario 
Secretario suplente 
Total Tñbimates Regionales 
JUZGADOS INSTRUCTORES (*) 
Juez Instructor(**) 
Secretario, titular y suplente 
Total Juzgados de lnstrttóci<5n 
JUZGADOS CIVILES ESPECIALES 
Juez civil 
Secretario 




General o asimilado 
Consejero Nacional, con título de abogado 
Magistrado de Audiencia Territorial 
Secretario de Gobierno de Audiencia Territorial 
Oficial Primero de Sala de Audiencia Provincial 
Alto fiíncionario civil o militar 
Jefe del Ejército 
Juez de Ascenso 
Abogado 
Oficial 1 ° de Sala de Audiencia 
Oficial 2° de Sala de Audiencia 
Oficiales de Complemento u honoríficos del 
Cuerpo Jurídico Militar o profesionales de otros 
Cuerpos con título de abogado 
Suboficiales o soldados con título de abogado o 
con experiencia de, al menos, un año 

























(*) Incluimos los 9 Juzgados de Instrucción que se crearon en 1940 para reforzar los que venían funcionando desde 
1940 en Barcelona (2 más), Bilbao (2), Santander (1), Granada (1), Madrid (2) y Valencia (1) 
(**) No se nombraron suplentes. 
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CUADRO N» 5 (I) 
MIEMBROS DEL TRIBUNAL NACIONAL DE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS (1939-1945) 
NOMBRE y CARGO m EL TRIBUNAL 
PRESroENTE 
Enrique Suñer Ordóñez 
Wenceslao González Oliveros 
VICEPRESIDENTE (VOCAL MILITAR) 
Guillermo Kirpatrik O'Farril 
VOCAL MAGISTRADO 
Juan Hinojosa Ferrer 
VOCAL DE F . E . T . Y DE LAS J . O . N . S 
José María Mazón Saínz 
Eduardo Aunós 
OcuPACldN y CARGO 
DÉ tROCa)El*ClA 
Director de la Real Academia de 
Medicina, P'residente del Consejo 
General de Colegios Médicos y 
Catedrático de Medicina 
Catedrático de Filosofía del 
Derecho. Gobernador Civil de 
Barcelona 
General del Ejército 
Magistrado 
Consejero Nacional. Abogado 
Consejero Nacional y miembro de la 
Junta Política de F.E.T. y de las 












Director General de 
Enseñanza Superior y Media 
e n la D i c t a d u r a 
primorriverista. Vocal del 
Tribunal de Represión de la 
Masonería y el Comunismo. 
Presidente del Consejo 
Nacional de Educación 
(1948-1962) 
Ministro de Trabajo (1925-
29)con Primo de Rivera. 
Ministro de Justicia (1943-
45). Presidente del Tribunal 
de cuentas 1946-69) 
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CUADRO N" 5 (final) 
MIEMBROS DEL TRIBUNAL NACIONAL DE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS (1939-1945) 
NOMBRÉ Y CARGO EN EL TRIBUNAL 
VOCAL MILITAR SUPLENTE 
Manuel Rodríguez Barcena 
VOCAL MAGISTRADO SUPLENTE 
Manuel Ruiz Gómez 
VOCAL F . E . T . Y DE LAS 
J .O.N.S SUPLENTE 
Jesús Suevos Hemández(*) 
Manuel Torres López 
2" JEFE DE LA JEFATURA 
SUPERIOR ADMINISTRATIVA 
Vicente Santamería y de Rojas 
SECRETARIO 
José Anguila Sánchez 
SECRETARIO SUPLENTE 
José de Partearroyos y Herreros 
OCUPACIÓN Y CARGO 
DE PROCEDENCIA 
Contraalmirante de la Armada 
Magistrado 
Periodista. Consejero Nacional y 
miembro de la Junta Política de 
F.E.T. y délas J.O.N.S. 
Catedrático de Universidad. 
Consejero Nacional. 
Abogado del Estado 
Secretario de Gobierno de Audiencia 
Territorial 












(Aunque no llegó a tomar 
posesión) 
€rtkOS CARGOS 
Jefe del Sindicato Nacional 
del Espectáculo (1950-51). 
Di rec to r General d e 
Radiodifusión (1951-57). 
(*) El Consejo de Ministros acordó su nombramiento sin tener en cuenta que no era abogado, requisito fijado por la Ley para ocupar el cargo, por lo que a pesar de publicarse 
dicho nombramiento en el BOE, no llegó a tomar posesión del cargo, tal y como revela el acta de constitución del Tribunal. (A.C.P.G., J.T.E., Leg. 20, n" 3; A.G.A., J., 
R.P. (T.N.) C: 1.296. 
CUADRO N'ó 
PRESUPUESTO DE LA JURISDICCIÓN ESPECIAL DE 
















































CUADRO N» 7 
JURISDICCIÓN DE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS. 













De carácter general 
Obras de conservación 
SUBTOTAL 
TOTAL 






























































































SECCIÓN 7*( MINISTERIO DE JUSTICIA) 
CUADRO N»8 
RETRIBUCIONES ANUALES DEL PERSONAL Y GASTOS DE MATERIAL DE LOS 
ORGANISMO DE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS FIJADOS POR LA 







Oficial 1° de Sala 
Consignación global personal subalterno 
JEFATURA SUPERIOR ADMINISTRATIVA 
2° Jefe Superior Administrativo 





Oficial 1° de Sala 
Consignación global personal subalterno 
JuzOAE)os INSTRUCTORES PROVINCIALES 
Jueces 
Secretario (gratificación) 
Consignación global personal subalterno 
JUZGADOS CIVILES ESPECULES 
Secretario (sueldo) 
Oficial de Secretaria (sueldo) 
Consignación global personal subalterno 
2.- MATERIAL 
Tribunal Nacional y Jefatura Superior Administrativa 
Tribunales Regionales de Madrid, Barcelona, Valencia y Bilbao 
Resto de los Tribunales 
Juzgados Instructores 

























FUENTE: CERTIFICACIÓN DE OFICIO DE LA VICEPRESIDENCLA DEL GOBIERNO DIRIGIDO AL 
PRESIDENTE DEL TRIBUNAL (A.G.A., J., R.P. (T.N.), C: 837. 
Millones de pts. 
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P i 
<^yffi I. I 
i 
I 
i I ^tf;;? 1940 1941 1942 1943 1944 1945 1946 1947 
Presupuesto anual X//A Personal Material 
GRÁFICO 1: Presupuesto anual de la Jurisdicción de Responsabilidades Políticas 
material (1940-1947) 
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GRÁFICO 2: Presupuesto anual de personal de la Jurisdicción de 
Responsabilidades Políticas (1940-1947) 
Elaboración propia. Fuente: Presupuestos Generales del Estado. 
1.2.- U N PROCEDIMIENTO INEFICAZ 
El retraso en la incoación y resolución de los expedientes no era sólo 
achacable a la falta de medios materiales. Las memorias de los Tribunales y 
de los juzgados coincidían a la hora de señalar numerosos defectos de 
procedimiento que impedían la conclusión de los expedientes en los términos 
establecidos por la Ley. Los testimonios de sentencias de la Jurisdicción 
castrense y las denuncias, procedentes en su mayoría de organismos oficiales, 
se acumulaban sin que se las diera trámite. Los expedientes ya incoados no se 
terminaban de instruir porque las diligencias ordenadas por los jueces no se 
cumplían, al menos no con la celeridad debida. 
Desde Tribunales y Juzgados se denunciaba la poca colaboración 
prestada por los particulares, aunque tampoco la actitud de las autoridades 
resultó la que cabría esperar. El retraso, cuando no ausencia, de denuncias de 
carácter institucional obligó a intervenir al Tribunal Nacional, dirigiéndose 
conminatoriamente a los Ministerios e, incluso, rogando la intervención de la 
Presidencia del Gobierno.'* La inhibición o la demora de los organismos del 
Estado a la hora de ejercer la iniciativa que les otorgaba la Ley, provocó una 
situación, un tanto paradójica: al mismo tiempo que se estaba procedimiento 
a la apertura masiva de expedientes en toda España, sin embargo, entre los 
primeros encartados no se encontraban las personalidades más notorias, cuya 
depuración constituía una prioridad política contemplada por la Ley, La 
memoria del Tribunal de Zaragoza nos sirve de ejemplo: 
"Los fines que persigue la Ley, -claramente expuestos en su 
preámbulo- el sentido y fondo de ella, no se alcanzan, indudablemente 
" El Oficia dirigido al Presidente del Gobierno, de 26 de septiembre de 1939, en A.G. A., 
J., R .P . (T.N.) , C: 1.296. Para la circular a los A.G.A. , J., R.P.(T.N), C:837. 
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esperándolo todo de la denuncia particular. Son en corto número los 
expedientes que nacen de este modo. Numerosos en cambio los 
iniciados a virtud de testimonios deducidos de sentencias dictadas en 
Consejos de Guerra, pero nos atrevemos a decir que los más de esta 
última clase, se refieren a gentes de oscura y humilde condición. Y 
escaparían, en cambio, a la Justicia política, reos de esta clase de gran 
relieve social o considerable posición económica, -cuyo delito no pudo 
echarse en el área del Código de Justicia Militar-, si no actuasen 'de 
oficio' los Tribunales Regionales". 
Desde el preámbulo de la Ley de 1939 se reafirma el carácter ejemplar 
que se confiere a la Jurisdicción. En cambio, siete meses después de 
promulgarse, apenas se habían incoado expedientes contra los dirigentes de la 
"gran catástrofe colectiva", lo que provocó la alarma en el Tribunal Nacional: 
"Iniciada la actuación de los Tribunales Regionales de 
Responsabilidades Políticas aparecieron en los Boletines Oficiales los 
anuncios previstos en el art" 45 de la Ley. 
Refiérense estos en su mayor parte a personas oscuras o de clase 
humilde, lo que contrasta con la ausencia de aquellos nombres, 
sobradamente conocidos, de los causantes directos de la gran catástrofe 
colectiva que ha sido para España la Revolución roja y la Guerra Civil 
que ha provocado. Ello es muy propio para alarmar a la opinión harto 
predispuesta por lamentables ejemplos de la época anterior a nuestro 
Glorioso Movimiento a creer en la impunidad de los dirigentes" °^ 
^ Circular del Presidente del Tribunal Nacional a los de los Tribunales Regionales, de 8 de 
agosto de 1939. A.G.A., J., T.R.P.(T.N.), C: 837. 
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La pasividad demostrada por los Tribunales Regionales no se 
correspondía con su carácter de "Tribunal político al que se ha confiado una 
obra de defensa del Estado". El Tribunal Nacional les conminó a ordenar de 
inmediato a los Jueces instructores la formación de expediente contra los 
dirigentes políticos destacados y "aquellos elementos intelectuales que 
hallándose claramente incursos en dicho precepto contribuyeron con sus 
predicaciones subversivas a crear el clima indispensable a la revolución." 
Al Presidente del Tribunal Regional de Madrid no le gustó la llamada 
de atención. A su juicio, no le correspondía al Tribunal que presidía suplir la 
inhibición de quienes tenícui obligación de elaborar las relaciones de presuntos 
responsables, porque ni disponía de la información necesaria, ni de los medios 
adecuados para hacerlo.^' Es más, cuando el Tribunal madrileño se dirigió al 
Servicio Nacional de Seguridad, este organismo alegó no disponer de las 
relaciones solicitadas, remitiéndolo al Servicio de Recuperación de 
Documentos, en Salamanca. Pero, al parecer, tampoco era competencia de este 
Servicio confeccionar las deseadas listas.^^ 
Se añaden consideraciones de otro tipo, como el enorme número de 
presuntos responsables que se acumulaban en Madrid o que sería "anormal" 
que fuera el propio Tribunal el que tomara la iniciativa en la mayoría de los 
casos, mientras que las demás autoridades implicadas se inhibían. Incluso, se 
propone la creación de un cuerpo especializado de Policía, "más o menos 
numeroso", dependiente de la Dirección General de Seguridad y sin relación 
orgánica con el Tribunal, "cuya misión consistiría en facilitar a este Tribunal 
los datos necesarios de presuntos responsables políticos, obtenidos de la 
'^ Escrito del Presidente del Tribunal Regional de Responsabilidades Políticas de Madrid al 
del Tribunal Nacional, fírmado el 25 de agosto de 1939. La tardanza en la contestación la 
justifica el propio autor por "el notorio retraso" con el que se habían recibido las instrucciones 
aludidas. A.G.A., J„ T.R.P.(T.N.), C: 945. 
^ "Más este Servicio de Recuperación de Documentos, por su propia constitución, no 
podrá sino facilitamos los documentos que nos interesen, pero no las listas de presuntos 
responsables, ya que la confección de estas listas tiene que ser presidida por el criterio 
Gubernativo que en modo alguno puede alcanzar discernir un organismo puramente colector 
de datos y documentos." Ibidem. 
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documentación oficial investigada, del examen de los archivos de 
organizaciones políticas y sociales y por propia labor policiaca". Desde el 
Tribunal madrileño - también lo hizo el de Sevilla- se proponía, ni más, ni 
menos, crear un nuevo órgano policial que realizara las mismas tareas que 
tem'an encomendados una pluralidad de cuerpos policiales y de información de 
la Seguridad del Estado, del Ejército o del Partido. 
Esta iniciativa no le era ajena al Tribunal Nacional. Su presidente había 
planteado al Vicepresidente del Gobierno la posibilidad de centralizar la 
información susceptible de ser utilizada por los organismos de 
responsabilidades políticas, mediante la creación de un servicio dependiente del 
Ministerio de Gobernación, y de destinar funcionarios de Policía al servicio de 
los Tribunales y Juzgados, aunque la propuesta no cuajó.^ ^ A fin de cuentas, 
la creación de una nueva oficina de información en un Estado plagado de ellas 
no parecía la solución más racional, a pesar de que cupieran dudas fundadas 
sobre su eficacia, al menos en la materia que nos atañe. 
Sorprende tanto conflicto de competencias para incoar un expediente 
por responsabilidad política contra los enemigos más odiados del Régimen. 
¿Necesitaba el Tribunal ver estampados los nombres de Azaña, Giral, Negrín 
o Largo Caballero en una lista para ordenar el inicio de la instrucción? El 
Tribunal Regional de Madrid terminó acordando la incoación de procedimiento 
a todos los integrantes de los gobiernos que se sucedieron desde el que 
convocó las elecciones de 1936. Pero a regañadientes, su Presidente informó 
que la decisión se tomaba a sabiendas de que la jurisdicción militar habría 
incoado diligencias contra ellos, considerando preceptivo esperar su fallo. En 
esto se equivocó, como hemos podido comprobar. Salvo excepción, no se 
incorporará testimonio de sentencia militar a los expedientes de los 
responsables más notorios. 
Hasta el 31 de agosto de 1939 no se comenzarán a instruir los primeros 
^ El documento, fechado el 15 de julio de 1936, tiene registro de salida del 17. A.G.A., 
J., R.P.(T.N.), C: 1.296. 
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expedientes por iniciativa del Tribunal, entre ellos los de Azaña, Giral y 
Araquistaín. El 16 de septiembre se haría lo propio con los de Martínez 
Barrios y Bernardo Giner de los Ríos. Entre el 21 y el 23 del mismo mes les 
toco el tumo a Alcalá Zamora, Negrín, Largo Caballero, Alvarez del Vayo, 
Vicente Uribe o Rodolfo Llopis. Otros, como Dolores Ibarruri, Jiménez de 
Asúa, Sánchez Albornoz o Margarita Nelken esperarían hasta octubre o 
noviembre. 
Otra queja generalizada entre los Tribunales se refiere a la 
insustancialidad de los preceptivos informes remitidos por las autoridades y 
cuerpos policiales y al retraso con que se recibían, si es que los requerimientos 
judiciales eran atendidos, lo que paralizaba la instrucción de los expedientes. 
De todas formas, Ayuntamientos, Párrocos, organizaciones de Falange y los 
distintos servicios de información y policiales, debían estar saturados de 
peticiones de informes procedentes de las distintas Jurisdicciones especiales y 
comisiones de depuración que funcionaban simultáneamente por todo el 
país.^ 
Es comprensible que el Juez Instructor N°l de Madrid, Cíu l^os 
Múzquiz, literalmente se desesperara. En septiembre de 1939, tras reclamar 
infructuosamente la remisión de los cerca de doscientos cincuenta informes que 
se habían solicitado a la Delegación Provincial de Investigación e Información 
de Falange de Madrid y dirigirse al Delegado Nacional, del que recibió una 
respuesta tan solícita como inoperante, pidió amparo al Presidente del Tribunal 
Nacional.^^ El Presidente rogó al mismísimo Secretario General de F.E.T. de 
^ La Ley de 10 de febrero de 1939, sobre depuración de funcionarios públicos, establecía 
en su artículo 4° que los instructores de los expedientes podrían solicitar los informes que 
estimaran p>ertinentes sobre la conducta de los afectados, aunque en este caso no se señalen 
explícitamente a Alcaldes, autoridades locales de Falange, ni Párrocos. 
^ El escrito del Juez, firmado el 18 de septiembre de 1936, comenzaba del modo siguiente: 
"Tengo el honor de exponer a V.E., dando cumplimiento al requerimiento que me ha 
sido hecho, que en la tramitación de los expedientes de Responsabilidades Políticas por este 
juzgado Instructor Provincial de Madrid se ha tropezado, desde el primer momento de sus 
actuación, con la falta de asistencia que debieran prestar las Autoridades que, segtín se 
determina en le párrafo 2° del artículo 48 de la Ley, vienen obligados a facilitar los informes 
de los inculpados y que no solamente no cumplen con el plazo señalado en el artículo citado 
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las J.O.N.S., Agustín Muñoz Grandes, quién había accedido al cargo un mes 
antes, que interpusiera "toda la eficacia de su autoridad", dado que entre los 
"numerosísimos" expedientes paralizados se encontraban los de "personas 
destacadísimas en la revolución, respecto de los cuales [era] de conveniencia 
pública que [recayera] pronto fallo".^ * 
El mismo Juez remitió nueve meses después, en junio de 1940, un 
informe al Tribunal Nacional en el que se relataban las peripecias sufridas en 
la tramitación de expedientes relativos a conocidas personalidades, los cuales 
no se habían podido terminar, a pesar de haberse comenzado a instruir meses 
antes, a falta de incorporar a la pieza alguno de los preceptivos informes. El 
informe de la Delegación Nacional de Investigación e Información de Falange 
sobre Indalecio Prieto se había recibido con más de siete meses de retraso y 
se esperaban los solicitados un año antes a la Delegación Provincial de 
Falange, Alcalde, Guardia Civil y cura párroco. La Dirección General de 
Seguridad no había contestado la petición cursada en septiembre, ni el 
Ayuntamiento de Madrid a la que se le remitiera en diciembre. El informe de 
la citada Delegación Nacional sobre Manuel Azaña tardó más de ocho meses 
en recibirse, y el de la alcaldía llevaba más de seis de retraso. El Juzgado 
tampoco había recibido el informe que solicitara nueve meses cuites a la 
Dirección General de Seguridad sobre Juan Negn'n. Podríamos poner más 
ejemplos relacionados con personalidades de tanta relevancia política como 
Luis Araquistaín, Mariano Ruiz Funes, Marcelino Domingo, Ángel Osorio y 
Gallardo o José Miaja.^ 
sino que demoran contestación, en muchos casos, hasta un mes después de haber sido 
solicitados; esta falta de asistencia se hace notar aún más en los informes, que en sus 
respectivos casos, han sido solicitados de la Delegación Provincial de Información e 
Investigación de F.E.T. y de las J .O.N.S de Madrid y de la Delegación Nacional de 
Información e Investigación de F.E.T. y de las J.O.N.S y que no han sido cumplimentados en 
ningún caso produciendo con ello la imposibilidad de dar por conclusos los expedientes. [..-1" 
A.G.A., J., R.P.(T.N.) , C: 945. 
2* El escrito es de 19 de septiembre de 1939. A.G.A., J., R .P . , (T.N.) , C: 945. 
" A.G.A, J-, R .P . (T.N.) , C: 871. 
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El Presidente del Tribunal Nacional tuvo que rogar al Delegado 
General del Estado para la Recuperación de Documentos que se atendieran a 
la mayor brevedad posible los servicios solicitados-^* y a requerimiento suyo 
el Obispo de Madrid-Alcalá publicó en el Boletín Oficial del Obispado una 
orden circular instando a los Párrocos a que pusieran el máximo celo en este 
cometido, en cuya diligente resolución se encontraba empeñado, al parecer, el 
prestigio de la Iglesia: 
"Para evitar que el retraso en la respuesta impida la tramitación 
de importantísimos asuntos, advertimos a los Sres. Curas Párrocos que 
procuren con el máximo celo y prontitud cumplimentar lo que de ellos 
se solicita, y eviten que, por causa de morosidad injustificable, no sólo 
se retrase la obra de la justicia (por lo que la sociedad o los particulares 
podrían ser notablemente perjudicados), sino que se forme mal 
concepto de la organización parroquial y, por tanto, de la iglesia 
misma. "^ ^ 
Cuando por fin llegaban los informes, en muchas ocasiones recogían 
lugares comunes, información poco relevante, reiterativa o incompleta, cuando 
^ El Juez Instructor de Responsabilidades Políticas n° 1 de Barcelona había dirigido al 
Tribunal Regional, el 31 de mayo de 1940, un escrito, en el que se da testimonio de la 
sorprendente respuesta dada por dicha Delegación ante sus requerimientos: "[...] al cabo e 
algún tiempo y después de haber sido reiterados se contesta por la expresada dependencia con 
un volante sin ñnna algima y si solamente con el sello en tinta de la expresada Delegación en 
el que se expresa lo siguiente: 'en la imposibilidad de poder facilitar informes durante xm plazo 
que se me ha indicado, cumplo el deber de participarle como justificación al silencio adoptado 
por esa Delegación ante la comunicación que en tal sentido se recibió'". El escrito del Tribunal 
Nacional es del 7 de junio de 1940. A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 1.296. 
^ Se trata del Boletín Oficial de la Diócesis n° 1.628, del 1 de abril. El escrito del 
Obispado al Presidente del Tribunal comunicándole las gestiones realizadas lleva fecha del 12. 
A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 1.205. 
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no constituían, sin más, un manifiesto retórico de adhesión al Régimen.'" 
¿Cuántos informes necesitaba el Tribunal para condenar a Manuel Azaña?¿La 
declaración de responsabilidad de Negrín podría ser alterada por el contenido 
del informe de un cura Párroco o del Delegado Provincial de Información de 
Falange? El contenido de los informes de las autoridades tenía valor de prueba, 
independientemente de su rigor. No se entiende la exigencia de tantos y de tan 
diversa procedenciapor, si no es por aparentar la existencia de garantías 
jurídicas en un procedimiento en el que, como analizamos en el capítulo 
anterior, apenas se ofrecían posibilidades efectivas de defensa para a los 
inculpados. Máxime cuando todos ellos estaban cortados por el mismo patrón 
ideológico y fueron elaborados por autoridades de cuya adhesión no cabía 
duda. Por decirlo de manera llana, nadie en sus cabales podría creer 
seriamente en la imparcialidad de unos informes sobre los vencidos elaborados 
por los vencedores. 
Aunque tengamos presente la pugna que mantuvieron falangistas y 
militares por el control de la Jurisdicción, no hemos encontrado documentación 
que nos permita afirmar que detrás de la falta de colaboración denunciada se 
pudiera esconder una intencionalidad política. Más bien parece que las 
autoridades y organismos que debían informar o prestar apoyo material no 
* Podríamos poner muchos ejemplos entresacados de los expedientes. No nos resistimos 
a poner como muestra, sin más comentarios, lo que el Párroco de la Iglesia de Santa Teresa 
y Santa Isabel en la casilla correspondiente al "Informe detallado sobre la actuación del 
expedientado": 
"En cumplimiento del presente oficio tengo el honor de manifestar: que Manuel Azaña Díaz, 
feligrés que fué [sic] de esta Parroquia, según referencias fidedignas, fue [sic] en todo tiempo 
persona añliada a partidos de extrema izquierda. En tiempos de la Monarquía, trabajó en 
Ateneos y Centros culturales por sembrar en las incultas masas ideas disolventes y de rebeldía 
[sic], siendo uno de los principales agentes, y propulsores que con sus oscuras actuaciones 
consiguieron el cambio de régimen con todos sus horrores. En el poder, es del dominio público 
que sus actuación fiíe funestísima y demoledora para España, transformando todos los 
principios de orden moral y justicia, vertiendo en las multitudes el germen de disolución y 
anarquía que dieron por fruto las abominaciones de sangre, robo y destrucción que todos 
lamentamos. Unido al marxismo, a elementos extraños, e inspirado en tenebrosos astros, creó 
tal estado social de crímenes, que Dios es su infinita misericordia inspiró a nuestro ínclito 
Caudillo la Santa Misión de salvar a España. Antes de terminar la Cruzada el expedientado 
desapareció de España y en la actualidad se ignora su paradero." Ex. per Manuel Azaña, 
A.G.A., J., R.P.(A.M.), C: 30.329. 
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disponían de muchos más medios que los Tribunales y Juzgados. Sólo 
conocemos un caso en el que se pueda documentar un enfrentamiento político 
entre un Juzgado y las autoridades locales: el Gobernador Civil de Guipúzcoa 
se consideraba competente, como máxima autoridad política provincial, para 
autorizar la incoación de los expedientes de responsabilidades políticas, cuya 
apertura, a su juicio, estaba "perturbando la provincia".'^ 
Los Jueces también se quejaban de manera generalizada por el retraso 
con el que se publicaban los edictos en el Boletín Oficial del Estado y los 
Boletines provinciales, lo que provocaba la paralización de las instrucciones.^^ 
Quizá, en algún caso estas demoras pudieran responder a la resistencia de las 
Autoridades provinciales a que se hiciera público de manera tan ostensible 
hasta dónde llegaba el celo represivo de la "Nueva España", pero, insistimos, 
no tenemos constancia documental de que así fuera y, en cambio, 
continuamente nos hemos encontrado con impedimentos de orden 
administrativo que dificultaban la tramitación de los expedientes. 
' ' "Según me informa dicho Juez el 28 del pasado fue llamado al teléfono por el Exento. 
Sr. gobernador civil D. Francisco Rivas y Jordán de Urries, quién en términos de violencia, 
le acusó de estar p>erturbando la provincia con la iniciación de expedientes y ordenándole 
suspender las actuaciones de los mismos, y conminándole, al decirle el Juez que se había 
limitado a cumplir las órdenes del Tribunal Regional, a que se entrevistara con él, diciéndole 
que estaba dentro de sus atribuciones compelerle a ir por sus despacho. 
Por otro lado, con fecha 30 de Septiembre pasado le dirigió un oficio del tenor literal 
siguiente:'se han recibido en la Secretaría general de este Gobierno a mi cargo bastantes 
edictos 'procedentes de ese Juzgado Militar de expedientes contra posibles incoados de 
responsabilidades políticas, para su publicación en el Boletín Oficial de la Provincia, mas como 
encargado especialmente de la dirección política de la misma, he de comunicarle mi decisión 
de no autorizar su publicación, ni dar por tanto por incoados tales expedientes mientras no 
adquiera la certeza, en cada caso, de su conveniencia política, mediante información que con 
esta fecha intereso e iré interesando en los sucesivo de la Jefatura provincial de F.E.T. de las 
J.O.N.S.'[...]." Escrito del Presidente del Tribunal Nacional al Presidente del Gobierno, de 
13 de octubre de 1939. A.G.A, P.G., C: 4.020. 
'^  Por ejemplo, en el informe del Tribunal Regional de Oviedo se puede leer: "Que estima 
muy fundado en el informe, que también se remite del Juez Instructor Provincial de 
Responsabilidades políticas y por ello este Tribunal, lo hace suyo, por ser razonada la 
exposición que en aquel se hace, ya que el inconveniente de la tardanza en que se publiquen 
en el Boletm Oñcial del Estado los anxmcios de la iniciación del expediente, ha motivado que 
este Tribunal tuviese que devolver todos los que hubiese recibido del Juzgado Instructor para 
que se cumpliese la Diligencia 3* del artículo 48 de la Ley, y por lo tanto no pudo ninguno 
de los expedientes que ha tramitado dicho Juzgado llegar a! período de poder ser fallados". 
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Las notificaciones a los inculpados no sólo se vieron dificultadas por el 
anterior motivo. Parece que era práctica habitual de las Auditorías Militares 
el remitir los testimonios de las sentencias de los Consejos de Guerra 
omitiendo las circunstancias personales de los condenados, entre ellas la prisión 
en la que cumplían la pena. Como quiera que esta era causa automática de 
responsabilidad política, los Jueces se veían obligados a efectuará 
averiguaciones sobre el paradero de inculpados que se encontraban presos en 
alguna de las cárceles del Estado, a los que había que suponer perfectamente 
localizados, píira comunicarles el inicio de la instrucción. Entre los expedientes 
que hemos estudiado se encuentran con frecuencias oficios de los jefes de las 
prisiones en los que dicen desconocer la situación de los presos por los que se 
pregunta, bien porque habían sido trasladados o porque ni siquiera hubieran 
pasado por esas dependencias. El Presidente del Tribunal Nacional se tuvo que 
dirigir al Director General de Prisiones porque no se atendían los 
requerimientos de los Jueces para averiguar los establecimientos donde se había 
internado a los encartados. De nuevo una administración deficiente, en este 
caso la penitenciaria, no atendía debidamente las solicitudes de los Jueces 
Instructores, dificultando la resolución de los expedientes.^^ 
Como ya se ha dicho, desde algunos juzgados y Tribunales se constató 
la falta de colaboración de los ciudadanos con los organismos de 
responsabilidades políticas, en concreto a la hora de formular denuncias contra 
presuntos responsables. Pueden ser varias las razones de esta inhibición, entre 
ellas la pluralidad de órganos judiciales y policiales en los que las denuncias 
surtían un efecto punitivo inmediato y el desconocimiento sobre la naturaleza 
de la Jurisdicción. Quisiéramos destacar la razón esgrimida por el Tribunal 
^^  Sobre las cárceles franquistas existe abundan los testimonios personales, o análisis que 
utilizan estos como fuente, aunque también podemos encontrar investigaciones documentadas, 
sobre todo en el contexto de estudios más amplios sobre la represión. Pueden encontrase 
capítulos dedicados a las cárceles en V. FERNÁNDEZ VARGAS, La resistencia interior en la 
España de Franco, Madrid, Itsmo, 1981, págs 69-90; A. REIG TAPIA, Franco "Caudillo", ob. 
cit., págs. 239-276.; J. M. SOLÉ I SABATÉ, ob. cit., págs 67-82 y 227-245.; F. MORENO 
GÓMEZ, ob. cit., págs. 67 y sigs; M. ORTIZ, págs. 308-341; J. M. SABÍN, ob. cit, págs. 105-
213. 
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Regional de las Palmas de Gran Canaria porque lo achacaba al efecto que 
había causado en la población la represión brutal, irregular y desproporcionada 
desencadenada tras la sublevación, que no respondía a la actitud mantenida por 
la izquierda mientras detentó el poder, hasta el punto de "colmar a la opinión 
pública".^ Difícilmente encontraremos muchos documentos oficiales, menos 
procedentes de un órgano represivo, en los que se reconozca de manera tan 
explícita y clara la dureza de la represión y sus efectos sobre la población.^ ^ 
Estas reflexiones no impidieron que el Presidente del Tribunal canario 
solicitara que la nueva Jurisdicción se convirtiera, con carácter profiláctico, en 
permanente, confiando en que la ciudadanía terminaría por aceptarla cuando 
viera "en sus fallos y resoluciones el predicado de una justicia honesta, sólo 
inspirada en el bien patrio y en los eternos postulados del Derecho"^* 
^ "Esta Junsdícción se ha implantado con cierto retraso en estas Islas, careciendo, en 
consecuencia y en el actual momento, de ambiente popular. 
La hegemonía de las izquierdas, en la mayoría de aquéllas, no se distinguió, 
generalmente, por persecuciones, represalias ni actos vandálicos. Pero, a pesar de ello, hubo 
desproporción en la réplica que siguió al triunfo de nuestro Movimiento: 
Se hizo una represión irregular, aplicada en esa forma que el común argot de ambos 
bandos se conoce por "paseos", que alcanzó a más de mil mortales, sólo en esta Isla de Gran 
Canaria; entró en fimciones y sigue actuando sin interrupción el Fuero Militar, aplicando 
penas; se tomaron medidas preventivas por Gobernadores Civiles y delegados de Orden 
I*úblico, reflejadas en ingresos en Campos de Concentración,; se hizo y continúa haciéndose 
una meticulosa depuración ^itre los Funcionarios de los distintos organismos Ministeriales, y 
se dictaron las oportunas sanciones y prevenciones por los Comandantes Generales del 
Archipiélago, previo informe de las Comisiones de Incautación de Bienes de las respectivas 
Provincias. Todo ello durante tres años, en esta retaguardia tan pródiga en voluntarios para el 
Ejército Salvador, y mientras duraba la lucha en la Península. Estas concausas y los naturales 
duelos y quebrantos que han llenado de amarguras a todas las familias, parecen haber colmado 
a la opinión pública, de aquellas primitivas ansias de justicia, prefiriendo y añorando etapas 
de tranquilidad y de paz: anhelan, por lo visto, un saldo definitivo, aunque sea con pérdidas, 
a la prolongación de na período liquidatorio de responsabilidades por lo que pasó." 
^ Sobre la represión en las Islas Canarias puede consultarse S. MILLARES CANTERO et. 
alt., "Movimiento obrero, resistencia y represión en la provincia de Las Palmas (1931-1939)", 
Revista de Estudios de Historia Social, n°"48-49, enero-junio de 1989, págs. 221-335.; J. A. 
ABELLÁN, , ob. cit. 
^ Escribía el Presidente del Tribunal Regional de las Palmas: 
"Y para terminar este capítulo, Excmo. Sr., sea permitido al Tribunal que presido una 
modesta sugerencia: se ha implantado en España una Jurisdicción para sancionar pasadas 
responsabilidades políticas, generadoras, sin duda alguna, de una de las más grandes tragedias 
registrada en la Historia de las Civilizaciones. Estas catástrofes, como V.E. no ignora, se 
generan a través del tiempo y del espacio, en los organismos sociales, al igual que ciertas 
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En definitiva, resultaba evidente que los expedientes no podían 
instruirse en el plazo de un mes que fijaba la Ley de Responsabilidades 
Políticas. La práctica reveló muchas deficiencias en el procedimiento, pero no 
es menos cierto que los redactores de Ley ignoraron las advertencias que sobre 
su inadecuación se hicieran durante la discusión del proyecto. Tampoco se 
tuvieron en cuenta las circunstancias sociales y políticas, ni las carencias de 
unas administraciones públicas desarticuladas por la guerra y magras en 
recursos humanos y materiales. Ni siquiera se había previsto que en muchas 
partes del país las comunicaciones entre las zonas rurales -o las islas, en el 
caso de los dos archipiélagos- y la capital provincial, donde residía el Juzgado 
Instructor, requerían casi tanto tiempo como el que legalmente se concedía 
para que las autoridades locales emitieran sus informes.^' 
A pesar de que en la propia ley se incluyó una disposición especial que 
declaraba improrrogables los plazos fijados para la tramitación de los 
expedientes (art. 80), la práctica demostró la imposibilidad de cumplidos. Tal 
contradicción llevó al Tribunal Nacional a considerar que en aquellos casos en 
los que los retrasos se debieran a causas de "fuerza mayor", el referido artículo 
enfermedades lo hacen en el organismo humano, necesitando, para ello, el elemento o ambiente 
propicio al desarrollo eficiente de sus actividades. El organismo social, al contrario que el 
individual, no se inmimiza por haber sufrido con antelación uno de aquellos ataques: tal vez 
quede más propicio a una nueva crisis epidémica, si se tiene en cuenta que ,aquellos, siempre 
traen una depresión económica acentuada, y la filosófica observación de que el hombre es el 
único animal que tropieza dos veces en un mismo sitio. 
Sentado lo que antecede, Excmo. Sr. ¿por qué no perpetuar la fiínción juzgadora de 
responsabilidades Políticas? Se ha implantado en España, con caracteres transitorios, una 
Jurisdicción para juzgar las pasadas; ¿por qué no prolongarlas a las presentes y futuras?¿No 
sería un medio efícaz de profilaxis política, que no tiene cristalización en nuestra Patria, y cuya 
ausencia da margen a que verdaderos hechos generadores de posibles estados de opinión de 
disgusto, tibieza, adversión y rebeldía, queden, como hasta ahora han venido quedando, en la 
impunidad?". 
^' El Juez Instructor de Oviedo se refería en su informe a esta cuestión: "Ordenando el 
artículo 52 de la Ley en su segundo párrafo que 'el expediente deberá estar concluso en el 
plazo máximo de un mes', y resultando que por la extensa jurisdicción de este Juzgado 
Instructor, cualquiera diligencia o petición de informes a aldeas fuera de las vías generales de 
comunicación, tarda casi tanto plazo como el indicado en el referido artículo para la 
terminación del expediente, cree este Juez Instructor que en la mayoría de los expedientes el 
plazo indicado es prácticamente irrealizable." 
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de la Ley quedaba en suspenso.^* Los expedientes, con los plazos para su 
instrucción "en suspenso", se acumulaban en los Juzgados, constituyendo 
pronto un problema de difícil solución en el marco de la Ley de 1939. 
1.3.- E L COLAPSO DE LA JURISDICCIÓN DE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS: 
LA ACTIVIDAD DE LA JURISDICCIÓN HASTA EL OTOÑO DE 1 9 4 1 
El Gobierno sabía desde muy pronto que la Jurisdicción de 
Responsabilidades Políticas marchaba hacia el colapso si no se adoptaban 
medidas para evitarlo. El Tribunal Nacional enviaba unos estadillos mensuales 
a los miembros del Gobierno con el resumen de los asuntos ingresados y 
despachados por el Tribunal, al menos entre noviembre de 1939 y octubre de 
1940, en vísperas del relevo en la Presidencia del Tribunal.^' Segíín los datos 
correspondientes a los meses comprendidos entre octubre de 1939 y septiembre 
de 1940, los Tribunales Regionales habían incoado 38.058 expedientes, 
mientras que durante el mismo período habían resuelto 13.410 (gráfico 3). No 
sabemos si los ministros recibieron información relativa a otros meses, pero, 
a la vista de los estadillos, resultaba evidente que se abrían muchos más 
expedientes que los que se resolvían. 
Aunque la tendencia representada en el gráfico 4 sea indicativa, puesto 
que no disponemos del número de incoaciones y resoluciones producidas entre 
junio, cuando se constituyeron los Juzgados y Tribunales, y septiembre de 
1939, si que ilustra muy bien cual era el problema: los expedientes no sólo se 
^ Instrucciones para los Tribunales Regionales. Doc. cit. 
^ Seguramente los habrá par otros meses, aunque no sabemos si con el relevo de 
Presidente se continuó con los envíos. Entre la documentación disftersa quizá pudieran 
encontrarse más estadillos. Los que nosotros hemos manejado se repartían entre diversa 
documentación conservada en dos cajas distintas. A.G.A, J., R.P.(T.N.), C: 837 y 944. 
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incoaban masivamente, sino que, además, se resolvían a un ritmo mucho más 
lento del necesario para evitar su acumulación. Tengamos en cuenta que de no 
mediar incidencias especiales, no debían transcurrir más de dos meses desde 
la apertura del expediente hasta su resolución definitiva. Por tanto las 
respectivas curvas debían de ir, con un lapso de tiempo razonable, casi en 
paralelo, y sin embargo cada vez se separan más. Podría objetarse que sólo se 
representa un año, pero, como veremos en el próximo capítulo, la misma 
tendencia se aprecia en la provincia de Madrid, desde la apertura de los 
primeros expedientes hasta cuando se empiecen a sentir los efectos de la 
reforma de 1942. 
En Mayo de 1941, en el marco de la crisis que se cerró con una amplia 
remodelación del gobierno, Luis Carrero Blanco sustituyó a Valentín Galarza 
en la Subsecretaría de la Presidencia y, en consecuencia, pasó a controlar la 
Jurisdicción Especial de Responsabilidades Políticas. El relevo significó un 
salto cualitativo en la dirección política de la Jurisdicciión. Unos meses 
después, en septiembre, desde la Subsecretaría de la Presidencia se ordenó a 
todos los Tribunales y Juzgados que informaran sobre el número de 
expedientes de responsabilidades políticas que se habían incoado desde la 
puesta en marcha de la jurisdicción, con indicación de cuántos se encontraban 
concluidos y cuántos en trámite. Se trata de una fuente de primera mano, cuya 
fiabilidad viene avalada por el carácter interno de la encuesta, la cual no 
parece responder a otro interés que el del propio Gobierno por conocer el 
estado en el que se encontraba la depuración de las responsabilidades políticas. 
Hay que resaltar que a diferencia de otros estudios estadísticos, conservados 
entre la documentación procedente del Tribunal Nacional de Responsabilidades 
Políticas, el que vamos a analizar a continuación se encuentra en un fondo de 
Presidencia del Gobierno, lo que le confiere una significación especial.''^  La 
fecha en la que se encargó la encuesta y que se conserve junto a la 
documentación relativa a la Ley de febrero de 1942, son indicios claros de que 
«A.G.A.,P.G..C: 4.022. 
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su resultado debió pesar en la decisión de reformar la Jurisdicción. Aunque, 
en realidad, no se hiciera otra cosa que cuantificar una situación ya conocida 
por las memorias que los Juzgados y Tribunales enviaran al Tribunal Nacional. 
La primera conclusión que podemos establecer a la vista de los datos 
es que se procedió a la apertura masiva de expedientes desde el momento en 
que los Tribunales y juzgados quedaron constituidos. Los Tribunales 
Regionales habían abierto cerca de ciento veinticinco mil expedientes en apenas 
dos años y en su secretarias se acumulaban pendientes de incoación otros 
ciento cinco mil: 229.549 expedientes, en total. La segunda sería que a las 
numerosas incoaciones no le correspondía un número igual de resoluciones. 
Sólo había recaído fallo sobre apenas el 29 por ciento de los expedientes 
incoados. Por tanto, bastante más de las dos terceras partes de los expedientes 
abiertos en esos dos años se encontraban en trámite. Si tenemos en cuenta los 
pendientes de incoación, resulta que las resoluciones apenas llegarían al 16 por 
ciento. Se trata de unas cifras que demuestran la ineficacia de la Jurisdicción 
que se había creado con el mandato expreso de liquidar rápidamente las 
responsabilidades políticas. (Cuadro 9) 
Los datos por provincias, es decir suministrados por los Juzgados 
Instructores, no casan exactamente, como se puede ver, con los aportados por 
los Tribunales Regionales para el conjunto de las provincias bajo su 
jurisdicción, pero las diferencias globales son poco significativas y llevan a las 
mismas conclusiones. Según las cifras de los Juzgados Instructores, el 
porcentaje de expedientes concluidos ascendería hasta algo menos del 38 por 
ciento. (Cuadro 11) 
Las diferencias, insistimos en que poco significativas consideradas 
globalmente, se deben a diferentes razones. Los Tribunales Regionales de 
Bilbao, Oviedo, Valladolid y Zaragoza explicaron las suyas, en estos casos 
significativas, por los expedientes procedentes de las extintas Comisiones 
Provinciales de incautación de Bienes, que recibieron ya instruidos y, por 
tanto, no se remitieron a los Juzgados Instructores. Los Tribunales de 
Barcelona y Valencia señalaron que expedientes registrados como individuales 
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en sus secretarias, se instruyeron colectivamente y con el mismo número de 
registro por los Juzgados. Finalmente, la propia Vicepresidencia reconocía que 
la diferencia se debía, probablemente, a que algunos de los Tribunales y 
Juzgados no disponían de la "organización necesaria para conocer exactamente 
el número de expedientes".'*' 
En el verano de 1941, se habían incoado en España cerca de cinco 
expedientes por cada mil habitantes, llegando a casi nueve si se consideran 
también los pendientes de incoación (Cuadros 10 y 11). Hemos intentado 
encontrar alguna correlación que permitiera explicar en su conjunto la 
distribución territorial de los expedientes, pero sin resultado concluyentes. En 
aquellas zonas del país que quedaron desde el comienzo de la guerra en poder 
de los sublevados o que se ocuparon en fechas más tempranas parece 
apreciarse un número menor de incoaciones, probablemente porque en ellas 
actuaron las Comisiones Provinciales de Incautación de Bienes, lo que 
explicaría que en zonas de tanta conflictividad social durante el penodo 
republicano como Extremadura y algunas de las provincias andaluzas, se 
abrieran un número relativamente bajo de expedientes. De todas formas, no se 
puede generalizar esta explicación, ya que Bilbao, donde la Comisión de 
Incautación comenzó muy pronto a trabajar se sitúa a la cabeza, entre otras 
razones porque la Comisión dejó muchos expedientes inconclusos. 
No obstante, podemos hacer una aproximación regional y provincial a 
la actuación represiva de la Jurisdicción, ateniéndonos a tres criterios. En 
primer lugar, tendremos en cuenta los datos relativos a expedientes incoados 
y pendientes, no sólo a los que ya se habían iniciado en el momento de 
realizarse la encuesta. Pretendemos con ello limitar la sobrevaloración relativa 
que se produce sobre las cifras correspondientes a regiones con poca 
población, en las que los Juzgados Instructores hubieran abierto un número 
similar de expedientes que en otras en el momento en el que se recogieron los 
"' A.G.A., P.G., C:4.022. Los datos sobre aportados por los Tribunales aparecen en sus 
respectivos informes. La valoración de la Vicepresidencia, sin fecha ni firma, aparece unida 
a la estadística que estamos estudiando. 
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datos, pero en las cuales al quedar menos instrucciones pendientes de inicio, 
la liquidación de las responsabilidades políticas se completaría con un número 
final de expedientes menor y en menos tiemp>o. 
En segundo lugar, dado que los datos regionales encubren unas grandes 
diferencias provinciales, combinaremos la valoración anterior con la que se 
desprende del número de expedientes incoados p>or provincia, aunque no 
dispongamos en este caso del número de incoaciones pendientes. 
Por último, nos referiremos siempre a expedientes, no a expedientados, 
cuyo número sería mayor, dado que era posible incoar sumarios colectivos/'^ 
Sólo dieciocho de los sesenta y un Juzgados suministran el número de 
inculpados en los sumarios abiertos. Entre los dieciocho habían incoado 24.324 
expedientes, en los cuales se encontraban incursos 45.271 presuntos 
responsables (cuadro 13).'*^ 
En resumen, el número de expedientes incoados por la Jurisdicción de 
Responsabilidades Políticas hasta nuestra fecha de referencia no es significativo 
de la intensidad de la represión general ejercida sobre una determinada 
provincia, salvo que lo pongamos en relación con otros factores, porque está 
determinado por la capacidad de trabajo de los respectivos Tribunales y 
Juzgados. Si no se tienen en cuenta estos elementos, se pueden hacer lecturas 
"^  En contestación a una pregunta formulada por el Tribunal Regional de Barcelona, el 
Tribunal Nacional dictaminó, el 19 de septiembre de 1939, que "no existiendo prohibición 
expresa en la Ley de Responsabilidades Políticas para reunir en un sólo expediente a varios 
responsables políticos, y pudiendo ello simplificar el trabajo que pesa sobre ese Tribimal no 
hay inconveniente en que cuando se trate de varios responsables políticos de presunta 
insolvencia condenados por la Autoridad Militar se siga un solo expediente para imponer la 
sanción económica, procurando buscar alguna razón conexidad [sic] que justifique la 
acumulación. Es claro que cuando por alguno de los responsables se hagan alegaciones que 
exija una prueba especial habrá que seguir el expediente con independencia". A.G.A., J. 
R.P.(T.N.), C: 906. 
"' La información procede de las respuestas de los Juzgados a la encuesta. El cuadro ya 
lo incluimos en el pequeño avance publicado en M. ALVARO, "Los militares", ob. cit. pág. 
162. El Tribunal de Valladolid informó que en la mitad de los expedientes se hallaban incursos 
más de una persona y en Cáceres se tramitaban tres expedientes colectivos con ciento quince, 
treinta y seis, y cincuenta y tres inculpados respectivamente. Sin embargo, nuestro estudio 
sobre la provincia de Madrid ha revelado la existencia de sólo ciento cinco expedientes 
colectivos, sobre un total de más de cinco mil, en los que se encontraban incursas trescientas 
treinta y dos personas. 
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erróneas de lo datos correspondientes provincias como Madrid o Barcelona. A 
pesar de que en ambas el número de expedientes incoados por cada mil 
habitantes se sitúa por debajo de la media, en el caso de Barcelona muy por 
debajo, acumulaban tantos testimonios de sentencias y denuncias sin tramitar 
que hubo que crear en 1940, como hemos visto, dos Juzgados más en cada 
una, y todavía se llegaron a pedir otros tres para Barcelona. Lo mismo se 
podría decir sobre Santander, en la que también hubo que crear un Juzgado 
más. 
De lo que no cabe duda es que tanto los datos cuantitativos, como los 
cualitativos, concluyen que en determinadas provincias y regiones la 
depuración de las responsabilidades políticas se acometió con una intensidad 
especialmente relevante. Por Tribunales Regionales, insistiendo en que las 
cifras esconden importantes diferencias provinciales, se sitúan ligeramente por 
encima de la media los Tribunales de Barcelona, con jurisdicción sobre toda 
Cataluña, y de Burgos, que además de esta provincia y de la de Soria, se 
ocupaba de Álava, la Rioja y Santander. Claramente por encima de la media 
se encuentran los Tribunales de Granada, Palma de Mallorca, Valencia, 
Madrid, y Oviedo. En las provincias de Granada y Valencia venían actuando 
dos Juzgados en cada una y en ellas, el número de expedientes incoados es de 
los más altos. Destacan las incoaciones efectuadas en la provincia de Almería, 
que afectaban a más del 17 por mil de población, y en Castellón, en la que se 
rondaban los 11 expedientes por cada millar de habitantes. 
Mención especial merecen las provincias vascas. Aunque el Tribunal 
Regional de Pamplona, cuya jurisdicción abarcaba Navarra y Guipúzcoa, había 
abierto algo más de cuatro expedientes por cada mil habitantes, cuando se 
tienen en cuenta las incoaciones pendientes se llega hasta el 21 por mil. En la 
provincia de Álava, dependiente del Tribunal Regional de Burgos, las 
incoaciones se sitúan en los niveles más altos, alcanzando casi 11 p>or millar 
de habitantes. En Bilbao se llega a cifras realmente espectaculares, sólo 
superadas por Ceuta. No hay razones administrativas o geográficas que 
justifiquen la creación de un Tribunal Regional sólo para la provincia de 
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Bilbao, en la que actuaban tres Juzgados Instructores. Sin duda, debió pesar 
la experiencia de la Comisión Provincial de Incautación de Bienes de Vizcaya. 
El propio Tribunal bilbaíno cifraba en más de cuatro mil los expedientes 
procedentes de dicha Comisión que se acumulaban sin terminar. La depuración 
de las responsabilidades políticas en la provincia más rica del país, con una 
fuerte implantación nacionalista, revestía una especial complejidad por el 
entramado de intereses económicos y políticos que se veían afectados. Así, 
aunque el proceso depurador se iniciara en 1937, todavía en 1941 se 
contabilizaban casi 31 expedientes, entre incoados y pendientes, por cada mil 
habitzmtes. 
Por último, los cifras de Ceuta y Melilla son difícilmente comparables 
con el resto, dada su pequeña población y su condición de guarniciones 
militares. 
La Jurisdicción de Responsabilidades Políticas se encontraba colapsada 
porque, por un lado, las deficiencias del procedimiento y la saturación de los 
Juzgados paralizaban la instrucción de los expedientes y, por otro, la frenética 
actividad de la Jurisdicción Castrense había inundado los Tribunales de 
Responsabilidades Políticas de sentencias que se acumulaban junto a numerosas 
denuncias de diversa procedencia, sin que fuera posible dar trámite a todas. El 
estudio de los expedientes de la provincia de Madrid, que abordaremos en el 
capítulo siguiente, es esclarecedor al respecto. La apertura masiva de 
expedientes respondía al interés del Gobierno por depurar cuanto antes las 
responsabilidades políticas, lo que sin duda hubiera acentuado el carácter 
ejemplar que se quería dar a su castigo. De ahí la seria advertencia que se 
hiciera a los Tribunales para que ejerciesen sin demoras la iniciativa que la Ley 
les atribuía 
Unos meses antes, en marzo, el Presidente del Tribunal Nacional instó 
a los Tribunales Regionales a iniciar el correspondiente procedimiento contra 
personas de relevancia política, aunque no mediara denuncia contra ellas, para 
evitar que prescribiera su responsabilidad. El primero de Abril entraba en 
vigor la prescripción de prácticamente todos los supuestos de responsabilidad, 
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salvo los más graves, si no se hubiese "incoado procedimiento o dado estado 
a la denuncia" y los presuntos responsables no se hubieran sustraído a la acción 
de los Tribunales.''^ 
Como la prescripción entró en vigor varios meses antes de que se 
realizara la encuesta, las incoaciones aún pendientes en octubre de 1941 no 
podrían incrementarse sustancialmente nada más que por las que se derivaran 
de las condenas militares a penas superiores a los doce años y un día, ya que 
después de dos años y de las conminaciones del Tribunal Nacional debían ser 
muy pocos las personas cuya responsabilidad pudiera contemplarse en los 
supuestos no prescritos sobre las que no pesara un expediente en marcha o una 
denuncia a la que se hubiera dado estado. Por tanto, el Gobierno podía prever 
en ese momento, con bastante aproximación, cuantos expedientes sería 
necesario incoar para completar la depuración de las responsabilidades 
políticas. 
No conocemos quién se encargó en la Subsecretaría de la Presidencia 
de resumir el resultado de la encuesta, pero resumió de manera suficientemente 
expresiva cual era la situación. Su colapso alejaba cualquier esperanza de 
depurar rápida y limpiamente las responsabilidades contraídas por la anti-
España: 
'^ Ley de 3 de febrero de 1940, B. O.E. del 6. Además de la circular a la que nos hemos 
referido, en la misma fecha el Presidente del Tribunal Nacional remitió el siguiente telegrama 
a los Tribunales regionales: "Próxima la fecha del primero de Abril en que ha de entrar en 
vigor la Ley de 3 de Febrero de 1939 sobre prescripción de penas y teniendo en cuenta el 
contenido de dicha disposición legal proceda sin pérdida de tiempo a examinar y discriminar 
denuncias pendientes de incoacción de expediente cualquiera sea el origen de los mismos así 
como también testimonios procedentes tribunales militares con el fín de tener preparado y 
completo el número de dichas denuncias y expedientes que correspondan a p>ersonas solventes 
y social y políticamente calificadas, distinguiendo a este grupo del otro que formará con los 
insolventes y personas carezcan relieve social y político, bien entendido que deberá proceder 
sin demora a la incoacción de los expedientes propios de ese primer grupo difiriendo en 
consecuencia la incoacción de los expedientes del segundo grupo indicado. Sírvase acusarme 
recibo telegráficamente y a todo trance cumplir lo que se ordena antes día quince próximo 
Marzo en que deberá dar cuenta telegráfica tener dispuesto totalmente este servicio. Saludóle. 
Madrid 17 de febrero de 1941." A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 628. 
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"En dos años de funcionamiento de los tribunales se fallaron 
38.055 expedientes. Quedan pendientes de fallo 87.231 y de incoación 
101.440, que hacen un total de 188.671, que al promedio que se lleva 
de dictar sentencias, 19.027 al año, se tardará en terminar nueve años 
y diez meses. Hay que añadir los testimonios de las sentencias que 
dicten Tribunales Militares, que originarán nuevos expedientes, y aun 
cuando no hay elementos para calcular su número, seguramente, será 
superior a 30.000, o sea, dos años, más. 
Ha de tenerse en cuenta que después de fallar el exi>ediente 
viene la ejecución de los mismos y resolución de tercerías, y de todo 
ello ha de calcularse que, fallado el último expediente, aún se tienen 
que pasar unos tres años en estos trámites'"*^ 
Según este cálculo, la Jurisdicción Especial tendría que llegar a 
instruir para culminar su labor, dependiendo del número de condenas de guerra 
que se produjeran en los siguientes meses, más de doscientos cincuenta mil 
expedientes, de los que hasta octubre de 1941 se habían resuelto sólo algo más 
del 15 por ciento. De mantenerse este ritmo se tardaría quince años en liquidar 
las responsabilidades políticas. El propio Presidente del Tribunal barajaba 
cifras similares: 
"Tengo el honor de ratificar a V.I. la anticipación del cálculo -
que verbalmente le hice en la última entrevista que me concedió- del 
[número] de expedientes que penden de resolución trámite en los diez 
y nueve Tribunales afectos a ésta Jurisdicción. Al cálculo que entonces 
le expuse hay que añadir el que se deriva de la incesante entrada de 
•" Sin ñnna, membrete o sello. A.G.A, P.G., C; 4.022. Las cifras del resumen no 
coinciden exactamente con las nuestras, porque nosotros las hemos retocado a partir de los 
datos proporcionados por los Juzgados y Tribunales. 
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testimonios de sentencia procedentes de las Auditorías Militares; las 
nuevas denuncias que a través del examen del ministro fiscal -desde 1 ° 
abril ppd", por la Ley de Prescripción de Penas- se siguen recibiendo, 
más los testimonios de sentencias que han de llegar procedentes del 
Tribunal Especial para la Represión de la Masonería y el Comunismo. 
Nada exagerado es calcular en un mínimo [total] de doscientos 
cincuenta mil los expedientes, que, en toda España, ha de resolver esta 
jurisdicción. "'•^  
Aunque se mostraba algo más optimista en sus previsiones y sostenía 
que con la misma organización se liquidarían las responsabilidades políticas en 
cinco años, siempre y cuando se lograra mantener un ritmo de cuatro mil 
setecientos noventa resoluciones mensuales. Como vemos, según él, se podría 
llegar hasta resolver treinta y ocho mil expedientes más al año, sin modificar 
sustancialmente la estructura de la Jurisdicción. En cualquier caso, al margen 
de las diferencias de valoración entre unos organismos y otros, las cifras 
avocaban a una preocupante conclusión para el Gobierno: demasiado tiempo 
y demasiado coste político. 
''* Se conservan varios borradores mecanografiados con anotaciones a mano de im informe 
que por las indicaciones del texto se dirigía al Subsecretario de la Presidencia, sin fecha, ni 
firma, pero con membrete del Tribunal Nacional. Por contexto, se deduce que debió redactarse 
en fechas muy próximas a la realización de la encuesta. A.G.A., J.(G.C.), C: 712. 
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GRÁFICO N" 3: Expedientes iniciados y resueltos por los Tribunales Regionales (Octubre/1939 
a Septiembre/1940) 
Elaboración propia. Fuente: Tribunal Nacional 
GRÁFICO N° 4: Expedientes incoados y resueltos por los Tribunales Regionales acumulados 
por meses (octubre/1939-septiembre/1940) 
Elaboración propia. Fuente: Tribunal Nacional 
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CUADRO N"9 ^ 
ACTIVroAD DE LOS TRreUNALES REGIONALES DE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS HASTA SEPTIEMBRE DE 1941 











































































































































































en un resumen, en el que se aprecia algunos errores, que hemos corregido a la vista de los datos suministrados por los propios Tribunales. Segün dicho resumen, 
los expedientes incoados serían 125.250, de los que se abrían terminado 38.055, quedando pendientes de resolución 87.231 y pendientes de incoación 101.440. En 
cualquier caso las diferencias no son significativas. (1) Estos datos, recogidos tatnbién en el resumen de la Subsecretaría, provienen de un telegrama del Tribunal, 
aunque en una carta del mismo aparecen otras cifras: Incoados, 5674; resueltos, 1.305; pendientes de incoación, 2.678. (2) En el resumen se contemplan, por error, 
3.9JO. (3) En el resumen se suma dos veces esta cantidad, resultando 3.834 expedientes. (4) En el resumen se suman los expedientes incoados a los pendientes de 
fallo y no se recogen los pendientes, que si constan en la comunicación del Tribunal, aunque de manera confusa. En el resumen de la Subsecretaría se ofrecen las 
siguiaites cifras: mcoados, 4.038; resueltos, 3.845; pendientes de incoación, "se desconoce". 
CUADRO N'IO , 
EXPEDIENTES INCOADOS POR LOS TRIBUNALES DE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS, EN RELACIÓN CON LA POBLACIÓN DE SU DEMARCACIÓN 
JURISDICCIONAL Y CON EL TOTAL DE EXPEDIENTES INCOADOS POR LA JURISDICCIÓN ESPECIAL 
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ELABORACIÓN PROPIA A PARTIR DE LOS DATOS SUMINISTRADOS POR LOS TRIBUNALES. (1) Según el censo de 1940 
CUADRO N« 11 (I) 
EXPEDIENTES INCOADOS, TERMINADOS Y PENDIENTES, POR LOS 
JUZGADOS DE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS EN OCTUBRE DE 1941 
JUZGADO 






TRIBUNAL REGIONAL DE BARCELONA 







TRIBUNAL REGIONAL D E BILBAO 




































































































































CUADRO N» 11 (contnuatíón) 
EXPEDIENTES INCOADOS, TERMINADOS Y PENDIENTES, POR LOS 
JUZGADOS DE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS EN OCTUBRE DE 1941 
JUZGADO 




TRIBUNAL REGIONAL D E C E U T A 
Ceuta 
T O T A L 






TRIBUNAL REGIONAL D E G R A N A D A 






TRIBUNAL REGIONAL DE LAS PALMAS 
Las Palmas 






































































































CUADRO N" 11 (continuación) 
EXPEDIENTES INCOADOS, TERMINADOS Y PENDIENTES, POR LOS 
JUZGADOS DE RESPONSABILmADES POLÍTICAS EN OCTUBRE DE 1941 
JUZGADO 









TRIBUNAL REGIONAL DE MELILLA 
Melilla 
TOTAL 
TRIBUNAL REGIONAL DE OVIEDO 
Oviedo 
TOTAL 





































































81 '33 % 



























































CUADRO N" 11 (y continuación) 
EXPEDIENTES INCOADOS, TERMINADOS Y PENDIENTES, POR LOS 
JUZGADOS DE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS EN OCTUBRE DE 1941 
JUEGADO 
TRIBUNAL REGIONAL D E VALENCIA 
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62'32 % 
ELABORACIÓN PROPIA A PARTIR D E LOS DATOS APORTADOS POR LOS JUZGADOS INSTRUCTORES D E RESPONSABILIDADES 
POLfnCAS 
234 
CUADRO N" 12 a) 
EXPEDIENTES DE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS INCOADOS EN CADA PROVINCIA HASTA OCTUBRE 
DE 1941, EN RELACIÓN CON LA POBLACIÓN PROVINCIAL Y CON EL TOTAL DE EXPEDIENTES 
INCOADOS POR EL CONJUNTO DE LA JURISDICCIÓN 
PROVINCIA 












TRIBUNAL REGIONAL DE BILBAO 
Vizcaya 
TOTAt 


















































































































CUADRO N" 12 (Contínuación) 
EXPEDIENTES DE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS INCOADOS EN CADA PROVINCIA HASTA OCTUBRE 
DE 1941, EN RELACIÓN CON LA POBLACIÓN PROVINCIAL Y CON EL TOTAL DE EXPEDIENTES 
INCOADOS POR EL CONJUNTO DE LA JURISDICCIÓN 
PROVINCIA 
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TRIBUNAL REGIONAL DE LAS PALMAS DE GRAN CANARIA 
La Palmas 
Santa Cruz de Tenerife 
TOtAt 







TRIBUNAL REGIONAL D E M E L I L L A 
Melilla 
TOTAL 




























































































CUADRO N" 12 ( y continuación) 
EXPEDIENTES DE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS INCOADOS EN CADA PROVINCIA HASTA OCTUBRE 
DE 1941, EN RELACIÓN CON LA POBLACIÓN PROVINCIAL Y CON EL TOTAL DE EXPEDIENTES 
INCOADOS POR EL CONJUNTO DE LA JURISDICCIÓN 
PROVINCIA POBLACIÓN 
TRIBUNAL REGIONAL DE PALMA DE MALLORCA 
Baleares 
TOTAi, 
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(•) ELABORACIÓN PROPIA A PARTIR DE LOS DATOS SUMINISTRADOS POR LOS JUZGAIWS DE INSTRUCCIÓN DE RESPONSABIUDADES POLÍTICAS. (1) 
Según el Censo de 1.940. 
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CUADRO N° 13 
NÚMERO DE EXPEDIENTES E INCULPADOS EN JUZGADOS INSTRUCTORES 
DE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS HASTA OCTUBRE DE 1941 
JUZGADO 
BILBAO N ° 1 
Btt,BAO N°2 
BILBAO N°3 
BARCELONA N ° 1 
BARCELONA N ° 2 











































































ILABORACIÓN PROPIA A PARTIR DE LOS DATOS SUMINISTRADOS POR LOS JUZGADOS 
(*) Datos relativos sólo a expedientes terminados 
(**)Compfende los Juzgados de San Sebastián y Pamplona. Aunque disponemos de la 
información relativa al primero (1.186/1.832), como la cifra de incoaciones dada por el 
Tribunal no coincide con la suma de la que ofrecen los Juzgados, hemos preferido no desglosar 
los datos. 
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1.4.- ADMINISTRACIÓN E iNCAUxAaóN DE BIENES:" UNA CLÁSICA MANO 
MUERTA" 
En enero de 1940, el Tribunal Regional de Madrid se mostraba muy 
preocupado por la imposibilidad material de resolver los millares de 
expedientes que recibiera de la extintas Comisiones Provinciales de 
Incautación. No era para menos: se habían trabado bienes muebles e 
inmuebles, explotaciones agrícolas, industrias y negocios de los presuntos 
responsables en volumen tal que no dudaba en referirse a "incautaciones en 
masa". El caso de Toledo es ciertamente espectacular, ya que las incautaciones 
alcanzaban, según el Tribunal, a la mitad de la propiedad rústica. Las 
implicaciones económicas eran muy graves, porque se carecía de medios para 
administrar de manera adecuada las propiedades mientras se tramitaban los 
expedientes, hasta el punto de considerar que de no habilitarse los mecanismo 
procesales y materiales para remediar semejante estado de cosas, la 
Jurisdicción se convertiría en "una clásica Mano Muerta". Una referencia 
histórica de profundo significado para expresar sin ambages que los bienes así 
incautados no producían beneficio alguno, ni al Estado, ni a los particulares: 
"Las incautaciones en masa, crean situaciones dolorosas que 
afectan a la vida social, económica y fiscal del país. Carece esta 
Jurisdicción de medios para explotar y administrar con eficacia los 
bienes que yacen en tal estado, y consecuencias de esta impotencia son: 
P , agravación del paro obrero porque la inexplotación de esa gran 
parte de riqueza impide el empleo de millares de braceros; 2^, 
quebranto en la economía, hoy más que nunca necesitada del mayor 
aprovechamiento, porque resta al trabajo y a la circulación bienes y 
productos que la post-guerra reclama con empeño, y 3'^, baja sensible 
en las contribuciones y arbitrios que no cabe esperar satisfagan esta 
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especie de bienes mostrencos. En suma: de continuar las cosas como 
hasta el presente, se convertirá nuestra Jurisdicción en una clásica 
'Mano Muerta'."^' 
Es más, como en el procedimiento seguido hasta la Ley de 1939 se 
embargaban cautelarmente los bienes de los inculpados desde el momento 
mismo de iniciarse el expediente, muchas de las incautaciones que se 
arrastraban desde la guerra afectaban a inculpados que pudieran resultar 
absueltos. 
La Jurisdicción de Responsabilidades Políticas no sólo heredó millares 
de expedientes de incautación de bienes sin resolver, sino que, además, tuvo 
que asumir el grave problema de la liberación y devolución de los créditos que 
p)ennanecían intervenidos, que también se acumulaban por millares. Por otro 
lado, los expedientes incoados en virtud de la Ley de 1939 implicaban, en 
ocasiones, la adopción de medidas cautelares sobre los bienes de los inculpados 
y la ejecución de las sentencias requería numerosas diligencias. Mucho trabajo 
que no se podía acometer adecuadamente ni con el procedimiento habilitado, 
ni con los recursos disponibles. No se trataba sólo de liquidar las 
responsabilidades políticas eficazmente para reforzar la imagen del Régimen, 
sino que la Jurisdicción especial se enfrentaba a la resolución de un embrollo 
jurídico de imprevisibles consecuencias sociales y económicas, generado en su 
mayor parte por la política de incautación de bienes del período bélico. 
El traspaso de competencias de los órganos de Incautación de Bienes 
a los de Responsabilidades Políticas no resultó fácil, y de hecho hubo de 
prolongarse por tres meses más el plazo inicial fijado por la Ley de 1.939. 
Recordemos que las Comisiones Provinciales de Incautación de Bienes 
'" Escrito del presidente del Tribunal Regional de Responsabilidades Políticas de Madrid, 
al Presidente del Tribunal Nacional, de 29 de enero de 1940; A.G.A., J., R.P.(T.N.) C: 
1.166. El Presidente del Tribunal Nacional remitió copia a la Presidencia del Gobierno el 2 
de febrero de 1940; A.G.A., P.G., C: 4.022. 
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adolecían de deficiencias administrativas que les impedían conocer 
puntualmente y con exactitud el volumen de los bienes que tenían intervenidos, 
lo que, si ya de por sí suponía un problema, debió pesar a la hora de elaborar 
los inventarios y contabilidades previos al traspaso. La propia Vicepresidencia 
del Gobierno instó al Presidente del Tribunal Nacional, y como tal Jefe 
Superior Administrativo, a dedicar "preferente atención" a la redacción de las 
instrucciones que regulasen el proceso, recordándole que debían "abarcar lo 
relativo a la entrega de documentación, bienes de entidades declaradas fuera 
de la Ley, fondos procedentes de créditos intervenidos, de rentas e intereses 
y de cualesquiera otros de distintas procedencias".'** 
La Jefatura Superior de Responsabilidades Políticas terminó de asumir 
plenamente sus funciones a finales de 1939, y en febrero de 1940 se dirigió al 
Subsecretario de la Presidencia informándole de su "angustiosa situación".'*' 
Aunque se había aprobado en junio, mediante una Orden de la Vicepresidencia 
del Gobierno, la plantilla de la Jefatura, a esas alturas no sólo no se había 
cubierto, sino que la mayoría de los técnicos y funcionarios que prestaban sus 
servicios en ella lo hacía a tiempo parcial.^° La conclusión caía por si sola: 
"la enorme desproporción existente entre el personal necesario para 
desempeñarlas debidamente y el asignado de hecho a ellas".^' Resultaba 
^ 28 de junio de 1939, A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 935. En la misma caja se pueden 
encontrar distintas órdenes al respecto de la Jefatura Superior Administrativa. 
"' Copia del informe, fechado el 5 de febrero de 1940; A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 555. 
* "Y sin embargo de estar agotada la consignación presupuestaria para estas atenciones, 
el personal consagrado propiamente al servicio de esta Jefatura puede decirse que en realidad 
es solo, un Abogado del Estado, un Funcionario de la Carrera Judicial y otro del Cuerpo 
General de la Hacienda Pública, pues el resto hasta un total muy inferior a la cifra de 22 
señalada en la plantilla inicial aprobada, tiene que dar, por las razones apuntadas, un 
rendimiento muy escaso, no obstante su celo, competencia y buena voluntad." 
" Se ofrecen cifras:" "en el libro registro de entrada de documentos van hechos 6.535 
asientos en los ocho meses transcurridos en lo que va de año [debe referirse a la creación de 
la Jefatura, dado que el informe esta firmado en febrero], sin contar 1.368 poderes para 
autorizar su legalización que se registran aparte y 5.289 instancias y demás documentos 
registrados en la Sección de Créditos Intervenidos desde este que este servicio pasó a la 
Jefatura el 13 de noviembre de 1939, al que está dedicado el personal de la extinguida 
Comisión Central de Incautaciones, notoriamente también insuficiente, según luego se verá". 
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"materialmente imposible despachar los asuntos pendientes" y "ejercer la 
acción investigadora e inspectora" que legalmente le correspondía.^ ^ 
Para aliviar la presión de las incautaciones pendientes de resolución 
definitiva dictadas al amparo de la legislación de 1937, se aplicó, a partir de 
febrero de 1940, el procedimiento más flexible establecido por la Ley en la 
Ley de 1939, facultando a los Tribunales Regionales para levantar los 
embargos en los expedientes sin fallar procedentes de la Comisiones 
Provinciales de Incautación, salvo que los inculpados se encontraran huidos o 
concurrieran las circunstancias contempladas en la Ley para la adopción de 
medias cautelares." 
Mucho más complicado iba a resultar cancelar la intervención de 
créditos.** La Ley de febrero había derogado todas las disposiciones 
anteriores en materia de intervención de créditos, estableciendo que las 
Comisiones Provinciales de Incautación debían acordar antes de disolverse y 
con urgencia su levantamiento, salvo los de acreedores sobre los que hubiera 
'^ "Así resulta que no se puede conceder con la diligencia debida y el estudio necesario las 
autorizaciones para la venta de bienes de los responsables que no hacen efectivas sus sanciones 
ni se puede seguir la efectividad de los fallos; no se pueden contabilizar en forma los ingresos 
hechos en la cuenta especial ni ordenar con rapidez las devoluciones procedentes a los que 
resultan absueltos o abonan sus sanciones quedando un exceso en los embargos trabados o en 
las retenciones practicadas; no se ha llegado a poner al día el Registro Central de Responsables 
Políticos, no obstante enviar ya las fichas hechas los Tribunales Regionales, sustituyendo a los 
partes de inicio, en virtud de órdenes circulares de esta Jefatura; ni cabe vigilar mediante una 
acción físcalizadora constante las administraciones de bienes incautados, embargados o 
intervenidos; ni se ha podido llevar a cabo mas que parcialmente la entrega a la Delegación 
Nacional de Sindicatos de los bienes de las Organizaciones sindicales marxistas ordenada por 
la Ley de 23 de Septiembre de 1939 ni se ha podido preparar la que ha solicitado el Instituto 
de Crédito para la Reconstrucción Nacional a cuenta del producto de las incautaciones y demás 
sanciones económicas, en cumplimiento de la Ley de 16 de Marzo del mismo año; ni hay 
medios de investigar a fondo los bienes de los partidos políticos y entidades declaradas fuera 
de la Ley, ni en definitiva cabe otra cosa que atender al despacho preferente de los asuntos 
urgentes que se suceden sin tregua, aplazando el resto con notorio perjuicio de los altos 
intereses encomendados a este organismo y evidente daño para el prestigio de su función", 
^ En la directriz elaborada por el Tribunal Nacional, a raíz del informe del Tribunal 
Regional de Madrid que citábamos anteriormente, se extendía la capacidad de levantar los 
embargos a los Jueces Instructores, pero el Gobierno ia restringiría a ios Tribunales 
Regionales. Los documentación de distinta procedencia relativa a esta disposición, esta fechada 
entre el 29 de enero y el 22 de febrero de 1940. A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 1.166. 
** M.ÁLVARO DUEÑAS, "La palanca de papel"..., ob. cit., págs 382-384. 
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indicios suficientes que permitieran albergar dudas sobre su actuación 
política.^ ^ En estos casos, se les incoaría expediente de responsabilidades 
políticas y, de resultar condenados, el importe de los créditos se destinaría al 
pago de la sanción. 
La liberación de los créditos se había convertido en uno de los objetivos 
prioritarios del Gobierno, dada su trascendencia para la normalización de la 
actividad económica, por lo que se insistió en que sólo cuando existieran dudas 
razonadas sobre una conducta que pudiera incurrir en responsabilidad, debían 
remitirse las diligencias a los Tribunales Regionales.^ ^No obstante, la Jefatura 
Superior Administrativa tuvo que dedicar una atención especial a este problema 
en el informe al que nos hemos referido en páginas anteriores. Los expedientes 
de liberación de créditos detrajeron buena parte de los escasos recursos de la 
Jefatura, y aun así se resolvían demasiado lentamente. La primera tarea que 
hubo que realizar fue la de pwjner en orden la documentación procedente de las 
provincias. Sirva como ejemplo que hasta mayo de 1941 no se encontró 
ordenada y en condiciones de pago toda la documentación relativa a la primera 
provincia de Zaragoza,la primera que la entregó.^^ 
Cuando se disolvieron, las Comisiones Provinciales de Incautación 
traspasaron a la cuenta especial de Responsabilidades Políticas 47.849.036'33 
pts. correspondientes a créditos bloqueados, una cifra muy importante para la 
época.** Hasta febrero de 1940 se consiguieron devolver 1.773 créditos, por 
valor de 3.123.799 pts, lo que, aun suponiendo un considerable esfuerzo, sobre 
todo en razón a los medios disponibles para realizar el trabajo, no permitía ser 
muy optimistas en cuanto a los plazos. En octubre de 1941 todavía quedaban 
^' Disposiciones transitorias, art. 79. 
* Orden de la Vicepresidencia del Gobierno, de 20 de marzo de 1939, B.O.E. del 22. 
'^ Así se lo comunicó el Jefe de la Sección de Créditos al Presidente del Tribunal. 
A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 555 
^ Las cifras que ofrecemos proceden del informe de la Jefatura a la Presidencia del 
Gobierno, ya citado, y de la documentación conservada en A.G.A., J. (R.P.), C: 555. 
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por liberar créditos por valor de treinta y dos millones y medio de pesetas. La 
sección de Créditos Intervenidos no podía liquidar los asuntos pendientes con 
la rapidez deseada, para lo que se requería un minucioso y complejo 
trabajo.^' 
Como el propio Presidente del Tribunal informó al Gobierno, las 
limitaciones de la Jefatura Superior Administrativa también afectaron a la 
transferencias de bienes y fondos a los organismos beneficiarios de la represión 
económica. En primer lugar, debía reintegrarse trimestralmente al Tesoro, el 
importe de los gastos, que con cargo a los presupuestos generales del Estado, 
ocasionaba la Jurisdicción.^ Por decirio de otro modo, la Jurisdicción 
especial, al menos en teoría, se autofinanciaba gracias al importe de las 
sanciones que imponía. 
Una vez detraída esta partida, insistimos que siempre sobre el papel, 
el producto de las incautaciones y lo recaudado por el pago de sanciones se 
destinaba al Instituto de Crédito para la Reconstrucción Nacional, salvo el 
patrimonio de los sindicatos disueltos, que correspondió a la Organización 
Sindical, y el patrimonio de las cooperativas de viviendas vinculadas a las 
organizaciones prohibidas y las casas económicas propiedad de los declarados 
resp>onsables, que se entregaron al Instituto Nacional de la Vivienda. 
El Instituto de Crédito para la Reconstrucción Nacional se creó en 
vísperas del final de la Guerra, con el objetivo de facilitar créditos a 
instituciones locales, empresas y particulares, con los que afrontar la 
reparación de las infraestructuras destruidas por la guerra.** Parece lógico que 
se destinaran a este fin los beneficios de la liquidación de las responsabilidades 
políticas, ya que uno de los objetivos de la Jurisdicción era el de contribuir a 
^' La Sección de Créditos de la Jefatura Superior Administrativa estaba organizada en tres 
subsecciones: Contabilidad, Jundica y de Registro. El Jefe de la Sección estimaba que para 
poder asumir el servicio adecuadamente habría que ampliarla con dos subsecciones de 
contabilidad y otra Jurídica más, dotadas del personal especialÍ2ado adecuado. 
*" Art. 4° de la Orden de 20 de abril de 1939, B.O.E. del 29. 
*' Ley de 16 de marzo de 1939, B.O.E. del 22. 
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la "reconstrucción material de la Patria".^ ^ 
En septiembre de 1939, por mediación del Ministerio de Justicia, que 
no dará curso al escrito hasta cuatro meses después, el Director del Instituto 
solicitó el traspaso a su cuenta de las cantidades procedentes de la incautación 
de bienes que obraran en poder de la Jurisdicción especial.*^ En julio se 
reiteró la solicitud, pero en esta ocasión a través de la Presidencia del 
Gobierno, haciendo constar que no se había efectuado transferencia alguna, a 
pesar de que, según sus noticias, existían más de setenta millones de pesetas 
a disposición de la Jefatura, de los que reclama, como primer pago, 
cincuenta.** Ahora bien, el Jefe de contabilidad de esta redujo las cantidades 
disponibles a algo menos de dieciocho millones, y eso sujetas a la resolución 
de las tercerías pendientes. 
Sea como fuere, lo que más nos interesa resaltar en este momento es 
que la Jefatura Superior Administrativa de Responsabilidades Políticas no 
parece conocer cual era el importe total de lo incautado definitivamente y de 
lo recaudado por pago de sanciones. Cuando en octubre de 1941 el Presidente 
del Tribunal requirió al Jefe de contabilidad para que elaborara una nota 
conteniendo estos extremos, a fin de que se pudieran trasferir las cantidades 
resultantes al Instituto de Crédito para la Reconstrucción, recibió una respuesta 
tan rotunda, como sorprendente: 
*^  Recordemos que en la Ley de febrero de 1939 se establecía que "todo el producto de 
las sanciones económicas se aplicará a los fines estatales que, en relación con los daños 
causados por la guerra, el Gobierno determine, (art. 88). 
^ Sorprende que la petición se cursara por medio de un Ministerio del que, en ese 
momento, no dependía la Jurisdicción especial. Esto quizá explique que el escrito del Instituto, 
fechado el 26 de septiembre de 1939, no se despachara de ese Ministro hasta el 11 de enero. 
A.G.A, J., R.P., C: 994. 
** El escrito del director del Instituto es del día 5 de julio y el del Subsecretario de la 
Presidencia al Presidente del Tribunal, del 9; A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 711. La redacción 
es confusa y no queda claro si el Director, al mencionar los setenta millones, se refíere a ima 
partida independiente o a la suma de tres partidas distintas. Más bien parece lo segundo: 
cuarenta millones en la Caja general de Depósitos, procedentes de partidos políticos, y dos 
partidas, una de diecisiete millones y otra de once, de sanciones. 
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"debo manifestar a V.E. respetuosamente que en el estado en que se 
encuentran hoy los trabajos no le es jxjsible a esta Sección de 
Contabilidad cumplimentar el servicio que por V. E. se ordena"** 
Es más, anuncia que la tarea iba para largo y pregunta si había que 
darle preferencia sobre otras, a su juicio más urgentes, pues afectaban al 
prestigio de la Jurisdicción, como "la devolución de cantidades largamente 
retenidas a encartados o que ya tienen satisfecha con exceso la sanción 
económica que les fuera impuesta".** Como se puede ver, ni siquiera se tenía 
capacidad para levantar rápidamente los embargos cautelares sufridos por 
quienes finalmente resultaron absueltos o fueron condenados al pago de 
cantidades inferiores a las retenidas. 
El Gobierno había decidido entregar a la Delegación Nacional de 
Sindicatos todos los bienes incautados a las organizaciones sindicales 
^ A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 555. 
** La descripción de las operaciones contables realizadas y pendientes da una idea de su 
complejidad: "Al tomar posesión de su cargo el que suscribe en el pasado mes de Mayo, 
encontrábanse formalizadas, esto es, aplicadas a la cuenta Especial de Responsabilidades 
Políticas, las sumas giradas por los Juzgados Civiles Especiales hasta el 31 de Julio de 1940, 
quedando todavía por alcanzar y depurar las remesas de algunas provincias. A partir de 
entonces se han formalizado por esta Sección las remesas recibidas hasta Enero del corriente 
año, inclusive [el informe esta fechado el 10 de octubre de 1941], y en el plazo de pocos días 
lo serán las correspondientes a los meses de Febrero, Marzo, Abril y Mayo, pudiendo 
apresurarse si así se desea, claro está que a costa del retraso de otros trabajos de carácter 
también urgente, la formalización de los meses restantes. 
Pero dichas formalizaciones solo constituyen la labor inicial para la obtención de los 
datos interesados por V.E.; ya que su aplicación a la Cuenta Especial de Responsabilidades 
políticas se realiza únicamente jx>r el importe global de los ingresos efectuados mensualmente 
en cada provincia, y después habrá de precederse a la clasificación por conceptos de cada una 
de las partidas que integran aquellos ingresos globales, a fin de determinar en cada caso si se 
trata de sumas entregadas como pago de sanciones, embargos, incautaciones a Partidos 
Políticos o Sindicatos marxistas, etc, etc;y aún así será preciso aclarar mediante dilatadas 
gestiones las numerosas omisiones y errores advertidos en los referidos ingresos. Y como 
quiera que su volumen alcanza la cifra de decenas de millar, no se ocultarán a V.E. las 
proporciones de la tarea, cuya realización requiere ineludiblemente considerable cantidad de 
tiempo, aun contando con el mayor esfuerzo y celo en su cumplimiento de todos los 
funcionarios a mi cargo." 
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declaradas fuera de la Ley.*^ Según el Delegado Nacional, "el más grande 
contingente de tales bienes fueron incautados en su día" por las Comisiones 
Provinciales, aunque en abril de 1940 todavía no se había producido la cesión 
patrimonial fijada por la Ley.** El proceso se preveía muy laborioso, dada la 
"gran cantidad" de bienes a transferir, por lo que propuso que la entrega se 
estableciera entre los organismos centrales, prescindiendo de las "pendencias 
provinciales tanto de esa Jefatura como de esta delegación". El Presidente del 
Tribunal reconoció que la entrega se había "retrasado más de lo que hubiera 
sido deseable" y que se estaba trabajando en la elaboración del inventario de 
bienes afectados, aceptando que las gestiones pertinentes se realizaran desde 
los órganos centrales.*' 
El Delgado Nacional de Sindicatos, Gerardo Salvador Merino, y el 
Presidente del Tribunal nacional firmaron solemnemente, el 30 de julio de 
1940, el acta de entrega de ciento quince fincas rústicas y urbanas, a las que 
posteriormente se añadirían otras doscientas sesenta y cuatro. En total 
trescientas setenta y nueve fincas e inmuebles en toda España, en muchos casos 
ya ocupados, o incluso inscritos, por organismos de Falange, sindicales o del 
Estado (anexo al capítulo).^" Pero el acuerdo no se ejecutaría totalmente 
hasta, al menos, el mes de marzo del año siguiente.^' Los problemas de 
*^  Ley de 23 de septiembre de 1939, B.O.E. del 12 de octubre. Por Decreto de la 
Presidencia de 14 de diciembre de 1940, B.O.E. del 22, se establecía lo siguiente: "a los 
efectos de la Ley de 23 de septiembre de 1939, se entienden comprendidos en su artículo 
primero todos aquellos bienes y derechos pertenecientes a las Organizaciones sindicales 
marxistas, anarquistas o separatistas, y a las Agrupaciones de carácter obrerista vinculadas o 
apoyadas en las citadas Organizaciones." (art. 1 °) 
** Escrito del Delgado Nacional de Sindicatos al Jefe Superior Administrativo, fechado el 
17 de abril de 1940.. A.G.A., J., R.P.(T.N.) C: 578. 
«* A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 578. 
'" El acta y el primer inventario en A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 761. El inventario 
complementario en A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 1.293. 
" La transcripción literal del acta y de un escrito del Delgado Nacional, fechado el 2 de 
febrero de 1941, instando a la ejecución de lo acordado, se incluye en un escrito del Secretario 
Nacional de Sindicatos enviado, el 8 de marzo de 1941 por orden del Delegado Nacional, al 
Presidente del Tribunal. A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 555. 
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índole administrativa y jurídica que fueron surgiendo determinaron el que, por 
mutuo acuerdo, se aplazará la entrega hasta que se establecieran unas normas 
que regularan el procedimiento. El Gobierno creó una Comisión Calificadora 
de Bienes Sindicales Marxistas, como organismo interministerial de enlace, 
dependiente de la Presidencia del Gobierno, para dirigir la trasferencia del 
patrimonio sindical de los organismos incautadores a la Delegación Nacional 
de Sindicatos.'^ En paralelo se creaba en la Delegación Nacional un Servicio 
de "Incautación y recuperación de bienes sujetos a la Ley de 23 de septiembre 
de 1939". 
Esto en cuento se refería a bienes muebles, porque la entrega de 
cantidades en metálico se presentaba aún más compleja. En los resguardos de 
los depósitos procedentes de partidos y sindicatos disueltos no siempre se 
consignó el nombre de la entidad, por lo que no se conocía exactamente cuales 
correspondían a organizaciones sindicales. Finalmente se opto por entregar 
toda la documentación a la Comisión Calificadora de Bienes Sindicales 
marxistas, para que decidiera qué cantidades debían entregarse a la Delegación 
Nacional de Sindicatos.'^ 
Junto con las organizaciones obreras, se declararon fuera de la Ley 
^ Decreto de 14 de diciembre de 1940, B.O.E. del 22. La Comisión estaba presidida por 
el Subsecretario de la Presidencia, o un funcionario en quien delegara, y formada por un 
representante de cada uno de los Ministerios de hacienda. Agricultura, Justicia e Industria y 
Comercio, y un representante, respectivamente, de la Jefatura Superior Administrativa de 
Responsabilidades políticas y de la Delegación Nacional de Sindicatos, este en calidad de 
Secretario (art 3°). 
^ A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 578. La documentación al respecto procede de la Delegación 
nacional de Sindicatos y de la Jefatura Superior Administrativa, y está fechada entre el 21 de 
abril y el 6 de mayo de 1942. Entre ella se encuentra una nota en la que se informa al abogado 
del Estado asesor del Tribunal Nacional de lo siguiente: "Aquí tenemos muchos depósitos 
procedentes de Partidos políticos y asociaciones Sindicales, en cuyo resguardos se expresa en 
unos casos sí y en otros no el nombre de la entidad. La clasificación en un concepto u otro la 
hizo [Sancho] a bulto a los efectos de la entrega de la Comisión Central a esta Jefatura. Vd. 
juzgará si en estas condiciones puede hacerse la entrega sin una previa y determinada 
descripción, pues ha de precisarse qué organismos deben considerarse partidos políticos y 
cuales Asociaciones Sindicales, y además determinar si existen o no tercerías interpuestas, 
porque creo que se han dado bastante en estos casos." 
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todas las cooperativas de viviendas económicas patrocinadas por ellas.^ '* 
Como pretexto para dictar una medida que afectaba de manera directa a grupos 
sociales de pocos ingresos, se adujo que de dichas cooperativas lejos de 
cumplir la finalidad social para la que se crearon, se beneficiaron los dirigentes 
de los partidos y de los sindicatos. Los bienes de las cooperativas proscritas 
y las viviendas económicas incautadas a los particulares se entregaron al 
Instituto Nacional de la Vivienda, su destinatario natural, a Juicio del 
Gobierno, como agente de la "Política Social inmobiliaria del Régimen". 
Ahora bien, las disposiciones de esta Ley se convertirían en fuente de 
conflictos. La Ley distinguía entre los bienes y derechos de las entidades 
referidas, que debían pasar a formar parte del patrimonio del Instituto de la 
Vivienda, debiendo respetar los derechos de los beneficiarios no incursos en 
responsabilidades políticas (art 2"), y las viviendas económicas de los 
particulares, que también se entregarían al Instituto. Ahora bien, el Tribunal 
Nacional se vio obligado a dictar normas aclarando que en este último caso, 
la adjudicación definitiva no se podría efectuar hasta que recayera fallo 
condenatorio sobre los inculpados y siempre y cuando estos no ejecutaran el 
pago de la sanción que se les impusiera, ya que si la satisficieran íntegramente 
recuperarían la plena disposición de su vivienda. Hasta el momento de su 
embargo definitivo a favor del Estado, la administración de la vivienda era 
competencia exclusiva de los Jueces. Por lo que se ve, el Instituto Nacional de 
la Vivienda había sacado a subasta la adjudicación de viviendas de 
beneficiarios sobre los que no había recaído declaración de responsabilidad, lo 
"'"' Se declararon explícitamente fuera de la Ley la Cooperativa Obrera para la Adquisición 
de Vivienda Barata de Madrid, la Cooperativa Pablo Iglesias de Madrid y otras localidades, 
la Cooperativa de Casas Baratas de Rentería, la Cooperativa de Casas Baratas el Hogar 
Proletario de Alcira, la Cooperativa Catorce de Abril de Valencia y la Cooperativa d'Estage 
del Centre Autono Miste [sicl de Dependents del comercio y de la Industria de Barcelona. La 
relación se podría ampliar jxjr Decreto del Ministerio de Trabajo aprobado por el Consejo de 
Ministros. 
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que, además de injusto, conculcaba el procedimieto legal.'^ El problema se 
complicaba con el hecho de que muchas viviendas de supuestos huidos, habían 
sido entregadas para uso provisional de terceras personas, que serían 
desalojadas de adjudicarse definitivamente a un nuevo propietario.'* 
Al igual que la Jefatura Superior Administrativa, los Juzgados Civiles 
Especiales se encontraban saturados. Desde su constitución, hasta septiembre 
de 1941, en los Juzgados Civiles habían ingresado más de 31.000 asuntos, de 
los que se habían resuelto en tomo a la mitad.^ Cuando se promulgó la 
reforma de 1942, en vísperas del traspaso de competencias a los Juzgados 
ordinarios, los asuntos sin resolver se acumulaban por decenas de millares^* 
^^  El Instituto de la Nacional de la Vivienda dictó una circular el 2 de noviembre de 1939, 
concediendo a las cooperativas determinadas facultades sobre administración de las viviendas, 
atribuyéndose competencias que correspondían en exclusiva a los Jueces de Responsabilidades 
Políticas, lo que provocó que la Jefatura Superior Administrativa de Responsabilidades Políticas 
dictara a ios Jueces instrucciones muy claras para el cumplimiento de la Ley. A.G.A, J. R.P. 
(T.N.), C: 578. 
'* La denuncia presentada en este sentido por un particular peijudicado por una de las 
adjudicaciones motivó, en noviembre de 1940, un escrito del Presidente del Tribunal nacional 
al Director del Instituto Nacional de la Vivienda. A.G.A., J. R.P., C: 578. 
'" Las cifras se han calculado en base a quince de los diecinueve Juzgados especiales, 
incluido en este caso el de Santa Isabel de Femando Poo, donde se instruían 92 asuntos.No 
disponemos de datos para Granada, Pamplona, Sevilla y Zaragoza, provincias en las que se 
incoaron muchos expedientes de responsabilidades políticas, por lo que la cifra de asuntos 
ingresados en los Juzgados Civiles Especiales sería bastante más alta. Los Juzgados de 
Femando Poo, Cáceres y Las Palmas no ofrecen el número de asuntos terminados. A.G.A., 
J., R.P.(T.N.), C:624. 
'* "Las dificultades se centran principalmente en la cuestión relativa a la administración de 
bienes embargados, cuyo volumen y cuantía son de tal índole, que ha sido necesario montar 
en algunas poblaciones, como Barcelona o Bilbao, oficinas dotadas de todos los medios de 
personal y material necesarios, con lo que la labor administrativa ha alcanzado toda la eficacia 
y toda la escrupulosidad que han de exigirse en tan importante materia. 
Para dar una idea del movimiento de fondos y de toda clase de peticiones y 
reclamaciones que se promueven alrededor de la función de administración de bienes 
embargados, bastará indicar que por decenas de miles se cuentan las piezas y ramos de 
embargo en Bilbao, Barcelona, Madrid y otros Juzgados Civiles Especiales, y que aun en 
aquellos otros en los que parece haber disminuido el volumen de la labor de administración de 
bienes, se observa la subsistencia de miles y miles de expedientes, siendo im ejemplo de esto 
lo que ocurre en los Juzgados de Burgos y de Navarra-Guipúzcoa, en los que el número de 
expedientes que comprenden bienes sujetos a administración excede de los diez mil". Sin fecha, 
ni firma, A.G.A, J., R.P.(T.N.), C: 555. 
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Así las cosas, no es de extrañar que al reformar la Jurisdicción se 
optará por la solución más drástica: suprimir la Jefatura Superior 
Administrativa, transfiriendo a los servicios especializados del Ministerio de 
Hacienda la competencia en todos los asuntos relacionados con la incautación 
de bienes y la administración de la Cuenta Especial. 
El traspaso de competencias culminó con la entrega, el veinte de agosto 
de 1942, a la Intervención General de la Administración del Estado de los más 
de treinta y dos millones y medio de pesetas en metálico, valores y efectos 
existentes en esas fecha a disposición de la Jefatura Superior Administrativa, 
en buena parte procedentes de las incautaciones y responsabilidades civiles 
declaradas con arreglo a la legislación de 1937 (Cuadro 15). 
2. LA LIQUIDACIÓN DE LAS RESPONSABILIDADES POLÍTICAS A 
PARTIR DE LA REFORMA DE 1942 
En octubre de 1941 el Gobierno había constado con datos 
incuestionables que la liquidación de las responsabilidades políticas, lejos de 
efectuarse con la rapidez deseada, se había convertido en un problema de 
dimensiones importantes. La solución no era fácil, pues había que manejar 
variables de distinta naturaleza. Por un lado de orden orgánico y procesal, 
puesto que la estructura de la Jurisdicción y el procedimiento para la 
tramitación de los expedientes adolecían de carencias y defectos evidentes. Por 
otro, de índole política, dado que los presupuesto ideológicos y f>olíticos que 
justifican la existencia de una Jurisdicción especial de semejantes características 
permanecían intactos. No hay que olvidar que la I^y de reforma se promulgó 
el 19 de febrero de 1942, y que su preparación debió arrancar meses antes. El 
Régimen se encontraba en su momento de mayor exaltación postbélica, gozaba 
del reconocimiento de sus aliados exteriores, todavía victoriosos en la 
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contienda mundial, y el nivel de contestación interior era nulo por efecto de la 
durísima represión que se había ejercido a lo largo de los años anteriores y de 
los múltiples mecanismo de control político, social e ideológico que se 
desplegaron desde el comienzo de la guerra y redoblaron durante la postguerra. 
El Gobierno que se constituyó a mediados de mayo de 1941 ha pasado 
a la historia por ser, al menos en apariencia, el "más azul" de los de Franco. 
Carrero Blanco controlaba los hilos de la represión política desde la 
Subsecretaría de la Presidencia, a la que había accedido en mayo de 1941, en 
sustitución de Valentín Galarza.^' Curiosamente, su nombramiento se produjo 
días antes que se formara el nuevo Gobierno. 
2.1.- LA REFORMA DE FEBRERO DE 1942. 
Disponemos de varios documentos que prueban que para el otoño de 
1941 ya se estaba estudiando la modificación la Ley de febrero de 1939. Se 
conservan borradores que contienen distintos criterios para la reforma, y 
aunque ninguno coincidirá plenamente con la decisión final, sí que adelantan 
alguna de sus líneas generales. 
La Presidencia del Gobierno, por medio de su Subsecretaría, redactó 
un proyecto de Decreto Reservado, que no nos consta que se llegara a 
promulgar, en cuyo preámbulo se reconocía, sin lugar a dudas, que la 
liquidación de las responsabilidades políticas constituía una prioridad política 
para cuyo logro había que aplicar medidas correctoras: 
"La experiencia habida en el tiempo transcurrido desde la 
"^  Al desaparecer la Vicepresidencia del Gobierno en agosto de 1939, la Jurisdicción de 
Responsabilidades Políticas había pasado a depender directamente de la Presidencia, a través 
de SU Subsecretaría. 
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promulgación de la Ley de 9 de febrero de 1939, ha puesto de 
manifiesto que en razón al enorme número de personas incursas en la 
responsabilidad política que la Ley define, solo al fin de una etapa muy 
larga, podría quedar totalmente liquidado tal problema. 
La consideración de que tan dilatado plan contradice los 
propósitos que inspiraron la promulgación de la Ley y retarda el 
momento de la normalidad política y de la liquidación total de la 
subversión roja, ha decidido al Gobierno abordar a fondo el problema, 
y a adoptar las medidas conducentes a evitar los males que quedan 
señalados"*" 
En el Proyecto se concedían amplias facultades al Ministro de Justicia 
para cursar una inspección en la Jurisdicción Especial y proponer al Consejo 
de Ministros "las modificaciones que a su juicio convenga introducir en la Ley 
en vigor con el fin de lograr la más rápida liquidación de las responsabilidades 
contraídas así como cuantas medidas deban adoptarse para remediar los 
defectos de organización y funcionamiento que en el curso de la inspección se 
hubieren observado". 
Aunque no nos conste que al final se promulgaran, lo cierto es que 
ilustra cual era la posición del Gobierno. No cabía duda acerca de que la 
Jurisdicción debía modificarse, pero había que decidir cómo. 
El Presidente del Tribunal Nacional de Responsabilidades Políticas 
elaboró su propio programa, articulado en ocho acciones, con el objetivo de 
liquidar las responsabilidades pendientes en el plazo de dos años*' En 
*> El proyecto no lleva fecha. A.G.A., P.G., C: 4.022. 
*' Esta propuesta se recoge en el mismo documento, que citábamos en el epígrafe anterior, 
en el que el Presidente del Tribunal Nacional sacaba sus propios números sobre expedientes 
pendientes y plazos. Como vemos, según sus previsiones, las medidas que proponía {jermltiríán 
reducir de cinco a dos años el período necesario para liquidar las responsabilidades políticas. 
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resumen, su programa consistía en: 
1*.- Indultar a aquellos inculpados de poca relevancia política y escasos 
recursos económicos, lo que eliminaría, según él, un mínimo de 
cincuenta mil expedientes. Al parecer esta propuesta ya se había 
presentado al anterior Subsecretario, Valentín Galarza, quién le había 
informado que "S.E. el Jefe del Estado la había encontrado bien, en 
principio, aunque a reserva de algunas modificaciones". 
2*.- Recurrir a la Jurisdicción ordinaria para instruir los procedimientos 
pendientes, siguiendo el antecedente que sobre colaboración transitoria 
entre Jurisdicciones había establecido la Ley para la Represión de la 
Masonería y el Comunismo. Esta propuesta no significaba la disolución 
de los Juzgados de Responsabilidades Políticas, que continuarían en 
activo. 
3^.- Reservar veinticuatro páginas diarias en los Boletines Oficiales del 
Estado y provinciales para la publicación de los edictos de los Jueces, 
hasta que se hubiera dado salida a los asuntos acumulados. 
4*.- Intervenir ante las autoridades que debían elaborar los informes 
para acelerar su remisión a los Jueces, prescindiendo de alguno cuando 
se trate de personas de notoria actuación política. Asimismo, solicitar 
que los Secretarios y Oficiales de los Juzgados pudieran acceder 
directamente a los archivos institucionales para recabar los datos 
necesarios para la instrucción. 
5^.- Implicar al personal suplente, como auxiliares, en los trabajos de 
los Juzgados y Tribunales, además de posibilitar el nombramiento de 
auxiliares técnicos cuando las circunstancias lo aconsejaran. 
6^.- Habilitar mecanismos para cubrir con rapidez las vacantes que se 
produjeran en los órganos de la Jurisdicción. 
7*.-Incentivar el trabajo del personal subalterno, facilitando su ingreso 
en el correspondiente escalafón de la Administración del Estado, 
fijando al efecto algún tipo de preferencia en las pruebas de selección. 
8*.- Como medida indispensable, crear un "eficiente servicio de 
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inspección". 
Desde la Presidencia del Tribunal se pretendían corregir algunas de las 
circunstancias que habían provocado el atasco, incluso aliviar la presión sobre 
los Juzgados y Tribunales mediante un indulto parcial, que afectaría 
aproximadamente al 20 por ciento de los asuntos pendientes, y recurriendo a 
la Jurisdicción ordinaria para realizar las instrucciones. Pero en ningún 
momento se cuestionan ni los supuestos de responsabilidad contemplados por 
la Ley de 1939, ni la estructura de la Jurisdicción Especial. 
Sin embargo desde la Presidencia del Gobierno se asumió que había que 
atajar el problema de raíz. Cualquier solución efectiva debía pasar por la 
reducción de los motivos de responsabilidad y una profunda reforma orgánica. 
Sobre estos dos ejes se establecieron trece bases para la reforma de la Ley de 
9 de febrero de 1939}^ 
1^.- Suprimir las sanciones que no fueran económicas y la de pérdida 
total de bienes, "por lo antijurídico que resulta la confiscación", para 
que, de este modo, solo se instruyeran expedientes contra inculpados 
solventes. 
2^.- Reducir las causas de responsabilidad política contempladas por la 
Ley. 
3*.- Fijar la fecha de prescripción tanto de la sanción, como de los 
hechos que motivaban la responsabilidad. 
4*.- Separar orgánicamente el Tribunal Nacional de la Jefatura Superior 
Administrativa, que dependería exclusivamente de la Presidencia del 
Gobierno. 
5^.- El Tribunal Nacional se ocuparía exclusivamente de resolver los 
recursos. Reforzar la presencia de miembros de la Judicatura en su 
composición, con la presencia de tres Magistrados del Tribunal 
Supremo, e introducir a la Fiscalía en el procedimiento. 
^ Documento sin fecha ni firma, mecanografiado en folios con el membrete de la 
Presidencia del Gobierno. A.G.A., P.G., C: 4.023. 
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6*.- La Jefatura Superior Administrativa conservaría las competencias 
establecidas en la Ley de 1939, introduciéndose las modificaciones 
necesarias en su funcionamiento. 
7*.- Convertir los Tribunales Regionales en Provinciales, aunque 
formados exclusivamente por funcionarios judiciales, con una Fiscalía 
ocupada indistintamente por miembros del Ejército o de Falange. 
8^.- Aumentar o disminuir el número de Juzgados Instructores 
provinciales según las circunstancias, pudiéndose suprimir en algunas 
provincias, en las que se harían cargo de las instrucciones los Juzgados 
ordinarios. 
9^.- Adoptar medidas similares a las anteriores para los Juzgados 
Civiles Especiales. 
10^.- Las órdenes de incoación de expedientes partirían de una 
autoridad militar. 
11*.- Activar "todo los posible la cuestión de los créditos intervenidos, 
que en la actualidad ascienden a muchos millones de pesetas". 
12*.- "Por los graves perjuicios que al Estado y a los particulares 
produce, es necesario resolver con la máxima urgencia todo lo referente 
a responsabilidades políticas y créditos intervenidos, por lo tanto, es 
necesario amplias facilidades en el orden político y económico". 
13*.- Favorecer la estabilidad laboral del personal auxiliar, la mayoría 
interino, "ya que no se puede exigir rapidez y diligencia a unos 
funcionarios que en el momento que concluyan su trabajo se quedan sin 
comer". 
Aunque con matices, estas fueron las líneas generales que guiaron la 
reforma de la Jurisdicción, salvo en lo relativo a su estructura, ya que en lugar 
de multiplicar los Tribunales de Responsabilidades Políticas o aumentar los 
Juzgados Instructores y Civiles especiales, se optaría por su disolución. 
Oficialmente, tal y como se recogió en la declaración de intenciones de 
la Ley de 19 de febrero de 1942, se esgrimieron otras razones para justificar 
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la reforma de la Ley de Responsabilidades Políticas de 1939.^ ^ En primer 
lugar, se atribuía la disolución de los Tribunales y Juzgados especiales al 
restablecimiento "en su plena normalidad [de] los Órganos ordinarios de la 
Justicia", cuando sabemos que la instauración de una Jurisdicción especial 
respondía a razones políticas de otra índole, sin que en ningún momento 
durante la discusión de la Ley se planteara la posibilidad de que la Justicia 
ordinaria depurara las responsabilidades, ni siquiera cuando se normalizara la 
situación del país. Es más, como hemos visto, en las propuestas previas a la 
reforma se pretendía conferir a los Juzgados ordinarios el carácter de órganos 
auxiliares de los de responsabilidades políticas. 
La segunda razón que se esgrimía para justificar la reforma abundaba 
en el supuesto carácter integrador de la liquidación de las responsabilidades 
políticas, que ya ocupara un lugar destacado en el preámbulo de la Ley de 
1939. El Gobierno pretendía acelerar en cuanto fuera posible "la liquidación 
de unas responsabilidades que por su naturaleza evocan diferencias lamentables 
cuyo recuerdo agravia el supremo sentido de unidad que preside el espíritu del 
nuevo Régimen". Ahora bien, la suavización e, incluso, eliminación de los 
supuestos de responsabilidad respondía, sobre todo, a la necesidad de reducir 
el número de instrucciones pendientes, máxime cuando muchos de los 
encartados resultaban insolventes, por lo que la resolución de los exf>edientes 
seguidos contra ellos, además de haberse convertido en un problema p>olítico 
y administrativo, no reportaba beneficios económicos al Estado. 
Antes de nada hay que resaltar que la Ley de Responsabilidades 
Políticas de 1939 continuaría "rigiendo como fundamental en la materia, con 
las adiciones, aclaraciones y modificaciones contenidas en sus disposiciones 
complementarias" y con las que introducía la Ley que la reformaba (art. i*'). 
Es decir, la depuración de las responsabilidades políticas continuaba regulada 
por una legislación de excepción, aunque su aplicación correspondiera desde 
^ Ley de 19 de febrero de 1942 sobre reforma de la de Responsabilidades Políticas, 
B.O.E. del 7 de marzo. 
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ese momento, con matizaciones importantes y no en su totalidad, a la 
Jurisdicción ordinaria. 
Se disolvieron los Tribunales Regionales de Responsabilidades Políticas 
y los Juzgados Instructores Provinciales y Juzgados Civiles Esi>eciales, cuyas 
competencias pasaron a ejercer, respectivamente, las Audiencias Provinciales, 
en su régimen y composición ordinarios, y los Juzgados de Instrucción y 1* 
Instancia (art. 5). Ahora bien, en materia de responsabilidades políticas, los 
órganos ordinarios de la Justicia actuaron, de hecho, como "Jurisdicción 
especial". El Tribunal Nacional de Responsabilidades Políticas no perdió su 
carácter de Instancia superior, aunque pasara a depender del Ministerio de 
Justicia, ejerciendo las mismas funciones que le atribuía la Ley de 1939, 
ampliando sus competencias sobre los Presidentes de las Audiencias, a los que 
podía dictar "las instrucciones y normas generales ya sustantivas, ya de 
procedimiento, que estime pertinentes para el mejor desempeño de su misión 
en esta materia" (arts, 12 y 13). Es más, "el cumplimiento de los servicios de 
esta materia, será considerado de carácter preferente por los organismos 
encargados de ellos, y al efecto de que queden terminados con la mayor 
rapidez posible propondrán a la superioridad los medios que su celo les 
sugiera para conseguirlo" (art. 15). En otras palabras, Audiencias y Juzgados 
de 1* Instancia e Instrucción deberían, en teona, dar prioridad a la tramitación 
g3 bis 
de los asuntos de resjwnsabilidades políticas. 
Se mantuvo la composición del Tribunal Nacional, pero para agilizar 
la resolución de los asuntos de su competencia, podna actuar en dos salas con 
iguales atribuciones, incorporando para ello a los vocales suplentes a los 
trabajos cotidianos del Tribunal (art. 12). Además se introducía al ministerio 
fiscal en el procedimiento, bajo la dirección de la Fiscalía del Tribunal 
Supremo, con las mismas atribuciones que en las causas criminales (art. ó**). 
Ningún expediente se podri'a iniciar en el futuro si no era a petición del Fiscal 
O previo informe suyo, salvo los que se debieran a condena de otra 
Jurisdicción. 
Se redujeron sustancialmente los supuestos de responsabilidad, aunque 
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83 bis £ a Jurisdicción paso a depender orgánicamente del Ministerio de Justicia 
las modificaciones sólo serían de aplicación a los expedientes todavía no 
juzgados, no pudiéndose revisar por este motivo los asuntos ya fallados (art 
2**). Quedaron exentas de responsabilidad todas las condenas militares 
inferiores a seis años y un día, y aquellas que no excedieran de los doce, 
atendiendo a la "escasa significación y peligrosidad política del delincuente", 
por lo que, en principio, la exención no alcanzaba a buena parte de las dictadas 
por el delito de auxilio a la rebelión, que si no había circunstancias 
modificativas, se solían castigar con penas de doce años y un día. La exclusión 
se extendía, con matices, a los que desempeñaron cargos de poca trascendencia 
en las organizaciones prohibidas, en cuyo caso los Tribunales podían decretar 
el sobreseimiento provisional del expediente; a los meros afiliados, electores, 
simpatizantes o asistentes a actos de dichas organizaciones, siempre y cuemdo 
no se hubieran significado de manera destacada por su actuación política; y a 
los masones que no hubieran sido condenados previamente por el Tribunal de 
Represión de la Masonería y el Comunismo. Además, se convertían en 
eximentes el atenuante de minoría de edad, si no mediara condena de otro 
Tribunal, y, ajuicio del Tribunal, el resto de los contemplados por la Ley, en 
cuyo caso darían lugar al sobreseimiento provisional del expediente (art. 4*^ ). 
La reducción de los supuestos de responsabilidad se complementaba con 
una medida que se mostraría muy eficaz. Cuando de la averiguación de los 
bienes de los inculpados se dedujera su insolvencia, la percepción de ingresos 
no superiores al doble del jornal de un bracero de su localidad o que sus bienes 
no superaban un valor de veinticinco mil pesetas, el Juzgado podía decretar el 
sobreseimiento del expediente. Ahora bien, la aparente generosidad con la que 
se entendía la insolvencia a efectos de responsabilidades políticas, quedaba 
compensada al tener los Jueces que dar cuenta de los cargos contemplados en 
el expediente al "Gobernador civil y al Jefe de F.E.T. de las J.O.N.S., si no 
mediasen motivos para ponerlos también en conocimiento de otra jurisdicción". 
No sólo se trata de una medida de control, sino que además el Gobernador 
podía inhabilitar por vía administrativa al insolvente para el desempeño de 
cargos públicos, por un período de hasta cinco años (art. 8). 
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Se racionalizó la averiguación de antecedentes de los inculpados, para 
evitar que continuara retrasando las tramitaciones. Si no se recibían los 
informes solicitados en los términos señalados por la Ley del año 1939, podían 
ser suplidos por "una rápida información" del Servicio de Investigación y 
Vigilancia de la Guardia Civil, y si esta no llegara en el plazo de un mes se 
entendería que se carecía de los antecedentes solicitados, por lo que se podía 
proceder a continuar con la instrucción (art. 7), 
La reforma del 1942 también intentó sentar las bases para una 
administración de bienes más eficaz. Se suprimió la Jefatura Superior 
Administrativa, haciéndose cargo de sus competencias el Ministerio de 
Hacienda, a través de la Dirección General de Propiedades, la Intervención 
General de la Administración del Estado y sus Delegaciones provinciales, salvo 
en lo tocante a la liberación y devolución de créditos intervenidos, que se 
continuaría gestionando desde una Sección especial adscrita a la Presidencia del 
Tribunal Nacional(art. 16). La Ley también abordaba, siempre teniendo como 
directriz el agilizar la tramitación de los asuntos pendientes, cuestiones 
relativas a tercerías, venta de bienes embargados, ocupación de bienes de 
incautados, adjudicación de bienes al Estado y registro de resf>onsables. 
Como podemos ver, se tocaban todos los palos con un propósito claro: 
liquidar lo antes posible las responsabilidades políticas. 
2.2.- HACIA LA UQUTOACIÓN DE LAS RESPONSABILIDADES POLÍTICAS 
Aunque el traspaso de competencias de unos órganos Jurisdiccionales 
a otros no se completaría hasta finales de la primavera de 1942, los efectos de 
la reforma se dejaron sentir pronto. Nuestro estudio sobre la provincia de 
Madrid, que abordamos con detalle en los siguientes capítulos, demuestra que 
desde el mismo año de la reforma, la Jurisdicción comenzó a salir del 
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estancamiento en el que se encontraba sumida, incrementándose el número de 
incoaciones y, sobre todo, de resoluciones, hasta el punto de que cuando en 
1945 se suspendió la incoación de nuevos expedientes, quedaban muy pocos 
por fallar. Julián Chaves para Cacares, Manuel Ortiz para Albacete, y Conxita 
Mir y su equipo para Lleida, también han constatado un incremento de las 
incoaciones después de la reforma, aunque con matices diferentes.*^ Mientras 
que en Madrid se superó significativamente la cifra de incoaciones anuales 
anteriores a la reforma, alcanzando su punto álgido en 1943, y en Albacete, 
después de unos meses de muy escasa actividad, se impulsó con fuerza la 
apertura de expedientes, en Lleida se incrementó el número de instrucciones, 
pero quedándose en niveles muy inferiores a los de 1939 y 1940 y en Cáceres 
en 1943 se superaron en mucho las de 1942 y significativamente las de 1941, 
pero no alcanzaron las de 1940. 
Sobre la resoluciones, el otro elemento clave para conocer el ritmo y 
la eficacia con los que se estaban liquidando las responsabilidades políticas, 
sólo disponemos de información relevante relativa a Lleida y Madrid. En 
Madrid, el 86 por ciento de los expedientes se resolvieron después de la 
promulgación de la Ley de 1942, especialmente entre los años 1944 y 1945, 
casi todos sobreseídos en virtud de la dicha Ley, mientras que cerca del 70 por 
ciento de las condenas, y prácticamente la totalidad de las más graves, se 
dictaron antes de la reforma. En LLeida y Albacete se aprecia la misma 
tendencia: tras la reforma se produjo un incremento muy importante de las 
resoluciones, fundamentalmente sobreseimientos, mientras que la mayoría de 
las sentencias se dictaron antes de su entrada en vigor.*^ 
El Tribunal Nacional también emitió la mayoría de sus sentencias antes 
de la reforma (gráfico n*'5). De las mil ciento sesenta y dos sentencias que 
dictara en recursos de alzada entre 1939 y 1952, casi el 56 por ciento lo fueron 
" J. CHAVES PALACIOS, ob, cit, págs. 88-91; M. ORTIZ HERAS, ob.cit, pág. 405-409; C. 
MIR ET AL. , ob. cit. págs. 136-145. 
^ C. Mm EL AL, ob. cit., págs. 138-145.; M. ORTIZ ob.cit., págs. 405-406. 
261 
en 1940 y 1941. En 1942 descendieron en picado, un síntoma de la 
paralización de la Jurisdicción, para incrementarse en 1943. A partir de 1944 
se resolvieron muy pocas apelaciones. Aunque el número de apelaciones es 
realmente muy bajó en relación al de resoluciones, como, además, hemos 
podido confirmar en el caso de Madrid, la distribución de los recursos 
demuestra que los Tribunales Regionales dictaron la mayoría de las sentencias 
condenatorias antes, entre 1939 y 1942.** 
La conclusión es obvia. Cuando se modificó la Ley de 
Responsabilidades Políticas ya se habían instruido y fallado los expedientes 
seguidos contra los, a juicio de los vencedores, responsables más destacados. 
Esto confirmaría la tesis de que a partir de fechas relativamente tempranas, al 
menos desde el otoño de 1941, la prioridad del Gobierno comenzó a 
desplazarse del castigo ejemplar a la rápida resolución de los asuntos 
pendientes. El escaso relieve político, social y económico de la mayoría de los 
inculpados que quedaban por juzgar, no reportaría al Estado beneficios que 
justificaran el coste político y económico que supondría demorar mucho más 
la liquidación de las responsabilidades políticas. 
El traspaso de competencias de unos órganos a otros resultó compleja 
y lento. Aunque debería de haberse completado hacia primeros de junio de 
1942, en julio sólo lo habían hecho la mitad de los Juzgados Instructores y 
doce de los Tribunales Regionales y Juzgados Civiles. A finales de ese mes, 
el Presidente del Tribunal Nacional dirigió su primera orden circular a las 
Audiencias, recordando cuáles eran los objetivos prioritarios del Gobierno y 
dictando instrucciones para la distribución del trabajo. Debían acometer la 
"ardua y delicada misión" de solucionar lo que sin ambigüedades se califica 
como "problema de la liquidación de las responsabilidades políticas", 
concentrándose en "los verdaderos culpables" y "prescindiendo" de quienes no 
^ Recordemos que los condenados sólo disponían de cinco días para recurrir la sentencia 
y que hasta la reforma de 1942 no se personó el fiscal en los expedientes, por lo que hasta 
dicha reforma eran aquellos los únicos que podían interponer los recursos. 
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hubieran tenido una actuación relevante.*' 
Sorprende, que desde el Tribunal Nacional se pensara que, de aplicarse 
correctamente la Ley y cumplirse sus instrucciones, quedaría solucionado el 
problema en un año, cosa que, evidentemente, estuvo muy lejos de ocurrir.** 
De hecho, la asunción de competencias en materia de responsabilidades 
políticas supuso, como ha explicado Mónica Lanero, un gran esfuerzo para una 
administración de Justicia sobrecargada de trabajo.*' 
A los seis meses de tan optimista previsión, según una estadística 
elaborada por el Tribunal Nacional (cuadro 16), se encontraban en tramitación 
124.445 asuntos, otros 30.181 estaban pendientes de resolución y casi ochenta 
y cinco mil esperaban tumo para comenzar a instruirse. En total 239.614 
asuntos, si bien en esta cifra hay que incluir tanto los expedientes de 
responsabilidades políticas propiamente dichos, como los derivados de la 
administración de bienes, tercerías u otros. Comparando estas cifras con las 
que barajábamos para antes de la reforma se consta que, si bien es cierto que, 
todavía, no se aprecia una reducción sustancial del total de asuntos sin 
resolver, £il menos dejciron de aumentar, disminuyendo apreciablemente las 
incoaciones pendientes. 
Se avíinzaba a un ritmo mucho más lento que el esperado, incluso se 
demoraron algunas disposiciones legales que debían contribuir a mejorar el 
^ "Es, en efecto, decidido propósito del Gobierno [como se expresa en la Ley de reforma 
de la de 1939, de febrero ultimo] que en el plazo más breve posible queden totalmente 
juzgados los responsables de este orden con un criterio de equidad y de justicia, prescindiendo 
de aquellos que [sin notorio relieve ni calificada intervención] contribuyeron de algún modo 
a la subversión; evitando la [ruina] de la vida económica de los particulares y [sancionando] 
a los verdaderos culpables de la [subversión], dentro de los límites de tien^ y capacidad 
económica que la Ley sabiamente ha marcado". Entre corchetes las correcciones a mano. La 
circular, en papel oficial con membrete del Tribunal nacional, está firmada el 21 de julio y 
lleva registro de salida del 22. A mano, en la cabecera, se incluye una nota a mano que dice 
"a todos los Presidentes de Audiencias territoriales". Parece tratarse de un borrador original, 
corregido por el Presidente. A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 232. 
** Una de las anotaciones a mano dice así. "de suerte que en un año pueda quedar 
resuelto este problema". Ibidem. 
^ M. LANERO TÁBOAS, ob. cit., págs. 397-400. 
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funcionamiento de la Jurisdicción. En el mes de junio de 1942 se aprobó el 
Reglamento Orgánico del Tribunal Nacional, que regulaba su funcionamiento 
en dos Salas, y hasta noviembre no se fijó su plantilla definitiva (cuadro 
176).'^ 
El volumen de trabajo no permitió el ahorro presupuestario que se 
esgrimiera como una de las razones de la reforma. El presupuesto se estabilizó 
en los niveles de 1940 (gráfico n°l). La reforma sólo supuso una reducción de 
los gastos de personal de algo más del 11 por ciento, porque una buena parte 
del ahorro en la partida que se dedicaba al pago de sueldos, se vio compensado 
por el incremento a partir de 1943 de la de otras remuneraciones (cuadro 3 y 
gráfico 2). El capítulo de gastos de personal se estabilizó en los niveles de 
1941, pero mientras que en ese año la partida dedicada a sueldos representaba 
casi el 60 por ciento sobre el conjunto del capítulo, en 1943 apenas suponía el 
3 por ciento. Desde 1943, el 95 por ciento de los gastos de personal se 
consignaron como otras remuneraciones, dedicándose en su mayoría al pago 
de gratificaciones o compensaciones al personal de la administración de Justicia 
adscrito a servicios de Responsabilidades políticas, por la sobrecarga de trabajo 
que les supuso la asunción de competencias en esta materia. 
Finalmente, en junio de 1943, el Gobierno hubo de reconocer que 
"algunas Audiencias" que tuvieron que asumir un elevado número de asuntos 
de responsabilidades políticas, "difícilmente" podían "conciliar" la tramitación 
de los expedientes "con las exigencias de su peculiar función jurisdiccional". 
Así se justificaba la adscripción al Tribunal Nacional de dos Salas, constituidas 
por tres funcionarios judiciales, "exclusivamente encargadas de la resolución 
de expedientes de responsabilidades políticas, cuando el excesivo número de 
estos dificulte su rápida resolución, o lo aconsejen las necesidades del 
* El reglamento se aprobó mediante Decreto del 15 de junio de 1942, B.O.E. del 1 de 
julio. La plantilla por Orden del Ministerio de Justicia del 24 de noviembre de 1942, B.O.E. 
del 30. 
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servicio"'*El Decreto dejaba en manos del Presidente del Tribunal la facultad 
de ordenar a las Audiencias que estimara oportuno la remisión de parte o la 
totalidad de los expedientes. Enseguida haría uso de ella, no de manera 
selectiva, sino con carácter general. En octubre de 1943 ordenó a todas las 
Audiencias que remitieran a las Salas de Instancia los expedientes concluidos 
sobre los que aun no hubiese recaído fallo y que se incoaran todos los 
expedientes cuya instrucción no se hubiera abierto todavía, indicando la 
conveniencia de que una vez terminados, los Instructores los remitieran 
directamente a dichas Salas para abreviar los trámites. Además hacía hincapié 
en la necesidad de que los Instructores sobreseyeran directamente aquellos 
expedientes en los que el inculpado resultara insolvente, tal y como posibilitaba 
la Ley de 1942.^ 
Esta decisión implicaba, de hecho, sustraer a los Tribunales ordinarios 
la facultad de fallar los expedientes, aunque su subordinación jerárquica al 
Tribunal Nacional de Responsabilidad Política y el carácter de excepción de 
la Ley les convirtiera de facto y en esta materia en Tribunales especiales. A 
finales de 1943 la resolución de los expedientes volvía a descansar, en 
exclusiva, en un órgano Jurisdiccional especial, aunque su instrucción y la 
ejecución de los fallos recayera sobre la Justicia ordinaria. 
El caso de Madrid es revelador. Tenemos constancia de setenta y nueve 
sentencias dictadas por la Audiencia de Madrid, que suponían sólo el 7'57 por 
ciento sobre el total de las que conocemos, de las cuales sólo cinco resultaron 
condenatorias. Desde que se crearon las Salas de Instancia únicamente emitió 
veintiuna, casi todas antes de terminar el mes de octubre de 1943. 
En la medida en que se fueron tramitando y fallando los asuntos 
pendientes, se buscaron salidas a la otra vertiente del problema: la ejecución 
de los fallos. En septiembre de 1943, el propio Ministro de Justicia ordenó que 
" Decreto de 19 de junio de 1943 por el que se crean dos salas en el Tribunal Nacional 
de Responsabilidades Políticas. B.O.E. el 11 de julio. 
^ Instrucciones dictadas el 9 de octubre de 1943. A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 771. 
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se extendiera el sobreseimiento por insolvencia a las condenas firmes en 
trámite de ejecución.'^  Finalmente, se terminaría también por sustraer a la 
Justicia ordinaria la ejecución de las sentencias, adscribiendo a cada Sala de 
Instancia del Tribunal Nacional un Juzgado Especial de Ejecutorias.** 
Todas estas medidas permitieron aliviar el número de expedientes 
pendientes. En la primavera de 1944 se estaban tramitando 96.095 y 67.796 
esi)eraban pendientes de iniciarse.^* En total más de ciento sesenta mil 
expedientes, una cifra todavía importante, pero considerablemente menor a la 
de año y medio antes, ya que el número de expedientes sin concluir había 
disminuido en más de setenta y cinco mil. 
El 13 de abril de 1945, un día antes del vigesimocuarto aniversario de 
la proclamación de la República contra la que se rebeló, el Estado franquista 
declaró oficialmente "cumplida en su esencia la finalidad atribuida a la 
" "De Orden del Sr, Ministro y al objeto de unificar criterios respecto al art. 8° de la Ley 
19 de febrero de 1942 se entenderá procedente el principio general interpretativo de aplicación 
a los expedientados de cuanto pueda serles favorables, y en consecuencia se interpretarán que 
en dicho art. 8° quedan también comprendidos todos los expedientados que retinan las 
condiciones previstas en dicho precepto legal, aunque sus expedientes hubieran sido fallados 
con anterioridad a la Ley antes citada, siempre que tales expedientes se hallen en trámite de 
ejecución de sentencia, por lo que procederá decretar su archivo así como la liberación de los 
bienes trabados legalmente sin más trámite. Ruégole lo comimique a los Juzgados de 
Instrucción de esa Provincia reiterándoles que ejerciten por sí mismos la facultad de sobreseer 
que les incumbe cuando así proceda, y la suma conveniencia de terminar todos los expiedientes 
lo más pronto posible teniendo en cuenta el carácter preferencia! legalmente declarado a este 
servicio". Telegrama oficial del Presidente del Tribunal Nacional de Responsabilidades 
Políticas a los Presidentes de las Audiencias, con registro de salida del 3 de septiembre de 
1939. A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 191. 
^ Las justificaciones se repiten:"[...] contribuir en el modo más eficaz posible a la 
disminución de la labor recaída sobre la jurisdicción ordinaria y en aquellos asuntos que por 
su volumen o circvmstancias constituyeran para la misma un recargo notorio en perjuicio del 
desarrollo de su tarea normal. La labor desarrollada por las Salas de Instancia y el número de 
expedientes pendientes de ejecución, aconsejan la creación de Juzgados especiales de ejecución, 
adscritos a la jurisdicción de las dos Salas, para así unificar la ordenación en la tramitación 
ejecutiva y el criterio que en ella presida, respecto a aquellos expedientes que expresamente 
se le encomienden, disminuyendo en lo posible el volumen de asimtos que pesan sobre la 
jurisdicción ordmaria." Decreto de 23 de diciembre de 1944, por el que se crean dos Juzgados 
especiales de ejecutorias, en materia de responsabilidades políticas, con jurisdicción en el 
territorio nacional, B.O.E. del 10 de enero. 
** Elaboración propia a partir de los datos suministrados por las Audiencias en junio de 
1944. A.G.A., J.,R.P.(T.N.), C: 116. 
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Jurisdicción especial sobre responsabilidades políticas derivadas de la 
subversión marxista".^ A diferencia de la reforma de 1942, la cancelación 
de la Jurisdicción especial se produjo en un momento muy delicado para el 
Régimen. La derrota del Eje abna muchas incógnitas sobre su supervivencia, 
y una Ley como la de Responsabilidades Políticas no ayudaría, precisamente, 
a mejorar su imagen frente a los vencedores. 
Lo que se había creado por Ley, se suprimió por Decreto. Aunque el 
alivio no fue total. Todavía quedaba trabajo por delante para "consagrar la 
definitiva liquidación de este problema". Según la Memoria Fiscal, en enero 
de 1946 quedaban por resolver más de cuarenta y dos mil asuntos.^ Se 
suspendió la incoación de nuevos expedientes y la tramitación de denuncias, 
pero había que fallar los expedientes abiertos y ejecutar las sentencias 
pendientes. 
En junio de 1945 se suprimió el Tribunal Nacional de 
Responsabilidades Políticas, constituyéndose una Comisión Liquidadora, 
formada por el Presidente y los vocales titulares del extinto Tribunal, dando 
plazo hasta final de año a las dos Salas de Instancia para que resolvieran los 
asuntos en su poder.'* Pero como venía siendo una constante en la 
Jurisdicción especial, no se pudieron disolver en el término fijado, prolongado 
su actividad seis meses más de los previsto, cuando, "conclusos y resueltos la 
casi totalidad de los expedientes", fueron sustituidas por una Sección de 
Instancia.^ 
Hay un detalle que aunque pueda parecer intrascendente, e incluso 
** Decreto de 13 de abril de 1945, por el que se suprime la Jurisdicción de 
responsabilidades políticas, B.O.E. del 25. 
^ M. LANERO, ob. cit., págs. 400-401. 
** Orden de 27 de junio de 1945 por la que se dictan normas para le ejecución del Decreto 
de 13 de abril de 1945., B.O.E. del 27. 
" Orden de 10 de julio de 1946, por la que se suprimen las Salas de Instancia del Tribunal 
Nacional y se sustituyen por una Sección encargada de liquidar en breve plazo los expedientes 
aun no resueltos, B.O.E. del 13. 
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lógico procesalmente, no deja de ser significativo del cambio de objetivos que 
se había operado. En julio de 1946, al regular el funcionamiento de la recién 
creada Sala de Instancia, se dispuso que de no recibirse en el término de un 
mes los informes solicitados a las Autoridades, debería de prescindirse de 
ellos, considerando que no obraban antecedentes sobre su actuación. No se 
trata de una novedad, ya que la reforma del año 1942 avanzó en este camino. 
Lo que merece nuestra atención es que, además, se añadiera que en el "caso 
de que los elementos de juicio aportados al expediente no permitiesen formar 
una indudable convicción acerca de la responsabilidad del encartado, deberá 
aplicarse en la resolución que haya de dictarse el criterio más favorable a 
éste".™ En primer lugar porque recuerda la aplicación de un principio 
jurídico básico. En segundo, y de aquí la necesidad de dictar una orden en tal 
sentido, porque la práctica habitual venía siendo la contraria. No hay más que 
recordar los criterios para la intervención de créditos o que la Ley de 1939 
pervirtiera la presunción de inocencia, vulnerando garantías jurídicas 
elementales. 
La ejecución total de las resoluciones se demoraría por muchos años. 
En enero de 1952 la Inspección n"! se dirigió "nuevamente a los Juzgados 
para llamar su atención "sobre la necesidad de activar la ejecución de los fallos 
dictados por la Jurisdicción de Responsabilidades Políticas, necesidad estimada 
por el poder público como apremiante en la administración de Justicia"'°* 
Hay indicios que permiten pensar que se recurrió a los indultos 
individuales como mecanismo para resolver ejecuciones de sentencia 
pendientes. Hemos comprobado que aproximadamente el 36 % de los 
condenados en Madrid se pudieron beneficiar de un indulto individual. Aunque 
desde 1947 se concedieron algunos de manera selectiva, más del 90 por ciento 
se concentran el año 1957, lo que, lejos de ser una casualidad, parece 
responder a una decisión política. De la documentación conservada se 
'* Artículo 2° de la Orden de 10 de julio de 1946, B.O.E. del 13. 
"" A.G.A., J.,R.P., C: 771. 
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desprende que muchos expedientes de indulto pudieron iniciarse de oficio. 
Hubo que esperar hasta noviembre de 1966 para que se decretara el 
indulto general para las sanciones pendientes de cumplimiento: 
"Liquidadas en esencia las consecuencias que trajo consigo la 
legislación de responsabilidades políticas, se hace preciso, no obstante, 
otorgar, en vía de gracia la oportuna medida que permita 
definitivamente extinguir las responsabilidades de dicha índole que 
todavía pueden encontrase pendientes."'^ 
El Estado franquista necesitó treinta años para considerar liquidadas las 
responsabilidades políticas: desde la sublevación militar de julio de 1936, o, 
si se prefiere, desde el Decreto 108 de septiembre de 1936, que sentó las bases 
de la depuración de los enemigos políticos mediante sanciones económicas, 
hasta el de 1966. Desde 1937 se suceden los apellidos que, con su firma, 
sancionan las disposiciones legales que pretenden revestir de juricidad lo que 
constituyó una tan vasta, como ideológicamente primaria, depuración política: 
Dávila, Galarza, Amado, Gómez Jordana, Bilbao, Aunós, Fernández Cuesta, 
Oriol y Urquijo. Sólo hay un nombre que se repite al pie de los Decretos y las 
Leyes a lo largo de estos treinta años, en solitario o junto al de sus ministros: 
Francisco Franco. 
'"^  Decreto 2824/1966 de 10 de noviembre, de indulto para extinción definitiva de 
responsabilidades políticas. B.O.E. del 12. 
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N° de sentencias 
369 
1939 1940 1941 1942 1943 1944 1946 1946 1947 1948 1949 1960 1961 1962 
Años 
GRÁnco N^S: Sentencias por recursos de alzada, dictadas por el Tribuna 
Nacional de Responsabilidades Políticas (1939-1952) 
Elaboración propia. Fuente: A.G.A, J., R.P.(T.N.), C: 458 
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CUADRO N" 15 
METÁLICO Y VALORES ENTREGADOS EL 20 DE AGOSTO DE 1942 POR LA JEFATURA 
SUPERIOR DE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS A LA INTERVENCIÓN GENERAL DE 
LA ADMINISTRACIÓN DEL ESTADO 
CONCEPTOS N ' D E 
DEPÓSITOS 
IMPORTE 
DEPÓSITOS EN EFECTIVO 
E N L A S SUCimSALES DE LA CAJA DE DEPÓSITOS 
A disposición de la Jefatura Superior Administrativa: 
"Procedentes de responsabilidades civiles declaradas 
con arreglo a los precq)tos contenidos en el Decreto-
Ley de 10 de Enero de 1937, renta y venta de bienes 
abandonados por elementos rojos y otras diversas 
procedencias" 
Procedentes de incautaciones a partidos políticos 
Procedentes de incautaciones efectuadas a 
organizaciones sindicales 
A disposición de otras autoridades 
EN EL BANCO DE ESPAÑA 
A disposición de la Jefatura Superior Administrativa 











A disposición de la Jefatura Superior Administrativa en las 
sucursales de la Caja de Depósitos: 
Procedentes de responsabilidades civiles declaradas 
con arreglo a los preceptos contenidos en el Decreto-
Ley de 1937 
Procedentes de incautaciones efectuadas a 
organizaciones sindicales 
A disposición de la Jefatura Superior Administrativa en las 
Sucursales del Banco de España 
En poder de la Jefatura Superior Administrativa 






ELABORACIÓN PROPIA. FUENTE: "Inventario del metálico, valores y efectos, así como también de la 
documentación y material, que la Jefatura Superior Administrativa de Responsabilidades Políticas entrega 
a la Intervención general de la Administración del Estado, de conformidad con los dispuesto en la Ley 
de 19 de Febrero de 1942" A.G.A., J.,R.P.(T.N.), C: 1.170. 
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CUADRO N»16 0) 
RELACIÓN DE ASUNTOS DE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS EN 
TRAMITACIÓN, PENDIENTES DE INCOACIÓN O PENDIENTES DE RESOLUCIÓN 
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CUADRO N" 16 (continuación) 
RELACIÓN DE ASUNTOS DE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS EN 
TRAMITACIÓN, PENDIENTES DE INCOACIÓN O PENDIENTES DE RESOLUCIÓN 
























































































CUADRO N* 16 (continuacidn) 
RELACIÓN DE ASUNTOS DE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS EN 
TRAMITACIÓN, PENDIENTES DE INCOACIÓN O PENDIENTES DE RESOLUCIÓN 






















































































CUADRO N° 16 (continuación) 
RELACIÓN DE ASUNTOS DE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS EN 
TRAMITACIÓN, PENDIENTES DE INCOACIÓN O PENDIENTES DE RESOLUCIÓN 






















































































CUADRO N" 16 (continuación) 
RELACIÓN DE ASUNTOS DE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS EN 
TRAMITACIÓN, PENDIENTES DE INCOACIÓN O PENDIENTES DE RESOLUCIÓN 













































































CUADRO N« 16 (continuación) 
RELACIÓN DE ASUNTOS DE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS EN 
TRAMITACIÓN, PENDIENTES DE INCOACIÓN O PENDIENTES DE RESOLUCIÓN 











































































CUADRO N° 16 (y continuación) 
RELACIÓN DE ASUNTOS DE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS EN 
TRAMITACIÓN, PENDIENTES DE INCOACIÓN O PENDIENTES DE RESOLUCIÓN 


















































ELABORACIÓN PROPIA A PARTIR DE A.G.A., J. R.P.(T.N.), C: 1.492 
(1). Entre los datos relativos a la provincia de Madrid, se incluye la siguiente nota: "Segdn la 
estadística recibida se encuentran en la Audiencia pendientes de reparto, 250 expedientes que 
se hallaban en tramitación por el Tribunal Regional de Madrid, también están pendientes de 
reparto, y de orden de proceder, 2.500 denuncias, que se recibieron en el Tribunal Regional 
de Madrid, y así mismo, 25.000 testimonios de condena, que se recibieron en el tribunal 
Regional y que están pendientes de reparto y de orden de proceder." 
(2). La cifra reúne expedientes pendientes de incoación y resolución. 
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CUADRO N" 17 
PLANTILLA DEFINITIVA DEL TRIBUNAL NACIONAL DE RESPONSABILIDADES 
POLÍTICAS 
(Orden de 24 de noviembre de 1942) 
A.- PRESroENCJA 
Presidente del Tribunal 27.000 
Secretario general del Tribunal 4.000 
Secretario general suplente 2.500 
Vicesecretario para las relaciones del Tribunal Nacional con el de para la 
Represión de la Masonería y el Comunismo 4.000 
Cuatro Asesores jurídicos a 4.000 pts 16.000 
Un abogado del Estado 5.000 
Un Interventor Delegado 5.000 
Un Habiütado 3.500 
Un encargado de Archivo y Registro 3.500 
Seis Mecanógrafas procedentes de otros Ministerios a 2.500 pts. 15.000 
Cuatro Mecanógrafas, con la gratificación o sueldo de 5.000 pts. 20.000 
Total Presidencia 105.500 
B.- SALA DE ALZADA 
Un Presidente de Sala" 22.000 
Un Vocal Magistrado ponente 6.000 
Un vocal Consejero Nacional de F.E.T. de las J.O.N.S. 22.000 
Un Secretario de Sala 4.000 
Un Vicesecretario 3.000 
Seis Mecanógrafas, a 5.000 pts. 30.000 
Total Sala de Alzada 87.000 
C - SALA DE REVISIONES 
Un Presidente de Sala' 22.000 
Un Vocal Magistrado Ponente 6.000 
Un Vocal Consejero Nacional de F.E.T. y de las J.O.N.S. 22.000 
Un Secretario de Sala 4.000 
Un Vicesecretario 3.000 
Cinco Mecanógrafas a 5.000 25.000 
Total Sala de Revisiones 82.000 
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D.- FISCALÍA 
Un Fiscal con gratificación de 6.000 
Un Abogado Fiscal, con gratificación de 4.000 
Un Abogado Fiscal, con gratificación de 3.000 
Un Oficial de Piscaba 2.500 
Tres Mecanógrafas, a 5.000 pts. 15.000 
Toul Fiscab'a 30.500 
E.- GASTOS DE REPRESENTACIÓN 
Gastos de representación del Presidente 6.000 
Personal de la Secretaría del Presidente 9.000 
Gastos de representación del Presidente de la Sala de Alzadas 3.000 
Gastos de representación del Presidente de la Sala de Revisiones 3.000 
Gastos de representación del Fiscal 5.000 
Total gastos de representación 26.000 
TOTAL TRIBUNAL NACIONAL 331.000 
FUENTE: ORDEN DE 24 DE NOVIEMBRE DE 1942 DEL MINISTERIO DE JUSTICIA, POR LA QUE SE APRUEBA 
LA PLAmJLLA DEFINmVA DEL TRIBUNAL NAOONAL DE RESPONSABILIDADES POLfnCAS,B.O.E., DEL 30. 
* LA PRESIDENCIA DE LAS SALAS RECAÍAN SOBRE LOS VOCALES MiLrrAREs DEL TRIBUNAL. 
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Capítulo cuarto 
LA DEPURACIÓN DE LAS RESPONSABILmADES 
POLÍTICAS EN LA PROVINCIA DE MADRID 
Hemos realizado nuestro estudio sobre la Jurisdicción de 
Responsabilidades Políticas en la provincia de Madrid a partir de los expedientes 
conservados en el Archivo General de la Administración. El fondo documental 
procedente de la Audiencia Territorial de Madrid, reúne los expedientes 
instruidos y resueltos tanto por los órganos jurisdiccionales competentes hasta 
la reforma de 1942 -los tres Juzgados Instructores de Responsabilidades 
Políticas, el Juzgado Civil Especial de Responsabilidades Políticas y el Tribunal 
Regioníd de Responsabilidades Políticas de Madrid- como por los que lo fuerons 
a partir de la entrada en vigor de dicha reforma -los Juzgados de Instrucción y 
Primera Instancia provinciales, la Audiencia Provincial de Madrid y las dos 
Salas de Instancia del Tribunal Nacional de Responsabilidades Políticas-
También se incluyen aquellos expedientes que fueron fallados por el Tribunal 
Nacional de Responsabilidades Políticas y su Comisión Liquidadora. 
Según nuestro cálculo, se conservan, ordenados alfabéticamente en 287 
cajas, los expedientes relativos a seis mil novecientos noventa y nueve vecinos 
de la provincia de Madrid.' Además se guardan otro millar largo no conclusos 
procedentes de Juzgados de Instrucción y Primera Instancia ordinarios.^ . En 
' No hemos contabilizado algunas decenas de expedientes relativos a otras provincias. En 
algunos casos incluyen auto de inhibición a favor de los órganos jurisdiccionales 
correspondientes a dichas provincias. 
^ Sólo pudimos acceder a un número pequeño de estos expedientes, porque aquí sí se nos 
aplicaron las prevenciones de acceso de la Ley del Patrimonio. Parece que se trata de 
expedientes iniciados pero no conclusos, los cuales, no sabemos por qué razón, no se 
remitieron como el resto a la Audiencia Provincial. En tal caso, incrementarían el número de 
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total, más de ocho mil expedientes, que se deben aproximar bastante al numero 
de los que finalmente se instruyeron en la provincia. Ahora bien, a efectos de 
nuestra investigación no hemos considerado como expedientes de 
responsabilidades políticas aquellos de cuya incoación no queda constancia 
documental. Es el caso de la documentación relativa a mil setecientas dieciséis 
personas. Se trata de sentencias militares, resoluciones del Tribunal de 
Represión de la Masonería y el Comunismo o denuncias que no parece que 
dieran lugar a la apertura de expediente de responsabilidades políticas. También 
se encuentran piezas de aseguramiento de bienes incoadas precautoriamente por 
el Juez Civil Especial a instancias de la jurisdicción de Masonería y 
Comunismo, que se terminaron archivando sin que se llegaran a incorporar a 
ningún expediente de responsabilidades políticas. Como curiosidad, entre la 
documentación procedente de la Comisión de Incautación de Bienes se encuentra 
parte del expediente abierto por dicha Comisión contra trescientos cuarenta y 
seis vecinos del pueblo del Alamo.^  
En resumen, hemos realizado nuestro estudio sobre la actuación en 
Madrid de la Jurisdicción de Responsabilidades Políticas en base a cinco mil 
cincuenta y seis expedientes, correspondientes a cinco mil doscientos ochenta 
y tres encartados, de los cuales, trescientos treinta y dos se encuentran incursos 
en ciento cinco expedientes colectivos. 
Para procesar la información, creamos dos bases de datos, una relativa 
a los encartados cuyo expediente se resolvió en sentencia y la otra con los que 
vieron el suyo sobreseído. En una tercera base de datos, con un carácter muy 
secundario, reunimos algunos datos de la documentación que no generó 
expedientes de responsabilidades políticas. 
De todos los expedientes recopilamos una información básica: origen, 
fecha de incoación, fecha de resolución y fallo. En el caso de los que 
expedientes incoados, pero no el de terminados. Actualmente, se encuentran incorporados, 
junto al resto, en el inventarío del A.G.A, correspondiente a expedientes de responsabilidades 
políticas de Madrid. 
^ A.G.A., J., R.P.(A.M.), C: 30.356 
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terminaron en sentencia, también se recogieron datos sobre la ocupación y 
militancia atribuida a los encartados, su actuación pública, motivos de 
responsabilidad en los que incurrieron, calificación de las responsabilidades, 
penas impuestas y su ejecución. 
No se tuvo en cuenta la ocupación y militancia de los encartados cuyo 
expediente se sobreseyó, por dos motivos. En primer lugar porque la pluralidad 
de organismos jurisdiccionales que intervinieron en la instrucción y fallo de los 
expedientes determina una considerable imprecisión a la hora de consignar estos 
datos de identificación personal. Utilizando como fijente sólo las sentencias se 
introdujo, al menos, un elemento de homogeneización. En segundo, porque era 
necesario ajustar la extensión de la investigación a las posibilidades de trabajo 
del investigador. 
El seleccionar una muestra con criterios estadísticos presentaba muchos 
problemas. No se podía escoger un determinado número de expedientes por año 
porque el fondo documental se encuentra ordenado alfabéticamente. Tampoco 
podíamos conformamos con seleccionar aquellos expedientes seguidos contra 
personalidades relevantes, cuya responsabilidad se considerara grave o sobre los 
que recayeran penas importantes. Una primera evaluación de los expedientes y 
los resultados de la encuesta elaborada en el verano de 1941 por la Subsecretaría 
de la Presidencia, que ya hemos analizado en un capítulo anterior, nos hizo 
planteamos desde el principio la necesidad de establecer la secuencia temporal 
de la depuración de las responsabilidades políticas, tanto en lo tocante a la fecha 
de las resoluciones, como al contenido de los fallos. Es más, ese primer sondeo 
entre los expedientes también nos alertó sobre el interés de determinar el 
carácter de los sobreseimientos, por un lado, y del grado de ejecución de las 
penas impuestas, por otro. Ninguno de estos objetivos se podía alcanzar 
satisfactoriamente si no procedíamos a una recogida masiva de información. No 
obstante, prestamos una mayor atención a los expedientes que terminaron en 
sentencia, dado que en ellos se encuentran incursos los condenados como 
responsables políticos. 
El problema se plantea al comparar el número de expedientes 
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conservados en el fondo con el de expedientes incoados y resueltos que 
facilitaron en octubre de 1941 los tres Juzgados de Responsabilidades Políticas 
de Madrid respondiendo a la encuesta realizada por la Subsecretarí!a de la 
Presidencia. No hay que olvidar las precisiones que hacíamos sobre el rigor con 
el que se recogió la información para la encuesta, sobre todo en cuanto a cómo 
interpretaron los Juzgados y Tribunales los datos que se les solicitaban. En 
segundo, nuestro criterio a la hora de clasificar los expedientes incide, sin duda, 
en la diferencia, aunque no sabemos en qué medida. Puede que se hubiera 
incoado expediente de responsabilidades políticas contra parte de los mil 
setecientos diecisiete implicados en la documentación que no hemos computado 
a efectos de nuestro estudio porque no aparece suficientemente acreditado ese 
extremo. Además, cuando analizamos la encuesta de la Subsecretaría de la 
Presidencia ya advertimos que los Juzgados instructores podrían haber 
computado como incoado un expediente desde el momento en que se recibía la 
orden procedente del Tribunal Regional y se registraba, aunque no se iniciaran 
las diligencias hasta mucho tiempo después o no se instruyeran, por ejemplo, 
al promulgarse antes la exención de responsabilidad contemplada en la reforma 
de 1942. Al elaborar nuestras bases de datos consideramos como fecha de 
incoación la que aparece en la pieza de instrucción, no en la del Tribunal 
Regional, ni, por supuesto, la de la orden de proceder del Tribunal Regional o 
la de acuse de recibo del Juzgado. Hay que recordar las instrucciones del 
Tribunal Nacional para que se iniciaran el mayor número de procedimientos 
antes de que entrará en vigor, el 1^ de abril de 1941, la prescripción de varios 
supuestos de responsabilidad. Así, entre los expedientes que se comenzaron a 
instruir después de la reforma de 1942, al menos dos mil trescientos sesenta y 
ocho lo fueron en virtud de órdenes dictadas antes del 30 de octubre de 1941. 
No obstante las precisiones anteriores, los expedientes conservados 
forman un fondo coherente por su procedencia y aunque no podamos afirmar 
que recoja la totalidad de los que se instruyeran en la provincia de Madrid, si 
es lo suficientemente amplio como para suministrar información fiable y 
significativa. No sólo por el número de encartados, sino, también, porque entre 
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ellos se encuentra la plana mayor del Régimen republicano y de los partidos que 
lo defendieron. 
El día 2 de junio de 1939 la Vicepresidencia del Gobierno nombró 
Presidente del Tribunal Regional de Responsabilidades Políticas de Madrid a 
Manuel Jiménez Ruiz, Comandante de Estado Mayor y abogado; vocal de la 
carrera judicial a Fermín Lozano Contra, Magistrado, y vocal de F.E.T. de las 
J.O.N.S a Alfonso Senra Bernárdez, abogado de profesión/ Carlos Muzquiz 
Ayala, abogado y Teniente del Cuerpo Jurídico Militar, fue designado Juez 
Instructor de Responsabilidades Políticas y Antonio Villegas, Juez de Instrucción 
y Primera Instancia y Capitán Honorario del Cuerpo Jurídico Militar, Juez Civil 
Especial de Responsabilidades Políticas.^ Todos ellos solicitaron 
voluntariamente el c<u-go, salvo el magistrado Fermín Lozano, que fue 
nombrado "forzoso a satisfacción"/ 
Ellos fueron los encargados de poner en funcionamiento en Madrid la 
Jurisdicción Especial de Responsabilidades Políticas, acusando desde muy pronto 
el peso de la tarea encomendada. Siete meses después de su nombramiento, el 
4 de enero de 1940, se crearon otros dos Juzgados Instructores para acometer 
la tramitación de los asuntos que se iban acumulando.^ En julio de 1939 se 
comenzó a instruir el primero de los cinco mil cincuenta y seis expedientes que 
hemos estudiado. El último se resolvió en 1965. Entre una y otra fecha se 
suceden las disposiciones que intentaron ordenar el funcionamiento de la 
'' B. O.E. de 5 de junio de 1939. Los datos relativos a su ocupación, así como otros relativos 
a los nombramientos y ceses se pueden comprobar en los breves expedientes del personal 
adscrito a los organismos de Responsabilidades Políticas. A.G.A, P.G, C: 4.014-4.019. En la 
misma fecha, se nombró Presidente suplente a Femando Maldonado, Comandante de Infantena, 
vocal Magistrado suplente a Luis María Moliner Lanaja, Juez de Instrucción, y vocal de F.E.T. 
de las J.O.N.S suplente a Manuel Orfila Otermin, Oficial Letrado de la Audiencia y teniente del 
Cuerpo Jurídico Militar. El 22 de marzo de 1941 fiíe nombrado Presidente suplente, en lugar 
de Femando Alvarado, Manuel Giménez Ortega, Comandante de complemento de Caballería. 
' n>idem. 
* Expediente personal, A.G.A, P.G., C:4.015. 
^ Se nombró Juez Instructor del N°2 a Enrique Amado del Campo y del N°3 a Ignacio 
Arenillas y López de Chaves. B.O.E. de 9 de enero de 1940. 
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jurisdicción, la más importante, como sabemos, ia Ley de febrero de 1942 de 
reforma de la Jurisdicción. 
1.- INCOACIÓN DE LOS EXPEDIENTES 
1.1.- RUMO DE INCOAQÓN 
Desde la apertura de los primeros expedientes en julio de 1939 hasta la 
reforma de febrero de 1942, se mantiene constante el número de incoaciones, 
algo más de seiscientas por año (gráfico 1). Ahora bien, si tenemos en cuenta 
que en enero de 1940 se crearon dos nuevos Juzgados Instructores, además del 
que venía actuando, resulta que entre los tres sólo son capaces de incoar 
anualmente los mismos expedientes que los abiertos por el existente durante el 
segundo semestre de 1939. A pesar de los dos nuevos juzgados, la estructura 
comenzó enseguida a mostrar síntomas de su incapacidad para acometer la 
instrucción de los expedientes dentro de los plazos previstos. 
Hay un dato esclarecedor. Entre la incoación del primer expediente en 
julio de 1939 y la entrada en vigor de la reforma de 1942 se ordenó el inicio de 
diligencias contra el 88'27 % de los encartados, sin embargo, durante el mismo 
período sólo se comienzan a instruir las seguidas contra el 38'20 % (gráfico 7). 
No hay que olvidar que el Tribunal Regional se vio obligado a ordenar la 
apertura de expedientes para evitar la prescripción de parte de los supuestos de 
responsabilidad que entró en vigor el 1" de abril de 1941, aunque los Juzgados 
no tuvieran capacidad para absorber todas las instrucciones pendientes. 
Los tres Juzgados Especiales de Responsabilidades Políticas eran 
incapaces de incoar e instruir todos los expedientes que ordenaba el Tribunal 
Regional. Mientras que el Tribunal Regional, por tanto la Jurisdicción Especial, 
dictó casi todas las órdenes de incoación, los Juzgados de Instrucción ordinarios 
ejecutaron al menos un 40 % de ellas tras la reforma del año 1942. De hecho, 
la mayoría de los expedientes abiertos por los Juzgados ordinarios lo fueron en 
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ejecutaron al menos un 40 % de ellas tras la reforma del año 1942. De hecho, 
la mayoría de los expedientes abiertos por los Juzgados ordinarios lo fueron en 
virtud de órdenes dictadas por el extinguido Tribunal Regional de 
Responsabilidades Políticas. 
La reforma consiguió incrementar las incoaciones de manera 
significativa. En 1942 se abrieron un 60 % más de expedientes que el año 
precedente, sobrepasándose las mil incoaciones en 1943. (Gráfico 6) 
En 1944 se dejó sentir el efecto combinado de dos factores, los cuales 
determinarán un descenso drástico de las incoaciones; disminución que, a su 
vez, será la razón esgrimida para suspender en abril de 1945 la apertura de 
nuevos expedientes. Por un lado, la reforma había eliminado o suavizado 
algunos de los motivos de responsabilidad política. Por otro, el incremento de 
incoaciones experimentado durante los dos años anteriores había ido reduciendo 
el número de instrucciones pendientes. Si hiciéramos caso al preámbulo del 
decreto que suprimió la jurisdicción de responsabilidades políticas en abril de 
1945, según el cual no se había producido en el año anterior denuncia alguna, 
buena parte de los expedientes incoados en 1944 y la totalidad de 1945 
corresponderían a casos pendientes.* 
1.2.- INICIATIVA EN LA INCOACIÓN DE LOS EXPEDIENTES 
La Ley de Responsabilidades Políticas establecía que los expedientes se 
iniciaran en virtud de testimonio de sentencia dictada por la jurisdicción militar, 
por denuncia escrita de cualquier persona natural o jurídica, por iniciativa de los 
Tribunales Regionales o a propuesta de autoridades civiles, militares o 
policiales. En el gráfico 8 y el cuadro 17 aparecen agrupados los expedientes 
según su origen, con el fin de hacer una primera aproximación general. 
Después, nos ocuparemos con más detalle de cada iniciativa. 
* Decreto de 13 de abril de 1945 por el que se suprime la Jurisdicción de Responsabilidades 
políticas. B.O.E. del 25. 
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GRÁFICO 6: ENCARTADOS EN LOS EXPEDIENTES DE RESPONSABILIDADES 
POLÍTICAS INCOADOS POR AÑO (1939-1945) (Elaboración propia). 
Los distintos mecanismos represivos se complementabíin entre sí. De 
hecho, el Tribunal de Responsabilidades Políticas podía culminar un 
procedimiento que se iniciara con una condena militar o una sanción 
administrativa, o, por el contrario, imponer al desafecto el castigo que no le 
llegó por otra vía. No sólo era perfectamente posible que se incoara expediente 
por responsabilidades políticas contra un preso condenado a una dura pena de 
cárcel o alguien inhabilitado para el ejercicio de su ocupación anterior, sino que 
el sistema represivo se planificó precisamente para eso. Sobre quienes se 
opusieron a los sublevados podía recaer simultáneamente una pena de prisión 
impuesta por un Consejo de Guerra, la separación definitiva o temporal de su 
trabajo acordada por una Comisión depuradora y una sanción económica 
impuesta por el Tribunal de Responsabilidades Políticas. Las condenas militares 
y las sanciones administrativas originaron la mayona de los expedientes de 
responsabilidades políticas que hemos estudiado, aunque no los correspondientes 









A: Jurisdicción que ordena la incoación 
JUZGADOS ORDINARIOS 2619 
47,e8« 
JUZGADOS ESPEQALES 2018 
38,20» 
' NO CONSTA 746 
14,12» 
B: Jurisdicción que los incoa 
GRÁFICO 3: ENCARTADOS EN EXPEOffiNTEs DE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS 
SEGÚN LA JURISDICCIÓN QUE ORDENÓ SU INCOACIÓN Y QUE LOS INCOÓ 
(Elaboración propia) 
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Cerca de la mitad de los expedientes, el 44'88 %, se abrieron por existir 
contra los encartados una denuncia, en la mayoría de las ocasiones interpuesta 
por un organismo público, autoridad o persona jurídica y sólo en algunos casos 
por particulares. Una buena parte de ellas provienen de los órganos 
depuradores de funcionarios, empleados de empresas subvencionadas o 
profesionales. 
El segundo grupo por su número, lo constituye el de los expedientes 
iniciados a partir una de sentencia dictada por la Jurisdicción Militar. Afecta a 
casi el 41 % de los encartados, siendo, por homogénea, la principal causa de 
incoación. 
Como se puede observar, entre los dos grupos anteriores reúnen a casi 
el 85 % de los encartados. No obstante, los expedientes instruidos por iniciativa 
del Tribunal Regional, aunque no alcancen al 5 % de los encartados, son 
cualitativamente los más importantes, ya que afectan a personalidades de mucho 
relieve político y social. 
Dada su especificidad, hemos tenido en cuenta otros dos orígenes a pesar 
de su escasa incidencia: los asuntos que dejaron pendientes las extinguidas 
Comisiones Provinciales de Incautación de Bienes (3'29 %) y las resoluciones 
del Tribunal de Represión de la Masonería y el Comunismo (O'76 %). 
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Sentencia Militar 40,11% 
Denuncia 44,88% 
T. Mas y Com 0,76% 
Denuncia particular 3,24 
Com. incautación 3,29% 
No consta 3,69% 
niciativa Tribunal 4,03% 
GRÁFICO 8: ENCARTADOS EN EXPEDffiNTES DE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS, SEGÚN LA INICL^TIVA EN LA INCOACIÓN DEL 
EXPEDIENTE (Elaboración propia) 
CUADRO 17 
ENCARTADOS EN EXPEDIENTES DE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS 
SEGÚN LA INICIATIVA EN LA INCOACIÓN DEL EXPEDIENTE 
M o n v O MB XA INCOACIÓN 
DENUNCIA INTERPUESTA POR ORGANISMOS PÚBUCOS, 
AUTORIDADES O 
PERSONAS JURÍDICAS 
TESTIMONIO DE SENTENCIA MILITAR 
INICIATIVA DBU TRIBUNAL 
DENUNCIA INTERPUESTA POR PARTICULARES 
ASUNTOS PENDIENTES DE IAS COMISIONES PROVINCIALES 
DE iNCAUTAaÓN DE BIENES 
TESTIMONIO DE SENTENCIA O AUTO DE INCOACIÓN DEL 














Si comparamos nuestras cifras con las obtenidas por la profesora Mir 
Curco para Lleida, se pueden apreciar algunas diferencias. La más clara sería 
la menor importancia relativa en la provincia de Lleida de las sentencias 
militares como origen de expedientes de responsabilidades políticas, ya que 
afectarían al 22'54 % de los encartados. 
También se presentan diferencias en el número de expedientes instruidos 
a partir de denuncias de particulares (7'59 %), las cuales casi duplican, en 
términos relativos, a las producidas en Madrid, y en el de los que no consta su 
origen (13 %), bastante más alto en Lleida. En cuanto a las denuncias de 
instituciones civiles, se sitúan, con un 58'35 %, por encima de las interpuestas 
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en Madrid.' 
Volviendo a Madrid, si analizamos el ritmo de incoaciones anuales en 
relación con la iniciativa, se pueden apreciar algunas diferencias dependiendo 
del origen del expediente (gráfico 9). Mientras que en el caso de los abiertos 
por testimonio de sentencia Militar y por iniciativa del propio Tribunal se 
observa una caída de las incoaciones ya desde 1940, que se mantiene durante 
1941, en el de los originados por denuncia la tendencia es la contraria, 
produciéndose un fuerte incremento entre 1939 y 1942, aunque algo menor en 
1941. Sin embargo, la tendencia alcista se quiebra antes para los expedientes 
incoados por denuncia, disminuyendo el número de incoaciones desde 1943, 
para caer en picado en 1944. Los instruidos por testimonio de sentencia de 
Guerra crecerán en 1943 al mismo ritmo que en el año anterior, decayendo 
apreciablemente en 1944, aunque más suavemente que los abiertos por denuncia. 
La tendencia se explica, en parte, porque los Consejos de Guerra 
comenzaron a dictar sentencias desde pocos días después de la entrada de las 
tropas franquistas en la capital. En algunos casos, la incoación de expedientes 
de responsabilidades políticas se debió, incluso, a resoluciones de la jurisdicción 
castrense anteriores al final de la guerra. Sin embargo, las denuncias 
comenzaron a llegar más tarde al Tribunal de Responsabilidades Políticas porque 
en su mayor parte provenían de organismos depuradores o incautadores que no 
empezaron a funcionar hasta pasado algún tiempo después de la ocupación de 
la ciudad. 
' Sólo en las comarcas de Les Garrigues (40 %) y del Valí D'Aran (39'13 %) los 
expedientes incoados en virtud de testimonio de sentencia militar alcanzarán p>orcentajes 
similares a los de Madrid. C. M K ET AL , ob cit. pág 182). El 74'83 % de los encartados en 
los expedi^ites de responsabilidades políticas correspondientes al partido judicial de Monovar 
habían sido condenados por un Consejo de Guerra. (G. SÁNCHEZ RECIO, Las responsabilidades, 
ob. cit. pág. 25) La totalidad de los 342 expedientes de la provincia de Soria estudiados por A. 
R. FRÍAS RUBIO, pasaron un Tribunal militar ( ob. cit. págs. 87-113). 
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GRÁFICO 9: ENCARTADOS EN EXPEomNiEs INCOADOS ANUALMENTE, SEGÚN LA 
INICIATIVA DE SU APERTURA (1939-1945) (Elaboración propia) 
Los expedientes incoados p>or iniciativa del Tribunal Regional, 
corresponden en su mayoría a personalidades de notoria relevancia, por lo que 
es lógico que la orden de incoación se produjera enseguida y que dicha orden 
se ejecutara con prioridad a otras. El propio Tribunal Nacional dio instrucciones 
para que, si la acumulación de asuntos pendientes no permitiera a los Jueces 
iniciar las diligencias inmediatamente que recibieran las órdenes de los 
Tribunales Regionales, se diera "preferencia a aquellos expedientes relativos a 
responsables más destacados por su actuación o a aquellos otros en que, por la 
importancia de la fortuna de los inculpados, pudiera originarse con la dilación 
un perjuicio para los intereses del Estado o de la misma sociedad, como ocurre, 
por ejemplo, cuando el expediente afecta a industrias que ocupan a una masa 
obrera"'" 
Por otro lado, el que las incoaciones de expedientes por denuncia 
"• Instrucciones del Tribunal Nacional de Responsabilidades Políticas para los Tribunales 
Regionales, pág 10. A.G.A., J., T.R.P.(T.N.), C: 1.290. 
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descendieran ya en 1943, cuando la tendencia general y la de los que lo fueron 
por testimonio de sentencia Militar se mantenía todavía al alza, se podría 
explicar por el hecho de que la mayor parte de las denuncias por 
responsabilidades políticas se concentraron durante los primeros años, quedando 
archivadas a la espera de iniciarse la instrucción del expedientes, mientras que, 
los Consejos de Guerra continuaron funcionando, como veremos enseguida, 
aunque fuera con una actividad muy inferior, y, por tanto, enviando sentencias 
al Tribunal de Responsabilidades Políticas. 
1.2.1.- Expedientes incoados por denuncia 
A casi la mitad de los encartados se les abrió expediente en virtud de la 
denuncia interpuesta contra ellos por alguna autoridad civil, militar, policial o 
persona jurídica o natural. En muchos casos las denuncias provenían de los 
organismos depuradores que se multiplicaron en la España de la posguerra. En 
cambio son pocas las denuncias interpuestas por particulares, o, al menos, que 
consten como tal. 
El proceso de depuración de funcionarios públicos permitió reunir 
numerosa información sobre desafectos, cuya actuación podría, además, 
encontrarse tipificada en alguno de los supuestos de la Ley de Responsabilidades 
Políticas. A los pocos meses de comenzar la guerra, en diciembre de 1936, se 
había decretado la separación con carácter general y por vía administrativa de 
funcionarios públicos, tanto del Estado como locales, y empleados de empresas 
concesionarias de servicios públicos o monopolios cuya adhesión a los 
sublevados no quedara debidamente acreditada." La depuración de maestros 
había comenzado antes, incluso, ya que la primera orden al respecto se dictó en 
el mes de agosto.'^ El procedimiento se fue perfeccionando mediante 
" Decreto-Ley de 5 de diciembre de 1936 dictando reglas para la separación definitiva del 
servicio de toda clase de empleados. BOE de 9 de diciembre de 1936. 
'^ J. CRESPO R E D O N D O , E F AL. ob. cit. 
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numerosas disposiciones, incluidas algunas específicas para determinados 
funcionarios, como los docentes o los diplomáticos." 
El cercano final de la guerra, y con él la ocupación de los centros 
administrativos y políticos del Estado republicano, determinó la promulgación 
de una Ley el 10 de febrero de 1939, al día siguiente de la de Responsabilidades 
Políticas, regulando de manera precisa la depuración masiva de fijncionarios que 
se avecinaba. '^* En Madrid, por su capitalidad, se concentraba el mayor 
número de funcionarios del país y todos ellos debían rendir cuenta de su 
ideología y actuación. La Ley no sólo consideraba motivo de sanción los hechos 
que hubieran dado lugar a condenas militares o pudieran ser causa de 
responsabilidad política, sino que contemplaba otros, como el haber dificultado 
por acción u omisión el triunfo de los sublevados, los cuales, a su vez, podían 
considerarse como motivo suficiente para la apertura de un expediente de 
responsabilidades políticas. Es decir, a un funcionario se le podía imponer una 
sanción administrativa si se le consideraba incurso en responsabilidad política 
y viceversa, podía incoársele un expediente de responsabilidades políticas por 
no haber superado favorablemente la depuración administrativa. 
'^  J. CRESPO REDONDO EF ALT, Ob cit; W. ALVAREZ OBLANCA, La represión de la 
postguerra en León. Depuración de la enseñanza (1936-1943), León, Santiago García Editor, 
1986; F. MORENTE VALERO, "La depuración del magisterio en la provincia de Barcelona", en 
Premios Nacionales de Investigación e Innovación Educativa, Madrid, CIDE, 1994, págs 161-
188;M. OsTEOLAZA EsNAL, El garrote de la depuración. Maestros vascos en la guerra civil y 
el franquismo (1936-1945), San Sebastián, Ibaeta Pedagógica, 1996; M. CASANOVA GÓMEZ, 
"Tribunales de depuración de funcionarios diplomáticos durante la guerra civil en la zona 
franquista", en Justicia en guerra. Jomadas sobre la administración de justicia durante la 
guerra civil española: instituciones y fuentes documentales, Madrid, Mioisterío de Cultura, 
1990, págs 373-379; J.A. DE MINGO BLASCO, "Las depuraciones laborales en el primer 
franquismo: el canal de Isabel 11", ea I encuentro de investigadores del Franquismo, Barcelona, 
1992, págs 94-97; R. SEARA VALERO, "La Guerra Civil y sus consecuencias en la Universidad 
Española. Represión y depuraciones en el cuerpo de catedráticos de las facultades de Medicina", 
Tesis de Licenciatura inédita, leída en el Departamento de Historia de la Medicina de la 
Universidad de Granada en octubre de 1986. Sobre la depuración en la Administración de 
Justicia véase M. LANERO TÁBOAS, ob cit, págs 207-258. 
'•' Ley de 10 de febrero de 1939 sobre depuración de empleados públicos en las zonas 
recientemente liberadas. B.O.E. de 14 de febrero. Que la depuración y el castigo de las 
responsabilidades políticas se enmarcan en el mismo contexto represivo queda ilustrado por el 
hecho de que, curiosamente, el borrador de esta Ley se conserva junto con el de la de 
Responsabilidades Políticas. A.G.A, P.G., C: 4022. 
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Angustiados por lo que suponía perder el trabajo en plena postguerra, 
marcados por ello, los considerados desafectos y sus familias debían afrontar en 
el Tribunal de Responsabilidades Políticas un expediente que podía acarrear la 
pérdida de parte o la totalidad de sus bienes. Y suerte si no se enteraban de la 
apertura del expediente en la cárcel. 
Las denuncias con carácter institucional, no obstante, se demoraron más 
de lo que el Tribunal Regional de Madrid consideraba aceptable, si nos 
atenemos a la vehemencia con la que recuerda la obligación de los organismos 
públicos de remitirle las relaciones de presuntos responsables que obraran en su 
poder. En septiembre de 1939, el Presidente del Tribunal Regional de Madrid 
expresaba su preocupación al del Tribunal Nacional porque, a pesar de que la 
Ley otorgaba "preferente importancia, al parecer, a la denuncia como medio de 
inicio de los expedientes", las "Autoridades en general" se habían "inhibido de 
la iniciativa en términos casi absolutos".'* Ante tal situación, el Presidente del 
Tribunal Nacional se dirigió al mismísimo general Franco rogándole que como 
Presidente del Gobierno ordenara, "en atención a que son precisamente las 
Autoridades de todo orden las que tienen en sus manos los antecedentes 
necesarios para determinar contra qué personas se ha de proceder", la remisión 
"al Tribunal Regional de Madrid las relaciones circunstanciales que especifica 
para que con vista de las mismas pueda adoptar la resolución procedente en 
relación con la iniciación de los expedientes de responsabilidades políticas". 
Paralelamente, el Presidente del Tribunal nacional firmó una circular dirigida 
en términos parecidos a los distintos departamentos ministeriales, solicitando que 
enviaran al tribunal madrileño "las relaciones circunstanciales de personas que 
en cargos relevantes de gestión, administrativos, políticos o sindicales" se 
hubieran "distinguido en la preparación o en el desarrollo de la subversión 
roja". 
" Oficio del Presidente del Tribunal Nacional de Responsabilidades Políticas al Presidente 
del Gobiemo de 26 de septiembre de 1939. A.G.A., J., T.R.P.(T.N.), C: 1296. Se conservan 
copias de los enviados a los ministros. La cita que se hace en el texto se ha tomado del enviado 
al de Hacienda. A.G.A, J., T.R.P.(T.N.), C: 837. 
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Este tipo de requerimientos se repitieron a lo largo de los primeros 
meses de funcionamiento de la jurisdicción, no sólo a los ministerios sino, 
también, a otras organismos públicos, empresas subvencionadas y colegios 
profesionales. Veamos algunos ejemplos. 
El Director General de Enseñanzas Superior y Media remitió al Tribunal 
Nacional en diciembre de 1939, en contestación al oficio que su Presidente le 
enviara el mes anterior, las "relaciones comprensivas de los Catedráticos de 
Universidad que figuran separados definitivamente del servicio o sancionados" 
hasta esa fecha.** En la relación se incluyen más de un centenar de profesores 
que fueron expulsados de la cátedra y otros veinticinco suspendidos 
temporalmente de empleo y sueldo. No parece que ninguno de los dos 
Presidentes que tuviera el Tribunal Nacional, catedráticos ambos, sintiera 
escrúpulos a la hora de expedientar a los otrora compañeros. La lista incluye 
profesores de la talla de Cándido Bolívar, Pedro Bosch Gimpera, Blas Cabrera, 
Américo Castro, Antonio Flores de Lemus, José Gaos o Pedro Salinas, p>or citar 
algunos nombres muy conocidos, fundamentales para la cultura y la ciencia 
españolas, que no se destacaron por su participación activa en política durante 
el período republicano, como sí hicieran otros que también aparecen en la 
relación (apéndice) '^  
El celo del tribunal madrileño le llevó a dirigirse, "entre otras 
autoridades, al Jefe del Servicio Nacional de Fronteras, interesando relación de 
las personas que se reintegraban al territorio nacional, después de su estancia 
en el extranjero, a los fines de determinar su posible inclusión en las 
responsabilidades".'^ Como pasado más de un mes no se había recibido 
'* oficio y relación remitidos por el Director General de Enseñanzas Superior y Media al 
Presidente del Tribunal Nacional de Responsabilidades Políticas. A.G.A, J., T.R.P.(T.N.), C: 
347. 
' ' Sería el caso de Niceto Alcalá 2^mora, Domingo Bamés, Julián Besteiro, José Giral, Luis 
Jimáiez de Asua, Antonio Madinaveitia, Juan Negrín, Femando de los Ríos, Mariano Ruiz-
Funes, Claudio Sánchez Albornoz, Felipe Sánchez Román, Luis de Zulueta. 
'* Oficio del Presidente del Tribunal Regional de Madrid al del Tribunal Nacional de 
Responsabilidades Políticas, 24 de noviembre de 1939. A.G.A., J., T.R.P.(T.N.), C: 337. 
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respuesta, apeló de nuevo al Tribunal Nacional, ya que estimaba "de gran 
entidad el número y calidad de las personas de referencia". Suponemos que el 
regreso masivo a España de refugiados hacía especialmente difícil atender la 
petición del Tribunal. 
Al menos las empresas obligadas por Ley a depurar a sus empleados, 
debieron recibir una circular instándolas a denunciar a aquellos que consideraran 
merecedores de ser castigados por su responsabilidad política. La circular en 
cuestión fue enviada por el Tribunal Nacional en el mes de septiembre para que 
las empresas pusieran "en conocimiento del Tribunal o Tribunales Regionales 
pertinentes la relación de personas que por sus actividades hubieran podido 
incurrir en responsabilidades de carácter político, dado que de un mismo hecho 
pueden derivarse responsabilidades administrativas y políticas", tal y como el 
propio Presidente aclara al celoso Consejero Delegado de la Compañía 
Transmediterránea.^^ Este señor, encargado de la depuración del personal de 
la Compañía, que se saldó con "la separación de la entidad de cuantos se 
distinguieron en su actuación marxista", muestra una total sintonía con los 
objetivos represivos del Tribunal: 
"Recibo su respetable circular de 14 del actual, compartiendo en 
todos sus términos los loables propósitos de ese alto organismo de su 
digna Presidencia que, con la mira puesta en los supremos intereses de 
la Patria, desea hacer justicia, impidiendo que los que con su política, 
propaganda y conducta quisieron sumimos en la barbarie se infiltren 
ahora en los organismos vitales de la economía del nuevo Estado, 
desarrollando dentro de ellos su obra solapada y destructora." 
" El escrito del Consejero Delegado de la Compañía Transmediterránea es del 19 de 
septiembre de 1936, cinco días posterior a la circular. La respuesta del Presidente del Tribunal 
Nacional es del 3 de octubre. Ambos documentos en A.G.A. , J., T.R.P.(T.N.) , C: 837. 
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También se recibieron denuncias procedentes de los Colegios 
Profesionales. En el caso de la Sociedad General de Autores las denuncias 
tenían un carácter peculiar. Por orden del Tribuneil Regional de Madrid, la 
Comisión Depuradora de la Sociedad General de Autores retenía las 
liquidaciones de derechos de autor de los socios que denunciaba por presuntos 
responsables políticos, quedando las cantidades correspondientes a disposición 
del Tribunal, o^ 
Junta de Requisa 
Juzgados Militares 12,57% /•::-.:: 
Co.lncorporaclón 12,45% ^ ^ ^ ^ v ^ 
Empresas públicas 7,72% ^ ^ 
Particulares 6,745 
4,62% 
^ ^ H j ^ Ministerios 18.28% 
p^<^<^<X^ Juez Universidad 1,73% 
^ V V V ^ N / Otros oficiales 4,22% 
V ^ V ^ / 
\ ^ / Colegios profeslonas 4,4 
!*'ríf J j ^ Instituto Vivienda 5,24% 
í, Otros 5,87% 
Entidades locales 6,11% 
GRÁFICO 10: ENCARTADOS EN EXPEDmNTEs INCOADOS POR DENUNCIA, SEGÚN 
EL ORGANISMO DENUNCIANTE. (ELABORACIÓN PROPIA) 
™ La orden del Tribunal Regional es de 23 de enero de 1940. Escrito de la Sociedad General 
de Autores de España al Presidente del Tribunal Nacional de Responsabilidades Políticas, 5 de 
junio de 1940. A.G.A, J., T.R.P.(T.N.), C: 944. 
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CUADRO 18 
ENCARTADOS EN EXPEDIENTES INCOADOS POR DENUNCIA 
DENUNCIANTE 
Ministerios (MI) 
Junta de Requisa (JR) 
Juzgados Militares de Funcionarios 
y de Prensa (JM) 
Comisión de Incorporación (CI) 
Empresas Públicas (EP) 
Particulares (P) 
Ayuntamientos, Diputación y 
Gobiernos Civiles (EL) 
Instituto Nacional de la Vivienda 
av) 
Colegios profesionales y Sociedad 
General de Autores (CP) 
Otros organismos oficiales (00) 





































El 18'28 % de las denuncias procedían de Ministerios (cuadro 18 y 
gráfico 10). El mayor número de ellas, doscientas cincuenta y cinco, 
corresponden al Ministerio de Industria y Comercio, a las que habría que sumar 
las efectuadas por la Comisión de Incorporación Industrial y Mercantil, 
dependiente orgánicamente de él, aunque por su especificidad las contabilizamos 
aparte. Le siguen los Ministerios de Asuntos Exteriores con sesenta y siete y 
Gobernación con cuarenta y siete. El Ministerio de Obras Públicas interpuso 
treinta y una denuncias y el de Hacienda veintisiete. Sin embargo, nos parecen 
muy bajas las trece de Educación, diez del Ministerio del Aire, siete del de 
Justicia, cuatro de Agricultura y tres de Defensa. 
Los organismos denunciantes más activos, si se tiene en cuenta que 
hemos computado las denuncias provenientes de diez ministerios en un sólo 
grupo, son la Junta de Requisa, el Juzgado Militar de Funcionarios y la 
Comisión de Incorporación Industrial y Mercantil. 
La Junta de Requisa, vinculada al Ejército de Ocupación, se encargaba 
de la intervención y custodia de los bienes inmuebles y muebles abandonados 
por sus legítimos propietarios, hasta que los organismos jurisdiccionales 
competentes resolvieran. En estos casos se adjuntaba a la pieza de instrucción 
una copia del acta de requisa, en la que constaba un inventario de los bienes 
requisados y las personas a las que se nombraba depositarías de los mismos. 
Las denuncias presentadas por el Instituto Nacional de la Vivienda se 
justifican por la Ley que adjudicaba a este organismo el patrímonio de las 
cooperativas de viviendas vinculadas a las organizaciones prohibidas y las de los 
beneficiarios que fueran declarados responsables.^' Es más, la Ley dice 
textualmente que "el Instituto se hará cargo de las denuncias que reciba contra 
cualquier persona que haya obtenido la calificación legal de beneficiario de casas 
baratas y económicas, y las dará curso correspondiente con arreglo a lo 
prevenido" por la de Responsabilidades Políticas (art. 7). Amén de que la 
'^ Ley de 23 de septiembre de 1939 disponiendo la entrega al Instituto Nacional de la 
Vivienda de las casas baratas o económicas incautadas en virtud de la Ley de Responsabilidades 
Políticas. B.O.E. de 8 de octubre de 1939. 
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incautación se pudiera extender a otras entidades, se declaraban fuera de la ley, 
entre otras, a dos sociedades madrileñas, la Cooperativa Obrera para la 
Adquisición de Viviendas Baratas y la Cooperativa Pablo Iglesias (art 1). 
La Junta de Requisa y el Instituto de la Vivienda presentaron, entre los 
dos, casi el 20 % de las denuncias, trescientas setenta y una la primera y ciento 
treinta y tres el segundo. Algunas de las denuncias pudieran considerarse 
grotescas, si sus consecuencias no hubieran sido tan duras para quienes tuvieron 
la desgracia de sufrirlas. Cómo calificar, si no, que la Junta de Requisa o el 
Instituto Nacional de la Vivienda denunciaran casi sistemáticamente a todo 
propietario de una vivienda vacía. El Juez Instructor N'' 12 de Madrid ordenó 
archivar una denuncia porque consideraba que los hechos presentados por el 
Instituto según el modelo habitual, "ni constituyen delito, ni entrañan materia 
de responsabilidad política, puesto que quedan limitados a que beneficiarios de 
determinadas casas, las han abandonado, debiendo en su virtud declararse así, 
y mandar archivar la denuncia". Considerar que la ausencia del domicilio 
equivalía a una huida, y esta a una desafección, es un disparate mayúsculo. ¿Y 
los que escaparon para evitar represalias precisamente por sus simpatías con los 
sublevados?¿Cuántos pasaron la guerra en la zona franquista, sin actuación 
política alguna o combatiendo contra la República, y no habían regresado a su 
domicilio por haber fallecido o por un múltiplos causas posibles?. 
La costumbre de denunciar a quienes supuestamente habían escapado de 
su domicilio habitual dio lugar a alguna situación pintoresca. Por ejemplo, el 
Ayuntamiento de Carabanchel Bajo, en su afán de que no quedara ningún 
responsable sin castigo, denunció, por huidos, a todos los que "abandonaron 
sus casa", entre ellos a un ciudadano llamado Pantaleón Cuadrado, el cual no 
se hallaba en la suya, puesto que había fallecido en 1924. 
La Comisión de Incorporación Industrial y Mercantil es otro de los 
organismos con comp)etencias depuradoras que se muestra especialmente activo 
a la hora de denunciar a presuntos responsables políticos. Las comisiones de 
Incorporación Industrial y Mercantil nacieron en mayo de 1938, aunque existe 
un precedente, la Comisión Militar de Incorporación y Movilización Industrial, 
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que venía actuando desde el año anterior.^ ^ 
La función de estas Comisiones era la de favorecer la "normalización de 
las actividades industriales y mercantiles" en las zonas que se iban ocupando. 
Aunque dependían orgánicamente del Ministerio de Industria y Comercio, 
actuaban bajo las órdenes de las autoridades de ocupación (art 1). Entre sus 
competencias, encaminadas a garantizar la producción, tanto en lo tocante a 
suministros, como en el mantenimiento de la disciplina laboral, se incluía el 
garantizar los derechos de los propietarios legítimos, de forma que permitiera 
"separar desde el punto de vista de la responsabilidad y para futuras 
investigaciones, las actuaciones administrativas y de todo orden durante el ya 
largo período de dominación marxista" (art. 3, b). Además estaban obligadas 
a facilitar "el trabajo de los demás organismos como Comisiones de 
responsabilidades e incautaciones en relación con la industria y el comercio" 
(art. 3, k). 
La Comisión de Incorporación Industrial y Mercantil depuró la actuación 
política de comerciantes e industriales, quienes, no podían continuar con su 
actividad si no disponían de la correspondiente cédula. Es la responsable de casi 
el 12'45 % de las denuncias, trescientas dieciséis, en su mayoría contra 
pequeños industriales o comerciantes, cuyos negocios daban para vivir y no 
mucho más. 
Otro grupo importante de denuncias lo constituyen las trescientas diez 
procedentes del Juzgado Militar de Funcionarios, a las que hemos sumado 
dieciséis del Juzgado Militar de Prensa. Estas trescientas diecinueve denuncias 
suponen casi el 13 % del total. Todos los funcionarios se vieron obligados, en 
virtud del Edicto de la Auditoria de Guerra del Ejército de Ocupación, a 
presentar ante el correspondiente Juzgado Militar una declaración jurada sobre 
^ El Decreto de creación de las Comisiones de Incorporación Industrial y Mercantil es de 
3 de mayo de 1938, B.O.E. del día seis del mismo mes. La Comisión Militar de Incorporación 
y Movilización se creó por Decreto de 21 de junio de 1937, B.O.E. del día 22. Las Comisiones 
fueron disueltas por un Decreto de 24 de enero de 1941, B.O.E. del 2 de febrero. 
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su actuación y antecedentes políticos.^^ Aunque sobre los denunciados no llegó 
a recaer una condena militar, en cuyo caso el expediente se hubiera tenido que 
incoar según lo dispuesto para tales circunstancias, el Juzgado remitió al 
Tribunal de Responsabilidades Políticas los formularios con sus declaraciones 
por si los hechos recogidos pudieran ser susceptibles de castigarse por esta otra 
vía. 
Las denuncias interpuestas por empresas públicas o subvencionadas 
tienen un peso importante. Suponen casi un 8 %, procedentes de Campsa (cien 
denuncias), Compañía Arrendataria de Tabacos (36), Compañía Telefónica (23), 
Gas Madrid (22) y Compañía Madrileña de Tranvías (15). De nuevo se trata 
de empleados que habían recibido una calificación desfavorable en la preceptiva 
depuración. 
El mismo origen que la mayoría de las denuncias presentadas por la 
Diputación y el Gobierno Civil de Madrid, los Colegios Profesionales, la 
Sociedad General de Autores y otros organismos oficiales. Los ayuntamientos 
también denuncian a antiguos miembros de las corporaciones o las gestoras.^ 
Entre los Colegios Profesionales destacan el de Médicos (25 denuncias) 
y la Sociedad General de Autores (61). Entre los organismos públicos se 
muestran especialmente activos el Banco de España (23), el Cuerpo de Prisiones 
(31) y la Dirección General de Seguridad (37). 
Por último, señalar que las cuarenta y cuatro denuncias que aparecen 
formuladas por el Juez Depurador de la Universidad no se corresponden, ni 
mucho menos, con el total de las que sufrieron los profesores universitarios. 
Sabemos que el propio Ministerio de Educación envió al Tribunal una relación 
de profesores separados de las aulas y que los expedientes seguidos contra 
relevantes profesores universitarios se incoaron por iniciativa de otras instancias. 
Hemos dejado para el final el comentario acerca de las denuncias 
^ Bando, de 30 de abril de 1939, del Coronel Auditor del Ejército de Ocupación, Ángel 
Manzaneque. Arriba, 30 de marzo de 1939, pág 3. 
^ En Lleida el 44'88 % de las denuncias provienen de Ayuntamientos. C. MiR ET AL, ob. 
cit., pág 183. 
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presentadas por particulares. Si bien suponen cerca del 7 % de las denuncias, 
no afectan a más del 3 % del total de encartados. Por tanto, no se puede decir 
que la iniciativa particular sea una de las fuentes de las que se nutre la 
jurisdicción de responsabilidades políticas para llevar a cabo su misión represiva 
en Madrid, aunque durante la instrucción de los expedientes se recogieran 
testimonios acusatorios de particulares. 
No obstante, no debemos olvidar la naturaleza de la jurisdicción de 
responsabilidades políticas. Las denuncias presentadas por hechos ocurridos 
durante la guerra quedaban bajo la jurisdicción de los tribunales militares. El 
Estado de Guerra implicaba que la Autoridad militar controlara todos los 
resortes de la justicia, incluida la civil.^ La Auditoría de Guerra había 
ordenado a los madrileños denunciar ante los jueces militares cualquier hecho 
que pudiera ser considerado delictivo, so pena de incurrir en rebelión y ser 
castigados con arreglo al Bando de guerra.^* 
No parece que fuera el Tribunal de Responsabilidades Políticas el órgano 
jurisdiccional al que se acudiera en primera instancia a presentar una denuncia. 
Pongámonos en el lugar de una persona "de orden" que hubiera sido víctima de 
la persecución política o que pretendiera hacer pagar a un vecino jactancioso 
cada una de las ironías, de los comentarios capciosos sufridos durante casi tres 
largos años. Es el momento de pasar factura por el miedo a la delación, por la 
angustia cada vez que llegaba el rumor de una detención o el eco de una victoria 
republicana que socavaba la esperanza en una pronta liberación. ¿Acudiría al 
Tribunal de Responsabilidades Políticas? Al margen de los dispuesto por la 
Autoridades militares, parece claro que los Tribunales castrenses formaban parte 
del paisaje de ciudad, todos conocían su existencia y era fácil averiguar su 
ubicación. Se podría decir que eran consustanciales con la ciudad ocupada. En 
^ Bando, de 29 de abril de 1939, del General Espinosa de los Monteros declarando el 
Estado de Guerra en la provincia y plaza de Madrid. Arriba, 30 de marzo de 1939, pág 4. 
^ Bando, de 30 de marzo de 1939, del Coronel Auditor del Ejército de Ocupación, Ángel 
Manzaneque. Arriba, 30 de marzo de 1939, pág 3. 
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cambio, al menos en los primeros momentos, no creemos que muchos 
madrileños supieran que era exactamente el Tribunal de Responsabilidades 
Políticas y cuál su cometido. 
La jurisdicción castrense dictaba y ejecutaba las sentencias rápidamente. 
Imponía fuertes penas de cárcel o, en el peor de los casos, la muerte. Castigos 
mucho más contundentes y perceptibles que los que impondría en su momento 
la de responsabilidades políticas. 
No se encuentran, salvo excepciones, denunciantes que formularan un 
número tan elevado de denuncias que llame especialmente la atención. Un 
empleado de la Compañía Arrendataria de Tabacos presentó más de una 
veintena. También hemos encontrado algún denunciante bastante activo en tomo 
al Banco de España y en el mundo académico. 
Quizá, la conclusión más importante a la que nos lleva el estudio de los 
expedientes incoados a partir de denuncias, serí'a que las distintas Comisiones 
y Juzgados depuradores formaban entre si una maraña represiva que permitió 
recopilar información acerca de un número sorprendentemente elevado de 
ciudadanos. Tengamos en cuenta que todos los empleados públicos, de empresas 
subvencionadas, profesionales y autores tuvieron que rendir cuentas de su 
comportamiento. El Tribunal de Responsabilidades Políticas remató la faena que 
habían iniciado otras instancias. 
1.2.2.- Expedientes incoados a partir de testimonio de sentencia militar 
Como sabemos, el primero de los supuestos de responsabilidad política 
establecidos p>or la Ley de febrero de 1939 era el de "haber sido o ser 
condenado por la jurisdicción militar por alguno de los delitos de rebelión 
adhesión, auxilio, provocación o excitación a la misma, o por los de traición en 
virtud de causa criminal seguida con motivo del Glorioso Movimiento Nacional" 
(art. 4°, a), con la p>eculiaridad de que en tal caso el Juez Instructor se 
abstendría de investigar los hechos prejuzgados por la jurisdicción castrense, 
limitándose a realizar las diligencias necesarias para la averiguación de sus 
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bienes (art. 53). No obstante, el Tribunal Nacional advierte contra 
interpretaciones demasiado literales de esta limitación, ya que "el Juez debe 
abstenerse, es cierto, de investigar los hechos prejuzgados en la sentencia 
militar; pero puede y debe indagar sobre las circunstancias modificativas de la 
responsabilidad política que puedan concurrir en cada caso", además de las 
averiguaciones que realice para conocer patrimonio y cargas familiares.^ 
A más del 40 % de los encartados, dos mil ciento diecinueve de ellos, 
se les instruye expediente de responsabilidades políticas a partir de testimonio 
de sentencia de la jurisdicción militar. Se incluye en este número a ciento 
setenta y uno que fueron condenados por el Juzgado Especial Militar de 
Funcionarios a penas de inhabilitación por "aceptación de cargo" o 
"colaboración con los rebeldes", aunque no se hayan tenido en cuenta al analizar 
las dos mil setenta y cuatro sentencias de guerra, treinta y ocho de ellas dictadas 
por el Consejo Supremo de Justicia Militar, que dieron lugar a expediente de 
responsabilidades políticas.^* 
Antes que nada, hay que advertir que no se trata de todas las condenas 
impuestas ¡wr la Jurisdicción de Guerra a ciudadanos madrileños, ni de todas 
las dictadas por los Consejos de Guerra que se celebraron en esta provincia.^^ 
En primer lugar porque no todas llegaron al Tribunal de responsabilidades 
Políticas, ni dieron lugar a un expediente por tal motivo. Entre la 
documentación que hemos manejado se conservan al menos doscientos diez 
testimonios de sentencia que terminaron por archivarse sin que se llegara a 
incoar a partir de ellos ningún expediente. 
Por otro lado, en los Consejos de Guerra celebrados en Madrid se 
condenó a vecinos de otros lugares, en cuyo caso los expediente de 
" Instrucciones del Tribunal Nacional de Responsabilidades Políticas para los Tribunales 
Regionales, pág 13. A.G.A. , J . (T.N.) , C: 1.290. 
^ Como tratamos de vincular las sentencias militares con el resultado de los expedientes de 
responsabilidades políticas, hemos tenido en cuenta las sentencias firmes. 
^ Cuando analicemos la resolución de los expedientes y la calificación de la responsabilidad 
tendremos en cuenta la situación de veintisiete encartados cuyo expediente se origina por otras 
causas, pero a los que se incorpora el testimonio de la sentencia militar durante la instrucción. 
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responsabilidades políticas deberían haberse incoado en la provincia en la que 
residieran habitualmente. Por el contrario, algunas de las sentencias militares 
que hemos manejado proceden de Consejos de Guerra celebrados en otras 
provincias, que se remitieron al Tribunal madrileño porque el condenado era 
vecino de la provincia. 
Con el Ejército de ocupación entraron en Madrid los ocho Consejos de 
Guerra que se habían creado por decreto el primero de noviembre de 1936, 
cuando la rapidez con la que avanzaban las tropas sublevadas hacía previsible 
una rápida caída de la capital de la República.^'' Como ha señalado Reig Tapia, 
los militares rebeldes organizaron la represión antes de ocupar la ciudad.^^ 
Pero la resistencia de Madrid aplazó hasta el final de la guerra el inicio de sus 
macabra actuación. 
Efectivamente, a las once de la mañana del 28 de marzo de 1939 se izó 
la bandera franquista en Gobernación, haciéndose cargo de todos los poderes el 
general Eugenio Espinosa de los Monteros, jefe del primer Cuerpo de Ejército, 
como delegado del general Saliquet, jefe del Ejército del Centro. A la misma 
hora se ocupó la emisora de Unión Radio, desde cuyos micrófonos el coronel 
Ríos Capape lanzaría la primera proclama de los vencedores anunciando su 
entrada en la capital: 
"Españoles, Madrid es ya de Franco ¡Viva España! ¡Arriba 
España! 
Pueblo madrileño, españoles todos. El pueblo de Madrid aclama 
con vítores estruendosos al Generalísimo y a España. Madrid es ya del 
Generalísimo Franco. Serenidad a todo el pueblo de Madrid. 
¡Arriba España! ¡Viva Franco!"^^ 
* Decreto de 1 de noviembre de 1936. B.O.E., n° 22, de 5 de noviembre de 1936. 
'^ A. REIG TAPIA, Vjotenda, ob. cit., p. 97. 
^^  El Alcázar, 29 de marzo de 1939, pág. 3. 
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Micrófonos desde los que tres semanas antes Julián Besteiro proclamara 
que el único poder legítimo "no es otro que el poder militar", en alusión a los 
militares del ejército republicano que, constituyendo un Consejo de Defensa, se 
habían sublevado contra el gobierno legítimo de la República para negociar por 
su cuenta una paz rápida con Franco.^' Paradójicas resultaban ahora esas 
palabras, cuando Madrid era ocupado militarmente por las tropas de los 
militares que se habían sublevado en julio de 1936 contra la legalidad 
republicana. 
Al día siguiente, el general Espinosa de los Monteros promulgó un bando 
declarando el Estado de Guerra en la provincia y la plaza de Madrid, en virtud 
del cual quedaban "sometidos a la jurisdicción militar todos los delitos 
cometidos a partir del 18 de julio de 1936, sea cualquiera su naturaleza". ^ 
Todos los órganos de la Justicia, militar y civil, incluidos la Audiencia 
Provincial y el Tribunal Supremo, quedaron bajo el control del Coronel Auditor 
del Ejército de Ocupación, Ángel de Manzaneque, quien emitiría el día 30 un 
edicto estableciendo las normas para la inmediata puesta en marcha de la 
maquinaria represiva. La justicia de Franco venía a terminar con el "régimen 
injusto de las venganzas personales".^^ El edicto dejaba pocas dudas sobre lo 
que la justicia de los vencedores depararía a los vencidos: 
"El Caudillo de España -Franco- os trae, con la Patria y el pan, 
la Justicia. Justicia serena, pero firme, que en el orden penal sabrá 
imponer a cada cual la sanción que haya merecido, sin que nada ni nadie 
pueda evitarlo. 
El sentido de Justicia -clásico en nuestra Patria- vuelve a Madrid 
con nosotros para siempre. Con él, el régimen injusto de las VENGANZAS 
PERSONALES (sic) ha terminado, porque la serenidad de nuestro triunfo 
'* M. TuÑÓN DE LARA Y M' CARMEN GARCÍA NIETO, "La Guerra Civil", ob. cit. pág 516. 
^ Arriba, 30 de marzo de 1939, pág 4. 
'* Ibidem, pág 3. 
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nos permite medir exactamente las culpas de nuestros enemigos «36 
Se ordenaba la presentación ante el Juzgado Militar de Funcionarios de 
todos los empleados civiles de las administraciones públicas y de empresas 
subvencionadas, con los avales y documentos precisos para aclarar sus 
antecedentes políticos y actuación. Lo mismo deberían hacer los jefes y oficiales 
del Ejército ante su Juzgado Militar correspondiente. Otro Juzgado se ocupaba 
de los suboficiales y tropa y de los Guardias de Asalto, Guardias Civiles y 
Carabineros.^' 
Además, el edicto conminaba a la delación. I^s dos inquilinos varones 
más antiguos de cada ñnca en la que se hubieran cometido actos que pudieran 
ser considerados delictivos por los vencedores, tenían "la ineludible obligación" 
de comparecer a prestar declaración a los Juzgados Militares que se habían 
instalado en la Tenencia de Alcaldía de cada distrito. En estos mismos juzgados 
debían presentarse los serenos. 
Quienes conocieran la comisión de algún acto delictivo y no se 
encontraran dentro de ninguno de los grupos anteriores, estaban obligados a 
denuncizirlo ante los Juzgados de Guardia de la sección de orden público 
correspondiente. Así mismo, todos los que poseyeran documentación que 
hubiera pertenecido "al enemigo" tenían que entregarla a la Auditoría de 
Guerra, que se había instalado en el Palacio de Justicia. 
El incumplimiento de estas disposiciones se sancionaría con arreglo a lo 
dispuesto en el bando de guerra. Se recordaba la obligación ineludible en que 
se hallaban de "coadyuvar al ejercicio de esta función aportando cuantos 
elementos de juicio conozcan, bien entendido de que nadie debe guiarse de 
rencores personales ni de agravios recibidos, porque la Justicia de Franco es 
^ Ibidem 
'^ Ibidem. La sede del Juzgado Especial de Funcionarios se instalarían finalmente en el 
Paseo de la Castellana, n" 13, la del de Jefes y Oficiales del Ejército en las dependencias del 
Consejo Superior de Protección de Menores en la plaza de las Cortes y la del de Suboficiales 
y clases de Tropa en el n° 42 de la calle de Serrano. 
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objetiva, serena e imparcial, es constructiva, y ¡>or ello se requiere la 
colaboración de todos los españoles." '* 
Unos días después, el cinco de abril, el Juzgado Militar de la Plaza de 
Madrid publicó un edicto "invitando" a cuantas personas tuvieran "que formular 
alguna acusación o hacer manifestaciones sobre la actuación de los componentes 
del Tribunal Militar Permanente del Ejército rojo del Centro, que funcionaba 
en la calle Miguel Ángel n° 13 de esta capital", se dirigieran por escrito al 
Juzgado, "expresando nombre y domicilio del firmante y concretando los hechos 
que considere de utilidad para la instrucción del sumarísimo de urgencia que al 
efecto" se seguía.^' 
La documentación que hemos manejado suministra información sobre dos 
mil cuatrocientos cincuenta y cinco madrileños que fueron juzgados por un 
Consejo de Guerra,de los que prácticamente todos ellos fueron condenados por 
el delito de Rebelión Militar en alguna de sus modalidades. Esta cifra la 
obtenemos sumando los dos mil ciento diecinueve encartados cuyo expediente 
de responsabilidades políticas se instruyó a partir del correspondiente testimonio 
de sentencia, los doscientos diez testimonios que se archivaron sin que, al 
parecer, se abriera expediente y otros ciento veintiséis que se incorporaron a 
expedientes abiertos a partir de otras iniciativas. 
A partir del 1" de abril de 1941 prescribieron como causa de 
responsabilidad las condenas inferiores a doce años y un día impuestas por los 
Tribunales Militares, siempre que el inculpado no hubiera escapado de la acción 
de la justicia. Es de sup>oner que a partir de esa fecha sólo se enviarían a la 
Jurisdicción de Responsabilidades Políticas las sentencias castrenses que 
impusieran penas superiores.'*^ 
^ Ibidem 
^ Arriba, 8 de abril de 1939, pág 9. El Juzgado Militar tenía sus sede en la calle del 
General Castaños, n°7. 
'" Art. 2° a) de la Ley de 3 de febrero de 1940 sobre prescripción de penas en los delitos 
sancionados con privación de libertad inferiores a doce años y un día. B.O.E. de 6 de febrero 
de 1940. 
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Sin embargo, no podemos establecer con certeza en qué medida se 
cumplió la Ley, porque para ello necesitaríamos conocer cuántos madrileños y 
madrileñas, cuándo y a qué penas fueron condenados por los Consejos de 
Guerra celebrados en toda España, algo que difícilmente se puede llegar a 
establecer algún día. 
Los información aportada por las sentencias militares recogidas en los 
expedientes de responsabilidades políticas resulta útil para esclarecer la relación 
entre las sanciones impuestas por las dos jurisdicciones especiales. En mucho 
menor grado para valorar la dureza de la represión ejercida en Madrid por la 
justicia castrense, ya que al no saber en qué medida se corresponden las 
sentencias disponibles con las que realmente recayeron sobre ellos, las 
conclusiones que pudieran establecerse serían sólo a título indicativo y 
provisionales. Resultan de menor utilidad, aún, para estudiar el funcionamiento 
de los Consejos de Guerra en Madrid, ya que no disponemos de información 
alguna relativa a los sumarios seguidos en ellos contra vecinos de otras 
provincias. 
En definitiva, a falta de investigaciones que se ocupen de la justicia 
castrense en el Madrid de la posguerra a partir de los sumarios de los consejos 
de Guerra, los datos que veremos a continuación deben valorarse con todas las 
prevenciones hechas al respecto. Sirva como ejemplo el problema que se plantea 
al poner en relación el número de penas de muerte ejecutadas que constan en 
los expedientes de resp>onsabilidades políticas con los resultados de una reciente 
investigación sobre los fusilamientos efectuados en el madrileño cementerio del 
Este durante la postguerra.'*' 
La investigación realizada por Mirta Nuñez y Antonio Rojas en el 
Registro de defunciones del cementerio de la Almudena les permite afirmar, a 
partir de las inscripciones efectuadas, que en sus tapias se fusiló entre el 6 de 
mayo de 1939 y el 4 de febrero de 1944 a dos mil seiscientas sesenta y tres 
•" M. NUNEZ DÍEZ BALART Y A. ROJAS FRDEUD, "Víctimas del üranquismo en Madrid: 
los fusilamientos en el cementerio del Este (1939-1945)", en El régimen franquista (1936-
1975), Actas del Congreso Internacional, Madrid, UNED, 1993. 
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personas. Es importante resaltar que los autores advierten que quedaron fuera 
de su estudio las ejecuciones efectuadas en otros cementerios de la capital o de 
la provincia. No obstante, el número de las llevadas a cabo sólo en este 
cementerio ya supera la cifra calculada por Salas Larrazabal, para quién las 
ejecuciones en toda la provincia durante la postguerra no superarían un máximo 
de dos mil quinientas noventa y seis.'*^  De todas formas Reíg Tapia se muestra 
bastante escéptico ante la posibilidad de extraer conclusiones definitivas a partir 
de los registros del cementerio del Este, a causa de las manipulaciones que se 
pudieran haber producido para ocultar la verdad. *^ 
Otro dato indicativo lo proporciona una comunicación enviada p>or el 
Director General de Prisiones a Valentín Galarza, Subsecretario de la 
Presidencia, en octubre de 1940. Se trata de una relación numérica de reclusos 
para los que el fiscal había solicitado la pena de muerte y que estaban 
pendientes de que se les notificara la sentencia o se les comunicara el "enterado" 
o la conmutación. Según este documento en las cárceles madrileñas aguardaban 
la decisión mil un presos. Se encontraban en esa angustiosa situación ocho mil 
ciento sesenta y nueve reclusos en toda España.'*^ 
Sin embargo, sólo tenemos constancia de que ciento cuarenta y tres de 
los expedientados por responsabilidades políticas hubieran sido fusilados. 
Ciertamente no podemos explicar satisfactoriamente la diferencia entre nuestros 
datos y los anteriores. 
El número relativamente bajo de sentencias de guerra que originaron 
la apertura de expedientes de responsabilidades políticas en Madrid, en relación 
con la aparente actividad represiva desplegada por la jurisdicción militar. 
"^  R. SALAS LARRAZABAL, ob. cit, pág. 392 
'^^ A. REIG TAPIA, Violencia, ob. cit. pág 100 y sig 
** A.C.P.G, J.T.E, Leg. 20, n° 22. Se ofrecen cifras relativas a las distintas plazas con 
prisiones de la región militar. Por Capitanías son las siguientes: Primera Región Militar (sede 
en Madrid), 3.064; Segunda Región (Sevilla), 492; Tercera Región (Valencia), 1.093; Cuarta 
Región (Barcelona), 268; Quinta Región (Zaragoza), 592; Sexta Región (Burgos), 1962; Séptima 
Región (Valladolid), 28; Octava Región (Coruña), 19; Comandancia General de Baleares, 34; 
Comandancia General de Canarias, 5; Columna de Operaciones de Asturias, 72. 
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pudiera deberse a varias razones."^ Desde retrasos o pérdidas provocados por 
la burocracia judicial hasta que los Consejos de Guerra condenaran a un número 
importante de vecinos de otras provincias, en cuyo caso no correspondía a los 
Juzgados madrileños la incoación del expediente de responsabilidad política. 
Pero la razón principal quizá se deba a los efectos de la reforma de 
1942, acentuados por el retraso en la recepción de los testimonios de las 
sentencias de guerra. A partir de la reforma se dejaron de instruir expedientes 
de responsabilidades políticas en aquellos casos en los que la sentencia impuesta 
por el Tribunal Militar había sido inferior a los seis años y un día, o menor de 
doce si se trataba de un represaliado de escasa significación política, teniéndose 
en cuenta la revisión de la pena. Las Auditon'as militares debieron suspender la 
remisión a la jurisdicción de responsabilidades políticas testimonio de las 
sentencias que reunieran tales condiciones. Por otro lado, la reforma implicaba 
el archivo, sin más trámite, de las comunicaciones recibidas por el Tribunal de 
Responsabilidades Políticas que todavía no hubieran dado lugar al 
correspondiente expediente. 
Hay que tener en cuenta que a partir de enero de 1940 se revisaron de 
oficio, con carácter urgente y prioritario, todas las penas de cárcel impuestas 
por los Tribunales Militares, en un intento de corregir, a posteriori, la 
disparidad de criterios seguidos a la hora de enjuiciar la gravedad de los hechos 
y, por tanto, de fijar las penas.'** Las Comisiones Provinciales de Examen de 
Penas creadas al efecto, debían proponer la conmutación por penas inferiores 
a los doce años, siempre que no hubiera antecedentes desfavorables, en 
bastantes supuestos que se castigaron con penas más duras, entre ellos el haber 
prestado servicio de armas como oficial en el ejército republicano, sin ser 
militar profesional, o los "agitadores y propagandistas" de los partidos 
'^ Sirva como comparación que en la ciudad de Barcelona, con una población de 1.081.175 
de habitantes según el censo de 1940 se fusiló a quinientas setenta y tres piersonas. (J.M. SoLÉ 
I SABATÉ, ob. cit. pág 216.). Madrid tenía, según el mismo censo 1.088.647. 
* Orden de la Presidencia del Gobierno de 25 de enero de 1940. A.C.P.G, J.T.E., Leg. 
13, n° 2. 
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prohibidos que no hubieran ocupado cargos dirigentes. Sólo estos dos casos 
debieron de suponer un número elevado de conmutaciones/^ 
Ahora bien, esto no debería afectar a los condenados por los Consejos 
de Guerra a penas más graves. En tales circunstancias, se podría dar la 
posibilidad de que de las copias de las sentencias remitidas incluyeran datos para 
establecer la insolvencia del encíirtado, en cuyo caso tampoco se iniciaría el 
expediente, en virtud de otra de las excepciones establecidas por la reforma. 
De los datos recogidos en los expedientes de responsabilidades políticas 
se deduce que los Consejos de Guerra actuaron en el Madrid de postguerra de 
manera similar a otras provincias/* La mayoría de las condenas que dieron 
lugar a la instrucción de expediente de responsabilidades políticas se dictaron 
durante los meses inmediatamente posteriores al término de la guerra. De los 
mil ciento treinta y cinco testimonios de sentencias militares correspondientes 
a 1939, mil setenta y dos corresponden a los Consejos de Guerra celebrados en 
Madrid entre abril y diciembre, casi todos en la capital. El promedio de 
condenas mensuales dictadas en Madrid durante ese año asciende a más de 119. 
En 1939 se dictaron más del 64 % de las sentencias, porcentaje que asciende 
hasta sobrepasar el 75 % en el caso de las emitidas en Madrid (gráficos 1 la y 
11b). 
En 1940 los Consejos de Guerra dictaron muchas menos condenas contra 
ciudadanos madrileños, no menos de trescientas siete, doscientas veintiocho en 
Madrid. Tras una primera fase de gran dureza, la represión se suavizó, no tanto 
porque ya en 1940 se hiciera más selectiva, sino porque la eficacia de los juicios 
sumarísimos permitió en unos meses liquidar buena parte de los sumarios 
abiertos por hechos acaecidos durante la guerra. A 1941 sólo corresponden 
treinta y tres sentencias, veintisiete emitidas de Madrid. 
*' A ellos se refieren los puntos 4° y 9° del anexo V de la Orden. 
^ J. M» SOLÉ Y SABATÉ, ob. cit., págs 97-100; F. MORENO, ob. cit. págs 179-183; V. 
V. GABARDA, Els afusellaments al País Valencia (1938-1956, Valencia, Edicions Alfons el 
Mapánim, 1993.; M. ORS, ob. cit., págs 303; M. ORTIZ, ob. cit. págs 262-263; F. COBO, 
LA guerra civil y la represión franquista en la provincia de Jaén, Jaén, Diputación de JAén, 
1993., págs. 143 y sigs. 
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El estudio citado sobre las ejecuciones efectuadas en el cementerio del 
Este confirma que la mayoría de ellas se concentran entre mayo de 1939 y 
diciembre de 1940. En 1939 se fusiló en sus tapias a novecientas setenta y ocho 
personas y en 1940 a novecientas cincuenta y tres. A partir de 1941 descendió 
mucho el número de ejecuciones registradas: doscientas ochenta en 1941, 
doscientas cuarenta y una en 1942 y doscientas siete en 1943.'" 
La mayor parte de las condenas analizadas, más del 58 %, lo fueron por 
el delito de auxilio a la rebelión, el cual se solía castigar, de no existir 
circunstancias modificativas, con la pena de doce años y un día de reclusión 
(gráfico 12). 
Le siguen en importancia numérica, más del 30 %, las condenas por el 
grado más grave del delito de rebelión militar, la adhesión. A los condenados 
por adhesión a la rebelión se les impusieron las penas más duras, la muerte o 
treinta años de reclusión. Se dictaron, al menos, doscientas treinta y cinco penas 
capitales, ejecutándose no menos del 60 %, es decir, ciento cuarenta y tres. 
En conjunto, el 90 % de los expedientes de responsabilidades políticas 
abiertos a partir de sentencias de Consejos de Guerra corresponden a condenas 
por adhesión o auxilio a la rebelión. Del resto sólo tendrán alguna importancia 
las producidas por excitación a la rebelión. 
Si nos fijamos en las penas impuestas por la Jurisdicción castrense, 
observaremos que la importancia relativa de los condenados a la pena capital no 
es en absoluto desdeñable, superando el 11 %. Un número importante, más del 
18 %, fueron castigados con reclusión perpetua, es decir a treinta años de 
cárcel, o reclusión mayor, por encima de los veinte años. El grupo más 
numeroso, casi un 32 %, se corresponde con la pena más habitual para el delito 
de auxilio a la rebelión, entre doce años y un día y veinte años de reclusión 
menor. Cerca del 11 % de los condenados lo fueron a penas de prisión mayor, 
*» M. NuÑEZ DÍAZ BALART y A. ROJAS FRIEUD, ob. cit., págs 286 y 287. REIG TAPIA 
utilizando la misma fuente da un número menor de ejecuciones efectuadas en 1939, 539. ( 
Violencia, ob. cit, pág 100). La cifra de ejecuciones anuales para toda la provincia aportadas 
por SALAS LARRAZABAL es de setecientas ochenta y cuatro para 1939 y setecientas sesenta y 
ocho para 1940.(Ob. cit., pág 387). 
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entre seis años y un día y doce años, que se solía aplicar al auxilio a la rebelión 
con circunstancias modificativas. Las penas de prisión menor, por debajo de los 
seis años, suponen algo más del 21 %. Se reservaban para el delito de auxilio 
a la rebelión atenuado y el de excitación a la rebelión sin circunstancias 
modificativas. 
Al menos trescientos dos condenados vieron modificada a la baja su 
condena a propuesta de la Comisión de Examen de Penas, en el marco de las 
revisiones que con carácter general se efectuaron a partir de enero de 1940. 
Otros ciento cincuenta y tres se beneficiaron del indulto otorgado con motivo 
del "Día del Caudillo", reservado para aquellos condenados por el delito de 
rebelión militar a penas inferiores a los seis años de cárcel, ciertamente 
benignas si tenemos en cuenta el contexto en el que se producen, adeptos a los 
principios ideológicos de los vencedores. 
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GRÁFICO 11A: PLAZA Y FECHA EN LAS QUE SE CELEBRARON LOS CONSEJOS 
DE GUERRA EN LOS QUE SE DICTARON SENTENCIAS QUE ORIGINARON 
EXPEDIENTE DE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS 
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GRÁFICO 11B: AÑOS EN LOS QUE FUERON DICTADAS LAS SENTENCIAS DE CONSEJOS DE GUERRA QUE DEBRON LUGAR A 
EXPEDENTES DE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS. (Elaboración propia) 
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GRÁFICO 12: FALLOS Y PENAS DICTADOS POR LOS CONSEJOS DE GUERRA EN 
LAS SENTENCIAS QUE DffiRON LUGAR A LA INCOACIÓN DE EXPEDIENTES DE 
RESPONSABILIDADES POLÍTICAS 
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1.2.3.- Expedientes incoados por iniciativa del Tribunal 
Los expedientes incoados por iniciativa del propio Tribunal Regional de 
Madrid no forman un grupo numeroso, algo más del 4 % sobre el total de 
encartados, pero si muy importante cualitativamente. Se trata de personas de 
relieve político, social o cultural. Prueba de ello es que la eficacia sancionadora 
de los expedientes así abiertos es muy superior, como tendremos ocasión de 
analizar con detalle, a la de cualquiera de los otros grupos. Concluyeron con 
sanción más del 37 % de los expedientes, mientras que la media se sitúa cerca 
del 12 %. 
Como sabemos, el Tribunal podía ordenar la incoación de un expediente 
sin esperar a que se presentara una denuncia contra el presunto responsable o 
llegara un testimonio de sentencia militar. No obstante, los Tribunales 
Regionales tardaron en ejercer esta facultad por diversos motivos, especialmente 
perceptibles en Madrid, donde debían incoarse los expedientes contra un gran 
número de las personalidades más relevantes del republicanismo, hasta el punto 
de obligar al Tribunal Nacional a tomar seriamente cartas en el asunto, lo que 
provocaría una agria respuesta del Tribunal madrileño. 
1.2.4.- Expedientes procedentes de la Comisión Provincial de Incautación 
de Bienes 
Ya nos hemos referido a lo largo de este trabajo a las Comisiones 
Provinciales de Incautación de Bienes. Como sabemos, los expedientes 
pendientes de resolución, cuando se disolvieron, los asumieron los orgzmismos 
correspondientes de la Jurisdicción de Responsabilidades Políticas. En Madrid 
se incoó expediente contra ciento setenta y cuatro encartado, como continuación 
de los abiertos por la Comisión de Incautación de Bienes. 
Destaca, por su carácter masivo, el expediente seguido contra setenta y 
cuatro vecinos de la localidad de Griñón, que fue sobreseído en mayo de 1945 
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por ser insolventes.^" 
No es el único caso expediente masivo procedente de la Comisión de 
Incautación que hemos encontrado. La misma Comisión inició diligencias contra 
otros setenta y cinco vecinos de Torrejón de Velasco, aunque fue la Audiencia 
Provincial de Toledo la encargada de sobreseer el expediente, también en 1945, 
y contra trescientos cuarenta y seis vecinos, nada menos, de El Álamo, aunque 
en este caso no consta que finalmente se abriera expediente de responsabilidades 
políticas contra ellos. Al parecer, los citados vecinos de este pueblo madrileño 
se refugiaron en la capital en octubre de 1936, decretando el Instructor el 
embargo de sus bienes el cuatro de febrero de 1938.^' 
1.2.5.- Expedientes incoados a partir de una Resolución del Tribunal 
Especial de represión de la Masonería y el Comunismo. 
Los cuarenta encartados cuyo expediente fue incoado por este motivo no 
alcanzan, siquiera, el 1 % de los encartados. Representan, sin embargo una 
parte muy pequeña de los procesados por el Tribunal de la Masonería y el 
Comunismo de los que tuvo realmente conocimiento la Jurisdicción de 
Responsabilidades Políticas en la provincia de Madrid. 
Entre la documentación archivada, correspondiente a personas a las que 
no consta que se les incoara expediente de responsabilidades políticas, se 
conservan no menos de setecientas ochenta y cuatro resoluciones dictadas por 
el Tribunal de Masonería y Comunismo. De ellas, ciento treinta y cuatro son 
sentencias y el resto autos, casi todos de procesamiento. Dichos autos se 
remitían a la jurisdicción de responsabilidades políticas, encargada de imponer 
la sanción económica, para que procediera a inventariar los bienes del presunto 
responsable y, en su caso, ordenar su embargo cautelar. El Juzgado Civil 
* Expediente seguido contra setenta y tres cuatr vecinos de Griñón. A.G.A, J., R.P 
(A.M.), C:30.336 
*' Expediente seguido contra trescientos cuarenta y cuatro vecinos de El Álamo. A.G.A., 
J., R.P.(A.M), C: 30.356. 
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Especial era el encargado de las diligencias. Se conservan casi doscientas piezas 
de embargo incoadas por este motivo, aunque, la mayoría de ellas se archivaron 
años después por no constar que hubiera recaído resolución alguna sobre los 
sumarios que las originaron. 
En el caso de las sentencias, los condenados probablemente se 
beneficiaran de la reforma de 1942 y, por tanto, no se les incoara expediente de 
responsabilidades políticas. 
En cuanto a los autos de procesamiento, puede que en muchos de los 
casos el Tribunal de Masonería y Comunismo terminara por sobreseer las 
diligencias y no mandara testimonio de su resolución, por lo que las piezas de 
responsabilidad civil permanecieron abiertas hasta que se archivaron sin más 
trámite. 
2.- RESOLUCIÓN DE LOS EXPEDIENTES 
2.1 . - RnMO DE RESOLUaÓN 
La reforma de la jurisdicción de responsabilidades políticas en febrero 
de 1942 tendrá unas claras consecuencias en el ritmo de resolución de los 
expedientes. El incremento del número de expedientes resueltos por año, que 
es posible apreciar en 1943, se multiplica espectacularmente en 1944. Aunque 
menor, el número de los resueltos en 1945 es todavía alto, para caer en picado 
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GRÁFICO 13B: ENCARTADOS EN LOS EXPEDIENTES DE RESPONSABILIDADES 
POLÍTICAS RESUELTOS POR AÑO (1939-1965) (Elaboración propia) 
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Más del 86 % de los expedientes se fallaron después del siete de marzo 
de 1942, fecha de entrada en vigor de la reforma. La eficacia de la reforma, en 
lo que respecta a las resoluciones quedó demostrada en 1944 y 1945, durante 
los cuales se resolverían casi las tres cuartas partes de todos los expedientes 
incoados por la jurisdicción. La concentración de resoluciones en estos dos años 
se debe al efecto acumulado y combinado de dos factores. 
Por un lado, se aceleró el ritmo de incoación de nuevos expedientes, 
como hemos comprobado, acortándose, además, el período de instrucción. Por 
otro, el efecto de la reforma se dejó sentir más tarde sobre las resoluciones que 
sobre las incoaciones, ya que mediaba un tiempo entre el comienzo de la 
instrucción y el fallo del Tribunal. 
Mientras el número de incoaciones se incrementa ya en 1942, el de 
resoluciones desciende porque se sufren las consecuencias del estancamiento en 
el proceso de instrucción sufrido a lo largo de los años anteriores, durante los 
cuales, los Jueces habían abierto más expedientes de los que los fueron capaces 
de terminar y remitir al Tribunal Regional para su fallo (gráfico 14a). Por el 
contrario, 1944 y 1945 son los años en los que se incoan menos expedientes, 
gracias a que el incremento de las incoaciones durante los dos años anteriores 
había reducido el número de instrucciones pendientes. 
Recordemos, además, que al entrar en vigor en abril de 1940 la 
prescripción de ciertos supuestos de responsabilidad, la apertura de nuevos 
expedientes se redujo a aquellos casos en los que los hechos revestían una 
mayor trascendencia. 
En 1946 no se producirá ninguna incoación, ya que quedaron 
suspendidas por Decreto en abril de 1945. En cuanto a las resoluciones, sólo se 
dictarán unas decenas, porque entre 1943 y 1945 se había emitido el fallo en 
más de cuatro millares de expedientes, por lo que pocos quedaban para entonces 
sin terminar. 
En resumen, a la vista de los datos se puede concluir que la reforma de 
1942 consiguió, mal que bien, corregir la situación de estancamiento en la que 
se encontraba sumida la jurisdicción, incapaz de tramitar las instrucciones 
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pendientes y resolver a un ritmo aceptable los expedientes. Si nos fijamos en el 
gráfico 14b, observaremos claramente como el número de expedientes incoados 
asciende hasta 1943 mucho más rápidamente que el de expedientes resueltos. En 
otras palabras, se acumulaban los expedientes sin resolver. Pero a partir de esa 
fecha comienzan a dejarse sentir los efectos de la reforma y las curvas 
respectivas se aproximan, gracias al espectacular crecimiento de las 
resoluciones. Cuando en 1945 se suspendió la incoación de nuevos expedientes, 
quedaban muy pocos por fallar.^^. 
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GRÁFICO 14A: ENCARTADOS EN LOS EXPEomNiEs DE RESPONSABILK>ADES 
POLÍTICAS INCOADOS Y RESUELTOS POR AÑO (1939-1947). (Elaboración propia) 
'^ Para evitar que en el gráfico 9b aparecieran más expedientes resueltos que incoados, algo, 
como es lógico, imposible, nos hemos visto obligados a sumar a los expedientes iniciados por 
años los que desconocemos su fecha de incoación. En los ochenta y siete casos en los que dicha 
fecha no consta, pero sabemos que se abrieron antes de la reforma, los hemos sumado al año 
1941. Al representar la curva cifras acumuladas, los otros seiscientos setenta y dos restantes se 
han sumado al año 194S, último en el que se incoaron ex{>edientes, porque se iniciaran cuando 
se iniciaran en ese año se alcanzó el total de expedientes incoados. Como en el cuadro se 
representan tendencias generales, estas correcciones no distorsionan su sentido general y evitan 
una incongruencia de peso. 
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GRÁFICO 14B: ENCARTADOS EN LOS EXPEDIENTES DE RESPONSABE I^DADES 
POLÍTICAS I N C O A D O S Y RESUELTOS, ACUMULADOS POR AÑO (1939-1947) . 
(Elaboración propia) 
Ahora bien, si es cierto que la reforma permitió solucionar el problema 
de las instrucciones pendientes denuncias y los expedientes que se acumulaban 
sin terminar, no lo es menos que la mayoría de ellos se resolvería j>or la vía 
rápida, sobreseídos por el propio instructor, sin que los órganos jurisdiccionales 
superiores hicieran más que confirmar rutinariamente la decisión. Para valorar 
debidamente los efectos de la reforma es necesario introducir elementos de 
análisis cualitativos. 
El espectacular incremento de las resoluciones no se produce por un 
aumento de las sentencias, mucho menos de las condenatorias, sino por el 
sobreseimiento masivo de expedientes en virtud de los artículos segundo y 
octavo de la Ley de 1942. De todo ello nos ocuparemos a continuación. 
2.2.- FALLO DE LOS EXPEDIENTES. 
El análisis sin más de los datos recogidos en el cuadro 19 y el gráfico 
15 podría inducir fácilmente a error, si no lo hacemos en relación con una serie 
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de factores que iremos presentando. 
CUADRO 4 
ENCARTADOS EN EXPEDIENTES DE RESPONSABILIDADES poLtriCAS, 
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GRÁFICO 15: ENCARTADOS EN LOS EXPEDIENTES DE RESPONSABILIDADES 
POLÍTICAS, SEGÚN EL FALLO RECAÍDO SOBRE LOS EXPEDIENTES. (Elaboración 
propia) 
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Llama poderosamente la atención el número tan bajo de sentencias 
condenatorias, no llega a 12 %, y el elevadísimo de sobreseimientos, más del 
11% P Ante estas cifras, podría concluirse precipitadamente que la Ley de 
Responsabilidades Políticas fracasó como instrumento represivo, dejando en 
evidencia, de paso, la incapacidad del nuevo Estado para dotarse de una 
herramienta eficaz con la que perseguir las actuaciones de los desafectos, 
legítimas a la luz de la legalidad republicana. Pero conviene matizar esta 
afirmación. Primero porque hemos visto que muchos de los expedientes se 
incoaron contra víctimas de otros instrumentos represivos, como los Consejos 
de Guerra o las Comisiones de Depuración. El sobreseimiento del expediente 
de responsabilidades políticas no eximía de la sanción administrativa o militar 
que se hubiera impuesto en su momento. En segundo lugar, porque la reforma 
de 1942, a la par que ordenaba el sobreseimiento de los expedientes seguidos 
contra los insolventes o quienes disfrutaban de ingresos y bienes modestos, los 
ponía bajo el control del Gobernador Civil y el Jefe provincial de Falange, los 
cuales podían imponerles sanciones administrativas. Por último, porque entre 
los condenados se encuentran personalidades tan emblemáticas los dos 
Presidentes de la República, la mayona de los Presidentes del Gobierno, de los 
ministros o los máximos dirigentes de las organizaciones políticas; su condena 
garantizaba el carácter ejemplar de la jurisdicción y, en consecuencia, su 
contribución a la justificación ideológica de la sublevación militar de 1936. 
^^  Dado que en todas las sanciones por responsabilidades políticas había que imponer, por 
Ley, una pena económica, podemos identificar el número de multas y de sanciones a la pérdida 
de b i^es con las condenas dictadas la provincia de LLeida, que alcanzan hasta el 23'07 % de 
los encartados (C. Mm ET AL., ob. cit., pág 220) No obstante dicho porcentaje podría ser algo 
menor si se hubiera calculado sobre el total de expedientes, ya que uno de los criterios seguidos 
para la selección de la muestra fiíe el de la relevancia política de los encartados, sobre quienes 
podía recaer con mayor probabilidad una condena.. Julián Chaves ha calculado, a partir del 
B.O.P de Cáceres, que entre 1939 y 1942 se dictaron 306 condenas sobre un total de 1.136 
expedientes incoados durante el mismo período (J. CHAVES, ob. cit., pág 89), lo que supone 
un 26'94 %, porcentaje que bajaría si conociéramos en cuenta las resoluciones después de esa 
fecha, dado que a partir de la reforma la mayoría de los expedientes resultaron sobreseídos. 
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CUADRO 20 
ENCARTADOS EN LOS EXPEDIENTES DE RESPONSABiLroADEs POLÍTICAS SOBRESEÍDOS, CON INDICACIÓN 
DEL MOTIVO DEL SOBRESEIMIENTO 
TIPO D£ SOBRBSEtMIBNTO 
Sobreseimientos por no acreditarse responsabilidad 
Sobreseimientos por insolvencia (art.8° de la Ley 
de 1942) 
Sobreseimiento en virtud del art. 2° de la Ley de 
1942 
Sobreseimiento provisional 
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CUADRO 16: ENCARTADOS EN LOS EXPEDIENTES DE RESPONSABILIDADES 
POLÍTICAS SOBRESEnX)S, CON INDICACIÓN DEL MOTIVO DEL SOBRESEIMIENTO. 
(Elaboración propia) 
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Más de las tres cuartas partes de los expedientes se sobreseyeron, es 
decir se suspendió su tramitación porque los jueces estimaron que no se podían 
acreditar debidamente los hechos que dieron lugar a su apertura o que no había 
motivo para proseguirlos. Pero muchos de esos sobreseimientos probablemente 
no se hubieran producido si la reforma de la jurisdicción de responsabilidades 
políticas no hubiese facilitado la base legal para hacerlo (cuadro 20 y gráfico 
16).*^ 
Cerca de la mitad de los sobreseimientos se produjeron en virtud artículo 
8" de la Ley de 1942, el cual, ordenaba al juez instructor dicho sobreseimiento 
cuando de la valoración de los bienes y las actuaciones encaminadas a conocer 
la situación económica del encartado se dedujera su insolvencia, que atendía sus 
necesidades y las de su familia con un jornal o con el producto de 
arrendamientos de tierras que no excediera del doble del jornal de un bracero 
de la localidad o que sus bienes, sumados a los de su cónyuge y los familiares 
que vivieran con él, no excedieran de veinticinco mil pesetas/^ Es decir, el 
sobreseimiento se producía no porque se estimara que los hechos examinados 
no eran motivo de responsabilidad o no se pudieran probar, sino porque la 
cuantía de los bienes del presunto implicado haría inviable el cobro de la 
sanción económica. 
Otro 13 % de los sobreseimientos se basaron en el artículo 2** de la 
misma Ley. Sólo hemos contabilizado aquellos expedientes cuyo auto de 
*• En Lleida se sobreseyó el 67'39 % de los expedientes. C. Mm ET AL., OB. crr. PÁG. 
220. 
*^ Según G. SÁNCHEZ RECIO, la mayona de los trescientos treinta y dos expedientes 
correspondientes al partido judicial de Monovar terminaron sobreseídos en virtud del art. 8° de 
la Ley de 1942.( Ob. CU., págs 5 y 89). Lo mismo ocurre en Soria con los estudiados por Ana 
Rosa Frías (Ob. cit. pág. 87) 
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sobreseimiento se dictó en virtud del citado artículo, pero puede que fuera el 
motivo de otros, aunque no se explicitara tal circunstancia. Ya sabemos que 
dicho artículo suavizaba los motivos de responsabilidad política establecidos por 
la de 1939. De su aplicación se beneficiaron casi exclusivamente (sobrepasan 
el 87 % de estos sobreseimientos) aquellos presuntos responsables que habían 
sido condenados por un Consejo de Guerra a penas inferiores a los doce años, 
contando con la revisión de la pena, los cuales quedaban excluidos de 
responsabilidad. En todos estos casos, de no haberse reformado la jurisdicción, 
el resultado del expediente no podía ser otro que la condena e imposición de una 
multa, ya que no se podía modificar la valoración de culpabilidad hecha 
previamente por los Tribunales Militares. 
Además, pudieron beneficiarse de la aplicación de este artículo otros 
encartados, como los simples afiliados, simpatizantes o votantes de 
organizaciones políticas a quienes se les abrió expediente como presuntos 
responsables a tenor de lo dispuesto en la Ley de 1939 y que después de la 
reforma quedaban excluidos de responsabilidad. 
La reforma facilitó la resolución de los expedientes, i>ero mediante autos 
de sobreseimiento decretados por el Juez Instructor, sin que en la mayoría de 
los casos los Tribunales competentes, primero el Tribunal Regional y luego la 
Audiencia Provincial o las Salas de Instancia, llegarán a dictar sentencia. 
Aunque las sentencias anteriores a la reforma sean bastantes menos de la mitad 
(43'24 %), sin embargo, acumulan el 69'23 % de las condenas. Por el 
contrario, casi todos los sobreseimientos (93'89 %) y absoluciones (93 %) se 
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GRÁFICO 17A: ENCARTADOS INCURSOS EN EXPEDIENTES QUE FUERON 
RESUELTOS MEDIANTE SOBRESEIMIENTO O SENTENCIA ANTES Y DESPUÉS DE LA 





GRÁFICO 17B: ENCARTADOS QUE RESULTARON CONDENADOS O ABSUELTOS 
ANTES Y DESPUÉS DE LA ENTRADA EN VIGOR DE LA REFORMA DE 1942 
(Elaboración propia) 
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GRÁFICO 19: ENCARTADOS EN EXPEDIENTES DE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS RESUELTOS ANUALMENTE EN SENTENCIA 
CONDENATORIA, ABSOLUTORIA O AUTO DE SOBRESEIMIENTO (1939-1965) 
En 1943 se desencadenó un proceso masivo de sobreseimientos, como 
mecanismo más rápido para solucionar el problema planteado por los 
expedientes que se acumulaban sin resolver (gráficos 18 y 19), El incremento 
de las resoluciones durante 1943 se debe exclusivamente a los expedientes 
terminados en auto de sobreseimiento, que compensan la caída de las sentencias 
durante ese año. El incremento en el número de autos dictados se comienza a 
notar en 1942 y se multiplicará durante los años siguientes. De hecho, no sólo 
coincide con el ritmo que siguen el total de las resoluciones, sino que se puede 
decir que el espectacular incremento de estas entre 1943 y 1945 se debe, 
precisamente, a los sobreseimientos. 
Mientras que hasta 1942 el número de autos es notablemente inferior al 
de sentencias, a partir de 1943 se invierte la relación. Nos encontramos con dos 
máximos en el número de sentencias, uno en 1941, tras un incremento muy 
fuerte en relación a 1940, y el otro en 1944, inviniendo la tendencia 
descendente de los años 1942 y 1943. En 1941 se recogen los frutos de la 
instrucción de los expedientes seguidos contra las personalidades más 
importantes. El incremento de las sentencias en 1944, que superaron levemente 
a las de 1941, se explica f>or el aumento que se produce durante ese año en el 
total de resoluciones, pero presenta una peculiaridad muy importante, cuyo 
significado analizaremos más adelante. Mientras que en 1941 casi todas las 
sentencias son condenatorias, en 1944 la relación se invierte, alcanzando apenas 
el 29 %. Entre 1942 y 1944 se produce un incremento relativo del número de 
absoluciones, mientras que desciende el de condenas. 
Por tanto, no sólo no es significativa la participación de las sentencias 
en el espectacular crecimiento de las resoluciones que se produce a partir de 
1943, sobre todo en 1944 y 1945, sino que, además, a partir de ese año el 
número de absoluciones supera en mucho al de condenas. 
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2.2.1.- Relación entre el fallo y el origen de los expedientes 
Establecemos esta relación con el fin de averiguar cual fue la eficacia 
sancionadora de las distintas iniciativas en la apertura de los expedientes (cuadro 
21 y gráfico 20). Nos fijaremos no sólo en cuántos encartados ftieron 
condenados, sino también en el tipo de sobreseimiento, en el caso de los 
expedientes resueltos de este modo. 
Si atendemos a las sentencias, recayó un mayor número relativo de 
condenas sobre los expedientes que se incoaron por iniciativa del propio 
Tribunal. A pesar de que estos encartados suponen sólo algo más del 4 %, sin 
embargo, los que de entre ellos fueron sancionados representan casi el 13 % de 
todos los condenados por la Jurisdicción de Responsabilidades Políticas en la 
provincia de Madrid. Más del 37 % de los expedientes abiertos a instancias del 
Tribunal se resolvieron en condena, un porcentaje muy superior al 11'80 % de 
sanciones registradas para el conjunto de los encartados. 
Es lógico que estos expedientes presenten la mayor eficacia 
sancionadora, si tenemos en cuenta que el Tribunal se encargó, como ya 
sabemos, de poner en marcha el procedimiento contra las personalidades más 
significadas, cuya actuación pública y notoria les hacía especialmente acreedores 
de las sanciones previstas para los responsables políticos. En consonancia, se 
absolvió a muy pocos, algo más del 7 %, y no se sobreseyó ningún expediente 
acogiéndose a la suavización de los supuestos de responsabilidad que llegó con 
la reforma de 1942. Los sobreseimientos afectan a un número de encartados 
mucho menor que en los otros grupos. 
Por el contrario, es muy baja la eficacia de las dos principales iniciativas 
en la apertura de expedientes de responsabilidades políticas, incluso menor que 
la media. En el caso de los incoados por denuncia las condenas no llegan al 10 
%, mientras que alcanza el 11'37 % entre los que lo fueron a partir de 
testimonio de sentencia militar. Las absoluciones suponen en ambos casos algo 
más del 8 %, afectando los sobreseimientos al 82'03 % y al 80'42 de los 
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expedientados respectivamente. 
No obstante, los datos globales enmascaran el hecho de que la eficacia 
de las denuncias varía considerablemente según su procedencia. El 18'71 % de 
las denuncias interpuestas por particulares terminaron en condena, un porcentaje 
muy superior a la media. También se muestran más eficaces que la media, tanto 
de la general como de la del conjunto de las denuncias, las presentadas por la 
Junta de Requisa (12'93 %), los Colegios y Asociaciones profesionales (12'38 
%) y la Comisión de Incorporación (12'34 %). Ligeramente menos eficaces se 
muestran los organismos locales (10'32 %) y los Ministerios (8'15 %) y mucho 
menos el resto. Es lógico que muy pocos de los expedientes incoados a 
instancias del Instituto de la Vivienda se resolvieran en sanción (4'51 %), dada 
la poca consistencia de sus denuncias. Algo parecido ocurre con los Juzgados 
Militares de Funcionarios y de la Prensa (3'76 %), ya que las denuncias que 
presentaron corresponden a personas a las que no habían podido condenar por 
no existir suficiente base para ello, pero cuya actuación se remitía a examen de 
la jurisdicción de responsabilidades políticas por si pudiera considerarse dentro 
de alguno de los motivos de responsabilidad. Por último, el hecho de que no 
prosperase ninguna de las denuncias interpuestas por el Juez Depurador de 
Universidad no quiere decir que entre los condenados no se encuentre un buen 
número de profesores, como veremos, cuyo expediente se abrió por otras 
iniciativas. 
Continuando con el análisis de la resolución de los expedientes incoados 
a partir de denuncia o sentencia militar, si en lo tocante al porcentaje de 
condenas, absoluciones y sobreseimientos los resultados son similares, sin 
embargo difieren notablemente en cuanto al motivo de los sobreseimientos. 
Mientras que los sobreseimientos por no acreditarse responsabilidad 
suponen más del tercio de las resoluciones de expedientes incoados por 
denuncia, apenas se producen entre los abiertos por testimonio de sentencia 
militar. Ciertamente, la jurisdicción de responsabilidades políticas no debería 
haber acordado el sobreseimiento por este motivo o absolver a ningún 
condenado por un Tribunal Militar, porque, como sabemos, no podía modificar 
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la valoración de los hechos recogida en la sentencia castrense. En unos pocos 
casos se debe a que la sentencia militar que originó el expediente era absolutoria 
y en todos los demás, al menos cuándo conocemos la fecha de la resolución, 
porque aunque no se recoja en los autos correspondientes, debieron basarse en 
la Ley del 1942. Sólo los expedientes incoados por testimonio de sentencia 
militar se beneficiaron de manera importante de la limitación en los supuestos 
de responsabilidad introducida por el artículo 2** de la Ley d 1942. El 22 % 
fueron sobreseídos porque la extensión de las penas impuestas a los encartados 
por la jurisdicción castrense no alcanzaban el mínimo fijado por la reforma. 
También fiíeron los expedientes abiertos a partir de sentencia militar los 
que se beneficiaron en mayor medida del sobreseimiento por insolvencia 
previsto en la reforma, que alcanza al 48'27 % de los encartados por este 
motivo. En menor medida, aunque de manera importante, el sobreseimiento por 
insolvencia se aplicó al 30'21 % de los denunciados. 
En resumen, mientras que, prácticamente, se condenó al mismo número 
de responsables políticos cuyo expediente había sido incoado a partir de una 
denuncia como a instancias de la jurisdicción de guerra, y la cifra se inclina 
levemente a favor de los primeros en el caso de las absoluciones, la situación 
es bien distinta para los sobreseimientos. 
La mayoría de los sobreseimientos por no apreciarse responsabilidad en 
los hechos que dieron lugar al expediente y de los sobreseimientos provisionales 
recayeron en expedientes abiertos por denuncia, el 82'12 de los primeros y 
cerca del 64 % de los segundos. En cambio, más del 60 % de los 
sobreseimientos que se justifican textualmente en virtud de las reformas 
introducidas en 1942 corresponden a expedientes incoados a partir de testimonio 
de sentencia militar. 
Por último, señalar que después de los expedientes incoados a instancias 
del Tribunal, los que presentan un mayor porcentaje de condenas son los 
abiertos por existir una resolución del Tribunal Especial de Represión de la 
Masonería y el Comunismo, el 20 %. Ahora bien, dado que los expedientes 
incoados por este motivo no alcanzan siquiera el 1 %, el dato no tiene mayor 
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interés. 
De la reforma de 1942 se beneficiaron, fundamentalmente, aquellos 
expedientes incoados a instancias de la jurisdicción castrense, ya que más del 
70 % se pudieron sobreseer acogiéndose a ella. De no haberse producido la 
reforma debería haberse resuelto con una condena. 
También se beneficiaron de la reforma casi un tercio de los expedientes 
instruidos a partir de denuncia y, aunque sean muy pocos en cifras absolutas, 
casi la mitad de abiertos a instancias de la Jurisdicción de Masonería y 
Comunismo. 
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GRÁFICO 18: ENCARTADOS EN EXPEDIENTES DE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS RESUELTOS ANUALMENTE POR SENTENCIA O AUTO DE SOBRESEIMIENTO (1939-
1965). (Elaboración propia) 
CUADRO 21 
ORIGEN DE LOS EXPEDIENTES CON INDICACIÓN DE LOS ENCARTADOS INCURSOS EN ELLOS QUE FUERON 
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A: Sobreseimiento por no acreditarse responsabilidad política. 
B: Sobreseimiento provisiotial. 
C: Sobreseimiento por existir resolución anterior 
D: Sobreseimittetopor insolvencia, en virtud del art. 8° de la Ley de 1942. 
E: Sobreseimiento por falta de trascendencia de la actuación del encartado, en virtud del art 2° de la Ley de 1942. 
(*) Sobre el total de encartados 
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GRÁFICO 20: ENCARTADOS EN LOS EXPEDIENTES DE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS, CON INDICACIÓN DEL FALLO DE LOS 
EXPEDIENTES EN RELACIÓN CON SU ORIGEN. 
Capítulo cinco 
EL FRANQUISMO CONTRA LA REPÚBLICA. 
LAS RESPONSABILIDADES POLDICAS 
EN LA CAPITAL DEL ESTADO 
Hasta ahora nos hemos referido al conjunto de los expedientes. En este 
capítulo estudiaremos con más detenimiento aquellos que se resolvieron por 
sentencia. Afectan a mil cuarenta y tres encartados, de los que seiscientos 
quince, casi el 59 %, resultaron condenados y cuatrocientos veinticinco, el 
40'74 %, absueltos. 
Sin menoscabo de la importancia tanto cuantitativa, como cualitativa, de 
los sobreseimientos, el conocimiento de quiénes fueron condenados y a qué 
penas, resulta fundamental para evaluar el alcance real de la represión ejercida 
por medio de la Jurisdicción Especial de Responsabilidades Políticas. 
Analizaremos en primer lugar la ocupación y antecedentes políticos de 
los encartados, a pesar de la ambigüedad con la que se recogen estos datos en 
los expedientes. De hecho, hemos tenido que establecer nuestros propios 
criterios de clasificación, buscando un mínimo de homogeneidad que permitiera, 
aun indicativamente, abordar la cuestión. Después estudiaremos los fallos 
recaídos sobre los expedientes y la ejecución de las penas. 
La reforma de 1942 influyó decisivamente en la ejecución de las 
sentencias, sin olvidar que, de no haberse producido, muchos expedientes 
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sobreseídos deberían haber concluido en sanción, tal y como hemos demostrado 
en el capítulo anterior. Recordemos que casi el 70 % de las condenas se 
dictaron antes de la reforma, mientras que el 93 % de las absoluciones y casi 
el 94 % de los sobreseimientos lo fueron después. 
Si no se hubiera producido la reforma, el número de condenas se hubiera 
engrosado con las que deberían haber recaído sobre encartados procedentes de 
los grupos sociales con menores ingresos, que vieron sus expedientes 
sobreseídos por insolvencia. Es decir, se notaría un peso mayor de empleados 
por cuenta ajena, pequeños industriales, tenderos y funcionarios de niveles 
bajos. Lo mismo ocurre con los encartados que militaban en partidos y 
organizaciones obreras, sobre quienes hay que suponer que recayeron en mayor 
medida este tipo de sobreseimientos. 
Por el contrario, quienes desempeñaban otras ocupaciones, con mejores 
patrimonios e ingresos, no se pudieron beneficiar de los sobreseimientos por 
insolvencia; especialmente aquellos que por haber desempeñado cargos públicos 
o políticos relevantes tampoco pudieron beneficiarse de la suavización de los 
supuestos de responsabilidad. 
1.- LOS ENCARTADOS 
Vamos a estudiar la ocupación, antecedentes políticos y la situación en 
la que se encontraban los encartados cuando se dictó la sentencia. 
La mayoría de los encartados son varones. Las mujeres no llegan a 
representar el 12 %. No hay que olvidar que son varones los que de manera 
casi exclusiva desempeñaban las actividades políticas o públicas que perseguía 
la Ley de Responsabilidades Políticas. La participación femenina en la política 
del período republicano es numéricamente testimonial, aunque la talla personal, 
política e intelectual de aquellas que lo hicieron sea indiscutible. 
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No obstante, al hablar de la escasa presencia de mujeres en los 
expedientes de responsabilidades políticas, conviene recordar que los efectos 
represivos de esta jurisdicción, de la represión en general, afectaban duramente 
al entorno familiar de los encartados. Aunque finalmente no se ejecutaran 
muchas de las sanciones, lo cierto es que los embargos cautelares o las 
cantidades que desembolsaron los que sí llegaron a pagar las multas, debieron 
constituir un serio motivo de desasosiego para muchas familias, agravado en 
ocasiones por la reclusión de quien aportaba los ingresos necesarios para su 
sustento.* 
1.1.- OCUPACIÓN. 
Al estudiar la ocupación de los encartados nos encontramos con una 
dificultad previa. Necesitamos clasificar las distintas ocupaciones en grupos 
mínimamente homogéneos y significativos, que permitan establecer 
comparaciones entre ellos y ponerlos en relación con otros elementos de 
análisis. 
Nuestra fuente no ayuda. Los datos relativos a la ocupación de los 
encartados son un elemento más de identificación personal y se recogen sin 
mayores matizaciones. Los calificativos de "campesino", "labrador", 
"empleado" o "industrial" se aplicaban a realidades muy distintas. "Obrero" o 
"empleado" se puede referir a la misma actividad laboral. Un administrativo y 
un jardinero pueden calificarse como "empleados", pero el segundo podría 
aparecer también como "obrero". Un fontanero, el propietario de una carpintería 
' Además de los testimonios personales recogidos en algimos libros de memorias, comienzan 
a publicarse investigaciones que desde una perspectiva académica abordan la represión ejercida 
sobre las mujeres. Véase E. BARRANQUERO TEXEIRA, M. EEROA SAN FRANCISCO y P. 
NAVARRO JIMÉNEZ, Mujer, cárcel y franquismo. La prisión provincial de Málaga (1937-1945), 
Málaga, 1994; en C. M K ET ALT., ob. cit., págs 329-354; J.M. SABÍN, ob. cit., págs 251-263. 
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o el de un taller que empleara a varios trabajadores eran considerados como 
industriales, aunque su situación económica y social podía fuera muy diferente. 
Además, la ocupación que se recoge en las sentencias podría ser la que 
desempeñara el encartado antes de la guerra, aunque en el momento de 
resolverse el expediente fuera otra, o viceversa. No olvidemos que por la 
Jurisdicción de Responsabilidades Políticas pasaron muchos expulsados de sus 
anteriores empleos. 
No obstante, a pesar de todas estas objeciones, el análisis tiene interés, 
aunque sólo sea a título indicativo (gráfico 21 y cuadro 22). 
MI/PO 15.34% 










GRÁFICO 21: OCUPACIÓN DE LOS ENCARTADOS EN EXPEDIENTES DE 
RESPONSABILIDADES POLÍTICAS RESUELTOS EN SENTENCIA (CLAVE EN EL 
CUADRO SIGUIENTE). Elaboración propia 
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CUADRO 22 
OCUPACIÓN DE LOS ENCASTADOS EN EXPEDIENTES D E RESPONSABILIDADES rOLftlCAS RESUELTOS EN SENTENaA 
OcorMxóa 
Prc^estooes Obenles, aitislaa y periodúus 
(U/AR/PE)'"*' 
MUiUtM y Guariias Civil» Y PoUctas 
(Ml/PO) 
TratwjadofOA por cucnu ÍJCIM yjomaletoe 
(TA/JO) 
Indufltrifllea y trabojadoffifl por cuenta propifl, 
labradores y «xnDrciaotu (IN/LA/CO) 
En^leadoa, adndmstratívoe^ aecretariad (EM) 
Funcñonarioe, Diploraátiooa y MagistradoA 
(FU/DIMG) 
MacstTM y profesores (MA/PR) 
SiB Uborcs (SL) 



































































































































































(^iSobio el ndmcro de seotcaciados oorrcspondienle a cada gnq» de oci^ sftciiSa 
(***): Hemos sumado tamlñéa dos mannos mercantes 
I): Aunque la Ixy «SIo ootdeti4>la üw posibles caüficaáoocs do la rcspowaHlidad (grave, wcax gravo y leve), eo Us sctUeociaa se diatiugucn algunu ootno mio' gravts o €xtraonSnaríame?tíe graves. 
(2); Seaitewñas rccstdas sofere eocartados que haWaa sido ocodcoados por i n C o n s ^ de Guerra. ScgdnlaLey, la Jurúdiockíii de Re^xnsabUidades Polfticaa se Ümiüü» a irapooer la sanciAi ©coaáaika, sm entrar avalorar ksbDcfaos. Ea este caso, el Tribunal 
Re^otwl de Madrid no catlfícaba la re^>ot»aHUdad en sus setcteocias. 
Elaboración propia 
El grupo más numeroso lo constituye el de los ciento cuarenta 
profesionales, abogados, médicos, ingenieros y similares que hemos englobado 
bajo la denominación de profesiones liberales, a los que hemos añadido 
diecinueve periodistas y dieciséis artistas, músicos, escritores o actores. Suman 
ciento setenta y dos encartados, el 16'39 % del total. No sólo se da entre ellos 
un elevado número de condenas (64'53 %), sino que, además, buena parte se 
encuentra entre los considerados como máximos responsables. Más del 30 % de 
los condenados, lo fueron por responsabilidades consideradas como muy graves 
o graves. 
El grupo de los JUncionarios, diplomáticos y magistrados y el de 
profesores y maestros, se encuentran muy vinculados por su condición social y 
cultural con el anterior. Los cincuenta y ocho funcionarios, quince diplomáticos 
y dos magistrados representan el 7'19 % de los encartados, y los treinta y siete 
profesores, en su mayoría de Universidad, y los doce maestros el 4'69 %. 
Resultaron condenados por encima del 69 % de los funcionarios, el porcentaje 
más alto sufrido por cualquiera de los grupos de ocupación, mientras que entre 
los profesores y maestros las condenas alcanzaron a más del 63 %. 
Estos tres grupos de extracción burguesa, de los que se nutrió la élite 
dirigente republicana, muy vinculados a la administración del Estado y a las 
élites culturales, suponen en conjunto más del 28 % de los encartados sobre los 
que recayó sentencia firme y acumulan más del 31 % de las condenas y la mitad 
de las responsabilidades consideradas muy graves y graves. Doce de los quince 
encartados considerados como los máximos responsables proceden de estos 
sectores.^ 
También recayó un número relativo muy alto de condenas sobre los que 
hemos denominado trabajadores por cuenta ajena y jornaleros, los cuales 
suponen algo más del 15 % de los encartados. El 65'82 % de los incluidos en 
este grupo fueron sancionados. Casi la mitad habían sido condenados 
^ Incluidos Alvaro de Albornoz, Álvarez del Vayo y Augusto Barcias, «i cuyas 
sentencias no aparece la ocupación, pero a los que podemos incluir en este grupo. 
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previamente por un consejo de Guerra, en cuyo caso el Tribunal Regional de 
Madrid dejaba la responsabilidad sin calificar. 
Por su condición social, los clasificados en el anterior grupo se podrían 
confundir, a veces, con los empleados, administratívos y secretarias, no sólo 
por trabajar por cuenta ajena, sino también por el nivel de ingresos. Pero se 
observa una diferencia notable entre ambos grupos. Entre los empleados de 
oficinas y similares el número de condenas desciende hasta más de cinco puntos 
por debajo de la media. 
Sólo en dos grupos se apreció un número relativo de condenas menor. 
No llegan a la mitad entre los trabajadores por cuenta propia, industriales, 
labradores y comerciantes, ni entre los militares, guardias civiles y policías. La 
menor trascendencia de las responsabilidades contraídas por este grupo se 
aprecia también en la mayor importancia relativa de las calificaciones menos 
graves y leves. 
En el caso de los militares y policías, el 70 % de las responsabilidades 
sancionadas aparecen sin calificar, por tratarse de condenados por Consejos de 
Guerra. Al igual que entre los trabajadores por cuenta ajena nos encontramos 
con responsabilidades derivadas mayoritariamente de hechos de guerra, no por 
actuaciones anteriores a julio de 1936, indicador de que la generalidad de los 
encartados de estos dos grupos no se destacaron en los avatares políticos de los 
años anteriores a la guerra. Casi la totalidad de los militares y más del 63 % de 
los trabajadores y jornaleros, independientemente de que su expediente se 
resolviera en sentencia o se sobreseyera, habían sido condenados por un Consejo 
de Guerra. La diferencia entre los dos grupos radica en el numero de condenas 
recaídas sobre cada uno, bastante menor entre los militares y policías. 
En el capítulo anterior hablábamos de la importancia de las Comisiones 
de Depuración como fuente de apertura de expedientes de responsabilidades 
políticas. Entre los funcionarios, diplomáticos y magistrados, más de la mitad 
de los expedientes se incoaron por denuncia de un organismo público y se 
aproximaron al mismo porcentaje en el caso de los profesionales liberales, 
artistas, periodistas y profesores. 
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Hemos dejado para el final el comentario del último de los grupos 
significativos que nos quedaba por ver. Las cuarenta y ocho mujeres que 
desempeñan "sus labores" representan más del 40 % sobre el total de mujeres 
sentenciadas. El porcentaje de las que resultaron condenadas se sitúa entre los 
más altos, un 64'58 %. Más del 74 % de ellas había pasado por un Tribunal 
Militar, por tanto las responsabilidades contraídas también se derivaban 
mayoritariamente de hechos ocurridos durante la guerra, no de actuaciones 
políticas anteriores al conflicto. 
Por último, el número de Directivos, pequeños propietarios y estudiantes 
es tan pequeño que los datos referidos a ellos son escasamente significativos. 
1.2." ANTECEDENTES POLÍTICOS 
Nos referimos a los antecedentes políticos atribuidos a los encartados en 
las sentencias de responsabilidades políticas o, en su defecto, en las de los 
Consejos de Guerra. Tales antecedentes podrían no coincidir con la verdadera 
militancia o conducta política de los afectados. Se aprecia una gran imprecisión 
en las atribuciones de militancia, puesta de relieve por el hecho de que en más 
del 40 % de los casos no consta ninguna y de que en otro 29 % se realice de 
manera genérica, calificando la actuación política como de derechas, izquierdas, 
frentepopulista, afín al Movimiento o, simplemente, como buena o mala (gráfico 
22 y cuadro 23). 
Hemos respetado los antecedentes que aparecen en las sentencias porque 
son los que se tuvieron en cuenta al fallar los expedientes, limitando nuestra 
interpretación a los casos que se prestan a confusión. Si se atribuye a un mismo 
encartado diferentes militancias, contradictorias entre sí, hemos recogido la que 
parece que pesó en mayor medida a la hora de determinar la responsabilidad. 
Si no lo eran, al menos no de manera llamativa, hemos computado la última, 
a no ser que el texto de la sentencia aconsejara lo contrario. Cuando aparece 
militancia simultánea en un partido y en un sindicato u organización juvenil, 
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hemos optado por la primera, ya que la pertenencia a una organización sindical 
como simple afiliado no era motivo de responsabilidad. No obstante, cuando la 
militancia sindical constituye la única referencia concreta hemos preferido 
consignarla como tal a englobarla en el más genérico de izquierdas. De todas 
formas, dada la proliferación de partidos, grupos y calificaciones diferentes, 
hemos tenido que agruparlos según criterios generales y comunes en la 
historiografía especialiíada. 
Entre las organizaciones obreras incluimos a los dos grandes partidos, 
el socialista y el comunista, a las grandes centrales sindicales, U.G.T y C.N.T, 
a la Juventud Socialista Unificada y a algunos elementos aislados del Partido 
Sindicalista, las Juventudes Libertarias y la F.U.E. 
Mayor problema nos hemos encontrado a la hora de agrupar a los 
partidos republicanos, cuya tormentosa historia, con agrupamientos y 
segregaciones continuas, no facilita la tarea. Bajo la denominación de 
Republicanos de izquierdas nos referimos a los partidos republicanos reformistas 
que se sumaron en 1935 al Frente Popular, es decir, Izquierda Republicana y 
Unión Republicana.* 
Entre los republicanos/liberales incluimos a un pequeño número de 
encartados, sólo dieciocho, vinculados a grupos republicanos moderados o 
conservadores. Seis pertenecen al Partido Radical, dos a Unión Republicana 
Autonomista de Valencia, uno al Partido Republicano Progresista y otro al 
Partido Centrista. También sumamos aquí seis que aparecen calificados como 
"republicanos" y dos como "liberales". 
Aunque el criterio general ha sido el de agrupar por separado a los 
encartados calificados genéricamente de los que aparecen adscritos a 
organizaciones, en el caso de los de derechas incluimos tanto a los primeros, 
es decir de derechas o afectos al "Movimiento", como a dieciocho falangistas 
y tres militantes de la CE .D. A. Los militantes de estas organizaciones forman 
•^  Un estudio sobre el republicanismo de izquierdas puede encontrarse en J. AVILES PARRÉ, 
La izquierda burguesa en la II República, Madrid, Espasa Calpe, 1985. 
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un grupo muy pequeño, cuyo análisis no difiere del de los otros derechistas, a 
diferencia de los republicanos moderados y conservadores, los cuales, aun 
siendo también muy pocos, difícilmente podemos agruparlos junto a los 
republicanos de izquierdas. 
Por último, hemos introducido un elemento corrector, al incluir entre 
los considerados como izquierdistas/malos a aquellos encartados a los que, sin 
atribuírseles antecedente alguno, habían sido condenados previamente por un 
Consejo de Guerra o resultaron declarados responsables políticos . Por esta 
razón, en nuestro análisis el número de encartados a quienes no se les atribuye 
antecedente alguno queda reducido al 5'75 %. 
Hay un elemento que divide claramente en dos grupos a los encartados 
de distinta ideología: el número de condenas. Las condenas alcanzan en tomo 
al 75 % de los miembros de organizaciones obreras, partidos republicanos de 
izquierdas y de los calificados genéricamente de izquierdas. En cambio, entre 
los que se agrupan como de derechas o sin antecedentes las cifras se invierten, 
situándose en ese porcentaje los que fueron absueltos, llegando hasta el 83'33 
% en el caso de los que se consideran "de buena conducta". 
Repu. de Izda. 13,33% Repu./LIbera. 1.73% 
Derecha 14,09% 
Org. Obreras 17,83% Buena 5,75% 
Sin anteceden. 1,82% 
No consta 5,75% 
Izquierdas 39,69% 
GRÁFICO 22: ANTECEDENTES POLÍTICOS ATRIBUIDOS A LOS ENCARTADOS EN 
LAS SENTENCIAS. Elaboración propia. 
354 
1.2.1.- Encartados con antecedentes políticos izquierdistas 
No hay que decir que la Jurisdicción de Responsabilidades Políticas actuó 
sobre los encartados con antecedentes políticos izquierdistas con la máxima 
dureza de la que fue capaz. No llegando al 71 % de los sentenciados, acumulan 
más del 90 % de las condenas, entre ellas la totalidad de dictadas por 
responsabilidades muy graves, más del 97 % de las graves y del 92 % de las 
menos graves (Cuadro 24). 
Cerca del 40% de los sentenciados, cuatrocientos catorce, fueron 
caliñcados con alguna de las denominaciones que nosotros hemos agrupado bajo 
el genérico de izquierdas/malos, sin mayores precisiones, incluyendo aquellos 
sobre los que no consta antecedente ninguno pero que habían sido condenados 
por la jurisdicción castrense o lo serían por la de responsabilidades políticas. 
"De ideología frentepopulista", "izquierdista" "de ideología marxista" "militante 
del frente popular" y otras calificaciones similares aparecen frecuentemente en 
los expedientes. 
Tal falta de precisión se debe a múltiples motivos. En primer lugar, la 
miütancia era una más de las causas de responsabilidad, pero los encartados 
podían incurrir en alguna de las otras sin pertenecer a ninguna de las 
organizaciones proscritas. A los Jueces de Instrucción les resultaba difícil 
obtener información precisa que les permitiera establecer la militancia de los 
presuntos responsables, entre otras razones porque los servicios policiales y de 
información encargados de investigar la actuación de los encartados no 
resultaban muy eficaces, como pudimos ver en su momento. La misma 
imprecisión se puede apreciar en las sentencias de los Consejos de Guerra. 
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CUADRO 23 
ANTECEDENTES POLÍTICOS DE LOS ENCARTADOS EN EXPEDIENTES RESUELTOS POR SENTENCIA, CON INDICACIÓN 




RtpublkaiKH de Izquierda* 
Buena oonducte 









































































































































(*) Sobre el total de encartados en cxpcdiwites tcrmijiados en sentencia. 
( ^ Sobre d número de encartados ctm los mismos antcoedentes polflic< 
1 .* Aimque la Ley »61o contempla tres posibles caliñcacitmea de la responsabilidad (grave, menos grave y leve), en las s^tencñíU se distinguen algunas 
como muy graves o extraorMnarieonente graves. 
2.- Sentencia* recaídas sobre encartados que habfan sido condenados por un Consejo de Güeña. Segtín la Ley, la Jurisdicciíin de Responsabilidadefl Polílicas se limitaba a irapcawr la «ncitfta coontímíca, sin entrar « valorar los hedwe. En esto caso el Tribunal 
Regional de Madrid no caliñcaba la responsabilidad en sus srateocias, 
A.' E^ el caso de constar militancia simultánea ejy partido y sindicato, se ha confutado la primera; lo mÍ5mo en el caso de doble tnílítazida ca partido y organizacite juvenil. 
B.- Se incluyen los encartados coosidsfados de antecedentes "izqmerdislas" (94) o -malos" (3) y aquellos « 0 ^ militancia o antecedente» políticos no constan pero que íueron condenados pof un CZonsojo de Guerra (203) o í p » sin serio fueron finalmente sancionados 
por re^xmsabtUdad política (114). Es obvio que ca. ambos casos a e consideraba "mala" su conducta. 
C- Víase cuadro 3. 
D.- De derechas (125), F.E.T. de las J.O.N.S. (18), CEDA (3), XMóa Palrióüce -sío- (1). 
E.- Véase cuadro 3. 
F.- Partido Radical (6), reptdjUcanos (6), Unión Rqjublicana Autíraomisla de Vajearía - ta los expedientes ^«tcoe O O T » Partido Rqniblicano AutooíSmioo de Valencia- (2). IWerales (2), Partido R^jublicano Progresista (1), Partido Centrista (1) 
G.- No constan antecedentes políticos ni fueron cond^iados por la jurisdiccidn de guerra o la de responsabilidades políticas 
Elaboración propia 
CUADRO 24 
MIUTANCU EN PASIDOS Y SINDKATOS DE IZQUIERDAS ATRIBUIDAS A LOS ENCARTADOS EN EXPEDIENTES RESUELTOS POR SENTENCIA, 
CON mWCACIÓN DE LOS QUE FUERON SANCTONADOS O ABSUELTOS Y DE LA CALIFICACtóN DE LA RESPONSABILIDAD 
OkBAMECiUIéN* 
Iniuimlli R^xiblkam* 
Pulido SocülUU Otxno Español' 
Um<Sn Geoeifal de Ttabajadoies 
Futido Comunútt de España'^  
CaoBaácntAúa Nacionftl do Trabttjftdorcs 
Umdn Republicam' 










































































































































(*) Sobro el toUl de »x«Ttados en expedientes ooochódos en sentencia. 
(*^ Sobtc el número de encartados a tos que se ]ce alritnQiV U misma militancia. 
I.- Aunque la Ley sdlo cotóra^la tres posibles calificaciooes de la respoosabilidad (s»vc, mraios grave y leve), en las sentencias se dislinguco algunas 
como rmty graves o extracrSnaricmtjae graves. 
2.- S^tieacias recaídas sobie racaitadoo cpio habían sido condeoados por ua Consejo de Guerra. Segdn la L ^ , la Jumdioct<!n de Responsabilidades PdfUcas se limitaba a imponcí la sanción ecoDómíca, sin crúnt a valorar los b i^bcH. En estos calos, el Tribunal Re^onal de 
Madrid no caliñcaba la responsabilidad e a sus seocencías. 
A.- Ea el caso de contar nülitancia stmultinea ea partido y sindicato, so ba oon^nAado U primera; lo mismo « i el caso de doble militancia en partido y organizacidn juvraül. 
B.< Se ÍQC%o aquí a la Orgaiiizsci<:a R^xdilicana Gallega Attidooma (1) y al Partido Radical SocialisU (1). E D siete casos se c iu tambi^ la perteneoda del encartado a la U.G.T. y en dos a la C.N.T. 
C* A veintida encartados tambi^ se les atribuye inUitancia en la U.G.T. 
D.> So md^yv al futido SocialisU IMñcado ds Cataluña (I) y un caso de militanda símultibiea en la Juventud Sodalista IMicada. A seis de los CTcartados se le« atribuye tambiái militaocia en la U.G.T. y a uno ea la C.N.T. 
E.- En in caso tamUte ae atribi^« müitaocia en U.G.T. 
F.- En dos caaos tambi^ se atribi^v militanda ea U.G.T. 
G.- Paitüo RepiAUcano Federal (2), Partklo Sindicalista (3), Juventudes Ubertarias (2), Federaciíín Umversilaria Española (i), U.G.T. y C.N.T. (1) 
Elaboración propia 
En definitiva, tampoco parece que hiciera falta afinar mucho a la hora 
de fijar la militancia de los presuntos responsable. Casi las tres cuartas partes 
de quienes fiíeron considerados de antecedentes "izquierdistas" o "malos", sin 
más precisiones, resultaron condenados. El Tribunal Regional de Madrid no 
hizo constar la militancia en las sentencias dictadas contra encartados tan 
importantes y conocidos como Niceto Alcalá Zamora, Pablo de Azcárate o 
Marcelino Domingo. Obviamente no lo necesitó para aplicarles penas durísimas. 
Además Alcalá Zamora no estaba vinculado a ninguno de los partidos 
perseguidos. 
Los otros dos grandes grupos de encartados con antecedentes 
izquierdistas corresponden a las organizaciones obreras y a los republicanos. A 
ciento ochenta y seis personas (17'83 %) se las vincula a partidos, sindicatos y 
organizaciones juveniles obreras. Resultaron condenadas ciento cuarenta y una, 
casi el 76 %, más de un tercio por responsabilidades muy graves o graves. 
Sobre ellas recayeron más del 42 % de todas las sentencias dictadas por 
responsabilidades muy graves y graves, incluidas ocho de las quince que 
merecieron la máxima calificación. 
De los ciento treinta y nueve encartados (13'32 %) a quienes se 
relacionó con partidos republicanos de izquierda, se condenó al 74'10 %, 
recayendo sobre ellos más del 35 % de las sentencias por responsabilidades 
graves o muy graves. 
En conjunto, si nos atenemos a los datos anteriores, la represión ejercida 
contra las organizaciones obreras fue algo más dura. Pero para realizar una 
correcta valoración es necesario desglosar los datos por organizaciones (cuadro 
3). Se observa que la más castigada en términos absolutos fue Izquierda 
Republicana, aunque en términos relativos el castigo recaído sobre los militantes 
socialistas fue más duro. En conjunto, se vinculó a Izquierda Republicana o al 
P.S.O.E. a casi el 18 % de los sentenciados, quienes acumularon cerca del 24 
% de las condenas y más del 55 % de las declaraciones de responsabilidades 
muy graves y graves. 
Izquierda Republicana era el partido más importante del republicanismo 
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reformista y muchos de sus militantes habían desempeñado tareas de gobierno. 
Según Juan Aviles Farré, la organización madrileña de Izquierda Republicana 
contaba a ñnales de 1935 con un número considerable de militantes, en tomo 
a cinco mil.'* En las elecciones de febrero de 1936 había conseguido seis 
escaños en Madrid dentro de la candidatura del Frente Popular, obteniendo 
Manuel Azaña, su diputado más votado, cerca de doscientos veinticuatro mil 
votos.* 
Izquierda Republicana es la organización política con la que se relaciona 
a más encartados, ciento veinte ( l l 'S %), de los que se condenó al 72'5 %. 
Fueron sancionados por responsabilidad gravísima Manuel Azaña, José Giral, 
Alvaro de Albornoz, Augusto Barcia y Juan Hernández Sarabia. Entre la 
treintena que lo fueron por responsabilidad grave se encuentran Plácido Álvarez 
Buylla, Domingo Bamés y Claudio Sánchez Albornoz, a los que habría que 
añadir a Marcelino Domingo, aunque en su sentencia no aparezca la militancia. 
Unión Republicana es la otra agrupación que hemos incluido entre los 
republicanos de izquierda. Sólo se vincula con esta organización a diecisiete 
encartados, de los que se condenó a catorce, entre ellos a su líder Diego 
Martínez Barrios y a Bernardo Giner de los Ríos, ambos por responsabilidades 
graves. 
El Partido Socialista Obrero Español era el más importante partido 
obrero, con influencia en sectores de la intelectualidad republicana. En 1936 
contaba en tomo a ochenta mil militantes en toda España y una fuerte 
organización en Madrid.* Diez de los diecinueve diputados electos por la 
'' J. AVILES FARRÉ, Ob. cit., pág 339 y sigs. 
^ En concreto 223.826 votos. J. TUSELL, Las elecciones del Frente Popular, Madrid, 
Cuadernos para el Dialogo, 1971, tomo 2, pág 284. 
* La cifra de militancia la hemos tomado de P. MALERBE, M. TUÑÓN DE LARA, M* C. 
GARCÍA- NIETO Y J . C . MAINER, La crisis del Estado: Dictadura, República, Guerra (1923-
1929), Historia de España dirigida por M. Timón de Lara, tomo IX, Barcelona, Labor, 1993, 
IS**" reimpresión, pág 221. Un análisis de conjunto sobre el P.S.O.E durante el período 
republicano en M. BlZCARRONDO, "Democracia y revolución en la estrategia socialista durante 
la n República", Estudios de Historia Social, n" 16-17, enero-junio de 1981, págs 227-459. 
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provincia de Madrid dentro de las candidaturas del Frente Popular eran 
socialistas, entre ellos Julián Besteiro, el más votado por los madrileños, quién 
gano su Acta con más de doscientos veinticuatro mil votos.^ 
Los sesenta y cinco encartados a los que se les adjudicó militancia en 
P.S.O.E (6'23 %) sufrieron el número relativo de condenas más alto, ya que 
alcanzaron a casi el 91 %. Además, en conjunto, el Tribunal valoró con mayor 
severidad la actuación de quienes tenían antecedentes socialistas que la de 
ningún otro grupo, como demuestra el que más del 52 % de las condenas que 
recibieron fueran por responsabilidades muy graves o graves. 
Los socialistas condenados por responsabilidades políticas muy graves 
fueron Francisco Largo Caballero, Juan Negrfn, Julio Alvarez del Vayo, Luis 
Jiménez de Asua, Margarita Nelken y Luis Araquistain. Entre los que lo fueron 
por responsabilidades graves se encuentran Enrique de Francisco, Juan Simeón 
Vidarte, Anastasio de Gracia y Femando de los Ríos. La responsabilidad de 
Julián Besteiro no se calificó, ya que había sido condenado con anterioridad por 
un tribunal militar por Adhesión a la Rebelión y la de Pascual Tomás se 
consideró menos grave. El expediente contra Julián Zugazagoitia, director de 
El Socialista, se sobreseyó por insolvencia en 1945 y el de Indalecio Prieto 
porque la autoridad militar ya había dispuesto durante la guerra la incautación 
de todos sus bienes. Entre los anteriormente citados se encuentra la mayor parte 
de los miembros de la Comisión Ejecutiva del Partido* 
Otros miembros destacados del P.S.O.E condenados, también por 
responsabilidad grave, fueron Daniel Anguiano, Carlos Hernández Zancajo, 
' Los votos que obtuvo fueron 224.540. J. TUSELL, Ob cit, pág 284. 
* La Comisión Ejecutiva elegida en el Congresos celebrado en Octubre de 1932, estaba 
presidida por, Francisco Largo Caballero y formada por Remigio Caballo como vicepresidente, 
Enrique de Francisco como secretario-tesorero, Juan Simeón Vidarte como vicesecretario, 
Pascual Tomás como secretario de actas e Indalecio Prieto, Manuel Cordero, Anastasio de 
Gracia, Wenceslao Carrillo, Antonio Fabra y Femando de los Ríos, como vocales. Este último 
dimitiría en mayo 1935. M. BIZCARRONDO, Ob cit, págs 252-253. 
No consta que se incoara expediente contra el vicepresidente Remigio Cabello y los 
vocales Wenceslao Carrillo, Antonio Fabra y Manuel Cordero. Puede que dichos expedientes 
se abrieran en otra provincia o, simplemente se hayan extraviado. 
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Ramón Lamoneda, Rodolfo Llopis y José Prat. 
La calificación de la responsabilidad, y la extensión de las sanciones, que 
estudiaremos más adelante, confirman que se persigue más a las personalidades 
del Partido con mayor proyección pública que a los miembros del aparato. Ya 
expusimos por qué hemos computado entre los miembros del P.S.O.E. a 
aquellos veintiún encartados a los que se les atribuye militancia tanto en el 
partido como en la U.G.T. Es el caso de los citados Besteiro, Araquistain, de 
los Ríos y Tomás, Pero además hay otros cincuenta y tres a los que se vincula 
sólo al sindicato socialista. Dado que la pertenencia a un sindicato como simple 
afiliado no era motivo de responsabilidad, es lógico que el número de condenas 
sea mucho más bajo que el del resto de los grupos de la izquierda. Sólo 
alcanzaron al 58'49 %, casi todas por responsabilidades de gravedad menor. 
Aunque en el expediente constara la militancia en el sindicato, la causa de la 
responsabilidad solía ser otra, salvo en el caso de los dirigentes. De hecho, más 
de la mitad de las sanciones a sindicalistas de la U.G.T. corresponden a 
condenados por los Tribunales Militares. Entre las tres sanciones graves destaca 
la impuesta a Ricardo Zabalza, Secretario General de la Federación de 
Trabajadores de la Tierra. 
La última organización con cierto peso entre los encartados (3'35 %) que 
nos queda por ver es el Partido Comunista de España. De los treinta y cinco 
considerados miembros del P.C.E. resultaron condenados el 71*42 %, un 
porcentaje algo menor que el correspondiente a Izquierda Republicana y 
notablemente inferior al de los socialistas. Por resjwnsabilidades muy graves se 
condenó a Dolores Ibarruri y Vicente Uribe y por graves a José Díaz, su 
Secretario General, y Jesús Hernández. 
A la hora de valorar los datos referidos al P.C.E. conviene hacer algunas 
matizaciones. Aunque la retórica del franquismo haga de los comunistas uno de 
sus chivos expiatorios preferidos, también es cierto que adjudica el calificativo 
con generosidad que alcanza a buena parte de quienes se le enfrentaron. Es bien 
conocido que la Ley de Represión de la Masonería y el Comunismo consideraba 
comunistas a "los inductores, dirigentes y activos colaboradores de la tarea o 
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propaganda soviética, trotskistas (sic), anarquistas o similares" (art. 4**) y 
también como se establecían las "similitudes". 
Pero una cosa es la utilización ideológica y con fines represivos que el 
régimen hiciera del termino "comunista" y otra el número de militantes de la 
organización y la trascendencia pública de su actuación política. Hasta el 
comienzo de la guerra la presencia institucional de los comunistas era muy 
pequeña, a pesar del importante papel que jugaron en la formación del Frente 
Popular.' Rafael Cruz calcula, con matizaciones, en cincuenta mil el número 
de militantes del Partido antes de julio de 1936, tres mil cuatrocientos cincuenta 
encuadrados en Madrid. ^ ° 
Por tanto, siendo más pequeña la organización y mucho menor su 
número de cargos públicos, es lógico que sea también menor el número de 
expedientados a quienes se les atribuye mílitancia en el P.C.E. Hay que tener 
en cuenta que la Ley de Responsabilidades Políticas, al menos formalmente, 
castiga la müitancia anterior al comienzo de la Guerra, aunque, eso sí, a los que 
se inscribieron después se les podía aplicar alguno de los otros supuestos. 
Para completar el cuadro, decir que los datos relativos a la 
Confederación Nacional Trabajadores y a la Juventud Socialista Unificada no 
son significativos, ya que afectan a un número muy pequeño de encartados. 
1.2.2. Encartados con antecedentes políticos de derechas 
A un nutrido grupo de los encíutados (14'04 %) se les atribuye 
antecedentes políticos que hemos agrupado bajo el genérico de derechas. Ciento 
cuarenta y siete personas a las que se les reconoce su adhesión al "Movimiento" 
' Sobre el P.C.E. durante este período puede consultarse R. Csx¡z,El Partido Comunista de 
España en la H República, Madrid, Alianza Editorial, 1987. Sobre su papel en la formación del 
Frente Popular, también M. BIZCARRONDO, "De las Alian2as Obreras al Frente Popular", 
Estudios de Historia Social, vT 16-17, 1981, págs 83-118. 
"*R. CRUZ, í?&aY.,pág 256. 
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o compartir sus principios ideológicos. A dieciocho se les encuadra en Falange, 
a dos en Acción Popular, a uno en la CEDA y a otro en la primoriverista, y 
extinta hacía años, Unión Patriótica. 
La sorpresa inicial que produce el encontrar entre los sentenciados a 
personas afines ideológicamente al nuevo Estado e, incluso, militantes del 
partido único, queda inmediatamente amortiguada al comprobarse que sólo se 
condenó a una cuarta parte y no por responsabilidades graves, salvo un par de 
excepciones. Las sanciones económicas impuestas son, en general, muy bajas, 
no rebasando las cinco mil pesetas en los casos más graves. La mayoría de las 
multas no sobrepasaron las trescientas cincuenta pesetas. De hecho, se da la 
curiosa circunstancia de que se pagaron todas menos una, mientras que la 
tendencia general fue la contraria. 
Algo más de la mitad de los encartados con antecedentes derechistas eran 
militares profesionales, de los cuales casi todos habían sido condenado por un 
Consejo de Guerra, la mayoría a penas pequeñas de prisión por auxilio a la 
rebelión o por negligencia. En ningún caso, menos en uno, la Jurisdicción 
castrense les impuso penas de cárcel superiores a los seis años y un día y 
muchos fueron inmediatamente indultados. Más del 57 % de los expedientes 
instruidos a encartados con antecedentes derechistas tienen su origen en una 
sentencia militar, un indicador de que el motivo de la incoación no se encuentra 
en su actuación política anterior. 
Para explicar por qué se condenó a personas con tales antecedentes 
políticos hay que tener en cuenta dos factores. En primer lugar, hasta la reforma 
de 1942 la Jurisdicción de Resp>onsabilidades Políticas estaba obligada a imponer 
una sanción económica a quienes habían sido condenados por un Consejo de 
Guerra, aunque el Tribunal Militar reconociera en su sentencia la poca 
trascendencia delictiva de los hechos probados y los buenos antecedentes 
poKticos y sociales del encartado. 
El segundo lugar, la Ley de responsabilidades políticas de 1939 
consideraba sólo como un atenuante "haber prestado servicios eficaces al 
Movimiento Nacional", haber sido combatiente voluntario, y voluntarioso, en 
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primera línea o haber perdido al padre o a un hijo en combate, se entiende que 
peleando con los sublevados, o asesinados por los "rojos" (art. 6") . Como la 
responsabilidad se depuraba desde el año 1934 y abarcaba tantos motivos, era 
perfectamente posible, al menos hasta la reforma de 1942, incurrir en ella y a 
la vez simpatizar con los sublevados o, incluso, haberse sumado a ellos. La Ley 
de 1939 ponía muy alto el listón de la eximencia (art. 5**). A muy pocos entre 
los franquistas se les reconocieron "servicios extraordinarios prestados al 
Movimiento Nacional", se les concedió la Cruz Laureada de San Femando o la 
Medalla Militar a título individual o podían "ostentar el título de "Caballero 
Mutilado Absoluto". A los tribunales les correspondía apreciar si "el 
arrepentimiento público, anterior al dieciocho de julio de mil novecientos treinta 
y seis, seguido de adhesión y colaboración al Movimiento Nacional" se 
consideraba como eximente o sólo como atenuante. 
Especialmente llamativos son los casos de encartados a quienes se les 
reconoce haber prestado importantes servicios a los sublevados, valiéndose de 
SU situación en el ejército republicano o formando parte activa de las 
organizaciones clandestinas de Falange que operaron en Madrid durante la 
guerra. Hemos localizado al menos ocho casos entre los expedientes que 
terminaron en sentencia y otros veinticinco entre los sobreseidos. Son pocos, 
pero no nos interesan por su número, ni por su curiosidad, sino porque arrojan 
algo de luz sobre mecanismos psicológicos de la represión. 
El "estado de necesidad" se consideraba como atenuante cualificado a la 
hora de juzgar por auxilio a la rebelión o negligencia a quienes prestaron 
servicios en las filas republicanas, aunque ideológicamente comulgaran 
plenamente con los sublevados. Ahora bien, a juicio de los vencedores, su 
obligación de españoles era la de incorporarse al ejército "salvador" , como 
hicieran otros arriesgando la vida, para no contribuir en nada, ni siquiera 
involuntariamente, al sostenimiento de los enemigos. Quienes se valieron de su 
situación para realizar labores de sabotaje o espionaje atenuaron su culpa, pero 
no la eximieron, ya que su actuación nunca podna equipararse a la de los que 
pagaron con su vida haberse sumado desde el primer momento a la sublevación 
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o la perdieron intentando cruzar las filas enemigas. 
Es ilustrativo el caso de un Alférez de intendencia que ascendió hasta el 
empleo de capitán en el ejército republicano, afecto al "Movimiento Nacional" 
y miembro activo del "socorro blanco"." Aunque resultó absuelto por el 
Consejo de Guerra que le juzgó en Madrid, el Capitán General discrepó del 
fallo, porque, recogiendo los votos particulares de dos de los vocales del 
Tribunal y la opinión de su Auditor, consideraba que los hechos probados no 
podían eximir al encartado de la colaboración delictiva que había prestado a los 
"rebeldes", aunque fuera en puestos burocráticos, ya que permaneció 
encuadrado en su ejército y aceptó los ascensos a teniente y capitán. Por tanto, 
apreciaba la existencia de un delito atenuado de auxilio a la rebelión. El Consejo 
Supremo de Justicia Militar, al revisar la sentencia del Consejo de Guerra, 
consideró probada la activa y valerosa participación a favor de la causa 
"nacional" del alférez, encuadrado en una de las organizaciones clandestinas 
montadas por los servicios de información del ejército franquista: 
"Resultando:[...] al constituirse en Madrid en Agosto de 1936 la 
organización 'Antonio' que clandestinamente actuaba en zona roja al 
servicio de la España Nacional y controlada por el S.I.M.P. formó parte 
de ella desempeñando bien y fielmente cuantas misiones le fueron 
encomendadas, y a pesar de ser descubierta y encarcelada por la policía 
roja en noviembre de mil novecientos treinta y seis la mayor parte de la 
Organización, en el procesado no decayó su ánimo y continuó 
desempeñando el servicio que tenía a su cargo. HECHOS QUE ESTE 
CONSEJO SUPREMO DE JUSTICIA MILFFAR DECLARA PROBADOS...." 
" Incluimos a continuación una serie de ejemplos que ilustran lo que queremos decir. Dado 
que su nombre es irrelevante para lo que nos ocupa, y en atención al art. 57 de la Ley del 
Patrimonio, omitimos cualquier dato que permita su identiñcación. 
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Pero a pesar de ello, el Consejo Supremo de Justicia Militar revocó la 
primera sentencia y condenó al encartado a un año de cárcel por auxilio a la 
rebelión. Una pena suave porque se consideraron como atenuantes la escasa 
trascendencia de su actuación con los "rojos", su ideología afecta y su 
"peligrosa" y "desinteresada" colaboración con las organizaciones clandestinas, 
y como eximente incompleta el "estado de necesidad", puesto que actuó 
"gravemente coaccionado en su libre determinación". La justificación de la 
sentencia no deja lugar a dudas: 
"Considerando: que los hechos que se declaran probados en la presente 
sentencia son constitutivos de un delito de auxilio a la rebelión [...]ya 
que no obstante sus antecedentes de persona afecta al Movimiento 
Nacional y su colaboración destacada con los elementos que 
secretamente trabajaban en favor del mismo en la zona roja, es evidente 
que el procesado prestó ininterrumpidos servicios encuadrado en las 
fuerzas rebeldes desde el comienzo del Alzamiento hasta la liberación de 
Madrid, y tal prestación de servicios representa una ayuda o cooperación 
a la rebelión misma en su realidad objetiva, que pudo gracias a tal 
genero de colaboraciones aun realizadas en un grave ambiente de 
coacción moral, sostener una apariencia de fuerza organizada y 
prolongar la cruenta lucha, ayuda o cooperación que encaja de la figura 
delictiva de auxilio a la rebelión ya expresada..." 
Inmediatamente se le indultó de la pena de cárcel y su expediente de 
responsabilidades políticas se sobreseyó en febrero de 1944, en aplicación de los 
eximentes introducidos por la reforma de 1942, Si se hubiera fallado antes de 
la reforma, necesariamente se le habría impuesto una sanción económica, como 
le ocurrió a un compañero de la misma organización clandestina. 
Conocemos el caso de un comandante de intendencia que también 
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con la organización "Antonio". Desde mediados de 1938 trabajó para el 
S.I.P.M. franquista en calidad de agente oficial con la graduación de capitán. 
No obstante, un Consejo de Guerra lo condenó en 1939 a seis meses y un día 
de cárcel por auxilio a la rebelión. En virtud de la Ley de Responsabilidades 
Políticas, el Tribunal Regional de Madrid le impuso, en junio de 1941, una 
sanción económica de 250 pts., ya que había sido condenado por la jurisdicción 
de guerra, cantidad que el encartado pago íntegramente. 
Durante 1938 los agentes del S.I.M.P. debieron mostrarse especialmente 
activos en labores de captación. Desde finales de ese año estaban en contacto 
con un comandante de infantería, considerado como católico y afecto al 
"Movimiento", que ascendió en el ejército republicano por méritos de guerra 
hasta el empleo de coronel. A pesar de que se reconoce que había 
"proporcionado datos de información muy importante", el Consejo de Guerra 
que lo juzgó en Valencia en agosto de 1939, lo condenó a treinta años de 
reclusión por el delito de adhesión a la rebelión, pena que sena conmutada más 
tarde por la de seis años y un día. Tardaría más de ocho años en pagar la 
sanción económica que se le impusiera en marzo de 1944 por responsabilidad 
política grave. Sabemos de un teniente de intendencia que comenzó a actuar a 
las órdenes del S.I.M.P. del Ejército del Norte, también en 1938. Sería 
condenado por la jurisdicción militar a dos años de cárcel por auxilio a la 
rebelión y por la de responsabilidades políticas, en noviembre de 1941, al pago 
de quinientas pesetas. 
Otro caso llamativo es el de un teniente coronel de la Guardia Civil. En 
la sentencia del Consejo de Guerra que le condenó a tres años y un día por el 
delito de auxilio a la rebelión, se reconoce que "el procesado actuó 
ininterrumpidamente al servicio de organizaciones clandestinas en relación 
directa con servicios de espionaje a favor de la causa nacional" y, lo más 
sorprendente a tenor del fallo, que "a tal fin y por indicación de miembros de 
Falange aceptó el nombramiento de Subinspector del Cuerpo de Seguridad". En 
cuanto a su expediente de responsabilidades políticas, se benefició de la reforma 
de 1942 y sería sobreseído en noviembre de 1943. 
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Hay otros casos curiosos, como el de un teniente coronel de artillería, 
jefe de negociado en el Ministerio de Marina, que suministró a los servicios 
franquistas informaciones sobre evacuación de pueblos y situación de talleres, 
antes de refugiarse, a comienzos de noviembre de 1936, en la embajada de 
Suecia. O el de un capitán maquinista de la Armada, Auxiliar del Inspector de 
Máquinas de la flota, quien, además de pasar información, realizó sabotajes y 
hasta planeó la fuga de un destructor. Los dos, condenados a seis meses y un 
día por auxilio a la rebelión e indultados, vieron sobreseídos sus respectivos 
expedientes de responsabilidades políticas. También conocemos el de un 
comandante de artillería que suministró datos de interés en relación con la 
batalla de Brúñete, que tras ser absuelto en primera instancia y enfrentarse en 
el Consejo Supremo de Justicia Militar a una petición fiscal de veinte años de 
cárcel, sería finalmente condenado a tres años y un día y seguidamente 
indultado. La Audiencia de Madrid lo absolvió de responsabilidad política en 
agosto de 1943. 
Entre los militantes de falange hemos encontrado algún caso de 
infiltración en organizaciones políticas o sindicales republicanas. El Juzgado 
Depurador del Servicio Nacional de Seguridad denunció a un policía que 
acreditó ante el Juez Instructor de Responsabilidades Políticas su pertenencia a 
las clandestinas 16 Bandera de Falange y luego, como subjefe de escuadra, a la 
65. Según su declaración se infiltró durante tres meses en el Partido Comunista. 
Al parecer se utilizaba una organización denominada "La defensora del 
comercio", vinculada a la U.G.T., para ayudar a las personas que apoyaban en 
Madrid a los sublevados o eran objeto de persecución. Su expediente se 
sobreseyó en agosto de 1940. 
El caso más llamativo es el de Gerardo Salvador Merino.'^ Pocas caídas 
políticas durante el franquismo habrán sido tan es|>ectaculares como la suya. En 
pocos meses pasó del sillón de Delegado Nacional de Sindicatos al banquillo del 
Tribunal Especial de Represión de la Masonería y el Comunismo; de la Junta 
'2 Exp. per., A.G.A, J, R.P(A.M.)C: 30.524. 
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Política de Falange y el Consejo Nacional del Movimiento, al Juzgado Instructor 
de Responsabilidades Políticas. De negociar con el Presidente del Tribunal de 
Responsabilidades Políticas el traspaso a la Organización Sindical de los bienes 
incautados a los sindicatos proscritos, a ser juzgado por él.*^ En definitiva, de 
jerarquía política del Movimiento, a recibir el tratamiento reservado a los 
enemigos más odiados. 
La peripecia personal de Gerardo Salvador Merino se entiende si se pone 
en relación con la pugna que mantuvieron las familias del Régimen por el 
control del nuevo aparato sindical. En palabras de Ricardo Chueca, Salvador 
Merino "representaba una alternativa que configuraba a los sindicatos como un 
frente más del partido" y "esa fue sin duda la componente básica de entre las 
motivaciones de su cese, pretender arrebatar la iniciativa que el Estado ya había 
conseguido en el asunto".'"* Y no sólo estaba en juego el control de la 
Organización Sindical. Como ha explicado Tuñón de Lara, entre la primavera 
de 1940 y la de 1941 se asiste a toda una serie de maniobras tendentes a 
controlar tanto el partido único, como los resortes del poder del Estado. 
Culminarán con la formación de un nuevo gobierno, en mayo de 1941, que bajo 
la apíiriencia de ser "más falcingista que ninguno", significaba la acomodación 
de algunos de los "camisas viejas" más destacados, como Miguel Primo de 
Rivera o Girón, a las mieles del poder, "dejando la 'revolución pendiente' para 
'^  La Ley de 22 de febrero de 1941, de Fuero de las Jerarquías de F.E.T. y de las 
J.O.N.S. (B.O.E. del 5 de marzo), establecía que no se podía iniciar procedimiento por 
responsabilidades políticas contra un Consejero Nacional sin autorización de la Junta Política: 
"No se podrá instruir expediente alguno con arreglo a la Ley de Responsabilidades Políticas 
contra miembros del consejo Nacional de Falange Española Tradicionalista y de las J.O.N.S. 
ni a ninguna de la Jerarquías mencionadas en la presente Ley, hasta que, dado conocimiento 
del hecho que pueda motivar responsabilidad, así de como de todo los datos señalados en el 
párrafo segimdo del artículo cuarto de la presente Ley, aplicables a esta jurisdicción, al 
Presidente de la Junta Política, este, oída dicha Junta, autorice el procedimiento. El Tribunal 
Regional de Responsabilidades Políticas correspondiente remitirá testimonio de la resolución 
firme que recaiga a la Secretaría General, (art. 10) 
'" R. CHUECA, ob. cit. pág.369. 
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mejores tiempos"." 
Gerardo Salvador Merino había sido nombrado Delegado Nacional de 
Sindicatos en septiembre de 1939, un cargo que estrenó él, arropado por Pedro 
Camero del Castillo, vicesecretario del Movimiento, y Ramón Serrano Suñer, 
Presidente de la Junta Política.'^ Su nombramiento venía precedido por una 
reputación de "obrerista" ganada en plena guerra, durante la breve etapa en la 
que ocupó el Gobierno Civil de La Coruña. Sus concepciones sindicales, más 
próximas al modelo nazi que al del sindicalismo católico y su estilo demagógico 
y radical, chocaron con los sectores del Movimiento más conservadores. A decir 
de Payne, albergaba la ambición de "hacer de los Sindicatos la institución civil 
más poderosa de España".'^ Ni los militares, ni los representantes de la 
oligarquía estaban dispuestos a tolerar movimientos de masas obreras de ningún 
tipo, aunque fueran bajo el control de los aparatos nacionalsindicalistas. 
Demostraciones como el desfile de trabajadores en Madrid el 31 de marzo, 
organizado por el Delegado Nacional de Sindicatos para celebrar el primer 
aniversario de la victoria, le granjearon enemigos tan poderosos como el 
reaccionario general Várela, ministro del Ejército. 
A tenor de lo que, al parecer, el propio Merino contó a Payne, además 
de los militares, con Várela a la cabeza, otros dos sectores se opusieron 
frontalmente a su política sindical: los políticos reaccionarios representados por 
Esteban Bilbao y la oligarquía industrial y financiera, cuyos intereses defendía 
Demetrio Carceller.** A lo que habría que añadir el paulatino alejamiento de 
quienes le habían apoyado en un principio. 
"* M. TuÑÓN DE LARA, "El poder y la oposición", en J. A. BEESCAS y M. TuÑÓN DE 
LARA, España bajo la dictadura franquista (1939-1975), Historia de España dirigida por M. 
Tuñón de Lara, T. X, Barcelona, Labor, 1990, págs 181 y ss. 
'* Además de los trabajos de Tuñón de Lara y Queca ya citados, para conocer la 
personalidad política de Gerardo Salvador Merino y el contexto en el que se produce su caída 
hemos consultado S. ELLWOOD, ob. cit, págs 123-126; y S.G. PAYNE, Falange, ob. cit., págs. 
214-217. 
" S.G. PAYNE, Falange, ob. cit, pág 214. 
'* S.G. PAYNE, Falange, ob. cit, pág. 216. 
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Lo cierto es que poco después de formado el nuevo gobierno, en julio 
de 1941, encontrándose el Delegado Nacional de Sindicatos en su "luna de 
miel", apareció un oportuna ficha que delataba sus antecedentes masónicos y 
justificaba su destitución fulminante. 
Llegados a este punto nos encontramos con una situación ciertamente 
sorprendente. Aunque los autores que hemos consultado cuentan que tras su 
destitución Merino fue desterrado a las Baleares, ninguno parece conocer que 
el Tribunal de Represión de la Masonería y el Comunismo dictó una sentencia 
condenatoria contra él muy pocos meses después de producirse la destitución." 
Efectivamente, el 23 de octubre de 1941 el Tribunal de Represión de la 
Masonería y el Comunismo le condenó a doce años y un día de cárcel e 
inhabilitación absoluta perpetua por haber pertenecido a la Masonería. La pena 
de cárcel sería inmediatamente conmutada por la de doce años de 
confinamiento. '^' 
Que no trascendiera públicamente ni esta sentencia, ni la que dos años 
después le condenó en primera instancia por responsabilidad política, no debería 
sorprendemos. Una cosa era quitarse de encima a un molesto rival político, 
incluso con saña, y otra bien distinta que se anunciara a bombo y platillo que 
había sido condenado por masón el Delegado Nacional de Sindicatos, quien se 
sentaba en la Junta Política de Falange y en el Consejo Nacional del 
Movimiento. 
Como había sido condenado por masón, en enero de 1942 se le incoó el 
preceptivo expediente de responsabilidades políticas. Dos años después, la Sala 
P de del Tribunal Nacional de Responsabilidades Políticas le condenó en 
primera instancia, por haber incurrido en responsabilidad grave, a pagar una 
" Payne recoge la refer ida al destierro sufrido por Merino de una declaración de Arrese 
ea enero de 1961 y Tuñón se limita a decir que salió hacia las Baleares en fecha difícil de 
precisar, aunque la sitúa hacia ñnales de agosto. S.G. PAYNE, Falange, ob. cit., pág 602, y M. 
TuÑÓN DE LARA, M.,"E1 poder", ob. cit, pág 185. 
^ Una copia de la sentencia del Tribunal de Masonería y Comunismo se encuentra 
incorporada, como era preceptivo, al exp>ediente de responsabilidades políticas. Dicho expediente 
se encuentra en A.G.A., J., T.R.P.(T.N.) C: 30.924. 
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multa de cinco mil pesetas y a doce años y un día de inhabilitación para cargos 
de confianza. Merino recurrió la sentencia y finalmente la Sala de Alzada del 
Tribunal le absolvió al considerar que los servicios que había prestado al 
Movimiento eran lo suficientemente importantes como para eximirle de toda 
responsabilidad política. 
El fin de la carrera política de Gerardo Salvador Merino resulta tan 
abrupto como paradójico. Dos instrumentos represivos creados para castigar y 
neutralizar a los desafectos se emplean, en este caso, para advertir al personal 
político del Régimen sobre las consecuencias que acarreaba el sobrepasar 
determinados límites. Suponemos que más de uno tomaría buena nota. 
1.3.- C A R G O S P Ú B U C O S Y DiMGE3srrES POLÍTICOS 
Como sabemos, la ley de 1939 consideraba causa de responsabilidad el 
haber formado parte de los gobiernos del Frente Popular. Como quiera que la 
responsabilidad se hacía extensiva al que había convocado las elecciones de 
febrero de 1936, resulta que habían incurrido en responsabilidades políticas los 
miembros de todos los gobiernos republicanos desde enero de ese año, cuando 
Pórtela formó el segundo de sus gabinetes, así como todos los que 
desempeñaran cargos de confianza por nombramiento de dichos gobiernos. 
Además, la responsabilidad alcanzaba, no sólo a los candidatos y diputados del 
Frente Popular, sino también a los de otras formaciones que hubieran 
"traicionado a sus electores". 
Entre los expedientes resueltos en sentencia, al menos ciento veinte 
corresponden a miembros del gobierno, altos cargos, diputados y concejales 
(cuadro 25). Suponen un modesto 11'5 %, pero parecen justificar por si solos 
la creación de la Jurisdicción Especial de Responsabilidades Políticas. 
Más de las tres cuartas partes de los expedientes abiertos a cargos 
públicos se incoaron por orden del propio Tribunal, sin que mediara sentencia 
de otra Jurisdicción o denuncia de otro organismo o particular. Es decir, 
corresponden a personas de notoriedad pública, que por su actividad política 
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incurrían de lleno en alguno de los supuestos de la Ley. No es de sorprender, 
por tanto, que resultaran condenados el 90 %. Aunque sólo son ciento ocho, los 
jueces apreciaron entre ellos la mitad de las responsabilidades graves y todas las 
gravísimas. En total, se consideró muy grave o grave la responsabilidad 
contraída por el 60 % de los encartados que habían desempeñado un cargo 
público. 
Sobre ellos recayeron más de seiscientos setenta y siete millones de 
pesetas en multas, el 98 % del importe de todas las impuestas en Madrid. Se 
trata de una cifra esp)erpéntica para la España de la postguerra, imposible de 
satisfacer por los condenados, que sólo se justifica por su carácter ejemplar. De 
la cuantía de las sanciones económica y de su ejecución nos acuparemos en un 
epígrafe posterior, pero vaya por delante el que no tenemos constancia de que 
se llegarán a satisfacer ni siquiera tres millones de pesetas. 
Antes de continuar conviene hacer algunas precisiones. En primer lugar, 
no hay que olvidar que nos estamos refiriendo a la información recogida en los 
expedientes correspondientes a la provincia de Madrid que se resolvieron en 
sentencia. No obstante, aunque también se incoaran en otras provincias 
expedientes contra altos cargos republicanos, los datos anteriores y los que 
analizaremos a continuación nos hacen pensar que nos encontramos ante la 
mayor parte de lo que podríamos llamar el núcleo duro de los responsables, al 
menos en lo que respecta a la justificación ideológica de la Jurisdicción. 
Para que dicho núcleo estuviera completo, habna que incluir, desde 
luego, a los dirigentes políticos y sociales expedientados en otras provincias, 
especiídmente en Cataluña y el País Vasco, y en menor medida en Galicia, 
donde el hecho nacional y el autogobierno confieren a la represión 
connotaciones particulares. Pero no es de extríiñar que sea en Madrid, capital 
de la República, donde se castigue a buena parte de sus personalidades más 
significativas. 
Pasaron por el Tribunal de Responsabilidades Políticas los dos 
Presidentes de la República, todos los Presidentes de Gobierno del período 
republicano menos Chapaprieta (aunque ni Lerroux, ni Samper resultaran 
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condenados), dos de los tres Presidentes de las Cortes, un Presidente del 
Tribunal de Garantías Constitucionales y al menos treinta y uno de los cincuenta 
y dos ministros que desempeñaron el cargo desde enero de 1936, incluidos los 
del gobierno non-nato de Marti'nez Barrios .^' Entre los condenados se 
encuentran trece de los diecinueve diputados electos del Frente Popular en la 
provincia de Madrid.^ ^ 
En el cuadro 26 se recoge una relación de cuarenta y ocho 
personalidades que desempeñaron altas magistraturas republicanas (incluidos los 
del gobierno non-nato de Martínez Barrios), con la resolución firme de sus 
respectivos expedientes. A prácticamente todas ellas se les abrió expediente en 
Madrid, aunque por su interés hemos incluido, entre paréntesis y en cursiva, a 
cuatro cuyo expediente se incoó en otra provincia o no consta que lo fuera en 
Madrid. En caso de que hubieran desempeñado distintos cargos, aparecen 
citados una sola vez en el apartado correspondiente al de mayor rango. 
A todos, salvo las excepciones señaladas, se les juzgó en Madrid. Sin 
duda que el estudio de otras provincias permitiría añadir nombres. A esta 
nómina habría que incorporar las planas mayores de los partidos republicanos 
de izquierdas y obreros, muchos de los cuales ocuparon escaño parlamentario 
o desempeñaron altos cargos, incluyendo ministerios, durante el primer bienio. 
No deja de tener cierto carácter simbólico el que al menos diez de los 
doce miembros del gobierno provisional de la república, encargado de poner los 
cimientos jurídicos sobre los que se construyó la legitimidad democrática 
republicana, fueran juzgados por el Tribunal de Responsabilidades Políticas, que 
'^ El cuadro 4 y el cuadro 5 presentan una diferencia en el número de ministros. Se debe 
a que en el primero se computa a todos aquellos en cuya sentencia el Tribunal hacía constar tal 
circimstancia, mientras que en el segundo hemos incluido encartados que fueron ministros 
aunque el dato no aparezca en la sentencia correspondiente. 
^ Teíiemos constancia de la condena de diez de los trece diputados elegidos en la 
candidatura correspondiente a la capital: Largo Caballero, Jiménez de Asua, Alvarez del Vayo, 
Araquistain, de Francisco, Besteiro y Hernández Zancajo del P.S.O.E.; Azaña de Izquierda 
Republicana, Martínez Barrios de Unión Republicana y José Díaz del P.C.E.. De los seis que 
lo fueron por la provincia conocemos la sanción impuesta a tres: Ruíilanchas y Alvarez Ángulo 
del P.S.O.E y Escribano de Izquierda Republicana. La relación de candidatos y diputados 
electos puede consultarse en J. TuSELL, Leis elecciones, ob. cit. págs 282-283. 
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había sido creado, entre otras cosas, para justificar la agresión contra esa 
legitimidad.^ 
En cuanto a las sanciones económicas, llama la atención el absurdo de 
cuantías tan desmesuradamente millonarias. Lo analizaremos con detalle en el 
epígrafe correspondiente. 
^ A Alcalá Zamora, Azaña, Casares Quiroga (por el Tribunal Regional de la Coruña), 
Alvaro de Albornoz, Martihez Barrios, Domingo, Largo Caballero, Prieto y de los Ríos, se les 
impuso una sanción económica desmesurada. El expediente de Lerroux se sobreseyó y no 
tenemos constancia que se les abriera a Miguel Maura y a D'Olwer, aunque es muy probable 
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1,- T: iniciativa del Tribunal de Re«p(«sabilidadc5 PoUlicas; D: demmda de orgamsnK» públicos (dos de paiticulaies); M: sratencia de Cornejo de Gierra; IN: Expedktí» ptoceáetsic de Comiaida de IncauUcidn de BimH; NC: no consta, 
2.- Aunque la Ley sdlo admite tres grados de responsabilidad - ^ v e , menos grave y leve- en algunos casos señalados se califica como may gnve. E: imiy grave o «ctraordmaría; G: gfave; M: menos gnve; L: leve; S: sin califícar por eocUtir smtencía condesatoría de Consejo de Gwrra; NC: 
no consta. 
3.- ScBtsaxñas tecaíd$s sob» encartados que habbn sido condenados por un Ccnaejo de Guerra. Scfdn la L^, la jurisdicci<$n de responsabilidades potfiicas se limitaba a uopoix^T la sanción eoooúmica sin ctttrar a valorar los hedios. Ea este coso el Tribunal Re^onsl de Madrid no califícaba la 
responsabilidad en sus sctítewAaa. 
4.- Veintitrés de loe dirigcitíes de partidos políticos aparcoeai, lambíftci, como cargos pdblicos. 
Elaboración propia 
CUADRO N°26 (I) 
ALTOS CARGOS A LOS QITE SE INCOÓ EXPEDIENTE, CON INDICACIÓN DEL ORIGEN Y FALLO DEL EXPEDIENTE, DE 
LA C A L I F I C A C I Ó N DE LA RESPONSABILIDAD, DEL IMPORTE DE LA SANCIÓN ECONÓMICA Y SI SE PROPUSO LA 
PÉRDroA DE LA NACIONALIDAD 
Presidentes de la República 
Alcalá Zamora, Niceto 
Azaña Díaz, Manuel 
Presidentes dd Gobierno 
(Casares Quiroga, Santiago *) 
Giral, José 
Largo Caballero, Francisco 
Lerroux García, Alejandro 
Martínez Barrios, Diego 
Negrüj López, Juan 
(Pórtela Valladares, Manuel*) 
Samper Ibáñez, Ricardo 
Presidente de las Cortes 
Besteiro, Julián 
Presidente del Tribunal de Gara 
Albornoz y Limiana, Alvaro de 
Ministros de los gabinetes que st 































































CUADRO N°26 (CONTINUACIÓN) 
• 
Alvarez del Vayo, Julio 
(Aguirre Lecuona, J.A. *) 
Azcárate, Justino de 
Azaróla Gresillón, Antonio 
Blasco Garzón, Manuel 
Barcia Trelles, Augusto 
Castello Pantoja, Luis 
Domingo San Jiian, Marcelino 
Esplá Pizo, Carlos 
Franco López, Gabriel 
Giner de los Ríos, Bernardo 
González Peña, Ramón 
Gracia , Anastasio de 
Hernández Tomás, Jesús 
Lata Zarate, Antonio 
López Sánchez, Juan 
Lluhí i Vallescá, J. 
Méndez Aspe, Francisco 
(Moles, Juan *) 
Molero, N. 
Prieto Tuero, Indalecio 
Ramos, Enrique 























































































Río Rodríguez, C.(**) 
Ruiz Funes, Mariano (**) 
Sánchez Román, Felipe (**) 
Uribe, Vicraite 
Urzáiz Cadaval, Joaquín 
Velao Oñate, Antonio 
Zugazagoitia Mendieta, Julián 









Otros ministros de gobiewts antmores 
Baraés, Domingo 
Masquelet Lacaci, Carlos 
Palomo Aguado, Emilio 











































1.- RP: condena por responsabilidad política; AB: absolución; SB: sobreseimiento; S8: sobreseimiento por insolvencia; SS: sobreseimiento 
por existir sanción anterior; IH: inhibición a favor de otro Tribunal; (*);8i las claves van acompañadas de (*) se trata de resoluciones 
adoptadas por alguna de las salas del Tribunal Nacional, el resto lo fueron por el Tribunal Regional 2.- T: Incoado por iniciativa del 
Tribunal; D: por denuncia; NC: no consta. 
3.- E: responsabilidad de gravedad extraordinaria; G: grave; M: menos grave; SC: sin calificar por existir sentencia militar. 
4.- SI: propuesta al Gobierno de perdida de la nacionalidad; FALLECIDO: no se podía proponer por haber fallecido el encartado con 
anterioridad a sentencia. 
(*): No corresponden a la provincia de Madrid, o no hay constancia de ello. La información procede de distintos documentos del Tribuital 
Nacional. El expediente contra Casares Quiroga se siguió en el Tribunal de La Coruña. 
(••): Aunque por otras ñientes conocemos el contenido de la sentencia dictada por el Tribunal Regional de Madrid, no se conserva el 
expediente de Sánchez Román, ni los correspondientes a Cirilo del Río y Ruiz Funes se encuentran incompletos. 
Elaboración propias 
1.4.- SnUAaÓN DE LOS ENCARTADOS 
Como señalamos en su momento, la responsabilidad política no se 
extinguía con la muerte, ya que asumían la sanción económica los herederos del 
difunto, salvo que a estos se les reconociera e! haber prestado importantes 
servicios a los sublevados. Al menos se dictaron cincuenta y una sentencias 
contra personas ya fallecidas, once de ellas por haber sido ejecutadas por la 
jurisdicción castrense, de las que treinta y ocho fueron condenadas. El resto 
fueron absueltas, aunque todas después de la reforma de 1942. 
Caso distinto es el de aquellos encartados que se encontraban refugiados 
en el extranjero o cuyo paradero se desconocía. El hecho de no haber regresado 
tras una estancia superior a dos meses o no haber dado señales de vida eran por 
si solos motivo de responsabilidad. 
La filosofía represiva es evidente. Si se encontraban huidos o 
desaparecidos es porque tenían algo que temer. Así, de los ciento sesenta y seis 
que se encontraban en el extranjero fueron condenados ciento cincuenta y nueve, 
y ninguno de los absueltos lo fue con anterioridad a la reforma de la 
Jurisdicción. En cuanto a los que se consideraba en paradero desconocido, de 
los veintitrés se condenó a todos menos a uno, y en este caso no consta cuál fue 
la resolución. 
2.- FALLO Y EJECUCIÓN DE LAS SENTENCIAS 
Una vez conocidos quiénes son los encartados sobre los que recayeron 
las sentencias, vamos a analizar cómo se resolvieron los expedientes en los que 
estaban incursos. En primer lugar estudiaremos qué tribunal dictó la sentencia, 
cuándo y en qué sentido. A continuación nos ocuparemos de las sanciones 
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impuestas y de su vinculación con la calificación de la responsabilidad y la 
situación económica y social del condenado. Por último, comprobaremos si la 
Jurisdicción de Responsabilidades Políticas era capaz de ejecutar las sanciones 
que imponía. 
En el epígrafe anterior vimos cómo las mil cuarenta y tres sentencias 
dictadas por los distintos tribunales suponían el 19'62 % de los fallos recaídos 
sobre la totalidad de los expedientes incoados en la provincia de Madrid. 
Seiscientos quince encartados, el 11'64 %, fueron condenados y tan solo 
cuatrocientos veinticinco, el 8'04 %, absueltos. 
2.1.- TRIBUNALES QUE DICTARON LAS SENTENCU 
Como sabemos, en la depuración de las responsabilidades políticas 
intervienen diferentes órganos jurisdiccionales. Hasta la reforma de 1942, la 
resolución en primera instancia correspondía a los Tribunales Regionales de 
Responsabilidades Políticas. La reforma transfirió esta competencia a la 
Jurisdicción ordinaria, correspondiendo a las Audiencias Provinciales emitir los 
fallos. Pero en julio de 1943 se crearon dos salas de instancia en el Tribunal 
Nacional de Responsabilidades Políticas a las que se encargó de este cometido, 
asumiendo la Jurisdicción especial, de nuevo, el fallo de los expedientes. Al 
Tribunal Nacional de Responsabilidades Políticas le correspondía resolver los 
recursos interpuestos contra las resoluciones de Tribunales Regionales, 
Audiencias y Salas de Instancia. Por último, la Comisión Liquidadora fue la 
encargada de concluir los asuntos pendientes cuando en junio de 1945 se 
disolvió la Jurisdicción especial. 
A continuación nos aproximaremos al papel jugado por estos órganos 
jurisdiccionales en la depuración de las responsabilidades políticas, tomando 
como referencia el número de sentencias firmes, condenatorias y absolutorias, 
dictadas por cada uno de ellos (Gráfico 23). Además, no hay que perder de vista 
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los datos que hemos ido viendo, y que veremos, relativos a los encartados y las 
sanciones impuestas. 
Tribunal Regional 503 
48,23% 
Tribunal Nacional 19 
1,82% 
Audiencia Provincial 79 
7,57% N/C 100 9,69% 
Comisión Liquidadora 13 
1,25% 
Sala 1« 155 
14,86% Sala 2' 174 
18,68% 
GRÁFICO 23: TRIBUNALES QUE DICTARON LAS SENTENCIAS FIRMES. Elaboración 
propia. 
2.1.1.- Tribunal Regional de Responsabilidades Políticas de Madrid 
Casi la mitad de las sentencias fueron dictadas por el Tribunal Regional 
de Responsabilidades Políticas de Madrid. Afectaron a quinientos tres 
encartados, de los que más del 85 % fueron condenados. Desde que emitiera su 
primer fallo en junio de 1939, hasta su disolución por la reforma de 1942, el 
Tribunal Regional dictó cuatrocientas treinta condenas firmes, las cuales 
suponen casi el 70 % del total de las sanciones impuestas por el conjunto de la 
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jurisdicción de responsabilidades políticas en Madrid. 
Entre el 3 de marzo y el 20 de mayo de 1942, dentro del período 
transitorio establecido por la reforma para que se fallaran los asuntos pendientes 
antes del traspaso de competencias a la Audiencia Provincial, el Tribunal 
Regional dictó cincuenta y siete sentencias, pero, de mjinera significativa, 
únicamente fueron condenados ocho encartados. De hecho, más del 67 % de las 
absoluciones acordadas por el Tribunal se produjeron durante el mencionado 
período transitorio. 
Si además de los datos anteriores tenemos en cuenta que las condenas 
contra los principales responsables y las sanciones más duras las impuso el 
Tribunal Regional, como iremos viendo, podemos afirmar que fue, sin duda y 
con mucha diferencia, el más importante instrumento represivo entre todos los 
organismos jurisdiccionales que intervinieron en la depuración de las 
responsabilidades políticas. 
2.1.2.- Audiencia Provincial de Madríd y Salas de Instancia del Tribunal 
Nacional de Responsabilidades Políticas 
La reforma de 1942 pretendió, para agilizar el procedimiento y dar 
apariencia de normalidad, transferir la depuración de las responsabilidades 
políticas a la Jurisdicción ordinaria, tanto en lo concerniente a la instrucción de 
los expedientes y su resolución, como a las diligencias de ejecución de los 
fallos, manteniéndose el Tribunal Nacional de Responsabilidades Políticas como 
instancia superior. Pero la creación de las dos Salas de Instancia del Tribunal 
Nacional en junio de 1943 y de los dos juzgados especiales de ejecutorias en 
mayo y diciembre de 1944, pusieron en evidencia el fracaso, en este aspecto, 
de la reforma. Los datos relativos a Madrid confirman que la Audiencia 
Provincial dictó muy pocas sentencias. 
Efectivamente, la Audiencia de Madrid dictó setenta y nueve sentencias 
firmes, sólo cinco condenados. Teniendo en cuenta que no sabemos cuál de los 
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tribunales dictó el fallo correspondiente al 9'40 % de los encartados, se 
concluye que la jurisdicción especial dictó el 83 % de las sentencias firmes y 
la ordinaria tan solo el 7'57 %. Es evidente que el papel jugado 
directamente por la Audiencia de Madrid en la depuración de las 
responsabilidades políticas quedó limitado, tanto por el número de expedientes 
que resolvió, como por el de condenas que impuso. Por tanto, al menos en lo 
concerniente a Madrid, y creemos que para el conjunto del Estado, ftacasó el 
intento de implicar en mayor medida a la Jurisdicción ordinaria en la represión 
política, asumiendo competencias que por su naturaleza difícilmente encajaban 
en los tribunales ordinarios. 
Desde la publicación en julio de 1943 del Decreto por el que se creaban 
las dos Salas de Instancia, la Audiencia emitió veintiuna sentencias, todas antes 
de finalizar el año. No tenemos constancia de que volviera a dictar ninguna, 
salvo una resolución del año 1944, que no es en realidad una sentencia, sino un 
auto por el que se confirmaba el embargo de los bienes de Salvador de 
Madariaga, decretado por la autoridad militar en junio de 1938, y se ordenaba 
su ejecución.' 
A pesar de que el Decreto ordenaba a las Audiencias que enviaran cuanto 
antes los expedientes de los que deberían ocuparse las dos Salas recién creadas, 
hasta seis meses después de publicarse la norma no comenzaron estas a dictar 
sentencias, al menos en lo que respecta a Madrid. Entre ambas emitieron el 
31'54 % de las sentencias, correspondientes a trescientos veintinueve 
encartados, ciento cincuenta y cinco la Sala Primera y ciento setenta y cuatro 
' Hemos considerado el Auto como si ftiera ima sentencia, porque el expediente de Salvador 
de Madanaga fiíe incoado por iniciativa del Tribunal, a pesar de existir ya resolución 
sancionadora de la autoridad militar, en el expediente que se le había seguido por la comisión 
Provincial de Incautación de Bienes de Madrid y Toledo y no parece que se hubiera efectuado 
ninguna diligaicia hasta la confirmación acordada por la Audiencia de Madrid. En otros 
situaciones similares se sobreseyó el expediente por haberse ejecutado ya la sanción, como en 
el caso de Indalecio Prieto, o, si no se había ejecutado, se decretó el sobreseimiento o se 
confirmó la sanción mediante sentencia. En el caso de Madariaga, aimque técnicamente se 
confirme mediante un auto, a efectos prácticos es desde ese momento cuando "existe" una 
condena por responsabilidades políticas y cuando se inician los trámites para su ejecución, que 
se producirá en junio y diciembre de 1949. 
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la Sala Segunda, de los que resultaron condenados el 38'60 %. 
2.1.3.- Tribunal Nacional de Responsabilidades Políticas y Comisión 
Liquidadora 
Al Tribunal Nacional le correspondía resolver los recursos presentados 
por los encartados y, a partir de la reforma, también por el fiscal. No parece 
que el clima fuera muy propicio para presentar recursos contra las resoluciones 
de los Tribunales de Responsabilidades Políticas. Muchos de los sancionados 
con las penas más duras estaban en el exilio o en paradero desconocido y,en 
cualquiera de los casos, el propio procedimiento y la naturaleza de las conductas 
que se enjuiciaban debieron actuar como elemento disuasorio. Si no, cómo 
explicar que sólo se recurrieran menos del 2 % de las sentencias, veintisiete en 
concreto. 
El Tribunal Nacional emitió diecinueve sentencias firmes, de las que 
doce fueron condenatorias, todas resolviendo recursos. Dichos recursos fueron 
interpuestos por los encartados en diez casos, en siete por el ñscal y en uno por 
los dos (en otro no consta quién lo hizo), de los que prosperaron catorce. 
Por último, nos encontramos con trece sentencias, doce condenatorias, 
dictadas por la Comisión Liquidadora de Responsabilidades Políticas. Cinco 
resolvían recursos interpuestos por los encartados, consiguiendo su objetivo 
cuatro de ellos. 
2 . 2 . - C A U n C A a Ó N DE LA RESPONSABILIDAD 
La Ley de Responsabilidades políticas establecía que los Tribunales 
debían calificar "los hechos probados como graves, menos graves, o leves** (art. 
13). La calificación determinaba la extensión de las sanciones restrictivas de la 
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actividad o limitativas de la libertad de residencia, pero no las penas 
económicas, que se fijaban atendiendo no sólo a la gravedad de los hechos, 
sino, "principalmente", a la situación económica, social y familiar del 
responsable, (art. 13). 
A juicio del Tribunal Nacional, a la hora de valorar la responsabilidad 
contraída por los inculpados había que tener en cuenta lo que denomina 
"responsabilidad objetiva" y "responsabilidad subjetiva". La "responsabilidad 
objetiva" se derivaba de los propios hechos considerados, ya que no todos los 
supuestos de responsabilidad revestían la misma gravedad. La "subjetiva" tenía 
que ver con las circunstancias personales del inculpado, ya que la 
responsabilidad contraída era más grave en la medida en que su relevancia 
social y formación intelectual fueran mayores: 
"Precisa también tener muy en cuenta que, en los casos objeto de 
resolución, hay siempre una responsabilidad que pudiéramos llamar 
objetiva, ya que no todos los enumerados en el artículo 4° de la Ley 
entrañan importancia idéntica. No se puede tratar lo mismo al simple 
afiliado a un partido de los declarados fuera de la Ley, que a los 
directivos de los mismos; ni es igual oponerse activamente al 
Movimiento Nacional, que rebasar el período de dos meses de 
permanencia en el extranjero sin justificación de la misma. 
Hay, además, en cada caso concreto, una responsabilidad que 
pudiera calificarse de subjetiva o individual, puesto que nace de las 
circunstancias personales del inculpado, que precisa aquilatar con 
delicadeza; no se puede medir con el mismo rasero al hombre inculto, 
de formación deficiente, víctima muchas veces de las sugestiones del 
ambiente, que al intelectual, que, traicionando su misión y de espaldas 
a los más elementales postulados de la moral y a los imperativos de 
nuestra Historia, ha envenenado con sus predicaciones, frecuentemente 
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utilitarias, el alma popular" 
GRAVE 104 
16.91% A 
MUY GRAVE 15 
2,44% 




NO CONSTA 46 
7.48% 
SIN CALIFICAR 254 
41.30% 
GRÁFICO 24: CALIHCACIÓN DE LA RESPONSABILIDAD. Elaboración propia. 
Más del 41 % de las responsabilidades no se calificaron porque los 
encartados habían sido ya condenados por la jurisdicción castrense (gráfico 24). 
Como venimos repitiendo, no se investigaban los hechos prejuzgados por los 
Consejos de Guerra, limitándose los Instructores a indagar sobre los bienes de 
los acusados y el Tribunal Regional a imponer la correspondiente sanción 
económica. En tales casos, el Tribunal Regional de Madrid se abstenía de 
calificar dichos hechos. En un número marginal de expedientes, sólo dieciséis, 
todos ellos resueltos tras la reforma de 1942 por otros órganos jurisdiccionales. 
^ Instrucciones del Tribunal Nacional de Responsabilidades Políticas a los Tribunales 
Regionales, 2 de febrero de 1940, pág 4. Cursiva en el original. A.G.A., J., T.R.P.(T.N.), 
C: 1.290. 
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si que se calificó. 
Una peculiaridad interesante la constituye el que, a juicio del Tribunal 
de Madrid, la responsabilidad contraída por alguno de los condenados merecía 
un calificativo más grueso que el grave contemplado por la Ley para las 
actuaciones delictivas más trascendentes. Considera "muy grave", "gravísima" 
o "extraordinariamente grave" la actuación de los quince "máximos 
responsables" (2'44 %), y así aparece en las sentencias.^ Además se calificaron 
graves casi otro 17 % de las responsabilidades. En cuanto al agravante de ser 
"elemento director" o "prestigioso" por la condición social o política, se aplicó 
a cuarenta y ocho condenados. 
En el otro extremo, reforzando la idea de que los Tribunales no fueron 
especialmente benévolos a la hora de enjuiciar la conducta de los condenados, 
nos encontramos con un escaso número de responsabilidades consideradas leves 
(9'27 %). No obstante, las calificadas menos graves se acercan a la cuarta 
parte (22'60 %). 
Aunque volveremos sobre ello, hay que resaltar que ñie el Tribunal 
Regional de Madrid, antes de la reforma de 1942, el que juzgó y sancionó casi 
las tres cuartas partes de las actuaciones consideradas como graves, así como 
catorce de las quince muy graves. Dicho de otra manera, se depuraron las 
responsabilidades de mayor trascendencia antes de la reforma de la Jurisdicción. 
Volveremos sobre la calificación de las responsabilidades cuando 
hablemos de las sanciones. 
^ Se trata de Alvaro de Albornoz, Niceto Alcalá Zamora, Julio Álvarez del Vayo, Luis 
Araquistain, Manuel Azaña, Pablo de Azcárate, Augusto Barcias, José Giral, Juan Hernández 
Sarabia, Dolores Ibarruri, Luis Jiménez de Asua, Francisco Largo Caballero, Juan Negrm, 
Margarita Nelken y Vicente Uribe. No obstante, para establecer quiénes eran considerados como 
los máximos responsables no basta sólo con la calificación, entre otras razones porque la 
responsabilidad de un grupo numerosos de encartados, los condenados por la jurisdicción 
castrense, no se calificó. Por otro lado, recordemos que la calificación máxima contemplada por 
la Ley era la de grave, y hay muchos encartados condenados a sanciones durísimas cuya 
actuación fue calificada de este modo. 
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2.3.- SUPUESTOS DE RESPONSABILIDAD CONSIDERADOS EN LAS CONDENAS 
Cuando analizamos la Ley de Responsabilidades Políticas, ya dijimos que 
los supuestos de responsabilidad presentaban la peculiaridad, además de su 
amplitud, de permitir fijar la responsabilidad en la que había incurrido el 
condenado mediante una suerte de procedimiento acumulativo. 
Menos en las sentencias recaídas sobre encartados condenados por la 
jurisdicción de guerra, en el resto de los casos los jueces podían apreciar que 
por su conducta política habían incurrido en más de uno de los supuestos de 
responsabilidad comprendidas en la Ley. Si tenemos en cuenta que a los 
condenados por un tribunal castrense sólo se les sancionaba, salvo contadas 
excepciones, por ese motivo, la media asciende hasta cerca de tres supuestos por 
responsable político. Bien es cierto que la media oculta el hecho de que a un 
pequeño número de condenados se les consideró incursos en muchos supuestos 
a la vez. 
En el cuadro siguiente recogemos la frecuencia con la que se invocan los 
diferentes supuestos de responsabilidad para delimitar la actuación política 
delictiva de los condenados (gráfico 25). 
Como podemos observar, doscientos sesenta y ocho de los sancionados 
(43'57 %) habían sido condenados por "la jurisdicción militar por alguno de los 
delitos de rebelión, adhesión, auxilio, provocación, inducción o excitación a la 
misma, o por los de traición" {supuesto a).'' 
En otros ciento ochenta y cinco casos (30'08%) se apreció que los 
encartados habían salido hacia el extranjero y permanecido en él más de dos 
meses sin justificación (supuesto n). Evidentemente, a todo enemigo del régimen 
que había logrado exilarse se le podía aplicar este supuesto, además de los otros 
en los que pudiera haber incurrido. A otros siete se les condenó por el mismo 
'• Aquí hay que incluir tanto los expedientes incoados p)or este motivo, como algunos, 
abiertos por otras razones, a los que se incorporaría el testimonio de la sentencia mihtar una vez 
comenzada la instrucción. 
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GRÁnco 25: SUPUESTOS DE RESPONSABILIDAD EN LOS QUE INCURREN LOS 
CONDENADOS. Elaboración propia. 
motivo, pero con el matiz de que procedíém de la "zona roja" (supuesto m). 
A ciento cuarenta {22'76%) se les condenó, entre otras cosas, por 
"haberse opuesto de manera activa al Movimiento Nacional" (supuesto 1). A 
sesenta y tres (10'24 %) por haber contribuido a "fomentar con eficacia la 
situación anárquica en que se encontraba España" que hizo "indispensable al 
Movimiento Nacional" (supuesto ^j y a otros treinta y ocho (6' 18%) por inducir 
O excitar conductas incursas en responsabilidad política, de palabra, por escrito 
0 utilizando cualquier otro medio de difusión (supuesto J). Como señalamos en 
su momento, la falta de precisión a la hora de tipificar las conductas 
consideradas delictivas confiere a estos tres supuestos una amplitud tal que 
podrían aplicarse a cualquiera que no comulgara con los sublevados. 
Ciento treinta y tres (21'62 %) fueron castigados por militar en alguno 
de los partidos o asociaciones proscritas (supuesto c), ochenta y seis (13'98 %) 
por haber ocupado cargos directivos o representativos en ellas {supuesto b) y 
ochenta y siete (14'14 %) por haberse significado por su apoyo público al 
390 
Frente Popular o a las organizaciones que habían sido prohibidas, aunque no 
estuvieran afiliados ni aceptaran cargos de confianza o representación (supuesto 
e). 
Ciento dos (16'58) de los condenados lo fueron por haber formado parte 
de los gobiernos del frente popular o haber desempeñado cargos de confianza 
política por nombramiento de dichos gobiernos {supuesto d). Setenta y uno (11 '5 
%) ocuparon ministerios o altos cargos en el gobierno que convocó y presidió 
las elecciones de 1936 o fueron candidatos o interventores del gobierno o de los 
partidos del Frente Popular o compromisarios de estos partidos para la elección 
del Presidente de la República (supuesto f). Veintiséis (4'2 %) aceptaron 
misiones en el extranjero (supuesto o) y otro tomó algún tipo de decisión 
favorable al Frente Popular como miembro de la dirección o del consejo de 
administración de alguna empresa (supuesto p). 
Por último, cuarenta (6'50 %) encartados fueron condenados por 
masones (supuesto hf y veinticinco (4'06 %) por haber formado parte de 
órganos jurisdiccionales, ordinarios o especiales, que juzgaron a personas 
afectas a los sublevados, haberlas denunciado o haber participado en la 
intervención de sus bienes (supuesto i). 
Como curiosidad señalar que se condenó a dos diputados por "traicionar 
a sus electores" por "acción o abstención" (supuesto g) y que nadie fue 
condenado por haber renunciado a la nacionalidad española (supuesto ñ). Al 
final resultaba que los de la "anti-España" no quenan dejar de ser formalmente 
españoles, aunque a juicio de los vencedores hacía mucho que dejaron de serio 
espiritualmente. Para los más recalcitrantes ya había previsto la Ley de 
responsabilidades políticas la retirada, a la fuerza, de la nacionalidad (art. 9). 
^ Aunque la causa de incoación del expediente fuera otra, la pertenencia a la Masonería 
{xxlfa aparecer entre los motivos de la responsabilidad si durante la instrucción se acreditaba este 
hecho. 
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2.4.- ANÁLISIS DE LAS SANOONES IMPUESTAS Y DE SU uECuaóN 
Ya sabemos que la Ley de febrero de 1939 establecía tres grupos de 
sanciones: restrictivas de la actividad, limitativas de la libertad de residencia y 
económicas (art. 8°). Toda condena acarreaba, necesariamente, una sanción 
económica, dejándose al criterio de los Tribunales si se acompañaba o no de 
sanciones procedentes de uno o de los otros dos grupos atendiendo a las 
circunstancias específicas de cada caso (art. 10"). También sabemos que cuando 
un Tribunal consideraba que la responsabilidad en la que había incurrido un 
encartado era especialmente grave, podía proponer al gobierno que le retirara 
la nacionalidad española. 
En el cuadro 26 se pjonen en relación las diferentes combinaciones de 
penas de distinto tipo con la calificación de la responsabilidad. La aplicación de 
sanciones de los tres grupos estaba reservada a las responsabilidades más 
graves, salvo en aquellos casos en los que por existir una condena militar 
anterior o por haber fallecido el condenado antes de que se dictara la sentencia 
sólo cabía imponer la pena económica. Por ejemplo, a Manuel Azaña, 
considerado como el "máximo responsable", "sólo" se le pudo condenar a una 
pena económica de cien millones de pesetas. 
La propuesta de retirada de la nacionalidad española constituye un buen 
indicador para determinar a quiénes consideraban los vencedores como máximos 
responsables de la catástrofe nacional, aunque no el único, ya que a los 
fallecidos nos se les podía aplicar. Podría considerarse, en cierto sentido, la 
sanción máxima, ya que iba aparejada a la pérdida de todos los bienes y al 
extrañamiento por el período máximo contemplado por la Ley, quince años. El 
Tribunal propuso al Gobierno que catorce de los condenados dejaran de ser 
oficialmente Españoles.* 
* Se trata de Alvaro de Albornoz, Luis Álvarez del Vallo, Luis Araquistain, Pablo de 
Azcárate, Augusto Barcias, José Giral, Juan Hernández Sarabia, Dolores Ibarruri, Luis Jiménez 
de Asua, Francisco Largo Caballero, Diego Martínez Barrios, Juan Negrín, Margarita Nelken 
y Vicente Uribe. El Tribunal Regional de Madrid también propuso que se privara de la 
nacionalidad a Niceto Alcalá 2^mora, pero dicha decisión quedo revocada por la que dictó la 
Comisión Liquidadora de Responsabilidades Políticas en 1953, más de doce años después, 
resolviendo el recurso presentado por sus herederos. 
392 
CUADRO 26 
SANCIONES IMPUESTAS A LOS CONDENADOS POR RESPONSABILIDADES POLÍTICAS, 
CON INDICACIÓN DE LA CALIFICACIÓN DE LA RESPONSABILIDAD. 
SANOÓN 
De los tres gnipo^ 
Económica y restrictiva 
de la actividad 
Económica y limitativa 























































































1.- Aunque la Ley sólo contempla tres posibles calificaciones de la responsabilidad (grave, menos grave y leve), en las sentencias se distinguen algunas como muy graves o gravísimas. 
2.- Sentencias recaídas sobre encartados que habían sido condenados por un Consejo de Guerra. Segón la Ley, la jurisdicción de responsabilidades políticas tenía que limitarse a imponer la 
sanción económica, sin entrar a valorar los hechos. En tal caso, el tribunal Regional de Madrid no calificaba la responsabilidad en sus sentencias. 
3.- Grupo I, restrictivas de la actividad: inhabilitación absoluta e inhabilitación especial. Grupo II, ¡imitativas de la libertad de residencia: extrañamiento, relegación a las posesiones africanas, 
confinamiento y destierro. Grupo III, económicas: pérdida de todos los bienes, de bienes determinados o pago de una cantidad fija. 
Elaboración propia 
Tipo de sanción 
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GRÁnco 26: RELACIÓN ENTRE LA CALIFICACIÓN DE LA RESPONSABILIDAD Y LA SANCIÓN IMPUESTA. Elaboración propia. 
A cincuenta condenados (8'15%), de los que el 80 % habían incurrido 
en responsabilidades muy graves y el 30'76 % en graves, se les impuso la 
preceptiva pena económica acompañada de sanciones de los otros dos tipos. 
Un escalón por debajo se encuentran las condenas que imponen una 
sanción limitativa de la residencia, además de la obligatoria pena económica 
(6'99 % ). Casi el 80 % de ellas castigaban responsabilidades graves. 
La imposición de la sanción económica acompañada de otra restrictiva 
de la actividad, es decir, de inhabilitación absoluta o especial, se aplicaba con 
mayor frecuencia a responsabilidades de menor gravedad. Ciento cuarenta y una 
sentencias ( 22'92 %) castigaban así responsabilidades que en un 70 % fueron 
caliñcadas como menos graves o leves. 
La sanción que más veces se aplicó fue la económica sin combinar con 
ninguna de las de los otros dos grupos. Se castigaron sólo económicamente 
trescientas setenta y siete responsabilidades (61'30 %), significativamente el 
66'40 % de ellas sin calificar, es decir, correspondientes a encartados con una 
condena de un Consejo de Guerra a sus espaldas.^ Casi el 22 % de estas 
sanciones se aplicaron a responsabilidades menos graves y leves. 
A modo de resumen, el gráfico 26 nos ayudará a analizar la relación 
entre la calificación de la responsabilidad y el tipo de sanción impuesto. Como 
se puede observar, el 80 % de las responsabilidades muy graves se castigaron 
mediante la aplicación simultánea de los tres grupos de sanciones, 
correspondiéndoles, además, trece de las catorce peticiones de retirada de la 
nacionalidad. 
Para castigar las responsabilidades graves se aplicó tanto la suma de 
sanciones de los tres grupos, como la pena económica en combinación con 
restricción de la libertad de residencia o con inhabilitación, sin que la decisión 
de los Tribunales se decante de manera clara por alguna de las fórmulas. En 
términos relativos, se destaca levemente la segunda opción (32'69 %) sobre la 
^ Las dos responsabilidades muy graves corresponden a fallecidos y ocho de las trece graves 
a cuatro faUecidos y cuatro encartados cuya responsabilidad si se califícó a pesar de haber sido 
condenados por un tribunal militar. 
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primera (30'76 %), quedando ligeramente por detrás la tercera (24'03 %). A 
un número reducido de las responsabilidades así calificadas (12'5 %) se les 
impuso únicamente la pena económica. 
En el castigo de las responsabilidades menos graves sí se aprecia un 
claro predominio de la sanción económica combinada con inhabilitación (56'83 
%). Como alternativa, se aplicaba la obligatoria pena económica (35'25 %) sin 
otro tipo de sanción. 
Las responsabilidades leves sólo se castigaron o con sanción económica 
(59'65 %) o con pena económica más inhabilitación (38'59 %). En cuanto a las 
responsabilidades sin calificar, correspondientes a encartados que habían sido 
previamente condenados ¡wr la jurisdicción militar, ya sabemos que sobre ellas 
no podía recaer más que la sanción económica, circunstancia esta que queda 
elocuentemente representada en el cuadro. 
2.4.1.- Las sanciones económicas 
Como sabemos, los Tribunales tenían que imponer siempre una pena 
económica, que podía ir acompañada o no de sanciones de los otros dos grupos 
según las circunstancias de cada expediente. También expusimos en su momento 
que la sanción económica constituía la base del castigo que los vencedores 
tenían reservado a quienes consideraban culpables de haber contribuido a "forjar 
la subversión roja", porque el objetivo declarado del proceso depurador de las 
responsabilidades políticas era el contribuir a la reconstrucción tanto espiritual 
como material de España. Como la reconstrucción material precisaba proveerse 
de los fondos necesarios, justo era que aquellos que habían causado el daño 
pagaran con su patrimonio. 
La Ley de Responsabilidades Políticas no establecía una relación 
concreta entre la gravedad de la responsabilidad y la cuantía de la pena 
económica con la que se debía castigar la culpa contraída, sino que dejaba al 
Tribunal libertad para determinar la sanción que iba a imponer "teniendo en 
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cuenta no sólo la gravedad de los hechos apreciados, sino, principalmente, la 
posición económica y social del responsable y las cargas familiares que 
legalmente esté obligado a sostener" (art. 13). El Tribunal Nacional insistía en 
que la imposición de las sanciones económicas habría de guiarse por el criterio 
de la moderación que permita hacer efectivo el propósito, recogido en el 
preámbulo de la Ley, de que los responsables reparasen los daños causados con 
su actuación, pzua que una vez liquidadas sus culpas se integraran en la "nueva 
España"; criterio este del que quedan excluidos "los casos gravísimos, que 
determinan la pérdida de la ciudadanía y la de todo el patrimonio": 
"[La Ley] aspira a liquidar las responsabilidades políticas de la guerra 
mediante la obligada reparación pecuniaria de los daños causados al país, 
pero con un sentido de moderación que i>ermita a los culpables rehacer 
su vida y colaborar dignamente con sus compatriotas en la realización 
de una España grande. Salvo los casos gravísimos, que determinan la 
pérdida de la ciudadanía y la de todo el patrimonio, las sanciones 
económicas deben dejar siempre a cubierto la satisfacción, con humana 
amplitud, de las necesidades individuales y familiares del incautado; sin 
que esto quiera decir que se deba llegar a la incautación de lo que rebase 
la satisfacción de aquellas necesidades, pues para graduar la sanción 
adecuada precisa tener además muy en cuenta la gravedad de la 
transgresión, sin olvidar en ningún momento que destruir los 
patrimonios, especialmente los pequeños, es ir contra la base de 
sustentación de las familias, y, en definitiva, contra el orden social."* 
' Instrucciones del Tribunal Nacional de responsabilidades Políticas a los tribunales 
Regionales, 2 de febrero de 1940, págs 3 y 4. A.G.A, J., T.R.P.(T.N.), C: 1.290. 
El Coronel Segismundo Casado recoge algunas observaciones acerca de las penas 
económicas que sufrirían los presuntos responsables efectuadas, según él, durante el transcurso 
de las conversaciones mantenidas entre el Consejo de Defensa y las autoridades franquistas para 
poner fin a la guerra. Como se sabe, Franco exigía la rendición incondicional de las fuerzas 
republicanas. No obstante, hizo llegar al Consejo por medio de sus agentes un documento con 
"ocho concesiones", la sexta de las cuales rezaba, según Casado, de la siguiente manera: "de 
los delitos cometidos durante el dominio rojo, sólo entenderán los Tribunales de Justicia. Las 
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El Tribunal Nacional consideraba que, en el caso de los simples afiliados 
a partidos prohibidos que no hubieran incurrido en otras responsabilidades, la 
sanción no debería superar las quinientas pesetas, para ingresos inferiores a las 
seis mil anuales, o las mil doscientas cincuenta, si pasaban de esa cantidad pero 
sin rebasar las doce mil ' 
Los "casos gravísimos" quedaban excluidos de la moderación 
recomendada. La perdida de todos los bienes era la sanción más dura y, al 
menos en Madrid, se impuso utilizando dos fórmulas diferentes. Como veremos 
enseguida, en muy pocas sentencias se ordenaba textualmente que el condenado 
perdiera todos sus bienes, sino que se fijaba el pago de una cantidad ñja, pero 
tan elevada que no sólo comprendía todos sus bienes conocidos, sino también 
otros que pudieran conocérsele en el futuro. 
En los gráficos 27y 28 y el cuadro 27 aparecen agrupadas las sanciones 
económicas según su cuantía. No se escapará al lector que el valor de la 
información presentada de esta manera es meramente indicativo, dado que en 
virtud de la Ley unos hechos calificados de la misma manera se castigaban. 
responsabilidades civiles se humanizarán en favor de las familias de los condenados". En la 
reunión mantenida en el aeródromo de Burgos entre los representantes de ambas partes el 23 de 
marzo, los portavoces franquistas aclararían el alcance de esta concesión. Siempre en 
transcripción de Casado, el Teniente Coronel Garijo informó al Consejo que los emisarios de 
Franco "afirmaron que todas las multas y confíscaciones impuestas por penas dictadas por los 
Tribunales competentes, serán hechas sobre la idea de no privar a los familiares de los 
condenados de los recursos necesarios para vivir y siendo las confiscaciones temporales o 
definitivas y aun permanentes habría la posibilidad de amnistía en un plazo lejano". Besteiro 
intemin^iría en este punto para resaltar que la cuestión no quedaba aclarada: "No está claro. 
Por actividades políticas, ¿la Ley de responsabilidades? Así, la Ley coge a todos los individuos, 
teniendo en cuenta la confusión de conceptos y de aplicación de varias concesiones, que se 
contradicen." Continuando su informe el Teniente Coronel Garijo con la siguiente, y 
sorprendoite, afirmación: "Por la Ley de Responsabilidades se concede la vida y en caso de 
confiscación se concede la holgura" (CORONEL CASADO, Así cayó Madrid, Ultimo episodio de 
la guerra civil española, Guadiana de Publicaciones, 1968, 2^ ed, p)ágs 210 y sigs.) 
No parece que el Consejo de Defensa tuviera una idea siquiera aproximada del alcance 
de la Ley de Responsabilidades Políticas, que se había publicado más de im mes antes. 
Curiosamente sólo hemos identificado con seguridad entre los expedientados en Madrid por 
responsabilidades políticas a dos de los miembros del Consejo de Defensa: al consejero de 
Estado Julián Besteiro, que resultó condenado, y al Consejero de Justicia San Andrés, de 
Izquierda Republicana, cuyo expediente se sobreseyó por insolvencia. 
' Instrucciones del Tribunal Nacional a los Tribunales regionales, 2 de febrero de 1949, 
págs. A.G.A, J., T.R.P., (T.N.), C: 1.290. 
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dependiendo de las circunstancias personales de los condenados, con sanciones 
económicas muy dispares en términos absolutos, aunque en términos relativos 
pudieran acarrear peijuicios parecidos. No obstante, nos permitirá avanzar en 
nuestro propósito de determinar quienes eran considerados como los máximos 
responsables. 
Formalmente sólo se utilizó la fórmula pérdida de todos sus bienes en 
dieciséis condenas (2'60 %). Conjuntamente con las treinta y ocho penas 
iguales o superiores al millón de pesetas (6'18 %), castigaron todas las 
responsabilidades muy graves y algo menos de un tercio de las graves. Como 
es lógico, no se impusieron penas tan elevadas para sancionar responsabilidades 
de gravedad menor. 
Un tercer tramo de sanciones lo constituyen las cuarenta y cuatro (7'15 
%) que siendo superiores a las cien mil pesetas no alcanzan el millón. Se 
aplican, en casi todos los casos, a responsabilidades graves, aunque a diferencia 
de las anteriores se impusieran con carácter excepcional a alguna de las menos 
graves. 
Las sanciones inferiores a las cien mil pesetas, aunque también 
castigaron responsabilidades graves, afectaron a prácticamente todas las 
calificadas menos graves, leves y sin calificar. 
Se impusieron ciento tres sanciones económicas (15'83 %) inferiores a 
cien mil pesetas y superiores o iguales a las diez mil. Entre ellas, un porcentaje 
considerable, cerca del 20 % sobre el total,castigaron responsabilidades graves. 
Salvo excepciones constituyen la sanción máxima impuesta a las menos graves 
v a las sin calificar. 
Las penas inferiores a'mil pesetas, cuatrocientas diez (66'67 %), forman 
el grupo más numeroso con mucha diferencia. Aunque también se aplicaron a 
casi un 15 % de responsabilidades graves, castigaron fundamentalmente 
conductas de menor gravedad. 
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N' de sanicones 
103 
38 ^ ^ ^ 1 
IHH HHI ^^H TB A B C 
TB: Pérdida de todos los bienes; A; un millón o más 
B: cien mil-menos del millón; C: diez mil-menos de cien mil 






GRÁFICO 27: SANCIONES ECONÓMICAS SEGÚN LA CUANTÍA DE LAS PENAS (I). 
Elaboración propia. 
D: 6 6 , 6 7 % ^ ^ ^ ^ ^ 
C: 16,75% 
fcn \\>z2^ B: 7,15% 
y/^éÉmk A: 6,18% 
^ ^ ^ ^ ^ ^ TB: 2,eo% 
: ^ ^ ^ ^ ^ ^ ^ NC: 0,65% 
GRÁFICO 28: SANCIONES ECONÓMICAS IMPUESTAS A LOS CONDENADOS POR 
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1.- Aunque la Ley sólo conteit^ila tres grados de responsabilidad -grave, menos grave y leve-, en algunos casos señalados se caliñca como muy grave, 
gravísima o extraordinaria. 
2.- Sentencias recaídas sobre encartados condenados anteriormente por un Consejo de Guerra. Según la Ley, la jurisdicción de responsabilidades políticas se 
limitaba a in^oner la sanción económica sin entrar a valorar los hechos. En estos casos el Tribunal Regional de Madrid no calificaba la responsabilidad en sus 
sentencias. Elaboración propia. 
En resumen, aunque la gravedad de los hechos castigados no era, según 
la Ley, el criterio principal que debía guiar a los miembros de los Tribunales 
al fijar la cuantía de la pena económica, del estudio de las sanciones si se 
desprende una relación. Sobre todas las responsabilidades muy graves recayeron 
penas superiores al millón de pesetas; en realidad, desmesuradamente 
superiores, lo que las equiparaba, de hecho, con la pérdida total de bienes. Las 
sanciones con las que se castigaron las actuaciones consideradas graves se 
distribuyen entre todos los tramos, pero más del 65 % son superiores a las cien 
mil pesetas o directamente ordenaban la incautación de todos los bienes del 
condenado. Cerca del 72 % de las responsabilidades menos graves recibieron 
penas inferiores a diez mil pesetas, y una cuarta parte entre esa cantidad y las 
cien mil, superándose esta cifra sólo en contadas ocasiones. Prácticamente la 
totalidad de las leves se castigaron con cantidades inferiores a las diez mil 
pesetas, más del 80 % por debajo de las cinco mil. 
Llama la atención el que prácticamente todas las sanciones económicas 
impuestas a quienes habían sido condenados por la jurisdicción castrense se 
sitúen por debajo de las cien mil pesetas. La mayoría (86'6 %), incluso, por 
debajo de las diez mil. Nos inclinamos a pensar que, al no valorar los 
Tribunales en estos casos los hechos que venían ya juzgados por los Consejos 
de Guerra, en la determinación de la cuantía de la pena económica pesaron en 
mayor medida las circunstancias personales de los condenados, su patrimonio 
y cargas familiares. Por otro lado, la mayoría de las personalidades más 
destacadas por su posición social y trascendencia política, factores agravantes 
de la responsabilidad, marcharon al exilio sin que fueran juzgados, salvo 
excepciones, por los Consejos de Guerra. Por último, podna tratarse del reflejo 
de la procedencia social de los condenados por la jurisdicción castrense, entre 
los que destacarían aquellos con menores ingresos y patrimonios. 
Podemos hacer un cálculo bastante aproximado del importe toteil de las 
sanciones económicas impuestas en los expedientes estudiados. El monto de las 
sanciones determinadas mediante una cantidad fija asciende hasta cerca de los 
seiscientos noventa millones de pesetas, a los que habría que sumar el valor de 
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los bienes muebles e inmuebles de los dieciséis condenados a la pérdida total de 
sus bienes. Sólo tenemos constancia de la estimación judicial de los bienes de 
siete de ellos, que no alcanzan entre todos el millón de pesetas. 
En resumen, la Jurisdicción Especial de Responsabilidades Políticas 
impuso, sólo en Madrid, sanciones por un importe total de más de seiscientos 
noventa millones de pesetas, una cantidad ciertamente espectacular para la 
época. Máxime si tenemos en cuanta que, como hemos visto, prácticamente la 
totalidad de las condenas contra los considerados como los principales 
responsables se produjeron antes de la reforma de 1942. Para que nos hagamos 
una idea, la cifra equivaldría a entre el O'18 % y el O'37 % de la Renta 
Nacional en 1942, según la estimación de la renta que manejemos.^ .^ 
Pero el significado real de estas cifras sólo puede entenderse en base a 
otros dos elementos. En primer lugar, sobre apenas el 6 % de los condenados, 
aquellos que recibieron sanciones iguales o superiores al millón de pesetas, 
recayó cerca del noventa y ocho por ciento de la suma total de las penas 
económicas. En términos absolutos, las penas impuestas a treinta y ocho 
condenados ascienden a seiscientos setenta y seis millones de pesetas. 
En segundo, una cosa es que los tribunales impusieran esas sanciones y 
otra muy distinta que se llegaran a ejecutar. En otras palabras, si el importe de 
las sanciones económicas no guardaba relación con el valor de los bienes de los 
condenados, resultaba imposible su ejecución. 
En el cuadro 28 se relacionan los treinta y ocho condenados a las penas 
'"J. A. Biescas calcula la Renta Nacional en 1942 en 183.821.000.000de pesetas constantes 
de 1953, a partir de los datos del Consejo de Economía Nacional (J.A. BIESCAS, "Estructuras 
y coyunturas económicas", en J. A. Biescas y M. Tuñón de Lara, Ob. cit., pág.25) No obstante, 
insistimos en el carácter indicativo de la comparación, porque Albert Carreras ha puesto de 
relieve las grandes discrepancias entre los autores en la estimación de la Renta Nacional para 
el decenio 1935-1945, resultando más alta cuanto más tarde se realizó dicha estimación. Así, 
según la información aportada por el propio Carreras, las estimaciones para 1942, en pesetas 
constantes de 1958, oscilan entre los 227.442.000.000 publicados por el Consejo de Economía 
Nacional y los 372.176.000.000 calculados por él mismo.( A. CARRERAS, "Depresión económica 
y cambio estructural durante el decenio béUco. 1936-1945", en A.M. Bemal, A. Carreras, J.C. 
Mainer, C. Martí, M. Peset, E. Sevilla Guzmán, J. Tusell y oUos El primer franquismo. España 
durante la segunda guerra mundial, edición al cuidado de J.L. García Delgado, Madrid, Siglo 
XXI, 1989, págs 4 y sigs.) 
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más altas, entre un millón y cien millones de pesetas, y los dieciséis que lo 
fueron a la pérdida de todos sus bienes." 
El cuadro demuestra que se impusieron penas económicas desmesuradas 
sabiendo que su cumplimiento resultaría de todo punto imposible. Los jueces 
conocían la situación patrimonial de los encartados antes de dictar sentencia 
porque la información al respecto se incluía dentro de la pieza de instrucción. 
Se hacía constar la situación patrimonial y familiar de los encartados entre los 
resultandos de las sentencias. Recordemos, de nuevo, que la Ley de 
Responsabilidades Políticas ordenaba textualmente que las sanciones económicas 
se fijaran teniendo en cuenta, "principalmente, la posición económica y social 
del responsable y las cargas familiares que legalmente" estuviera obligado a 
sostener, y "no sólo la gravedad de los hechos apreciados". Por tanto, las 
sanciones impuestas deberían guardar relación con los patrimonios, aunque la 
posición social pudiera inducir a cierta ambigüedad en la interpretación de la 
Ley que desvirtuara tal relación. Por otro lado, la misma Ley había previsto la 
"perdida total de los bienes" para castigar las responsabilidades más graves y, 
sin embargo, en lugar de utilizar esta fórmula se prefiere la imposición de una 
cantidad fija. 
" De los primeros, el Tribunal Regional de Madrid condenó, en sentencia firme, a treinta 
y seis a lo largo de 1941 y el comienzo de 1942. En uno de los dos casos restantes, también fue 
este Tribunal el que dictó en 1941 sentencia en primera instancia, que sería revocada años 
después, y en el otro desconocemos la fecha de la resolución del expediente. En el caso de las 
Seis condenas a la pérdida total de bienes las dictaron a partir de 1943 otros órganos 
jurisdiccionales. 
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CUADRO 28 (I) 
CONDENADOS POR RESPONSABILIDADES POLÍTICAS SOBRE LOS QUE RECAYÓ UNA SANCIÓN ECONÓMICA SUPERIOR A 500.000 PTS, CON INDICACIÓN DE 
LA CALIFICACIÓN DE LA RESPONSABILIDAD, ESTIMACIÓN JUDICIAL DE BIENES DEL ENCARTADO, IMPORTE DE LA SANCIÓN Y SI SE EJECXJTÓ 
NOMBRE 
Albornoz y Limiana, Alvaro 
Azaña Díaz, Manuel 
Negrín López, Juan 
Giral Pereira, José 
Alvarez del Vayo, Julio 
Barcia Trelles, Augusto 
Domingo San Juan, Marcelino 










ESTIMACtóN PE BIENES 
RECOGIDA EN LA SENTENCIA 
N o consta 
5.690 pts, algunos objetos depositados en 
un guardamuebles y copropietario, con su 
hermana de alguna fínca en Alcalá de 
Henares 
N o se le conocen bienes 
700.000 Pts 
N o se le conocen bienes 
1 l.OOO pts en metálico y u n tercio de ima 
finca valorada en 300.000 pts. 
N o se le conocen bienes 













Parcial: Algo más de 193 
pesetas en metálico, 
algunos muebles y 
derechos sucesorios sobre 
una finca de su padre (*) 
Parcial: adjudicación al 
estado de cantidades en 
metálico y valores 
Parcial: Unas 90.000 pts 
en metálico e inmuebles 
por un valor de 115.000 
pts. 




CUADRO 28 (CONTINUACIÓN) 
CONDENADOS POR RESPONSABILIDADES POLÍTICAS SOBRE LOS QUE RECAYÓ UNA SANCIÓN ECONÓMICA SUPERIOR A 500.000 FTS, CON INDICACIÓN DE 
LA CALIFICACIÓN DE LA RESPONSABILIDAD, ESTIMACIÓN JUDICIAL DE BIENES DEL ENCARTADO, IMPORTE DE LA SANCIÓN Y SI SE EJECUTÓ 
NOMBRE 
Ibarruri Gómez, Dolores 
Uribe Galdeano, Vicente 
Hernández Sarabia, Juan 
Araquistain Quevedo, Luis 
Azcárate Flores, Pablo de 
Nelken de Paul, Margarita 
Masquelet Lacaci, Carlos 
Méndez Aspe, Francisco 
Rico López, Pedro 












ESTIMACIÓN DE BIENES 
Una casa en Somorrostro valorada en 3000 
pts. 
Carece de bienes 
17 pts (sic.) 
600 francos (?) y la maquinaria de 
Claridad. 
No consta 
No se le conocen bienes 
21.500 pts 
Un finca urbana y una finca nística. Su 
esposa aparece como copropietaria de tres 
casa. 
No se le conocen 















Parcial: fincas por valor de 
31.720 pts. y las 17 pts 
depositadas en una ce . 
Parcial: 173 pts y 600 
nances (?). La maquinaria 
de Claridad había sido 





Parcial: 367 pts. 
Adjudicación en subasta a 
F.E.T. de las J.O.N.S. de 




CUADRO 28 (CONTINUACIÓN) 
CONDENADOS POR RESPONSABILIDADES POLÍTICAS SOBRE LOS QUE RECAYÓ UNA SANCIÓN ECONÓMICA SUPERIOR A 500.000 PTS, CON INDICACIÓN DE 
LA CALINCACIÓN DE LA RESPONSABILIDAD, ESTIMACIÓN JUDICLM- DE BIENES DEL ENCARTADO, IMPORTE DE LA SANCIÓN Y SI SE EJECUTÓ 
NOMBRE 
Jiménez de Asúa, Luis 
Giner de los Ríos, Bernardo 
Gracia Villarrubia, Anastasio de 
Martüiez Cartón, Pedro 
Sánchez Albornoz Meduiña, Claudio 
Santos García, José 
Velao Oñate, Antonio 
Alcalá Zamora, Niceto 
Alvarez Buylla, Placido 
Cremades Fons, Juan José 
Llopis Fernández, Rodolfo 
Alvarez Ugena, Manuel 
Díaz Ramos, José 
















ESTIMACIÓN DE BIENES 
75.000 pts en valores y 32.780 pts de 
participación en una mina 
Una c e . con 5'08 pts (sic) 
Una c.c con 42.184 pts 
No consta 
No se comprobaron (?) 
No consta 
22.550 pts en valores 
6.000.000 (*) 
"Cuantía elevada" sin determinar. 
Carece de bienes 
Se le desconocen bienes 
No consta 
Se le desconocen 

















Parcial: valores por un 
nominal de 87.600 pts. 
No 
Parcial: 7.950 pts en 





Parcial: 30.332 pts. 
procedentes de la venta de 
los valores. 
Parcial: 1.204.555 pts, 
cuyo último plaza se pago 
en julio de 1967. 






CUADRO 28 (CONTINUACIÓN) 
CONDENADOS POR RESPONSABILIDADES POLÍTICAS SOBRE LOS QUE RECAYÓ UNA SANCIÓN ECONÓMICA SUPERIOR A 500.000 PTS, CON INDICACIÓN DE 
LA CALIFICACIÓN DE LA RESPONSABILIDAD, ESTIMACIÓN JUDICIAL DE BIENES DEL ENCARTADO, IMPORTE DE LA SANCIÓN Y SI SE EÍECUTÓ 
NtMBRE 
Lamoneda Fernández, Ramón 
Maestro San José, Joisé 
Matz Sánchez, Francisco 
Paz Mateos, Alberto de 
Prat García José 
Rufilanchas Salcedo, Luis 
TOTAL 
Alvarez Ordóñez, María 
Asensio Torrado, José 
Benito Mampel, José 
Campano Fernández Jerónimo 
Canjpon Moro, Tomás 
Carreras Reura, Francisco 
Casas Jiménez, Hermenegildo 
Claro Ferrer, Francisco 
Escribano Yague, Daniel 






























No se le conocen 
No se le conocen 






















Parcial: 1000 pts de la 














Parcial: participación en 
una fínca 
CUADRO 28 (Y CONTINUACIÓN) 
CONDENADOS POR RESPONSABILIDADES POLÍTICAS SOBRE LOS QUE RECAYÓ UNA SANCIÓN ECONÓMICA SUPERIOR A 500.000 FTS, CON INDICACIÓN DE 
LA CALIFICACIÓN DE LA RESPONSABILIDAD, ESTIMACIÓN JUDICIAL DE BIENES DEL ENCARTADO, IMPORTE DE LA SANCIÓN Y SI SE EJECUTÓ 
KOMBRE 
Garrido Cabero, Leopoldo 
González Vázquez, Braulio 
Largo Caballero, Francisco 
Madariaga, Salvador de 
Martínez Barrios, Diego 








1 ESTIMACIÓN DE BIENES 
No consta 
Carece de bienes 
25.000 pts (?) 
No consta (?) 
Se le desconocen 
800.000 pts más una finca y un almacén 











Parcial: 36.000 pts 
Total: adjudicación al 
Estado de todos los bienes 
que habían sido 
embargados y de las 
cantidades ingresadas en la 
cuenta especial de 
responsabilidades políticas 
Total: 58.243 pts y otros 
bienes muebles 
No 
* E: muy grave; G: grave; M: menos grave; L: leve; SC: sin calificar; NC: no consta. 
** Recordemos que se tiene en cuanta la sentencia firme. Niceto Alcalá Zamora había sido condenado en primera instancia por el Tribunal Regional 
de Madrid a pagar 25.000.000 de pesetas, sanción que, como sabemos, sena revocada por la Sala de Instancia del Tribunal Nacional 
Elaboración propia 
Si comparamos la cuantía de las penas impuestas con la estimación 
judicial de los bienes, veremos que en ningún caso guardan relación. A la 
mayoría no se les conocían bienes, carecían de ellos o eran muy modestos. La 
posible excepción corresponde a Alcalá Zamora, a quién se le atribuye un 
patrimonio valorado en seis millones de pesetas y se le impone en segunda 
instancia una sanción de tres. Ahora bien, la resolución en primera instancia del 
Tribunal Regional de Madrid, que finalmente dejaría sin efecto la Comisión 
Liquidadora de Responsabilidades Políticas, le había condenado al pago de 
cincuenta millones, cantidad esta que superaba en mucho la valoración de sus 
bienes.^ ^ 
El Tribunal Regional de Madrid sabía que ninguno de los tres 
condenados a la máxima sanción que impuso disponía de bienes de importancia. 
La multa de, nada más y nada menos, cien millones de pesetas a cada uno, no 
se podía justificar por el escaso patrimonio que se atribuía a Negrín, Azaña o 
Alvaro de Albornoz. Aunque algo más elevada, la fortuna de setecientas mil 
pesetas que se atribuye al presidente Giral tampoco justifican setenta y cinco 
millones de multa; ni tampoco se les conocen bienes importantes a ninguno de 
los condenados al pago de veinticinco millones, ni al resto de los condenados 
que incluimos en nuestro cuadro. En el mejor de los casos unas decenas de 
miles de pesetas; la mayoría carecía de ellos. 
Hay que preguntarse por qué no se les condenó directamente a la pérdida 
de todos los bienes, como se hiciera con Martínez Barrios o Largo Caballero. 
Se nos ocurren dos razones complementarias entre sí. 
El carácter ejemplar del castigo se refuerza si se fija una suma concreta 
de dinero, lo que implica hacer una valoración explícita del perjuicio causado, 
algo que se difumina cuando se condena a la pérdida de todos los bienes, 
sobretodo cuando los bienes de los responsables son escasos. Pero, según la 
Ley, no se condenaba a los responsables políticos por haber causado un daño 
'^  La sentencia de la Comisión Liquidadora de Responsabilidades Políticas que revocó doce 
años después, en diciembre de 1953, la del Tribunal Regional de Madrid, recoge la misma 
valoración de bienes. 
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concreto contra una persona o un bien determinado, susceptible de ser resarcido 
mediante un compensación económica proporcional. Para los legisladores, los 
condenados deberían responder solidariamente de la destrucción espiritual y 
material de la Patria, y "la magnitud intencional y las consecuencias materiales 
de los agravios inferidos a España son tales, que impiden que el castigo y la 
reparación alcancen unas dimensiones proporcionadas, pues éstas repugnarían 
al hondo sentido de nuestra Revolución Nacional, que no quiere ni penar con 
crueldad, ni llevar la miseria a los hogares" '^ . El daño causado es tal que no 
es posible aplicar un castigo proporcional y, consecuentemente, se recomendaba 
que la sanción económica se fijara atendiendo principalmente a la posición 
económica y social del responsable y sus obligaciones familiares. A pesar de 
ello, a quienes se considera como máximos responsables se les imponen 
sanciones millonarias, que debieron causar una honda impresión social. En 
definitiva, la imposición de multas muy elevadas y en cifras redondas contribuía 
a justificar la sublevación militar como mecanismo restaurador de la integridad 
material y espiritual de España, 
Pero además, y he aquí la segunda razón, se jugaba con la idea de que 
"los rojos" en su huida habían esquilmado el país. Las multas millonarias 
pretendían abarcar también las fortunas que pudieran haber acumulado en el 
extranjero, fruto del pillaje al que habían sometido a España, no sólo los pocos 
bienes que habían quedado en el territorio nacional. Es conocido que el régimen 
recurrirá repetidamente a esta falacia, que mantuvo viva hasta el final con mitos 
tan evocadores como el del "oro de Moscú"." 
El Tribunal Regional de Madrid recogió este argumento en el 
considerando de algunas de sus sentencias, mediante una fórmula que se repite 
con pequeñas variaciones. Veamos la utilizada contra Negrín: 
" Preámbulo de la Ley de Responsabilidades Poh'ticas de 1939 
'"^  Es un clásico el libro del profesor A. VIÑAS, El oro español en la guerra civil, Madrid, 
Instituto de Estudios Fiscales, 1976. 
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"CONSIDERANDO: que es norma constante de este Tribunal, al 
determinar la sanción económica, fijar su cuantía en función de la 
responsabilidad contraída por el inculpado y en proporción a su caudal; 
pero en casos como el que se trata, en el que se estima al mismo, 
responsable de daños de extraordinaria magnitud, y los bienes conocidos 
son de ningún valor, por excepción ha de adoptarse una fórmula que 
cohoneste (sic) ambos factores y armonice, al propio tiempo, con la 
norma legal respecto a las grandes responsabilidades, y así habrá de 
fijarse un cifra que, absolviendo todos los bienes conocidos de la 
pertenencia del encartado, alcance a los que pudieran descubrirse o a la 
participación que le corresponda en el botín producto de sus 
depredaciones, si éste pudiera algún día ser rescatado por las 
Autoridades de la Nación."'* 
Tal justificación la podemos encontrar en expedientes en los que se 
impusieron sanciones de distinta cuantía, aunque siempre muy elevada, como 
por ejemplo los de Negnn, Giral, Largo Caballero, Ibamiri, Hernández Saravia 
o Jiménez de Asua. 
En la sentencia dictada contra Manuel Azaña, considerado por el 
Tribunal madrileño como el "máximo responsable", no se recurre a dicha 
fórmula, pero sí a la misma idea: 
"(...) debe hacerse resaltar lo más importante, entre lo que descuella: 
(...), la destitución de Alcalá Zamora del cargo de Presidente de la 
República, suplantándole, y en el desempeño del cual se evidenció hasta 
la saciedad, que solo la ruina y destrucción de España era la aspiración 
'* En este caso hemos transcrito el considerando que aparece en la sentencia n° 400 del 
Tribunal Regional de Madrid, dictada contra Negrín el 11 de junio de 1941, Expediente 
personal, A.G.A., J, T.R.P.(M), C: 30.479. 
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máxima que tales elementos sentían, sin importarles lo más mínimo que 
la sojuzgara otro país, si ello les reportaba, aparte de satisfacer sus 
instintos vesánicos, beneficios de orden material..."^* 
Si ejemplares fueron las sentencias, menos lo sería la ejecución de las 
penas. Si nos fijamos en el cuadro anterior, veremos que a partir del millón de 
pesetas de multa no se ejecuta ninguna. Es más, en aquellos pocos casos en los 
que se produce una ejecución parcial, la cuantía de los bienes que pasan a 
propiedad del Estado es ínfima en relación con la pena que había sido impuesta. 
De nuevo, la excep)ción la constituye Alcalá Zamora, cuyos herederos llegaron 
a pagar, hasta que llegó el indulto, algo más del cuarenta por ciento de los tres 
millones de pesetas de la sanción firme. Ahora bien, en la medida en que las 
sanciones son menores, se ejecutan en mayor número, hasta el punto que se 
llegaron a pagar totalmente más del cincuenta y cuatro por ciento de las 
inferiores a las mil pesetas. Para muchas economías familiares de la postguerra 
sanciones aparentemente pequeñas podían suponer un castigo nada retórico.*' 
2.4.2.- Ejecución de las sentencias 
La Jurisdicción de Responsabilidades Políticas, al menos en lo que 
respecta a Madrid, fue incapaz de hacer cumplir las condenas que había 
'* Sentencia n° 300 del Tribunal Regional de Madrid, dictada el 28 de abril de 1941. 
Expediente personal, A.G.A, J, T.R.P.(M), C: 30.329. 
'^  Conxjta Mir y su equipo han constatado la misma tendencia para Lleida. El caso de Lleida es ilustrativo 
sobre la trascendencia real de sanciones aparentemente pequeñas: "No és menys cert, pero, que, mlagrat que 
es tractés de quantitatas petites, va ser important el percentage de multes satisfetes, amb la qual cosa la Llei de 
responsabilitats Polítiques no deixá de contribuir parcialment a la descapitalizació del camp Ueidatá, ja que 500 
o 1.000 pessetes de multa signifícaven ima part important del patrímoni de la majoria deis pagesos, i només amb 
multes d'aquest import es van veure afectades mes de la meitat de les famílies sancionades". C. MlR ET ALT, 
ob. cit., pág. 359. Francisco Moreno ha indicado que en Córdoba la mayoría de los expedientados eran de clase 
humilde, pudiendo suponer sanciones de 200 pts el salario de un mes.(ob,. cit. pág. 273). Para Albacete, 
Manuel Ortiz señala que la mayoría de las sanciones o eran de muy baja cuantía o no podían ser satisfechas; 
Ob. cit., pág 396. 
413 
impuesto (gráfico 29). En los expedientes sólo ha quedado constancia 
documental de la ejecución completa de una cuarta parte de las sanciones 
económicas y parcial de otro 5 %.'* 
No hay justificación documental del pago de casi el setenta por ciento de 
las multas, aunque hemos contemplado por separado dos situaciones. Por un 
lado las condenas de cuya ejecución no consta ningún dato, probablemente 
porque no se llegaron a pagar, aunque pudiera ser que se hubiera extraviado la 
documentación (11'38 %). Por otro, la de aquellos expedientes en los que 
tampoco se justifica la ejecución de la condena, pero en los que se certifica un 
sobreseimiento por insolvencia o un indulto posteriores a la sentencia (57'89 
%), en cuyo caso podemos afirmar con mayor certeza que no se llegó a pagar. 
Parcialmente 6.04% 
No se ejecuta 57,89% 
Totalmente 25,69% 
No consta 11,38% 
GRÁFICO 29: EJECUCIÓN DE LAS SANCIONES ECONÓMICAS. Elaboración propia. 
'* En Lleida, sobre la amplia muestra estudiada por el equipo de la profesora Mir, 
resultaron condenados cerca del 33 por ciento de los inculpados - el 9'54 por ciento a la 
pérdida total de sus bienes-, habiendo hecho efectiva su sanción cerca del 31 por ciento de los 
recibieron una multa (C. Mw. ET ALT., ob. cit., pág. 219 y 220). 
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Los sobreseimientos por insolvencia afectaron a doscientos cincuenta y 
cinco condenados, a dos de ellos cuando habían pagado ya parte de la sanción. 
Hay que distinguir dos tipos de sobreseimiento por insolvencia, aunque tuvieran 
los mismos efectos. Treinta y siete son provisionales, en tanto que no 
aparecieran bienes del condenado que se pudieran aplicar al pago de la sanción. 
Los ciento ochenta y ocho restantes se dictaron aplicando los beneficios de la 
reforma de 1942. Aunque en la Ley se señalaba expresamente que el 
sobreseimiento por insolvencia contemplado en su artículo octavo no se aplicaría 
a las sentencias en trámite de ejecución, se terminó por ordenar que tal 
beneficio se hiciera extensivo también a los condenados con anterioridad a la 
reforma que no hubieran satisfecho la sanción económica. 
Doscientos veintitrés condenados, algo más del 36 %, serían indultados. 
A diez les llegó el indulto cuando ya habían pagado toda la sanción, a nueve 
cuando lo habían hecho en parte y a setenta y dos después de que se hubiera 
sobreseído por insolvencia su expediente. 
En total, más de la mitad de los condenados se beneficiaron de alguna 
medida de gracia. Ahora bien, conviene hacer algunas matizaciones. 
Prácticamente todos los indultos y más de la mitad de los sobreseimientos por 
se produjeron a partir de 1950, cinco años después de que se dejaran de incoar 
expedientes. La mayor parte de las condenas se dictaron en un contexto nacional 
e internacional bien distinto al de los años cincuenta, cuando consideraciones de 
otro orden, políticas y prácticas, aconsejaban zanjar cuanto antes la cuestión de 
las responsabilidades políticas. Desde 1946 sólo se dictaron nueve condenas, la 
última en 1953, por lo que la mayoría de los expedientes que continuaban 
abiertos correspondían a sentencias condenatorias en trámite de ejecución, en 
muchos casos sin que apenas se ordenaran diligencias y cuando resultaba 
evidente que nunca se llegaría a hacer efectiva la sanción. 
La aplicación de la Ley de 1942, en unos casos, o el indulto en otros 
permitió avanzar en la solución del problema, aunque parece que la decisión de 
aplicar una medida u otra no se adoptó en el mismo momento (Gráfico 30). La 
declaración de insolvencia se comienza a aplicar desde el mismo año en que se 
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promulgó la reforma. En 1946 y 1947 aumenta un poco el número de 
expedientes sobreseídos, que desciende en los siguientes. Llama notablemente 
la atención el fuerte incremento que se produce durante 1952, cuando se dictan 
más del 36 %, algo que, sin duda, responde a la voluntad de la Comisión 
Liquidadora de Responsabilidades Políticas de acelerar el archivo definitivo de 
los expedientes pendientes. 
Los indultos se deben claramente a una decisión política, no sólo porque 
los otorgue el jefe del Estado. Desde 1947 se venían concediendo algunos pocos 
indultos de manera selectiva, pero en 1957 se otorgan al menos doscientos tres, 
más del noventa por ciento de los que tenemos constancia. Como vemos se trata 
de una medida de gracia que sin ser general, el indulto total no se decretó hasta 
noviembre de 1966, beneficia a una parte importante de los condenados. De la 
documentación conservada se desprende que los indultos se otorgaron de manera 
individual, previo estudio del correspondiente expediente, parece que de oficio, 
quizá a instancias de jerarquías superiores. 
Ya hemos visto que la jurisdicción de responsabilidades políticas impuso, 
globalmente, sanciones por un valor total superior a los seiscientos noventa 
millones de pesetas. Sin embargo, haciendo una estimación aproximada, sólo 
nos consta que se llegaran a pagar menos del O'6 % de esa cantidad, algo más 
de tres millones seiscientas mil pesetas (cuadro 29). 
El cálculo relativo al pago de las sanciones se ha realizado a partir de los 
resguardos de las cantidades en efectivo ingresadas en la Intervención de 
Hacienda, cuando los condenados efectuaron dichos ingresos, y de las 
procedentes de las cuentas corrientes o de la venta de los bienes muebles o 
inmuebles embargados que se adjudicaron al Estado a cuenta del importe de las 
sanciones. Se trata de una cifra necesariamente aproximada, porque en alguna 
ocasión se señalan que bienes se aplican al pago de la sanción sin hacer constar 
claramente su valoración. 
Por ejemplo, la maquinaria del semanario Claridad, que había sido 
entregada al diario Pueblo, sirvió para cubrir parte de la sanción impuesta a 
Araquistain, sin que fuera necesario hacer ninguna estimación precisa de su 
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valor, ya que quedaba muy por debajo de los quince millones de pts de multa 
impuestos al dirigente socialista. No obstante, habitualmente se hacía constar 
claramente las cantidades que se adjudican al Estado por la subasta de bienes de 
los condenados.'' 
Aunque se trate de una cifra indicativa, la desproporción entre el importe 
total de las sanciones y el de las que se hacen efectivas, es elocuente. Es más, 
el hecho de que se llegaran a ejecutar en su totalidad una cuarta parte de las 
condenas y que, sin embargo, sólo se ingresaran en las arcas del Estado menos 
del 0'6 % de la suma de las penas económicas impuestas, es un claro indicador 
de que las que se pagaron no fueron precisamente las mas elevadas (cuadro 30). 
Efectivamente, no se ejecutó totalmente ninguna de las sanciones iguales 
o superiores al millón de pesetas, aunque se llegara a pagar una parte muy 
pequeña (35 %). Sí se ejecutaron algo más del 11 % de las iguales o superiores 
a las cien mil e inferiores al millón, pwar encima de la cuarta parte de las 
superiores o iguales a las diez mil e inferiores a las cien mil y más del 30 % de 
las inferiores a las diez mil. Aunque no aparecen reflejadas en el cuadro, se 
pagaron más del 54 % de las que no alcanzaron las mil pesetas. No sólo se 
cumplió el castigo con mayor frecuencia entre las de menor cuantía, sino que, 
además, las ciento veinticuatro penas inferiores a las diez mil pesetas que se 
satisficieron completamente suponen más del 78 % de las sanciones que se 
ejecutaron íntegramente. 
" Araquistain compartía la propiedad de la maquinaria de Claridad con Carlos Baraibar, quién también 
resultó condenado, y cuya participación se aplicó, del mismo modo, al pago de la condena. 
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Gráfico 30: Sobreseimientos por insolvencia e indultos recaídos en expedientes en trámite de ejecución (1940-1967). 
CUADRO 29 
ESTIMACIÓN APROXIMADA DEL IMPORTE TOTAL DE LAS SANCIONES ECONÓMICAS 
IMPUESTAS POR RESPONSABILIDADES POLÍTICAS 
IMPORTE TOTAL DE LAS 
SANCIONES ECONÓMICAS 
Cantidad ñja 
Estimación judicial de los bienes de 






















(*) En unos pocos casos no se ha podido incluir el valor de algunos bienes que no aparecen tasados. 
(**) En los dos casos de condenados a la pérdida de todos sus bienes en los que consta la ejecución de la sentencia, no aparece la tasación de los mismos. 
(***) De entre los condenados a la perdida total de sus bienes a dos se les llego a ejecutar parcialmente la sanción. 
Elaboración propia 
CUADRO 30 
EJECUCIÓN DE LAS SANCIONES ECONÓMICAS 
SANCIÓN ECONÓMICA EN PTS 
Pérdida total de bienes 
Un millón o más 
Menos del millón-cien mil 
Menos de cien mil-diez rail 











































































1: Ocho lo fueron por indulto y dos en aplicación del artículo 8° de la Ley de 1942. 
2: Consideramos como no ejecutadas las sanciones cuyo pago no consta en le expediente y que se beneficiaron de un sobreseimiento por insolvencia o por un 
indulto. 
3: No consta el pago de la sanción, muy probablemente porque no se produjo, ni un sobreseimiento, ni \m indulto que lo justifiquen, 
Elaboración propia 
A la hora de hacer valoraciones, podemos cometer un error si pensamos 
que se ejecutaron un mayor número de sanciones de menor cuantía simplemente 
porque son más fáciles de pagar. En la medida en que la trascendencia política 
y social del condenado fuera menor, la necesidad de imponer un castigo 
ejemplar, su función "didáctica", disminuiría, por lo que probablemente la 
sanción se ajustara mejor a su capacidad económica real. Por tanto, la 
posibilidad de que se pudiera pagar íntegramente también sería mayor. 
Por otro lado, no debemos concluir que el castigo fuera menos duro 
porque la multa se pagara íntegramente. La maraña jurídica de los expedientes 
deja traslucir la angustia de quienes debían asumir sanciones muy elevadas en 
relación con sus ingresos familiares. Los condenados solicitaban en muchas 
ocasiones el pago fraccionado de la sanción. Frecuentemente se les requería 
judicialmente para que liquidaran los plazos vencidos, pudiéndose prolongar 
durante años el procedimiento. 
La capacidad represiva de la sanción económica no radicaba sólo en su 
ejecución, sino, también, en lo que podríamos denominar su potencialidad. 
Como sabemos, los jueces podían ordenar la intervención cautelar de los bienes 
del encartado durante la fase de instrucción. Las rentas de pequeños negocios 
o del alquiler de inmuebles, bajo administración judicial, o los saldos de las 
cuentas corrientes no podían ser disfrutados por sus titulares hasta que no se 
decretara su libre disposición y sabemos que desde que se incoaba el expediente 
hasta su resolución y archivo podían transcurrir años. Como hemos dicho en 
numerosas ocasiones, el sobreseimiento por insolvencia contemplado en la Ley 
de reforma de la jurisdicción, aunque generoso en los criterios que determinaban 
su aplicación, ponía a los encartados bajo control de las autoridades políticas y 
policiales provinciales. 
Por tanto, aunque la mayoría de las sanciones económicas no se llegaran 
a ejecutar nunca, no por eso se puede afirmar que fracasara la función represiva 
de la Jurisdicción. Aunque parece descabellado pensar, a la vista de los datos, 
que la recaudación de fondos para la reconstrucción material no fuera un 
objetivo prioritario, a pesar de lo expresado en el preámbulo de la Ley que creó 
421 
la Jurisdicción, siempre y cuando se cumpliera el otro objetivo: la 
"reconstrucción espiritual" mediante la depuración de las responsabilidades 
contraídas por la antí-España, por quienes contribuyeron "con sus actos u 
omisiones graves a forjar la subversión roja". En definitiva, mientras 
contribuyera eficazmente a la justificación ideológica de la sublevación militar 
que había liquidado la legitimidad republicana. 
2.4.3.- Las sanciones restrictivas de la actividad y limitativas de la libertad 
de residencia 
Como sabemos, la sanción económica podía ir acompañada, según el 
"prudente arbitrio de los Tribunales", de inhabilitación y limitaciones de la 
residencia. A diferencia de las penas económicas, la Ley de febrero de 1939 fijó 
cual habría de ser la extensión de las sanciones restrictivas de la actividad y de 
las limitativas de la libertad en función de la calificación de la responsabilidad. 
PEira hechos considerados graves se preveían sanciones que oscilaban entre los 
ocho años y un día y los quince. Las menos graves se castigaban con penas de 
entre tres años y un día y ocho años y las leves con menos de tres años y más 
de seis mese y un día (art 13). 
La dureza de las sanciones restrictivas de la actividad dependía del tipo 
de inhabilitación, absoluta o especial, y del penodo que comprendiera (gráfico 
31). El Tribunal Nacional señala que "la extensión de la inhabilitación 
dependerá de las circunstancias", aplicándose por regla general a la ocupación 
de puestos oficiales de mando y confianza, prestando especial cuidado en 
"impedir que aquellos profesores que se han distinguido por sus propagandas 
subversivas, muchas veces en la misma cátedra, continúen en la posibilidad de 
ejercerlas en lo sucesivo"^ *' 
^ Instrucciones del Tribunal Regional de Responsabilidades Políticas a los Tribunales 
Regionales, 2 de febrero de 1940, pág 5. A.G.A, J., T.R.P.(T.N.), C: 1.290. 
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EXTENSIÓN DE LA INHABILITACIÓN (EN AÑOS) 
INHABILITACIÓN 
i ABSOLUTA ^ESPECIAL 
GRÁFICO 31: CONDENADOS A SANCIONES LIMITATIVAS DE LA ACTIVIDAD, CON 
INDICACIÓN DEL CARÁCTER Y EXTENSIÓN DE LA PENA. Elaboración propia. 
En total, se impusieron ciento noventa y dos inhabilitaciones, el 47 % 
absolutas y el resto especiales.^* Por encima del 31 % de los condenados 
fueron castigados con la inhabilitación, además de con la preceptiva sanción 
económica. Aunque la Ley dejara al Tribunal la decisión de imjKjner un tipo u 
otro de inhabilitación según las circunstancias de cada caso, se observa que en 
la medida en que las responsabilidades se consideraban más graves, no sólo 
aumenta la extensión de la pena, sino también el número de inhabilitaciones 
absolutas frente al de especiales. Así, mientras que en el tramo correspondiente 
a las responsabilidades menos graves cerca del 72 % de las inhabilitaciones son 
especiales, en el de las graves la relación se invierte. 
De los cuatro tipos de sanciones limitativas de la libertad de residencia 
que se contemplan en la Ley, sólo se aplicó, que tengamos constancia, el 
^^  Veinticinco casos en los que no se esf)ecifícaba claramente el tipo de inhabilitación los 
hemos computado como especiales y siete como absolutas. 
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extrañamiento, si exceptuamos dos caso de relegación a los territorios africanos 
{gráfico 32).Bl Tribunal Nacional consideraba que estas sanciones sólo debían 
aplicarse "cuando [existieran] temores fundados de que las actividades nocivas 
o peligrosas ejercidas por el expedientado en la localidad de residencia 
[pudieran] seguir desenvolviéndose con innegable daño para la sociedad"^ 
Como se puede apreciíu-, este tipo de sanción se aplicaba preferentemente 
cuando se consideraba que se había incurrido en responsabilidad grave y recayó 
sobre un número relativamente pequeño de condenados, algo más del 15 % 
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EXTENSIÓN DE LA SANCIÓN (EN AÑOS) 
lEXTRAÑAMIENTO E a R E L E G A C I O N ^ N o consta 
GRÁnco 32: CONDENADOS A PENAS RESTRICTIVAS DE LA LIBERTAD DE 




3.- FASES DE LA ACTUACIÓN REPRESIVA DE LA JURISDICCIÓN DE 
RESPONSABILIDADES POLÍTICAS EN MADRID 
La entrada en vigor, el 7 de marzo de 1942, de la Ley de 19 de febrero 
sobre reforma de la de Responsabilidades Políticas delimita dos fases en la 
actividad represiva de la jurisdicción. Durante la primera la represión fue 
cualitativamente mucho más intensa. Se ordenó la incoación de los expedientes 
seguidos contra casi el 88 % de los encartados y se dictaron más del 69 % de 
las condenas firmes, entre ellas la gran mayoría de las que castigaban a los 
considerados máximos responsables. Durante la segunda se consiguió tramitar 
las ordenes de incoación que se acumulaban sin ejecutar y finalizar las 
instrucciones, resolviéndose los expedientes relativos a más del 86 % de los 
encartados, aunque para ello se tuviera que recurrir al sobreseimiento 
masivo.^ 
La reforma afectó de manera mucho más clara a la resolución de los 
expedientes. Al menos el 86 % de los fallos se produjeron tras su entrada en 
vigor, especialmente durante los años 1944 y 1945, cuando se resolvieron las 
tres cuartas partes de los expedientes. Resolvió el problema generado por la 
incapacidad de los Juzgados de Instrucción de Responsabilidades Políticas para 
acometer todos los asuntos en los que eran competentes, desbordados por 
órdenes de incoación que no podían ejecutar e instrucciones que no podían 
realizar debidamente, ni terminar en los plazos fijados. Hasta 1943 se abrieron 
muchos más expedientes que los que era capaz la jurisdicción de instruir y 
fallar. Pero gracias a la reforma, creció espectacularmente el número de 
resoluciones, hasta el punto de que quedaban muy pocos por terminar cuando 
en abril de 1945 se suspendió la incoación de nuevos expedientes . 
Ahora bien, el problema se resolvió a costa de la eficacia punitiva de la 
Jurisdicción. No aumentarían las sentencias, mucho menos las condenatorias, 
^ Tanto en Albacete como en LLeida se confirma esta misma tendencia. M. ORTIZ, ob. 
dt, págs 405 y 406; C. Mm ET ALT., ob. cit., págs 138-145. 
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sino que se recurriría a la vía más rápida: el sobreseimiento en virtud de los 
artículos 2" y 8" de la Ley de 1942. Los expedientes fueron masivamente 
sobreseídos por los propios Jueces Instructores, bien por la poca trascendencia 
de los hechos juzgados o a causa de la insolvencia del encartado, limitándose 
los Tribunales superiores a confirmar rutinariamente su fallo (cuadro 30). 
Las condenas no alcanzaron más que al 12 % de los encartados, mientras 
que se sobreseyeron más de las tres cuartas partes de los expedientes. Por 
encima del 69 % de las sanciones se impusieron antes de la entrada en vigor de 
la reforma, sin embargo, casi la totalidad de los sobreseimientos (93'78 %) y 
de las absoluciones (93 %) se dictaron después, (cap. 4, gráfico 12). En 
definitiva, las modificaciones que introdujo la Ley de 1942 permitieron 
fundamentar el sobreseimiento masivo de expedientes que de otro modo 









ANTES DE LA REFORMA DESPCES DE LA REFORMA 
GRÁFICO 33: RESOLUCIÓN DE EXPEDIENTES ANTES Y DESPUÉS DE LA ENTRADA 
EN VIGOR DE LA REFORMA DE 1942. Elaboración propia. 
Si observamos el gráfico 33 apreciaremos notables diferencias 
cualitativas entre la actividad represiva de la jurisdicción antes y después de la 
entrada en vigor de la reforma de 1942. Mientras que durante la primera fase 
se resolvieron mediante sentencia condenatoria las tres cuartas partes de los 
expedientes, en la segunda, estando ya vigente la reforma, el número de 
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condenas no alcanzará siquiera al cinco por ciento de los expedientes, 
duplicándose, en términos relativos, las absoluciones. Aunque durante la 
segunda fase se resolvieran muchos más expedientes, gracias a los casi cuatro 
mil sobreseimientos, frente a los ciento veintiséis de la primera, sin embargo, 
también en cifras absolutas se dictaron muchas más condenas antes que después 
de la reforma: cuatrocientas veintisiete frente a ciento ochenta y dos. En 
conjunto, casi el 95 % de las sentencias dictadas durante la primera fase fueron 
condenatorias, mientras que durante la segunda no llegan al 60 %. 
Incluso el mismo Tribunal Regional invierte su tendencia sancionadora 
durante el período transitorio que le concedía la Ley para fallar los asuntos 
pendientes antes de su disolución. De las cuatrocientas cuarenta y seis sentencias 
firmes que dictó durante la primera fase, resultaron condenatorias cuatrocientas 
veintidós (94'61 %). En cambi, entre las cincuenta y siete que dictara durante 
el mencionado período transitorio sólo hay ocho condenas (14'03 %). 
En cuanto al Tribunal Nacional, dictó condena en los cinco recursos que 
vio antes de la reforma, mientras que en la segunda fase emitió siete condenas 
y siete absoluciones. 
Todos los órganos jurisdiccionales que intervinieron después de la 
reforma en la resolución de los expedientes dictaron más absoluciones que 
condenas, si exceptuamos a la Comisión Liquidadora, de cuyas trece sentencias 
sólo una fue absolutoria. La Audiencia Provincial de Madrid sólo condenó a 
algo más del 6 % de los setenta y nueve casos que resolvió. Precisamente este 
número tan bajo de condenas pudo influir en la decisión de crear dos Salas en 
el Tribunal Nacional encargadas de resolver en primera instancia los 
expedientes. Ya señalamos en su momento que esta decisión, que ponía de 
nuevo en manos de la Jurisdicción especial la depuración de las 
responsabilidades políticas, pudo adoptarse no sólo para no sobrecargar a las 
Audiencias Provinciales de trabajo, sino también porque el procedimiento 
seguido no encajaba bien con los habituales en la Justicia ordinaria. De hecho, 
la eficacia sancionadora de las dos Salas de Instancia es mucho mayor que la de 
la Audiencia. La Sala 1* condenó al 43'22 % de los ciento cincuenta y cinco 
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encartados incursos en los expedientes en los que dictó sentencia, y la Sala 2^ 
al 34'28 % de ciento setenta y cuatro. 
La actividad represiva de la Jurisdicción de Responsabilidades Políticas 
es mucho más intensa durante la primera fase, no sólo porque se condenara a 
un número mucho mayor de personas, sino, también, porque durante ese 
período se castigaron las responsabilidades consideradas más graves (cuadro 
31): catorce de las quince responsabilidades muy graves y más del 72 % de las 
graves, en conjunto las tres cuartas partes de los considerados como máximos 
responsables. Por el contrario, después de la reforma se sancionaron más de la 
mitad de las responsabilidades menos graves y leves. 
La reforma consiguió dar una salida jurídicamente aceptable al problema 
de los expedientes que se acumulaban sin resolver, pero a costa de la eficacia 
sancionadora de la jurisdicción. Planteado en otros términos, la incapacidad de 
la jurisdicción de responsabilidades políticas para cumplir con eficacia su misión 
propició una reforma que significaba, en la práctica, admitir que los objetivos 
represivos contenidos en la Ley de Responsabilidades Políticas eran, por 
ambiciosos, inalcanzables. No obstante, la reforma se produjo cuando se había 
condenado a los responsables más significados, lo que salvaba el carácter 
ejemplar de la Jurisdicción. 
En definitiva, el estudio de la actuación de la Jurisdicción de 
Responsabilidades Políticas en la provincia de Madrid, confirma la conclusión 
a la que ya llegamos tras analizar la encuesta realizada por la Subsecretaria de 
la Presidencia en septiembre de 1941. Al margen de las razones retóricas 
recogidas en el preámbulo de la Ley de febrero de 1942, los datos demuestran 
que la reducción de los supuestos de responsabilidad y el traspaso de 
competencias a la Jurisdicción ordinaria respondían a la necesidad de resolver 
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1: Sofaldas dictadas antes de la reforma de 1942 por el Tribunal Nacional rcAoIvieodo recunos de alzada ¡nlcipUMtos coolra sentencias del Tribunal Rc^ooal. 
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ELABORAaÓN PROPIA 
CUADRO 31 
CALincAClÓN DE LA RESPONSABILIDAD EN LAS SENTENCIAS CONDENATORIAS DICTADAS POR LOS CORKESPONDIENFES TRIBUNALES, 
CON INDICACIÓN DE LAS QUE LO FUERON CON ANTERIORIDAD Y CON POSTERIORIDAD A LA REFORMA PE LA JURISDICCIÓN EN 1942 
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caliñcaba la fesponsabUídad en. sus s^üencias. 
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2: Switcncias dictadas durante e! período transitorio que la Ijty de ft^Hcro de 1W2 concedía a los Tribunales te^<na)e9 de RcflponsaWlidades Polfticas para que resolvitran los asuntos pendieres antes d e traspasar sua coo^etencias a las Audiencias Provinciales. E l Tribunal Regional de 
Madrid dictó su vQüma s^ilencia el 20 de mayo de 1942. 
3: Sentencias dictadas después de la reforma de la jurisdicciífei resolv^ido recuTBos «mtia seitícncias dictadas por loa tribunales correspoaücntes, crAxc ellas alguna del Tribunal Regional de Madrid. 
Elaboración propia 
Conclusiones 
R E S P O N S A B I L I D A D E S E F E C T I V A S Y 
RESPONSABILIDADES "DIFUSAS": EL PESO DE LA 
SOSPECHA 
La incautación de bienes no sólo constituía una importante fuente de 
ingresos para el sostenimiento de maquinaria bélica, sino, también, de poder 
político. Por esta razón, desde el Cuartel General de Franco se adoptaron 
medidas encaminadas a ponerla bajo el control directo del que se comenzaba 
a perfilar como máximo poder de un incipiente Estado. En enero de 1937, la 
jefatura del Estado estableció un procedimiento común para todo el territorio, 
creó una Comisión Central con extensiones provinciales para controlarlo y 
dirigió los ingresos hacía un objetivo común, aunque la potestad sancionadora 
se mantuviera en manos de las autoridades militares. La actitud de franca 
rebeldía de los generales Queipo de Llano en Andalucía y Ponte en Aragón se 
explica por el entramado de intereses políticos y económicos locales que se 
vieron afectados por la regulación central de las incautaciones. 
Se habilitó un mecanismo represivo en el que convergían dos lógicas 
difíciles de armonizar: la económica, determinada por las urgencias de la 
guerra y los intereses de los sectores que apoyaron la sublevación, y la 
represiva. Los presupuestos represivos consagraron el "principio de 
culpabilidad", lo que supondría la incautación cautelar del patrimonio de 
decenas de millares de personas, la mayoría de las cuales resultarían, tras el 
final de la guerra, absueltas o condenadas al pago de sanciones muy inferiores 
al valor de los bienes trabados. 
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La estructura y el procedimiento establecidos en 1937 para hacer 
efectivas las responsabilidades civiles mostraron pronto su debilidad. Tanto la 
comisión Central de Bienes Administrados por el Estado, como las Comisiones 
provinciales se vieron desbordadas por la ingente tarea de investigar, 
inventariar, administrar y, en menor medida, enajenar los bienes incautados. 
Aunque no estemos en condiciones de hacer una valoración del volumen global 
de los bienes que pasaron a engrosar las eircas del Estado, sin duda muy 
cuantioso, sí que disponemos de informes procedentes de los propios 
organismos incautadores que demuestran que se llegó a producir un quebranto 
a la economía del país que no se compensaba con los beneficios obtenidos por 
el Estado. Sirva como ejemplo que la Comisión Central se vio impotente, en 
marzo de 1938, ante la "montaña de papel" formada por los más de setenta y 
cinco mil expedientes de créditos intervenidos que había recibido hasta esa 
fecha, la cual, según sus cálculos, se incrementan en poco tiempo con otros 
cien mil. 
El volumen de los bienes embargados cautelarmente sin que 
beneficiaran ni a sus propietarios, ni al Estado, era tal, que el Tribunal 
Regional de Responsabilidades Políticas de Madrid, enfrentado en enero de 
1940 a la tarea de resolver millares de expedientes que se arrastraban desde la 
guerra, recurrió a un referente de profundo calado histórico al asegurar que la 
Jurisdicción especial iba camino de convertirse en una "clásica mano 
muerta". 
Llegando a este punto, cabe preguntarse por qué el Gobierno desoyó las 
advertencias lanzadas desde su propio seno y en lugar de limitar las 
incautaciones y agilizar los procedimientos optó por elaborar una Ley que 
extendía las responsabilidades f>olíticas. La clave se encuentra en el doble papel 
jugado por la depuración de las responsabilidades políticas, represivo y 
legitimador, estrechamente vinculado a la construcción del Estado franquista. 
Los trabajos encaminados a la elaboración de una Ley que regulara 
todos los aspectos derivados de la exigibilidad de las responsabilidades civiles 
y políticas mediante la imposición de una sanción económica, se sitúan en 
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fechas muy próximas a la constitución del primero de los Gobiernos del 
general Franco, es decir, coincidiendo con uno de los momentos claves en la 
transición de lo que Serrano Suñer denominaba "Estado campamental", al 
"Estado nuevo". Es difícil entender esto como una simple coincidencia 
cronológica, como tampoco lo fue que entre quienes buscaran una salida a la 
situación que estaba generando la incautación de bienes encontremos a 
miembros del Cuartel General de Franco, ni que de la coordinación de los 
trabajos se encargara la Vicepresidencia del Gobierno. 
La pugna entre falangistas y militares por controlar la nueva 
Jurisdicción lejos de constituir un hecho aislado, remite a dos proyectos 
diferentes de Estado totalitario, contrarrevolucionarios ambos, pero uno más 
próximo a los modelos "nuevos" del fascismo italiano o alemán y el otro 
nítidamente arcaizante, en la línea del reaccionarismo español decimonónico, 
el cual, incapaz de articular un instrumento político de conquista y 
mantenimiento del poder, había encontrado en el ejército su valedor 
tradicional. Por aquellas fechas, José Pemartín consideraba tan importante el 
"triunfo militar inmediato", como la "acción militar ulterior", y defendía "la 
prolongación del mando militar todo el tiempo necesario para purificar y elevar 
la vida política española".' Por mucho que este ideólogo de la "nueva España" 
se empeñara en presentar la acción de los militares como "lo nuevo 
primordial", la novedad no radicó ni en el recurso al Ejército para recuperar 
la hegemonía perdida, ni en la exaltación de las virtudes militares, sino en la 
violencia con la que se produjo su intervención y en la magnitud de sus 
consecuencias. 
La lógica represiva se impuso a la lógica económica, y el incipiente 
Estado convirtió la depuración de las responsabilidades políticas en una de sus 
fuentes de legitimación, ya que en los "delitos" tipificados y perseguidos por 
la Ley de febrero de 1939 se encerraba la clave de la tan traída "destrucción 
material y espiritual de la patria". Cuantos más fueran los responsables y 
' J. PEMARTÍN, ob. cit., pág. 17. 
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mayores sus "crímenes", en mayor medida se vería justificado el recurso a la 
fuerza en julio de 1936. De aquí el necesario carácter retroactivo de la Ley, 
criminalizando actuaciones legales y legítimas en el momento que se 
produjeron, que constituían derechos fundamentales consagrados por la 
Constitución democrática de 1931, llevando el delito político hasta extremos 
desconocidos en la Historia de España. La discusión del proyecto de Ley es 
enormemente esclarecedora al respecto, porque revela que la cúpula del Estado 
franquista impuso su lógica represiva a los sectores del propio Gobierno que 
advirtieron los riesgos de una purga política que afectaría a decenas de millares 
de personas. 
Precisamente, la doble naturaleza represiva y legitimadora de la 
Jurisdicción de Responsabilidades Políticas no permite establecer fáciles 
"parentescos" con el Tribunal Popular de Responsabilidades Civiles creado por 
el gobierno de la República, tal y como hace el profesor Glicerio Sánchez 
Recio, aunque en ambos casos se trate de Jurisdicciones especiales.^ En 
cualquier caso, las comparaciones habría que establecerlas con los mecanismos 
incautadores habilitados en zona franquista durante la guerra, a cuya 
contundente actuación nos hemos referido repetidamente a lo largo de nuestra 
investigación, porque de lo contrario pudiera sacarse la conclusión errónea de 
que los sublevados esperaron hasta casi el final de la guerra para poner en 
marcha un mecanismo de represión económica que el gobierno de la República 
instauró en su comienzo.^ No sólo no fue así, sino que, además, el Estado 
franquista lo prolongó en la posguerra durante años, cuando ya no cabía 
justificarlo por los apremios de la contienda. No se trata, ni mucho menos, de 
^ G. SÁNCHEZ RECIO, La República contra los rebeldes y desafectos. La represión 
económica durante la guerra civil, Alicante, Universidad de Alicante, 1991. 
' La Caja de Reparaciones se creó el 23 de septiembre de 1936 y el Tribunal de 
Responsabilidades Civiles el 6 de octubre (G. SÁNCHEZ RECIO, ob. cit., págs. 19 y sigs.). 
Baste recordar que la incautación de bienes como mecanismo represivo adquirió carta de 
naturaleza entre los sublevados con el conocido Decreto 108 de la Junta de Defensa Nacional, 
promulgado el 13 de septiembre de 1936 y que las Comisiones de Incautación de Bienes se 
crearon en enero de 1937. 
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entrar en polémicas maniqueas, pero no creemos caer en interpretaciones 
"románticas" al afirmar que la liquidación de las responsabilidades civiles o 
políticas, como se prefieran denominar, respondieron a estrategias represivas 
de naturaleza distinta bajo los poderes republicano y fi^anquista. La 
composición de los Tribunales y el procedimiento fueron muy diferentes, pero, 
sobre todo, la Jurisdicción republicana, sin ser por ello un modelo de garantías 
procesales e imponiendo penas muy duras, no tenía carácter retroactivo, siendo 
su cometido el declarar las responsabilidades civiles contraídas con motivo de 
la rebelión militar -una figura delictiva contemplada por los códigos vigentes-, 
confirmar o modificar la cuantía de las sanciones económicas impuestas por 
otros Tribunales ordinarios o especiales y tomar medidas precautorias sobre los 
bienes de los presuntos responsables o confirmar las ya adoptadas por otros 
organismos/ Aunque las cifras pueden resultar engañosas muchas veces, sobre 
todo al analizar el alcance de la represión política, las relativas a expedientes 
incoados por responsabilidades civiles en una zona y otra revelan diferencias 
elevadísimas. Como hemos visto a lo largo de nuestro trabajo, entre las 
Comisiones de Incautación de Bienes, durante la guerra, y los Tribunales 
Regionales de Responsabilidades Políticas, a su término, incoaron decenas de 
millares de expedientes personales, mientras que el Tribunal Popular de 
Responsabilidades Civiles de la República abrió seis mil novecientos veintitrés 
hasta el 31 de diciembre de 1938,^  
La actuación de los órganos franquistas de Responsabilidades Políticas 
se orientó hacia la consecución de fines políticos concretos, como desde 
instancias gubernamentales no tuvieron empacho en reconocer, a costa de 
conculcar garantías procesales básicas . La enorme amplitud del arbitrio 
judicial dejaba las manos libres al Gobierno para, a través de la 
" G. SÁNCHEZ RECIO, La República, ob. cit., pág 29 y 30. 
^ G. SÁNCHEZ RECIO, La república, ob. cit., pág. 94 y sigs. El Tribunal de 
Responsabilidades Civiles dictaron ochocientas ochenta y cinco sentencias hasta el 13 de enero 
de 1939, cuando las tropas franquistas llegaron a las puertas de Barcelona (ibidem pág. 97). 
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Vicepresidencia del Gobierno, y al desaparecer esta de la Subsecretaría de la 
Presidencia, y por medio de las atribuciones que la Ley confería al Presidente 
del Tribunal Nacional, dirigir las actuaciones de los Tribunales y Juzgados. 
El castigo de las responsabilidades políticas revistió, en consonancia con 
su finalidad legitimadora, un carácter ejemplar. Da cuenta de ello la 
preocupación del Gobierno porque se incoaran cuanto antes los procedimientos 
contra los considerados máximos responsables, a los que se impondrían 
sanciones desorbitadas. En lugar de condenarles a la pérdida total de sus 
bienes, tal y como preveía la Ley para estos casos, se hizo una valoración 
puramente ideológica del daño causado con su actuación y, falazmente, se 
especuló sobre supuestas enormes fortunas que los dirigentes de la "anti-
Espíiña" amasaron a costa de los sufrimientos de los españoles. Entre treinta 
y ocho condenados sumaron sanciones por más de seiscientos setenta millones 
de pesetas del año 1941. Azaña, Negrín, Alvaro de Albornoz y Giral se 
repartieron trescientos setenta y cinco millones en multas. No importaba que 
dichas sentencias nunca se ejecutaran, porque su finalidad era estrictamente 
política. Usando la retórica beligerante del momento, buscaban la "reparación 
moral" de la Patria, lo que en perspectiva histórica significaba, ni más ni 
menos, justificar el derrocamiento de la República. Ahora bien, la anterior 
constatación no nos lleva a minimizar, en absoluto, el impacto represivo de la 
Jurisdicción sobre la sociedad española de la posguerra. 
Las jurisdicciones especiales que actuaron durante el período de 
consolidación del Estado franquista se especializaron cada una en una faceta 
diferente de la represión, aunque se complementaran entre ellas y respondieran 
a un objetivo común: la eliminación de cualquier vestigio de oposición a los 
vencedores y sus principios ideológicos. La Jurisdicción militar acometió con 
eficacia y rapidez la neutralización física de los adversarios políticos, 
enviándolos al paredón o al penal, tarea a la que se sumaría en el año 1941 el 
Tribunal para la Represión de la Masonería y el Comunismo, que si bien no 
podía condenar a muerte si que impuso fuertes penas de cárcel y destierro. 
Comisiones de Depuración de todo tipo se encargaron de limpiar las 
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administraciones públicas, empresas estatales y colegios profesionales, 
depuración que muchas empresas privadas hicieron extensiva a sus empleados. 
A la Jurisdicción especial de Responsabilidades Políticas, le correspondió, bajo 
el pretexto de exigir las reparaciones económicas que por otra vía no se 
podrían hacer efectivas, neutralizar económicamente a los vencidos y legitimar 
la sublevación militar y al régimen nacido de ella. Formaban una tupida malla 
de la que difícilmente podrían escapar quienes se hubieran significado, aun 
tímidamente, como correligionarios o simpatizantes de los vencidos. 
Ahora bien, la estrategia represiva franquista, como elemento necesario 
para la consolidación del Estado construido sobre las cenizas del régimen 
republicano, requería establecer unas causas de responsabilidad política tan 
amplias que se produjo una verdadera avalancha de expedientes. La Ley de 
1939 extendió sus tentáculos, incluso, hacia ámbitos que hasta la fecha habían 
escapado a la acción represiva de otras jurisdicciones. Además, si, por un 
lado, no se abrió procedimiento contra quienes habían sido sancionados en 
expedientes de incautación de bienes durante la guerra, como sería el caso de 
Indalecio Prieto, por señalar a un emblemático dirigente pwlítico, por otro, los 
organismos de responsabilidades políticas tuvieron que asumir la tramitación 
y resolución de las decenas de millares de asuntos que las Comisiones de 
Incautación de Bienes habían dejado inconclusos cuando se disolvieron. 
La misma Jefatura del Estado que planificó una purga política sin 
precedentes, no fue capaz de dotar a la Jurisdicción que había creado con este 
objetivo, del personal y los recursos materiales necesarios para acometer tan 
magna tarea. El presupuesto consignado se mantuvo prácticamente estable, 
incluso cuando el colapso de la Jurisdicción se había convertido en un 
problema cuya solución no se podía demorar. Por otro lado, un castigo 
ejemplar lo es en la medida en que se aplica rápida y expeditivamente, pero 
la tramitación de los expedientes no resultó tan sencilla y rápida como 
presumían quienes establecieron el procedimiento, sino todo lo contrario. A la 
postre, la incoación masiva de expedientes y la incapacidad de la Jurisdicción 
para tramitarlos, ya no en los plazos previstos por la Ley, sino en un tiempo 
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razonable, colapsaron la Jurisdicción. 
El deseo de ajustar cuentas con los vencidos era más fuerte que la 
capacidad de los vencedores para dotarse de un instrumento adecuado a las 
condiciones económicas, sociales y políticas de la posguerra. No sólo se estaba 
lejos de depurar rápida y ejemplarmente las presuntas responsabilidades 
contraídas por la "anti-España", sino que la Jurisdicción especial de 
Responsabilidades Políticas amenazaba con afectar al prestigio, si es que en 
materia de represión se puede utilizar semejante término, del naciente Estado. 
En octubre de 1941 el Gobierno sabía que quedaban por tramitar más 
de doscientos mil expedientes. Dado que la Jurisdicción había sido capaz de 
resolver algo más de 38.000 en dos años, los datos demostraban, fuera de toda 
duda, que la liquidación de las responsabilidades políticas, lejos de efectuarse 
con la rapidez deseada, se había convertido en un problema de dimensiones 
importantes, cuya resolución al ritmo que se venía produciendo se demoraría 
durante años. 
La llegada de Carrero Blanco a la Subsecretaría de la Presidencia 
coincide con los primeros indicios de alarma dentro del Gobierno por el 
bloqueo de la Jurisdicción. Para el otoño de 1941 se había impuesto ya la 
necesidad de modificar la Ley de 1939, y la única solución satisfactoria pasaba 
por reformar la Jurisdicción y limitar los motivos de responsabilidad. Pero lo 
que así planteado pudiera parecer fácil entrañaba un dilema político delicado: 
se imponía una reforma que redujera el número de presuntos responsables, 
pero, sin embargo, los presupuestos ideológicos y políticos que determinaron 
la incoación masiva de expedientes permanecían intactos. El Régimen se 
encontraba en su momento de mayor exaltación, el contexto internacional le 
era favorable y la durísima represión ejercida desde el final de la guerra había 
conseguido reducir la contestación interior a niveles poco más que 
testimoniales. 
Además, al adoptarse la decisión de limitar los motivos de 
responsabilidad se debió tener muy en cuenta que ya se habían fallado los 
expedientes seguidos contra las figuradas políticas y sociales más destacas. 
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Esto confirmaría la tesis de que a partir de fechas relativamente tempranas, al 
menos desde el otoño de 1941, la prioridad del Gobierno comenzó a 
desplazarse del castigo ejemplar a la rápida liquidación de los asuntos 
pendientes, y de ahí que la reforma de 1942 abriera la posibilidad de sobreseer 
de forma masiva los procedimientos. Los magros beneficios económicos y 
propagandísticos previsibles, no justificaban el coste político y económico que 
hubiera supuesto demorar muchos más años la liquidación de las 
responsabilidades políticas. No hay que olvidar que el Régimen disponía de 
otros aparatos represivos que garantizaban el control de la población. 
A partir de la reforma de 1942 todos los esfuerzos del Gobierno se 
dirigieron a liquidar las responsabilidades políticas con la mayor celeridad 
posible. Aun así, hasta el año 1966 no llegaría el indulto general, lo que 
suponía, a fin de cuentas, que el Estado franquista había necesitado treinta años 
en liquidar las responsabilidades políticas que atribuía a sus enemigos. Sin 
duda que la España de 1966 era bien distinta a la de 1936, pero desde luego 
el régimen, al margen del mensaje desplegado por sus aparatos 
propagandísticos, seguía bebiendo de las mismas fuentes de legitimación. 
Ahora bien, no quisiéramos que a partir de nuestras anteriores 
afirmaciones se relativizara la capacidad represiva de la Jurisdicción de 
Responsabilidades Políticas. Por el contrario, coincidimos con la profesora Mir 
Curco y su equipo en que constituyó un eficaz instrumento de control social 
y en que las penas económicas, aun las aparentemente bajas, podían suponer 
un duro castigo.* Aunque el número de condenas fuese bajo en comparación 
con los expedientes instruidos, y menor aún el de las que se llegaron a ejecutar 
en su totalidad, hay que tener en cuenta que la capacidad represiva de la 
* Titulan "L'abast d'un pretés escarment col-lectiu" el capítulo de conclusiones de su 
interesante estudio sobre el Tribunal de Responsabilidades Políticas de Lleida. C.MiR ET ALT., 
ob. cit., págs 355-367. Al respecto escriben: "Altrament, i a desgrat del carácter 
fonamentalment económic de la repressió derivada del TRP, s'ha de ressaltar la importancia 
deis efectes no comptables de la seva actuació, si atenem al fet que la ñnalitat príemra d'aquest 
tribunal especial era la desmobilització de la població a través de l'aplicació d'un cástig col-
lectiu".(pág 354) No nos atrevemos a subscribir que esta fuera su finalidad principal, pero no 
cabe duda de que, cuanto menos, si una de las fundamentales. 
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sanción económica no radicaba sólo en su ejecución, sino, también, en su 
amenaza para las condiciones de vida de las familias afectadas. La propia 
instrucción de un expediente, que dejaba al inculpado prácticamente indefenso 
ante la maquinaria punitiva del Estado, constituía en si misma un castigo. 
Máxime cuando, al ser compatibles con las dictadas por los Consejos de 
Guerra y las administrativas impuestas por las múltiples comisiones 
depuradoras, las sanciones por responsabilidades políticas podían llover sobre 
mojado. 
En la medida en que la trascendencia política y social del condenado 
fuera menor, y menor por tanto su proyección pública y el carácter ejemplar 
de su castigo, la sanción se ajustaba mejor a su capacidad económica real, por 
lo que la posibilidad de que se pudiera pagar integramente también se 
incrementaba. El porcentaje de sanciones pagadas aumenta significativamente 
entre aquellas de menor cuantía, no porque la multa fuera más llevadera, sino 
simplemente porque que su importe se ajustaba mejor a la capacidad económica 
del condenado. La maraña jurídica de los expedientes deja traslucir la angustia 
de quienes debían asumir sanciones muy elevadas en relación con sus ingresos 
familiares.' 
El gobierno consideraba, a la altura del otoño de 1941, que la 
responsabilidad política alcanzaba a un cuarto de millón de españolas y 
españoles, entre los ya condenados y los todavía presuntos, sin contar los que 
fueron sancionados por este motivo durante la guerra: El nueve y medio por 
mil de la población, entre los que se encontraban no sólo dirigentes políticos 
y sindicales, personalidades de relevancia social o intelectual y quienes 
defendieron la legalidad republicana en el campo de batalla, sino también 
' El caso de Lleida es ilustrativo sobre la trascendencia real de sanciones aparentemente 
pequeñas: "No és menys cert, pero, que, mlagrat que es tractés de quantitatas petites, va ser 
important el percentage de multes satisfetes, amb la qual cosa la Llei de responsabilítats 
Polftiques no deixá de contribuir parcialment a la descapitalizació del camp Ueídatá, ja que 500 
o 1.000 pessetes de multa significaven una part important del patrímoni de la majoría deis 
pagesos, i només amb multes d'aquest import es van veure afectades mes de la meitaí de les 
familias sancionades". C. MiR ET ALT, oh. cit., pág. 359. 
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ciudadanos y ciudadanas que habían ejercido el derecho a expresar sus ideas 
o apoyar una opción política determinada. Se consagró la "presunción de 
culpabilidad", reflejo de una concepción totalitaria de la justicia y la sociedad 
que sólo las limitaciones materiales de la posguerra impidieron que se 
desplegara en toda su intensidad. Un ejemplo temprano lo encontramos en la 
Comisión de Incautación de Bienes de Vizcaya, la cual se proponía en la 
primavera de 1937 recabar los antecedentes políticos de todos y cada uno de 
los vecinos de la provincia, advirtíendo que entre las filas de los afectos solo 
tendrían cabida aquellos "que por su actuación y patriotismo deban ser 
considerados como oro de Ley". 
Enrique Suñer llegó a afirmar que había "una responsabilidad difusa de 
casi todos los españoles", en las primeras instrucciones que enviara a los 
Tribunales Regionales como Presidente del Tribunal Nacional: 
"Esa responsabilidad se hace arrancar de una fecha: 1'' de 
octubre de 1934. En efecto, en la inmensa catástrofe que ha 
representado para España la revolución roja, hay una responsabilidad 
difusa de casi todos los Españoles (sic), por ello inexigible: la de todos 
aquellos que con sus tolerancias y debilidades permitieron las 
propagandas contrarias a los ideales de la España eterna o con su 
conducta egoísta prestaron un sólido punto de apoyo a las rebeldías 
sociales [...]"* 
Las responsabilidades efectivas de quienes habían apoyado a la 
República y su programa reformista, protagonistas de la revolución, y las 
responsabilidades "difusas" de la España liberal, los políticos de la restauración 
y la derecha posibilista porque sus tibiezas y debilidades la dieron paso. 
* Instrucciones sobre la aplicación de la Ley de Responsabilidades Políticas. Copia del 
escrito enviado a los Tribunales, sin fecha. A.G.A., J., R.P.(T.N.), C: 1.297. 
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Volvemos, así, al principio de nuestro trabajo, a los fundamentos ideológicos 
de la derecha contrarrevolucionaria, a las páginas de Acción Española: una 
concq)ción nacionalista, ultracatólica y tradicionalista de la sociedad y el 
Estado, que conforma un corpus doctrinal articulado y totalitario. 
La represión franquista durante la guerra y la posguerra, como 
estrategia de terror propia del fascismo, respondía a la necesidad inmediata de 
neutralizar a los opositores y controlar a la población. Pero como expresión de 
la violencia política entronca con una concepción arcaizante de la sociedad y 
el Estado, cuyas profundas raíces se hunden en la pugna sostenida por el 
bloque de pjoder tradicional con los sectores modemizadores de la sociedad 
española, en el marco de la crisis social y política que se venía arrastrado 
desde fin de siglo. La sublevación de julio de 1936 truncó definitivamente la 
posibilidad de una salida modemizadora y democrática a la crisis, y la 
represión se convirtió en un elemento clave en la estrategia del antiguo bloque 
de poder, no sólo para recuperar la hegemonía perdida, sino para mantenerla. 
A falta de otras fuentes de legitimación, el régimen franquista cifró su 
supervivencia, en buena medida, en el mantenimiento de unos aparatos 
represivos y un discurso ideológico que a lo largo de sus cuatro décadas de 
existencia pudieron cambiar en lo formal, pero poco en lo sustancial: la espada 
y Cruz, conjunción sagrada que encamaba la misión histórica de proteger a la 
nación de la anti-España. 
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CARTA PERSONAL DE WENCESLAO GONZÁLEZ OLIVEROS (A.G.A., J., 
T.R.P.,T.N., C: 712 
Madrid, 31 de julio de 1944 
"Mi querido Maeso: 
El Tribunal a emitido dictamen favorable al levantamiento del destierro. Ha sido 
contra viento y marea: quiero decir, a pesar de los informes adversos de allá; pero yo le 
conozco a Vd., y estoy seguro de la bondad radical de quién lleve su sangre, así lo he decidido 
y responderé -como de todos mis actos- de lo hecho por considerarlo equitativo. Se procede 
ahora al trámite y estaré a la mira para que en la Presidencia (que ha de resolver 
definitivamente) no se nos interponga alguna miseriuca o pueblerinada. 
Del reto de su grata, que por asociación de ideas, suscita juicios de conjunto, obtengo 
conclusiones dolorosas. ¿Puede tener España salvación? La vida no retrocede, y es inútil 
pensar en la vuelta al pasado en sus etapias más agradables y cómodas. Si Isabel la Católica 
resucitase al frente del Gobierno y gobernase, esto es, dirigiese todo lo desmandado, antes de 
seis meses no sería mas que una tiorra: y si Cisneros con su magna previsión y su mano férrea 
reapareciese, moriría de algún atentado personal o sería puesto como un trapo. 
Es inútil p»ensar de otro modo: el más indiscutible aforismo p>olítico de la España que 
nos ha tocado conocer es que aquí el que gobierna pierde: aunque sea un Arcángel. A ese 
aforismo sigue otro no menos evidente: aquí la postura más cómoda y sabrosa es la oposición; 
y la suma de habilidad - con todas las ventajas y sin ningún inconveniente- gobernar desde la 
oposición. 
La Dictadura constituyó un desesperado salvamento al borde del abismo: una 
contención angustiosa de siete años, que a cualquier pueblo de cultura media más elevada le 
hubiera abierto los ojos y reavivado el instinto de conservación. Pero todos -en primer término 
lo beneficiados- empujaron contra la presa hasta hacerla saltar para verse luego dando tumbos 
en el torrente. 
La guerra civil -si Dios no lo remedia- va a tener el mismo desenlace: otro muro, 
nueva corrosión, nuevo desbordamiento, y finalmente derrumbamiento y ya irremediable y 
definitivo cataclismo. 
¿Por culpa de las izquierdas? No. Aquí 'las izquierdas' por su propio y exclusivo 
impulso, abandonadas a si mismas, nunca han podido hacer nada; nunca podrían inyjonerse. 
En cambio los elementos más eficazmente 'anarquizantes' han sido -lo siguen siendo- eso que 
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llamamos 'las derechas' en general. ¿No los está usted viendo en todas partes congraciarse a 
toda prisa, en espera ansiosa de hacerse perdonar por si la tortilla se vuelve? Sería grotesco 
si no fuera trágico. ¡Y dicen que los asnos -con ser asnos- no tropiezan dos veces en la misma 
piedra! Aquí los hombres han tropezado -y trojjezarán- no dos veces sino doscientas. Quien 
conoció el panorama español de 1926-1931 y advierte el de ahora, se queda estupefacto ante 
la absoluta identidad. Es como si nadie hubiera aprendido nada, ni hubiera olvidado nada. El 
desenlace tiene que ser idéntico pero mayor, peor y más rápido, pues lo que en 1930 fueran 
años, serán meses, o quizás días. ¿Quién va a rehacer la virginidad de los políticos antiguos 
de derechas y de izquierdas en ima nación que los pulverizó a todos, sin discriminación, a 
carga cerrada, porque el peor de los delitos que aquí se puede cometer es el de mandar o haber 
mandado? No observa ud. la inconsciente indignidad con que se cotiza para el futuro a los que 
sean 'amigos de Inglaterra', 'amigos de Rusia', sin que los interesados protesten siquiera por 
la fórmula; sin que se levante hombre o voz alguna para reivindicar que el tínico derecho a la 
apertura de un crédito de confianza lo da exclusivamente (como en toda nación digna de 
subsistir) el título de 'amigo de España'?- Tan sólo el Caudillo, desde hace siglo y medio se 
ha colocado en el pimto de vista del interés español ante todo, y sin limitación, y por eso le 
vemos con plena libertad de acción entenderse con Alemania o con Inglaterra, o con cualquier 
país en el momento que ello convenga a España y con su enorme vocación para la política 
internacional va consiguiendo navegar entre escollos tan peligroso y sacando adelante a la 
Patria, punto que milagrosamente, haciendo de España esa realidad de verdad, y no obstante 
las inevitables dificultades, son auténtico oasis, en el desierto devastado del mundo. ¿Quién se 
lo va a agradecer? Mucho temo que nadie. 
Yo que no puedo ser republicano aunque lo hubiera querido (Entre otras razones 
porque no me hubiera creído nadie) temo mucho que la restauración por la que ahora se 
suspira, sea en beneficio de Inglaterra y no de España. Aquí durante la monarquía sus 
partidarios se dividían en dos grupos: monárquicos que no eran dinásticos, y dinásticos que no 
eran monárquicos. ¡Cualquiera puede ver a unos y a otros mendigando una sonrisa de Samuel 
Hoare! Y ¿estos han de ser los que salven a España, y los que eviten que sea colonia 
extranjera, y los que garanticen que España sea para los Españoles? 
Ciega a estas gentes su propósito revanchista mezquino y meramente animal, porque 
confían a Inglaterra el cuidado de impedir que reaparezca el comunismo. ¡Me gustaría vivir 
lo bastante para ver que Inglaterra sacrifica un soldado ni una libra esterlina, para asegurar 
gratis la tranquilidad de ningún extraño! La liberación de Romas se ha significado por cien 
pases diarios ante la paternal complacencia inglesa, y los asesinos (tal y como se les ve en las 
fotos de los periódicos ingleses) todos van con un puño en alto y estrella roja en la solapa o 
brazalete, empleando fusiles y bombas de mano, o sea armamento militar. Y lo mismo las 
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fotografías que han llegado de la liberación de Cheburgo, son escenas absolutamente idénticas, 
pero más odioso porque se ve a pobres mujeres arrastradas del pelo por la canalla, y eso que 
en Francia no hay el pretexto de im fascismo que hubiera dominado. Es igual: los motivos son 
estos que nada tienen que ver con las pretextadas diferencias políticas como las llamábamos 
hasta ayer. 
En estas circunstancias el instinto de conservación impone formar un bloque social 
defensivo: esa unifícación de la que habla constantemente el Caudillo. Uniñcación que se hará 
o 'nos la harán', bien sea ahora por sentido común, o después cuando al fín estemos todos en 
la misma linea ante el paredón. De modo que la consigna no falla, de ima manera o de otra. 
Y será -aunque un poco tarde- el modo de que vean claro, unidos en la misma suerte, los 
criticados y los críticos. Porque pensar ahora que si Rusia triunfa, y se abre el camino a la 
reesición [sic] del 18 de julio, van a valer ideologías afines estratagemas y trucos tales como 
los que con éxito se ensayaron hace ocho años para zafarse o sacar inderve [sic] la pelleja, es 
necedad. El escalafón macabro lo inauguraremos los que estamos más que en la vangiiardia de 
la avanzadilla, pero se nutrirá de estas inefables 'derechas' nuestras (que juegan a la 
conspiración por puro pánico y ansia de hacerse perdonar) y lo cerraran todos los 
'izquierdistas' que tengan dos pesetas. Y los comunistas, además, harán bien; porque desde su 
punto de vista, son los linicos que demostrarán haber aprendido la misma lección que nosotros 
rechazamos. 
Todas las molestias de ahora, ante esa terrible inmensa y total inminencia, son como 
las disputas de los conejos de la fábula. Nunca creí en la política española desde que vi lo que 
se hizo con Primo de Rivera. Por eso aquí, tan solo la Providencia tiene la palabra; {)ero no 
a Dios rogando con beatería hipócrita adornada de cerril incomprensión, sino también 'con el 
mazo dando', con previsión del inmediato futuro, inteligencia, sentido de la realidad e instinto 
de conservación. Pues en trances como el que tenemos encima errar [se interrumpe aquí] 
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PRESUPUESTO DESGLOSADO (EN PTS.) DE LA JURISDICCIÓN ESPECLiL 
DE RESPONSABILroADES POLÍTICAS PARA EL AÑO 1940 
1.- PERSONAL 
1 . 1 . - SUELEHDS 
Sueldos, gratifícaciones o diferencias de sueldo a aquellos 
que lo perciban por dicha sección del presupuesto, al 
I>ersonal del Tribunal Nacional, segundo Jefe de la Jefatura 
Superior Administrativa, Tribunales Regionales y Juzgados 
Instructores y Civiles. 1.300.000 
Total sueldos: 1.300.000 
1.1.- OTRAS REMUNERACIONES 
Gastos de representación del Presidente del Tribunal 
Nacional 6.000 
Gratiñcaciones al personal afecto a la Secretaria del 
Presidente y servicios esjjeciales 6.000 
Consignación para personal subalterno del Tribunal Nacional 27.000 
Consignación para gratificaciones a fiíncionarios asesores* 30.000 
Consignación para personal subalterno de los Tribunales 
Regionales de Madrid, Barcelona, Valencia, Bilbao y Sevilla 50.000 
Consignación para personal Subalterno de los trece 
Tribunales restantes 104.000 
Consignación para personal subalterno de los Juzgados 
Instructores de Madrid, Barcelona, Valencia y Sevilla 50.000 
Consignación para personal subalterno de los cuarenta y siete 
Juzgados Instructores restantes 376.000 
Consignación para personal de los Juzgados Civiles de 
Madrid, Barcelona, Valencia, Bilbao y Sevilla 50.000 
Consignación para personal subalterno de los trece Juzgados 104.00 
Civiles restantes 
Total otras remuneraciones: 803.000 
TOTAL PERSONAL 2 J 0 3 . 0 0 0 
2.- MATERIAL 
2.1 . - MATERLU, DE OFICINA NO INVENTARIARLE 
4 6 8 
Material ordinario Tribunal Nacional y Jefatura Superior 
Administrativa 25.000 
Material Tribunales Regionales de Madrid, Barcelona, 
Sevilla, Valencia y Bilbao 45.000 
Material trece Tribunales restantes 91.000 
2.1.- MATERIAL DE OHCINA NO INVENTARIARLE (CONT.) 
Material cincuenta y dos Juzgados Instructores 468.000 
Material dieciocho Juzgados Civiles 162.000 
Total niaterial no inventariarle 791.000 
2.2.- MATERIAL INVENTARIARLE 
Moblaje y alfombras 30.000 
Máquinas de escribir 20.000 
Ficheros y archivadores 5.000 
Total material inventariarle 55.000 
2 .3 . - ALQUILERES 
Residencia del Tribunal Nacional y Jefatura Superior 
Administrativa 75.000 
Dieciocho Tribunales Regionales y dieciocho Juzgados 
Civiles 90.000 
Cincuenta y dos Juzgados Instructores 156.000 
Total alquileres: 321.000 
TOTAL MATERIAL 1.167.000 
3.- GASTOS DIVERSOS 
OBRAS DE CONSERVACIÓN 
Obras de adaptación, conservación y reparación del local 
para sede del Tribunal Nacional y Jefatura Superior 
Administrativa 5.000 
Total gastos diversos: 5.000 
TOTAL PREStrPUESTO : 3.275,000 
FUENTE: PRESUPUESTOS GENERALES DEL ESTADO, SECCIÓN 1 *: PRESIDENCIA DEL GOBIERNO. 
(*) En el presupuesto de 1941 se incluirá en este concepto la gratificación de los Magistrados 
Ponentes del Tribunal Nacional y Tribunales Regionales, de los dos Jueces que prestaban 
servicio de enlace con la Presidencia del Gobierno, del personal de la Dirección de lo 
contencioso y de la carrera Judicial que prestaban servicio en el tribunal Nacional y la Jefatura 
Superior Administrativa. 
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PRESUPUESTO DESGLOSADO (EN PTS.) DE LA JURISDICCIÓN ESPECIAL 
DE RESPONSABILIDADES POLÍTICAS PARA EL AÑO 1943 
1.- PERSONAL 
1.1.- SUELDOS 
Haberes de los dos vocales de F.E.T. de las J.O.N.S, uno 





1.1.- OTRAS REMUNERACIONES 
Gratiñcaciones al Presidente del Tribunal (38.000), al 
Secretario (10.000), Presidentes de Salas de Alzada y 
Revisiones (30.000), a los dos magistrados parte de las salas 
(30.000), Secretarios de Salas (20.000), Fiscal del Tribunal 
(15.000) y a otros asesores jundicos, vicesecretarios, 
personal responsables, subalterno, etc... 
Para satisfacer a los fiíncionarios adscritos a las Audiencias 
Provinciales y a los Juzgados de Primera Instancia e 
Instrucción para los servicios de Responsabilidades Políticas, 
los sueldos, gratifícaciones, diferencias de sueldos u otras 
remuneraciones, previa determinación, en todos los casos, 
del Ministro, segün los asuntos que se trasmiten 
Para gratifícaciones a los Magistrados Ponentes, al 
Ministerio Fiscal, Jueces de Primera Instancia y demás 
funcionarios en la cuantía y forma que se determine por el 
Ministerio en razón del número de expedientes de 
Responsabilidades Políticas que se trasmiten, en concepto de 
indemnización por trabajos extraordinarios 
Gratifícaciones personal de la Secretaría, gastos de 
representación del Presidente y el Fiscal e indemnización por 
residencia en Canarias y Norte de Áfiica 





1.3.- ASISTENCIAS Y DIETAS 
Asistencias de vocales suplentes del Tribunal 
Dietas visitas de inspección 




TOTAL PERSONAL 2.465.000{*) 
2.- MATERIAL 
2.1.- MATERML NO INVENTARIARLE 
Tribunal Nacional 
Cincuenta Audiencias Provinciales 





2.1.- MATERIAL NO INVENTARIARLE (CONT.) 
Cuatrocientos once Juzgados de 1 * Instancia restantes 308.250 
Total no inventariarle 601.250 
2.2.- MATERIAL INVENTARIARLE 
Adquisiciones para el Tribunal Nacional 50.000 
Total inventariarle 50.000 
2.3.- ARRENDAMIENTOS 
Alquiler edificio para el Tribunal Nacional 75.000 
Alquileres necesarios para las Audiencias, previa 
autorización del Ministerio 75.000 
Total arrendamientos 150.000 
TOTAL MATERIAL 801.250 
3.- GASTOS VARIOS 
De carácter general 10.000 
Obras de conservación 10.000 
TOTAL GASTOS VARIOS 20,000 
TOTAL PRESUPUESTO 3.286.250(*) 
FUENTE: PRESUPUESTOS GENERALES DEL ESTADO, OBLIGACIONES DEPENDENCIAS 
MINISTERIALES, SECCIÓN 7*: MINISTERIO DE JUSTICIA 
(*) No coincide la suma de las partidas del concepto otras remuneraciones con el total parcial 
que aparece en el resumen de los presupuestos que recogemos en el Cuadro N°: . La 
diferencia es de 27.500 pts. Dicha diferencia también se refleja en el total del capítulo de 
Personal y en el Total del presupuesto. 
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PIHCAS EÜSTICAS Y T3EBA1ÍAS IKGAOTABAS POR E l ESTADO Y PEOCEDENiTES DE M S 
EXTINGUIDAS Ofi&AIíIZAOIONES SINDICALES MAEXISTAS Y ANARQUISTAS QUE CUM -
PLIENDO E l DECRETO DE 23 DE SEPTIEMBRE DE 1.939 ENTREGA IiA JEPATDEA SU-
PERIOR ADMIITISTRATIVA DE^  EESPONSABIDIDADES POLÍTICAS A lA DELEGAOIOH NA 
CIONAI DE SINDICATOS DE P Í E ? T ? Y DE lAS J . C H . S f pOE El . ACTA ADJUNTA 
0-0—O—O-O—O-O—o— 
Ü : JUMÍ^Í i i \1- ^ LrJV^Jaii^ i 
'"^mi 
En Ivlaarid-a 30 de J u l i o de l.QéO, reunidos Don Enrióuo Sufíer y Ordo- • 
ñez , P res iden te del Triounal Kacionai y Jef e "Suxaerior Administí.atiYO ds ' 
fíesponoabilidcdes P o l í t i c a s , y Don Gerardo Salvador Merino, JDelesado Na- , 
c ional de S ind ica tos de ?.E.T» y de l as J .O .N.S . , liace constar e l prime-
ro , ds e l l o s que tan pronto se pub l ica l a Ley de 23 de septiembre de 1-939 
que a t r ibuye a l a expresada Deiegacirfn i íacionai de S indica tos los bienes, 
que const i tuyeron e l patrimonio de las ext inguidas Organiaáolpnes s i n d i -
cales ais.rxistas .y a n a r q u i s t a s , se' enviaron a, l a misma los antecedentes 
r e l a t i v o s a e s t a c lase ds bienes obrantes en la Jeratui-a Suñerior Admi-
n i s t r a t i v a de i tesponsabil idaaes P o l í t i c a s y se ordena a l a Comisidn Cen-
t r a l de Incautaciones c]_ue preparase e l i nven ta r io de los bienes de l a mis-
ma índole segiín los expedientes y datos que t uv i e r a , en su poder, laacien-
d o u n a escrupulosa se l ecc ión de los üe t a l procedencia; . labor que iia da-
do por terminada y que a l cesar en sus.funciones a ' f i n e s del mes de Junio 
líltinio iia entregado a l a indicada Jefatui-a, como organismo sucesor de l a s 
que venía desempeñando y a quián por l a Ley de 9 de febrero de 1«939 i n -
cumbe todo lo r e l a t i v o a l a farmacion.de inventar io, , i nves t i gac idn , ocu-
pacidn y cesión de los bienes oue l a s en t idades , .agrupaciones o pa r t idos 
p o l i t i o o s decl"i:-ados f u e r a de . l a 3L,ey p o s e í a n e l 18 do J u l i o de 1.93G y de 
l o s que p o s e y e r a n con p o s t e r i í ^ r i a a d . 
y a f i n áe d a r cu iup l imien to , tzn p r o n t o coció l a s c i r c u n s t a n c i a s a l u d i -
das 3.0 lian Tíermi t ido , a l o d i s p u e s t o en l a Ley c i t a d a de 23 de Sep t i embre 
de 1 .939 , e l S I - . Suíiei-, en r u a c i o n o s de J e f e S u p e r i o r A d i u i n i s t r s t i v o de 
E e s p o n s a b i l i d E d e s í * o l í t i c a s , nace e n t r e g a en e s t e a c t o a Don Gerax"do S a l -
vador y Mer ino , en l a r e p r e s e n t a c i ó n que o s t e n t a , de l a s c is .n to t r e c e f i n -
cas r d s t i c c s 3^  u rbanas que por babor s i d o p r o p i e d a d de O r g a n i z a c i o n e s s i n -
d i c a l e s a f e c t a s a l ij^rente P o p u l a r f u e r o n i n c a u t a d a s a f a v o r d e l E s t a d o en 
cuEipliraiento de l a s d i s p o s i c i o n e s v i g e n t e s por ' l a e s p r e s a d s Comisión Cen-
t i -a l de I n c a u t a c i o n e s y oue se d e t a l l a n en e l I n v e n t a r i o fiaanado a d j u n t o 
a e s t e a c t a , a s i coirio de l o s e x p e d i e n t e s y d a t o s r e f e r e n t e s a l o s mismos 
que obraban en l a pi'-opia Comisidn, e n t e n d i é n d o s e e s t a e n t r e g a .s in p e r j u i -
c i o de l a s r e c t i f i c a c i o n e s que l a a p o r t a c i ó n de nuevos d a t o s o e l -mas déte? 
n ido e s t u d i o d e .los e x i s t e n t e s puedan p r o d u c i r s e en r e l a c i ó n con e l c a r á c -
t e r :i.. de los b i e n e s de que se t r a t a y de l a s e n t r e g a s p o s t e r i ' > r e s a que 
.haya lugar ñor lea invG.Gtigaci'^nas'que lian de segui rse pract icando• 
Los dos erganismoG.en es te acto representados es tud ia ran .de co-
mun. acuerdo l a s liicidenciaG c!.ue puedan producirse en r e l ac iAl con-
loa, bienes de r e f e r enc i a y-expedirán los docuraentos necesar ios y-ha-
r á n i ; t iones pe r t i nen t e s paro, l a insc r ipc ión en los .Registros 
de l a Propiedad correspondientes de cada uno de ellOG. " '• v_' 
Y pajt-a (¿ue conste de l a raanera mas solemne y .egicaz q.ue saa pre-
c i sa i'irman arabos e l p resen te docuinento por duplicado en Madrid f e -










SMita S s r t a M^a 
B ' i ' s 0 . S I y O I O H Y• f I ^ ÍT S O. 
1^ ^olas? d® umicesa áostrolásb s i t ó #aa 0* 
'Obd^uita n^ 24¿ .Shscrl'ta .por e l .líst^^ao' por . 
t&a casa s i ta , eaa l a Suelta' d© fernto IXfesifi^ 
fufira ( ixoy G¿ 1^ 0oi?r<Kzla 116)1 Pesrt^ EüecIeíi)»* 
t© a J^íjlidiridaá dé Ctoeeros V^stócóél I s s íwi t a 
'a- fairor áell^ttaáów-y. • • • ;.. "„• ' '- '\, 
íkm osíi^ su l a B s ^ e ^ del E^elafa tí^ .4 Se 1 ^ 
aanasasa 105* :i^ rt®í3i©el-©Bte a Isas 0o<^c<l8á©ss 
á& Ávila* 
. - ''•" •" ^ - ' - ^ - - — - • ^ - | - - - ^ - - r - - [ 1 ,1, |] | - f - - • i - | | - - - I mil I .lllin I J M T — - - I I I T - T IT.ÍÍT llí ••! «IJl 
tSia oefiía .ea l a o a l l e üm átirelio ^^«aibeSo n» 12 
fcsa esa l a cal i© 4© CSÍYO Sotelo a* 2 p ^ r t e n e -
citóte,...a «•SOOIEBAD mí 5ÍE.^ BA.JA3€ñ.25S •|5g i á 2XS^ 
HíU«' rt..í»& fiel Pueblo) .. 
0MiaA0 
Oasa es i© e a l l e d^ SíBta. tMrtn a8 3 7 , iioy de l 
Molino, I»ertes©Gionte a l a SCÍ'SIEDAD 3Í3 OFICIOS 
?Amoa « 3iA OOSÍ/SÁMIÍS^ » Iz iscr i ts a físsvw <5el 
Estado, 
Cfe^ ja ©a l¿i c a l l e José Síslvo Sotólo s i n Bwsieyo 
pertesecicsste a **0asa áe l Ílie'blo'' 
Cte^a ea l a c a l l e SoroSufilo n^ 6 portenedeÉtite 
a •*Socied!Sá Obrera Hesui^ccioai y a Jirvesntad So-
olalisrta d© SQüonaX** -
HáíJ^epS^ 
lío coastcaa 
Ifci oejaao de 100 p t s 












l a . 
i d . 
i á i 
ia 
l a ¿Tírea éé l o e 




J^pcírloo as leares 
Casa ea l a esOle Bei^aan. cortes per teae — 
Oñ@& s i n msEierro» de gobiexíiio hoy 27 <S© l a 
ca l le derecha, áe l a v i l l a d J^.o&<Má^  peart^e-
(Oasíi del. íuetljlo áe 2kaaoa)* . . 
ífetsa 0a l a ccOle SotslaSoa a» 23 # smtes 2 1 
p e r t e s c í ^ i e n t ^ a l a eatidafi "CoGHai^SIfA S0«^  
Casa áe zmévet Cfosnetamcoioa «a l a o á ü o 2a 
Eoag,tJÍta na 25 per teneolrnte a la. '•SOOlSSM) 
l i a l á© l a Cteea ^ 1 fttolilo) 
ciento & 1& ,. . 
-IiISSB UBL STJSKO*' (Hl l sa l delf^ Ce^ ea üe l 
l 3 l 0 ) V . . • 
^ ' * • ! • • I M I • • ! • IT. • l l ' l l l i l i «1111 II 
Solsa* en l a c s i l e l a SoiKjuita per teneoloate 
a l a «SOSlimAD OH3S^ 2U IB Ajm^-JH.írS.S.ailR UEÜ 
3A 
r-sü 0üE0o«» 
Oessa de tma so l a xxtEsnta ea l a c a l l e Eectos? 
foborea n« 8 y 10 pcrtenecieate a l a *'A<sW^ 
Macana 
Siasiusia 

















S o t i l l o . ae 
l a Hlveya 
Saaaaojí 
T i l l ad l eg© 
0soer0® 
loi^oy 
KL Oas tor 
jDo^ ia Meno l a 
PROTHíCXA 
Burgos 
B E S C R I 3 ? C 1 Q H CáJEGAS 





Baea-te Genil Córdoba 
i d ; 
Casa y co r ra l situedos en l a c a l l e de l a 
Audiencia na 27 de p laa ta baja y 1* piso 
coa des-vaa perteneciente a l a SO0XEIU2) 
Bi mBTmmmXA ma oriciós wmios i ^ smim 
saog • • . ' •" " o,_ 
Casa en l a c a l l e d e l l e S i o d i a e l t i nuiaeró. 
de plaa-ta "baáa y des'VBn» per teaecler i t© a 
l a SOeiBDÜB BE 'S^lSTMOlk M OFICIOS TA-» 
SIGS EEí BSSPBEJOáKi. ' • • • 
Casa d© ameva o<mstrucoioa^ éa l a c a l l e &^ 
IJA l i e n t o s i n auiaer<? pe r t eaeo ien t© a l a Spw 
cledad dt OFICIOS Y Tm SÜSIOI^ VJIBlOa 1® ' 
Ti l lad±ego»1 :. • ; . • ^ ^ ]^  
Casa en l a c a l l e de l Olmu a^ 9 p e r t e n e c i e a 
t e a l a Casa d e l íueb lo» Oesatro d e Sociedad 
des ObrereuB de c^oeres , ________ : 
Hipo teca s o b r e ciaatro oaaas c o n s t i t u i d a por 
B, Y a l e n t l n Pé rez Biaa a f a v o r de 1^ •'Hurail'-» 
dad" de Koiiroy en g a r a n t í a de -un préstamo he 
oho a a q u e l po r e s t a en t i dad y poa? tm c a p i t a l 
de 6 , ^ 0 p t s t s i n i i a te res y t iempo indeteanai-
nado i Se l l a l l a i n s c r i t a en. e l K e g i s t r o , 
Casa u& 48 de gobieinio de l a c a l l e Zaiiora p e r ^ 
t e n e c i e j i t e a l a SOOIíSAD OBSERA SOCIAUSTA "Sa 
Aurpra"» 
Casa en l a c a l l e Feman Pereg nS 22 y 24 pearte-^ 
neciénl;© a l a SOOimíU) CASA SEÜ PTIEH&O BE HISU-
ÍTEGElínJ, . , ^ 
Casa n^ 18 de l a c a l l e de S^nta I fc r i a pe r t ene -
c i e n t e a l OEKtíRO OBRMO DE OFICIOS VABIOS BE 





l?o cons tan 
9.000 p t s Hipotecas 
a. f s y o r d e l Banco Hi-
p o t e c a r i o ^ 
Ko constan 
















i d . 













i d . 
Crráas! 
i d . 
id» 
Casa nS 57 ¿le ía- P laza d© l a AÜiondiga 
p e r t e n e c i e n t e a l a SOOXEDAB eOOPERASI-
TÁCESSERA 33E CCSÍSTRTKÍCIOlSf 33B 3i& GASA 
BES íPOESIiO DE CQRDOBA» 
Casa a « 1 1 moderno fie l a e a l l e d« I t r aa -
c i s eo 2>áLop p e r t e n e c i e n t e e l a s S0CI3&* 
BA33ES 2iA 3?ASBA PROBÜOIIVA If 3iA AGSÜPA-
OIOH S0giAH:S3!AÍf 
Oasa en l a c a l l e S o f e r o 'n.a 3 pérteaae — 
c i e n t e a l a SOC3a!DÁ3) OBSmA B3S Oí'ICIOS 
TAEIG3 «lA APilCMlA** ^ 
Oasa n9 8 0 de l a c a l l e Empedrada, p e r t e -
n e c i e n t e a l CEN5ÍE0 OBHEEO BB OflGIOS ?A-
i i o s . •• • • . - • • -. 
Hipo-teca p o r 20 .000 p t a 
a faTor d e l Bsnco Hipoteoar l 
H ipo t eca po r 15^000 p t a a 
f avor d « l Bsnce Hipo teca r io 
Gra/veda a favcxr d e l p ! o s i t o 
de Bujalance po r 3¿000 p t a 
peral y 1,500 i n t e r é s 
Ko cons tan 
Casa nfi 4 de l a c a l l e C e p i l l a p e r t e n e •• 
c i e n t e a l a QOOIEDKD CEHIRO IIÍSIRUCtEITO BE 
OBSESOS DE OFICIOS YASIOS* No cons tan 
Gasa na 9 ncdemo de l a c a l l e Rí^ mon. y Gaf-
;Jsl a n t e s Ancha» p e r t e n e c i e n t e a l a e n t i -
dad o í j re ra «Elr POEVKIHÍ T^ E Ü I R A S A J O . KO constat t 
Casa nfl 4 de 1:, c a l l e I g l e s i a pertéi .ecieníf 
t e a l a Sociedad ob re r a de Ar t ea y Of ic ios Uo cons tan 
Casa n9 28 d e l a c a l l e de Ssaatana, p e r t e * 
n e c i o a t e a l a SOCIEDAD BE 0BESRO3 AGEIGüIi--
fGEES Y OFICIOS ?ARI0SÍ_ . _ _ 
Casa enc lavada en e l b a r r i o d e l a Grúa de 
San Antea p e r t e n e c i e n t e a SOOBDAD OBRERA 
SO0IAI.IS2A» ' _ . - . » . 
Cesa na 12 de l a c a l l e Real p e r t e n e c i e n t e 
















^S0fII?Cl4 3 ts n ú mi X o CKmm 
iit*ua¡»íut0ii\\\í m n!nJ> 
OíSDa^llos 









Hsmm» ^ . ,,.,...,^ 
J^!«*eela de t i e r r a á e seoimo ^ i e l Alasa Sel 
fítíertOí l^igo ó« l a .«xa A l t» ! Cíja- ima ex «• 
teas i tm superf ic ia l áé 940 á r 2 perfeesécies.. 
té «1 BmMQám m únoim^ tmim, , 
golfíT aá 4-1 á e l plazio psireelasido de J&¿ S<5r-
^ o Aboa Éobles^ oa l le á e l (íesi^a:^ (Socea 
ItoSoá á e l l)S33?io á© lía :?aé&la, tsEabi^a H a -
I6I9M ceye® ieaa CJOáas"feruccl(m csa^lav: 4& mi. t e •• 
• SíTi^ ao • Címsíal t<xemm&ú psarte && l a ojpa del jsédiOl, coa ©scteasioa euper l lü i a l d© 180 
^ 2 * portefteclea-íí© a. l a ISíIáMíáD afeóte, a 
/"•"^ V I W W - * » ,^  ^ - • - . . , , , . . . , 
ífesa en 1& ca l le de &l.^a«rOf ns 40 ^ i t i g a o , 
58 asKtólficaáo y 66 aovislao» coaociOca poo? 
l a sr-ande, pertea^ele&te a l a s .S0i3IIS>AI> E© 
omsíCB ^BiaoitA-^  m* la .sg láXO d© c^ s^pi « 
1 ^ < > Q » , . „ . „.,. , • 
Solaa? e s e l d i s t r i t o r u r a l üe l Tí^ do oa e l 
Gi t io de loa hlimcmlsOB coa 410 i3/2 40 osa, 
perteneciente a l a 30011^^33 OimmA. WKM M 
y Todo de Veles 
Casa en l a cal le <Se HadiXt s i n tsoDBvOf per te-
nec ien te a l a s B0^--mxmxim om^rnímoim lu-^ 
Tmn&Am ieía»am ^ • 
0¿3SL de ana p l ^ t a , s i t a ea ^ BBSTXQ ÚJO XSS 

















e r i áo t a 






Saatal laa BSL encía 
i(i« 
l a . 
forsteve'ira 
Sí^^tendetr 
i d * 
2roso áe texr&BiO en t r e la.s cíalles de Sema 
Os^eopo y lalfue-va pos te r io r a 3ja Ig les ia 
de Ssn J o s é , pesrteijciente a l a CMÁ BBIi 
Oaea en I s ca l l e de fxisQXi áe Bi-v^ra de 
plcmta bsáo- y pya l , pesrtenccicss-te a l a 
i^m¡, nfi 3 «le l a ce l le £teX Secreteado Oasa^ 
r e s , sateS: Gatas do s«p6i?£iol« 120 E / 2 
aproadmadseaeaite» pcatteneciente a l a SOOÜJ-
M3) BB Oficios f^HIOa Í*A t3HX<M de í&'iáota* 
Casa en la tsüé. Mayor o a l í l g ^ a s 133 f 4o 
133 2^2 do super f i c ie , per teso len to a l a 
mniimm ÚkÚA PSS HSSBJO^ d© talonci&*^._ 
Cíása ea l a J^iixot|ula de l ífápbó AytmtaErlCíi— 
t o d<eí CtoK^OB, dé pía: t a b á M nlCliondo 308 j ^ 2 pertetici^nte a l a fjí>3ls»¡\lr ÜA Altlí-lSA 
MAHIMHA,{Cfesa del IU^ÍJIO),; • ' 
^íerrcaio e r i a l a l e i t l o de l a S^caite, cono-
cido t ca j i en por e l Stoeon, d« c ^ i d a ua 
caayea 78 coatiGrCí^. pertcmciejito a l a SO-
Casa n». 6 de l a ca l le de !tegñll©ries de plan-
MfMWiiíAMrtMHMMHIii* 


























á l d o l s do 










f <j3?aeglllaa VeOladoliá 
aas^ 'aS 12 4e l a oall© 3« f&BrOf coa <rtro • 
ousrpo Se ed i f i c io destismjio a hojmo xLé <ti>* 
Ctesa 31® 25 Spás áe la. eaH© Sasí Sógtje áe plcan-
YÁEXOS M A ^ C ^ M , aréota;.& l a tí*0»f« .. . ,- , • 
ÚB6& £iÍ3a nteaerb aX s i t i o Sel Eesbaloa^ aa e l 
O ^ a s i n »ua^ro eaa l a císaU© luenta íl?íaata per«» 
teaecisjil;© & l a AíSíííPAClOn SOOXál^ lSSA OBHEEá. 
O^ít jja 17 ae l a Plajea á e l a Ocoastituoicaí 'p^ 
m^i SE OFICIOS ?4ai03 de na. Saáceilov -* 
Casa a9 4 en l a oall© Sel Chira, per teneciente 
a. l a Soeiedcá de Obrer&a. A&mcm.S 1 O I^OIOíJ 
Baro«Xa éo t i e r r a ti-fe^líitda 3^ ,4. 2J5^ ?SILf*A m 
Z iiGtataaíeas, 56 á r e a s , 62 cexttlsreas y 87 te. 
p c r t enciento a l a SOCfeDái) BS OMEB-tX? áGKX -
COSAS T OFICIOS' TiíllOS El, (JAIIIIO USE MlOam-' 
SO, de B\EG-AS' 
2ie2?xa a l s i t i o Puaitas de l a Gt'Skiáo, áe 4 iiec-
t a r e s a , 46 S3?eas perteiicieaiso a l a aooEIDAi) 
2311 QBS;mO;5 MmiXKmS MOflOIOS V/ÍESOS SSÍ OiV-
MIRO mOi mjOamiBO && SarfíSa^U -. 
Cada úcesístxulda sol)rs úa ooaral y cediera éa 
l a aal l© d e l Aroipreate 3)» Jiiaa I?er»aBd©a 
Dos ealJij2?sO£} y xmB, 
hipoteca por p3Eíecio 
apl&saí^ do 40» ©ÓO 
pts» a f¿vór <3,e l a 
&,t£dad E l Mcrnt© Oaar-» 
So coastísa 
Üh. oenso üe 24 TesXta 





]^ o constcsn 
[JyA,: 









Suea d© Sbro S&Tosojsa 
^a l loa 
SferaísdtieB 









OHaEs<B Amxmmm^s Y OFÍDICA M sc^vS& t^-
m.1^, \ . ^ • • . • • . 
Cssr, s in nxirsero de planta ba^ci, ¿e yeoleate-
construcción s i t a ^x Xa S^irtida ercis a l t a s 
de S, Basaon, per teaec ica te B I s tJ,S,f« ds 
E b r o . • ' . '• 
i3£.so de á03 pieoá coa cora?sl, s i t a ea 2^ 
c a l l e Se lo s jSiertOB, hoy Goya na 11 con 
897 sv2 íle Btjperí1ci«> pertanécieute a l a 
SOCIBBAS ÜE 0^10103 VA2I03 W^im SHÍ^SUJ J3E 
Solf:*r ea l a plíisa de Ju s t i c i a coa 490 E / 2 
Toerteaeciente a l a Ü3310H OS^SliVS BS fEáBA-
(feaa en la Yega áís líuchi^at ócst inaúa a, l a 
es t iagaida Cas . de l Pae"blo, pearío»cciente 
a l a ü,<3-t2« de Sgéa do I t ó (^ba l le ros^ 
Gasa, ea l a Par t ida denoíainada, Autiíaia de l . 
:?cntano y -feasibieai fosadoaaero % áestir-sda a 
l a cstingulda Oastx de l Pueblo. pea?ten.eciaa«-
•te a l a XJ.a.T» y A^tJj?AOI(B SSL P/axtCO SE-, 
PüEl^ CfirsO PJir-lC.fil, 30ÜIALIS2A KS BI<)fA«_ 
Casa afi 22 ea e l Bíxrio de Curto, de p laa ta 
ba^a por tín lado y por otro d© plíijita baja 
y piso a l t o , p0rtciieciK:ite a l a tí»S «^S;* á« 
3^¿rdalltar». •• . ; . 
Ho constan 
So cottfítsa 
Hipoteca a favor do 
l a Caáa d© írevisioaa 
Social d e l lac^soo, 
por p r é s t e m de 4 
40.000 pts» 
iío constan, 
Hipoteca a favor de 
l a Caáa de Previs iva 
Social de Asra^Bi por 
prestano do 25*000 
p t s y o t r a j ^ s por 
5*0w a l a xsiessa Ca«> 
3a 
Hipotet^ a favor 
de l a Oaá^ de P rev i -
sión Social de ára^sn 
por prostsKó de pta 
25«<K)0 a l ^ por 10 Qños 
Ho OGszstazi 
.:^:^5.i,;:gá^.i;;?M;:ñ£is feáiiiil 
63 3 sfeE-oea issiragosa 













I d , 
73 MalplcÉi dé itíi, 
£aáo 
HOfitearaájoa 1<3« 
IfeófeXí^silJa ia. . 
,:06aa aa 3 áe Xa ectaJle áe 2.00 Sa£?eiiios de 
•'•'•plasta y áoe ptáós» perteiseoienlíé a- l a 
(feisa üs 3 de Is, íjaSJií- és. Waen S© plan ta 
Bol&r- m. l a 0^ 30.® ^acsba »» 3 ccaa 31S s /S 
. -portenciéat© a l a ^mm^^í Ammkqtm 
. ^^^_la mstás^tmim ^mxmím^Ui : ,, . . 
.. ^ l a r éSl f lesb ló ísdto M Bio Mms^^üáiXo 
a la n^merOf 4e.- Ié3d2 sa/S»- pesítcaac-eiíaite 
a s í a ^ 5 B t o 'JESS Cfeasaésm «m^íO IQ3B. - • 
g ^ A § « » ; . • " . - . •:' ' • ^ • . \ \ : : • ' • 
trimi-snf yimii,i„„i„mi„y,ti im,,,,,, nm li i iiiiií niiiiin mal i n m m m »iii 
^mm a« 10*sü# «io 1& c« l l e á©l A^o c<m 
460 'w2 p©rt;^jelesate m. l a á€ Í^IÍ>í-€IOK- 0 ! ^ ^ 
M se omoim' rmxm ^ . ' .«..«.^ 
t3h, iiuJBirfeo .0 so la r ecsHjíafto e» 1» t^H© EOE-
Sa 4© íB« l^áapo» csat«0 S« ^ t c m jaa 5 * p e r t é -
neciesi© a l a SOSXliS^ ^ l í E á B^ S^saUO ( Cesa de l I*aeblo>» 
<Uié*wt»i»»iM(B'HWHHi|tnjri midijüL: 
0asa 3Ía ütsser© ea l a c a l l e Sel CSiorríllo 
p&rteneieate s l a moiMm tm m/'MJ,!^mMm 
m 3iá sxiitBá T ojiaios VAHÍOS» 
M i f i o i o üe uaa éola plaistss e i t o a l is»isi-
olpio ¿iü l i oíiile M3?Gl3el« eos 3 SO I2Í/2 • 
pea?tesci©3ate a l a SOCZBBAB tim<^ G^íSA 
^* g«g* • . 
0 '«a QÍB auaero des l a calle, áo Qaelpo de 
í^ jEís© Cí»! loo iv'a pe^-teneoioate © l a 0OO1B'-
Oaea ©notado arateoop Se l a c a l l e d^: Orsa 































i d » 
id« 
i á t 
iá« 
la. 
i d . 
iS« 
dasaa sia^ misero de Xa ca l l e fiel Üristo 
t ^ < 5 * 2 ^ • ... , , , , , . , • • . . , „ , . , — . . • 
Strsa »a 13 ^e Xa c a l l e d e l 2^>t2« coa 
239 ^ 0 . perteaecií^t© ©1 Sladicato de l a 
Tío con0&an 
j^o coaetaa ir»G»g. 
Oase 48' áoa ^ieO0j con 422 ÍZ/S pesrfemeolegi, 
t© a l a <fefja á<sl gGeblo> So constes 
Mncs. r a s t i im a l s i t i o deáiesi l l» coa stQjor-
O í^j» óe l ^aeblo» Ho dcajston 
Hnca rost ieft é© e l teasaino do O l i s s á e l 
H«^ a l s i t i o Ptxntal a© I s OaSeSa, mi l sa r -
s ^ t 0 coaooiao por ai©2*ta. á© loa Sooioa y 
©1 Ceiíoaaaii ÓCKJ csuperficlo fi« 4 iieetoreas 
46 areaa* y 22 cen t i a ro í^ , pe r tenc ica tc a 
2^ Cfeoa oe l :PttBblo* 
t ^ , p a : e e l a do terrcaio» Pectinada, a solar 
eálficafolo ©1 s i t i o üol Eio ¡ t o ^ g a i l l o , pcr -
teneclojate a l a 0&B& Sel Bsct)!»* . 
Ho cfiastfía 
üo con^-toa 
Casa 218 4 ¿e lekc&llG do Jope Antonio B?i -
ao de Eivera con Euperficie ale 571,80 £Í/2 
pearííesieciente a l a Cosa Sel l ^ b l o » 
SolvT 41 tezs ino del v a l l e , per teneoisnte 
a l a Cfe© de l l e ía lo» 
tSszí Ti2a en e l pax^^ 0:::sa ^ e v í i t coa 20 
oread sr 29 eeatiíEa?eas, per teneciente i^  1» 
asm éel Mueblo •-
ííor,<3<Ki£rtaíi 
















S e r e n ó l a 
Manzac i^X©© 
ido 
I d , 
l á , 
ia» 
99 Meetanza 




forres de 3vt&n 
Abad 
Puebla del Sal« 
vador 
Saelioes 
i d . 
Cuenca 
i d . 
103 ü c l e s I d , 
104 Y i l l a l b a de l a i d . 
S i e r r a 
Casa ©n l a e a l l é d e l Arena l S IJ I niaaero de 
tma plisaba, p e r t e n e o i e a t e á l a 'tr<Si,$¿^ :^ '/..'. 
Casa níí 16 d e l a c a l l e d e l ^ e n e r a l i s i m o , a n -
t e s d e ^ ^ d a l e n a , de doa plssatas p e r t e n e c l e a 
t© a l a Oasá d e l Paeble» ^ ^ -^  ' • . ' /' " - .."' 
e i aco y media déudeciaas p a r t e s de tma oasa 
ea l a c a l l e de Jtiañ. Co-fco nfi 2 con 2100 m/2 p ro in-
d i v i s a con l o s herederos €é Pedro Almoguei^ y 
l o s d e Pablo CafíaSae, per-teneoiesnte a l a Soc ie~ 
dad Agrap-acion ^ b c l a í i s t a de fíei'enoiay 
Wa. s o l a r ea l a cont inua c ion de l a c a l l e de ea~ 
Hameresj SÍB. nuiaero- con 870 , 52 3B/2 p e r t e n e c i e n -
t e a l a Casa d e l Pueblo «^ ^^ ^^  .' .. • 
0&B& a8 42 d e l a c a l l e de Gáüamero de dos p l a n -
t a s , coa 80O 25^2, p e r t e n e c i e n t e a l a Oasa d e l 
Pueb lo , • 
Casa de dlcí ia AlSea de Hoyo, de e s t e t ' e rmlno 
mun ic ipa l de p l a n t a bo-áa, coa 142,50 in/2, p e r t e -
n e c i e n t e a l a Casa d e l Pueblo,^ !«_,.,.,_ 
Cíisa 2x^ 59 de l a c a l l e áe 12alvo S o t e l o , p e r t e n e -
c i e n t e a 1?. Casa d e l Pueblo , ' ^ 
O&ae, s i n nusiero de l a c a l l e D, ítasaon Sabio de 
150 Jffl/2 aproximadaíaente, p e r t e n c i e n t e a Ü,G,T*^ 
0>sa n s 45 de l a c a l l e d e l Scüto de I80 EI /2» 
p e r t e n e c i e n t e a l a U.G-.'ü, ; . - . • 
? o cons t a s 
Ho oonstan 
Casa n« 15 de l a c a l l e S» ?e.:.ro de un; p l a n t a 
con 300 133/2 p e r t e n e c i e n t e a l a ijasa de l Pueblo y 
Ü. G.T ;, __j .. 
Casa ntt 3^de l a c a r r e t e r a de Cuenca, de una p l a n t a 
con 214 V 2 , peaTteneciente a l a U,G.2, 
Wingana 
lío constan 





No cons tan 
Ho oons taa 
,A.^«.fe«-.i?>»«"-j'^ 
mmMmxA- Ú5 E s: O í? 2 2? O S .0 íf S.%Ha4S 
105 
1M 















•Ossa ns- 2 4s- I Í Í oaL2; .^.Se .Bies^onte, opt v i s i -
t a a 3.a de GrairlaaV msaaálo p<^ jLa á© Gon — 
S(»!^ coa 1,356156 Í V S ^^ swiíeríljcie, p^rtft— 
neoieaio a l a s distln'&-sá eíill&íá<.s obreras 
s f ec t a s a l a 0É.SX del Mueblo» , 
CfíiSa a& 5 S© í a oallo' %:lnoiá 15 ea^Sió bcaí 
t ^ a l m t e a; l a OO^KíMlVá SCKfXíltístB; mOEI-
S l í ^ í A » - • ' ^ ' . . ' ' ' • ' . ' . 
tilia C3^- 0ita. «35. e l oentrí», de l a oaXIe á s l 
Ol-tsao áe 7 m. <^<3 l^r¿po poo^ 7 de laaclio perfee-
neciezrte a l 1BI2I'I3::0' riOClAl^seA Ií,5»2, ^ ; 
Solsr a» 22 de l a oall© do faMo íg los las coa 
251»20 n/at^^írteKecién-t-e a l é ^<^imm IB i m f 
SAJADOlBr? Mi M üíE3SPA«IíÁ ^itüIOlííHá." (antea 
Socieaaá ae -Císrtsros Aí^íricolas jr OXlcios Vorloo 
Casa afi 13 d© Xa cali© (le l»ablo l í ^oc l aa , ea — 
t e s G* rfedro ele dea plroitas, óosi 300,21 ^''2 
isoluifios óos p a t i o s , pejrtenGciésites & Or-SüíEO 
l&ia casa y txa c<»^al | £23 es t do xuinoso, do 
59 EV'S d© super f ic ie , pcrtóGcieri-te a tJf^ d.S?» 
Cesa nS 12, d ;^ 1;. ca l l e de la lágtreHa 4e ñoa 
p ioog, eacíffis '^^  cuera y co2?3^al 4o 534 J3/2 de 
0U^crfici.s, pertmetjiente a l a gclad ¿le 0110X03 
>5!* 
Soler m l í ce r re í ss^ fie Válemela cK>a 291106 
HiQ hipoteca (BÓ oeaaa 
tst ett l a ee r t i í l í í a -~ 
OÍC36R pox í3.ue caátldafcíl 
So1>re ttna Ei"fead de l a 
£iK<i& tino pe^eteneció 
a Benito ^telbfea IKi «: 
Bo óoníSttm 
Hipoteca de pr^et^sad' 
poy 6.500 p t s i 55^  
snii 1 á9 ijítereDes 
tsxE!Í2io2 20 BSOS y 
1»300 pt0 p:-2?s cO0ta.p 
Ék i'fVCK' Sel l35StltutO 
íiosal de 3^revlai<m 
So constan 






T a H e c a s 
S^ KOYIKGIA 
Madrid 
B B S O R I P O I O H GABQkS 
id* idc 
A&SÜPiiCIOH SOGlASlSfá, A&ET3moiOH lüB DEPEK 
Casa nfl 5 ¿s l a c a l l e S a l e r i a , h.oyvBfeauel 
Cano, 3e plaaata "baia y c o ^ ^ a l y cua t ro ca-
mamas con 376 ,71 15/2 d e s u p e r f i c i e , p e r t e -
n e c i e n t e a l a SOGEEBÁB ÓBIJIRA DEÜ a&HO 3JE 
m CGSrSÜSTJGCim DE, táIiI.EgÁSg • 
114 á-S» la* 
115 Saa CGLemeat® AltJacet© 
Solfcr BÍ-to a áerecíia So 1 c E x t é t e r a de Ya~ 
l e n o l ^ , coa 291^86 ii/S» pe r t enec i e i r t eva 
SOCIEBáiKSS BB OflÜIGS YAH203 T ESOüEfiÁS ÉA-
ABf IS5JIG0 OBliIQHAl. SOGlAliISiEA é 
Wa. s o l a r en l a c a l l e de San Sebas t i an Igao-* 
rsíXidoso s u s u p e r f i c i e • p e r t e n e c i e n t e a l a 
AGHtlFAGIOír OBR^A SOOXALiSfA M San d e m e n ^ 
t©^ 
-^¿^t^-y^i^/^^"^^^^^ 
Hipoteca pop 39*528,50 
p t s a favor 4el Sisti-^ 
tu to Bacioaal &« Erevi-
sióh 
Ho comatan 
Hipoteca de préatafflo 
a faror d e i I n s t i t u t o 
Haóional áe Trevlsicaí 
por 39.528t50 p ta 
%ia h ipoteca áfanror 
del B i s t i t u t o iraoioaal 
de Pa^Tlsion Social 
y do su Caá a Cfolaborat 
dora dé o? ,s t i l la t ^a 
garaa t ia de un px^stá^ 





Á{^ , ^ , Tí-? (Tí^) x -<'2<n. 
KEULClbN DS FINCAS RtJSTIClS T ÜEBANiiS PROCEHENTES EE LAS 
EXriNGÍJIDAS ORGANIZACIONES SINDICALES MA.RXISTAS Y ¿NAE-
QÜISTAS ,COMPLSMSaíTAEIA USL INVENTARIO FORMULADO POR LA 
JEFATURA SUPERIOR AEMINISTRATIVA DE RESPONSABILIDAD^ PO-
LÍTICAS. 
DELEGACI5N MCIONAL DS SINDICATOS DE F .E .T . Y IH LAS J.O.N^S. 
DELEGACIÓN NACIONAL DE SINDICATOS 
DE 
FALANGE ESPAÑOU TRADICIOMALISTA 
Y DE LAS J. 0 . N. S. 
J,^ ;;r.D 
PRDVl m. 
AIJ n :. • r/i CA¡-^  .. i : ) . - Parce la de t e r r eno s i t u a d a ' e n 
lugar üenom:.nado "Le? Cíuiteras" 
con una aa r . e r : l c i e di; 13.1iÍ!.0 m. 
cuadraaos y dentro ae la mi a. a 
una fábrica, de abonos orgánicos 
Otra en e l n;isp:o rarG.'e de 
12,270 in/2 y Otra de 7.006 toda; 






nv^i/Ocio en 1': c a l l e ce Oenera"' 
.rs-nac l^^':.he 
O v e d a d . ..( 
SALUDO A FRANCO ||ARRIBA ESPAÑAIl 
• DELEGACIÓN NACIONAL OE SINDICATOS 
DE FALíVNQE ESPAÑOLA TRADICIONALISTA 
Y 1)E LAS J'. 0. N. S. 
M A D R I D 
RELACIÓN DE Bt^EB IWI.aJT:EtES PROCEDOITES 
PBÜVIJ-^ OIA DE AVILA 
. '• •• MJ3JGORRIA.~ Finca rú s t i ca Insc r i t a a ímor úel 
Ec-tado 
L/éJZAiTA.- Ily, fiolar en e s t e término sin i n s -
' crliDlr ' ' 
aiEVAPD L "yilLLE.-Edincio antigua Casa del Pueblo 
Elh i n s c r i b i r 
DELEGACIÓN NACIONAL DE SINDÍCATOS 
DE 
FALANGE ESPAÑOLA TRADICiONALiSTA 
Y DE LAS J. 0 . N. S. 
R'XAliO 
, X í.t • - i . w j t . . 
-Ul;: I L : ' FñüCED -^TNTEtí DE 
RiIJ.'^ .^ D^ : M^.LO--:CA,- Edificío antigua Gasa del 
Fueblo Fito en las^  calles 
de E6)rengiíer 5& y Rol na W 
C- 1.9tina. No inscrito 
AURü 
vjvm'jm 
Parcela de terreno de 97 
áreas que fué propiedad del 
Sindicato "La Fraterrxldad" 
Sin In sc r ib i r 
Un edi f ic io que fué Casa 
tírrl Pueblo situado en la Ca-
Yaneta« 
^ 
Responsabilidades Po l í t i cas de %drid,í lor el ^úe se acorde el so-
breseimiento, del expediente seguido sobre responsabilidad p o l í t i -
ca a DON RAMÓN MfíNENDEZ PIDAL y devuélvase el expediente a l a Au-
_-_ diencia ^rovincial de Madrid con testimonio de la presente reso-
lución para su notif icación y cumplimiento o 
Lo moníaron y firman l o s Excmos Seriores expresados a l margen 
• ' de que yo e l Secretario Certifico» - Entre paréntesis =' de sus pa?* 
' p í a s manifes tac iOlJes « donas = HO VATEN. -Gui l l e rmo K i r k p a t r i c k . -
J u a n de HinoiOBa.^Bdu&rdo A U U Ó S . - I lubr iGa .dos . -Hlg in lo González . -R 
• brloado. ' " . ' 
Y para q.ue cíonste en cümpliraiento a lo ordenado y .remití 
a la Audiencia Provincial de Madrld,expldo y firmo-la presente visada por 





/ l ' ' ' ;'iÍ:;v; Í..'\\J,.-
ifecto a l o s pos tu lados de diqho, MoyimieAtp Don. Ricái^do •f'erfii a .q^ 
lor-ciento salva l a vida obteniendo su ingreso en I s Legación de Cuba 
lue^idicha firma I tes t imonio de adhesián a l a revo luc ión , fuá inventada 
)ara f i ne s de propaganda por e l Go1:)iern§ 6 3ja-^Prensa marxietas 6 en ' "^  
a^ Jj-ipóteais más dfssfavprable arrancada a dich.o Señor por e l ambien-
:e de ter r j .b le coacción moral, pr ig inadp por l o s B ia r io s crímenes que 
sn. Madrid se cometían contra l a s personas opuestas a l f r en t e Popular 
J mexainente sospeciiosas de t i b i e z a revolucionar iaoEl Sr, Menendez P i -
i a l se refugió hac ia p r i n c i p i o s de-Noviembre en l a Embajada d© Méjico 
ie donde s a l i ó evacuado para. Cuba marchando después a í ' a r i s donde »se— 
gán informa e l Di rec tor enera l de P o l í t i c a del Min i s te r io de Asuntos 
Exte r io res como producto d'e ayerigu'acionea prac t ioadas en nues t ra Em-
bajada de P a r i s se presentó poco después d© su l l egada a l a "represen-
t a c i ó n de nuestro Gobierno Nacional haciendo cons ta r nu adhesión a l 
Movimiento que , tuvo dces ión de reiterar"^ va r i a s v e c e s , s i n que se haya 
recogido ninguna.nota desfavorable a dicho Señor*En e l expediente apa-
rece una copia de c a r t a d i r i g i d a aí.;;Sr. Menendez P ida l por DonJíliguel 
AsíJpi,Catedrático de l a ÍJniversidaá de Madrid con fociía cuat ro de Ju l io 
dé mil novccÍ€fntos t r e i n t a ; y ocho,en l a que en t re o t r o s extremos,y en 
nombre del . entonces Ministro de Educación Éíacibnal(,donde)se l e o f r e -
ce r e m i t i r l e síis haberes a l extrahjero»Poster iorme^tp e l Sr . %nendez 
J i d a l ha obtenido d iversos nombramientos de nuestro Gobierno ^en t re -
e l l o s e l de Miembro del Consejo de la ñispaniclad y Jefe de l a Eomi -
.sicSn de Cult"pira de dicho Organismo© . ' 
OONalDERANDOlque^no estando probado qUe e l Sr» MeneíldfSz P ida l sua-
c r ib ie só l o s documentos a que,se aludo más a r r iba ,dados sus anteceden-
, teB,ni que su» permanencia en e l ex t ran je ro fuera i n j u s t i f i c a d a , y « 
comprendida por. e l l&,en l a l e t r a ' n ) » del Ar t ícu lp 42 de 1^ Ley de 9 
de.:febrcro do mil nov8CÍent08 t r e i n t a y nuev®jya que,h.ay que admitirá-
la,como t o l e r a d a por e l Gobierno a l o f r ecé r se l e por e l entonces Minis»-
tro de iJducacidií el percibo de su sueldo gcr i ter io que viene a corra» 
borar su ulteriOrdesignaciáíi paracargbs Qiia im|ilican indudable coa» 
fianza por parto de nuestra Gobierno ^no puede mehos de estimarse l a *« 
procedencia del sobreseimiento del expediente acordado ppr e l Tribu*» 
nal Regional,y así¿ sin género de dudajlQ iia enteíidido e l Ministerio 
•Fiscalirepresentante de l , in te rés público en ' es te , t r ibuna l a l devolver 
v::\ 
, -« >-IKJ.i.-i«<. * ».,_J ^ - *.- >..^ V - > - - * -UlA V * ^ - r * u U * * . - - /J - í iTk-U •^'JfcJw'i1»K> J>J-J*JU - l ^ i - i X . " 
L, NAa ONAl. DE RES PONSÁBUiIDADES POLJTIOAS: 
O E R í I P I G 0:Que ppi» l a d t a d a Sa l a 3e ha d i otado e l s i - -
. t i © • s s . , '-'•'••. 
• A U T O . . ' ' • ' . -"•'••• ,:• 
' 8 o ü o r © a\ En Madrid a v e i n t i u n o dé fínero'de mi l -
Exorno.Sr.l»realdent:©#Genoral ' Novec ien tos c u a r e n t a y t r e s . 
k , • 
Don Guil lor iao Klri:patrlok.)Se RESULTANDO:que,formulada denunciaB oomti 
£ e • , - ' 
~Excmo#Sr.Vocal iSagístroUo & ^OE RAMÓN-MltíREBÍDEZ prDAL,se acordó l a i n -
•n-.«w,T..«^  <4,. 'u4«^ 4»»» 7* coacion del oportuno expediente por el 
DonnJuan de Hinojoqa* & *^  
" ?• • &• T r i b u n a l i^egional de R e s p o n s a b i l i d a d e a Po-
Exomo.Sr, Vocal Conseje- & . ^ 
& l í t i o a s de K a d r i d , y , s e g u i d o e s t e po r s u s 
r o Nacional de P«K«T» y ¿e ^ , 
¿jj t r á m i t e s , f u é e levado p o r e l Juez Instrucfi 
, ^ t o j - nfi 2» con su informe a d icho T r i b u n a l 
) ) ) )m)T) ) ) ) ) ) ) ) ) ) ) ) ) ) ) i )4 ) "^  '^ '" ^°^ """^ * " "• "^ '^^ ^ *° "" '^'"-
cientos cuarenta y á>s,dict(í» autí> acordado el aobreseimiento y archivo 
del expediente instruido a dicho Señor,sin declaración de responsabili-
'••• dad política en contra del mismo* i 
RESULTANDO:Que recibido el(expediente) testimonio del auto^de sobrf 
acimiento en este Tribunal Nacional con fecha veintidós de Junio sigulJ: 
- te,en' su vista acordó este íribunal reclamar el expediente a dicho Tráí-
bunal Regional,y,recibido este ful pasado al Ministerio Fiscal el que 
f • 
- emitió dictamen con fecha ocho de Enero del actual,devolviéndolo con 
-la fórmula de «VISTO"« 
RESULTANDO:que,según se deduce de d icho expediente,DON RAMÓN MKNEN 
- . DEZPlDAL»direc tor que fué de l a Academia Espafiola>eminente c u l t i v a d o r 
de n u e s t r a s H i s t o r i a L i t e r a r i a ^ y Autor de Obras,como l a España d e l Oíd. 
. -muy! p r o p i a s p a r a a v i v a r • en e l j^^eapirttil p i íb l ico l a c o n c i e n c i a de l a 
t r a d i c i ó n ^ e a p a ñ o l a , a p a r e c e en e l . mimero de l a Vojs c o r r e s p o n d i e n t e a l 33 
- de>:Octubre de •1»936 como Ü r m a n t e de un m a n i f i e s t o de p r o t e s t a c o n t r a 
e l ^onbardeo de Madr id ,por l a a v i a c i ó n N a c i ó n a l , d e d u c i é n d o s e igua lmen-
- t e ( d e sus p r o p i a s m a n i f e s t a c i o n e s } q u e también f i g u r ó su nombre cgmo in« 
- co rporado a o t r o m a n i f i e s t o ó d e c l a r a c i ó n de v a r i o s denominados i n t e l e ( 
- - t u a l e s , c o n t r a r i o a l M o v i m i e n t o n a c i o n a l , i n s e r t o por l a P rensa m a r x i o -
- t a , s i n (jue, se haya a c r e d i t a d o que su f irma se es tampara : ' r ea lmente en 
cd ichos documen tos ,n i manoseen eu caso que se f i r m a r a n l i b r e m e n t e p o r e' 
Sr . Menendéz P i d a l , e 8 más ha de p r e s u m i r s e , d a d a l a p e r s o n a l i d a d c i e n t í -
4><nry AA^ a-n Manmr\AaiT P^/^r,^ .en -Pfil+o Ha *i.-.f>h ti PT? Í fí lí;- ñm mf! Q tr t tr i R íiO n ' l0£ 
- Í Í ; Jóaeorierla y á e ^ u e conoófi e l t r i b u n a l -íÍEipcclal #« ílepresióu de l a 
QU« yo, «1 aecret&rio Oertifico»*» Guillézmo JElrkpatriolc.-truaa de Hinojó-
se . - f r anc i sco "Saenz de ^ejada. -Joaé Ángulta Sánehsa.-Hubricadoe.-
- . T parar-tiue ooaste en. (aiBi¿;iiiaiea4o a lo oTdejiarido y remitir a 
^ l a Audioncia iPlüVinclal de Madrid,expido y firmo l a presente visada 
' por 'e i - Bxcmo.Sr,Presidente de es te 2?ilbanal nacional e a Ifadrid a i jcé--
• t o r ó e ' á é IToviéiñl&ré.é»' mil novecientos coarsn&a y d o s . 





»BOUXty& qu* l a L«y Xe a t r i b u l e jurlsdicoic^n p(>ra r e s o l v e r l o y que nO b& 
blu oñSí J3 n i caeá «a aua íuncloftí^a h&sta despule de l s i e t e de J u l i o í l 
timo • 
^ vir. : :.x,! • l-'I^Otqao, í; n-ayor abundaiaientolja a« estis.>ir8e pl^nt>u:ente fscul' 
tado e l i r e o i 4 e n t e d e l «r lbunal HhcionaX pera otQrgar l a prírroga (iu« fué 
COJioedidü dol p i t e o por» réesolvor l o a exj>cdi9ntee»puooto que l a letjré V).-'^ 
áa l u •* r i t e r ü Diapaato l ín í r * n a i t o r i s l e cor.c«dl2 l e fticultud ptíre pivri'O- -;^  
g£.r en c t s o necestirlo e l plfivp de t r e s meceo » cju? c« referlft l a aispo8Íoi^>«w* 
anter ior y ea cucil ii» de comprender e l placo p t i r a f e l l a r ^ p u e s t o que 4eté -
a-que alu^.e l a l e t r a a ) , de diohfi Olspoeioi^li epárece en Xe Ley COmO ül0¡ 
aooesorio de l plaeo pe-ra l e entrega a que se rd lere l a l e t r a * ) • y porque 
adesiáe a f e l t e de D i s p o s i c i ó n espreae en l e Ley que *lé otorgue ea te tao^l-^^^ 
tcd habri» ()tte roconoceraola por on^logla o l o qu© I5» L^y tilema es tableoe '^ f, 
en o t r o s ocaos* Es de notttr por o t ra inerte que no. e x i s t e ]}ippo»ici^n p»9ldl ^^ -^ ^ 
v i t l v u de diohrj p-i:¿rrO£;si,ouy& necesidc.d hsbld loglo&fflente ^9 8Upllr»do(la 
It: acufl.uTr»cl5n fle expediente» en nlt^unaa t r lbuno lea áe *eopono«biliaBde8 « ^ 
F o l í t l o c s * i ^ 
CaüfU^ETirtJDQtqveteúu en e l s-^pueoto de que lu reaoluoión fuera de pli 
so pudiera der lug^r a l a nulld»d clie l o actuado»oontr& loáo l o IndiOadO !il ,., 
terlorB0nto*e8 ev idente quo perú r»ue e l l e procodioro eer ia preolífo cjue pr^ ^ 
dujcrr e l p e r j u i c i o e l o e p a r t e s , confonae a l Art ículo 11» del heeí(mento\^^ 
de (?8te ^ricuniíl,ouyií» PistpoaioiAea por eer de orden público eon aplloabj^ :??f 
e l ^:>ií''lente • « reíer©iicÍB,y oouí rto 9« d¿ es to o»rooter l s t i c í i desde elA<fiP 
moliente en t;ue e l Mlniaterlo Fiepal* pide pt-.ra e l oaso de que e l Tribunal 
tifflo Vi l lda l a z-eeolucl¿n v.m l e teo^;» por a e e i s t l d o en e l recurso Interpu^ ^ 
t o . p o r l o ywa tampoco, proceder l a acorder dioíia nul idad. 
CU.'?.;ll>l¿KAl«2>0|Que,edeBi¿ety xio iaienao 1 Irmas y éJeCUtor ioa l i i s autos df | 
aobreselntlentOiOonfoitne el Articulo 9 d«X fit|;l&mento de esto Xrlbuofíl ein | 
l a t¿tolta Bi>sot>»cí¿Á de e s t e Vrlbunal,siempre oabr le cjue éate l o reviilida^ | 
en e l caco de que fueran nulo a por l a úlrounfitancla b lud l ia y 60Í procede: I 
tocerlo en e l coso preeentetpor l o que eo consijrne en el Conaldersndo s i • i 
- guíente* i i 
í'OllliHiLiiAtiríO:que,ül bien It üctu.-ciíJn p o l í t i c a de l Sr. Lex'roux eabrai 
oonooldií :.a ;ui.j.c iitíXisa dv reputarse funesta desde e l punto de v i s t a del 
v la ieuto ílL!clutuil,OR Inaudible que alendo tcdóc l o s 0ctoe que en et:te e& 
pueden btribulrsoXe antoiioree & Octubre de 133^» ^¡^ Q^ preeiBt\oeiite_to| 
aquél úe euTrentarae contra l e subv^^rsida revolucionar l a , se holls^^t. 
de rej^^nasbL' 'ñf^ó J O I / T I O Í , y en cvpri^ f> «1 círtrr*cífi efl e l extrenjeltf , 
tando como oonótan su re i terada» adlmalonos a l a Causa Uacioual y sua teii> 
t l v a a pei¿i que ae tutoriseBC OVL entrada an ¿apcfie es inoucstioriable que n 
puede Bcr sancionado con arreg lo a l e l e t r a » ) • de l Articulo 4»» de i « I>4 
de Reeponeebilidtídes P o l í t i c a s , p o r l o que e l *rlbuttal Kefiionel de Kadrld 
breaey5 &c&rtadnnefíie dicho ©xpacienta»4ebÍ6fí¿ío catcrJerad le í riícoluCldii 
a i n per ju i c io de l a a reeponeeibllidodes en que {uede e s t a r Incureo cono BÍ' 
l i n d o a l a líiisoneria y de lefj que ya conoce^ e l ^ribuníd coi&petente» 
3S DECi.'^ f^ At no tUíber lugar 3 decretar la au l i idd de l auto de sobrefiel 
to dictado por e l TrllHuial Eeglons»! en e l espediente aeguldo a DON AXiBJ 
LKUROUXteobre responsabi l idad p o l í t i c a , a c u a ndo recibo del auto correepoá 
d i e n t e a l a Audiencia P r o v i n c i a l de iíthlrid,se t i e n e por aqart&do y desflef 
do fií ifiniatÁPio v i a a a i de l reourao intemueatOaeln cue por e s t e TribtUB^ 
MM 
íi.útóiií^¿íysiMStó;*''-
DOír J0S2 ANGUÜDA SMCBEZ.SECSETARIO DE OOBIEfiNO DE AÜDIESCIA fEBHIlFORIAL 
y DBL SRIBÜHAL HACIOiíAL 333 EESPOHSABIMDABES , POLÍTICAS. 
C E E T I 7 I C 0:QU6 por é s t e , Sribonal Hacloz»! s e ha d ic tado 
e l s i g u i e n t e : 
Sr.Presideirto Genl^^í^'^^ M ^^ "^ '^ '*^ ** « 2 r • i . n t a ¿e ootu^ 
' ^ ^^ bre de « i l noreoiénitoo cuarenta y do«« 
i-lermo KirkpatrioK". 
¡ K && RK;>OLtÁKDOtqU«,«ieeuldo « x p e d i i i t t i e d « — ¡ 
>Sr.Tocal,l!agistráaó D. AÍÍ& ree tonsabi lMtid p o l i t l o a contra WH AWSJAH- j 
le Hinoñosa. V - ** DKO,LF.F;|.OCX OíRClá, « o n feoha dooe de Mayo i 
* > && pox* e l ^z-il>utUil '^oglotUiX de ^«spoAsatoilida-1 
.Sr.Tooal de F .S .T. 7 de a^ i den F e l i t l o t i s de Madrid s e d i c t d auto de sO ; 
A w o TI TB,.o««4=«« c!o«„„ ** Ure«einlento en «manto al mlinno aoordendo ' 
iyBí- a l a vmz roealt lr t e s t i m o n i o de l o s enteoe» ; 
Jaéa,BaTén de JBeaasq.ud. ft& dcntea aae^niooa'Qtte re su l ta i l e a cuanto a | 
&& dlotio 8enor ol tribunal Kop«oial átt Raprt» i 
fe<i a i¿h dé l a Saeonerla* | 
Íct.!3lil»TrKPí,>sque»por e l H ln io t er io Fieoctl s e in'erpuao recureo de •> j 
£.l£(ida«oontr() diche roooluoi¿n»y«rc lacado por e s t e Sribunsl e l oxp«cile£[ 
t e y pasada a l U i n i a t e r l o f laoal^por e s t e aa i n t c r e e ^ l a nulidad de d i - i 
oho aato y que ea e l ceeo de qtie ¿ s t e ^ribunel no In tipzóclnse se l e tu»! 
•leriA por déalatiflo da dicho recurso de etls;«iáa« | 
ftauULÜAKDOiqaetde loa enteeodajaten obruntee ea e s t o t r i b u n a l y - | 
t ea t iaoniados en e l r o l l o i&pareofir qiae por^por l a ^raaldancit: aa es ta «* I 
^Ibtxns i so prórrbi^ por quii4óe dlk« aaé %Í'plasso conoodido por l a Xtejr j 
do 19 da IfobreVd itlliíno e los^'rlbunelaíi lil^gionfiles imr& follar £Qaelloi| 
aauniíos r^ ue aatuvloren unfloBmanto peruSientea de rcsolucitfa* I 
1 
C0:lí:ir'i;Rí'íD0í4ua»li; D i spos ic idn Trans i tor ia iiTimcra de la Ley de j 
19 de febrero ultimo dispone qti4 l o s Sribuníilea Regiomilea hebran de 
hacer entrega del aateriel y expadiantea a loa Organiaooa llamados a | 
s u s t i t u i r l e e duntr'O üe l pXí.'¿o de t r e s tn0n<ee s i g u i e n t e s a- I& £>uLlicacldn ' 
de l a Leytoonforee a l a a norstaa oue ae expresan a oontinuaci¿A»en pri» ! 
aer término l a eefmlmie por l a l e t r a a)» en l a í^ ue ae d ice que l o s S r i - | ¡ 
bunoles reso lverán en e l plnsso de dos moaes aquel láe expCidib-nteB c^ ue r.e ¡ 
enouentren panedanta» da rasolucldn en dloHo Bioaento»d«eftoñde s® iníie» ! UJ.\, 
s e que ^icna Siaponici^^n atribuyo a loa manoionados 'tribunales p&ena •» > ! ^ ^ 
i •""j-t'.vñoi.-f pcrti raeolvarloa»8Ín qus loa tiUe aa etcuentren OÍJ dicho aa« i L¿tó^ 
áO uwu^ in por l o tanto»por l o uiexioB raientraa aen pooibl® ptSi.T a Is. TP- ! v*" ^ 
solución do l a s Audienoina encargadas de a u s t i t u i r l e a e t 
• MJ'J3iV>l>KAND0tqt«e»sioníio t¡BÍ9©s evidente qu© ®n e l cjiao de que por j 
la exof>8iv<j íicumulnoidn de expetílentea m pudieran loa tribunales Stegio j 
nalee r e s o l v e r l o s dentro de l re fer ido pleaoo BQ etKsontroKi^a en e l oaao 
de l o s Tribunales de ¿Tuntioie cuando ?»3 pueden f a l l a r l o s asuntos sone- i 
tidoo a I3U deoi^idn dentro del plaso marcado por 1 £>a|r9prooediendo en- j 
tonoer. htctti- conetftr l a ouusa de Is. di l&ci¿n y d iu ter ol f s l l o proceden | 
te,sin que ésto por tal clrooastanoia puadi» efUoasffiente ser t9ioh»do da j 
nulidad «ai por otra ¿>9rte e l Tribunal que resuel've ai^ue teniendo e l •> [ 
Cferfictef" d© t a l * I 
! 
! 
C0l'er;>tíit#lDOíquetPor t e l r£.aén e s ev idente que e l t r ibuna l líeeio-» j 
íií>l de ReeponsBblliSad íolí t lcos de %&&TÍñ.f,BÚr> sin le pi^rrot?^ pera » i 
Tal lar que l e fué concedida-por la í r e s i d e n c i o do es ta tr ibunal heteríe j pedido y debido raa lv r o l expedient  eeguidtí c nlra DO^ ALEJ^ ÍJIíRS lf i» |
"i y, 
'•mi^Yi.^r:, 
« ^ --;'rífí¿;'':;Tl3V;2íi*r«ítí.iJ-:'* 
••• ' -^V^-' ' 
••';'•,,;:;'•: y: oOKwií^ miiiRX^ Oí •^qj^ a^- es >praa 'oona^ <i« éste •í'rifcunar" " ' ''' 
\- &X'Á'et9xmíxi&s: ,^1 áe la econóaaioa en 
f.ttttOion de la r§í.?pOjri0ai>llidad contraído por 0I inculí)»óo y «rt 
projfjtoroion a «a oaad^i> pero anUe caeos co»o e l qae no» oottpat 
• •• é» , QU®'ee es t ia ia , - . a l ' e rp t^dler i tado r o s p o n s a í r l e áo <3afiOQ de ex— 
;-;'traor41narÍa^\gra.v«ía'í&a J iaa|;bita^ blefteis cojaocia^s son ^ ' 
-•, dé menóa valor,^ por^ una foriEulía «-jaa 
ó ódhoo-íJsto ¿ffibos " f a c t o r e s . - y ' a r B ó í i i c o , . a l p r o p i o •>iemg«iOOii l a v 
• aorniá. l e g a l / r e s p e c t o / a , los,3^^^^ > a i ; i babr 'S ' de 
firjarao;-ajaa;.o;ií'J?'a;,j3Üe',a)):^^^^^^ loi j ífiorie^í c o n o c i d o s 
V d e ' l á i • . pe r t enenc ia , : - . á e l / éKOar t a í iO ja loaaoe a" le-.-'' -jue p u d l s r a n Se^-^-^ 
••-Ott'orirsfí? ;o' 'a; ' lá;psrUcipaci^ en el Isotlii ' . 
• ^v^proáttc'to- <3e-«aus ••4©p¿i5M5acipfií>9,8l es i ,e ;^ a l g á a » 0 r r&sOd*' 
V:>,;- ' ••'.;.• VÍ^ ÍJeiB :lo?»/tói4ttÍ98:cíítdó císaias! as aAlioaci^nj •'-
. . • • ; •• . •' :'/.1^AI.I<'AM0§: • Q,ae \<^  y oOridon<3mos«l e x p e * 
áieiVtaíSo t Í 0 s b ; t > í r a l i V r e i r a , a las ' t íafiO'iOftes e o c n o a i i p ^ óe'íjSItSjf 
, 'TÁ-.y-, OIKCO-&a¿LOíígg ÚOS, PEfíSfÁ í^V..O Í^B- ccmprwd©--la totáí.dsd- dg , 
• , • • • , , . • ' • • ' . ; • ^ - • ; . . " ^ . . • • • ^ • : " ; - - • " ' . ' , ' " • • . . • • , : • ' " " _ 
'. sus'bienasí'€xtr^ñ0ffli«tito daran,te c/Jíi^ üLí ./M O?} proponer a l Cío-
b i e r a ó a c u e r d e l a p e r d i d a de su n a o i o j t i a l i d a d o s p a f í o ^ a , ¿ie c o n - , 
forfflid&Ü c o n l ó ; p r e v é a i á o ©G e l a r t 9s de l a r e f e r i d a Ley 
, y; sui?fii(Jidrlamente| p.ará: ©1 0330 en que eálá altima no a«' a6or-
,>i/;daéá;,v l a I n h a b i l i t a c i ó n ^ áb'soláta;.póírtV'v^^ *5S» (jije. Be b a r ^ a 
' ' e f e o t t V a B en 1& f o r m á / á i l p t i e s t á a n . l s . % <St<» 9 de i^ebreró do 
• , ' t an t ío , par© e l l o l a s m é d i á a í j p . ^ r t i r i e n t e í í e m i t a s e a l " ' • r lbuaa i --s 
, Jvide,-Tepr0sion,(l®yla: "^¿són^ or i s lna les t los doeu- ^j 
-.vmeBVoa fjia© obran, en l e í e r e c t o , y o & r t i ^ l - , ^(¡ 
•.•Vba0Í0tt;;a« lo;''.qtt© ..h'aga. r e l a c i ó n 'a, lo.'iKif-a'Otdo^cfcílo ,de a q u e l l o s /«'^  
-,-t;etíiBO«Ío\lÍÚraI*v:;-'•'••',:.- '^^^ - • - " 1. * ^ 
^• ' ; ' / /DV/\ - / - :^ • ••'_iso,t^  ai <íf;x.p«#alenta¿o aiOdian-;» ' ¡ ^ 
:i; 't0::^etiio'toa a¡u9-: 'se;;i iáaertsr8Jj .••én.;;!©^^ O V i o l s l e s «ael'íjá-r <. ^Á 
;''tá'do'.y da l a pfoVinciá,. .eri/ aa actaal pftjfad0ro/' -^ 
/•^ -•:,_^ ," ".••;.;•/•\-A8l\.p¿r;.©stá/naí?.s votisóa pOí tmantaii- J^"^  
••.;:dad»lo;proRtan©ia¿osj¿ffi¿n4am:¿s.'y ; ^ > "|^ 
. Cer t i f i co asimismo que habiendose-dictiádo epttt sentencia pr unanimidad y notifi 
en formá.al inculpado» sin que só haya interpuesto recurso ¿entro del}piazoi;qaéváe^^^^ 
'i,eyvba.''aid<)^declarado firme en"Áuto"de^~esta''fechá, .•.'•. ;-• ;'•V-H'^V;.'V'^v-v&^ 
' .YpP^ra que Consto, y , , réBi i t Í r ,a lJue^ 
l£adilá,\fecha'.iitV:Supr«.,'*.-.;;>3:.::r-;^ ' V« B« 
S í Ereaiúehíe, 
^.a-ifl ¿.¿^ n 
qíi^n-íie- i 
r^ 
L T O K O CAHSASCO'COBO, s e c r e t a r i o d a l í r i D u n a l Beg iona l ' a e K e s p o n s a t i l i -
Is p o l í t i c a s cLe Mai r id , x ^ „ v. ^ T 
| r t i , f i o o : Que'aa s i expediente ha E4/39, soguido eu e s t e '£XX\>^H1 
• ' 




í<ai£¡i<.ro;í Se teü iea tda (SühSfita y coalro. 
vtíoiejrite ou£ronta y uno. 
'^  íxaminefias por e s t o Trilaunal S e x e n a l de S©a«-
p o n s a b i l i d a á e s i ' o l i t l o a s , c o n a t i t u i d o por l e s aofiOrea. 
anota-Sos a l aargt ía , bttja l a í cnono ia a e l vooal S a s i s -





mayor da eda&tOasiadOifarj&íioeatioOtVeciJQC de £a(iria , j . 
do Jo»e GlrckX I'^xalra» fuaCadoz- y orgaJT^l^aaor. daL. i>ar—. 
t i d o áe Uüio^ iiidpablioaAa eu Cuoo^e» prlmsxo, luego^ «a 
1*932» ar^lao a i^aroalXi^o Domingo £orm6 e l a e . l z ^ a l o r d a 
Republ icana, Keal izé a c t i v e y, «floaz.OaaspaBftíd®'propa- , 
ganda <i€i afrente ¿opalar» i d e n t m o a d o plertaot^nte'ooa'Áza&a fué D i p a t a d o 
«ji l a s Corteo CongtitttydJatos i' t i Ists p O ü t e r i o r é s , £a l á a d«l 1.936 'tX'lttn* 
ro ec O&QCiit^ atvUd a e l ^ 'reotc Popalar. i^i&istru«ii ' i l3bjr9ro. ,d '« 1.936, Saasta 
qu* inioi&do e l Glor ioso iioviaieoíi ¿.acionai AasaSa l e designo í í e c i d e n t » . 
¿e l fiebier»© que- <iiu>ftt« s a J e f a t u r a fué testj.g©,impa8iiJl9 do l a inaeiiea. 
ffl6y,opÍaVd:e^:l;o;s tdéaman^ y^asea ioa toa íjua se'' •-,:'.-, 
'{;erpQ#iaróO;='ba;;,Att€s:traYÍ'atrla'.p •::- ' -;. ;n'':'>V-'":;:Í 
í^ÍA';:;:"-';"!';otK'¿-.'^ ^^ ^^  l a •^r9sidi3¿olá,d9l,''\Gdi3Íerno'•roáO;:8j9SUÍfl&;-; 
oel&)3,oraád«;;;opa :;1^ ^^  i 
cojoo •;tántiOÍ3':iOtfos^'dirlseat^ a l ex t t an^e ro : para ; « lud i r , lavpersécacloia- ; 
.;í'vú'í^ 'í;-'^ 'rv;^ ;í^ ^^ ^^  ^<-:-, :^?eiteneo«>wa-"la:- '-^a»oner:la/oomo'-ia¿l<^ ' d e / l a - L o - / -^' 
giÍ'^Daat¿a-de;>:^djfiá- h ^ ] 
^ t e >é«/ii8Ji^ofcae.rTa¿0:/las:--fp lia/.l'^iy'-iSs íí-eis'pptióabill. 
'.:dad¿flí:,¥:Oll%Í¿^^^^ • v> 
(;d©-ilieVar;-; a^Aáliofdii í á V á ^ 
IYI;^.';;:;-^;í;:[Vf:<';•'•-'^^^ • 
i>¿vel::'5trlmer:;;,s,eault»ndo -d© ,eí3^ta/s &a. l e a 'Oa- ' • 
;>BOa>} »á ) , e ) lOfStli^J) »1) > í: ») r fiel a r t i o u l o 4.S á© l a ;^ey a w o i o n a d a , d« l<s 
f Í 0 8 que a»; raspoA.aabie e l , «xi)ttdieiít:ado ea oono<}pto de- a u t o r , con : la8" '0Ír~ 
^oat ts t toolaB-agrQyat t íe8 ' ;áe l"^aí t4e^ 72-'&f• la^ iaisS|.a,0)fitiaaadO8e "gi ie / ta las ; 
t.ll<íaliOd^evÍ8ten:oaxaoter«8;'de; gravedad "«¿traordi 'cariaíthaislda ca l a t a - de:• l a " 
' aótaációft d e l ^ h c u l p a d O i d e ta i i to r é l loY* y re8(JnanoÍ6,4« opos ic ión a-los,c;~ 
^ a a a l sman ta l e s p r i n o i p i o a d©* orden y todo cuanto signli;l<3U« amor a Espa-»' 
íifi,t Qus «'«onaojan baosr a l (robierno l a p ropues ta q^e'oeñ8Íift«l a i tioulo^ -^^ ^ ;^^ ^ '^: 
S^ en l a r t ipe t ida - ^ e j , de pé rd ida de l a aaoio.aal i4a^ eapaSola , y ap l toap"- ' ' 
l '«^las «anuiojüei ooicpraAdidas en l o a t r o s grupos ¿ e l a r t i c u l o 88 \¿9 l a 
oorsprí-adidoa ^9 
rrcütOuviitíOt'' 
UOÍfilD¿KjiiíuO: qao ea -lo .-.(ja» i-8iS»peota a l o a liacíijos 
-1 apart»iuo fa), a s pjfedeptiyoSpa-asir/^ejL ;tajito .^ 
' ' í iouns l ©spoíjial qa¿^^^^ por l o x^ae dato» 
haca r e í e r a n c l a a lo.sffiismOjJl^rtestifflCttíO de lO aeCesa-
( '^'\:•fr'-Al-^^--/'!--''''''':•':'•''••'<'•' '•' '••• -'• '•• ' ' - ' • ' • 
';>*yXf'y<-\-'^;V 
x^,tA>h,ííMáSi£j¿£4^m^é¡m:¿ig¿i¿a^^ ; i í ,>ij¿ííi í i"5^?y¿ít '¿^j^íiív' í'-.^V-iT. 











• . > - • 
t t iBol^ 4« X» ?»f ppaa a1»UÍA««^  Q ontr«i,4« por « l inoiapaao y en 
pxopjproltfA a aa iftiitiaalüperl» «a oasoaooao eX d« qtie ae trata , 
•a qtto Bft «stlisaarmldBo'.respo&saVle de da&OB de extraordlna 
ríaJBagBltttd.y loa bienes oonqoidos son de ningún valor,por ex-
oepolOA ha de adoptarae ana fámula, que Qoiionesta ambos laoto-
sea 7 anaonleo,«J. pvoplo tiempo.oon la norma legal reapeoto a ~^  
loa grandea rftspónsaUts.y asi MVtá de fijarse oaa oiira que, 
absorvlendo todciii l oa bienas oosúoo -^doo de l a pe'tenenola del -
enoartada^aloiaiftOi á loe qi» padleraQ desoubv^ ^^ ^^  a la partt- -
olpaoitfa qna lé'^orteaponda e» alobotín produoto de sas^-depre-"'' 
daolOAes/,8l fititipuatera algún día s«5í re a catado por laa Auto-» " 
rldades de-la " i ^ l ^ ; • . •' - 0"^ ' •' *'*" 
TISfO^i^Qe ari íoulos oltadoa y demás oonoórdantes,de ;:; 
la propia üey;--^ '-^ Í* ^ • 
„ , ' • '^f%%%l^Tll O S :.:'^' : 
()a,0 debemos 0{>$|i,enar 7 condenamos a l e^rpedlentado: 
a l a s eanolon8^:^óoiidmloa cíe QZp -11XI«IDN£S SS.:MESETAS,que oqmr . 
prenda la iotáÜííád de,auebionea;extrañamiento durante ,QITIirCE 
JjO|l;y proponeriialOoHerao aquende la pérdida de ea naolonall ^ 
dad Mpa{lola,oo9¿om9 ae establácíe en e l artioulo 9> de l a ley 
de 9 de febreros de 1,959 ;y sabflldJairiamente.para el oaao de -
qtte ^«ta dltlma|)BO'ae acordase,la de inhabil itación absoluta •-
por QXnilCS AfiOái^ q^ sé harán efeotlTae en la forma dispuesta -
en oitÁda. l ey ;eÉ re^aoi4n pon e l 0¿dlgo ?&nal ooaíín,«dopiando 
para e l l o l a s medidas pertinentes. ) V y^'toda^ea ae Ignora e l actual paradero del expedien-
tado vqueae enoi^n'^ra huido en e l extranjero,no t i f i queeeie ea*-
ta,resoluol<$n m#iante edicto'qUe se insertará en e l Boletín 0 
Of ic ia l . '"^; " T^-': •'^'''' "'.' 
AsipoyeatannestráaChte^iola,votada por unanimidad, 
lo prounnoiamoo^inaAdaaos y firmainoa. u.Giménez i^ ui ;,P.'r;:íin r.orano-
A. Ssnra?- (nu^ n^r.l.eaftoa-) . - •• .,.•-: , ••' _ 
' ' ' ! ^ í ' ; • • . • - ^ • • ' • 
•" -Y ,.p::rn,,. 'TUe conu te yHh.iT 
qUk-..f f.nó on .TiSurid/a' once- '*Q i^l 
• y . ú " o . - < " . ;•;?• 
I . ' . • < 
. ir . 
A: [5 
^ I t í ( í 
^h 
í 
( / t ó ^ 
.,S 
C e r t i x i c o : Que '-n e l expediente Iís65-/l959 ^t-guiflo^en e-ate- ^ 
' -T ibunal , BC ha dictado I?, aiguie-ata - ^ ~^  .. | t i í i 
—I iiwi m I I H I III • ! 1 
I d n e r o : CtK&TE0C;tSin!A!9U 
" t ^ 
;Sft Saát^^a (^ &óe de Junio ¿tésBll noTsoietttos ^  
: SiáBláadáis por 4BÍ» Iribnnái Segloual áillíftík^ 
po&ttérbilldadea p b l l l i ó a s ^ oonstltal€i^ óoü lo» mefíétltn % 
«notados a l ]aarg«ii»bdjo l a i*oa«iolis?i!el.7ooaX i l a g i i * ! 
;txnao^,laGr';dllÍji^áatolaa :d«l' e!r|^di<na|i;i'ie«gktia0 ooittSNM % 
^MaSrid^aitfS^r •do^«a6|a3üaaaáo,H|dtoO||^ . . c _J 
P76 ^rofesd Ideas Joa^Ofiíaamente iz^tüte3rdl8tafl«I»»-ireót< 
táUdoéé ^aria haoer 1A apolog ía de laé'lÉBlsmas.ooa « ¿ t ' 
ona^moy aoneacia prap8sanAa,eiapleend{»'Ouanto8 BOdiLofli ' 
tenía a an «lüaBa««ÍiioltiBO laOáted¥á-d^ FieLoUgíarj 
de la rjPaoúltad dé iJteáp^Rá .d« .lAr^^tTOyaidad íle K«ted*Qtto.4e«I^MÍtdj 
Dlptfta*^; «f aó3fté«iér MStWra Xé| ia l í t t toad dé*^  ltí,»^5!)lída.~repT«ír«ií«' 
taiidiq!;v|í;I-:pá3f*i^->'*a de six^ttlfer^oaraolíéJfSaÉÍ'?'! 
»Bidente, v^ 
















d08 plomlíi^oiitttSv y^ócíOs;?^?^ Pai'^M«)itajpla«*y''í«líw ñ 
l a qbttimtó BÍ90tit.Íváidíé%í>aJítl Hoviíalento Haol'OHal «o opUffO" S» ^ 
ana iáanera e^xcepolonal,Qolabora»dor,ptIi8érttfflaAte,da.4p) modo'deolálé». A 
óon ipé Goblertoor otie ííttWvy aooionaado por 9 Í ml8»^,0OaterioinieQte 
como •presidente, y Kinlstro de Defensa ep. ©i áiijimo.Uobiirao que «o-* 
1 
=1 
;]azg(( > la Sspafiá \lnat2nilsa,dn oujros doaTditlnlos oax^ói ' fúé 8tt aotna"» 
cidtt^otüflpltdemente jirobáda *,de ta l natu»l#8a y Jídqaiílrf talas • 
extremos,qOQ eximen s a etío&ola do„por s e s de abaolttt^ notoriedad«aX,/ 
que j^íor otra parte,aería ezoe8Ívd,aimqtte se Haitara a lo» heoho» - ' 
de earaoter máe g r a T e . á s i oooo a j l a s d iapos io iones de xaas iotporteii'^ 
o la qtte d l o t d ; . - ' ^ " W*Í> 
,^ ^ ^ • , Tiens^dOB fei3oa,menores de edad«y 2lo le^iíatt 
aláa encontraaos bienes opnio dé att, propledoS* \ ^ ^ 
." RÉSOIifASDO í one en la sa^taitoia oi<}a def^ps?»-
aente expe a l eó te ae rhsái obaervadt^ l a s preeoripolonei^e8tableGÍd&9 -^ 
para e l i o , e á l v o e l plazo de s u itiat:íaooldn,<jtte ha a%%Q rebasado ©osfr. 
el Toi'ttmeh de laa dlligendlae qué íia Habido aeoeeádiside pyaetlaaíj/., ]^ 
•rCÓSsUíBSÁWSO i qv» lo9'^eelií»í^"ttQ so deoláfí^" J 
•probadoB en el Beaaltando; pTiaero de e^ta sentenaia^eí liallaii «««-> tf j 
prendidos éñ lo s oasoaí b ) i o ) j d ) , » ) ^ f ) s 4 ) , k | < < l | y a K d © ! a»tíoi;10?4® 1 
de la Ley de Eesponaabilldadea fol^tjtoaé de 9'de íebsero dé 1.93f;a#' -
los que eé respohaable é l expedieíitado^eti oonoepta de autor^oon^^a-* / 
olrotmátanoia agravante oae señala ®1 párv&fo It deJSartíonla ff^a 
la ndsma Ley^reptitansoáeles como de gravedad axtraordiBaria»l}abiid(t| - . ^ 
cuenta la importañoia de lo8 hootioe y s?epeopcu8i(fti ^tíé en la Tida da. 
la Naoidh t avie ron «y r e l i e v e de l o s oargos deaempoñaáos por e l Nantfaj^ » 
tado,oall£ieaoidn que aoonseja ¡laoesf al ^bierno la propoaata de Ws?*^ 
dida de la naoionalidad española d e l oi$ado Hegrin Mcez^a t e n e r l e ~^ 
lo eetatmdo en el artíoulo 9« de la piapía ley,oút» ais la Impo^el^" | 
de laW sanoiones oonpreadldas ea loa t r e s apartados de l aTtíOttltr^^B^ .. ^ 
de e l l a , e n la forma que ae expresará en e l f a l l o : V 'M 
coHsmsB&SDO: qUe es fflorma tfoaataftte ié^ié** 
t e S r l b o n a l , a l determinar l a sshoi^n eoonóm2oá,fl¿ail. en oftantía^ eift «• •~ • • • • ' . " - / • ' .•• ; • * \ I 
í /^v-í-
f . < 
i-ÁÍ,^iaVt¿&y¿í.ítrt^4¿'*'ftíiWíir™^¿>;r 
¿s/vW^" 
pl&so eedaládo par^ k su iiu.trttooi¿n,<)ae por 1» neoesid«*d de pr.4a-
C08wIi^ KRí.SlO "ae los heohoa aotlvo d« Ixta ext-ediente.-
probados aafiolenteiaente «-^ ^eatiu; ooa¿ireni1idoe en oí art£oulo 1* 
7 apartüfloa B),E),P),H),K) y D . a e l 4«,<i« la í^y a« 9 «« febrero 
d« 1*939•«lando resrionaabla de loa ralGUBOs e l expedientado,en -
eonoepto de autor en imoa.y oooa laduotor y encubridor en otros, 
oon ! « • o lrouaat»!»!»* agr^vanten del a r t í c u l o 7» do l a miataa -
I,«3r,habldii eaentú el relieve ^m lUgé a tener en 1» vldo de la 
V«Loltfxi»oae ha o e pueda s^TTsliarse^d pOau> oX á á ^ a o re«T>ún8«bl8,y 
o « l i f t o á i ¿ o a e lo« ttiamot» ooiao de extraordlnnria gr»vediid; 
CCBiXRERAÍCrO: «ua tanto por l e laportünolti y s««vedtid áe 
loa, heohoe,ooiM por la lo tervenol^a que ea e l l o s hn tenido e l -
enoartado,debieran aer ««moionndoa con e l a¿ximo r igor .(Ue I» > 
Ley perait««li|ola80.oon la propoeeta al Gobierno de l& pérdida 
de, su tteToloaait-idad española,aoepr'eoepttía e l a r t í c u l o 9^ de l a 
ley antee referida.puee olarasente resstlta su proceder <^ ue le 
.'seflala ooioo e l reapoasable de aúSa aoasada y de rauyoi* orden Jerár 
doioo entre aun eeeuaoes,pero as (íblto no porioite paeda iraponer* 
oé l e otra sanoltfn oue la eoondfflloa.sefialada en e l £;rupo I I I de l 
artíoulo 8* de aquella Ley,en lu ooantía que se dettinnlnará en 
e l jTallo^qoe ooaprende la t o t a l i d a d de los bi^iea <}Ue se le oo-
nooen; . 
VISTOS loa a r t í c u l o s c i tados y demás de ap l ioao ion . 
F A X t i A ^ O S : '4ue debeoca oondenar y condensmos a 
sur • K IT V T' A 7 f i A T ^ T A 7 
a la aanoitJn ECOíOííICA de pago de CUíH MILIOHHS mi PKSETAS.oue 
se havú e r e o t l v a en le for«a diapuesta en la I>ey de 9 de f ebre -
ro de 1 .959,ye al udida.ea re lac ión con e l Cádigo penal oomdn.-
adoptando para « l i o Xíia andidas p e r t i n e n t e s . 
Sotiflütxeae es ta rsaolucidn a loe preaimtoa herederos 
d e l expedíentado^nedlsnte éd lo to que 30 inser tará en e l Bolet ín 
O f i c i a l . 
X^ A» Senra. (Bubricadoa) o~" 
•;. Y para que conste y jiírír^'^l r o l l o , e-xgido e l pr^^ertte que 
.^rirmo en Madrid a ve int ioch 
y u n o . -
uarenta 
1 -V c ' ^ ' ' 
iNOt 
TCÑ AWTORIO C/irHB/.SCO COSO, S c r o t a r l o - d e l T r i b u n a l Beg iona l * 
RcfSponaabiliiiadea - '^olí t toaa de M^idrld, 
C e r t i f i o o : au« en «1 expeó lon t* í í*?0/ l939B. aeguldd en 
««iw l ^ r i b a n a l , se ha a i c t ad* la g l g u i e n t a . 
5 K H T fi C 2 á 
Híkero : „ T H F ^ C I B ^ A S , - -
r « 3 Í d e n t e , 
I 
I Kn H a d r l d . a i r e ln t looho do $ b r i l do n i l novee lon -to8 oaarentt» y aao* 
B3r«¿siaaátte por Iffte !S!rl1ma»l B ^ ^ o n a l de lte8|>oaT 
i • 
Quei Giménez l u i s :r a i^b l l iaados F^Xxtioa8kóo&sti,tmído oo2i l o « aeftoreo &-
* hotadoa a l ismTg«n,)i»Jo l a Ponottela d« l Vocal lf»»gl«-








^AHUia Ai^SA DÍAZ, 
mayor de •dad»oá«»do»i»9tarftl d« &li»nXÁ de Henares -(Guada IfiJa r«) , f ú a « l o n « r i o d e l I f i a i ^ t e r i o de GrsolA • 
y J i t a t l o i a {hoy J u a t l o i e ) y veeifto ojae faá de 8ad r id« 
f a l l e o i á o «n .Montaab(in (Fraaci<»);y¿ , -
BKwULT&HTO: «a» e l pretsén-te ex^pedlente oe I n o t r u -
^ó ñ iíiici.<ítiT« de éata TrliRinalvcontra Manuti Asijift Pías,habiendo* i 
¿e comprobado oon l&s á i l l g « n c i s 3 p r ^ o t i o a d a s e i súo ined a p o r t a d o s , i | 
i5í actojacidn política del ai8ffio,oajro relieve y olgniflCROlon son teafl 
notor lo0 , ; !ae hscen innuces^zi t t ea enunolBoi^sn oompléta^oBe^poír-ot^ra l| 
P<*rte,86rí« extenatt en grado 80130,81 bien «n pura nonaa procesal df»! 
be hacerse rc8í. l t*ir lo m¿e Í)aportiaht«,«nt,re l o oue d e s o a « l l a ; e l ba-f 
b«r tomado pítrte m el denominado i^aoto So fian í^ebaatian.otto tanta • 
i n f l u e n c i a hs t en ido «n 1« v ida d e ' a u e s t r a KjaoiJnfla oreaolrfn d e l — 
_yartido de, Aoción •SeBabXicanajtrsnaformado á^ aptiesf ¿en Xiinttlordil J5R,* 
íiubiicíi.n«»-y l a ' p f © s i a e n c i ¿ de' *»abo« qaé eJ^«r« io ; loa j ,d i« t in to» tnis^í^ 
pol i t ioo |¿ r que de6eeipe?i<S,coma Diput«a© á*0<írteg Íéio• todaré''^ía1í iégS^-
l¿»turMS afe l a Heyitbli<\a»Minii^tro de l a etterrí*¡*'realid<^nte d « i COIMIFÍÍ?»^^ 
¿o <íf} Mla t« t ro8 j úe J l t : »e-o'Jbiio»í8'tt-la-vor á-«8Wle««ni'««;«l (Ü i l t t t t t ** 
vio de lis Ousrrai - co-io t i t u l a r - , a t te so t r a d a j o e n 1» trt1iaraoldr«|. | 
ác lo ijU6 «8 sostén y áefenes de la ¿'á t r i a , peral t i endoae InsabanPf I 
&n«. i n i i s o i p l i n a que h i b i e r a ae«ba¿o po r soostrar e l s a l i d o y «eJo^>»l 
cimiento dej. ^jércltojls o^ iapsfia antlrrtllgios« en «I i*aTla88nt(i*y# J 
r-ntes^itaern de ^ , o o n v i s t a » B 1 « desi»tegr«t«l<fn do X& t^ssíHatiJÁ,^ i 
pwrtQ v<ue toaó ea loa sucesos r»Yoluoioaarlo« de l»934:fltt aWflwm.i i 
Poder en f eb re ro de l,93í>,©n oir«an3tMnoi»%a t « n extrssfísaga 1»« « t » í ^ 1 
no fu i s j sna la aaaone r í a .uno de cayos af i l i l a o s « r a , s i n gtnñ» Itf^ ptSeH 
tf;nte,p<?ro de inmenai» i n f l a s n o i a átentr© de e t l a j l a deeti t t tól( í l t_dl#-¿ í 
. . I ca iá ^aasor» do l cargo de Preeidejcwiia de In i5eí;abiies,«¿k|>iant»jatóe1ie^ 
y en*- e l (!c¿eape?!o d e l cuá l ae evldenaídr h a s t a l¿k s»oÍ£Ssd«^tte «o l» 
In ru ina y áe« t rucc idn d«s B^pañíi 'era 1® a ^ i r a c l i í n ffláxlrí» ísae ta le í^ , 
elementos s e n t í a n , » i n i::!i>ortarl@8 l o má& mfnimo oae l a a e i a s g a » ^ &*^ *^ 
t r o p r . í s , 3 l e l l o lea re-«ortí&bagaparte 3o e s t l s f a o e r ffiíe I n s t i n t o * **^° 
v e s A i i o o s , b e n e f i c i o s c!e orden « « t e r l » i í s i » qu® asd® hloleSPa pay» $M* 
p e d i r loa a semina t o e ííe personas Indeteaada.ffUe no ftribían oo«»tl<l9íj/» 
o t r o d e l i t o aoe amar a su P a t r i a costo debe am«rsel&«3r.baoe)r8a «odui^^ 
dvrio - con éu a i l e ñ ó l o , oa^ndo no con s n mi^^tís *» de Otr09 !!O02l0íS^ i<; 
p r o l i j o s de eniimer«r,y máxima gravedad;,y «1 lamber saneiaiMLdO' oo» íKStí 
f i rata,como ¿'residente? de l a üeeab l i oa«h«a t a fflQ h^id«i. a Fr»noi«i«^tO<llp 
lr>s disipoeioionea de a o a b r s a i e n t ó de loa Ooblarx^ • .ro'iaa^da &nsrXÉk^f^ \ 
«n cont ra d e l «laa^ilíünto Mácional.,y dei^a- qa® taiit<^r:;p««4moÍ9 i ^ J É s r 
ron s Bap*»^^ sn toJ^os-loa o r d e n e s ; .; "'^^''JÉ' • 
Catreoe áe h i J o a , y se l e re©onoc«-;:#cB» e a e s t a <MÍ^3ríSJH|¡Bí 
i . , en e l RS'ÍÍOO !lisi*ano Aae?ltfano.,y- o t r a ea .el,-.íIipót«i<teir.lo,saa lu^^i iÉ ' 
^ au ftó^or de peae t«3 5.643*20 # 4 7 *60 , r€ f l í i eo t lv sa^ t« ,» l^moaf l^lrJI" 
toa depos i tados en un •gasrd»«^ae5>le8,y\Tarias,-f inea»;-eB'&laalá 4#1^ íienfires,propietario en. tmldn deratlíis-aa Íií»rm4ji^ j ..v.;.v---. . w * ' Es¿íJLí'áSxX>; qtti9 'e  1*». t r ^a í l t a a i í á^ d^ ^^t í se hib nsarvafl las préacrlpelona  t m 1® reguliüt,» axe#|»oli
¡,^ •, ' i v 
f V. j ' ' 
-. • ' . n 
*- v^ ?-lf 
oai)5i:íoi«,y ..»i^lÍ9i-ir^í» .lw8 ,«t»ncl,.9aí!.a,.cw>íapr9ndld«pLa on l o s tro«_ 
« r t f c a l O ' 15: «e.TQtt*4i5:;Ioy;»l».j-SS§Bailtía^.df'.>l^..,ffl*noÍtf» no^nám^ou .. -., 
expedi«Btafto y U a ««rgj^s t r i l l a r e a t^mé le^HlM^üte ituté P^ÍXT 
gíi«o ü «da l»»»» ; TZSTOS l o s s r t f o a l o e «Ít;^áo8!tv,oQniaora6n^i(i«f; 
F . JUCKfO -RaCAU *A55?íEík Y ^0BSS§,8 i*# «•»aoi«a«as ISCOIÍQ»!-
proponer «1 Gobierno o^uQi*d« U perdían de sa it»qÍoi}«illdHd «sr 
pario.la,da eoní'orEiláaa oon l o prtveni^jo en «1 a r t í c u l o 9^ d« I « 
Ley áe 3 4* f«Vj*eK» de I .D39 ;y .a t tba id la i r i aaa t t t e ,pa ra d i caad • 
«n que d s t » d l t l s » no 80 ao{>rdft9«»l» inhabs i l t i sozdn abaoIOLítA * 
¿.or aUDICE ¿á!0S;f5Ue m b^rán e fec t ÍT«« ea l a forma « iapues ta^en -
1« Ley ya o t t«da^da 9 á6 febrero á-e 1.939,en rel íaolán coa e l -
CáUgo peaa i coman,adoptando ptr^t o l i o IHQ eiedldias p e t t i n e n t e a . 
Hot i f t í -uss« e s t a aent©neta a l oTcpeaieataSo adálisnxo o d l o -
t o qu» 86 i n s e p t a r á «a e l Bo ie t ín Oflol f t i ,*» a enclán » lgrK>jfí* 
; oo ea aotttíkl';j)ari84«ro» :' 
Acf *>or e a t s nuea tya a^á teno ia votada aor anianlaiá«.a>io 
¡?ronnncl«iso.»¿aaadataóai / t i «ai»íffloi|, M. Gimene z - su iz^ Fermlü Lozano-
A. S«íira» (Buor iGados) . - " 
iLic-in 
Y pa ra q ue 
r irmo en Madrid a 
y uno,~ 
conste 







O T A J 
; " i'J¿- ^ í • W * - - •\ -V5. ^ * -r =>_.^.^^ 
ANTONIO OAEBASCO COBO. SeoretaJrxo ^ e i Trit>uaa 1 Begidrral*.$e Bes* 
labtlxdadüfl ^ o l i t i . c a s de Maár id , 
r ^ i i i o 6 : Que ea e l exped ien te IH105/19593)» seguido eu e s t e ^: 
TrlDUiíal, se ka a te tado l a a igu ier i ta '^ 
n S K W f E S C 1 A 
Hikoro: i^ rjCIKlíTáS HOYSSÍA T rJKTB. 
• : • 
d e n t e , 
a l e s : 










Rn ^ a d r l d . u v e i n t i o c h o de a b r i l de «lil nove-
á l e n t o a o tut renta y ano* 
\Sxasdn3da8 poi»^9t« í r l b ú a o l fí^glonal de 2ea-> 
p o n a a ^ l l d a d a a P9t l f t loaa ,Qonst i t ta ldo con Ion deño^ > 
r e s d e l a a r g e n . b a j o l a i ^aeno lü a« l Vocal M s g i a t r a - i ' ; 
d o , l a s ^ i l i ^ e m o i s s d e l exp«dl«n te seguido o o n t r s : - ^ ' 
• B, SICÍffiO AliCAlA 2AS0BA T TOHBJÍS, ^ 
n á t í t r a l d© Fr iego {üo=ao1>a)»de t»5 año» de edad^oa-
óa y aai «é deol^ta.^of ?éí«rláo «xpéál«ntado ,fütf 
en'eaíi^)? isaplaoable dA.lu I>lotadtw^ 'ifi*Í8«fea9»Slii#H*»'^*«>Sf>«iv«ra, jf quioit; por ati « l o o a ^ c M y píialiBl^a p o l í t l o a de ^or-Mtnlstro a» -
'^ia l'oñ'^q'Qlá^lisl^i^ «Ms 'éfiú&M«ret« »^"¿ota ^ Sa«i i t ; t^ i i |n« l a p l a n t a d a 
f u t u r a del Gobiera» Brovia ioha i . ©riisfpro y l a Prit«Íá«ocÍ^¡,Se l a Re -
púbiío* doapui£QV i^^ aiB«l^ ittlQ^^ <^^ ^^  ci^ ygo dettótü: l*93l a i«936« ] 
sus e r r o r e 0 , t o r p « s » s y d e a a ^ e t ' t O á t^ie&n ea talViMisex^ jr nagnlliad i 
•quie:'paede eatlsaa «*%«.; coa© a# .^ioa •;^ liM»lpaXea ií?^«í|^ aaül>Ía8¿por - I 
aoé lón y por offl;isl^n,de haber for jado l a attb^ v«4*i>i35ft wsJa^haÍKir ©«m,.]-
tribaido ñ ai?mtener3La irlva d)tráttt« eiCa de €ot afloa ;y a oatorbaT- -^i 
e l t r i u n r o p r o v i d e n c i a l á«Í: ffjLasioao Al«áas**at©^^^^€^ «rat 
responaíiblUdadjen'loa perlodfooa hlst^rlooa,;;ir «ctóaa MÍ» deataoH'*^  
dos é l g u i e n t e o : Su a é t l t a d dé e f i e a o i a d e o l s i v a en l a eoluoi($n de 
Isjpíinidaa ap.da s l a r évo luo ldn r o j a de, oc tubre de l af^o l , 9 3 4 ; l e -
aanotdn de l r:«oreto de Convocatoria dii l a« « l eoo iones para J i p a t a -
308 co r t ea d e l «?lo 1.936: ooa t ene t «n l a pr»n6a de P a r t s . y . o o n o r s -
ts jaeaté .an e l d i a r i o "l**Br« Sot tvel lo" una o^íspafíá d l f a a a t o r l a de 
loa Idea lee i a s p r l r a d o r e a d e l Glor ioso Moviaienti^ Hscioaal,;3ue po? 
l a s e i rc íms ta t to iao de l a g a r y t le»j»o,y por l a a igh i f i eao i i ^n p o l í -
t i c a á« aa aa tor ,b t tbo de mr p^r j u a i o l a l i a i í a a a te s ^ a t a P a t r l o t l » 
ca t aaá¿ í>er» io io«a ,y ,por ált l iño.atL peras>j»eaoia ;e& e l e x t r a n j e r o 
desde an tes d e l 18 áe J u l i o de U 9 5 6 i i aa ta e l aosíeíito p r a a e n t s , -
que es pruííba i r r e f n t s b l e d© su a»iffls«dveral¿a h a e i a e l oontenido 
y los p r i n c i p i o a i n s p r l r a d o r e a d e l áls-^sai^fito Balvsdor d©• l a f^" ••.f 
• t r i a : '^ 1 
í'i.r;í:.'JLf¿;Jn^O: .qae en l a s u s t s á c i a c i d n d© es te , - •^ j 
expsfli«nte 90 han obaervítáo l a a prisaeripeiasiea quo- lo r e g u l a n . » - ;• 
excípcirfa do l p l a so señalado P^STÍJ SU t s r a i a a c l d n g q u e ha s ino r<?b8- ; 
eado por I s neeeaidad de pr>iiitíc£i ' ñl^niLn^ a i l i g e n c i s a i s ip reao ln - i' 
a i b l c a . Se i g n o r a r s i e l 0T¿>ífüiímt¿»do t l e n a o no a su CÍHT^OB h l in r . \ 
sen-ares de »3«1« Coao dí» su ¿?ro|)Í®áí»4 aa l e recoaocen blfinea mus- j 
b l o s , i n a a e b l e a y v«*ores y asstálicOasíae sasísn unoa s e i s ssilloni^s 
de- . pe se t a s ; 
cgní^ZW^m^BDO: q%i& loa &«oho3 expues tos eíi e l 
p r i a e r Itss'ttltwiido de e s t a ^nteiioi<».so& e o n á t i t u t i v o s de I s reapon 
a sb i l i dad i^oli t ioí i sawol-üaadíí por e l a r t i o a l © 1* ^ l o s a j ^ r t a d o a 
P},! : ) ,1) y MJ d e l 4^,ct ta l a ootiourren^íia de l a c i r c a n » t a n c i a agr»-^ . 
v«nte ea ts ib ieoida «» ©1 p á r r a f o 1« d e l a r t í c u l o 7*;todOd de l a £ « y -
'de 9 do feb re ro de 1.939; ,.f 
•- eoa..l^KKAH3^ íjtie tffli«a Uoohoa r©Yií,ten oaraít-^^lt, 
' t e r e s de gravedad ox t raa ra i i i a r i í a*hsb lé« att«t»t& á» l a a» t t i ac i¿n ñé' 
inonlpado.de t a n t o r e l i e v e y resondi»sl&«d9 opo»lei<Jtt 1^  l o a &40'^\. 
ssentales pritteipio Í0 oráafi y tod^ atUiUta ais^ifl^iiaa %miie ^ m^i{ 
Ua.ijuo «coase4«a haoer ^ Gobierna J a - ^ ^ j m t s t » aiw iB«tialariBl 'ar* ^ -^  








.de.l939 c insirucciones complementarias , s a l v o « 1 p l n u o (io i n a t r a ^cie,iyoy i i n f , , t\ * t^j> «,_J 
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1-
Í^T^J i^^ S» 
. •• , ' r v . ;•; r CONSlDEIíANDO: Que Joó, hechos que se estiman-probados en ellKio 
' • ' ' • ' ' . . . . • • i i • l o o l f e 
"• ' . • ' ' • ' • : •'•'''R'esu!íád¿''de está '^serit'e'ncia, se hallan claramente comprendidos en V ^ K I 
B.Ií.E,F.R.I#I».??.'-'•>••• V, '^ •••7': , „ , . ; ' . . , toda v-s^ q^ *^» e l r 
del articulo 4.° de la Ley mencionada -L ,^^  
oulpaao .ha jaenetapofínAo i j l toe oargoa <iir«c"tivoa y «n yepr'cejontíil^^ 
fl«l Fr*r.te Ho..pular., a.l (^ ,ii(i....a.pojr£>.....p.)lb.Ii.QaJiiei.íiii.e.., J.u.3g.&.....«....-..pe..r.D..o.nii: 
« l o t a g n i 5!oYlnicnto Híioioñal y 00 opiaó ab la r t aa ion te : a l ralomo ^^ 
blondo j.ftrten<írdao--a-;ta;-mií8íJiiKt^ , ;v^  
•• •  -¿OTO. <-,-.• . :..: :..:.i:íí.l.:;.¿::.Ía':.:Í...i...M...:^ / ....- E 
• o q n o o p t o d e -aut<>y--y--•«^9••••S^•-•ap-^-e-<?i«*--la---
giOBO .'iri I R •Vlitt¥á' 'naoi 'oniiIV .............=..,..... ••!.•!.,>..;,.•,',* 
Cíi:i{iiII}Mi.iü!!I5Q.i_.:iíú\u.ei:.^oiií-.i.iaijtó^ 
..,-v,.-,-, coy.ywc-tistó.SiíJsi a^ííVé'Saíi ¡oxt r iaor<í i i -nuvip , ' , a io .ndo í n o t o r l a .jr .píxblioi 
.3c¿/ ^/d»;'•orá'^isnñiyü;5iií.^íl..í:l*M.«^.«Q,^¿í'¿^ d l r lgéntea nnr 
t*»8 qUft nantüviofon Ifit luohn jr óonolonáTon la ruina <i<í,jB,p=»na, 
- oonfome'á lo filapuestoea e l w?t» 9 ' ae la y^petidtf Ley. ^ 
^^'5 
..?..„:i.:... 
ííífiti'iotivft ñe la 
fe •;0:i!,;'iO 
1 , 1 1 , y I I X . 
comprendidas en los grupos .' *. ^. -..'.'.*' del artículo 8.° de la repetida 
la cuantía que se expresará en el faljo. 
; . ;-:;Vjj i.:.. ; . : :.:;Í nALLAMOS;!'';Que''•debemó&';¿ona'ená'r y condenamos al expci 
•••• ' , '[' a \ a s sanciones ^¿" :^^^?^ . iMí^^^^L . . ^^^ .*<>^^^ 
• Bftf.raftélíi en e l a r t? 11 AÍ> U Uy Y fS7.tríiUr.'iUmtO ñXírmX^ <\^m , 
¿ i i r t ' 9't' ñ'e i» ¿«y ñ¿ 9 5» Fflbrero So 1939, 
/ que'se harán efectivas en la forma dispuesta en la Ley de 9 de Febrero de 
relación con el Código Pena! común, adoptando para ello las medidas peit 
nütifloíinaofio tntn aisntenola a l inoiilpado. ,qae 09 ímii^ «"-^5?' 
ofi<!íal«8.Aal. .:.'!3:Udo-.y, da la,Provino,íii ü3 k'aQria» ; • , 
Así por esta nuestra sentencia, Votada por' '^'*^?i''íM.,^.<^.. , , 
*' lo pronunciamos, mandamos y firmamos, j f , - . c i i a ^ ^ ^ g a u l s . - P n r m i n 
A; &BÍÍBA§/ Ants Carra900,- Secretaxio. {Hubricadoa) 
- y para que cons te y un i r a l . r o l l o expido é l p re sen te Ljie firmo en WJÍ; 
a v e n t i s e i s - d e Noviéíatíre de rail novooisntos c u a r e n t a ; -
'•.1^ 
I , . ' 
ÉmmmmmmmÑmmmmmmmmMmÉMmmmMmm 
XÚW kUlQülO CAiÜiÁSCO COBO, 3eor«taYlo de l Tr lbu i ta l S a g i o n a l 
&f) B í sponnab l l i aadea P o l i t i o o a <lo Hüdr id , .; 
;'"'"'•''"<?•'«• r ' ' t - Í ' ' ^ - l " ' ' b ó'l íiu;e'^1sh"^l' «xpaa ion te íl«. 73/193913» íse-
,v,.:, ::V:;,,Í;, ' . \(^\kUo,Qn m^^.txXP^filt -ae .ha filo-




I Presldenle • 
t < Vocales' 
fysiin Lozano, 
r ' 
S . E Ñ T E. 'Ñ C rA' '5 f o^h';:mcv2éq^u^^.' 
uevltobré 
U fonso S e n r a 
1= >./ u -j V o i n ' t - i í i e i a 
En >ladrid, a ^.r.*'!.:.*.:.!:*.".-..,.-. e ... 
de mil noyecienlos cuarenta. , , •• 
, ' . ' • . . , ' ' • , • _ • . . . * ' - •' i • - . . ' . ' . ^ • , 
, Examinadas por este Tribunal Regional de Responsabilidades Políticas, 
constituido con ios señores anotados al margen; bajo la.Ponencia delVpcal 
Magistrado, las^diligencias del expedienle seguido,contra ''........ 
:..::..:l.i;....í'MK.c.i5,óo.iis?>Rao ; 
Vecino de Jíf>.fl?Í..4.. M....Í>1..3M.Í'..A^...A'^3^r...M^3.^.9.^^^^^ 
• ,, , . nrotn.si.í^n es tuquis ta . -
I 
; RESULTANDO: Que. de las pruebas, informes y antecedentes aportados a 
las diligencias, aparece justificado que 6t J?>:U.ílG.Ií^ .OO.. L-i^ .iCr.O... vA.BAlJ^KBO.^ 
&m&& 8U juventud Ae41ob to<íla tju ísctivifiaa u l a p o l i t i z a a o o i a l i s t a , 
ci latsB, Cqu...^rbIi.....aflC.ftIiiLl.Rnte..jío]}r.g...laí^.:.n2íi.^a.B...;3a^^ 
ao&uñlUb a t»stao én l a revo luc ión 'do'Ootii'bi'a ñ®'19?4,-aftíspuftn a« 
haber üootttnmnaáo Xa-o8rterfi--ft»--Tralra3<)---oa.---*i--í>i'-i-a«-í' í>4-»fí-4-o--«í? is -
acsonáa'Koahhli.íia; e tnaultíiiío a© la punn oapital, vo,lvi3'.:8 la a-
«itaol&n ae"^la'r^uUÍtiíaQs ocm"Ms' nfñW'liixQ' an^oo, ouirais«n<Xíí • sa .. 
e l fa t la ioo 16 de Ffebroro y e l t^kuuio 18 ue .Tulio, sobríísraiencio 
res a © to a¿....o.r.íi.€in.'...o.o.Gial.:..Q.a9....M .tii.e..r.á....s.l.....§.s..ci..R.il9.:fe.a..';....R.o.?)M.e..,^ ^ -
t l n l e n t o s cxuclfis y anheulhipirioa. on aiv«faAB ooaaion«>8 .Tep i t lo 1« 
unn baso á« «aníjy© ;f do t e r r o r " j ros pono ishdo a oata tompornaento 
oo^'ietl?) lí¡''p«rv<>ytiíáí5á'"Sti ataar'aI'''püo"bl©;"'"ei;Tíi"<i^ ^^^^^ 
ooanibn i;íd-.-:toéo.a,-l-a .^--,-^ ».lac-n:e3,...y....4.ó-Sinii»^^ 
óttv)í)rpO oln f r e n ó . íio t i ^ ü l 6 Proaident©* de l Consejo v: Utnla%ro d«^ -
I}oouiflentaliíiaüfe....iia;...ii.a.lljiíS...,.íoti»Ma.t]í^ ...5M:..,x^^ axa 
ciue h a y a poc i ido p5?eoiaf»raí5. a u ¿jJ-'fi'-O» ¡'^ sa hechos ex!)'u£a;'to.i'''"'r8l'é'VÍttn 
fie itíia',7i&rr-úBtailBá-o--rolír.rt5a--'ftí>-^:-t«í^^ 
fictoraíinar BU máxima rfl8r.'oa8íjblIiáad p o . l l t l o a . ÍJiTcbíonea coroproba-
ao8 no ojCGflfifin""íÍé H5V000'.--- 'p '8«tíi3'on'E i-^n-<)Ttoffo:3e loo qfU« 
ton¿;o on e.l...!5x-t.?.a.n.J.©-ro '•a.&2iQ.....pr.oauíi.to......d.í3 aU.a...díVSr.efl&0.1.C!.at.i.*....y..,.üií>... 
(iue conste quo tanga h í jpa mwnoroe o incüpacit«¿ios « QU c a r g o . 
'". • • • • • : ; - V 
RESULTANDO: Que en la tramitación del expediente se han observado las 
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J.vare2 Oienfuegoa, José 3)er90h.o « Grranada 
k>it6a de Oneoa» José • ioL. Salamanoa 
ir ias Samoa, J iaé i d . Santiago -
iarola íDxellee, Camilo i d . T a l l a d o l i 4 -
Jalirsra F e l i p e , Juan. C ienc ias - Zaragoza -
Jamón i z n a x , Joaá P i l - y Letras-" i d . 
3ai¿Lii CalTo, francisco Derecho - Sevilla / 
Jharro Arias, Aniceto Parmaota- Santiago -
3ruz Aañ|n, Josl ttedioina- Sevilla -
lajr Prieto, Joa$ ü » - Granada -
Spnzález Garola» le odor o —- DereoliG - Oviedo / 
3tt i larte González» Yioente - - i d . - Valladoltd.-
Su-illán Alvarez, Pedro J. - P i l . y Le tras - S e v i l l a -
Síartín Sauras, Juan — ^ lledioina- Zaragoaa -
üonterde Fuertes , P é l i x ~ i d . - T a l l a d o l i d -
Uoraza O r t e ^ , Miguel i d . - Salaisanoa-
HoTQ Camp.llo, Antonio i d . - Santiago -
Peralta Mi&6n, Godeardo id* - Salamanca-
Puente Sánchez, Carlos Farmacia- Santiago -
Recasene Serrano, lo is — — Medicina- Sevilla -
Hodrig^ez Lavin, Leonardo — i d . ( O . ) S e v i l l a -
Romero V i e i t e s . Antonio Derecho - Santiago -
Salazar García, Eve l i o — Mediciña-Yal iadol id-
Telasoo Dorantez, Mariano — C i e m i a s - Zaragoza -
Zapatero B a i l e a t a r o s , Bmilio Medic ina-Tal ladol id-
f 
n Suspenso 1 a£Lo-




l>i l i taoión* 
Inhabi l i tado 
(Eras lado 
Suspenso Z aSlos i 
9 i n h a b i l i t a d o . 
Suspenso Z afLoa. 
e inbab i l i t ado • 
Inhabilitado. -
Suápenso 6 meses 
e inhahilitado. 
Suspenso Z años-
Inhabi l i tado >' 
Inhahiaiitado *• 
Suspenso X año • 
Inhabi l i tado -
Soapenao 1 aüo . 
e i n h a b i l i t a d o . 
Inhabi l i tado 
Suspenso 1 aflo . 
e i n h a b i l i t a d o . 
Suspenso 2 aflos-
Xnhabilitado 
Inhabi l i tado ~ 
Suspenso I aflo • 
9 i n h a b i l i t a d o . 
Inhabi l i tado 
Suspenso 6 meses 
Inhabi l i tado 
0 .28-9-37 j 
Ó. 28-9-57 ;| 
0 .28-95T i 
0 . 4-8-39 
Ó.28-9-37 
e.27-5.3a J 
•0. 3-8-39 ^ 
Ó. 28-9-37 '4 
0. 4-8-39 I 
0 ,28 -1 -38 "i 
o ;30-9-37 i 
0^9-12-37 \ 
Q.13^1207 i 
0 . 3 0 - 9 - 3 7 i 
O, 9 -4-57 
0 .27-10-3T 
0 . 3-8*39 
0.21-8-37 1 
0.30«.9-37 i 




-0 .15 -11 -38 
O.22-10-37 







•^  ^í>' Í U V -
L¿pftz Eey Arrojo, Manuel Sereolio •»—;;>Iia Laguna —• 
Madlnavaitia Tabugo, Antonio —: Farmacia -.— -Madrid^ -
Marcos Pelayo» yranotaco - < - — — — — Derecho — > M i a laguna — 
Márquxea Rodríguez, Manuel Medicina — Madrid^C 
Uiartinez PeOroso, Manoel ——• Derecho SeTilia'i'—— 
Uartínez Bisco Uaoíaa, Manuel Ciencias Madrid> 
Medina Bohavarrla, José • Derecho — • iBxcedejrfceí'T 
tttttdizábal Y i l l a l b a , Alfredo Derecho .Oviedo\ — -
Miaja de la Muela, Adolfo • — — . — — Derecho — - SantiagoA — 
Mil larsa Oarl¿. Agust ín P i l o s o f . y Letras Barcelona r^— 
Moles Ormella» Enrique ——.—.-« . Ciencias •—- MadricLX -
Moran Miranda. Fe l ipa — — . — — Medicina Ic) S e v i l l a y 
H^ egríXL L6pez» Juan -.—._-. Medicina —— Madrid-^-
Orts H o r c a , Francisco - — « « - — . — , Medicina ( c . ) Sevillak- — 
otero Testnández, Alejandro — •-- Medicina •^ —- Gracadíp*; —— 
Ota Oapáeq[tli» Josa M. • — Derecho YalenciaV 
Pérez T i t o r i a , Augoato -~—. Cianoias — Murcia.^' ••— 
Fesftt Aleixandra» Joan Baut i s ta Medicina Valencia v 
P i y Sofier, Augusto Medicina —'» Barcelona^*» 
Pi y Stifter Bscro, Jaime — Medicina —— S a n t i a g o ^ — 
Pi y Sttflar, Santiago — Medicina —•» ZaragoaaA-
Pina Milán, Hafáal Derecho «— S e v i l l a < 
Plttalugft Fattorlxt i , QnstaTo —>»»•• Medicina w^» Madrid^—» 
Polo D£»S6, -Antonio -—».^—*--—-.«—«.H- Derecho — Oviedo^ •»— 
Prados Arrarte , Jeséb — —-^ Derecho —— Sauxtiago^— 
Pr ie to Bancos, BamSn — — — — — Derecho Oviedox' 
Pucdie Alrarez , yoaé —« ~ •— Medicina YalRnoicív—** 
daero Morales, Josa *.»—-. Derecho — SevillaV — 
Saraos,sobrino, B las Derecho —— Talladolid)^-
Eeoastns Slolies, lois — Derecho — Madrid^ — 
Bloja Lobianco, Snrigae - — - — í l l o a o f # y Letras (Excedente l - f 
HÍ08 ürmt l . Femando de los Derecho — -MadridJ< — 
Hooea Suárez, Wenceslao — Derecho : (Excedente!,^ 
Rodríguez Mata, BnriQne Derecho -— ZaragozaV— 
Bubio S a c r i s t á n . José Antonio — Derecho — - Sevi l la'^ — -
Bttiz Funes Carola, Mariano Derecho MuroiaX - — 
Sacr i s tán Colas , Antonio • Derecho Santlagoi<-— 
Sa l inas Serrano, Pedro — — — — — F i l o a o f . y Letras (Excedente ) ;^ 
S¿noh.ez Albornos^ Msnduifia, Claudio - M l o s o f . y Letras Madrld><:-—— 
Sánoliez-OoTlaa y SánoIiez->CoYlsa,J'osé Medicina •^>~ Madrid^ —~ 
3¿nbhez Gallego, Laureano • — ? — Derecho Salamanca-^— 
Sánobez Quisande, QumeraldAo —•.^~ Medicina --«^ Zaragozay»^-
Sánchez Román y O a l l l f a , Fe l ipe —-^ Derecho ~— MadridV—-
3$ncho Gómez, Juan —•.*-^' . —. Olenoiaa — - V^ laguna »•> 








0 . 2 1 - 2 -
0.12-U 







0 . 2 9 - 7 -







o . 23-9-; 
0 . 2 9 - 7 -






0. 9-4- ' 
o . 24-9-; 
0 .21-2- : 
o . 25-9-: 
0 .29-7- : 
o . 29-7-: 







2 5 - 1 1 
25-11' 
0 .20-10 0.24-9-: 
o . 29-7-; 0.21-2-: 






: > • ; ' * ; • « 
•mai^mvi 
atm&N SSPAB&IK>S BBFUSriSXYAMBSSB IISL'SSRVZOZO. 
Litad ConcLe, Gerardo Bereoho -->^La iaguna O 
Igttilar Calvo, Juan Manuel í i l o s o f . y letraa»-Se v i l la K-— O 
Lloalá-Zamora O a s t i l l o , Biceto Sereoho 
l l v a r e s - B u y l l a Lozana, Benito . Cienc ias 
branda lElUáa, Franoisoo i d , 
IrgSe l l ea Lapez, Rafae l —— líedloina — 
&zoárate P lórez , Pal)lo Dereobo —-
Bamie S a l i n a s , Domingo • F i losofa y Letras 
BBlXldo GolXericlL, Jesús U. w - Medicina -
Benito líampel. J o s é — i d . 
Beateiro Fernandez, Ju l ián — y i l c a o f . y Letras 
Bolívar Pialtain, Cándido — . Cieaoias —-
Boni l l a Marín, Galxriel ~ Sereoho - — 
Boaoh Simpera, Pedro «- ——•— Filcaof ,y Letras 
' 4 1 
13-10-37Í 
29-7-39 Í; 
2 9 - 7 - 3 9 - h 
Uediciua <»'-^  
Clanolas 
BerecUo —— 
cieno I s a •*— 
QieziQlas •*•-
aen y Lozano, Demáfilo de — 
uen y Lozano, H fael de 
Calorara. F e l i p e , Blas
Calvet Prata, 7emanda **-
CalTo Alfágeme, JilTaró — 
Carlos Herrera, José — -
Carraaoo Gárrorena, Pedro 
Castillejo Boarte, José -
Caatro Barea, Pedro 
Castro Bonel, Honorato de 
Castro Quesada, Américo ~—~-—- ._— Flloaofwy Letras 
Cortea latorre, Cayetano — ™ — — . Farmacia — « 
Costero Sodanoa, Xsaao — — « - , 
Crespi Jaume, Miguel — ™ — — ™ — 
Cuatreoaaas Aramí, José — 
CoatrecaBas Arumí, Juan — ™ — — • 
Díaz Boblo, Manuel - — 
Domingo Quílez, íosé — — — « > — — -
Superior Talleaa, Arturo — ~ — — — 
íabra Poch, Pompeyo r^-vrrrr»———- Pilosof.y Letras 
Florea de Lemus, Antonio ~— "•—•— / Dereolxo — -
Vranoo liJpez, Galirielj-——•———— Derecho w— 
Fresno y Pérez d e l Y i l l a r , Carlos » - Clexclaa •^ —> 
Gaos Cronzilez Pola, José — — — « — Filosof.y Letras 
Oaroia Baoa, Joan Savld ————— Fl loaof , y-Lotraa 
Carola Ban$a» Antonio ™————™ . Cienolaa -— 
García Taldeoaaaa Santamaría, Joaé « Medicina «««.^  
Ciral Sonzálea, Francisco •»—•»—^— Farnaola —— 
Glral Fere lra , José — — — — . Faroaola. -•,«-. 
Gemas González, Mariano • — Dereoh.o — ^ 
Gómez Orltaneja, Emil io - — — - . — . • - • - Derecho —.— 
démez Pifian, 2om4s. — Deredio • — - ' 
Gonz&les de l a CallLe, Pedro ü . •— F i l o a ó f . y Letras 
Valencia^ O 
O v i a d o / C.2Í-9-37 
Zaragoza^— O» 7-5-37 
Valladolid^"— 0.21-8-37 
I Bscedente}Jr O. 4-2-39 
- Madrid><-P 0. i-2^39 
B a r c e l o n a ^ - - o ,E5-Í1-3S ( Brcedente) Jr04 25-9-í3T: ,^ 
. MadridÁ — 0¿ 4 - 2 - 3 9 ^ ' 
Madrid^ -—.Q^i 4^2-39 
GranadaK--- Ó; 7^5-37 
BarcelonaK—»-0« 21-8-39 
iSxcedente í i - 0*^  4-2-39 (S£c~e dente v - O * 29«7#39 
Madrid><; - — Ó; 4 - 2 i # § 
Derecho 
Cianaiaa 
Cieno l a s 
Ciencias — Santiago^vr ' O»25 9^37 
Lerech-o 
lamanca^— 0,13-5-
Zaragoza^ » — 0;iE-6-37 
MadridJ^ O^ÍA-Z^^^ 
MadriOA"-— O, 4-2»39 
SevlliaK O. 29-7-39 
Madrid^ — 0. 4-2-39 
MadrldX 0.29^7-39 
Granadax—^ 0.¿9-7i»39 









González Lóp z, Smilío 
onzález Ylaén, Felipe — — 1 - - - . — -
Hernández Borondo, Franoisoo ——  
Hernando Ortega, l e é f i l o . -  
Herrera Bollo, Juan M. — ~ - - ™ -
Jiménez Aada, Fe l ipe — — — . — ~ -
Jlménez Aaiia, Lula — 
Langle Rubio, Smlllo — - — - . — 






U dio na - - r 
Bereoho — 
Derecho — 
M drldV' —0;4-2¿39 „ 
Madrl ií' — .25r 11-39. /í 
Barcelona— 0»2$¿llv39 ^ 
Sevlllaíf - — 0!(l3-10-37á 
GranadaX -^^ Q»2?-10-?T4f] 
Madxld+'.--fc^Ó¿ 25-1Í459W 
Barce XonaX-^" 04 21-2»391 
Madrid^—-^Oi29r7»59 
MurclBLÍf-^ 0;25-11&' 
O"»l«do>\—- 0 ; 2 5 - 9 ^ 
Madrid^—- 0.^ 4*2-^39-^ 
Santiago ;^—- 0-r25r^XX-39| 
BarcelontíT-^ ,D»22¿a^l^59, 
Granada^.--** 0.27*a,#5'§_ 
S a n t i a g ¿ > U . ^ . > 0 ; 2 $ : ^ . « á 
:MJadrid><^¿- •0¿-^4¿^S94li 
(Exoedent • p(^ OH-^ 8é5Ü 
Vallado l i t ó « i . o; 2Íí*8ra.7í 
T a l l a d o l l f ^ ¿ ^ 0;^:9í^4^^ 
-. .Madrid)? .-^;.j9':2M"'" 
Oviedo /*< «—• 9^i29f 
S e v i l l a X—^ 0¿15T3P 
Zaragoza x *»-* Q ;^ 9 
Uadrlds>^ 
-<•.—M^-^-ti^ÉM. - j - - * ^ '"^Jj.'.J'-il-jifagi:»-^^ 
f~1i>: 
I N I S T E R I O 
DE 
EDUCACIÓN N A C I O N A U 
Dirección General d e Enseñaii-y.ns 
Superior y Media 
SECCIÓN DE UNIVERSIDADES 
le '" ' : ' - ' ' 
};u::. \ ^ O ___ 
F^ üü l a . ^ : 
Pecha J2_ .L . r . i . íL -a . .ü . .%_^ . : 
Registro de Entrada.'''^, '• ''^ -'' 
7. ^ • ^ - ' 2 ^ ^ ^ o-r 
Sxcmo. Sr«: 
Como contes tac ión a su a ten to 
of ic io de noviemljre ú l t imo, tengo 
e l honor de r e m i t i r a Y»E« l a s ad-jun tas re lac iones coniprensiTas de 
lo s Catedrát icos 49 Universidad 
que f iguran sejarados d e f i n i t i v a -
mente de l s e r v i c i o , o sancionados, 
en l a Sección de Universidades de-
pendiente ds e s t a Dirección gene-
r a l % hasta la feolia p resen te . 
Dios guarde a V,B» oaiohos aiños» 
Madrid, 16 de diciembre de 1939 
Año de la Y i c t o r i a , 
>?'.. 
SL 3 ) 1 ^ 0 2 ^ GJ2ÍEBAL, 
Í ^ : : Í : : ^ : . Í * : Í ; , , Í Ü ; Í Í M » Í W V 
Sxc»o. Sr. presidente del Iril,ui>al «aclonax de Be^pon-
8a1>Ui4a4os p o l í t i c a s . 
DELirCACION NACIONAL DE SINDICATOS 
QE 
FALANGE ESPAÑOU TRADICIONALISTA 
Y DE LAS J . 0 . N.S. 
REÍA CION D": BIKlNÍKn II#TUKBLES 
PRÜCIi/hl^TES D^ ORaANIZACIONIlí^ I^RXISTAS. 




Edificio situado en la Plaza de Espa: 
ñall propiedad de I.R.y C.N.T. 
Edificio Etuado en Mayor 5» 
Edificio situado en la calle Real 
10, administra el Ayuíjintamiento, 
TOK^ALBA Lh KJLBOTA.-Edificio que pasó a propiedad 
del Estado, 
/I 
;28ACI0N ,ÍÍÁCIONAl|DE SINDICATOS 
ÚE F,.E:'T;)y DE él¿ J. 0. N, S. 
••• h — ^ í 
A S E S O f f I A J t / R I D I C A 
• / í • 
^ ' 
• • \ 
, ( \ 
$lk ROMÁN DDF U HORNIJA, 




Finca rústica parcela Ik del 
polígono li.5, tiene 61 áreas y 
Edificio perteneciste a entida-
des marxlBtas. 
. Edificio perteneciente a la Cen-
tral ObrerfiL 
Edificio tí. tuado en 3a calle úe 
La China perteneció a la Casa 
d©l Pueble, actimlment® habili-
tado para depósito de chatarra. 
Edificio casa del Pueblo, 
./ 
y 
DELEGACIÓN NACIONAL DE SINDICATOS 
OE F. E. T; Y DE LAS J. 0. N. 5. 
A S E S O R Í A J U R Í D I C A 
RE3LACI0N DE BIENES INliíUEBLES PROCEDíUfES 
DF ORGMIZACIONES W Í R X I S T Á S . 
PROVINCIA DE VALLADOLID, 
CAPITAL.- Edificio Situado en Leopoldo Cano E6. 
CASTRIMO DE DUERO.-Igdlflclo antee Casa del Pueblo. 
iM)INA DEL CAKfPO.-Edificio situada ©n San Martín 18. 
Solar situado íeit ol camino de las Tenerle 





otra finca urbana' 
Finca rústica, 
otra Iden Iden. 
Finca urbana. 
Otra iden iden. 
Finca urbana. 
Finca Urbana. 
TUDKLA DK DUERO.-Finca urbana. 
VILLABAÍJEZ FINCA urbana. 
Otra iden iden. 
MEDINA DE RIOSECO.-Edlflclo situado en los Lienzos 48, val( 
rado en 10»000 pts, j^ erteneclfi a la Fed( 
ración Local d« Sociei^ acleB obrera». 
Otro Situado en Román\Martin 221 valora-
do en 5.000 ptB perteneció a la Socieds 
Local de Artesanos• 
T0RR}^ CI1J,A DE U OROm.- EDIFICIO situado W la calle Onés 
mo Redondo. \ 
VIIIACID DE CMPOü.-Ediriclo en construcción situado en GC' 
neral Queipo de Llan5, ocupado por cua 
tel de flechas. ; 
U SECA.- Edificio situado en A.Ca^talapledra 17 
ocupado por O.J. \ 
REJMEDO DE EñGUKVA,-Edificio situado en Castillo 19 ocupado 
por O.J. perteneció a Socorros Mutuos L 
Luz* 
FUENTE OLMEDO,- Edificio propiedad de un (¡entro Obrero 
cautado en 1955 Por la Coórporación Mu-
nicipal. 
DELE6ACI0N NACIONAL DE SINDICATOS 
DE f. E. T; y DE LAS d. 0. N. S. 
A S E S O R Í A J U R Í D I C A \ RELACIÓN m BIENES INJÍUEBLES PROCED]:ííTES 
DE ORQASl^ iaACIONES MARXISTAB» 










MAS DE LAS MATAÍ].-




Edlílcio en el cerro "Cuco". 
Edificio sitúalo ^n la calle de San 
otro iden iden ocupados por Ot^* 
mitlQio situado en "Los pertigaces® 
SDIFICIO síí:uado m Cárracélla, ocu-
pado por Escuela, 
Edincio situado en Libertad 8, ocu-
pado por P.E^T, 
Edificio sitúalo en el Arrabal de Ex 
tr^turos. 
Edificio situado en Pa3,aclo 7 ocupad 
por F.E.T, y un veclnp, 
Ediricl si tuado en Ija calle de las 
Eraé. 
Edificio ocupado por F»E.T» 
Edificio ocupado por F.E.T, 
Edificio situado en la c^lle Ba^a, 
Edificio situado en José Antonio 6« 
Edificio situado en carretera Zarago 
za. 
^t'LEGACION NACIONAL DE SINDICATOS 
OE F. E, T; Y DE LAS J, 0. N. S. 





F d l f i c i o va lo rado ea 2.000 p t s 
Otro Iden idea* 
Otro valcjrado en 500 pts» 
Sdifielo situado e& OsaeraX Mole 17 Talo-
redo «A 45*000 pts 
Otro situado en OaBAralíslso 94 ralorado 
da 60*000, estét en r t t iaes* 
Sd l i ' i e lo s i t n a d c en Arraba l de saa J u a a XI, 
perteneció a le Sooie&ad Agríodla Sis ijv 
n i ó h s , r a l o r c d o ea É * / 0 0 0 p t s . 
Otro S i t i a d o ea Mayor 4 TaXorado ea dOO*OO0* 
TOHHB JJiSL SüPiiííOL*- So l^ r valorado ea 4*000 p t s * 
TORIOSA.-
TORiiOJAS.-
S d l f i o i o que fuá Ceatro de corporacicín 
' /alorodo ea 152*851,25 p t s«Neces i t a obras* 
MAfio io que fuá de l S i n d i c a t o Agrícola 
«Geatro del Priorato» situado ea or,lle 
Valsa.Ne l a d i e a u de qui^a es propiedad. 
SAN CARLOS úJSí LA Ft>iPITA.-Edificio va lo rado en 25*000 p t s 
SAN JAIME j3 SNTSIJA*- Bd l f io io del S l a d l o a t o Agr í co la , v a l o -
rado oa 76.000 p t s . 
So la r s i t u a d o QA l a eaz-rotera de S a l i a a s . 
Otro idea i d e a - 8^^000 p t e . 
MAS J3 ¿ARBíirijU'B.- Bd i f i e io s i t u a d o ea l a c a l l e 3aa Maroial 
44 per teneei iJ a Cooperat iva Obrera» v a l o -
rado ea 8*000 pta* 
Otro a l t a a d e ea l a c a l l e Saa tfaseial 6 ,Ta-
ie rado ea 18»000 p t s 
/ 
- 1 -
0EIE6AGI0N NACIONAL DE SINDICATOS 
DE F. E. T; Y DE LAS J. 0. N. S, 
A S E S O R Í A J U R Í D I C A 
SILACIOÍÍ J]® 32gNSS KMOSBLSS HídCSOESfUS 
ABB0S.-
M l f i e i o Taloarsdo |>ox 4»0C0 pts» 
s td i r i e io qme pe r toBe^ lé a nUaKÍa do Rabasa l res» 
s i t u a d o ea Mayor 1 oiapaáo por Ba ta l l ón Traba-jadores ^ v a l o r 10.000 p t s» 
J541fieio Tal©raác ®a ss.OOO p t s » 0a#^ y taatx*®* 
aAEfiSBAs ni^i, PAíJAD^.- s á l f i o i o sitttsd® oB MOBserrat B, fuá" da 




jsa.ifleio eea s o l a r de Sociedad Trabajadores A*-
gííeola, velorada en 30.000 pta 
Idifieio raloreá^ ea 5£*000 pts 
Oliro va lorado ea ld»OÓO p t s . 
Bdlí 'i 'cio y t a r r e a o s va lorados ©a 40.000 p t» 
para Iglesia y Eseítela» 
Sdiriolo valorado ea 85^095, 15 pts fu^ áol 
S l a d l e a t o Agrfeola y Casa Rura l , 
BOEJAS ¿SIL CAMPO.-fidlflelo va lo r ada aa 33» 000 p t s tné de l S i a -







S d l f l o i c . 
o t r o y ambos va lorados aa 60»000pts 
S o l a r va lo rado ea g.SOO p t s . 
S d l f i c i o s i t u a d o ea Saa Nioaelo nfis, va lorado 
ea ES.074 pts» 
Otro s i t u a d o ea General Mola va lo rado ea 4.7.027 pta, ambos sis oargas» 
sdiflcio de la C*ír.T« Talorado ea 15«000pts« 
S d i f l e i o Tal«rado OR S«000 p t» 
s o l a r va lo rado ea 1«{K}0 p t e 
F i aea x i í s t l ea v a l o r a d a ea 15*000pt8 
S d i f i o i o v a l o r a d o ea 15*000 p t s* 
Bd l f i c lo filtuado ©a P l aza M ^ t i r e s , v a l o r a -
do e a 85.000 pts-F»S*T* 
S d i f i o i o s i t u a d o en Máírtlres 5 , Toloraao OB 
1<I«000 p t s ocupado por ©•J» 
MIHAWT 'í& SBRO.- B d l f i c i o va lo rado ea 30.000 p t s ocupado por 
F .E.T. 
JACION NACIONAL DE SINDICATOS 
OE F. E. T. Y DE LAS J. 0. N. S. 
A S E S O R Í A J U R Í D I C A 
VIMENES.-; Edificio antes Casa del Pueblo en I j 
tlglo, destinado a Escuelas PuDlicaí 
LIERES.- Solar ^ 0 metros cuadrados propiedad 
ú» voi SElndlcato Agrario. 
GANDAS.- Edificio propiedad de una Orgm izaclí 
l&rxieta ocupado por Falange • 
.teeAGION NACIONAL DE SINDICATOS 
DE F. E. T. Y DE LAS J. 0 . N. S. 
A S E S O R Í A J U R Í D I C A 
CASTROPOL.-
AVILÉS, 
•^V Caseta y báscula, de pesar garia4b situa-
do ei l3. parroquia de Barres, propiedad 
de una Bocledsaci Agraria. K\. 
Solar y báscula situados en San Salirador 
af total propiedad de una sociedad Agrí-
cola. 
Edificio sitnado en "^^ calle SferQués de 
Pinar del Rio n»; 25 propiedad del Cen-
tro de SoGledadies Obreras de Aviles se 
inscribió a favor del F-stado^  ocupada por 
O.J. 
Otro situado en Piedras Blancas propiedad 
del sindicato Obrero Metalürgloo de Ag--
turiaa inscrita a. favor del Estado ocupa-
do por AVJSUO Social, 
otro sin terminar situado en Parroquia d© 
san Pedro de %varro propiedad de % Soci©' 
dad de laasaposteros "La si empre viva* i n s -
c r i t a a favor del Bígtado. SOLIS ( Á V I L S S ) . - Edif icio propiedad áe un Sindicato Agina-
r l o ocupado por la Delegación de FaB n ige 
ILLAS/.- {AViLES).-Edincio propiedad de un Sindicato Agr-a-




P R A V I A , -
Edificio antes Casa del Pueblo ocupado por " 
la Delegación Sindical Local. 
Boiar propiedad de "Avance" 
Edificio ^*AsturÍas"n« 9 . 
Edltlrlai obrera asturiana "Avance" 
Edificio proplednd del Blndicato Minero 
Asturiano* 
Edificio en Viodo (Gozón). 
Otro en Cardo. 
otro en san Martín.L08 tres en litigio. 
Edificio propiedad de la C.N.T* 
Edificio propiedai de una SoeledaH de una 
Sociedad de Labradores incautado por el Es 
tado. ocupado por el cuartel de milicias y 
/ / 
.C6ACI0N NACIONAL DE SINDICATOS 
OE F. E. T. Y DE LAS J. 0 . N. S. 
A S E S O R Í A J U R Í D I C A 
N O R E H A Edificio situado en los Crampones parroquia de 
Hevla propiedad ;'de un Slridlcato Agrario mar-
xis ta actualmenlse ocupado; por la C.N.S, 
SAN ROMÁN,BE CANDAMo*-',Edificio isltuado erix la parroquia de 
Harnero propiedad; de 3a Soéiedad de Labra-
dores de Llamero-yoitosa.UíGF.T» 
EL REMEDIO,-(Nava)Bdincio proí?lecÍad de iin Sindicato Agra-
r io , 
TURÓN,- Edificio situado eji la Veg^lna propiedad del 
ñindlcato Minero ocupado p6r Frange. 
Finca situada en vé'ga de la Felgüera 18 áreas 
y 85 centláreas propiGd'-^ id del sindicato Mlner 
SAN WARTln D^ L REY AURTXIO.-Minas de San Vicente incautadas a 
favor del SstáCo. 
POLA D'; LAVIANA.-Eclinclo Qué tué propiedad del Sindicato Mi-
nero inscri to a nombre l e par t icular , ocupado 
por Falam-G jr Servidlos; 
SAN PEDRO DI: TII!lAKA.-(Lavlana) .Edificio propiedad áél Sindi-. 
cato Agrícola de San Pedro actualtóeíite inscrl t ' 
a favor del Estado, :,/ 
POLA DF LAVIANA.-í'lnca Lsi Hii«rtona situad^ en Hiierta de Arrl 
Da j San Miguel,tó áreas iniscrita a favor del: 
Estado. 
ci7\N0 SANTA ANA (8AK MARTÍN),-Solar sL tuadó, en las inmediacloi 
nes de la Oscura Inscrita á favor del Estado 
edificado e instalados Falange y B Iglesia, 
SAMA D: LANGREO.-SOIAR INSCRITO a favor del Estado edificado-
y ocux>ado para templo y por particulares. 
SAN MARTÍN D^L RKY AURELIO.-Finca el .Paja r-situada en San An-
drés de Linares Inscrita a favor del Estado, 
ocupada por particulares, 
SOTONDRIO. )(SJ\N líARTlN DEL i REY AURELIO.-Solar Situado en la 
Alameda inscrita a favor d ^ Estado en ¿1 se 
ha edificado la Casa del Pueblo, ocupado por 
Falange y ServÍcio§i , propiedad del Sindicato 
Minero Asturiano. 
3MSA m. LANGR?^o,-Bdlflclo propiedad de ik Sociedad Cooperati-
va de Consumo de Langreo Inscrita a favor del 
Estadoé ^ 
DELEGACIÓN NACIONAL DE SINDICATOS 
DE F. E. T. Y DE LAS I 0. N. S. 
A S E S O R Í A J U R Í D I C A 
REÍA CION DK BIENES mmseBVF^B PROCED^ITES 













PROVINCIA m OVIEDO 
• \ , 
4-
H 
Edifiéío propiedad de ^ ¿é»T« valorado en 
1J,59^ pts actualmente oomandante militar, 
n& apatice Inscrito, / 
Edljlclo se Bupone propiedad del S.Mlnero 
Asturiano,No aparece inscrito en el Registro 
de :^  Propiedad» • 
Edificio propiedad del isindlcato Minero ac-
tualipente ocupado por % Guardia Civil, 
Sola^ situado en Peñíae 20 por I5 metros p»©«. 
piedad del Sindicato Minero. 
Edificio situado en Cénera actualmente ocu-
padc>' tor Falange Auxilio social y G.N.Se 
Otrí> en construcción actualmente ocupado por 
todos los servicios de Falange, propiedad del 
: sindicato Minero. 
EdlfiCl'P Casa del Pueblo. 
/\;Edinclá y íBj^ de terreno situados en Genera 
\ Y,Otro idén iden i n s c r i t o todo a nombre del Sin 
, \ ¡(iicato Irinero* 
-' \ '.' . I 
'• \ ' • • \ \ I 
\ - ridiflclp situado en la Mata propiedad de li 
V ; Socieagíd de Labaradores Luz y Gula de Llantra 
'. les actualmente destinado a Escuela. 
,: >Otro Situado en Peña-Flor propiedad de la So-
\, ' ciedád de Labradores d© Pefíaflor.Son tres ca-
', "^ -< s^ s vivienda, 
EaíMlD Bituaúo en Ferrónos, propiedad del 
Sindicato de Labradores de !fe Parroquia áe 
Ferr^ñes (lí.G.T.) ocupado por Falange, 
otro jiltuado en Vllladervey propiedad del 
Sindicato Minero ocupado por Fafenge. 
Edificio Casa del Pueblo destinado a escuelas 
publiea^B. 
- Ediflclo^^'^suo Ceíitro La Justicia organiza-
Clon anarquista inscrito a nombre de particul 
res. 
DELEGACIÓN NACIONAL DE SINDICATOS 
DE 
FALANGE ESPAÑOU TRADICIONALISTA 
Y DE LAS J. 0 . N. S. 
REU\CIOK DE BIKJyB INHÜT ]^íLEí3 PRO-
CE B''ÍMTES rr OR0'\JMIZiiCI()í^'EÍ; ^lARXThiTAS. 




B:^r}'\ ' A R I . . 
''Parroquia ele 3anl;a l'hrlñ-'. de Chnn-
''Taüa/' P a r o e l a de t i e r r a 1 á rea y 
il7 c . a . a nombre d e l Ep tado . 
E d i f i c i o ce J8 r-'oci e '^x.d de ds r rp . -




otro solar ediricaiae rara la rals-
nic:. Cooperad i Vi.^ . 
Otros tpes mds iden Idon. L IlONT'd -Fincas *'Valln'' y "Cancelo" 
Pradoíi y Taorant'oí^ Xueron 
d e l P . S / E . 
DELEGACIÓN NACIONAL DE SINDICATOS 
DE 
FAUNOE ESPAÑOU TRADICIONALISTA 
Y DE U S J . 0 . N. S. 
HEUCiON D^- mrm-í^ nmjKm.Ks PROCE-
DENTES DE OK^AniZAClOUKS MRXISTAG, 
^PROYIÜOIA DE LEÓN. 
C a p i t a l , - Edi f ic io s i tuado en .Avenida de José 
Antonio ns.l^ fué Ca,sn del Pueblo hoy 
ocupaifo por e l pe r iód ico "Proa"» 
M/V ...Ro^ A D% SIL,-Edificio del ¿sindicato Mnero 
hojr ocupado por fuerzas del fi-
niere I t o . 
POLA D : JORDÁN.-EciflCÍO del S ind ica to fttnero Can-
teilano^ hoy Ciiartol Guardia Civil* 
DELEGACIÓN NACIONAL DE SINDICATOS 
FALANGE ESPAÑOU TRADICIONALISTA 
Y DE LAS J. 0. N. S. 
RELACIÓN B -^ BIKH:Í) lí^^ajIÍBL^- PRO-
DIENTES DE QRGAKIZACIONIOS l^^RXISTAK. 
PROVINCIA m: cwmA 
^BA .^JAS D'-; MXO.- Eciíílcio de U.G.T. ocuDacia por 
f^ORivüBIA .1::L CiiMH),-Káir.lcio ocupado por F.E.T. 
piJEDU- \.n. BALV4D0R.-Edificio de U.c.T, ocupado tíor 
FOT; n.. Ci:"^ :RyO.-. Y^TVÍÜ t i e r r a s Ce la.T)or ocupadas 
i;or Alcal(:i/ . 
VIIJALBA W lA l^U^m^y,-minoro <Xe C.K.T. 
A H NAGiONAL DE SINDICATOS \ 
F. E. L Y DE LAS J. 0. N. 8. 
AS 
A S E S O R Í A J U R Í D I C A 
m^CION DK BIENES 
m ORPANIEACÍONES líARXI^TAS. 
IMÜESLES PRüCErílfTES 






i Edificio situado en la calle Fernandez la Tor: 
fué de la Cooperativa **Unl6n Tabacalera" 
í^rroqula de Cenas" 
Solar encía%'^do en Campanario de Abajo de 21 
: con 25 árnas. 
/ Edííficio que fué Centro de Instrucción y Recn 
; o* 
Eaificlo Casa Sindical. ''Parroquia de Diam". 
Edificio reciente constru6#&ón. 
0olar f5n el lugar llamado TellaSo. 
Edificio eituado en el liJigar de los Castos fué 
del Sindicato Agrícola y Ganadero de Msda so-
licitado inscripción a nombre C,N»S, 
F41ficlo situado en ñ. Penedo de la parroquia 
íde Badallobre. 
Edificio Que perteneció al Centro de Cultura 
obrera. 
Otro edificlosituado a la entrada del muelle 
San Femando perteneció a varias sociedades 
' obreras . 
Jcm NACIONAL PE SINDICATOS 
Oí F. E. T; Y DE LAS J. 0. N. S. 













Edificio antes Casa del Pueblo ocupad 
por F.E^f» 
Edificio i^ ituado en la calle Mártires 
de Falange • lí.0 propiedad de la C.N.T. in 
diado* 
Edificio destruidoo 
Edificio situado en la calle Joaauín Lo 
Molina, 55, fué centro obrero, la dedic 
a escuela. 
Edificio situado en la calle José Antón 
nft i, embargado* 
Edificio situado en la calle l/Siriscala 
Casa del Pueblo, embargado. 
Edificio situado en la calle Unión 2^ o 
pada para cárcel, 
otro situado en plaza Santa Bárbara y 
mez Gobian 1, ocupada por F.E.T^ 
Edificio situado en Antonio Barroso k- P 
teneció a Sociedad Gremial de Pozoblanco 
Mixicio situado en Convento 3* ocupado 
Escuelas. 
EDIFICIO FN GCINÍSTRUCCION del P.S. 
Solar situado en la calle Queipo de LLanc 
29,50 P por 18,50, fué propiedad de Agrup 
clon socialista, incautado por F.E.To 
Edificio antes Casa del Pueblo comprada p 
Sociedad °La Ajíaonia" en 16.000 pts, paga 
12.000. 
TILLÁFR/\NCAo- Flnca h i p o t e c a d a a l p ó s i t o en I . 7 0 0 • p t s . 
g « S 6 w N NACfpNAL DE SINOiCATOS 
DE F. E. T; Y DE LAS J. 0. N. S. 
A S E S O R Í A J U R Í D I C A LiL 
¡\ 




MOVINCIA DE CÓRDOBA 
Ed i f i c io que fué casa ü e l F\ieX)lo, atítualnsente C^N^S, 
Local , 
uiLAR DE lA FRONTERA^-EáifIcíóeen l a c a l l e CalT©' Sote lo 
n<2 50 Que fué de l a Sociedad "La l^zón 
oci^ada por 0«J» 










Edificio aue ful Casa del Pueblo tí. to 
en la calle General Mola nfi 6'hoy dedl-
-cado a Prisión. 
Edificio dedicado a Escuela de nlfíos 
antiguamente Gasa del Pueblo, situada 
en la calle Fray Miguel de Meaina. 
Gasa situada en B calle ^ n Antón 18 
y 20 hoy cárcel. 
Otra en la misma calle n^ 16 teatro prli 
clpal propiedad de U.G.T. j ¥.S. 
Grupo de casas baratas Pablo Iglesias, 
en poder de obreros y desocupados. 
Edificio Iníiabltable. 
Edificio situado en la calle Chillón -
ne 1 gravada por ^ QOO pts 
Edificad situado en la calle j^ loisa ne2 t 
del centro obrero "^ La Fraternidad" s 
Edificio en construcción . 
otro abandonado. 
Otro en el casco de la Población ocupa-
do por OoJ« ¡ 
Edificio situado en :fe. calle F.E. ne 7 
perteneció a^la Sociedad *La Libertado-
ra** gravada en l.lj^ S pts al pósito. 
Edificio situado en IP Cristina n^ 7 
perteneció al Montepio de Empleados Mer-
cantiles ocupada por Jefatura Provtni^ ifli 
< 
iás^SSílli ii¿í¿»¿>.jC¿ÍL>^ 
. 1 ' ^ 
. ^ r , , v i 
1- ^.- ^ ^ t , 
N NACIONAL-DE SINDICATOS 
FAUNCE ESPAÑOU TRADICIONALISTA 
Y DE US J. 0. N. S. 
HELACION DE BIENES IKMÜEBLES mOtS^ 
BMTES DE I)»3MIZACI0NES l í ^ ' ..; 
IBAHERNAJ©Oé¿- Edlflelo situado en la call« l^ifte*. 
l i a nt^ 2^^^ v a l o r e s 4« W^mW^; 
ÁLDEMíUEVA DliX. CimiNO»-«lifÍclo en l a pla2;a <t#l fíiaífe 
<m4o dedicado a panñderít; 
aAROIAZ.- Ediflelo qu« fué casa del Pueblo 0lf| 
to en la calle Capitán Luna 138 tt* 
.^2. 
•-•"'"•'•íiiiii 
i i <» , i^ 
-0AC/ON moiomi DE SINDICATOS 
Úf F. E. T. V OE LAS d. 0. N. S. 
A S E S O R Í A J U R Í D I C A 
MASPAEÍ) . -
«-A ]2SL FáMáQI^t 
Giñomujw 
J^ttf i c i o s i t u a d o e a i a Cali® d® eol«® S« Q 
gUS f u ¿ d® l a Ss®i®áaá de Pa jesos actmalraea-
t e S i a á i e a t o Agsrope^uarto* 
P a r c e l a di® t e r r e n o s i t u a d a ea l a s ea iHjs S» 
l^]?aait@ y P l a z c a , e©n mía st^perf i®i® á® ?'01 
üaa casa t o s l a s t a l a c i d a áe oafá y s a l a á© b a i -
l o s i t u a d o €21 l a eall@ de Nada l l ocupado p o r 
iHzIlio Soeial» 
o t r a e a l a misma oali© oeupado p©r @X J iyaata-
mi»s te« 
2 á á f i # i o s i tmaáo s i t u a d o &n l a e a l l « á e San 
Juaa de s a l l o s t B ^ 1 , pexteamoló a l@s -Iratei-
j ado re s á» Xa t i j e r a , aetualmemte »<nipdt& i^ar 
eX sia^«ftto Agropecuario» 
BASeSLONA < CAPITAL} ISI f lCIO SlfUAjOO M LA CALLe d« BasaM l!» 18 
7 S# qt»» futí d e l ]P*@«iir*N* ae tua l^^s i t e «NRü^ paáe 
por faenas ásl S>reltü* 
0ASfSLLTSLL I VILll«**SdifÍeÍ03 Sd dos n a r e s una pa ra alBaeen y o t r a 
p a r a xaol turas i^n g.ite p e r t e n e e i d a l Sije€iafttd 
A g r í c o l a ac tua lmente ocupado p o r e l Siadl«at<» 





S d i f i c i o oomenzado a e S l f l e a r , pert8B@<5id a l a 
TTni<^ de R a b a s a i r o s . 
E d i f i c i o s i t u a d o en l a c a l l e de P®rez Galdidte 
B S 110 p e r t e n e c i ó a l a Fedsrac i í ín de S i n d i e a -
t o s TJ»G«T« 
E d i f i c i o que p e r t e n a c i d a l S i n d i c a t o l ía ioo 
»iCas Mtml». 
S d i f i c i o s i t u a d o en l a c a l l e de Pablo B&rtraa 
a® g qyiQ tué de l S l n a i e a t o Agr íco la y Casa Bara l 
E d i f i c i o s a l ó n de l e e r e o s i t u a d o ea l a « a l i e 
do F l o r e n c i o Gustaras n® 96« 
SIÍGBS,- Sdiíieio ^e la que fuá üasa del Pueblo* 
OELE6ACI0N NACIONAL DE SINDICATOS 
DE F. E. T. Y DE LAS J. 0. N. S. 
A S E S O R Í A J U R Í D I C A 
CASTSLLAH DüTL V I L L ^ * - S d i f i c l o qm tná doX S l n d l e s t o Agirfcola «Jksmontai 





S d l f i e l o QUe furf Casa d e l Pueblo s i t o e a l a « a i l e 
Qusmara xt^ 15« 
Otro que ftt^ d e l S i s d i c a t o obre ro s i t u a d o en l a 
wcar re t e ra de Heneada a« 80« 
£^ 2iea eompuesta cte cuatro solares sltaeda en el 
l a g a r eonoeldo por e l «Puxet» pe r t eaec lc í a l a 
Fna oase que perteneeieí a le Cooperativa obrerao 
^ i X i O l O gue p a r t e U d o i ^ a l a Fede rae lda d b r e r a 
s i t o ea l a e a l l a de Verdaguer n» 4€« 
£ d l f l e l o s i t u a d o en l a c a r r e t e r a de K a t a r e p e r a a^ 
1 7 . 
o t r a e a l a s i s m a o a r r e t e r a 
Ot ra s i t u a d a aat l a e a l l e ITrateruldad a*5* 
üdliClelo s i t u a d o ea l a b a r r i a d a de l a C^ nUS AltSl 
ealle de San ?ejniaiiáo nfi t ai &, se haya grava-
de eosb UA& i i lpo teea de 15*000 p e s e t a s a tSfOT dd 
la Caja de Ahozros de sabadeii. 
S d l f l o l o s i t o an l a P l aza de l Caud i l lo »« 11 que 
per teaee l r f a l a «Aurora Obrera» . 
SAN CüGAT úSL ^ - A L L ^ . - s d i f l c l o s i t o «n l a ©al ie J.Anselmo Clav^ , que 
p e r t e n e c i ó a l a Sociedad Coral »»I,a UUlda**» 
S4ÍÍ PSDfiC D2 filCüS»-Edificio s i t o en l a c a l l e de Calvo SOtelO IJ» 2 
que fU^ ^ 1 Centro A g r í c o l a Obrero. 
SÜBIHATS.-
G^lida . -
S d i f i c l o en l a b a r r i a d a de Casa R o s e l l que Itué 
de l a Sooledad Be c r e a t i v a obrera* 
S d i f i c i o que fufí de l a Sociedlad Coral de A r t e -
sanos G e l l r e n s e s s e e re que e s t á gravado con 
una h i p o t e c a de 60*000 p e s e t a s a favor de l a 
Caja da Pensiones» 
S d i f i c i o s i t u a d o en l a c a l l e Monserrat qXkQ furf 
d9 l a Coopera t iva C a l l u e n s e . 
SM ..ÜIHICO DE BSSOEA.-gdiflcio que fu^ de l a Coopera t iva itoirfn de 
Amigos* 
VlLLAMüEVA Y GSLTfítJ.-Edificio s i t o en l a c a l l e Uueva n^ 10 que p e r -
tenecida a La Casa d e l Pueb lo .Fu^ quemado duran-
ite la Berolucirfn Marzlstá* 
LE6ACI0N NACIONAL DE SINDICATOS 
DE F. E. T. Y DE LAS d. 0.- N. S. 
A S E S O R Í A J U R Í D I C A 
p 
yBOVIHClA BK BAECSLOgA 
POBLák DE GíARSMMT*''SSÉ£í&%o &B. l a ' A7eBÍáa d® José ^ t f i M e ««apaSd p o r 
IJjQRST DSL P A H A B ^ . - M i f l e i o qme fi í^ ds l a €©©perattra ^&. F a r o l a » 
TSUUSDSS'A Y GSLTfin«-SdifieÍo s i t o en l a P l a z a I S a© J ^ l l e ei^i^ad® p o r 
fuerzas del Sj^reiteo 
fiálTAi^*^ M i f i e i o s l t a a á o s n l a G&11$ Bsal i ^ l^ ta t 7 S@$. 
Otro est l a j&aml»la a@I Í9aqm9 d® l a TÍ9 te r iS i 9«Qi<» 
pad© por eeaedores i n f a n t i l e s • 
e t r e 911 l a e a l l e ñ.% San F e l i e i a n e && e l m^ £4 
a l ^^ &_ 
Otro s i t u a d o e& l a e a l l e d@ PsüLmerola :IB>^  ! • 
d t r o en l a c a l l e O r i s t i n a OOB. l o s a d o r o s ^ a l 
Mf£eio situado en la oalle de Hidrot áoMe ds-
talja i n s t a l a d o e l ü,omo d© c r i s t a l d© l a Coope-
r a t i v a o b r e r a «(iris t a l a r í a s da Matara»•• 
Otro e d i f i c i o que tve dedicado" a j ^ e u e l a i^ iá ioaa-
l l s t a , s i t u a d a ea l a c a l l e de P r a t de l a Bira» 
S d t T i e i o s i t u a d o ea l a oall© de Kuevas capueMaas 
que p e r teñe e i á a l a Asoeiaei($£i F a b r i l de ob re ros 
de gez^ros ée pttsto* 
Dos e d l f i o i o s que p e r t e a e c i e r o a a l a Cooiperativa 
de Gasas Ba ra t a s «Pablo I g l e s i a s » s i t u a d a s u s a en 
l a est i le de Saa Agus t ín a^ 50 y o t r a ea l a e a -
l l e de Goaospeids 53» 
H<K>TiiSf«§i E^Dif l . , S d l f l c i o s i t u a d o ea l a cal i® de l S o l 3B» 2 Í . 
Uü s o l a r p o r e d i f i e a r de 840 met ros «aadrados am-
b o s , p e r t e m e e i e r o a a l a c o o p e r a t i v a o b r e r a «»IJR 
6onf ianze » 
SAH SADUBMI i)S NOYA.-Edificio s i t u a d o en l a c a l l e de Mareos Mir a« 14 
que Tuértensela a l a Coopera t iva Agr íco la de Saa 
|osd« 
ODSNAtt- Sdlficio de la Oooperative Obrera , habilitado 
para Iglesia» 
IiOoal con jolino destinado al Sindicato Agrario 
do la e«H«S* 
BOCAFOET T VILOMABA.wgdif icio de la que tMé Cooperativa Popular y vi-
1 cossBurens 6 • 
Otro que portenecid al Ateneo Centro Obrero He-
RELACIÓN DE ENCARTADOS 
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G A R C Í A 
MORENO 
ARENAS 
C A S T R I L L O 
R O D R Í G U E Z 
LEONOR 15-01-40 RP 
FLORENCIO 27-06-40 RP 
MARIANO 04-03-41 RP 
PURIFICACIÓN - - RP 
PURIFICACIÓN 02-04-41 RP 
AQUILINO 10-03-44 AB 
DOMINGO 05-11-45 RP 
NICOLÁS 25-11-41 RP 
EMILIA 19-12-42 AB 
ENRIQUE 16-10-43 AB 
FÉLIX 25-03-44 RP 
CARMEN 23-06-41 RP 
SILVESTRE 28-01-44 AB 
PAULA 02-07-40 RP 
LORENZO 18-01-45 AB 
LUIS 04-12-42 AB 
PABLO 07-04-41 RP 
ÁNGEL 27-04-42 AB 
ÁNGEL 09-12-43 AB 
LUIS 10-07-44 
JUANA 01-08-40 RP 
MIGUEL 14-11-41 RP 
VICENTE 12-01-42 RP 
ANDREA MANUELA 27-12-44 AB 
JUAN 19-08-41 RP 
JUAN 11-06-41 RP 
MARGARITA 22-08-41 RP 
RAMÓN DE 29-12-41 RP 
CELAIDA 26-09-44 AB 
ALFREDO 29-02-44 AB 
FEDERICO 04-04-45 RP 
JOSÉ 30-06-41 RP 
JULIO 08-07-40 RP 
LUISA 27-03-40 RP 
DELFINA 19-01-45 AB 
MARIANO 06-04-45 RP 
RAFAEL 16-12-44 AB 
MANUEL 22-02-44 AB 
FERNANDO 03-11-41 RP 
JESÚS 19-06-41 RP 
MATEO 14-01-44 AB 
VICENTE 19-02-44 AB 
CIRCUNCISIÓN 24-11-43 AB 
CASIMIRO 16-12-44 RP 
JUAN 27-11-44 RP 
ANTONIO 29-02-44 AB 
JUAN DIEGO 09-01-42 RP 
HILARIO 09-12-42 AB 
FRANCISCO 10-03-44 AB 
FRANCISCO 29-02-44 AB 
TEODORO 15-03-45 RP 
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